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PRÓLOGO 

Este libro comenzó a escribirse en 2010 y terminó de escribirse en la 
primavera de 2019, cuando las encuestas en Uruguay auguraban que 
el Frente Amplio (FA) enfrentaba su hora más difícil en las últimas dos 
décadas, con un resultado electoral indeterminado.

No fue escrito de un tirón, sino a pedazos, en numerosos artículos 
académicos, columnas de opinión y conferencias dictadas en Uruguay 
y en países de la región sobre los gobiernos de izquierda en América 
del Sur y sobre la suerte del FA en Uruguay. Lo antecedió el libro Entre 
la protesta y el compromiso, editado por Trilce en 2009,1 que retrató la 
experiencia de los primeros cinco años de gobierno frenteamplista. El 
segundo y el tercer capítulo de este libro completan la reflexión inicia-
da en ese primer libro, al analizar la década de gobiernos del FA que 
transcurre entre 2010 y 2020: sus logros, sus avances, sus desafíos, sus 
problemas.

En octubre de 2009, apenas unos meses después de publicar En-
tre la protesta y el compromiso, fui elegida senadora de la República 
por el FA, en el marco del amplio movimiento que llevó a José Mu-
jica al triunfo. En octubre de 2014 renové mi banca a través de otro 

1  Moreira, C., y Pérez, V. (2009). Entre la protesta y el compromiso: la izquierda en 
el gobierno Uruguay y América Latina. Montevideo: Trilce.
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movimiento: el que me llevó a postularme como precandidata a la 
Presidencia de la República por el FA. A pesar de haber fracasado 
rotundamente en el intento, fui reelegida senadora y, junto con un 
entrañable colectivo de frenteamplistas, fundamos un nuevo grupo 
político que, un par de años después, conquistó sus credenciales de 
sector político dentro del FA: el sector Casa Grande.

En estos quince años que pasaron desde que el FA asumió la Presi-
dencia hubo una ola de gobiernos de izquierda en América Latina de 
diversa procedencia y conformación que tuve el privilegio de conocer 
en el marco de lo que fue el progresismo latinoamericano. De la in-
teracción con estos partidos y movimientos me nutrí como política y 
como politóloga. Fui escribiendo sobre estos movimientos y partidos 
a lo largo de estos años. Así, el primer capítulo de este libro no recoge 
una reflexión tardía y póstuma sobre lo que fueron los gobiernos de 
Chávez, de Kirchner o de Lula, sino la impresión viva que en su mo-
mento me produjeron todas esas novedades políticas. Soy feliz de ha-
ber podido experimentar en carne propia lo que Álvaro García Linera 
denominara «una década de oro» en América Latina. Jamás imaginé 
que se pudiera hacer tanto en tan poco tiempo. El nombre de este 
libro honra el espíritu de esa época.

El segundo y tercer capítulo articulan diversas reflexiones que fui 
haciendo sobre las administraciones frenteamplistas a partir de mi 
propia experiencia como parlamentaria. El armado de gobierno en 
estos años, la búsqueda de acuerdos con la oposición y la miríada de 
debates intensos que afloraron en Uruguay son la marca de estos dos 
largos apartados. La intención fue la de dejar un registro lo más fiel 
posible de lo que sucedió en ese decenio a partir de la mirada de quien 
«lo vio por dentro». En particular, siento que el país cambió notable-
mente en la década y media de gobiernos del FA y logró superar cierta 
agonía de destino con la que mi generación vivió buena parte de su 
vida.

El último capítulo está destinado al resurgimiento de las derechas, 
y sin duda es el más breve, puesto que esta suerte de restauración 
conservadora data de hace apenas tres años. Si bien la idea del fin 
de un ciclo progresista y la instauración de un ciclo conservador pa-
rece apresurada y poco sostenible en el complejo contexto en el que 
vivimos, este capítulo apunta a señalar lo que parece imprescindible 
en una agenda política —y politológica—: el estudio de las derechas 
políticas, sus orígenes, sus fundamentos y, sobre todo, sus propósitos.

A lo largo de todos estos años el equipo de trabajo que me ha acom-
pañado en mi trabajo parlamentario ha sido un fiel colaborador en 
la hechura de buena parte de estos textos y a ellos les agradezco su 
paciencia. A Alejandra, Andrea, Silvia, Gustavo, María Emilia, Mayra, 



Prólogo



Florencia, mi agradecimiento, siempre. Sin Andrea Delbono, que ha 
corregido todo lo que he escrito en estos años, que ha buscado citas 
y cuadros, que ha impedido que cometa más errores de los que he 
cometido, y que ha tenido la gentileza infinita de darme sus correc-
tísimas opiniones siempre, este libro no hubiera podido existir. Mi 
reconocimiento a su excelencia académica, a su prudencia política y a 
la meticulosidad de su trabajo.

El apoyo del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales 
(CLACSO), de Banda Oriental, del Transnational Institute (TNI) y de 
Guillermo Fuentes fue determinante para la concreción de esta cuida-
da edición.

El libro también requiere el reconocimiento a mi querido Frente 
Amplio, que me permitió experimentar en carne propia las vicisitu-
des de la política real y que me dio la fantástica oportunidad de ha-
berlo representado en estos años. Mi agradecimiento a todos quienes 
me votaron y ayudaron así a la consolidación de nuestro movimiento 
político Casa Grande, dentro del cual crecí, aprendí, sufrí y maduré 
políticamente.

Vale mi agradecimiento a mi familia, leal y solidaria, a mis queri-
dos amigos y a mi compañero Javier, por todos estos años y meses y 
horas de mi vida. Cada una de ellas valió la pena ser vivida.

A los lectores y lectoras, paciencia. Es un libro largo, intenso y sin 
respiros. Como la vida política que vivimos estos años.

Montevideo, octubre de 2019.







Capítulo 1

EL GIRO A LA IZQUIERDA 
EN AMÉRICA DEL SUR

Un intento de sistematización 
teórica de su legado práctico

1. INTRODUCCIÓN: LAS NOVEDADES DE LA IZQUIERDA 
LATINOAMERICANA EN LA TERCERA OLA DE LA DEMOCRACIA
Entre fines de la década de los noventa y el primer lustro del nuevo 
siglo, se instalaban en América del Sur gobiernos de izquierda o pro-
gresistas1 que hacían augurar, para muchos, el fin de un ciclo neoli-
beral que había comenzado durante las dictaduras latinoamericanas 
y se había refinado teórica y prácticamente durante el último decenio 
del milenio. La expresión giro a la izquierda comenzó a utilizarse a 
partir de los triunfos electorales de Luiz Inácio Lula da Silva, Néstor 
Kirchner y Tabaré Vázquez, con la correspondiente instalación de los 
gobiernos del Partido de los Trabajadores (PT) en Brasil (2002-2016), 
del Frente para la Victoria (FPV) en Argentina (2003-2016) y del Fren-
te Amplio (FA) en Uruguay (desde 2005), los cuales marcaron el inicio 
de esta era progresista. Estaban precedidos por la experiencia de la 
Concertación en el Chile posdictadura y por la victoria de Hugo Chá-
vez en Venezuela (1998). Ambos casos eran muy distintos entre sí: 

1  El término progresismo comenzó a utilizarse para denominar a un conjunto de 
nuevos gobiernos en América del Sur tras la V Cumbre de Líderes Progresistas cele-
brada en 2003, en Londres, en la que se reunieron líderes políticos de centroizquier-
da en un seminario llamado Gobernanza progresista, en el que el entonces novel 
presidente brasileño Luiz Inácio Lula da Silva fue la estrella principal.
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la Concertación chilena, una coalición entre un partido de centro (el 
Partido Demócrata Cristiano [PDC]) y un partido de izquierda (el Par-
tido Socialista [PS]), difícilmente podía ser considerada de izquierda, 
mientras que el ascenso del chavismo fue, rápidamente, tildado de 
populismo. Hacia mediados de los años 2000, los triunfos de Evo Mo-
rales en Bolivia (2005), Rafael Correa en Ecuador (2006) y Fernando 
Lugo en Paraguay (2008) completaron el cuadro.

Los segundos mandatos de estos gobiernos en Chile, Venezuela y 
Brasil abrieron un espacio para pensar en un giro a la izquierda más o 
menos general en estos países y vincularlo definitivamente a la tercera 
ola de la democracia.

Los debates sobre qué significaba que un gobierno fuera de iz-
quierda se dieron interminablemente en estos primeros años (Arditi, 
2009; Gargarella, 2014; Leiras, 2007; Levitsky y Roberts, 2011; Luna 
y Filgueira, 2009; Panizza, 2005; Weyland, 2009). Más allá del cariz, 
muchas veces político y valorativo, que tomó la discusión, y que ayudó 
a diferenciar, por ejemplo, a las izquierdas «buenas» (responsables, 
socialdemócratas) de las otras (populistas) (Lanzaro, 2007; Panizza, 
2008), lo cierto es que florecieron interesantes debates académicos 
sobre estos términos.

¿Qué se define como gobiernos progresistas o de izquierda en este 
libro? Supongamos que usamos la definición más simple —y la más 
contrastable—: un gobierno de izquierda puede ser calificado de tal 
atendiendo a la orientación ideológica de su constitución partida-
ria. Esto significa que los contenidos doctrinarios e ideológicos de su 
agenda nos son relativamente indiferentes para sentar esta definición. 
Aunque, como se verá más adelante, todos estos gobiernos tendieron 
a converger en el haz de políticas públicas que llevaron a cabo, la idea 
de examinar la propia constitución ideológica del partido nos salva 
del viejo y eterno problema de determinar cuán de izquierda es un 
gobierno, cuestión que siempre remite a las acciones llevadas a cabo 
efectivamente, en contrastación con algún tipo ideal de lo que es ser 
de izquierda. Siempre he sostenido que estas definiciones tienen un 
ámbito de discusión político y otro politológico. En el ámbito propia-
mente político, la discusión es finalmente inzanjable. Pero la perspec-
tiva comparada nos ayuda en este sentido.

Podemos asumir, provisoriamente, que un gobierno de izquierda 
será aquel que está conducido por partidos que se ubican desde el 
centro a la izquierda en el espectro ideológico. Esta es la opción que se 
toma en este libro y está justificada por la relativa simplicidad con la 
que se puede llegar a una verificación empírica: la identidad ideológi-
ca del partido de gobierno, usando las escalas que existen, permitiría 
medir cuándo un gobierno es de izquierda o no. Así, se identifica aquí 
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como gobierno de izquierda a aquel que en su constitución partidaria 
puede ubicarse, promedialmente, entre el centro y la izquierda de la 
escala.2

Con estas precisiones, los citados gobiernos de Bolivia, Brasil, 
Chile, Uruguay y Venezuela serían gobiernos de izquierda. Pero no es 
posible calificar así al gobierno de Kirchner, dada la propia amplitud 
ideológica de su partido. Ahora, Brasil y Chile enfrentarían también 
problemas en este sentido: si bien los partidos a los que pertenecen los 
presidentes y presidentas son de izquierda (una precisión importan-
te), las coaliciones que los han sustentado se han extendido a lo largo 
del continuo ideológico (claramente, en el caso de Brasil, y menos en 
el de Chile). En definitiva, la propia calificación de partido se aplica 
bien a algunos casos, como el PT brasileño o el FA uruguayo, pero no 
tan fácilmente a coaliciones como las que llevaron a Kirchner al go-
bierno o al Movimiento Quinta República (MVR) que llevó a Chávez a 
la Presidencia de Venezuela.

También existe un sentido común asentado que indica que, más 
allá de las coaliciones que les dieron sustento a estos gobiernos (coa-
liciones que, en algunos casos, como en el de Brasil, abarcaron buena 
parte del abanico ideológico), los presidentes y presidentas sí son de 
izquierda. Este es el caso de Kirchner, Lula y Michelle Bachelet. Dado 
el alto presidencialismo imperante en América Latina (especialmente 
en Brasil y Argentina), un mandatario de izquierda sería capaz de im-
poner una agenda acorde a sus preferencias, más allá de la resistencia 
(o apoyo) de sus partidos. En tal caso, sería la orientación del titular 
del Poder Ejecutivo la determinante de la ubicación del gobierno en 
la calificación.

Por último, si quisiéramos entrar en la discusión sobre la agenda, 
se podría definir gobierno de izquierda como aquel que lleva adelante 
un programa o agenda acorde, independientemente de las considera-
ciones anteriores. Sin embargo, este punto de partida es muy com-
plejo, puesto que si ya se requiere el concurso de variadas precisio-
nes para determinar la ideología de la composición del gobierno, las 

2  Existen varios modos de medir esto. Por ejemplo, con una escala de 10 puntos 
donde el uno (1) representa el posicionamiento más a la izquierda y el diez (10) 
la ubicación más a la derecha. Las encuestas de opinión pública regulares que se 
realizan a parlamentarios de América Latina, Europa y otras partes del mundo per-
miten medir la orientación ideológica de sus partidos a partir de escalas de este tipo. 
Asimismo, en cada país puede contrastarse el posicionamiento ideológico que los 
propios políticos efectúan de sí mismos y de los otros partidos en el eje izquierda-de-
recha con la ubicación que la opinión pública hace de partidos políticos y de líderes. 
Todo ello da un mapa actitudinal que, en la mayor parte de los casos, pensando en 
América Latina, es relativamente consistente.
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dificultades aumentan cuando se pone en consideración la agenda y, 
mucho más aún, si se pretende calificar los impactos de las políticas 
públicas llevadas a cabo.3 En general, y luego de estudiar las políti-
cas implementadas por estos gobiernos, una diría que, más allá de la 
composición partidaria y de la ideología del/la presidente/a, lo central 
en una agenda de izquierda o progresista es la agenda de política ex-
terior de estos gobiernos (centrada en el fortalecimiento del bloque 
regional), sus políticas sociales (especialmente su refuerzo a políticas 
con inocultada vocación redistributiva, como la política laboral o la 
expansión del gasto público en salud y educación), sus políticas de 
ampliación de derechos y lucha contra toda discriminación (sus polí-
ticas en materia de diversidad, género, racismo, pueblos originarios) 
y su defensa del Estado vis à vis el mercado.

En un libro anterior (Moreira y Pérez, 2009) sostuve que para de-
terminar qué es ser de izquierda existen tres modelos de ideología. Un 
primer modelo sería el modelo espacial de la ideología, según el cual 
la izquierda y la derecha son un modo de ubicarse en cierto espacio 
político definido por las preferencias, valores y códigos compartidos 
de una comunidad, en un momento dado. Alguien o algo sería de iz-
quierda en la comparación con otro, situado en el extremo posicional 
opuesto, en un momento X de la historia. No habría, en esta forma de 
entender la ideología, una definición sustantiva y precisa de lo que es 
ser de izquierda. Lo que en un país aparece como izquierda en otro 
podría ser entendido como de centro, y lo que en un momento es defi-
nitorio de la izquierda podría no serlo en otro.

Una segunda forma de entender las diferencias ideológicas es me-
diante el modelo cultural de la ideología. Se es de izquierda o de dere-
cha de acuerdo a ciertos rasgos de la cultura política. La proposición 
de que la izquierda es estatista y la derecha liberal, por ejemplo, es 
propia de una interpretación cultural de la ideología. La izquierda y 
la derecha se diferencian en el eje Estado-mercado, en el eje político 
(participación vs. elitismo) y en el eje social (propensión a políticas 
redistributivas vs. defensa del statu quo).

Finalmente, está el modelo partidario, según el cual ideología y 
partido son dos fenómenos que deben entenderse conjuntamente. 
Se pertenece (o se vota) a un partido por la ideología que este tiene, 
pero ante la inexistencia de partidos ideológicos (por ejemplo, cuan-
do no existen partidos de izquierda estables e institucionalizados), el 

3  Siguiendo a Bobbio (1995), si el principio orientador del eje izquierda-derecha 
es el debate sobre la igualdad, los impactos de las políticas públicas deberían ser 
estudiados en ese sentido, independientemente de que la igualdad refiera a estratos 
sociales o a clivajes de género, regional o étnicos.
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modelo de la ideología no funciona y la gente no se identifica ni con 
la izquierda ni con la derecha, por faltarle modelos partidarios que la 
representen. En esta interpretación, es la política (el partido, las ins-
tituciones) lo que determina la ideología. Esto es particularmente im-
portante para las izquierdas, ya que son ellas (y no las derechas) la que 
hacen de la cuestión del partido una cuestión central. En su extremo, 
la política propiamente dicha (la creación de partidos, organizaciones 
sociales, etc.) es una necesidad de la izquierda. La derecha representa 
el statu quo: el poder económico y el prestigio social. No precisa en la 
misma medida la fuerza de la organización ni del voto, porque dispo-
ne de otros canales de presión e influencia.

Estos gobiernos de izquierda o progresistas produjeron experien-
cias únicas e inéditas que complejizaron aún más su identificación. 
Una de ellas fue la descolonización como bandera. La crítica al neoli-
beralismo, al rol de Estados Unidos, al papel de los organismos mul-
tilaterales de crédito y sus condicionamientos. Estos fueron rasgos 
distintivos de su identidad clásica. Y es claro que la injerencia de Esta-
dos Unidos fue importante en varios de estos países y funcionó como 
división y parteaguas de la propia América Latina, como lo evidencian 
las recientes acciones del llamado Grupo de Lima4 o los posiciona-
mientos de la Organización de Estados Americanos (OEA) (siempre 
dispuesta a suspender la categoría de democracia a estos gobiernos 
—hoy Venezuela y Nicaragua, y hace 50 años, Cuba—, pero no a las 
peores dictaduras latinoamericanas, ni a pronunciarse sobre ciertas 
usurpaciones flagrantes a la democracia).

Al mismo tiempo (y ello es parte de la vieja identidad, pero solo se 
hizo conquista práctica en esta segunda ola de la izquierda latinoa-
mericana)5 esto se transformó en la reivindicación de una América 

4  El Grupo de Lima es un bloque creado en 2017 y conformado por 14 países de 
América Latina y el Caribe, más Canadá, y con la notoria exclusión de los países del 
«giro a la izquierda» suramericano que permanecen, a la fecha, en el gobierno: Boli-
via, Uruguay y Venezuela. El grupo fue muy activo en la declaración sobre la crisis en 
Venezuela, en el reconocimiento del gobierno provisorio de Juan Guaidó, así como 
en el quiebre de la Unión Suramericana de Naciones (UNASUR) y en la propuesta de 
una organización multilateral alternativa llamada Foro para el Progreso de América 
del Sur (PROSUR) en 2019.
5  La segunda ola de la izquierda latinoamericana se entiende usando la teoría 
de las «olas» de la democracia de Huntington (1994) como una denominación de 
arcos históricos que representaron el predominio de gobiernos o movimientos de-
finidos como de izquierda. La teoría de las olas democráticas de Huntington ubica 
la primera ola entre 1828 y 1926. Claramente, en América Latina no se verifica un 
predominio de gobiernos, partidos o movimientos identificables con la izquierda en 
ese período, sino que, más bien, la idea de una «primera ola» puede identificarse a 
partir de los años 1960, cuando la Revolución cubana galvanizó a buena parte de las 
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Latina autónoma, dotada de sus propias instituciones (Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños [CELAC], Unión de Naciones 
Suramericanas [UNASUR], Banco del Sur, entre otras). Imperialismo, 
emancipación, autonomía se juntan así con la demanda por la «patria 
grande» formulada así por Artigas y Manuel Ugarte en los procesos 
de independencia latinoamericanos. Aquí lo nuevo es la reivindica-
ción de la unidad latinoamericana como proyecto del «abajo», y ese 
abajo son los movimientos sociales, las organizaciones populares, los 
intelectuales, los jóvenes, las mujeres, con especial destaque de las or-
ganizaciones de los pueblos originarios, lo que llevó a algunos países 
como Bolivia a adoptar el término descolonialización para denominar 
estos procesos. También sirvió de crítica a las izquierdas clásicas por 
«blancas» y europeizadas.

Entre lo nuevo, también cabe destacar —en algunos países, no en 
todos— la recuperación de una ideología del desarrollo que traslada 
la preocupación de la esfera de la macropolítica y la macroeconomía 
a la esfera de la vida cotidiana. La mención al buen vivir como prin-
cipio rector de la economía y la política remite al mismo tiempo a 
una relación del ser humano con la naturaleza y a una relación de los 
seres humanos entre sí. De hecho, las constituciones y leyes de varios 
países del referido giro han estatuido los derechos de la naturaleza: su 
derecho a existir, a evolucionar, a regenerarse, así como los derechos 
de cualquier pueblo a ser escuchado y a demandar por la sobreviven-
cia de esa naturaleza. El término biocentrismo desplazaría, en esta 
concepción, al de antropocentrismo y enmarcaría la denuncia del ca-
pitalismo como genocida.

Por otra parte, el buen vivir denota un buen convivir y una alter-
nativa civilizatoria al modo de vida norteamericano que guió la cons-
trucción de una ideología del consumo consistente con los modelos de 
acumulación imperantes. El consumo solidario y la sobriedad com-
partida van de la mano con el biocentrismo, y demandan del nuevo 
sujeto histórico (los viejos «hombres y mujeres nuevos») la austeridad 
que requiere la economía del compartir como antagónica a la econo-
mía de la acumulación.

En este sentido, lo que se entiende como izquierda o progresismo 
en el marco de este libro no sería interpretado así por sus propios 

izquierdas latinoamericanas y les dio un sentido y una simbología especiales. Fue 
entonces que tuvieron un primer auge, pero, aunque ya existían pequeños partidos 
de izquierda en todos los países —muchas veces fuertemente reprimidos—, no fue 
sino hasta los años 1970 que la izquierda «despegó» políticamente. Esa segunda ola 
de las izquierdas latinoamericanas es más clara de identificar ya que, aunque muchas 
de estas izquierdas provinieron de los experimentos políticos de las democracias de 
posguerra, el predominio político de las izquierdas nunca fue tan importante.
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protagonistas. En una nueva gramática de la política que exigiría esta 
segunda ola de la izquierda latinoamericana, a la expresión izquierda 
(polisémica, si las hay) deberían incorporarse otras palabras como 
indigenismo, descolonización —en vez de giro a la izquierda— y el re-
torno de lo nacional-popular. La reivindicación del populismo realiza-
da por Laclau (2005), entre otros, remite a que estas izquierdas hoy 
dialogan mejor con «lo popular»: son gobiernos más populares, como 
muestran los estudios de elites (Moreira 2009; Serna, Bottinelli, Ma-
neiro y Pérez, 2012), y hacen política más orientados a los intereses 
de las clases «populares», en franca tensión con los intereses «oligár-
quicos», en el viejo sentido aristotélico vinculado a la teoría de las 
formas de gobierno6 (Aristóteles, 1991). Por eso se los reivindica como 
populismos de izquierda, y no en forma despectiva, sino como reivindi-
cación del populismo en tanto el momento político en el cual las ma-
sas se incorporan activamente a la política. Y, en efecto, el acceso de 
inmensos contingentes de personas al consumo, la educación o el em-
pleo en América Latina va de la mano con su incorporación activa a la 
vida política. Ello transforma la vieja política de las elites en una for-
ma de hacer política en que las preferencias de la gran mayoría de los 
votantes deben ser necesariamente tomadas en cuenta. Como señaló 
Weffort (1968/1991), lo característico del populismo es que las masas 
se comporten como masas (adhiriendo emocionalmente a un líder) y 
no como clases (construyendo políticamente sus intereses como cla-
se). Sin embargo, el miedo a las masas populares que caracteriza a 
estas elites las galvaniza de igual manera que si se comportaran como 
clases, como lo muestra la elección de Jair Bolsonaro en Brasil. Y si se 
comportaran como clase, como señala Rosa Luxemburgo (1976: 94), 
igualmente se les aconsejaría «renegar de su objetivo socialista para 
que los liberales muertos de miedo puedan salir de la ratonera de la 
reacción».

De cualquier modo, parte de la debilidad de estos regímenes sobre-
viene, sin duda, a consecuencia de su propia característica populista 
(altamente dependientes de líderes y de recursos del Estado, con poca 
capacidad de construcción organizativa desde abajo e institucional 
desde arriba). También opera la imposibilidad de transitar un curso 
histórico más largo, habida cuenta de la magnitud de las fuerzas que 

6  En la teoría sobre las formas de gobierno, Aristóteles define a la democracia 
como el gobierno «de los pobres» (de los muchos, que siempre son los pobres) y a la 
oligarquía como el gobierno «de los ricos» (de los pocos). En tal sentido, Aristóteles 
propone que, más allá de que la clasificación debe ser mucho más exhaustiva, todos 
los gobiernos «tenderían» o a la oligarquía o a la democracia, según cuán repartido y 
concentrado esté el poder, y la condición «social» de quienes gobiernen.
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se le oponen, ya que la democracia en el capitalismo periférico es aún 
más inestable y rara que en los países del capitalismo central.

El giro a la izquierda, así definido, hoy resulta considerablemente 
estancado y en varios casos existe un retroceso significativo que ha 
hecho a muchos preguntarse sobre el posible cambio de ciclo hacia 
una regresión conservadora de profundidad y duración imprevisibles. 
El panorama mundial ofrece reiteradas comprobaciones del dina-
mismo y poder de las derechas, entre las cuales se pueden mencio-
nar la victoria del Brexit en Gran Bretaña, el fracaso del gobierno 
de François Hollande en Francia, la elección trágica entre Emmanuel 
Macron y Marine Le Pen, el retroceso electoral de Podemos en Espa-
ña, la derrota simbólica y económica de Syriza en Grecia o el triunfo 
de Donald Trump en Estados Unidos.

En los últimos años, en la región, los gobiernos de izquierda o pro-
gresistas han sufrido embates considerables, y partidos y gobiernos de 
derecha han tomado el control de la mayoría de los gobiernos. Aquí 
deben contarse, en primer lugar, el triunfo de Mauricio Macri en 2015, 
en Argentina, seguido de la descomposición del bloque K y la consta-
tación de la supremacía de Cambiemos en las elecciones parlamenta-
rias de 2017. El segundo golpe, con impactos en toda América Latina, 
fue el coup en cámara lenta al gobierno del PT, perpetrado por el Con-
greso brasileño y blindado por el Poder Judicial, así como la posterior 
confirmación que las elecciones nacionales le dieron al bloque entro-
nizado en el poder después de la destitución de Dilma Rousseff. El go-
bierno de Bolsonaro es la manifestación más caricatural del ascenso 
de las derechas al poder. Unido a ello, el triunfo de la oposición en los 
comicios legislativos de 2015 en Venezuela, el impasse político que le 
siguió, el descrédito del gobierno de Nicolás Maduro y el especial hos-
tigamiento que practicó la comunidad internacional contra este país 
privaron a América Latina de su exponente del socialismo del siglo 
XXI. Finalmente, la victoria de Sebastián Piñera en las elecciones de 
Chile, en diciembre de 2017, empañó lo que parecía un gran logro de 
la izquierda trasandina: la creación del Frente Amplio chileno, que ha-
bía exhibido un notable desempeño en la primera vuelta, disputando 
por izquierda con la Nueva Mayoría. La reconfirmación del Partido 
Colorado en Paraguay o la victoria de Iván Duque en Colombia son 
parte de las piezas que cual efecto dominó fueron ratificando la reins-
talación de los gobiernos conservadores.

La complicidad de los poderes dominantes en la región (Estados 
Unidos, Europa) y de los propios organismos internacionales fue de-
terminante para permitir procesar esta transición a la derecha cuando 
la correlación de fuerzas era aún insuficiente, a partir del uso de me-
canismos institucionales opacos, ilegítimos o fraudulentos. Aquí vale 
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destacar el oscuro proceso electoral en Honduras, en 2017, que permi-
tió la reelección de Juan Orlando Hernández, en contradicción con la 
Constitución de 1982. La poca transparencia de dicho proceso electo-
ral incluyó un recuento de votos que cambió el casi seguro triunfo de 
Salvador Nasralla (que superaba por más de cinco puntos porcentua-
les a su contendiente, con el 57 % de los votos escrutados) y el anuncio 
de los resultados veintiún días después de celebrados los comicios. La 
tardía denuncia de la OEA y su pedido de repetir la elección no dejan 
dudas sobre el tamaño de la irregularidad en este país donde al coup 
contra Manuel Zelaya, en 2009, siguen un conjunto de iniciativas que 
hacen de Honduras una suerte de sistema experimental de golpes a la 
democracia que testean no solo la capacidad de resistencia del propio 
país, sino de los de la región entera.

Otro impasse es el que se sigue del proceso ecuatoriano, cifrado 
por las grandes esperanzas que se ciñeron con la victoria de Lenín Mo-
reno, hoy irremediablemente alejado de Correa y de la propia Alian-
za País (PAIS). En Ecuador se produjo una división de la izquierda 
forjada con gran esfuerzo en los últimos diez años y la instalación de 
un gobierno conservador y alineado con las derechas de la región, en 
contradicción con las voluntades expresadas electoralmente que, todo 
indica, votaron otro programa de gobierno y otra orientación.

El activismo judicial en la región y la condena de Odebrecht por 
un tribunal norteamericano han servido para encarcelar a muchos 
dirigentes políticos y expresidentes. Los procesos contra Correa, Lula 
y Cristina Fernández suenan a una suerte de escarmiento judicial ex 
post, y encuentran a la izquierda debilitada y sin reacción. Mientras, 
Estados Unidos y Europa colaboran abiertamente o fungen de cóm-
plices vergonzantes en estos procesos que nos retrotraen a la época 
en que nuestros países eran considerados «republiquetas» o «Estados 
fallidos», lo que justificaba cualquier intervención.

El número de expresidentes y políticos con procesos legales en 
América Latina extremadamente alto7 y la interrupción de los man-
datos presidenciales en Brasil, Honduras, Haití, Paraguay y Perú, así 
como la presión por llamados a elecciones anticipadas en Nicaragua 
y Venezuela deben llamar la atención a un proceso de desarrollo de-
mocrático truncado, ya no por golpes de Estado, sino por la pues-
ta en marcha de mecanismos constitucionales que, según la identi-
dad ideológica de los gobiernos, pueden requerir complejas ayudas 
internacionales (como ha sucedido en Venezuela).

7  Solo por mencionar algunos de los más sobresalientes, cabe citar a Lula da Silva 
y a Michel Temer en Brasil, a Cristina Fernández en Argentina, a Alberto Fujimori y 
al fallecido Alan García en Perú, a Rafael Correa en Ecuador.
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El triunfalismo inicial de un giro a la izquierda que generaba un 
poderoso efecto dominó con impactos en varios países de América 
Latina y aseguraba las precondiciones para su afirmación como una 
región autónoma, con peso político y económico propio, ha dejado 
lugar a un escepticismo considerable. Los análisis sobre los fracasos 
de la izquierda y sus decepciones (la corrupción en sus propias filas, la 
incapacidad de transformar el modelo de acumulación extractivista, 
la separación entre los gobiernos y sus partidos con sus bases sociales) 
no deben hacernos olvidar que las derechas triunfan, además, por sus 
méritos propios. Su apariencia antipolítica en momentos en que la 
desafección política vuelve a aumentar notoriamente como resultado 
de los escándalos de corrupción que, en mayor o menor medida, afec-
tan todos nuestros países, le ha servido para conquistar una parte del 
descontento ciudadano. Los candidatos empresariales como Macri o 
Piñera representan esto. Al mismo tiempo, los efectos de la recesión 
económica sobre el empleo y los ingresos, la caída de los precios de 
los commodities y los impactos sobre estas economías agroexportado-
ras han debilitado sus bases de sustento: esto que Przeworski (1991) 
llamaba las bases materiales del consenso.

Las izquierdas latinoamericanas están, hoy, en mutación como re-
sultado de, al menos, dos procesos. El primero es su propia acumula-
ción histórica y la densidad de una experiencia política que ha mostra-
do los límites y desafíos que tiene, políticamente, para impulsar y llevar 
adelante un proceso de transformación económica y social de econo-
mías subdesarrolladas y sociedades desiguales. El segundo proceso ha 
devenido de sus derrotas políticas. El surgimiento de nuevos partidos 
de izquierda o la transformación de los partidos heredados del giro a la 
izquierda es parte de esta mutación. Finalmente, nada de estas muta-
ciones se entiende si no se comprende lo que a continuación llamaré la 
gran transformación, a saber, los procesos de ampliación democrática 
que se han vivido en la década larga del progresismo latinoamericano.

2. LA GRAN TRANSFORMACIÓN I: UNA DÉCADA GANADA EN 
CRECIMIENTO ECONÓMICO Y DESARROLLO SOCIAL
La larga década del progresismo fue un decenio de notorio crecimien-
to económico, y se popularizó en el discurso de Cristina Fernández 
como la «década ganada», al diferenciarla de la «década perdida» de 
los años 1980 y de la «media década perdida», como denominó la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) al pe-
ríodo que transcurre entre fines de los años 1990 e inicios de los 2000. 
Esta década larga (en algunos países duró quince o dieciocho años, en 
otros apenas diez) fue acompañada de un mejoramiento en casi todos 
los indicadores sociales y económicos.
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Aumentó el producto bruto interno (PBI) per cápita, se redujo la 
deuda externa, los países recuperaron competitividad, se amplió el 
mercado de empleo y la mano de obra aumentó considerablemente 
el nivel educativo de la población. Pocos análisis han destacado el rol 
que la política y las políticas tuvieron para explicar esta expansión 
económica sin precedentes desde la década de 1950, y las explicacio-
nes sobre el «viento de cola» que impulsó el crecimiento de estos años 
resultaron, a la larga, insuficientes.

Este crecimiento,8 generado, entre otras cosas, por un aumento en 
los precios de las materias primas de las que dependen economías la-
tinoamericanas de débil o precaria industrialización, fue acompañado 
por la recepción de inversión extranjera directa,9 producto de la crisis 
de las economías del norte. China ayudó a nuestro despegue, trans-
formándose en el principal inversor de la región, y Estados Unidos 
perdió peso, económicamente primero y políticamente después. Ello, 
unido a políticas progresistas de diversa entidad (fiscales, laborales, 
de inserción internacional, educativas, sanitarias y sociales, en gene-
ral), permitió reducir la vulnerabilidad económica de nuestros países, 
ganar grados de libertad en el manejo de las variables macroeconó-
micas, mejorar el salario y las condiciones de vida de los trabajadores 
y reducir la pobreza y la desigualdad que dejaron de ser la marca de 
nuestra existencia como región.

El viento de cola, entonces, no lo explicó todo. La mayoría de los 
resultados económicos y sociales se entienden a partir de un golpe de 
timón en la política de estos países, que pasaron de la desregulación 
a la regulación laboral, de la apertura indiscriminada al proteccio-
nismo —limitado— de la industria nacional, de la privatización a la 
reapropiación de activos públicos, del libre juego del mercado a la 
intervención decisiva del Estado, de medidas únicamente orientadas a 
mejorar el clima de negocios a medidas orientadas a la protección de 
los derechos de los trabajadores, de la restricción de las capacidades 
organizativas del campo popular a su promoción activa y su reconoci-
miento y, en fin, del ciclo de la «economía decide» al ciclo de la «políti-
ca decide». Esto sustrajo a América del Sur de su condición de región 
subordinada y la insertó en el mapa del mundo como un global player: 
se la escuchó claro y distinto en el mundo, en campos de política muy 
diversos: drogas, patentes, comercio, derechos humanos, regulación 
financiera y democracia.

8  Dentro de esta década ganada, el PBI total de América Latina y el Caribe alcanzó 
un pico de 6,2 % en 2010 (CEPAL, 2015).
9  La inversión extranjera directa neta en América Latina y el Caribe pasó de USD 
34.250 millones en 2006 a USD 137.435 millones en 2014 (CEPAL, 2015).
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El gráfico 1 muestra la evolución del PBI y de la pobreza en estos 
años. Allí se ilustra, por un lado, la década perdida, durante la cual, 
en los doce años que median entre los años ochenta y mediados de 
los noventa, el PBI permaneció estancado (luego de la crisis recesiva 
de estos años). Por el otro, entre 2003-2004 y 2013 se observa el creci-
miento sostenido del producto.

Gráfico 1. América Latina y el Caribe: comparación entre el PBI per cápita y la 
incidencia de la pobreza (1980-2015) (%)

Fuente: CEPAL (2016).

La satisfacción de los ciudadanos con la economía acompañó el 
crecimiento del producto. Los gráficos 2a y 2b presentan la satisfac-
ción con la economía dos años antes de que terminara el ciclo expan-
sivo, con especial destaque en Uruguay y Ecuador. Los países del giro 
a la izquierda evidencian un promedio de satisfacción más alto que el 
promedio latinoamericano (con excepción de Brasil, que ya en 2013 
mostraba señales de agotamiento).

Gráfico 2a. América Latina y el Caribe (países seleccionados): satisfacción con 
la economía (2002-2013) (%)
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Gráfico 2b. América Latina y el Caribe (totales por países): satisfacción con la 
economía (2013) (%)
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Fuente: Latinobarómetro (2013).

La reducción de la pobreza también es significativa, y lo es con 
relación al producto. El gráfico 3 ilustra la evolución de la pobreza y 
la indigencia en la década larga del progresismo.

En 1990, la pobreza abarcaba a casi la mitad de la población, y la 
indigencia a poco menos de la quinta parte de los latinoamericanos 
(48,4 % y 22,6 %, respectivamente). Luego de ese decenio en el cual se 
aplicaron todas las recetas del llamado Consenso de Washington y se 
procesó la famosa reforma económica, la pobreza en América Latina 
continuaba casi intacta: hacia 1999 había descendido unos cinco pun-
tos (de 48,4 % a 43,8 %), mientras la indigencia seguía afectando a la 
quinta parte de la población (pasó de 22,6 % a 18,6 %). Ello, a pesar de 
que en la primera mitad de los noventa se experimentó un crecimiento 
económico significativo. Obviamente, la crisis de 2002 —posterior a 
la década neoliberal— empeoró estos indicadores, pero las críticas al 
Consenso de Washington no prosperaron en los organismos multila-
terales, sino solo en los análisis políticos y, claro está, en la opinión 
pública.

Hacia 2008, la pobreza se había reducido en casi 10 % (ubicándose 
en el 33,5 %) y la indigencia afectaba a poco más de la décima parte de 
la población (12,9 %). En solo seis años de crecimiento económico, los 
impactos sobre el desarrollo social fueron tremendamente significati-
vos. En 2010, a ocho años de la recuperación económica, la pobreza se 
situaba en un tercio y la indigencia en un 12 %. En los años siguientes 
se produjeron mejoras apenas incrementales de uno o dos puntos, y 
la pobreza comenzó a experimentar un crecimiento a partir del año 
2015, justo cuando América Latina ingresa en una fase de contracción 
económica como resultado de la caída del precio de los commodities 
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(especialmente el petróleo) y de la crisis que afecta a Europa y a Es-
tados Unidos.

Gráfico 3. América Latina: evolución de la pobreza y la indigencia (1990-2015). 
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Fuente: CEPAL (2016).

El cuadro 1 hace foco en la pobreza y la indigencia en los siete 
países del giro a la izquierda, Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Ecua-
dor, Uruguay y Venezuela, en tres momentos del nuevo milenio. Allí 
puede observarse la significativa reducción del porcentaje de personas 
en situación de pobreza e indigencia, particularmente entre el primer 
lustro del nuevo milenio y los primeros años de la década del 2010.

Cuadro 1. Pobreza e indigencia en los países del giro a la izquierda alrededor 
de 2005, 2012 y 2013. (% de personas)

Alrededor de 2005 Alrededor de 2012 2013

Año Pobreza Indigencia Año Pobreza Indigencia Pobreza Indigencia

Argentina* 2006 24,8 9,6 2012 4,3 1,7 … …

Bolivia 2004 63,9 34,7 2011 36,3 18,7 … …

Brasil 2005 36,4 10,7 2012 18,6 5,4 18,0 5,9

Chile 2006 13,7 3,2 2011 11,0 3,1 7,8 2,5

Ecuador 2005 48,3 21,2 2011 35,3 13,8 33,6 12,0

Uruguay 2005 18,8 4,1 2012 6,1 1,2 5,7 0,9

Venezuela** 2005 37,1 15,9 2012 25,4 7,1 32,1 9,8

(*) Área urbana.

(**) Las cifras de 2012 y 2013 no son comparables con las de años anteriores.

Fuente: CEPAL (2014).



El giro a la izquierda en América del Sur



La caída de la pobreza, concretamente, estuvo fuertemente aso-
ciada al mejoramiento de la actividad económica para los casos de 
Argentina, Brasil, Chile y Uruguay (gráficos 4a, 5b, 5c y 5d, al final del 
capítulo). Los desocupados se muestran allí siempre con niveles de 
pobreza más altos que el resto. Sin embargo, también hay diferencias 
entre los países. Los inactivos, en Argentina o Chile, evidencian tasas 
de pobreza más altas que el resto, mientras que, en Uruguay, son los 
trabajadores por cuenta propia o familiares no remunerados quienes 
ocupan ese lugar. En Brasil y Uruguay, los asalariados públicos son 
quienes en menor medida experimentan las privaciones relativas a 
la pobreza. Así, además de la actividad económica, algunas políticas 
públicas (como las relativas al salario de los funcionarios públicos, 
o a las pensiones y jubilaciones), hacen la diferencia con relación a 
la exposición a la pobreza de los distintos conjuntos poblacionales. 
También en países como Brasil y Chile, se parte de una pobreza alta 
a inicios de los noventa (más del 30 %), y la caída es sistemática. En 
Uruguay y Argentina, por el contrario, a inicios de los noventa la po-
breza era de un 15  %, y los picos se evidencian entre 1999-2002 y 
2002-2005, para regresar, luego, a niveles mucho más bajos de los del 
punto de partida.

Asimismo, la reducción de la desigualdad evidencia que buena 
parte de los frutos del crecimiento pudo ser aprovechada diferencial-
mente por las poblaciones más vulnerables. El gráfico 5 (al final del 
capítulo) muestra la reducción del índice de Gini en América Latina 
y su cambio anual promedio, donde destacan Nicaragua, Argentina, 
Venezuela, Ecuador y Bolivia, de los países del giro a la izquierda 
mencionados.

La reducción de la desigualdad en América Latina fue de 0,550 
a 0,494 entre 1994 y 2013 (Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo [PNUD], 2016: 58), disminución solo comparable con 
la que se produjo a mitad del siglo XX en la región. Si bien es cierto 
que el crecimiento ayudó (entre 2003 y 2013 se contrajo en promedio 
un 1,13 % por año), también en épocas de mayor retracción del cre-
cimiento económico (2013-2015) siguió cayendo, aunque a una tasa 
menor (0,6 %).

La propia CEPAL (2016) reconoció que entre 2008 y 2015 la des-
igualdad en América Latina cayó gracias a que los países de la región 
priorizaron los objetivos de desarrollo social.10 En particular, reconoce 
que los avances en materia de reducción de la pobreza fueron impul-
sados por una mejoría relativa de los ingresos laborales de los sectores 

10  Véase también: https://dds.cepal.org/discapacidad/videos/ficha/?id=1040 (con-
sultado en abril de 2019).
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de menores ingresos, gracias a la formalización del empleo y al au-
mento de los salarios mínimos.11 También influyó el incremento de 
las transferencias monetarias hacia los estratos de menores ingresos 
y, aunque CEPAL no lo subraye, el aumento del gasto público y del 
gasto público social, que en 2015 alcanzó su récord histórico (10,5 % 
del PBI para el gobierno central y 14,5 % del PBI para el sector público 
(como promedio simple regional) (CEPAL, 2016: 20).

Siguiendo a Joana Silva, economista del Banco Mundial (BM), un 
estudio de este organismo sobre la espectacular reducción de la des-
igualdad en América Latina en la década de referencia sostiene que 
«se debió principalmente a dos fuerzas: el crecimiento económico y la 
expansión educativa —especialmente universitaria—, que mejoraron 
las habilidades de los trabajadores y, como consecuencia, sus sala-
rios». Otros factores que contribuyeron fueron el aumento de los sala-
rios mínimos y la reducción de la informalidad (a través de una vasta 
gama de medidas de formalización y regulación del empleo en con-
traposición a las medidas de desregulación laboral de los noventa).12

La reducción del índice de Gini en los países latinoamericanos se 
produjo como consecuencia, también, de una reducción en el ingreso 
de los más ricos: esto es especialmente significativo en Brasil (donde 
la participación en el ingreso total de los hogares del quintil más rico 
pasa de 58 % a 53,6 % entre 2008 y 2013 aproximadamente), Uruguay 
(donde cayó de 42 % a 36,4 % en igual período), Argentina (donde 
bajó de 47,8 % a 43,6 %) y Bolivia (donde se redujo de 46 % a 42,6 %) 
(CEPAL, 2014). Reformas tributarias, gravámenes al capital y aumen-
to en el gasto público social en pro de los sectores más desfavorecidos 
son algunos de los factores que explican esta reducción.

Los cambios en la distribución del ingreso fueron promovidos por-
que «la política importa». Mientras CEPAL hace hincapié en el au-
mento del salario mínimo y la formalización, el BM hace hincapié en 
el aumento del nivel educativo. Pero ambos nos remiten a políticas 
públicas: las políticas de salario mínimo fueron la «marca» de los go-
biernos del giro a la izquierda y tuvieron impacto sobre los trabajado-
res pobres. La formalización del empleo fue una lucha, en muchos ca-
sos, legal, pero siempre política. Vale citar las leyes de formalización 

11  La evolución del índice de salario mínimo real en América Latina entre 2004 y 
2014 tomando como base 100 el año 2000 evidencia un crecimiento del 58,4 % (Or-
ganización Internacional del Trabajo [OIT], 2014, 2015).
12  Véase la nota «¿Cuáles son las claves para cerrar las brechas salariales?», publi-
cada el 10/11/2017 en el diario El País de Madrid. Recuperado de https://elpais.com/
internacional/2017/11/10/america/1510344636_172944.html (consultado en abril de 
2019).
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del trabajo doméstico implementadas en Brasil y en Uruguay, la Ley 
de las Ocho Horas para los trabajadores rurales en Uruguay, la fiscali-
zación del trabajo informal y reformas fiscales tendientes a blanquear 
las economías informales de las grandes empresas. No hubo formali-
zación del empleo que no involucrara la lucha de los trabajadores por 
sus derechos sociales, en franca oposición a la década de los noventa, 
cuando toda la receta para incrementar el empleo era impulsar la fle-
xibilización laboral (en línea con la propuesta de Macri para Argenti-
na y de Michel Temer y Bolsonaro para Brasil).

Finalmente, la expansión educativa se dio como resultado de la 
política de aumento del gasto en educación —el gasto más progresivo 
de todos— y la lucha para que las universidades (en Brasil y en Chile) 
dejaran entrar a la población afrodescendiente y a los y las estudiantes 
más pobres.

Resulta evidente que la ciudadanía percibió, y positivamente, estos 
cambios. El gráfico 6 (al final del capítulo) lo ilustra muy sucintamen-
te para los casos de los siete países del giro a la izquierda en América 
del Sur.

Ahora bien, la intolerancia a la desigualdad también parece haber 
aumentado en estos países y el reclamo por una mayor injerencia del 
Estado para asegurar la igualdad (un reclamo propio de las culturas 
políticas de las izquierdas) generó la base para un binomio virtuoso 
entre políticas públicas y organizaciones sociales. El gráfico 7 (al final 
del capítulo) da testimonio de esto. La ciudadanía pareció tomar en 
estos años también mayor conciencia de la injusta distribución de la 
riqueza en estas sociedades, y reconoció en el Estado un instrumento 
capaz de corregirlas. Lejos de aceptar el statu quo de la desigualdad 
como un producto natural de las sociedades, la población apoyó los 
cambios políticos que podían conducir a su reducción, incluido el in-
cremento del poder del Estado. El contraste con Estados Unidos no 
podría ser más claro: mientras que en este país un 47,2 % cree en un 
rol activo del Estado en la reducción de la desigualdad, en el resto de 
los países suramericanos relevados, e incluso en otros países de Amé-
rica Latina y el Caribe, el promedio está muy por encima.

Por otra parte, el mayor dinamismo económico de la región tam-
bién se tradujo en un dinamismo del mercado de empleo: la tasa de 
desocupación de América Latina pasó del 10,4 % en 2000 a 6,6 % en 
2015. En Argentina, Uruguay y Venezuela, países donde la tasa de des-
ocupación superaba al inicio de la década el 14 %, la reducción llegó 
casi a la mitad quince años después (OIT, 2015).

En cuanto al nivel educativo en la región, si se toma la tasa de es-
colarización de la población de 4 y 5 años (la edad preescolar), puede 
verse que esta pasó del 39,6 % al 53,4 % entre los años 2000 y 2013, 
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lo que evidenció un incremento importante en los niveles socioeco-
nómicos más bajos (en los que se pasó del 28,5 % al 37,7 %) y, más 
importante aún, en los niveles más altos, donde casi se duplicó el nivel 
de trece años atrás (pasando del 43,1 % al 78,2) (SITEAL, 2015, p. 3).

Finalmente, según datos del BM, el porcentaje de individuos de 
entre 18 y 24 años de edad inscritos en educación superior creció de 
21 % en el año 2000 a 40 % en 2010. En promedio, el 50 % más pobre 
de la población representaba el 16 % de los alumnos de educación 
superior en 2000, pero esa cifra creció a alrededor de 25 % hacia 2013 
(Ferreyra et al., 2017).

Estos cambios requirieron modificaciones de rumbo político ten-
dientes a impulsar un retorno del Estado. El desarrollo democrático 
fue coadyuvante con este proceso, como se abordará en el próximo 
apartado.

3. LA GRAN TRANSFORMACIÓN II:  
UNA DÉCADA GANADA EN DESARROLLO DEMOCRÁTICO
Durante la década larga del progresismo latinoamericano las demo-
cracias de la región se expandieron, se transformaron y superaron el 
déficit de legitimidad del que adolecían partidos, gobiernos y políticos 
en general. Para ello, utilizaron distintos instrumentos: desde el recur-
so a liderazgos carismáticos provenientes de los sectores más despla-
zados y subalternos políticamente (indígenas, mujeres, pobres), hasta 
los institutos de democracia directa, pasando por extensos programas 
de redistribución de rentas, defensa de los activos públicos y progra-
mas de transferencia monetaria directa a sectores vulnerables. Todo 
esto amplió de modo considerable su base electoral y les dio márgenes 
de libertad considerables en el manejo de sus variables económicas.

En países que habían experimentado un desgaste agudo de su cla-
se política, los gobiernos progresistas trajeron una suerte de relegi-
timación de los partidos y los políticos. En la Argentina del «¡que se 
vayan todos!», la popularidad de los gobiernos kirchneristas, a car-
go de Néstor Kirchner (2003-2007) y Cristina Fernández de Kirchner 
(2007-2016), fue muy alta a lo largo del período. El kirchnerismo gozó 
de mayorías parlamentarias propias, y todo indica que se dio un rein-
volucramiento político importante en el país, con una década signada 
por movilizaciones populares y el aumento de la intensidad de las pre-
ferencias políticas. En tanto, en Bolivia y Ecuador, donde la termina-
ción regular del mandato presidencial había sido una excepción (las 
renuncias, destituciones o enjuiciamientos políticos de dudosa juridi-
cidad fueron históricamente moneda corriente), los gobiernos de Mo-
rales y Correa dieron inicio a un período de estabilidad democrática 
inédita y fundaron una legitimidad electoral que parecía imposible 
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una década atrás, cuando estos países eran calificados como «Estados 
fallidos». En Chile, Brasil y Uruguay, las democracias representativas 
se afianzaron y se produjo un progresivo desmantelamiento de estruc-
turas, instituciones y poderes heredados de la dictadura militar.

Todo ello condujo a transformaciones de los sistemas de partidos. 
En algunos casos, los partidos que representaron al progresismo se 
fortalecieron, ganaron bancas y adherentes y se expandieron por el 
territorio nacional. En otros, el ejercicio del gobierno condujo a su 
debilitamiento. En países como Venezuela, Bolivia o Ecuador fueron 
creados nuevos partidos que no existían en la segunda ola de la demo-
cracia, tales como el Partido Socialista Unido (PSUV) en Venezuela, 
el FPV en Argentina, PAIS en Ecuador, el Movimiento al Socialismo 
(MAS) en Bolivia.

El impacto sobre la evolución de la confianza en las instituciones 
políticas en América Latina, a partir del análisis de la evolución de la 
desconfianza en el congreso, según datos del Latinobarómetro (grá-
fico 8, al final del capítulo), es claro. No solo los países selecciona-
dos tienden a converger en niveles de desconfianza minoritarios (que 
oscilan al fin del período entre el 15 % y el 45 %), sino que en plena 
edad de oro del progresismo, entre los años 2010 y 2011, los niveles 
de desconfianza en el Parlamento son inferiores al 30 %. Argentina es 
el caso más notorio de caída de la desconfianza en el sistema político 
entre 2000 y 2007.

De acuerdo al informe de la Corporación Latinobarómetro para el 
año 2015, el apoyo a la democracia aumentó considerablemente desde 
1995, y registró su mayor salto en los países del giro a la izquierda. 
En Venezuela, el apoyo a la democracia aumentó 24 puntos (pasó del 
60 % en 1995 al 84 % en 2015), y en Ecuador 19 puntos (del 52 % al 
71 %). En tanto, en Chile y Argentina el crecimiento fue de 13 puntos. 
Es en estos países, asimismo, donde la democracia churchilliana13 pa-
rece funcionar mejor. Hacia 2015, Venezuela (84 %), Uruguay (76 %), 
Ecuador (71 %), Argentina (70 %), Chile (65 %) y Bolivia (64 %) son 
de los primeros países en el ranking en el apoyo a la democracia chur-
chilliana (Latinobarómetro, 2015).

En muchos países, la democracia directa llevó a un aumento de la 
participación política: ya no solo se eligieron los titulares del poder 
político, sino que el pueblo fue llevado muchas veces a las urnas para 
decidir reformas constitucionales de mayor o menor envergadura (Ve-
nezuela, Bolivia y Ecuador), o para decidir sobre el fin del mandato de 

13  La democracia churchilliana se mide a partir del nivel de acuerdo o desacuerdo 
con la afirmación «la democracia puede tener problemas, pero es el mejor sistema de 
gobierno».
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sus gobernantes a través del instituto del llamado referéndum revoca-
torio (Bolivia y Venezuela). Como resultado, la democracia se afian-
zó, se expandió el Estado de derecho, se reinventaron mecanismos de 
democracia directa y aumentó el apoyo a la democracia medido de 
varias maneras, así como el apoyo a los gobiernos.

El decidido impulso que tuvo la democracia directa en estos años 
convivió con el refuerzo de las instituciones de la democracia repre-
sentativa, lo cual muestra a las claras la inexistencia de un trade-off 
entre ambos tipos de democracia. La democracia directa no solamen-
te no erosionó a la democracia representativa, sino que esta última se 
vio mejorada por un conjunto de leyes y normativas que tendieron a 
hacerla más robusta, menos vulnerable a los poderes fácticos y más 
sometida a la accountability pública. Entre ellas, cabe citar las leyes 
de financiamiento de partidos que se aprobaron en muchos países,14 
los diversos mecanismos de acción afirmativa para incrementar la 
participación de mujeres en política y el impulso que algunos parti-
dos (especialmente en la izquierda) dieron a la entrada de trabajado-
res, mujeres, indígenas y poblaciones vulnerables como cuadros de 
gobierno y cuadros de representación política (Zamora et al., 2016). 
Todo ello aumentó la capacidad representativa de los parlamentos y 
amplió el campo de la política profesional a segmentos poblacionales 
anteriormente excluidos. También cabe referir las distintas leyes an-
ticorrupción que se aprobaron en los países y el esfuerzo que se hizo 
por mejorar la transparencia, aumentar los mecanismos de control y, 
especialmente, el control sobre el financiamiento de partidos políticos 
y campañas como reaseguro de una política democrática. Sin lugar 
a dudas, otras iniciativas políticas tendientes a regular la publicidad 
electoral y establecer algunas reglas mínimas de equidad en el acceso 
de candidatos y partidos a los medios de comunicación existieron, 
aunque los medios de comunicación tuvieron poca o ninguna reforma 
mínimamente estructural en estos años de democracia.

Uno de los avances más notorios en la democracia de ciudadanía 
fue el aumento de la representación política femenina. La elección 
de Dilma en Brasil, de Bachelet en Chile y de Cristina Fernández en 
Argentina corona los enormes esfuerzos que hizo América Latina en 
términos de representación política de las mujeres, y contabiliza su 

14  Ejemplos de ello son, en Argentina, la Ley de Financiamiento de Partidos Po-
líticos (2006) y la Ley de Democratización de la Representación Política, la Trans-
parencia y la Equidad Electoral (2009). En Bolivia, Brasil y Chile se aprobaron las 
leyes orgánicas de los partidos políticos en 2008, 2006 y 2013. También en Uruguay 
y Venezuela se aprobaron sendas leyes orgánicas de los partidos (en 2009 y 2010, 
respectivamente). En Chile también se aprobó la Ley sobre Transparencia, Límite y 
Control del Gasto Electoral (2003).



El giro a la izquierda en América del Sur



promedio superior de mujeres en los parlamentos respecto al prome-
dio mundial.

En 2015 las mujeres, en los países de gobiernos progresistas, eran 
entre la tercera y la quinta parte de los gabinetes, y en poco más de 
quince años el porcentaje de mujeres en los parlamentos se había du-
plicado. Cuenta en este resultado la aplicación de un diverso cuadro 
de políticas de acción afirmativa, pero también la «invasión» de las 
mujeres a la política a consecuencia del mismo proceso de democrati-
zación. El cuadro 2 y el gráfico 9 (al final del capítulo) muestran estos 
resultados.

Cuadro 2. América Latina (países seleccionados): mujeres con cargos 
ministeriales (2015). (%)

País % mujeres en el gabinete

Argentina 22,2

Bolivia 28,6

Brasil 15,4

Chile 34,8

Ecuador 23,7

Uruguay 38,5

Venezuela 23,3

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Unión Interparlamentaria (https://
www.ipu.org/).

Los cambios en la representación política fueron de la mano con 
cambios en la forma en que la opinión pública vio la presencia o au-
sencia de las mujeres en la política partidaria. Según datos detallados 
por José Eduardo Jorge (2016)15 a partir de la Encuesta Mundial de 
Valores, el porcentaje de apoyo a la igualdad de género en algunos 
países seleccionados de América Latina (medido como el promedio 
de la población que está en desacuerdo con la idea de que los hombres 
son mejores líderes que las mujeres) experimentó un cambio cuali-
tativo en las cuatro mediciones disponibles: 1995-1997, 1999-2001, 
2005-2006 y 2011-2014. En Argentina pasó del 62 % al 67 %, en Brasil 
del 57 % al 79 %, en Uruguay del 64 % al 74 % y en Chile del 50 % a 
63 %. En suma, a pesar de que ya hacia mediados de la década de los 
noventa era mayoritaria la opinión de que las mujeres podían ser tan 
buenas líderes políticas como los hombres, no fue sino hasta el primer 

15  Véase https://cambiocultural.org/cultura-politica/cultura-politica-de-la-demo-
cracia-en-america-latina-ii/ (consultado en abril de 2019).
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decenio del siglo XXI que estas preferencias comenzaron a manifes-
tarse en la práctica. Lo hicieron posible una oferta real de mujeres 
para cargos de representación política y una acumulación de décadas 
de carreras políticas disponibles, principalmente a través del reperto-
rio político de los partidos de izquierda o progresistas. La existencia 
de las presidentas Bachelet, Fernández y Rousseff, las tres repitiendo 
mandato en un continente tan signado por la desigualdad de género, 
fue un gran avance en términos de la progresiva naturalización de la 
mujer en los lugares de decisión política.

En síntesis, el avance en derechos de las mujeres fue de los prin-
cipales logros en la década larga del progresismo latinoamericano y, 
aunque no estuvo confinado solo a este (puesto que todos los países 
muestran mejorías en todos estos aspectos), los mayores logros son 
verificados en estos países.

Sin embargo, los embates judiciales tanto contra Cristina Fernán-
dez16 como contra Dilma Rousseff, que acabaron con la deposición de 
esta última, así como la caída de popularidad de la propia presidenta 
Bachelet advierten sobre lo relativo de todos estos éxitos. Es posible 
que la retomada de una agenda conservadora en alguno de los gobier-
nos de derecha de la región, como es evidente en el caso brasileño, 
pretenda echar por tierra, de manera directa o indirecta, estos logros. 
Así, debe llamarnos la atención la composición del gabinete de Temer, 
pos-impeachment, que por primera vez desde la dictadura no tuvo in-
tegración femenina alguna, o del gabinete de Macri, con apenas cua-
tro mujeres en más de 20 ministerios, o del de Bolsonaro, con tan solo 
dos mujeres. En contrapartida, el gabinete de Manuel López Obrador 
ha sido estrictamente paritario en su designación.

En este marco, se registran importantes avances en derechos hu-
manos: en los derechos de los pueblos originarios, de los niños, de los 
afrodescendientes, y en los esfuerzos por avanzar en derechos de cuar-
ta generación como los de la no discriminación y el reconocimiento. 
El reconocimiento jurídico de la diversidad sexual, los derechos de las 
personas trans y los variados derechos vinculados a las personas con 
discapacidades, incluida la población más anciana, deben contarse 
entre ellos.

Dentro de este conjunto de derechos, destaca la autodeterminación 
de los pueblos originarios o indígenas. La consagración de los Estados 

16  La expresidenta tiene hoy varias causas abiertas referidas al llamado «dólar fu-
turo», en perjuicio de la administración pública; al «memorándum con Irán» relativo 
al supuesto encubrimiento del atentado contra la Asociación Mutual Israelita Argen-
tina (AMIA); a la «obra pública», por presuntos pagos ilegales a empresas de obras 
públicas viales; al presunto enriquecimiento ilícito («los sauces»); al supuesto lavado 
de dinero, junto con su fallecido esposo, Néstor Kirchner («Hotesur»).
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plurinacionales en Ecuador y Bolivia, que han reconocido la sobera-
nía de los pueblos originarios, ha sido un resultado inesperado de las 
políticas de izquierda. Ello teniendo en cuenta que los antecedentes 
de esta última siempre han estado más vinculados a las luchas del pro-
letariado urbano que a una reivindicación del indigenismo. La fuerza 
de estas reivindicaciones, en parte, ha ido de la mano con una cre-
ciente autoidentificación de la población con los pueblos originarios 
y con el abandono de la otrora «vergonzante» sensación al respecto. 
Los porcentajes de personas autoidentificadas como indígenas son de 
71 % en Bolivia, 66 % en Guatemala, 47 % en Perú y 38 % en Ecuador. 
Aumenta la participación de los pueblos originarios en la política y las 
políticas (Cárdenas, 2011: 18).

En diversos países se han implementado políticas de acción afir-
mativa para favorecer a grupos minoritarios y poblaciones vulne-
rables. Especialmente notorios han sido los esfuerzos de Brasil por 
implementar cupos en las universidades para estudiantes afrodescen-
dientes, lo que ocasionó un intenso debate en su momento. Las diver-
sas cumbres mundiales (como Copenhague y Beijing) colaboran enor-
memente a estos propósitos: se han aprobado leyes de salud sexual 
y reproductiva para las mujeres, leyes contra la violencia de género, 
se han ampliado los derechos maternales e incorporado los derechos 
paternales, y se han aprobado leyes y códigos que protegen a la niñez 
y la adolescencia.

Finalmente, debe contarse entre los avances en ciudadanía la im-
plementación de políticas de transferencia de renta a las poblaciones 
más pobres, los aumentos en la cobertura social y el reconocimiento 
del trabajo no remunerado. Estos son reconocimientos de ciudadanía 
social de particular importancia, pues toman la deliberada postura 
por una política pública activa de inclusión de aquellos a los que el 
mercado abandona. Es el triunfo de la idea de que el Estado debe ve-
lar por aquellas personas que sin ingreso propio (personas sin trabajo 
o con trabajo no remunerado, personas en grave pobreza) tuvieran 
asegurada una provisión básica de bienes (ingresos, vivienda, salud) 
que los acercara a un mínimo concebible de necesidades humanas 
satisfechas.

Las transferencias contributivas, pero, especialmente, las no con-
tributivas, para las poblaciones vulnerables son también una marca 
de la época. Reflejan el abandono del optimismo «liberal» de los no-
venta, que predicaba que los problemas de la pobreza se resolverían 
con el crecimiento económico, y que la ciudadanía se integraría a un 
mercado de bienes y servicios sociales (vivienda, salud, educación) 
a través de los ingresos que este crecimiento les aseguraría (con la 
contrapartida, claro está, de la capacidad de emprendedurismo y 
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disposición al éxito que la ideología del save yourself pregonaba). Las 
políticas focalizadas del decenio de 1990, hijas de un pensamiento de 
intervención quirúrgica en una sociedad que se autorregularía sola 
—a condición de que se eliminaran las trabas burocráticas del Estado 
y de que se diera libre rienda a la iniciativa privada—, supusieron que, 
igual, quedarían algunos bolsones de problemas. Este es el corazón de 
las políticas focalizadas que, en su peor versión, renunciaron a cual-
quier cambio estructural posible.

Las políticas de transferencias directas a sectores de menores in-
gresos comenzaron a aumentar progresivamente su cobertura y se 
transformaron, como en el Plan de Equidad de Uruguay o en la Asig-
nación Universal por Hijo de Argentina, en políticas sin condicionan-
tes temporales, que buscaban hacer de contraparte pública al bienes-
tar de las clases sociales más sumergidas. Abandonado el optimismo 
del mercado, estas políticas también fueron posibles por el retorno 
del Estado.

Filgueira (2014) señala que hacia 1997, en México, el llamado Pro-
grama Nacional de Solidaridad (PRONASOL) dio lugar al Programa 
de Educación, Salud y Alimentación (PROGRESA) que, al igual que 
el modelo del Bolsa Familia en Brasil, sería expandido a varios países 
entre fines de los años noventa y comienzo de los dos mil, y condu-
ciría a lo que hoy se conoce como programas de transferencias condi-
cionadas o con corresponsabilidad. Estos programas se centrarían en 
tres objetivos: «I) transferencia directa de ingresos para el alivio a la 
pobreza; II) incentivos a la inversión en capital humano, e III) incor-
poración de la población a redes de protección y promoción social». 
También señala que en Argentina y Uruguay los sistemas de asignacio-
nes familiares se reforman buscando o bien «universalizar una presta-
ción a las familias con hijos, o alcanzar a toda la población infantil en 
situación de pobreza o vulnerabilidad». Para el autor, la importancia 
de estas transferencias condicionadas radica en que «han generado 
por primera vez en la historia de la región, un reconocimiento de los 
sujetos pertenecientes al fin de la estructura distributiva, garantizan-
do en muchos casos y generando en muchos otros, la expectativa de 
un Estado permeable y sensible a las demandas de los más pobres» 
(Filgueira, 2014, p. 31).

Otras reformas fueron acometidas en estos años: las de la seguri-
dad social y la de los sistemas de salud, que han fortalecido los pilares 
solidarios o no contributivos. Filgueira (2014, p. 34) señala que, en-
tre otras, las reformas sanitarias en Uruguay y en Colombia, el plan 
Acceso Universal con Garantías Explícitas (AUGE) en Chile, el Siste-
ma Único de Salud (SUS) en Brasil, el Seguro Popular en México «se 
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emparentan al modelo de “manejo social del riesgo” o con un mayor 
énfasis solidarista y ciudadano».

Finalmente, el autor cita la aparición en la agenda pública de los 
cuidados y la valoración del trabajo no remunerado, la expansión del 
sistema educativo al nivel preescolar y la expansión de la jornada es-
colar como forma de colectivizar el cuidado y el tiempo del cuidado, 
la reforma de las licencias maternales y el fortalecimiento de las pater-
nales. En el caso uruguayo, la aparición del Sistema Nacional Integra-
do de Cuidados (SNIC) como buque insignia del FA en las elecciones 
de 2014 es parte de este esfuerzo.

En síntesis, sin duda, la última década latinoamericana ha sido 
de presidentes populares, con poder político efectivo y capacidad de 
control de agenda. Una década de «príncipes nuevos», al decir de Ma-
quiavelo, que vinieron «desde abajo», con una enorme capacidad de 
generar una intensa circulación de las elites políticas y el reemplazo 
de viejas elites (abogados, militares, representantes de los «notables») 
por nuevas elites (indígenas, docentes, sindicalistas, mujeres).

Fue un decenio de estabilidad política prácticamente desconocida. 
Brasil vivió su mayor período de democracia plena en toda su histo-
ria, al igual que Argentina. Bolivia, Ecuador y Venezuela reconstru-
yeron sus sistemas políticos (aunque luego de la muerte de Chávez, 
Venezuela enfrenta su crisis más profunda) de la mano de presidentes 
que restablecieron el principio de autoridad y relegitimaron a todo 
el sistema. Ha sido, también, un decenio en el cual, de la mano del 
presidencialismo de coalición (en Chile, Brasil, Argentina), ha habido 
gobiernos de partido, con sus mayorías parlamentarias propias y con-
quistadas a partir de reformas constitucionales y ejercicios de demo-
cracia directa (Ecuador, Bolivia, Venezuela) o por la propia robustez 
de sus partidos o coaliciones de gobierno (Chile, Uruguay).

Ha sido una década de polarización política, de ideologización de 
la política y de involucramiento ciudadano. Ha sido una década de 
construcción y afianzamiento de grandes partidos, metamorfosis de la 
segunda ola de la democracia (FA en Uruguay, FPV en Argentina, PS y 
PDC en Chile) o creaciones de la tercera ola (PAIS en Ecuador, PSUV 
en Venezuela, MAS en Bolivia, PT en Brasil).

4. LOS PAÍSES DEL PROGRESISMO LATINOAMERICANO  
EN SU PERIPECIA
Cada uno de los países del giro a la izquierda vivió su circunstancia 
política particular a partir del legado de la configuración de su sistema 
político, de sus experiencias partidarias, de su herencia estatal y de su 
peculiar inserción internacional. Aunque el conjunto de políticas pú-
blicas impulsadas en los ámbitos laboral, fiscal, internacional y social 
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muestran una serie de similitudes entre ellas, sin duda, esto fue más 
un resultado práctico y de las experiencias conjuntas aprendidas que 
de la puesta en marcha de una biblioteca o recetario común (como sí 
lo fueron las políticas emanadas del Consenso de Washington e instru-
mentalizadas mediante los acuerdos con el Fondo Monetario Interna-
cional [FMI]). Por ello, este capítulo pretende sistematizar el legado 
que nos dejaron las experiencias particulares de estos gobiernos en 
estos países en ese momento de la historia, a punto de partida de darle 
un carácter más teórico y analítico a lo que fue, en su momento, pra-
xis sobre terreno.

4.1. ARGENTINA: FIN DE UN CICLO O IMPASSE?
En Argentina, los cambios que se produjeron como consecuencia del 
colapso del sistema de partidos tras la crisis de 2001 condujeron a tres 
de los gobiernos más exitosos política y económicamente en la tercera 
ola de la democracia: los llamados gobiernos K o kirchneristas. Néstor 
Kirchner asumió el primero de estos gobiernos con una votación de 
solo el 22,4 %, producto de la renuncia de Carlos Menem a participar 
en la segunda vuelta electoral. Sin embargo, a poco más de tres me-
ses de iniciado su mandato, Kirchner alcanzaba una aprobación del 
orden del 80 %, a la luz de lo que se llamó un liderazgo going public, 
referido a su capacidad para convocar, movilizar y sostener un con-
tacto directo con la ciudadanía. No solo tuvo un gobierno exitoso en 
varios planos (el primero de ellos y el más importante, sobrellevar la 
crisis económica y encauzar el país en la senda del crecimiento), sino 
que, teniendo asegurada su reelección, «cedió» su lugar a su esposa 
Cristina, quien logró un segundo mandato K en 2007, con el 45,3 % de 
las adhesiones y un tercero con el 54,1 %.

Estos gobiernos lograron superar la crisis económica y de estan-
camiento que había vivido Argentina e impulsaron un modelo de 
desarrollo capaz de superar las limitaciones de la falta de acceso al 
crédito internacional que había derivado del default de 2001. Caracte-
rizada como proteccionista o de nacionalismo desarrollista, la política 
económica argentina de esos años permitió que el país recuperara su 
capacidad industrial ociosa, que disfrutara del boom de la soja y que 
generara sustentabilidad fiscal para las políticas de empleo, de recu-
peración de activos públicos y de transferencias monetarias a pobla-
ciones vulnerables.

El éxito de los Kirchner, empero, no se vio coronado por una cuar-
ta victoria consecutiva. Por menos de tres puntos porcentuales, el can-
didato del justicialismo, o de la mayor parte de este (FPV y aliados), 
Daniel Scioli, perdió frente al presidenciable de Cambiemos, Mauricio 
Macri, quien logró armar una poderosa coalición en la que el viejo 
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contendiente del peronismo, la Unión Cívica Radical (UCR), jugó un 
rol central.

El gráfico 10 (al final del capítulo) presenta la evolución del siste-
ma de partidos en Argentina a lo largo de quince años y a partir de la 
composición de la Cámara de Diputados.

Allí se muestra que la Argentina bipartidista, con un tercer espacio 
de «huérfanos de la política» (Torre, 2003), cambia hacia un sistema 
de partidos con un peronismo predominante y con un espacio alter-
nativo que se va construyendo a partir del esqueleto del radicalismo, 
con terceros socios (como lo fue el Frente País Solidario [FREPASO] 
en el gobierno de Fernando de la Rúa y, en la actualidad, Macri), que 
tienden a ocupar un lugar de liderazgo político relevante. El desplaza-
miento del peronismo del gobierno por tercera vez desde el comienzo 
de la tercera ola democrática17 es lo que llama la atención en este mo-
vimiento, dado el protagonismo indiscutido que tuvo en la tercera ola 
de la democracia argentina en su doble vertiente de centroderecha (el 
peronismo de Menem en el decenio de los 1990) y de centroizquierda 
(el peronismo K entre 2003 y 2015).

Finalmente, cabe constatar que Mauricio Macri es un fenómeno 
atípico en la política del último decenio argentino, en vista que no pro-
viene de ninguna de las fuentes originarias del legado partidario, ni la 
peronista ni la radical. Su ascenso obedece, sin duda, a la capacidad 
que tuvo de aglutinar, en una alianza heterogénea, todo lo que se opu-
so a los gobiernos kirchneristas y de llevar adelante un gobierno que 
devino, principalmente, de mantener unida una coalición dispar, más 
«unida por el espanto» —al decir de Jorge Luis Borges— que por un 
proyecto común. La composición del Congreso argentino hacia 2015, 
año en que Macri ganó la Presidencia, da cuenta de lo siguiente. El 
FPV pasó de tener 143 diputados (en el período 2013-2015) a tener 117 
(2015-2017), manteniendo 42 senadores. La UCR aumentó levemente 
su participación en la Cámara de Diputados (de 42 a 50 diputados) y en 
el Senado (de 13 a 14). La Propuesta Republicana (PRO)-Cambiemos 
de Macri, por su parte, se vio notoriamente fortalecida en la Cámara 
de Diputados al doblar su representación (pasó de detentar 20 de las 
bancas a obtener 41), con un peso en el Senado casi despreciable (4). 
Los peronistas que no se identificaban con el entonces FPV eran una 
fuerza considerable: tenían 27 diputados previamente, y hacia 2015, 
36, a lo que sumaban 9 bancas en el Senado. Por consiguiente, la —ac-
tualmente agotada— capacidad del gobierno de Macri ha descansado 

17  La primera vez fue con el gobierno de Raúl Alfonsín (1983-1989) y la segunda 
con el de Fernando de la Rúa (1999-2001), ninguno de los cuales pudo terminar su 
mandato.
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en mantener unida a una heterogénea coalición en un contexto econó-
mico complejo, que durante su mandato se agravó escandalosamente, 
a tal punto que la administración de Cambiemos terminó apelando, 
como en los años noventa, al auxilio financiero del FMI.

Medidas muy impopulares como el denominado «tarifazo» (la suba 
de las tarifas públicas) o el endeudamiento para pagar a los llamados 
fondos «buitre», tomadas en el concierto de un gabinete netamente 
empresarial, le granjearon antipatías crecientes ya al comienzo del 
mandato. La artillería desplegada contra Cristina Fernández, a partir 
de una estrategia judicial que se desplegó en varias causas, ayudó a 
Macri a soportar su crisis de popularidad creciente en un concierto 
en el que su principal contendora resultaba el blanco de todos los 
ataques mediáticos y el centro de todas las sospechas de corrupción. 
Medidas demagógicas como la reducción de los ministerios a la mi-
tad (mediante las cuales las carteras sociales como Educación, Medio 
Ambiente, Salud, Trabajo y Seguridad Social fueron degradadas de 
categoría) o el congelamiento del ingreso a la administración pública 
acercan a Macri a los gobiernos de Temer y Bolsonaro en Brasil, en la 
búsqueda de un mismo enemigo: el gasto del Estado. Asimismo, las 
tarifas públicas de luz, gas y agua impactaron en la población más po-
bre, al tiempo que la eliminación de los impuestos a las exportaciones 
beneficiaron a los más ricos.

Con una caída del PBI per cápita que, se estima, llegó al –3,9 % en 
2018 (CEPAL, 2019a, p. 109), una inflación del 45,5 % (CEPAL, 2019a, 
p. 61), un aumento de la pobreza que hacia 2017 superaba el 25 % de 
la población (BM, 2019),18 un índice de Gini que en 2019 trepó al 0,447 
(INDEC, 2019: 5),19 Argentina ha retrocedido, en solo cuatro años, lo 
que había logrado avanzar en los últimos doce. Asimismo, el aumento 
de la deuda pública bruta, que en 2018 alcanzó el 95,4 % del PBI (CE-
PAL, 2019b, p. 11), la rápida licuación de los fondos pedidos al FMI y 
la depreciación del peso han dejado al país en una situación que pare-
ce recordarnos el marasmo económico que se produjo antes del «que 
se vayan todos». El contundente respaldo a la fórmula presidencial 
de Alberto Fernández y Cristina Fernández en las recientes elecciones 
primarias abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO) y el altamente 
probable triunfo del peronismo con la alianza Todos en los comicios 
de octubre de 2019 serían el correlato electoral de la tan malograda 
gestión de Cambiemos.

18  Véase https://datos.bancomundial.org/pais/argentina?view=chart (consultado en 
julio de 2019).
19  Véase https://www.indec.gob.ar/uploads/informesdeprensa/ingresos_1trim199D-
0B4B3F26.pdf (consultado en julio de 2019).
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4.2. BRASIL: DE LA ESPERANZA QUE VENCIÓ AL MIEDO 
AL TRIUNFO DEL MIEDO SOBRE TODA ESPERANZA
Brasil es la democracia plena más nueva de la región. Luego de con-
sagrado el sufragio universal en la Constituyente de 1988, y luego de 
conquistada la elección directa para presidente de la República, el es-
treno de la democracia brasileña no fue el más feliz. Lo hizo con Fer-
nando Collor de Mello en la elección de 1989, quien renunció cuando 
su impeachment fue aprobado en 1992, tras la cual se mantuvo en la 
Presidencia Itamar Franco hasta finalizar el período de gobierno en 
1994. Fernando Henrique Cardoso, responsable por la estabilización 
de la economía más inflacionaria del continente, gobernó durante dos 
mandatos (1995-1998, 1999-2002). Ya al inicio de su segunda adminis-
tración, Brasil debió hacer frente a una severa devaluación, lo que de-
bilitó ese segundo mandato que terminó con una pronunciada caída 
de su popularidad. Su sucesor, Luiz Inácio Lula da Silva, se alzó con la 
victoria en las elecciones de 2002. Lula había competido en todas las 
elecciones presidenciales desde 1989 y había logrado que el PT ganara 
gobiernos estaduales y municipales, que creciera y se nacionalizara 
como partido.20 El triunfo del PT fue fundante del ciclo del progre-
sismo latinoamericano. A poco de asumir, Lula lanzó el programa de 
combate al hambre Fome Zero, se transformó en el líder de izquierda 
más famoso de su década e inauguró lo que luego se dio en llamar el 
giro a la izquierda en América Latina.

Los logros de los gobiernos del PT fueron ampliamente difundidos 
y son innegables. Durante las dos administraciones de Lula (2003-
2010) y las dos de Dilma Rousseff (2011-2016), sin que Brasil tuviera 
un desempeño tan sobresaliente como el que tuvieron otros países 
en materia económica,21 se redujeron la pobreza y el desempleo, y 
aumentaron los salarios mínimos en 66  % en términos reales (Von 
Bülow y Lassance, 2012). Esto llevó a decenas de millones de brasile-
ños a superar la pobreza y a integrarse a las clases medias. Y lo que 
parecía más difícil aún: Brasil logró reducir la desigualdad notable-
mente: su índice de Gini pasó de 0,64 (2001) a 0,553 (2013). A su vez, 
en 2011, el país superó al Reino Unido y se tornó la sexta economía 
más grande del mundo.

20  El PT no solo era el partido más «nuevo» (el PMDB y PFL —hoy DEM— eran los 
viejos partidos creados en la dictadura, y el PSDB de Cardoso era una escisión del 
PMDB), sino también el más programático e ideológico de los cuatro grandes lemas.
21  Brasil creció a un promedio de 5 % desde 2006, cayó en 2009 y, aunque repuntó 
en 2010 (más del 7 %), su desempeño económico posterior fue bastante mediocre 
hasta la crisis de 2015.
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Lula le dio a Brasil un lugar destacado en el concierto internacio-
nal; el mundo observó a este obrero construir un sindicato autónomo 
primero (los sindicatos brasileños eran cooptados por el Estado desde 
la época del Estado Novo de Getúlio Vargas), construir un partido 
político después, y llevar a dicho partido a ser el principal del siste-
ma. Pero fue más que eso. Lula fue, junto con Chávez y Kirchner, el 
edificador del proyecto de la integración latinoamericana. Primero, 
dándole un golpe de gracia al Área de Libre Comercio de las Américas 
(ALCA), en la IV Cumbre de las Américas, en Mar del Plata, en 2005, 
y luego, proponiendo la creación de la UNASUR, del Banco del Sur y 
de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC).

Durante su mandato, Lula tuvo 37 acusaciones que podían haberlo 
llevarlo al impeachment. El escándalo del llamado mensalão en 2005 
tuvo costos importantísimos para el PT y para muchos de sus princi-
pales líderes; dos expresidentes petistas (José Dirceu y José Genoíno) 
y un presidente de la Cámara de Diputados (João Paulo Cunha). Sin 
embargo, el pueblo no lo castigó duramente y, acabado su primer pe-
ríodo, Lula se presentó nuevamente a las elecciones de 2006. En esos 
comicios, mejoró su votación respecto a los de 2002: obtuvo 48,61 % 
de los votos (había logrado 46,44 % cuatro años antes) y triunfó en la 
segunda vuelta contra el candidato del Partido de la Social Democra-
cia Brasileña (PSDB), José Serra, holgadamente, con el 60,83 % de los 
votos. El PT también creció durante el período y se transformó en la 
bancada más numerosa del Congreso, lo cual, dado el grado de frag-
mentación del sistema partidista, no le daba un peso relativo superior 
a la quinta parte de este.

Hacia el fin de su segunda administración, Lula continuaba siendo 
sumamente popular. Un mes antes de las elecciones de 2010, una en-
cuesta mostraba que la aprobación de su gobierno ascendía al 77 %. 
Ello le permitió una apuesta arriesgada: impulsar como candidata a 
sucederlo a una petista poco conocida hasta entonces, de perfil ejecu-
tivo, más técnico que político, autora del Programa de Aceleración del 
Crecimiento Económico (PAC): Dilma Rousseff. Sin esa legitimidad 
acumulada y sin esa evaluación de su gestión, Lula no hubiera sido 
capaz de realizar la proeza de llevar, por vez primera en la historia de 
ese país, a una mujer a la Presidencia.

Antes de su prisión, y de la elección de Bolsonaro, la popularidad 
de Lula estaba en guarismos bastante inéditos para un dirigente con 
ocho años de gobierno encima. Tres cuartos del electorado continua-
ban realizando una evaluación positiva de su gestión, y se resalta el 
hecho de que en su gobierno se «sacó» a veinte millones de perso-
nas de la pobreza, poco más de un 10 % de los brasileños. Al mismo 
tiempo, la redistribución del ingreso operó beneficiando a las clases 
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medias y medias bajas, que pasaron de representar poco más del 40 % 
de la población a representar más de la mitad (las clases C, con ingre-
sos por hogar de entre 10.000 y 40.000 pesos uruguayos, o entre cerca 
de 300 y 1.000 dólares).

No fue, sin embargo, con un espectacular crecimiento económico 
que se logró esto, sino con políticas adecuadas. De hecho, el propio 
caso de Uruguay evidencia que el espectacular crecimiento económi-
co que se verificó en los últimos cinco años no se acompañó en la 
misma proporción por un incremento del ingreso de los hogares. En 
el caso brasileño parece haber sucedido exactamente al revés: con un 
crecimiento promedio nada espectacular (3 % al año), los hogares cre-
cieron un 5 % en promedio, y entre el 10 % más pobre el ingreso creció 
15 % al año. Para los más ricos (el 10 % más rico), el ingreso creció a 
la misma tasa que el crecimiento del producto: 3,4 %. Esta, entonces, 
parece haber sido la clave política de la reducción de la desigualdad en 
Brasil en el período reciente: con un complejo conjunto de políticas, 
los pobres y la clase media se apropiaron en gran medida de los frutos 
del crecimiento económico que los más ricos. Estos, sin embargo, no 
perdieron nada, sino que sus ingresos más bien acompañaron la evo-
lución del crecimiento del país en el período.

Las políticas usadas por Brasil para conducir a estos resultados 
fueron de muy distinta envergadura y alcance. Muchas de ellas fueron 
implementadas por otros países del giro a la izquierda, como Uruguay 
o Argentina, y podrían haber comenzado a ser traducidas en un nuevo 
consenso, esta vez por izquierda, que sentara las bases de un nuevo 
paradigma de desarrollo con redistribución. Así, el segundo gobierno 
de Lula, como se esperaba, fue un poco más a la izquierda, si por tal 
se entiende haber reforzado las políticas redistributivas, luego de tes-
tear, en el primer período, la fuerza política del gobierno para llevar 
adelante este proyecto.

Algunos números dan cuenta de lo sucedido. El salario mínimo, 
que fue elevado al inicio del gobierno Lula a 200 reales, un poco por 
encima del precio de la canasta básica (calculado en 162 reales), se 
elevó, en el 2010, a 500 reales, duplicando la canasta básica (calcula-
da, para ese año, en 225 reales). La elevación del salario mínimo im-
pactó especialmente entre los trabajadores menos calificados (como 
los de la construcción), entre quienes se concentra buena parte de la 
pobreza. Por otra parte, el aumento en número de familias atendidas 
y en magnitud de la prestación del programa Bolsa Familia (algo equi-
valente a lo que fue el Plan de Equidad en Uruguay) también impactó 
sobre la pobreza. En 2003, el gasto en dicho programa era de 250 
millones de dólares; llegó a alcanzar los 6.000 millones de dólares. Las 
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familias atendidas pasaron de 4 a 12 millones de hogares en el mismo 
período.

Las directivas aprobadas en el IV Congreso del PT, que oficializó 
la candidatura del Dilma a la Presidencia, reforzaron la dirección de 
la política económica tomada por el gobierno en estos años de de-
sarrollo con redistribución del ingreso. Ello implicaba medidas tales 
como el fortalecimiento del mercado interno, la inversión estatal y 
el apoyo estatal para la formación de grandes empresas nacionales. 
Recuérdese que el PAC dirigido por Dilma incorporaba varias de estas 
medidas. Fue diseñado, luego del primer gobierno de Lula, como un 
intento de planificación del desarrollo, luego de cuatro años de bonan-
za económica.

No todo lo que Lula logró, sin embargo, redundó para Dilma. Lue-
go de finalizada su primera administración, experimentó una caída 
de la actividad económica con consecuencias negativas tanto para el 
rumbo de su gobierno (que debió hacer grandes concesiones al capi-
tal para asegurar la gobernabilidad) como para el desenlace posterior 
que le dio el golpe de gracia con el impeachment de 2016.

El gráfico 11 (al final del capítulo) muestra la evolución de los vo-
tos a los grandes bloques en Brasil. Como allí puede verse, los parti-
dos políticos grandes del sistema, que componen su «corazón», han 
ido perdiendo peso relativo desde sus orígenes. Sin duda, el lugar de 
la derecha ocupado por el Partido del Frente Liberal (PFL) ha ido 
perdiendo peso. Por su parte, el Partido de Movimiento Democráti-
co Brasileño (PMDB) (devenido, luego, en Movimiento Democrático 
Brasileño, MDB), ese fiel de la balanza del Congreso brasileño —par-
tido fisiologista si los hay—, también perdió peso porcentual desde 
sus orígenes. Lo mismo sucedió con el principal competidor en las 
elecciones presidenciales, el PSDB. El PT, aun cuando haya perdido 
fuerza, siguió siendo el partido más importante de Brasil, al menos 
hasta el despunte de la era Bolsonaro. En estas circunstancias, es cla-
ro que el sistema político se encuentra debilitado, fragmentado y di-
vidido, pero ¿cabía esperar el apartamiento de su presidenta a un año 
de ganar su segunda elección, dejando como coalición gobernante a 
quienes habían perdido los comicios el año anterior?

El cuadro emergente de la elección de 2014 no dejó a Dilma lo 
suficientemente sólida en el Congreso; los dos principales partidos de 
la coalición, el PT y el PMDB juntos, no tenían más que un cuarto de 
las bancas del Congreso y menos del 40 % de las del Senado (26 % y 
37 %, respectivamente). El número efectivo de partidos en la Cámara 
de Diputados llegó a 13,3, lo que transformó al Congreso brasileño 
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en el legislativo más fragmentado del mundo (Gallagher, 2015).22 De 
acuerdo al análisis de Floriano Ribeiro, Amanda Vizoná y Leine Ca-
sotta (2016), la elección de 2014 configuró la disputa más competitiva 
de la historia democrática brasileña. Con una escasa diferencia de 3 % 
de los votos válidos, permitió articular y fortalecer la oposición al PT 
y animó a rechazar las reglas de juego como parte de la estrategia de 
oposición. El PSDB pidió una verificación de los resultados electora-
les y, posteriormente, impulsó el impeachment en torno al cual logró 
agrupar a las mayorías especiales que le habían sido adversas en los 
gobiernos anteriores, así como obtener la complicidad del PMDB. El 
fracaso del PT en tener un presidente del Congreso de ese partido re-
dundó en el triunfo de Eduardo Cunha, quien se convirtió, de ahí en 
más, en un formidable adversario del gobierno. Fue el principio del 
fin.

Pero el hecho de que el PMDB adquiriera tal autonomía en el Con-
greso siendo parte del gobierno, que terminara comandando los desti-
nos del país a pesar de su notorio declive electoral reciente e, incluso, 
que pavimentara el camino a la victoria de Bolsonaro y el aumento del 
número de bancas del Partido Social Liberal (PSL) liderado por este 
último23 es un resultado inesperado y raro del sistema. Esto habla mal 
de la solidez y profundidad del proceso de consolidación de la novel 
democracia brasileña.

Los escándalos de corrupción vinculados al lava jato24 volvieron 
a instalarse en el escenario público con fuerza, pero, a diferencia del 
mensalão, la manifiesta debilidad de un gobierno al cual sus socios 
habían abandonado (o traicionado) permitió que su impacto en la opi-
nión pública fuera mucho mayor. La crisis económica le atestó su gol-
pe de muerte a la democracia. En medio de manifestaciones multitu-
dinarias, de una recesión profunda y de escándalos de corrupción que 
amenazaron con implosionar el sistema de partidos desde dentro, el 
viejo recurso al impeachment, tan usado en la política brasileña desde 
su estreno con Collor de Mello, hizo lo suyo. El triunfo de Bolsonaro 

22  Citado en Floriano Ribeiro, Vizona y Leine Casotta (2016).
23  El PSL, que había sido un partido minoritario en las últimas décadas, obtuvo en 
2018 56 parlamentarios: cuatro senadores (de un total de 81) y 52 diputados federales 
(de un total de 513) en el Congreso.
24  La operación lava jato, conducida por la Policía Federal y el Ministerio Público 
Federal, se hizo pública en 2014 a propósito de la corrupción en la empresa petrolera 
Petrobras. Por esto han sido procesados decenas de representantes políticos, incluso 
allegados al gobierno y a algunas de las empresas más grandes de Brasil (Odebrecht, 
OAS, Camargo Corrêa, Andrade Gutierrez, entre otras). Ello contribuyó a deteriorar 
aún más su economía.
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es el corolario inevitable de esta defección en cámara lenta de la joven 
democracia brasileña.

4.3. BOLIVIA, ECUADOR, VENEZUELA: EXPERIENCIAS REFUNDACIONALES 
DEL ORDEN REPUBLICANO
En Bolivia, Ecuador y Venezuela se produjeron cambios casi funda-
cionales del sistema político anterior, con consecuencias definitivas 
para la vida democrática de esos países. Los liderazgos carismáticos 
de Chávez, Evo y Correa les permitieron vencer electoralmente sin 
tener detrás partidos de fuerte institucionalización relativa, que en 
buena medida se fueron construyendo a partir de la propia experien-
cia de gobierno. Tal es el caso del PSUV o de AP. Además, cuando estos 
gobiernos asumieron no tenían mayorías parlamentarias propias. En 
Venezuela, el MVR tenía 22 % de los escaños en ambas cámaras (58 
bancas en 261 sumando ambas cámaras), mientras que en Bolivia dis-
ponían de la mayoría en la Cámara de Diputados (72 de 130 bancas), 
pero no en el Senado (donde tenían el 44 % de la representación). En 
peor situación se encontraba Rafael Correa, quien ni siquiera dispo-
nía de una bancada propia (el Partido Socialista-Frente Amplio [PS-
FA], por el que fue elegido, tenía apenas un diputado en 100).

Impulsados por esta debilidad relativa en las cámaras legislativas, 
pero también por la convicción de que era necesario refundar un or-
den político caduco, en los tres casos se concretaron reformas cons-
titucionales de gran envergadura: Venezuela fue el pionero en 1999 y 
siguieron Ecuador (2008) y Bolivia (2009). Venezuela hizo una refor-
ma casi integral del sistema: instaló un régimen unicameral, aprobó 
la Ley Orgánica del Poder Ciudadano y reglamentó el referéndum re-
vocatorio. Ecuador aprobó el llamado Código de la Democracia, regla-
mentó las consultas populares y la revocación de mandato y también 
votó una la Ley de Participación Ciudadana. Bolivia logró, luego de un 
intenso proceso, aprobar una reforma de la Carta Magna que, entre 
muchas cosas, instaló el Estado Plurinacional (Lissidini, 2015).

Estas reformas constitucionales permitieron a los tres menciona-
dos líderes superar las limitaciones propias de su debilidad inicial en 
los parlamentos nacionales, y se tradujeron, al menos, en tres conse-
cuencias determinantes del realineamiento político futuro. En primer 
lugar, las reformas contribuyeron a reforzar el poder de los presiden-
tes: les permitieron articularse políticamente, al fundar o refundar sus 
propias bases partidarias anteriores. En el caso de Bolivia, el MAS ya 
existía, pero se transformó en mayoritario y dominante a partir de la 
reforma constitucional. En Venezuela, el MVR, tras un largo itine-
rario, se transformó en el PSUV. En Ecuador, la PAIS surgió pocos 
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meses antes de las elecciones en las que Correa fue elegido primer 
mandatario.

El refuerzo de las bancadas de los presidentes les permitió sor-
tear las limitaciones del presidencialismo de coalición, que obliga, en 
orden de conformar mayorías parlamentarias, a realizar innúmeras 
negociaciones con grupos y partidos de diversa alineación ideológi-
ca que pueden o no ser sólidas y estables, pero que, sin duda, le dan 
un enorme poder de chantaje y veto a grupos minoritarios. Los casos 
del vicepresidente Julio Cobos en la Argentina del primer gobierno de 
Cristina Fernández25 y el de Michel Temer en Brasil muestran, a las 
claras, la fragilidad del presidencialismo de coalición. En países como 
Chile, donde la Concertación ha sido, en sí misma, una coalición de 
partidos, las limitaciones inherentes al proyecto progresista impul-
sado por el PS (por ejemplo, en el campo de los derechos sexuales y 
reproductivos) resultan evidentes, como lo subrayan las propias ten-
siones de la coalición gobernante.

El gráfico 12 (al final del capítulo) ilustra la evolución de los apoyos 
en la Cámara de Diputados (o en la única cámara legislativa existente) 
antes y después de realizadas las reformas constitucionales. El cha-
vismo pasó de tener una bancada francamente minoritaria (22,8 % 
de los escaños) en 1998 a una mayoritaria (56,67 %) en las elecciones 
siguientes a la realización de la reforma constitucional (2000). Evo 
Morales conquistó la mayoría en el Senado en las primeras elecciones 
posteriores a la reforma constitucional de 2009 al obtener el 72,2 % de 
las bancas en la Cámara Alta y el 67,7 % de los escaños en la Cámara 
Baja. En Ecuador, PAIS pasó de tener un solo diputado en el congreso 
(1 %) a controlar el 62 % de la Asamblea Constituyente que lo disolvió, 
y obtuvo en 2009 la mayoría relativa (45,86 %) y en 2013 la mayoría 
absoluta (52 %).

En segundo lugar, las reformas tendieron a prolongar los manda-
tos presidenciales. Al iniciarse un nuevo período constitucional, los 
comicios posteriores pudieron ser contados como los primeros con el 
nuevo régimen, y permitieron afianzarse por más de dos períodos a 
todos estos presidentes.

El gráfico 13 (al final del capítulo) exhibe la evolución de los votos 
a presidentes en los períodos considerados. Chávez logró ser elegido 
por cuarta vez por la aprobación de la reelección indefinida en 2009. 

25  Cobos, perteneciente a la UCR, había sido elegido vicepresidente de Cristina Fer-
nández en 2007, pero en 2008, en el marco del llamado «conflicto del campo», votó 
en contra de su propio gobierno e impidió la aprobación de una ley que establecía la 
movilidad de las retenciones a las exportaciones agropecuarias en función del precio 
internacional.
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En Bolivia Evo fracasó en su intento de reelección indefinida en el 
referéndum de 2015 (aunque en 2019 resolvió presentarse nuevamen-
te), al tiempo que, en Ecuador, Correa aprobó una enmienda consti-
tucional para eliminar las restricciones para la reelección de cargos 
sometidos al voto popular, incluido el de presidente, pero una medida 
transitoria hizo que el cambio no se aplicara a las elecciones de 2017, 
en las que no pudo presentarse.

En tercer término, en los tres países se instituyeron diversas nor-
mativas y mecanismos para aumentar el «poder popular» y ampliar el 
reconocimiento de derechos de minorías indígenas y mujeres, entre 
otros, con impactos decisivos sobre el apoyo a estos gobiernos. Cabe 
volver citar aquí la institución de la revocación del mandato, como un 
dispositivo de accountability del régimen, aunque tendió a funcionar 
como una medida de relegitimación del régimen político cuando la 
oposición y las elites políticas contrarias a los proyectos del gobierno 
ganaban espacio político. La revocatoria de mandato fue fundamen-
tal para la sostenibilidad del régimen en Bolivia (Evo Morales y su 
vicepresidente, Álvaro García Linera, se sometieron a una consulta 
popular en 2008 y fueron ratificados por el 67,4 % de los votos) y para 
refrendar el mandato de Chávez en 2004 (cuando obtuvo el 59,1 % de 
las adhesiones).

Junto con ello, cabe consignar que la pasada fue una década de ga-
nancia para los derechos de los pueblos originarios en América Lati-
na, y eso fue posible, sobre todo, con las reformas constitucionales im-
pulsadas por la izquierda, incluso con cierta independencia de su peso 
demográfico en cada país. Así, la Carta Magna venezolana de 1999 
se convirtió en la primera en reconocer los derechos de los pueblos 
indígenas. Estableció como oficiales sus lenguas y reconoció derechos 
sobre los territorios ocupados ancestralmente (aun cuando el peso de 
la población indígena en el país no llega a una autoidentificación del 
3 % del total de habitantes).

La Constitución ecuatoriana define en su primer artículo al Esta-
do como intercultural y plurinacional. Más allá de eso, en este país 
la Confederación de Nacionales Indígenas del Ecuador (CONAIE) se 
constituye en un actor relevante desde 1990 (lo que configura un quie-
bre en el sistema de partidos ecuatoriano) y, a partir de allí, empieza 
a competir con lema propio (MUPP-NP) en las elecciones nacionales, 
con candidaturas indígenas.

Pero es, sin duda, la Constitución boliviana la más ambiciosa en 
este sentido, al refundar el Estado plurinacional y, sobre todo, al in-
corporar a la vida política efectiva del país un porcentaje importan-
tísimo de indígenas. Tal como señala Albó (2008), en la Asamblea 
Nacional Constituyente que trabajó entre 2006 y 2007, y cuyo texto 
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constitucional fue aprobado en 2009, el porcentaje de mestizos fue 
de 69,8  % y el de los pueblos indígenas-originarios de 26,7  %, con 
una participación «blanca» francamente minoritaria. A partir de allí, 
la propia autoidentificación étnica de la población con los pueblos 
originarios se incrementó considerablemente, lo que mostró el des-
plazamiento de una identidad «vergonzante» a una identidad positiva.

Los cambios políticos profundos que se dieron en estos países no 
hubieran sido posibles sin un Estado con capacidad de recaudación, 
una economía en crecimiento y un conjunto de políticas que, destina-
das a los sectores más desposeídos de la sociedad, consolidaron una 
base de apoyo al gobierno que sirvió de sostén, especialmente en los 
momentos más críticos (como cuando el golpe de Estado contra Chá-
vez en 2002, el intento de golpe de Estado contra Correa en 2010 o las 
maniobras desestabilizadoras que se vivieron en Bolivia durante el 
año de trabajo de la Asamblea Constituyente).

Estos gobiernos fueron, además, lúcidos y, sobre todo, audaces en 
proporcionar soluciones al estrangulamiento fiscal del Estado. En Bo-
livia, el gobierno del MAS inició la llamada nacionalización de los 
hidrocarburos, que aumentó la carga tributaria para la inversión ex-
tranjera. En Venezuela, la huelga petrolera le permitió a Chávez tomar 
el control de Petróleos de Venezuela (PDVSA) y, dado el precio del cru-
do en los años que se siguieron, ganó un margen fiscal considerable, 
para impulsar políticas no solo en el país, sino en el resto de América 
Latina. En Ecuador, Correa declaró la deuda ecuatoriana ilegítima e 
inconstitucional, y con el lema «primero la vida, después la deuda», 
determinó el cese del pago de una porción considerable de esta, lo 
cual le permitió recomprar su propia deuda a un tercio de su valor 
original.

Los logros sociales fueron sorprendentes. Durante los gobiernos 
de Evo, la pobreza se ha reducido del 66,4 % (2005) al 39,3 % (2014) 
según datos del BM, y de acuerdo a CEPAL (2019a), la desigualdad 
medida por el índice de Gini ha pasado del 0,61 (2002) al 0,45 (2015). 
En 2010, debido al crecimiento económico, el BM quitó a Bolivia de 
la lista de países de ingresos bajos, y la ubicó en el grupo de países de 
ingresos medios.

En Ecuador, también según datos del BM, la pobreza cayó del 
37,6 % (2006) al 22,5 % (2014).26 Entre 2006 y 2014 todos los hogares 
del país mejoraron su nivel de consumo en un promedio del 23,6 %; se 

26  Según el Reporte de pobreza por consumo Ecuador 2006-2014 (INEC-BM, 2016, 
p. 22), la reducción de la pobreza en Ecuador fue del orden de los 12,5 puntos por-
centuales entre 2006 y 2014. Se estima que 7,1 % de tal reducción se debió a políticas 
redistributivas, y el 5,4 % restante al crecimiento real del consumo.
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destaca que el consumo del 10 % más pobre de la población aumentó 
casi en 55 %, mientras que el consumo del 10 % más rico creció ape-
nas en un 16 %. El índice de Gini, entre tanto, pasó del 0,54 (2002) al 
0,44 (2017) (CEPAL, 2019a).

En Venezuela, entretanto, en la primera etapa del chavismo (1998-
2011), la pobreza medida por ingresos cayó del 49 % al 27,4 % de los 
hogares venezolanos, y el porcentaje de hogares en pobreza extrema 
pasó de 21 % al 7,3 %. Medida por necesidades básicas insatisfechas 
(NBI), la variación fue del 28,9 % (1998) al 21,2 % (2011). En el mismo 
período, el índice de Gini pasó del 0,486 al 0,390 (según datos oficiales 
disponibles en www.ine.gob.ve).

Sin embargo, en 2014 y 2015, la baja de los precios de los com-
modities y el derrumbe de los precios de los hidrocarburos afectaron 
decididamente a todos estos países, redujeron sus ingresos fiscales y 
generaron déficit en la balanza comercial. En Bolivia, Evo perdió su 
primera convocatoria popular en el llamado referendo de repostula-
ción (en el que la oposición se impuso con el 52,3 % de los votos frente 
al 47,7 % del oficialismo); quedó así inhabilitada para una cuarta pos-
tulación la díada Morales-García Linera.

Mientras tanto, el gobierno de Correa, en su final, enfrentó la crisis 
económica y el descontento social. Ante la caída de los precios del 
petróleo y la valorización del dólar en mercados internacionales, el 
PBI cayó 0,2 % en 2015 y 1,6 % en 2016, para recuperarse a partir de 
2017 (2,4 %) y volver a caer en 2018 (0,4 %). La recesión entre 2014 y 
2017 afectó a la administración de Correa. Además, el gobierno salió 
debilitado de las elecciones locales de 2014, en las que fue derrota-
do en municipalidades importantes. La incertidumbre económica y 
la imposibilidad de una reelección de Correa en 2017 configuraron 
el escenario en el que la continuación del proyecto de la Revolución 
Ciudadana se vio sometida a un importante cambio de timón con la 
asunción de Lenín Moreno y su política aliancista con los sectores so-
ciales más conservadores y los sectores económicos dominantes.

En cuanto a Venezuela, la caída de los precios del crudo afectó 
enormemente a la economía del país, que además se vio castigada por 
la prematura muerte de Chávez en 2013. En 2015, por primera vez, el 
chavismo perdió su mayoría en la Asamblea Nacional. Se instaló, a 
partir de entonces, un gobierno dividido (entre Ejecutivo y Legislati-
vo) con una gran carestía, desabastecimiento, conflictos regionales e 
internacionales, recolección de firmas para convocar a un referéndum 
revocatorio contra Maduro y autoproclamación de un presidente de la 
oposición (Juan Guaidó).

Con problemas de sucesión presidencial muy importantes en Boli-
via y Ecuador, y una Venezuela económica y políticamente exhausta, 
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la región que más novedades le dio a la democracia latinoamericana y 
más controversias suscitó por su peculiar forma de encarar los proble-
mas del desarrollo capitalista enfrenta hoy su hora más difícil.

4.4. URUGUAY Y CHILE: ESTABILIDAD POLÍTICA  
Y AGOTAMIENTO DEL CICLO ECONÓMICO EXPANSIVO
En Uruguay y Chile, la evolución política desde el fin de las dictaduras 
cívico-militares que ambos países padecieron (1973-1985 y 1973-1990, 
respectivamente) hasta el presente ha estado signada por la continui-
dad y la estabilidad. En ambos casos hay dos bloques en disputa, bien 
definidos ideológicamente y de peso electoral equivalente, aunque la 
balanza se ha inclinado, claramente, a la izquierda en Chile, desde 
la transición hasta 2010 (y entre 2014 y 2018) y en Uruguay, desde 
mediados de los años 2000. Sin embargo, esta bipolaridad del sistema 
político se expresa en forma distinta en cada país. En Chile, ambos 
bloques (por un lado, la actual Convergencia Progresista —anterior 
Nueva Mayoría, precedida por la Concertación—, a la centroizquierda 
del espectro, y por el otro, Chile Vamos —anterior Alianza por Chile, 
a la centroderecha—) conforman coaliciones sólidas de partidos (por 
un lado, actualmente, el Partido por la Democracia, el Partido Radi-
cal y el Partido Socialista; por el otro, la Unión Demócrata Indepen-
diente, Renovación Nacional, el Partido Regionalista Independiente 
Demócrata y Evópoli). En Uruguay, un partido de izquierda nacido a 
inicios de los años setenta, el FA, disputa el poder contra los dos viejos 
partidos tradicionales heredados del siglo XIX, los partidos Colorado 
(PC) y Nacional (PN), que han realizado y aspiran a volver a realizar 
alianzas electorales y parlamentarias para contrarrestarlo. Los aho-
ra Convergencia Progresista y Chile Vamos se alternaron en el poder 
en Chile, pero manteniendo la otrora Concertación su condición de 
bloque predominante (gobernó cinco de siete veces desde el fin de la 
dictadura). En Uruguay, el FA creció sostenidamente durante veinte 
años desde la transición democrática hasta alzarse con el gobierno 
en 2004. Desde entonces y, hasta el momento, los partidos tradicio-
nales no han tenido fuerza para arrebatarle el mandato presidencial 
(aun uniéndose en los balotajes). Los próximos comicios de octubre 
de 2019, con una oferta electoral más diversificada que aquella a la 
que el país estaba acostumbrado, plantean el escenario de mayor in-
certidumbre en los últimos quince años respecto a qué color tendrá el 
futuro gobierno en Uruguay.

Los gráficos 14 y 15 (al final del capítulo) muestran la evolución de 
los bloques políticos en ambos países.

En términos económicos, Chile ha tenido un desempeño estable 
a lo largo de la última década, con una tasa de crecimiento sostenida 
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que ha oscilado entre el 2 % y el 4 %, con algunos momentos de retro-
ceso (2009). Ello le ha permitido abatir la pobreza (estaba en el orden 
del 20 % a inicios de los años 2000 y está ahora en el orden del 8,6 % 
a nivel nacional, hacia 2017) y mantener históricamente tasas de des-
empleo bajas, de menos de dos dígitos.

El gran problema en Chile ha sido tradicionalmente la desigual-
dad: el índice de Gini permaneció estancado en la primera década 
del gobierno de la Concertación en el entorno del 0,55,27 si bien hacia 
2017 se ha reducido a 0,45 (CEPAL, 2019a, p, 18).

A diferencia de Chile, Uruguay ha tenido un comportamiento muy 
desparejo en términos económicos, con crisis profundas y cíclicas 
que han estrangulado el desarrollo nacional, generado importantes 
problemas de empleo y propiciado la migración masiva de personas 
durante más de 40 años. Dado el grado de desarrollo del Estado de 
bienestar heredado de la primera mitad del siglo XX, la menor des-
igualdad social que el país tradicionalmente exhibió, así como su 
fuerte cultura democrática, logró amortiguar las consecuencias so-
ciales de su pésimo desempeño económico, aunque ello no evitó que 
contingentes enormes de población sufrieran privaciones absolutas y 
relativas durante períodos prolongados.

Desde la dictadura hasta hoy, Uruguay vivió apenas un período de 
crecimiento resaltable, durante la primera mitad de los noventa, en el 
cual el gobierno del PN ensayó distintas soluciones neoliberales con 
poco éxito, pero que profundizaron la desindustrialización, debilita-
ron al Estado y precarizaron el empleo. Entre los años 1998 y 2002, 
Uruguay vivió un período recesivo y sufrió una crisis financiera aguda 
como resultado de la crisis argentina de 2001, que provocó el colapso 
del sistema bancario y obligó a instalar un «corralito» para evitar la 
fuga de depósitos. Esta crisis fue la gota que colmó el vaso, y luego de 
un siglo XX largo dominado por los dos grandes partidos tradiciona-
les, estos perdieron las elecciones por primera vez en 2004 a manos 
del FA. Este realizó una gestión notable al frente de la economía del 
país y muy razonable en términos de políticas sociales. Ello le permi-
tió a Uruguay, en poco más de una década, robustecer su economía 
(las tasas de crecimiento oscilaron entre el 3 % y casi el 8 %), reducir 
su vulnerabilidad externa (Uruguay es de los países donde la tasa deu-
da/producto es menor en toda América Latina), abatir el desempleo 
(que llegó a sus niveles más bajos en la década 2004-2014) y reducir la 
desigualdad, que se ubica en el 0,39 en 2017 (CEPAL, 2019a).

27  Véase http://povertydata.worldbank.org/poverty/country/CHL (consultado en ju-
lio de 2019).



El giro a la izquierda en América del Sur



Quizás lo más destacable del ciclo progresista uruguayo haya sido 
el avance realizado en la llamada agenda de derechos. Se aprobó la 
despenalización del aborto (es el único país de América del Sur que lo 
hizo), se legalizó la marihuana y se aprobó el matrimonio igualitario, 
que implicó, además, la modificación de todo el Código Civil para eli-
minar cualquier referencia al sexo.

Uruguay y Chile enfrentaron, hacia el fin de los segundos manda-
tos de Vázquez y de Bachelet, problemas similares. En primer lugar, el 
angostamiento de su capacidad económica para continuar avanzando 
en políticas redistributivas y, en especial, para sostener el ingreso de 
los hogares y de los trabajadores en el contexto de un desarrollo capi-
talista altamente dependiente de los precios de los commodities (el co-
bre en Chile, la carne, la soja y el arroz en Uruguay). En segundo lugar, 
los crecientes niveles de descontento ciudadano con izquierdas condi-
cionadas por alianzas y pactos que ponen un límite a los cambios es-
tructurales más profundos, en especial aquellos que supondrían ma-
yores gravámenes al capital. En tercer lugar, particularmente en Chile, 
problemas de desafección política y protesta ciudadana. En Chile es 
muy alta la abstención electoral entre los jóvenes. En Uruguay el in-
volucramiento político ciudadano es aún alto, pero existe desgaste del 
FA luego de catorce años en el gobierno nacional y veintiocho en el go-
bierno de la capital del país. Esto, aunado a la pérdida de dinamismo 
de la economía que resulta de la menor afluencia de inversión externa 
y la caída de los precios de los commodities, se ha traducido en una 
caída del apoyo al gobierno de la izquierda, de acuerdo a mediciones 
de opinión pública, con resultados electorales aún indeterminados.

En síntesis: en ambos países los gobiernos de izquierda o centroiz-
quierda han gobernado en un clima de estabilidad política y econó-
mica, pero a condición de practicar una política de cambios amorti-
guada por la necesidad de trabajar en un espacio de alianzas y pactos 
internos y externos que moderan sus pretensiones de reforma estruc-
tural. Al mismo tiempo, estos gobiernos parecieron dependientes del 
ciclo económico expansivo, por lo que una reversión de este (como ya 
sucedió en Chile) podría dejar importantes incertidumbres sobre la 
continuidad del ciclo progresista que protagonizaron.

5. LA GRAN TRANSFORMACIÓN III: LA POLÍTICA AL CENTRO  
DE LA ESCENA
En todos estos casos del giro a la izquierda se verificó una ampliación 
de la democracia política, se redistribuyeron el ingreso y los activos, 
se fortaleció al Estado y a sus instituciones y se verificó una efecti-
va ampliación de derechos sociales, políticos y económicos. Como ya 
fuera dicho, los resultados variaron de país en país, pero en la mayoría 
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de ellos disminuyó el índice de Gini, se redujo la pobreza, aumentó el 
salario real y disminuyó el desempleo. También se erradicó comple-
tamente el analfabetismo y aumentó el nivel educativo de la mano de 
obra.28 Asimismo, se registró un efectivo avance en materia de dere-
chos civiles y políticos, en particular a través del ejercicio continuado 
del derecho al voto y del respeto a las decisiones emanadas de las 
urnas. También hubo un incremento sostenido de las libertades ciuda-
danas a través del ejercicio de la libertad de expresión y la superación 
del pasado autoritario de restricción de la libertad de organización y 
de protesta que imperó en los años noventa. Finalmente, América del 
Sur avanzó en materia de derechos laborales. Datos de la Internatio-
nal Trade Union Confederation muestran que, hacia 2016, los países 
del giro a la izquierda rankeaban en los primeros lugares en materia 
de respeto a los derechos laborales (Uruguay, Chile, Brasil, Argentina, 
Bolivia, Ecuador y Venezuela). Países como Guatemala, Colombia y 
México, en cambio, se ubicaban en los últimos lugares.29

5.1. POLARIZACIÓN IDEOLÓGICA, NUEVOS PARTIDOS  
Y DINÁMICA CENTRÍFUGA
Dos fuertes tendencias se señalan en los procesos de mutación política 
que han sufrido los partidos de izquierda en estos años. Por un lado, 
el reforzamiento de una dinámica política polarizada en dos bloques 
ideológicamente diferenciados, en el cual la vieja lucha por el centro 
ideológico deja lugar a la afirmación de partidos con espíritu progra-
mático diferenciado y disputa ideológica abierta y, en varios casos, 
centrífuga.

Por otro, una dinámica de creación de nuevos partidos políticos, 
algunos de los cuales incorporan movimientos sociales en su interior 

28  Entre los años 1990 y 2015, debido a las políticas implementadas durante un 
decenio próspero, la tasa de pobreza en la región se redujo desde 48 % a menos de 
30  %. No obstante, emplazados en el subcontinente más desigual del mundo, los 
países latinoamericanos, en su conjunto, continúan registrando una de las peores 
distribuciones del ingreso. En tal sentido, los ingresos del 10 % más rico de la pobla-
ción superan 14 veces a los ingresos del 40 % más pobre. A esto se suma la persisten-
cia de otro tipo de desigualdades, tales como las de género y la urbano-rural. Ello a 
pesar de que entre los años 2010 y 2014, de acuerdo a datos de la CEPAL (2015), el 
índice de Gini acumuló una caída de 3,2 % a una tasa anualizada de 0,8 %. Por otra 
parte, los años de educación de la fuerza laboral de la región han experimentado un 
aumento. Siguiendo a la OIT (2015), entre 2005 y 2014, el porcentaje de ocupados 
con educación media se incrementó de 43,2 % a 48,5 %, al tiempo que las personas 
con educación superior subieron de 14,5 % a 20,5 % (Oficina Regional de Educación 
para América Latina y el Caribe [OREAL]/UNESCO, 2016).
29  Véase The 2016 ITUC Global Rights Index. Recuperado de https://www.ituc-csi.
org/ituc-global-rights-index-2016?lang=en (consultado en julio de 2019).
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y reformulan los ideales de la izquierda mediante la incorporación del 
indigenismo, el ecologismo y el feminismo como corrientes políticas. 
También se verifican diferentes vertientes del socialismo democrático 
en clave de ampliación de la democracia política, que no forman pre-
cisamente parte del acervo de las izquierdas heredadas de la segunda 
ola de la democracia. Con muy distinta intensidad y características, 
estas mutaciones que dieron lugar a nuevos partidos y nuevas coali-
ciones y que fortalecieron la dinámica de rotación ideológica de blo-
ques en el poder se registran en todos estos países.

La larga década del progresismo se caracterizó por una inusitada 
energía política que dio lugar a varios ensayos, algunos logros desta-
cables y bastante audacia e innovación en la creación de nueva insti-
tucionalidad político-partidaria. Y no era para menos. En muchos de 
nuestros países (especialmente en Argentina, Ecuador, Bolivia, Vene-
zuela) el descrédito en las organizaciones políticas anteriores (par-
tidos políticos tradicionales o aun partidos políticos de orientación 
progresista ejecutores de políticas neoliberales en la década de 1990) 
indujo a la creación de nuevos partidos y a la innovación institucional.

En Argentina, el surgimiento del kirchnerismo fue, como mínimo, 
inesperado. Luego de la larga década menemista, el Partido Justicia-
lista (PJ) parecía haber cedido a las presiones neoliberalizantes de 
los noventa, siguiendo el itinerario que otrora había tenido el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) en México. La suerte de la izquier-
da parecía, entonces, vinculada al surgimiento de un «tercer espacio» 
(Torre, 2003) entre peronistas y radicales, y la irrupción del Frente 
País Solidario (FREPASO) a mediados de los noventa, con Carlos Cha-
cho Álvarez y Graciela Fernández Meijide, hizo creer en el surgimien-
to de una opción «progresista y republicana» distanciada de la suerte 
trágica y dual del peronismo. El gobierno de la Alianza en 1999 surgió 
bajo ese signo. Sin embargo, las defecciones del gobierno, la renuncia 
de su vicepresidenta por la supuesta compra de votos en el Congreso 
para aprobar una ley de flexibilización laboral y el escándalo en el que 
terminó el gobierno de Fernando de la Rúa con la crisis financiera de 
2001 pusieron fin a esa promesa. El triunfo de Kirchner en 2003, su 
fuerte alineación con el bloque Lula-Chávez de desafío a la política 
norteamericana en el continente (que tenía al Área de Libre Comercio 
de las Américas [ALCA] como bandera) y los dos gobiernos de Cristina 
Fernández mostraron que era posible asaltar la política por izquierda 
desde el propio peronismo y hacer un gobierno «nacional y popular» 
que pusiera al país en la senda del crecimiento, la democracia y la 
igualdad.

Aunque el proyecto sufrió un revés tras la victoria de Macri en 
2015, el kirchnerismo logró desarrollar fórmulas políticas propias. 
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Primero, mediante la creación del FPV en 2003, y luego a partir de la 
creación de Unión Ciudadana en 2017, el partido con el que Cristina 
se transformó en la principal contendora de Macri en los comicios 
parlamentarios de 2017.

En tanto, en Uruguay y Brasil los fenómenos políticos del FA y el 
PT datan, respectivamente, de comienzos de los años setenta y ochen-
ta, por consiguiente, no son izquierdas nuevas, sino que surgieron en 
el gran caldero de la Guerra Fría. En Uruguay, el surgimiento del FA es 
una creación típica de la segunda ola de la democracia (Huntington, 
1994) y de las tensiones del mundo bipolar. En Brasil, el PT surge al 
final de la dictadura (1964-1984) y supera las contradicciones que el 
orden corporativo generaba en el interior del movimiento sindical al 
crear un sindicalismo autónomo (la Central Única de los Trabajadores 
[CUT]) primero, y una organización política después. Más allá de que 
el FA surgió en 1971 y el PT en 1980, ambos partidos tienen en común 
el aglutinamiento de un conjunto variado de fuerzas para enfrentar el 
autoritarismo político y el ajuste económico conservador. En ambos 
casos, se intentó resolver las contradicciones de lo social y lo político 
mediante amalgamas diversas de pequeños partidos de izquierda y 
desprendimientos de la vieja política de los partidos tradicionales con 
fracciones del movimiento sindical y organizaciones populares que 
iban desde la izquierda cristiana hasta los movimientos en lucha por 
la tierra. Fueron frentes populares creados cuarenta años después de 
la entrada en vigencia de aquellos. El FA y el PT son, aún hoy, prota-
gonistas indiscutidos de sus sistemas partidarios.

El surgimiento de PAIS en Ecuador y del MAS en Bolivia corres-
ponde a creaciones políticas propias, surgidas de la tercera ola de la 
democracia (Huntington, 1994). En ambos casos, la superación de la 
fragmentación política del parlamento y la ingobernabilidad política 
fruto de las políticas neoliberales de los años noventa llevaron a que 
algunos los consideraran Estados fallidos, lo que inauguró la posibili-
dad de una intervención directa externa a los efectos de impedir que 
sus estallidos sociales resultaran contagiosos para la región. En ambos 
países estas creaciones partidarias fueron de la mano de sus líderes: 
Evo y Correa. Ello no obsta para considerarlas creaciones políticas 
perdurables, que lograron articular fuerzas políticas diversas: diversas 
regionalmente, diversas socialmente y diversas ideológicamente. En el 
caso del MAS, confluyen organizaciones de la más distinta índole, re-
presentantes del movimiento de trabajadores, campesinos, jubilados 
y hasta pequeños empresarios. Pero fue la organización política de las 
comunidades indígenas la que le dio a Bolivia una configuración úni-
ca y especial y la convirtió en una de las experiencias refundacionales 
del Estado nación más destacadas en la trayectoria de las izquierdas 
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actuales. En términos de Álvaro García Linera, el carácter político de 
Movimiento al Socialismo-Instrumento Político por la Soberanía de 
los Pueblos ha evolucionado a través de la combinación de un «india-
nismo ecléctico» con las «tradiciones críticas y autocríticas de la iz-
quierda intelectual» que empezó a «indigenizar el marxismo» a partir 
del decenio de 1980 (citado en Espasandín e Iglesias, 2007: 320).

Por su parte, PAIS, definida ideológicamente en las corrientes 
del socialismo democrático, fue fundada aún más tardíamente que 
el MAS, a fines de los años noventa. Su origen se adentra ya en la 
primera mitad de los dos mil (2006) como una iniciativa del propio 
Correa para consolidar una coalición política que le permitiera tener 
una bancada mayoritaria propia en el proceso electoral que nombró 
a la Asamblea Constituyente. La coalición se formó con más de 30 or-
ganizaciones políticas, con Movimiento País como el principal grupo 
político y con varias iniciativas ciudadanas y movimientos sociales. 
Actualmente, tras la ruptura entre el actual presidente ecuatoriano, 
Lenín Moreno, y el exmandatario Rafael Correa, PAIS ha pasado a ser 
presidida por el primero, en tanto el segundo lidera el movimiento 
Revolución Ciudadana desde 2018.

En Venezuela, la innovación política fue necesaria luego del des-
gaste del bipartidismo tradicional basado en la alternancia entre el 
Comité de Organización Política Electoral Independiente (COPEI) y 
Acción Democrática (AD). Aunque el pacto puntofijista (firmado en 
1958) fue garantía de la estabilidad política, el viejo sistema de parti-
dos venezolano no fue inmune a las denuncias de corrupción y la cri-
sis económica producida por la misma presión neoliberalizante que 
acabó con algunos de los viejos sistemas de partidos en el continente.

La creación del MVR fue un hito en este proceso. Fue fundado 
como partido político de izquierda en 1997 y fue el más votado del 
país desde 1998 hasta 2007, año en que fue disuelto para integrarse 
al PSUV. Su ideología se basaba en los ideales de Simón Bolívar, el bo-
livarianismo, y en elementos humanistas, socialdemócratas y de na-
cionalismo de izquierda. El MVR es destacable por haber sido de los 
pocos partidos venezolanos que pregonan el  indigenismo. Hoy, seis 
años después de la muerte de Chávez, este país caribeño riquísimo 
en reservas de oro negro atraviesa tiempos dramáticos y es golpeado 
por una acuciante crisis humanitaria, socioeconómica y político-ins-
titucional. Ello, en el marco de una descarada (y descarnada) pugna 
a nivel internacional y a la sombra de una aguda polarización entre el 
bloque del gobierno de Maduro y el bloque opositor, que desconoce a 
este último como legítimo y que ha autoproclamado a su propio pre-
sidente alternativo.
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En Chile, la Concertación, que aunaba al PS y al PDC como par-
tidos mayores y al Partido por la Democracia (PPD), dominó el esce-
nario de polarización entre izquierdas y derechas desde la transición 
a la democracia en 1989, ganando, como ya se mencionara, cinco 
elecciones y perdiendo a manos de Alianza por Chile (luego Vamos 
Chile) en dos oportunidades (2010 y 2017). Sin embargo, dado que 
el escenario implicaba constreñimientos económicos y políticos de 
gran consideración heredados de la dictadura, los gobiernos, aun de 
orientación de izquierda, gobernaron con las «manos atadas» y no 
fueron sumados al mapa del giro a la izquierda en buena parte de los 
análisis. La reforma constitucional de 1980, que establecía el papel de 
las Fuerzas Armadas (FFAA) como garantes de la institucionalidad, 
el Consejo de Seguridad Nacional de Chile  y la existencia de unos 
senadores por derecho propio y otros designados que se reputaban 
representar a la nación del mismo modo que los elegidos fueron parte 
de esta renuncia. La permanencia de Augusto Pinochet en el cargo, 
aún luego de que se hubiera retomado la democracia, ya en la primera 
mitad de los ochenta, en Argentina, Uruguay y Brasil, y las decisiones 
económicas que habían hecho de Chile el mayor reformador neolibe-
ral durante los años setenta y ochenta fueron parte de ese legado. La 
carta de 1980 estableció, además, limitaciones a las políticas públicas 
en salud y educación, y consagró un sistema muy poco representativo 
en materia de adjudicación de bancas legislativas.30 Aun dentro de los 
marcos impuestos por ese «pacto» celebrado en dictadura, la diferen-
ciación entre izquierdas y derechas fue muy clara desde la transición 
democrática. Las novedades en Chile han venido, recientemente, de la 
mano de la creación del Frente Amplio, una coalición de cerca de una 
decena de pequeños partidos y movimientos políticos que se alzó con 
el 20 % de los votos en 2017 y que destaca por la juventud de sus diri-
gentes, así como por su vocación de izquierda del siglo XXI (feminis-
ta, ecologista, entre otros). También Chile, con sus largas tradiciones y 
la lentitud y gradualidad de sus cambios, reafirma, al igual que el resto 
de los países, las dos tendencias señaladas al principio de este aparta-
do: dinámica política polarizada en dos bloques políticos ideológica-
mente diferenciados y creación de nuevos partidos políticos, algunos 
de los cuales incorporan movimientos sociales en su interior.

30  Recién en 2005 se eliminaron los senadores designados y vitalicios, se le dio al 
presidente la facultad de remoción de los comandantes en jefe de las Fuerzas Arma-
das y se transformó el Consejo de Seguridad Nacional, que solo podría ser convocado 
por el presidente.
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5.2. INNOVACIONES REPUBLICANAS Y DEMOCRACIA PARTICIPATIVA:  
LOS CUARTOS PODERES
Las transformaciones políticas fueron de gran consideración durante 
los años del giro a la izquierda: la puesta en marcha de variados meca-
nismos de democracia directa, los proyectos de refundación republi-
cana que incorporaron nuevos «poderes» del Estado y redefinieron la 
propia noción de Estado nación con el reconocimiento de los pueblos 
originarios, así como la recuperación del debate sobre los límites y 
alcances del populismo latinoamericano se cuentan entre ellas.

En Bolivia, Ecuador y Venezuela, las funciones electorales se confi-
guraron como «cuartos» poderes del Estado. Además, en países como 
los dos últimos se añadieron nuevos poderes destinados a fomentar la 
democracia participativa, ya no concebida como un ejercicio o fun-
ción, sino como parte constitutiva del orden republicano.

Venezuela es el país pionero en estas mutaciones. En la reforma 
constitucional de 1999, Chávez puso al país en la senda del «boliva-
rianismo» (Venezuela pasó a llamarse República Bolivariana de Ve-
nezuela, casi una marca identitaria del proceso). En esta reforma 
constitucional se transformó el órgano de contralor electoral en un 
cuarto poder y se creó el denominado Poder Ciudadano, ejercido por 
el Consejo Moral Republicano. Pero, además, institutos como los del 
referéndum revocatorio fueron ampliando la convocatoria popular a 
la elección de cargos públicos, a las iniciativas legislativas constitu-
cionales y constituyentes. También se crearon los cabildos abiertos, la 
asamblea de ciudadanos y ciudadanas (con carácter vinculante) y los 
Consejos del Poder Popular (comunales, obreros, estudiantiles, cam-
pesinos, entre otros).

En Bolivia, la Asamblea Constituyente que consagró la Constitu-
ción de 2009 definió al Estado como Estado Unitario Social de De-
recho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, 
democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías. Esta-
bleció cuatro poderes estatales, incluido el Poder Electoral. Al mismo 
tiempo, innovó en las definiciones de democracia, fuertemente influi-
da por el proceso bolivariano. Aunque la democracia se define como 
presidencialista, se incorporaron tres definiciones de democracia al 
texto constitucional. La primera —y más destacada, que transformó 
en hechos las pretensiones teóricas de muchos politólogos defensores 
de las vertientes superadoras del schumpeterianismo restrictivo— es 
la participativa e incluye los mecanismos del referéndum, la iniciativa 
legislativa ciudadana, la revocatoria de mandato, la asamblea, el ca-
bildo y la consulta previa. La democracia representativa no presenta 
novedades, ya que establece la elección de representantes por voto uni-
versal, directo y secreto. La mayor innovación se da con la instalación 
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de la democracia comunitaria, que prevé la designación o nominación 
de autoridades y representantes por normas y procedimientos propios 
de las naciones y pueblos indígenas, originarios, campesinos.

Ecuador es un reformador igualmente original. Comparte la mis-
ma preocupación de venezolanos y bolivianos con la democracia 
participativa, pero si en Venezuela la característica distintiva es la 
creación de mecanismos de poder popular y en Bolivia el reconoci-
miento de la soberanía de la nación originaria, en Ecuador el tema de 
la transparencia y el control adquiere un formato institucional nue-
vo. La Constitución de 2008 amplía los poderes del Estado, a los que 
llama funciones ejecutiva, legislativa, judicial, electoral y de transpa-
rencia y control social. Esta última es la que da el carácter innovador 
al proceso, al aunar viejas funciones (la Contraloría, la Fiscalía y la 
Defensoría del Pueblo) con el Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, a los efectos de promover los planes de transparencia 
y control público, así como de fomentar e incentivar la participación 
ciudadana.

También se avanzó en otros terrenos que derivaron de estas mismas 
reformas constitucionales: reformas en el sistema judicial, en el reco-
nocimiento de los derechos de «la tierra» y de las causas medioam-
bientales y, sin duda, en la constitucionalización de muchos derechos 
de primera, segunda y tercera generación.

Puede decirse que el ejercicio de la democracia directa fue la tóni-
ca de la larga década del progresismo. Con la excepción de Uruguay, 
donde los institutos de la democracia directa fueron usados en forma 
sistemática después de la transición democrática, en los años noventa, 
estos mecanismos se fueron incorporando en las constituciones de los 
países latinoamericanos entre las décadas de los ochenta y noventa. 
Siguiendo a Zovatto (2015), entre 1978 y octubre 2014, se llevaron a 
cabo 51 consultas populares sobre variados temas en doce países lati-
noamericanos. En 31 de esas 51 instancias (60,7 %) resultó vencedora 
la posición del gobierno, en tanto en las 20 restantes esta fue derrota-
da. El país donde más veces se derrotó la tesis oficialista es Uruguay, 
con nueve de las 15 consultas celebradas (60 %). La gran mayoría de 
estas consultas (38 casos equivalentes al 74,5 % del total) tuvieron un 
origen «arriba», es decir, provinieron de los ejecutivos o legislativos, 
mientras que en el resto de los casos (13) los procesos fueron iniciados 
por la ciudadanía.

5.3. PRESIDENCIALISMO Y POLÍTICA PROGRAMÁTICA
La siguiente característica de esta década de mutación política fue el 
uso programático que se le dio al presidencialismo, lo que, de algún 
modo, había sido reforzado desde los años setenta como solución a la 
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ingobernabilidad de los sistemas. Ello como resultado de la explosión 
de demandas en contextos de escasez de recursos.31

El presidencialismo ya estaba plenamente instalado en América La-
tina antes de la llegada de los ejecutivos reforzados por los liderazgos 
carismáticos, como el de Chávez, Correa o Evo. Un estudio realizado 
por Nohlen et al. (1998) muestra que, desde la década de los setenta 
en adelante, todos los regímenes latinoamericanos han sido presiden-
cialismos y que la disputa por el parlamentarismo fue más bien inte-
lectual y estéril. Ello no obstó, sin embargo, para que los presidentes 
latinoamericanos enfrentaran grandes dificultades para establecer sus 
agendas de gobierno, a pesar de sus facultades presidenciales.

En algunos casos, como el de Chile, el legado de la dictadura, así 
como el peso de las FFAA impidieron que los programas de gobierno 
hicieran transformaciones profundas en sus estructuras instituciona-
les. Un excesivo celo institucionalista en la lectura de estos procesos 
se saltea lo más obvio: no se trata de que las instituciones sean sim-
plemente estables, sino de que sean democráticas, transparentes y so-
metidas a derecho (y no meramente a la regla jurídica anterior). En 
países con un siglo XX lleno de dictaduras, con desigualdades bruta-
les y con una condición absolutamente periférica en un mundo donde 
meramente eran tomadores de precios, las democracias de la tercera 
ola tuvieron tareas ingentes para realizar.

Las insuficiencias de los presidencialismos heredados no son la 
única causa —como buena parte de la ciencia política se encarga de 
reafirmar— de la fragmentación del sistema de partidos o de su baja 
institucionalización. En Brasil o Ecuador, clasificados como presiden-
cialismos puros, los legislativos destituyeron presidentes (Fernando 
Collor de Mello en 1992, Dilma Rousseff en 2013 y Abdalah Bucaram 

31  Citando al sociólogo Edelberto Torres-Rivas (1993, pp. 90-91): «En una pers-
pectiva conservadora, el conjunto de diversos problemas relativos a la participación, 
cohesión, representación política, etc., ha sido asociado a la temática de la ingober-
nabilidad como expresión de la crisis de las sociedades del capitalismo tardío y de 
la democracia avanzada. Ingobernabilidad y crisis quedan anudados y confundidos 
en las andaduras de los actuales procesos políticos, para calificar en esta época la 
creciente insuficiencia estatal para institucionalizar los conflictos. Se habla de una 
visión conservadora, porque la inestabilidad crónica de la democracia, en el pensa-
miento marxista, se originaría en otros sitios, en la economía, donde la caída de la 
tasa de ganancia, la sobreproducción, y sobre todo el trabajo asalariado y la compe-
tencia derivada de la apropiación privada de la ganancia, llevaría a una contradic-
ción insalvable entre clases, y a luchas políticas desordenadoras de la vida política, 
que confirmarían la tesis de que la democracia burguesa y el capitalismo mantienen 
una relación tensa entre sí, precaria e irresoluble en el fondo. Los teóricos conser-
vadores sitúan las causas de la crisis en los resultados propios de la democracia de 
masas, en la sobrecarga de demandas y expectativas que ella alimenta y que debe 
enfrentar el Estado (de bienestar)».
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en 1997), lo que mostró el poder de los parlamentos para deponer 
presidentes débiles o desafiantes.

Asimismo, los recursos institucionales del presidencialismo pesa-
ron en forma diferente según la estructura de poder económico y so-
cial que emanaba de los gobiernos de turno. Allí donde la izquierda 
fue gobierno, el gap entre gobierno y poder económico (empresarial, 
mediático e internacional) fue profundo, como lo demuestra la gran 
dificultad que tuvieron estos gobiernos para llevar adelante reformas 
fiscales, para enfrentar al capital internacional —defendiendo la sobe-
ranía de los recursos propios— o para amortiguar el peso mediático 
de los grandes medios de comunicación —altamente concentrado en 
conglomerados empresariales aliados con la derecha política—. Las 
«leyes de medios» en Argentina y Uruguay; la dificultad para avanzar 
en los gravámenes al capital en Brasil, Paraguay, Uruguay y Argentina 
en distintos momentos; las luchas que Bolivia enfrentó con el capital 
internacional por los hidrocarburos o con Estados Unidos por la polí-
tica sobre la hoja de coca;32 las pulseadas que algunos de estos países 
libraron contra los acreedores de deudas «usureras» (fondos buitres 
en Argentina y deuda «ilegítima» en Ecuador) muestran que el peso de 
los recursos institucionales debe medirse por la capacidad que tienen 
de terciar en la disputa distributiva (Przeworski, 1985).

La fuerza de los presidencialismos, más allá de sus atribuciones 
formales, se midió en otros dos campos. Uno, ya estudiado, fue la bús-
queda de mayorías parlamentarias propias. El otro fue la fuerza de los 
liderazgos en los que los presidentes encarnaron la antigua voluntad 
general. Al proceso le sobró rousseanianismo y adoleció de madiso-
nianismo, no por pretensiones teóricas propias de estos gobiernos, 
sino como resultado del campo de composición de fuerzas políticas 
que se enfrentaron.

Así, el presidencialismo y el ejecutivismo de estas izquierdas fue 
el resultado más de los procesos históricos que de preferencias políti-
cas previas. Quizás, a un parlamentario de izquierda en la oposición 
el parlamentarismo podría parecerle una opción más democrática y 

32  Desde su llegada al gobierno boliviano en 2006, Morales ha expulsado del país 
al embajador y a la DEA (la agencia antidrogas de Estados Unidos), ha cerrado la 
base militar de Chimoré y se ha retirado del Tratado Interamericano de Asistencia 
Recíproca (TIAR). En 2013, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) levan-
tó el veto al uso cultural y medicinal de la hoja de coca, oportunidad en la cual 
Evo refirió a la medida como «un triunfo internacional frente al imperio», pese a 
que la comunidad internacional recordó que sigue siendo una sustancia controlada. 
Véase https://comunicacion.gob.bo/?q=20130114/morales-dice-que-despenalizaci%-
C3%B3n-del-acullico-es-un-triunfo-internacional-frente-al-imperio (consultado en 
agosto de 2019).
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decente que los presidencialismos que, en la época del menemismo, 
olían a democracia delegativa (O’Donnell, 1994) por los cuatro cos-
tados. Pero cuando estas izquierdas tuvieron que gobernar, debieron 
hacer acopio de toda la fuerza del Poder Ejecutivo y enfrentar legis-
lativos adversos, poderes judiciales que desafiaban o anulaban sus re-
soluciones, medios de comunicación que antagonizaban permanente-
mente al gobierno y un entorno externo que, aún después de más de 
dos décadas, seguía dominado por la política heredada de la Guerra 
Fría. Las izquierdas fueron haciendo de la necesidad virtud y se reve-
laron mucho más presidencialistas de lo que hubieran imaginado. Y 
lo fueron porque, muchas veces, el Poder Ejecutivo era el único pala-
cio de invierno que habían logrado asaltar en las urnas.

Así que, en ocasiones, en una suerte de bonapartismo revisitado, 
estos procesos, afirmados inicialmente en el Poder Ejecutivo, tuvieron 
que librar las dos batallas: la de conseguir mayorías propias y la de 
mantener sus preferencias en el electorado. Y todo ello sin descuidar 
su vínculo con los movimientos y organizaciones sociales que habían 
sido sus aliados naturales en épocas de resistencia y que eran ahora 
sus demandantes naturales.

En la búsqueda de mayorías parlamentarias propias, se recurrió 
a la vía partidaria por la vía corta (mayorías parlamentarias propias 
en el momento de la elección) o por la vía larga (reconfiguración del 
sistema de partidos mediante el uso de la democracia directa). Los 
países del Cono Sur son ejemplo de lo primero y las democracias an-
dinas y caribeñas, de lo segundo.

Uruguay y Argentina tuvieron, desde el principio, mayorías parla-
mentarias propias. La potencia partidaria de construcciones políticas 
como el FA y el PJ les permitió consolidarse en el escenario parlamen-
tario y hacer de sus bancadas parlamentarias mayoritarias una correa 
de transmisión del Ejecutivo. El brazo parlamentario fue capaz de ha-
cer frente política, legislativa y simbólicamente a la oposición política. 
En Venezuela, Bolivia y Ecuador, estas mayorías solo se consiguieron 
después de la instalación de los procesos constituyentes. Chávez asu-
mió con el 22 % de los escaños, pero luego de la reforma constitucio-
nal de 1999 se quedó con el 56 % de las bancas. Correa asumió sin 
bancada parlamentaria propia, pero —en la práctica— la instalación 
de la Asamblea Constituyente, la disolución del Parlamento y el tras-
lado de funciones a la Asamblea en la cual el recién estrenado Alianza 
País era mayoría lo dotaron de mayorías durante sus dos mandatos. 
En Bolivia, Evo Morales asumió con mayoría en la Cámara Baja, pero 
con un Senado opositor y una composición de liderazgos regionales 
adversa (especialmente centrado en la «media luna») que lo puso a 
salvo de cualquier tentación madisoniana. Tuvo que pasar el difícil 
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tránsito de la constituyente y, peor aún, vencer en un referéndum re-
vocatorio para poder conquistar la mayoría en ambas cámaras.

Las tensiones con los electorados y los movimientos sociales y 
organizaciones populares del campo aliado descansaron más en la 
capacidad de interlocución de los liderazgos presidenciales que en 
construcciones partidarias o institucionales. Así, la tercera faceta de 
este fenómeno fue el cambio radical en los liderazgos políticos hacia 
construcciones de política «demiúrgica», siguiendo el análisis de Ma-
quiavelo sobre los principados «nuevos».33

5.4. LOS NUEVOS PRÍNCIPES: UNA INTERPRETACIÓN MAQUIAVELIANA 
DEL NUEVO ORDEN POLÍTICO
Después de los grandes líderes de la segunda ola de la democracia 
(Vargas, Perón, Velasco Alvarado, Lázaro Cárdenas, Jacobo Arbenz), 
identificados peyorativamente como «líderes populistas», la tercera 
ola de la democracia fue tomada —siguiendo a Maquiavelo— por es-
tos «nuevos príncipes».

La historia latinoamericana reciente no se entendería sin el rol de 
los liderazgos de Evo Morales, Hugo Chávez, Lula da Silva, Rafael 
Correa, Cristina y Néstor Kirchner, José Mujica y ese rol «demiúrgi-
co» que Maquiavelo les atribuyó, de construcción del orden (político) 
a partir del caos (social) sobre la base de su liderazgo personal antes 
que sobre el entramado institucional anterior (respecto del cual, el 
«nuevo príncipe» es necesariamente disruptivo).

En Bolivia, el viejo orden partidario de la segunda ola (Movimiento 
Nacionalista Revolucionario [MNR], Movimiento de Izquierda Revo-
lucionaria [MIR], Acción Democrática Nacionalista [ADN]) fue pul-
verizado por la emergencia de nuevas clases que irrumpieron en la 
política, pero, sobre todo, tuvo a Evo como dinamizador central del 
proceso. Evo es producto de su tiempo, sí, pero ese tiempo es también 
resultado de ese liderazgo. ¿Qué diríamos de Venezuela? Chávez es 
también hijo de la degradación progresiva del bipartidismo «puntofi-
jista», pero el proceso que sigue en el país venezolano no se entiende 
sin ese príncipe. ¿Y Ecuador? Correa crea un nuevo orden político 
alrededor de su figura. ¿Y Kirchner? Sin ser refundador, la idea de un 
peronismo por izquierda después de Menem dio lugar no a una nueva 
era peronista, sino a una alteración profunda del sistema de partidos 

33  Maquiavelo, El príncipe. Véanse el capítulo VI «De los principados nuevos obte-
nidos con el esfuerzo y las propias armas de los adquirentes», el capítulo IX «De los 
principados civiles», y el capítulo XV «Por qué cosas los hombres, y especialmente 
los príncipes, merecen alabanza o vituperio».
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que permitió la superación de la antigua dialéctica peronistas-radica-
les que en los noventa pareció inerradicable.

Estos «príncipes» latinoamericanos inventan constituciones, cam-
bian regímenes, ¡crean naciones!, configuran partidos. A despecho de 
toda la literatura sobre el populismo en la tercera ola de la democra-
cia, estos liderazgos fueron, efectivamente, constructores de un (nue-
vo) orden. La construcción política del orden (el rol demiúrgico de la 
política que espantaría a cualquier liberal que se precie de tal) a base 
de liderazgo y «oportunidad» política (la díada maquiavélica) es la 
idea central que puede extraerse de la experiencia latinoamericana a 
quinientos años de El príncipe.

En la América Latina del siglo XXI, el desorden no es la anarquía 
feudal de la que Maquiavelo —maravillado por la construcción del 
Estado nación a base de monarcas poderosos— quería escapar, sino el 
(viejo) desorden de la pobreza, la desigualdad, el clientelismo y la vio-
lencia policial y social. Ello aunado al (nuevo) desorden que trajeron 
consigo las tres largas décadas de neoliberalismo, que profundizaron 
la pobreza, la desigualdad, el clientelismo (ahora llamado corrupción) 
y que echaron mano a soluciones nada liberales (como las dictaduras 
instaladas en los setenta) cuando los agentes del desorden (el gran 
empresariado, el orden internacional, los partidos oligárquicos, los 
ejércitos, la Iglesia) lo requirieron como solución a los problemas de 
la gobernabilidad. No cabe ninguna duda de que estos «príncipes» 
tuvieron la labor demiúrgica de construir un orden a partir del caos 
heredado: la década ganada del progresismo con su crecimiento eco-
nómico, su abatimiento de la pobreza, su reducción de la desigualdad, 
su fortalecimiento del Estado y su consecución democrática es parte 
de la construcción de ese orden.

La acción de estos príncipes es, como diría Gramsci (1977), tam-
bién «voluntad colectiva» (el príncipe es el partido), pero sin una en-
carnación de esta voluntad en una persona difícilmente el proceso 
prospere. Es por ello que estos príncipes se vuelven tan indispensables 
y que los procesos que encabezan parecen no ver asegurada su conti-
nuidad sin ellos al frente. Es importante reflexionar sobre la forma en 
que estos procesos quedan atados a mecanismos de reelección presi-
dencial —mediata o inmediata— aun en países como Chile o Uruguay 
que parecían disponer de adecuados antídotos institucionales.

Estos príncipes también lograron superar el orden anterior, por-
que se requería «organizarlo todo nuevamente» (como recomienda 
Maquiavelo: el que no hereda nada debe construirlo todo). Y si puede 
construir el nuevo orden solo con la ayuda del pueblo y sin la ayuda de 
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la nobleza34 (los barones de Maquiavelo son las viejas oligarquías par-
tidarias), mejor aún. Así, los nuevos príncipes latinoamericanos des-
plazan a las noblezas políticas que los precedían, llegan sin el apoyo 
de estas viejas elites partidarias, por sus propios medios y gobiernan 
directamente con el pueblo. Se los ha llamado populistas justamente 
por eso, por las mismas razones por las que Aristóteles diferencia-
ba la democracia de la pura demagogia. Esta última se caracterizaba 
por líderes que gobernaban apelando al pueblo, yendo «más allá de 
las instituciones» y recurriendo a la pura voluntad dialógica «pue-
blo-príncipe». El desplazamiento de la «nobleza» de los viejos par-
tidos tradicionales en Bolivia, Ecuador, Brasil, Venezuela o Uruguay 
es, al mismo tiempo, un desplazamiento de clase y un desplazamiento 
político. Son príncipes «de la plebe», surgidos de las clases populares 
y llevados al poder con su voto.35 Evo, Mujica, Lula fueron tribunos de 
la plebe que se convirtieron en príncipes.

Son liderazgos carismáticos surgidos del propio pueblo (Lula, Evo, 
Correa, Mujica, Chávez) o de las biografías de las izquierdas derrota-
das en la segunda ola de la democracia (Bachelet, Kirchner, Dilma). 
Es, como señala Maquiavelo, la propia «fortuna» (a la que otorga la 
explicación del 50 % de lo que efectivamente sucede) la que muchas 
veces logra desequilibrar el buen prospecto de algunos de estos go-
biernos (la muerte de Chávez en Venezuela o la muerte de Kirchner 
en Argentina). Pero el impacto de estos liderazgos sobre unas masas 
populares reactivas a la política, marginadas, manipuladas, olvidadas 
es impresionante. Por primera vez, los «olvidados de la tierra» suben 
a la escena de la política y se transforman en protagonistas. Ellas em-
piezan a «existir» por virtud de la política y, como muestra una lectu-
ra primaria de sus bases electorales, fueron tremendamente leales a 
estos procesos.

34  Como consigna Maquiavelo en el capítulo IX de El príncipe: «El que llega a ser 
príncipe con el auxilio de los nobles, se mantiene en el poder con más dificultad que 
el que debe el principado al pueblo. Las aspiraciones de los nobles solo se satisfacen 
causando año a alguien, y las del pueblo no exigen ofensa a nadie. El príncipe ne-
cesita vivir con el mismo pueblo, pero no con los mismos nobles, pudiendo hacer o 
deshacer nobles, y quitarles o darles su elevada posición según le plazca».
35  En buena parte de estos países, los electorados fieles a estos liderazgos descan-
saron en las clases medias, los trabajadores organizados, la población asentada en 
las ciudades capitales, los jóvenes, pero a poco de andar esos proyectos comenzaron 
a reclutar más votos entre los sectores más desfavorecidos y pobres, lo que evidenció 
una verdadera diferenciación social del voto antagónica con los postulados de la 
política catch-all (véase Moreira y Delbono, 2016, en referencia al caso uruguayo).
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5.5. EL DILEMA DEL RECAMBIO Y LA SUPERACIÓN DEL LIDERAZGO  
EN LA DÉCADA LARGA DEL PROGRESISMO
Uno de los grandes problemas que enfrentó el nuevo populismo lati-
noamericano fue el del recambio de sus principales dirigentes políti-
cos. Obviamente que este problema no existía en el mundo de Maquia-
velo, y no era siquiera un problema en la segunda ola de la democracia 
(más preocupada por cuestiones elementales de la democracia como 
garantizar elecciones limpias, evitar golpes de Estado y mantener la 
vigencia del Estado de derecho). En cambio, la tercera ola de la de-
mocracia puso en el debate las necesarias limitaciones al poder pre-
sidencial, especialmente si este estaba en manos de la izquierda. Y la 
izquierda, por su parte, totalmente dependiente del poder que había 
conquistado (el gobierno), enfrentada al poder económico, comunica-
cional e internacional y dependiente del instrumento que le daba ese 
poder (el voto, directamente vinculado a la figura del líder), se trans-
formó en dependiente del líder. La transición gramsciana nunca pudo 
ser hecha totalmente (quizá sí en Uruguay, solo muy parcialmente en 
Brasil y altamente problemática en Argentina, Ecuador y Venezue-
la). La reelección presidencial fue buscada por buena parte de estos 
gobiernos.

En Venezuela, Ecuador y Bolivia, se introdujeron modificaciones 
constitucionales que habilitaron las reelecciones directas o indefini-
das. En Venezuela en 1999, en Ecuador en 2008, se habilitaba la re-
elección inmediata, y lo mismo sucedió en 2009 en Bolivia tras una 
convención constituyente. Tanto Correa como Evo usaron este dispo-
sitivo. La población los refrendó a ambos en 2009 en sus cargos por 
el 52 % de los votos en Ecuador en 2009, y por 62 % de los votos en 
Bolivia. Morales, además, se sometió a un referéndum revocatorio en 
2008 y lo ganó. En Venezuela, Chávez logró aprobar el mecanismo de 
reelección indefinida en 2009. En Argentina y Brasil estaba ya permi-
tida la reelección y fue utilizada, salvo por Kirchner que desistió de 
presentarse a su reelección en 2007, a pesar de la enorme popularidad 
con la que terminó su gestión. Cristina obtuvo 45 % de los votos en 
2007 y 54 % en 2011. Aun en países como Uruguay y Chile, sin reelec-
ción inmediata, se hizo un extenso uso de la reelección mediata tanto 
por Bachelet (votada para los períodos 2006-2010 y 2014-2018) como 
por Tabaré Vázquez (elegido en 2004 y en 2014 para los períodos 2005-
2010 y 2015-2020).

Aunque la polémica de la reelección indefinida es extensa y muy a 
menudo está cargada de unas valoraciones que no pesan en los regí-
menes parlamentarios (Angela Merkel sigue siendo la jefa de gobierno 
en Alemania desde hace casi catorce años, Felipe González estuvo al 
frente del gobierno de España entre 1982 y 1996, y en Italia, Silvio 
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Berlusconi fue elegido presidente en tres ocasiones consecutivas), lo 
cierto es que la dependencia del líder demiúrgico, que podía ser con-
cebida como un problema de política transicional, demostró ser un 
problema mayor de lo imaginado. Cristina Fernández no pudo lograr 
que su sucesor, Daniel Scioli, ganara las elecciones de 2015, a pesar de 
la enorme popularidad con que terminó su gestión, algo que, de algu-
na manera, Lula sí pudo imponer a su electorado. Bachelet tuvo que 
repetir mandato ante el colapso en el que se sumergió la Concertación 
después de su primera administración, habida cuenta de la mala su-
cesión de liderazgo determinada por las disputas internas del partido 
(con la elección de Eduardo Frei), y cuando ya no pudo reelegirse, el 
proyecto de la Concertación fracasó. En tanto, en Uruguay, la izquier-
da volvió a apelar a Tabaré Vázquez después del gobierno de Mujica, 
incapaz de encontrar una mejor fórmula de relevo. En Venezuela la 
muerte de Chávez y la sucesión de Maduro se conjugaron para sumir 
al proyecto bolivariano en una crisis profunda de la que el país aún 
no encuentra salida. Por su parte, la salida de Correa del gobierno de 
Ecuador y el enfrentamiento directo entre el expresidente y el nuevo 
mandatario, Lenín Moreno, muestran que la dirección del proceso de-
pendía más de la voluntad de Correa que de la construcción política 
que lo sostenía. Evo Morales —seguramente mirando las experiencias 
regionales— se empeña, a pesar de que su enmienda constitucional 
destinada a sancionar la reelección inmediata fracasó, en postularse 
para un cuarto período de gobierno.

Los regímenes presidencialistas que habían forjado ese proceso 
fueron, al mismo tiempo, parte del problema y la solución. Asegura-
ron que el poder del Estado estuviera en manos de un líder popular, 
pero, a diferencia de los parlamentarismos, le acotaron su tiempo de 
permanencia. Para parte de la izquierda, este era un problema sim-
plemente instrumental. Pero demostró ser más sustantivo de lo que se 
pensó. Sin el líder, las construcciones partidarias se mostraron débiles 
e incapaces de encauzar la movilización y el voto. Los liderazgos de 
Néstor y Cristina, de Evo, de Correa, de Bachelet, de Chávez fueron 
más allá de sus construcciones partidarias. Cuando ellos no disputa-
ban las elecciones, sus partidos corrían no solo el riesgo de perderlas, 
sino, peor aún, en caso de ganarlas (lo que sucedió con Lenín Moreno 
o con Maduro), que el proyecto político desviara su curso hacia te-
rrenos político-ideológicos con notorios problemas de orientación y 
sustentabilidad política.
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6. LAS BASES MATERIALES DEL CONSENSO:  
EL CRECIMIENTO ECONÓMICO Y EL RETORNO DEL ESTADO
La década del progresismo no puede entenderse si no se entiende lo 
que Przeworski (1985) llamó las «bases materiales del consenso». El 
crecimiento económico sostenido permitió distribuir beneficios entre 
los grupos más pobres y mejorar las condiciones de vida de la pobla-
ción asalariada. Todo ello sin alterar sustancialmente los equilibrios 
macroeconómicos ni propiciar la creación de una coalición de veto 
entre perdedores con importante peso económico, prestigio social y 
poder político.

La idea de que «la izquierda ganó el gobierno, pero no el poder» 
estuvo presente en todo este período, como una manera de calificar 
el difícil equilibrio entre el propósito de satisfacer las expectativas de 
millones de latinoamericanos que apostaron a un cambio, pretendien-
do mejorar sus deprimidos niveles de vida, y evitar conflictos con el 
poder económico y financiero que hubieran socavado la gobernabili-
dad. Es, quizá, ese equilibrio lo más interesante y lo más difícil que 
intentaron estos gobiernos de izquierda o progresistas, con distintos 
puntos de inflexión.

Sin duda, los gobiernos de Venezuela y Bolivia lo intentaron en for-
ma más profunda y disruptiva que el resto (las reacciones acaloradas 
de Estados Unidos o la profundidad de sus reformas constitucionales 
dan cuenta de esto). Los casos de Chile y Uruguay se movieron con un 
arco de inflexión de mayor continuidad con los gobiernos precedentes 
y una mayor disposición a mantener el «viejo» equilibrio republicano.

Para impulsar un crecimiento sostenido del gasto público se requi-
rió ampliar la fiscalidad del Estado. Ello se logró de dos formas: por 
un lado, nacionalizando recursos estratégicos, y por otro, captando 
inversión externa directa, pero sin recurrir a la enajenación de activos 
públicos. El modelo fue una respuesta a los procesos de privatización 
de los años noventa y un rechazo a los condicionamientos emanados 
de los organismos multilaterales de crédito en el marco de Consenso 
de Washington. Se trataba de fortalecer al Estado como líder en las in-
versiones y la explotación de recursos naturales. Así, Venezuela apro-
vechó la huelga petrolera para controlar PDVSA en 1999, Evo Morales 
aumentó la presión tributaria sobre las compañías transnacionales 
que explotaban el gas en el país y Ecuador hizo lo mismo en 2007. 
La nacionalización permitió el aumento de recursos del Estado, y no 
«ahuyentó» la inversión externa, sino que esta continuó afluyendo, 
como resultado de otras variables en juego. En Argentina se reesta-
tizaron los servicios de correo y comunicaciones en 2007, los fondos 
de pensiones en 2008, Aerolíneas Argentinas en 2008 y se renacio-
nalizó una fábrica norteamericana de mantenimiento de aviones. En 
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Uruguay, a través de la llamada reforma del agua, el gobierno estatizó 
los servicios de agua potable y en 2011 aprobó un nuevo Código de 
Minería destinado a aumentar el canon por la explotación de recursos 
mineros.

El cuadro 3 (al final del capítulo) muestra el incremento sostenido 
de los ingresos tributarios en las últimas dos décadas e ilustra esto de 
manera contundente.

En segundo término, se logró incrementar, al mismo tiempo, la in-
versión pública (cuadro 4) y captar inversión extranjera (cuadro 5, al 
final del capítulo), superando un trade-off que parecía imposible. Los 
cuadros 4 y 5 exhiben la afluencia de inversión extranjera y el aumen-
to de inversión pública en la región.

Cuadro 4. Inversión pública (1990-2013) en regiones y países seleccionados

Regiones del mundo 1990-1994 1995-1999 2000-2004 2005-2006 2007-2014

Países en desarrollo

América Latina 5,1 4,9 4,5 4,5 5,6

Asia 9,1 8,7 8,1 8,4 …

Países industrializados

Zona del euro … … …

Zona del euro (países centrales) … 3,1 2,9 2,9 3,1

Zona del euro (países periféricos) … 3,6 3,8 3,6 3,3

Estados Unidos 4,1 3,7 3,7 3,7 3,8

Canadá 5,5 5,3 4,6 3,4 3,3

Japón 2,8 2,3 2,4 2,7 3,4

Fuente: CEPAL (2015).

Además, hubo una reducción de la vulnerabilidad como resultado 
de la superación de la crisis de la deuda externa, sea porque ya se 
había declarado un default (Argentina) y los mercados de crédito no 
estaban abiertos para que el país se siguiera endeudando, sea porque 
el crecimiento económico permitió recuperar reservas y la relación 
deuda/producto mejoró, sea por exitosos canjes de deuda como el 
de Ecuador, pionero en denunciar la deuda «ilegítima» de América 
Latina.

Los ingresos fiscales del Estado permitieron aumentar el gasto pú-
blico social, y los países del giro a la izquierda se caracterizaron por 
un sostenido aumento de este. El gasto social como porcentaje del 
gasto total pasó de 53,87 % en 1992-1993 a 66,4 % en 2013-2014. La 
evolución es altamente significativa y concurre a la explicación de la 
caída de la pobreza y la desigualdad (más allá de la progresividad o 
regresividad de cada componente del gasto público social) y, sin duda, 
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del aumento en el nivel educativo de la mano de obra. El gráfico 16 da 
cuenta de estos resultados.

Gráfico 16. Evolución y participación del gasto público social y del gasto 
público total en el PBI y del gasto público social en el gasto público total. 
América Latina y países seleccionados (%)

14,3 14,7 14,7 14,6 15 15,2 15,5 16,7 18,3 18,9 19,1 19,5
26,2 26,3 27,2 26,3 25,4 24,8 24,9 26,9 29,6 30,6 29,5 29,3

53,8 55,1 52 56,4 59,4 62,3 63,9 64,1 63,7 65,2 65,4 66,4

Gasto público social como % del PIB
Gasto público total como % del PIB
Gasto Público Social como % del gasto público total

Fuente: CEPAL (2015).

Si no se hubiera reducido la desigualdad, ninguno de estos resulta-
dos habría sido posible, aun en un contexto de crecimiento económico 
y recuperación del espacio fiscal del Estado para aumentar el gasto 
público social e implementar políticas de transferencia de ingresos 
hacia los sectores más pobres. Este es el principal logro de los gobier-
nos progresistas y la razón por la que la política importa. El fenómeno 
de la reducción de la desigualdad en América Latina es relativamente 
inédito, luego de décadas de incrementarse. El gráfico 17 muestra es-
tos resultados en los países del giro a la izquierda:

Es la reducción de la desigualdad lo que hace que la dinámica del 
crecimiento sea beneficiosa para los pobres (el crecimiento propo-
bre).36 Pero reducir la desigualdad requirió algo más que recuperar 
la fiscalidad del Estado; exigió otras políticas: reformas tributarias, 
aumento de la presión impositiva en ciertos casos, algunos conflictos 
con el capital nacional e internacional y, sobre todo, una política labo-
ral orientada a la defensa del derecho de los trabajadores.

36  El crecimiento propobre ha sido definido por la CEPAL (Medina y Galván, 2014) 
como aquel que conlleva cambios en la distribución del ingreso a favor de los pobres, 
o sea, el crecimiento económico en que los pobres ganan más de lo que ganarían si 
todos los ingresos crecieran a la misma tasa.
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7. CUANDO LA POLÍTICA IMPORTA:  
LAS POLÍTICAS LABORALES EN GOBIERNOS DE IZQUIERDA
Tres tipos de políticas fueron determinantes para la reducción de la 
pobreza, la indigencia y la desigualdad, y tuvieron que ver con las 
«preferencias de los gobiernos» (Boix, 1996). La primera política, 
ya señalada, fue el cambio de enfoque de políticas focalizadas hacia 
políticas más universalistas de transferencia de ingresos a poblacio-
nes vulnerables, que en algunos países llegaron a cubrir el 40 % de 
la población (como en Ecuador). Aunque estos planes tuvieron más 
impacto sobre la indigencia que sobre la pobreza, fueron políticas de 
ampliación de derechos y tendieron a cambiar la orientación del Es-
tado en su conjunto.

El segundo tipo de políticas tuvo que ver con la recuperación de las 
capacidades fiscales del Estado mediante reformas tributarias más o 
menos ambiciosas (el caso uruguayo), aumento de las presiones im-
positivas sobre el capital nacional o extranjero (el caso boliviano y 
venezolano) o aumento de la propia competitividad de la producción 
nacional y formalización de la economía (el caso chileno). Pero fue la 
ideología de los gobiernos la que los equipó para enfrentar conflictos 
distributivos provenientes de esta preferencia por aumentar la capaci-
dad recaudatoria estatal en un contexto ideológico hostil al «gasto del 
Estado». Finalmente, la forma en que el gasto del Estado se distribuyó 
expresó las preferencias redistributivas que son centrales a cualquier 
concepción de izquierda: se privilegió al sector público sobre el priva-
do, y a los más pobres y a las capas medias bajas en el conjunto de la 
población.

El tercer tipo de políticas tiene que ver con la política laboral y la 
recuperación de los derechos de los trabajadores. En particular, esta 
última política es determinante del impacto no solo sobre la pobreza, 
sino, y especialmente, sobre la desigualdad. Para ello, fueron deter-
minantes las bases de sustento de los propios gobiernos del giro a la 
izquierda. En países como Uruguay, Argentina, Brasil o Bolivia, los 
movimientos sindicales han sido claves —en tanto aliados estratégi-
cos de estos partidos y gobiernos— en la formulación de las preferen-
cias políticas en materia de salario, empleo, inversión y gasto social.

A diferencia de la biblioteca de los años noventa, cuando las polí-
ticas de flexibilización laboral se impulsaron en los gobiernos como 
modo de combatir la crisis de desempleo —según estas mismas biblio-
tecas producida por exceso de regulación—, en la década estudiada 
se hizo lo contrario, en buena medida por el vínculo que unía a estos 
gobiernos con el movimiento sindical (el FA y el movimiento obrero 
en Uruguay son aliados de la primera hora, de la misma manera que 
el PT fue el brazo político del movimiento sindical creado por Lula, y 
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Evo fue un dirigente sindical connotado entre los cocaleros, que llegó 
al gobierno impulsado por esos mismos movimientos). Así, se pro-
movieron políticas de regulación del mercado laboral que incluyeron 
un variado paquete de iniciativas entre las que cabe contar: negocia-
ción colectiva por rama de actividad entre trabajadores y empresarios 
regulada por el Estado; derechos de huelga y defensa de los fueros 
sindicales para proteger e impulsar la actividad sindical de los traba-
jadores; políticas de aumento del salario mínimo; protección de los 
salarios reales y aumento de los salarios públicos, en especial en la 
educación pública; políticas destinadas a la formalización del trabajo 
y de la pequeña y microempresa destinadas a asegurar los derechos 
laborales de trabajadores y pequeños empresarios; estrategias de for-
malización del empleo en ramas del trabajo con gran informalidad, 
como el servicio doméstico, entre otros.

Cuatro fenómenos han sido determinantes sobre la reducción de la 
desigualdad, la reducción de la pobreza y el estímulo al crecimiento 
desde el mercado interno. En primer lugar, la caída del desempleo 
(gráfico 18 y gráficos 19a, 19b, 19c y 19d, al final del capítulo), que 
alcanza récords de mínimos históricos en algunos países, como Ar-
gentina o Uruguay, donde los problemas de la desocupación figuraron 
durante décadas entre los issues más importantes del país. No solo cae 
el desempleo, sino que lo hace, también, en un contexto de aumento 
de la demanda de empleo (como consecuencia, entre otras cosas, de 
una mayor oferta de trabajo femenino).

En segundo lugar, las políticas de salario mínimo han tenido un 
impacto decisivo sobre el incremento del salario real y este, a su vez, 
sobre la disminución de la pobreza y la desigualdad. El gráfico 20 (al 
final del capítulo) presenta la evolución del salario mínimo.

En tercer lugar, deben citarse la mejora de la protección social y la 
protección del empleo mediante el aumento en la cobertura de seguri-
dad social, la fiscalización del Estado sobre la informalidad, así como 
los incentivos a la formalización. De acuerdo a datos de la OIT (2015), 
en el total de la población ocupada urbana, en 2005, solo el 51,6 % de 
los trabajadores y trabajadoras tenían cobertura en salud y el 57,5 % 
en jubilación. En 2010 estos porcentajes habían subido a 57,5  % y 
58,5 %, respectivamente, y en 2014 a 61,3 % y 62,8 %. En diez años se 
había incorporado a la cobertura social en salud y pensiones un 10 % 
más de la población. En el total de los asalariados, los porcentajes 
de cobertura en salud y pensiones eran de 70 % y 67,7 %, respecti-
vamente. Diez años después, en 2014, eran de 78,1 % y 79,4 %. Poco 
más del 20 % de los asalariados estaban sin cobertura al fin de la larga 
década del progresismo. En el servicio doméstico los resultados fue-
ron espectaculares: mientras que en 2005 solo el 22 % tenía cobertura 
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de seguridad social, diez años después, el 40 % de las trabajadoras 
domésticas la habían conseguido. Los trabajadores independientes 
y la pequeña empresa siguen teniendo problemas de protección. En 
2005, poco más de la tercera parte de los asalariados privados de las 
pequeñas empresas tenían cobertura de salud y seguridad social: diez 
años después, el porcentaje trepaba al 40 %, pero aún no llegaba a la 
mayoría de los trabajadores. Entre los trabajadores por cuenta propia 
y los trabajadores familiares, la cobertura era mínima en 2004, y no 
llegaba al 20 %. Aunque hoy se ha incrementado y ha llegado al 30 %, 
sigue siendo minoritario el grupo de estos trabajadores y trabajadoras 
que acceden a protección social adecuada.

El gráfico 21 (al final del capítulo) ilustra la cobertura promedio en 
materia de pensiones y su evolución entre el año 2000 y el 2011.

En cuarto lugar, el impulso a la negociación colectiva entre em-
presarios y trabajadores determinó, en aquellos países que ya venían 
de tradiciones sindicales fuertes, un aumento de la tasa de sindicali-
zación, con la consecuente reversión del estancamiento y caída de la 
afiliación sindical resultantes de las políticas neoliberales de los no-
venta. De acuerdo a datos publicados por la OIT (2018: 29) a partir de 
fuentes sindicales regionales, toda la región de las Américas registra 
una tasa de sindicalización del 19 %; en el caso de América Latina, 
estos guarismos ascienden al 25 %, mientras que para América del 
Norte caen al 13 % (aun cuando la cifra para Canadá es del 33 %). Los 
países latinoamericanos que muestran una densidad sindical superior 
al 30 % son Cuba (69 %), Argentina (48 %) y Uruguay (34 %).

El cambio de orientación y el dinamismo económico fortalecieron 
a la ciudadanía social, como ya fue dicho. Aumentaron el nivel educa-
tivo de toda la población y el promedio educativo de la mano de obra, 
pero también los ingresos de la población con menor nivel educativo. 
Y esto se debió a políticas orientadas específicamente a esos sectores. 
El cuadro 6 (al final del capítulo) muestra la evolución del nivel edu-
cativo de la población económicamente activa en países seleccionados 
entre el año 2000 y 2017. El promedio educativo de la mano de obra 
aumentó, en algunos casos, como Brasil, muy significativamente. En-
tre las primeras y las últimas mediciones disponibles, el porcentaje de 
población con trece años y más de instrucción (educación secundaria 
superior completa y más) aumentó en Argentina del 27,4 % al 34,9 %, 
en Brasil del 11,2 % al 23 %, en Bolivia del 22,2 % al 36,2 %, en Chile 
del 28,6 % al 38,2 %, en Ecuador del 23,7 % al 27,1 % y en Uruguay 
del 16,4 % al 23,3 %.

La reducción de la pobreza en los hogares más vulnerables da 
cuenta del impacto redistributivo que ocasionaron las políticas de 
esos años. Las mediciones de CEPAL sobre el porcentaje de población 
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bajo la línea de pobreza según el clima educacional del hogar lo mues-
tran acabadamente. CEPAL mide la proporción de hogares cuyo nivel 
educativo es el más bajo (primaria incompleta) y cómo los afecta la 
pobreza, y cómo ha habido cambios muy significativos a lo largo de 
estos años. Entre 2003 y 2016, Argentina pasó de siete de cada diez 
personas con primaria incompleta en situación de pobreza a 31,8 %. 
En Brasil, en 2001, casi seis de cada diez ciudadanos y ciudadanas con 
dicho nivel de instrucción eran pobres, mientras que hacia 2016 lo 
eran tres de cada diez. En Chile, entre 2003 y 2017 los guarismos pa-
saron del 54,2 % al 12,9 %. En tanto, en Uruguay, los porcentajes eran 
del 31,8 % en 2007 y del 5 % una década más tarde (véase el cuadro 
7, al final del capítulo, para un panorama completo de la evolución de 
los países del giro a la izquierda).

8. LA REACCIÓN AL PROGRESISMO EN UN CONTEXTO DE 
EROSIÓN DE LAS BASES MATERIALES DEL CONSENSO
La biblioteca práctica del progresismo pareció destronar las teorías 
que en la época del llamado pensamiento único habían aconsejado a 
América Latina reducir el gasto del Estado, desregular y flexibilizar 
normas y abrirse al mundo y a la competencia internacional. Estas 
políticas llevaron a la desindustrialización de la región, erosionaron 
los Estados, privatizaron activos públicos y recursos estratégicos que 
redujeron los márgenes de maniobra de los gobiernos, profundizaron 
la desigualdad y limitaron enormemente las posibilidades de desarro-
llo de estos países.

Sin embargo, el ciclo progresista tiene sus detractores, más allá 
del alcance de sus éxitos, sobre todo en un contexto donde la legitimi-
dad de estos está en cuestión por el deterioro de las bases materiales 
del consenso. Esto nos lleva a la antigua cuestión sobre la relación 
entre democracia y economía y hace a la sustentabilidad democráti-
ca dependiente del crecimiento económico. Superada dicha cuestión, 
habida cuenta de la capacidad que tuvieron las economías de la terce-
ra ola de superar la media década perdida (1997-2002), así como las 
sucesivas crisis que se produjeron en este tiempo, cabe ahora pregun-
tarse sobre la sustentabilidad de la política progresista en un contexto 
económico adverso.

Es importante señalar que toda la región atraviesa años de retrac-
ción del crecimiento económico como resultado de la caída de los pre-
cios de los commodities. El gráfico 22 (al final del capítulo) muestra la 
evolución de estos precios entre 2010 y 2016.

La retracción económica afecta a las economías emergentes, a las 
latinoamericanas, pero, además, en América del Sur, a las economías 
principales: la de Argentina y la de Brasil. El gráfico 23 (al final del 
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capítulo) presenta la tasa de crecimiento por bloques económicos y 
períodos.

Al deterioro de las economías, se suman el aumento del déficit fis-
cal, la disparada de la inflación y, por consiguiente, el estancamiento 
progresivo de la reducción de la pobreza y de la desigualdad. Todo ello 
configura un escenario en el cual el despliegue de iniciativas de los 
gobiernos progresistas para sostener la confianza y credibilidad de la 
población en sus políticas se ve severamente restringido.

El cuadro 8 (al final del capítulo) ilustra la evaluación de la aproba-
ción de los gobiernos progresistas en la región.

Cabe preguntarse: ¿el desgaste es solo atribuible a factores relacio-
nados con la erosión de las bases materiales del consenso? Sin duda, 
no. En particular, hay dos o tres cuestiones que intervienen, como una 
«caja negra», entre los resultados económicos y la legitimidad política.

En primer lugar, cabe anotar que buena parte de la reducción de 
la desigualdad se logró en estos países a expensas del quintil más rico, 
aun cuando los estudios sobre la carga impositiva a los hogares de 
altas rentas demuestren el bajo impacto que la estructura impositi-
va tiene en estos países, a diferencia de lo que ocurre en los países 
desarrollados más igualitarios (como los del norte de Europa). Sin 
embargo, los gobiernos de izquierda o progresistas parecen, mayor-
mente, cuestionados por las clases medias y medias altas y, mayor-
mente, sostenidos sobre una alianza entre clases medias, trabajadores 
y población más pobre, que parece resultar insuficiente desde el punto 
de vista de la disparidad de recursos comunicacionales, económicos y 
de prestigio de los que disfrutan unos y otros.

De acuerdo a los datos de CEPAL (2014), la participación en el in-
greso total de los hogares del quintil más rico pasó de 47,8 % en la Ar-
gentina de 2008 al 43,6 % en la Argentina de 2013. En el mismo perío-
do, en Bolivia pasó de 46 % al 42,6 %. En Brasil, del 58 % al 53,6 %. Y 
en Uruguay, del 42 % al 36,4 %. Aunque esta pérdida de participación 
en el ingreso revela más el robustecimiento de la participación de las 
clases medias en el ingreso, el crecimiento de la masa salarial vis à vis 
el capital y el impacto del gasto y la inversión públicos que cualquier 
pérdida absoluta de ingresos por parte de estos sectores, el sentimien-
to de deprivación relativa debe de haber acicateado el miedo ante la 
emergencia política y económica de los sectores sumergidos. En épo-
cas de deterioro de las bases materiales del consenso por una caída 
en la tasa de ganancia del sector empresarial, estos sentimientos de 
deprivación relativa y amenaza están disponibles para ser viabilizados 
políticamente por candidatos presidenciales y partidos de derecha.

En segundo lugar, estos gobiernos ampliatorios de la democracia 
están siendo acechados por lo que Rosanvallon (2008) ha llamado la 



Constanza Moreira



contrademocracia o la política en la era de la desconfianza. La cre-
ciente judicialización de la política en toda América Latina (con Brasil 
y Argentina como casos más sobresalientes), así como los actos de 
protesta contra estos gobiernos, realizados tanto por izquierda como 
por derecha, hablan del creciente sentimiento de insatisfacción que, 
a caballo de la crisis económica, se desata expresando frustración de 
expectativas, descontento creciente y pérdida de confianza en gobier-
nos e instituciones políticas.

Por momentos, la capacidad de movilización que ha desplegado la 
izquierda parece volverse sobre sí misma, en especial si, como mues-
tran los estudios, los más movilizados son los más ilustrados polí-
ticamente. En Uruguay, las izquierdas que han sido las principales 
impulsoras de la democracia directa deben enfrentar ahora los inten-
tos de la oposición de usarlas en contra del gobierno (como sucedió 
con el ensayo de prerreferéndum contra la ley de despenalización del 
aborto, el intento de reforma constitucional para bajar la edad de im-
putabilidad penal o el plebiscito por la militarización de la seguridad 
pública, que se realizará próximamente). En Brasil, las gigantescas 
manifestaciones contra el gobierno del PT vinieron, primero, a pro-
pósito del precio del transporte y luego se transformaron en movili-
zaciones para destituir a un gobierno legítimo. En Bolivia, las bases 
sociales del MAS no han estado exentas de desgaste y Evo ha llegado 
a enfrentar protestas gigantescas, ya sea contra sus políticas (como 
la que protagonizó a propósito de la instalación de una carretera en 
una reserva indígena, en 2012), ya sea en demanda de concreción de 
políticas (como las manifestaciones del Potosí, que tuvieron a La Paz 
en vilo durante doce días, en 2015, que pedían el cumplimiento de 
promesas hechas).

Si por un lado se verifica un incremento de la protesta social, por 
otro se constata un ejercicio de la soberanía «negativa» con impac-
tos sobre la legitimidad de los gobiernos. Esta soberanía negativa se 
evidencia en varios procesos simultáneos. El primero de ellos es la 
judicialización de la política, con procesos judiciales espectaculares 
contra los primeros mandatarios y exmandatarios (contra Cristina 
Fernández en Argentina, contra Lula y Dilma en Brasil). En particu-
lar, la forma en que la población recibe todos los días noticias sobre 
escándalos de corrupción, vehiculizados por los grandes medios de 
comunicación y alentados por un aumento del activismo judicial, pro-
voca impactos negativos sobre la percepción de la transparencia de 
los procesos políticos, los Estados y los partidos (el 60 % de los lati-
noamericanos creen que sus gobiernos no son transparentes).

La política de la desconfianza con bases materiales del consenso 
erosionadas enfrenta a estos gobiernos a equilibrios difíciles y cada 
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vez más precarios. En particular, se ven enfrentados a dos tareas de 
Sísifo. En primer término, deben afrontar la retracción económica sin 
aventurarse a ajustes fiscales que erosionarían rápidamente su credi-
bilidad (como en el caso de Brasil) y, al mismo tiempo, hacer frente 
al descontento popular y a la capacidad de movilización colectiva in-
tentando, al menos en parte, contrarrestarlas con una capacidad de 
movilización de apoyo igual o superior. Esto es muy difícil en un con-
texto en el que predomina una soberanía negativa (no la soberanía 
positiva de la participación activa en la cosa pública, sino la negativa 
de participar en actos de control y juzgamiento de gobiernos, perso-
nas o partidos).

Al mismo tiempo, y como parte de la ampliación y sustento de su 
base política, estos gobiernos deben continuar expandiendo derechos 
(a las mujeres, las minorías, los indígenas, los sectores vulnerables, 
entre otros) en un contexto de contracción económica y en condicio-
nes en las que la reacción conservadora, en intentos de seguir modifi-
cando el statu quo, se vuelve cada vez más violenta, al punto de violar 
los márgenes de los principios democráticos (como se expresó en el 
juicio a Lugo en Paraguay y en el impeachment a Dilma en Brasil).

En segundo lugar, estos gobiernos deben mantener sus bases de le-
gitimidad en el terreno de la contrademocracia, y fortalecer, al mismo 
tiempo, a las instituciones clásicas (los partidos políticos), pero sin 
descuidar los grupos de opinión y lograr ser operadores en la gran red 
conectiva, donde las necesidades expresivas y comunicacionales supe-
ran cualquier intento de organización política estable de largo aliento.

9. EL LEGADO DE LA DÉCADA LARGA DEL PROGRESISMO: 
DESAFÍOS AL ORDEN PATRIARCAL, COLONIAL Y CAPITALISTA
Durante la década del progresismo hubo avances no solamente mate-
riales, sino también en el campo de los derechos, que generaron serios 
e importantes desafíos al orden patriarcal, neocolonial y al propio sis-
tema capitalista. El campo político del que emergieron se diferenció 
muchas veces de la vieja agenda de las izquierdas de los años sesenta 
y se enmarcó en la arena de las luchas culturales y por reconocimiento 
libradas en estas dos últimas décadas.

La agenda de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres 
estuvo sobre la mesa y, aunque con pocos avances (la despenalización 
del aborto solo está vigente hoy en Cuba, Ciudad de México y Uru-
guay), el debate permitió desnudar una arena de controversias que 
dividieron no solo a izquierdas y derechas, sino al pensamiento con-
servador (aun dentro de las izquierdas) del pensamiento progresista y 
desnudó las relaciones entre religión y política de forma extraordina-
ria. En países como Ecuador, Correa libró una dura lucha contra las 
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feministas de su propia base política por este tema; en Argentina, no 
se lograron avances significativos durante el kirchnerismo; en Brasil, 
Dilma tuvo que dar marcha atrás cuando enfrentó a las iglesias evan-
gélicas durante su campaña por la reelección en 2014, y en Chile, Ba-
chelet tuvo que dar una dura lucha por la píldora del día después en su 
segundo mandato. El tema del aborto evidenció las muchas contradic-
ciones que el término gobiernos de izquierda o progresistas ocultaba, y 
desnudó las contradicciones del patriarcado en la política. Las femi-
nistas se fortalecieron en el proceso, y la lucha antipatriarcal, con sus 
palabras y sus símbolos, entró al territorio del debate de la izquierda 
con brillo propio. Algunas izquierdas (el FA, el MAS) se declararon an-
tipatriarcales y en los 8 de marzo los paros internacionales de mujeres 
les dieron una tónica a varios aspectos centrales de esta agenda. Entre 
ellos, el tema de la paridad en política, la lucha contra la violencia 
de género y desnudar la mano de obra invisible (e incontada en las 
cuentas nacionales) que sostiene la reproducción capitalista que es el 
trabajo no remunerado de las mujeres.

Entre los logros de esta agenda, cuentan la ampliación de los de-
rechos de las mujeres, especialmente en el campo de la participación 
política, la aprobación de leyes contra la violencia de género y algún 
avance en el campo de los derechos sexuales y reproductivos, especial-
mente en el reconocimiento a la identidad de género, la ampliación 
de las licencias maternales, la ampliación del aborto por causales en 
Colombia y en Chile y su despenalización en Uruguay.

En cuanto a la lucha contra el neocolonialismo, las mal llamadas 
minorías (población afrodescendiente y pueblos originarios) tuvieron 
un destaque en la agenda. En países como Brasil, la lucha política por 
implantar las cuotas para negros en las universidades ilustra de ma-
nera clara esta agenda. La tónica dominante fue la del reconocimiento 
del racismo como lucha política, la tipificación de los crímenes de 
odio, el diseño de políticas de acción afirmativa para las poblaciones 
afro, pero, muy especialmente, el derecho de los pueblos originarios, 
el reconocimiento de la plurinacionalidad del Estado y la convivencia 
de formas jurídicas distintas al derecho positivo. Se usó el término 
descolonización para designar estos procesos.

La viva imagen de un presidente aymara, como Evo, dio a estos 
procesos una cara y un tono particulares. Junto a ello, la lucha por la 
legalización de la coca en sus usos tradicionales contra la pretensión 
de Estados Unidos de su erradicación total fue parte de una lucha an-
ticolonial que llevó a Bolivia a debatir en los estrados del mundo por 
esta causa. Más tardíamente, Uruguay también optaría por la legaliza-
ción del cannabis para consumo recreativo y enfrentaría, entre otros, 
el bloqueo del sistema financiero en el uso de dinero intrasistema 
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para la comercialización de cannabis en farmacias locales, entre otras 
consecuencias.

La batalla contra el orden jurídico conservador se libró no solo 
en las luchas por los derechos de las mujeres, contra la violencia de 
género, en el reconocimiento de la diversidad sexual o contra el racis-
mo y el colonialismo, sino también en la lucha contra el terrorismo 
de Estado y por verdad y justicia con relación a los crímenes de las 
dictaduras, que formó parte de la estrategia de desmonte de la legiti-
midad de ese orden. En el trabajo por el esclarecimiento de crímenes 
de Estado durante las dictaduras y la tipificación del terrorismo de 
Estado, así como en la consolidación legal de la imprescriptibilidad 
de los crímenes de lesa humanidad en los órdenes jurídicos nuestros, 
quedó de manifiesto la alianza institucional y civil que llevó a las dic-
taduras a instalarse y permanecer. Merece especial mención en este 
sentido el trabajo llevado adelante en Argentina, que desnudó el rol de 
la institución militar y de jerarquías de la Iglesia católica en el terro-
rismo de Estado.

Finalmente, en la lucha anticapitalista, y a pesar de que, con la 
salvedad de Ecuador, Bolivia y Venezuela, ninguno de estos procesos 
se autodenominó socialista, son varias las acciones llevadas a cabo 
para erosionar las bases del desarrollo capitalista o, al menos, amor-
tiguar los efectos perversos de su fase neoliberal, antirregulatoria, fi-
nancierista y globalizada. Entre ellos cabe citar la consagración de los 
derechos políticos de los trabajadores (como el derecho de huelga o 
despido), los aumentos salariales y el mejoramiento de las condicio-
nes de trabajo, así como el aumento de la tasa de sindicalización en 
toda América Latina. Los sindicatos vivieron su gran momento en la 
década larga del progresismo, aunque muchas veces se enfrentaron 
duramente con los ahora patrones del Estado.

El Estado terció entre capital y trabajo a favor del trabajo, se for-
malizaron contingentes enteros de trabajadores y trabajadoras y se 
fortaleció la economía social. Se generaron políticas de transferencia 
de renta en favor de las poblaciones más pobres, el Estado se hizo 
responsable de la marginalidad y la indigencia, se puso en discusión 
la renta básica universal. Se generaron políticas fiscales destinadas a 
gravar más el capital: reformas fiscales, discusión de derechos de he-
rencia, fiscalización al capital internacional, entre otras.

Por último, las políticas de combate a la pobreza y la indigencia 
colocaron el tema de la obligación del Estado para asegurar derechos 
mínimos de los ciudadanos.
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10. OBSTÁCULOS AL EMPODERAMIENTO DEL ESTADO:  
EL LEVIATÁN JURÍDICO
Que el Estado haya recuperado su lugar central como actor luego de 
medio siglo de prácticas destinadas a la erosión de su legitimidad, a 
su pérdida de poder relativo vis à vis el mercado y a la reducción de su 
tamaño y funciones no significa que no haya habido reacciones. Esas 
reacciones desbordaron la mera retórica neoliberal (presente en todo 
el período, y a cuyo canto de sirena la izquierda no fue inmune) y se 
manifestaron en campos que la izquierda no descubrió que estaban 
minados hasta que fue gobierno.

Uno de ellos fue el campo de lo jurídico, con notables despliegues 
de la capacidad del Poder Judicial de obstaculizar políticas públicas 
transformadoras del statu quo. Esto se evidenció en particular en la 
tensión entre propiedad privada y pública (tensión sin la cual ningún 
gobierno de izquierda avanza), en la cual el Poder Judicial siempre 
defendió a la primera sobre la segunda, lo que en algunos casos fue 
respondido por mecanismos de democracia directa que optaron por 
modificar la Constitución para asegurar los derechos públicos. Este 
es el caso del referéndum venezolano37 de 2007 que prohibía el mo-
nopolio privado, estipulaba diversas formas de propiedad además de 
la individual y reservaba para el Estado los recursos naturales y la 
prestación de servicios públicos vitales. También es el caso del ple-
biscito uruguayo que declaró públicos los servicios de agua potable 
en 2004 y eliminó las empresas privadas de la prestación del servicio. 
También en el campo de la política tributaria el Poder Judicial ejerció 
su poder de veto, inhabilitando o recortando las reformas tributarias 
proyectadas.

Tampoco la justicia fue especialmente activa en la agenda de los 
nuevos derechos, por lo cual las conquistas políticas en el campo del 
reconocimiento de las minorías, la defensa de la salud sexual y re-
productiva de las mujeres y las políticas de acción afirmativa demo-
raron mucho tiempo en tener una vigencia efectiva. La justicia mu-
chas veces jugó el rol conservador con respecto a los nuevos derechos 
consagrados secundarizándolos, volviéndolos subsidiarios de otros o 
dificultando su aplicación. En particular es de destacar que el Poder 

37  La consulta popular que Chávez perdió en 2007 contenía algunos artículos, como 
el 113, que prohibía los monopolios del sector privado, reservaba para el Estado los 
recursos naturales y la prestación de servicios públicos vitales, ya fuera directamen-
te, mediante empresas de su propiedad o con empresas mixtas y similares. El artículo 
115 establecía cinco formas de propiedad: propiedad pública, propiedad social, pro-
piedad colectiva, propiedad mixta y propiedad privada. Permitía la utilización por el 
Estado de bienes expropiados, por utilidad pública o interés social, mientras durara 
el proceso judicial.
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Judicial nunca tuvo una expresión contundente a favor de los dere-
chos de la mujer vis àvis los derechos del embrión defendidos por los 
grupos provida, a pesar de que el hecho de que un embrión pueda 
tener derechos es un contrasentido jurídico fácil de argumentar desde 
una posición autorizada.

La lucha jurídica también se dio en el campo de la regulación de 
los medios de comunicación, en el que los medios claramente juga-
ron a favor de la libertad de empresa enmascarándola con la libertad 
de expresión. En octubre de 2013, la Corte Constitucional argentina 
declaró constitucional la ley de medios luego de un examen que co-
menzó apenas aprobada esta en 2009. Es ilustrativa la discordia de 
uno de sus integrantes, Carlos Fayt, que votó en contra. El magistrado 
consideró que «una restricción que afecte económicamente a la em-
presa periodística, es una afectación a la libertad de expresión». En el 
caso uruguayo, la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual se 
aprobó en diciembre de 2014, pero el examen de la justicia (que dejó 
en pie la mayor parte del contenido de la ley) fue lento, los pedidos de 
inconstitucionalidad muchísimos (interpuestos por los actores priva-
dos del mundo de las comunicaciones) y la ley no estuvo pronta para 
ser reglamentada sino hasta cuatro años después.

Por su parte, en el campo de los derechos humanos y el terrorismo 
de Estado la justicia fue deliberadamente ambigua. Deben reconocer-
se estos avances a las organizaciones de derechos humanos que actua-
ron en los países y a las iniciativas presidenciales de los gobiernos pro-
gresistas, especialmente la que tuvo Kirchner apenas asumió, las que 
impulsaron las administraciones frenteamplistas y la creación de la 
Comisión Nacional de la Verdad, con Dilma Rousseff. En casos como 
el uruguayo, la justicia se alzó «como un muro» (al decir de uno de 
los integrantes del máximo órgano judicial) para impedir que hubiera 
procesos judiciales y condenas por crímenes cometidos, ya que, a su 
juicio, estos habían proscripto. En lo doctrinario, la propia justicia 
usó el principio de irretroactividad de la ley penal más gravosa para 
impedir que estos procesos avanzaran y en la práctica presionó a los 
jueces para que no avanzaran con los procesos. La remoción de la jue-
za Mariana Mota de su cargo penal, en 2013, en Uruguay, quien tenía 
a su cargo la mayor parte de los procesos legales contra violadores de 
derechos humanos, fue una clara demostración de la parcialidad de 
su juicio en lo que a terrorismo de Estado refería.

Puede hablarse también de un creciente activismo judicial en la 
región, vinculado al rol que tuvieron los procesos de juicio político 
contra presidentes elegidos. El caso brasileño es el más claro: no solo 
Dilma fue cesada como jefa de gobierno por decisión del Congreso a 
través de un juicio político del que el Poder Judicial fue parte, sino que 
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la controvertida prisión de Lula —y su inhabilitación como candidato 
presidencial— es parte de un compromiso del Poder Judicial con el 
golpe en Brasil. Otto Pérez Molina, en Guatemala, fue desaforado por 
el Congreso tras las denuncias que la Comisión Internacional contra 
la Impunidad levantó contra él por estar involucrado en una red de 
defraudación aduanera, junto con su vicepresidenta, en el año 2015. 
Finalmente, Pedro Pablo Kuczynski enfrentó el proceso de vacancia 
por incapacidad moral ante el Congreso y, apenas un año y siete meses 
después de asumir, se vio forzado a renunciar por su vinculación con 
Odebrecht y unos videos difundidos por el partido Fuerza Popular que 
mostraban una presunta compra de votos en el Congreso.

En último lugar, un conjunto de problemas que enfrentaron los 
gobiernos progresistas remiten a las obligaciones legales que surgie-
ron de los contratos con empresas transnacionales, con capacidad de 
limitar o influir en la política pública de los países, en lo relativo tanto 
a los marcos laborales como a las condiciones de negociación prefe-
renciales sobre tasas, impuestos y normas fiscales. Uruguay ganó un 
juicio que le inició la empresa Philip Morris por su campaña pública 
contra el tabaco, pero afrontó un proceso muy costoso de arbitraje 
internacional. No solo las empresas transnacionales tienen capacidad 
jurídica para bloquear aspectos de la política pública que le resultan 
gravosos o van contra sus intereses, también los tratados bilaterales 
de protección de inversiones que los países latinoamericanos firman 
suelen ser limitativos de sus derechos soberanos sobre los recursos 
en juego. También los tratados de libre comercio que se firman incor-
poran cláusulas (como las llamadas listas negativas, que determinan 
qué queda fuera del acuerdo de liberalización, pero dejan exento de 
regulaciones posteriores a todo el resto que se considera incluido) que 
tienden a limitar los márgenes de maniobra domésticos para proteger 
los emprendimientos productivos nacionales. Buena parte de esta in-
geniería jurídica está destinada a proteger a las empresas que invier-
ten, lo que bloquea las posibilidades de competencia de las empresas 
nacionales o inhibe su capacidad de desarrollar productos similares a 
los que las transnacionales producen. La mayor parte de las utilidades 
generadas por estas empresas vuelven a las casas matrices, en tanto, 
los países se ven obligados a darles grandes beneficios fiscales para 
que las empresas se instalen. La lucha por los llamados medicamentos 
genéricos que dieron países como Brasil o Sudáfrica, a propósito de la 
lucha contra el sida, contra las grandes farmacéuticas ilustra adecua-
damente este punto.38

38  En Sudáfrica en 2001, 39 compañías farmacéuticas enfrentaron las decisiones 
del gobierno para modificar la legislación a fin de poder importar fármacos más 
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11. IMPACTOS DEL PROGRESISMO LATINOAMERICANO  
EN LA CONSTRUCCIÓN DE UN NUEVO ORDEN INTERNACIONAL
Con el giro a la izquierda se dio una revitalización política de la región 
y pareció dibujarse un proyecto político para América del Sur, delinea-
do en 2003 con el rechazo al ALCA en Mar del Plata y la conjunción 
allí de Chávez, Kirchner, Lula y Vázquez. En el fortalecimiento del 
eje Brasil-Argentina-Venezuela dentro del Mercosur (al que se incor-
porarán Bolivia —actualmente, en proceso de adhesión— y Ecuador 
como Estados asociados), se producirá la defección de México, Chile, 
Colombia, que adhieren al Transpacífico y luego al tan cuestionable 
Club de Lima.

Al despuntar la primera década del nuevo milenio, se definían dos 
proyectos geoestratégicos en pugna: el Mercosur ampliado (con Bo-
livia, Venezuela, Ecuador) y la Alianza del Pacífico (Colombia, Méxi-
co, Chile, Perú). América Latina tiende a converger económicamente 
(distribución internacional del trabajo) y socialmente (convergencia 
de problemas y avances), pero hay diferenciación de los proyectos po-
líticos. El alineamiento con Estados Unidos ha sido central en esto.

En la agenda de los mercosurianos progresistas está claro el pre-
dominio de la cuestión social (reformas en el área de educación, sa-
lud, seguridad social, con vocación de desmercantilización, control 
público y expansión del gasto), un mix de política social y tributa-
ria (políticas sociales focalizadas + políticas de defensa de derechos 
de los trabajadores + políticas tributarias + políticas de aumento del 
gasto público social = redistribución), una política exterior de refor-
zamiento del diálogo sur-sur (+ fortalecimiento de la agenda política 
latinoamericana + fortalecimiento de la integración regional + UNA-
SUR, etc.).

También cuenta aquí un mayor protagonismo del Estado en la vida 
económica: recuperación de las empresas privatizadas, aumento de la 

baratos, en aras de defender su derecho a mantener las patentes de sus fármacos. La 
demanda, encabezada por la compañía británica GlaxoSmithKline, en la que final-
mente triunfó el gobierno africano, fue un paso decisivo en la lucha contra el sida. La 
posibilidad de importar fármacos de otros países o fabricar genéricos fue una lucha 
ganada a las multinacionales luego de mucha pelea. Otro ejemplo en este país es el 
de la ONG Médicos Sin Fronteras, que ganó un juicio que permite a las autoridades 
sudafricanas usar una versión genérica de un antibiótico para tratar a los pacientes 
con tuberculosis resistente; al ser producida en la India, esta versión permite reducir 
el costo del tratamiento de los 36.000 euros que se pagaba a la compañía Pzifer a 
4.500 por un genérico (fabricado en India por la empresa Hetero). Brasil protagonizó 
la misma lucha al empezar a producir medicamentos genéricos contra el sida, lo que 
permitió bajar en casi 80 % el costo de los tratamientos; la tasa de mortalidad por 
esta enfermedad cayó a la mitad y se ahorraron 472 millones de dólares de hospitali-
zaciones (Instituto del Tercer Mundo, 2002).
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carga impositiva para las empresas trasnacionales (especialmente en 
Bolivia), reducción de la dependencia de los organismos financieros 
internacionales y aumento del gasto público con relación al producto.

 Cabe, además, consignar la agenda proderechos: promoción de 
derechos de cuarta generación, políticas de salud sexual y reproduc-
tiva, matrimonio entre personas del mismo sexo, políticas antidiscri-
minación, etcétera.

Lo más resaltable de la posibilidad de colaborar con un nuevo or-
den mundial fue la creación de la UNASUR, en 2008 (entró en funcio-
namiento en 2011). Formada por once de los doce Estados indepen-
dientes de América del Sur, con una población de más de 400 millones 
de habitantes, representa el 68 % de la población de América Latina, 

tuvo por objetivo construir una identidad y ciudadanía suramericana 
y desarrollar un espacio regional integrado.  

Inicialmente, la UNASUR planeó varios consejos, entre ellos 
el Consejo Suramericano de Infraestructura y Planeamiento  (COSI-
PLAN) para la promoción de la construcción de redes de infraestruc-
tura, transportes y telecomunicaciones. En su Plan de Acción declaró 
impulsar «la construcción de una visión suramericana estratégica e 
integral de la infraestructura regional que propende al equilibrio y 
cohesión territorial, como así también el desarrollo humano en ar-
monía con la naturaleza».39 En tanto, el Consejo Suramericano de 
Educación, Cultura, Ciencia, Tecnología e Innovación  (COSECCTI), 
creado en 2009, buscaba concertar y promover políticas y proyectos 
comunes, desde las áreas de educación, cultura, ciencia, tecnología e 
innovación, para fortalecer el proyecto integrador y de desarrollo de 
la región. También se creó el Consejo Electoral de la UNASUR con la 
firme intención de desplazar a la OEA como observador de los actos 
eleccionarios y fungir como tal en las naciones suramericanas.

La libre circulación de personas fue otra empresa exitosa. Con 
la Guayana Francesa y Surinam como únicas excepciones, todo el res-
to de América del Sur puede ser visitado por cualquier suramericano 
por hasta 90 días con solo presentar su documento nacional de identi-
dad. Inicialmente, el Mercosur, Bolivia y Chile habían establecido que 
su territorio era un área de libre residencia con derecho a trabajar para 
todos sus ciudadanos, sin otro requisito que acreditar la nacionalidad 
y no poseer antecedentes penales (cumbre de presidentes de Brasilia, 
Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Parte del 
Mercosur, Bolivia y Chile, firmado el 6 de diciembre de 2002). Para el 

39  Acta de la 11.ª reunión del Comité de Dirección Ejecutiva de la Iniciativa para 
Integración de la Infraestructura Regional Suramericana (IIRSA), 3 y 4 de diciembre 
de 2009, Buenos Aires. Citado en Wierzba, Marchini, Kupelian y Urturi (2013).
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año 2010, se habían adherido a esta iniciativa Ecuador, Perú y, pos-
teriormente, en 2012, Colombia. Durante la cumbre realizada en San 
Miguel de Tucumán, los mandatarios de los diferentes países propu-
sieron la libre circulación de personas dentro de todo el subcontinente 
suramericano, sin necesidad de pasaporte, no solo a los ciudadanos 
integrantes del bloque. Desde las regularizaciones faltantes para la 
aplicación de esta disposición, a mediados de agosto de 2013, existe el 
tránsito y residencia libre para suramericanos de diez países (Argen-
tina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú, Uru-
guay y Venezuela), que solo con su cédula/documento de identidad y 
sin restricciones de circulación pueden viajar por la región hasta por 
90 días para, posteriormente, solicitar una residencia temporal de dos 
años y luego acceder a una definitiva.

En educación, la finalidad de UNSAUR era la unificación del siste-
ma de acreditación y control de calidad del sistema universitario, pri-
mario y secundario, así como el establecimiento de un sistema único 
de evaluación y malla curricular, para con eso completar la convali-
dación de títulos profesionales y el libre trabajo en cualquier país de 
la región.

En materia de defensa, el Consejo de Defensa Suramericano (CDS) 
fue propuesto por Venezuela y Brasil para servir como un mecanismo 
para la seguridad regional, con la promoción de la cooperación mi-
litar y la defensa regional. Desde el comienzo, Brasil, Argentina, Co-
lombia  y  Chile, los países que propusieron el consejo, tomaron el 
liderazgo del proyecto. Ello dejó claro que no se trataba de crear una 
organización de características tan complejas como la Organización 
del Tratado del Atlántico Norte (OTAN), sino un acuerdo de coope-
ración en seguridad regional que expandiera la cooperación multi-
lateral, promoviera la construcción de seguridad, luchara contra el 
contrabando de drogas y la pesca ilegal, que tuviera mayor control del 
mar territorial de los países miembros y que, a la vez, incentivara el 
intercambio industrial de defensa con equipos y tecnología entre los 
países de la región. Colombia inicialmente no quiso tomar parte debi-
do a sus fuertes lazos militares con Estados Unidos a través del Plan 
Colombia.

La UNASUR se estableció como una región con recursos ingentes. 
Con el 26 % del agua dulce del mundo, incluido el acuífero Guara-
ní, con la tercera mayor extensión glaciar en el mundo después de 
la Antártida y Groenlandia, la región abarca gran variedad de regiones 
biogeográficas, la mayor extensión de selvas y bosques lluviosos del 
mundo, debido a que dos terceras partes de su superficie se hallan 
entre los trópicos.
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Las potencialidades de su economía iban de la mano con sus recur-
sos estratégicos, al menos desde que luego de la larga década del pro-
gresismo había desarrollado mercados competitivos y había procesa-
do grados de industrialización relativa importantes. El crecimiento de 
la región y el aumento de su competitividad le permitían compartir 
algo del liderazgo en las ganancias mundiales junto a China y a India. 
En esos años, la región recibió afluencia de inversión externa directa 
(IED) muy importante. La reducción de la pobreza y la desigualdad 
y el aumento de la educación de la mano de obra contribuyeron no-
toriamente a mejorar su capacidad como destino de inversiones en el 
concierto mundial, y se la vio formando parte de bloques económicos 
como los BRIC.

La economía suramericana, dividida entre el extractivismo y la 
actividad agropecuaria presente en prácticamente todos sus Estados, 
dio lugar a una industrialización media en varias regiones, aunque 
con muy fuerte presencia de las multinacionales. En este contexto, se 
destaca la extracción y exportación de petróleo en Venezuela, país con 
una de las mayores reservas mundiales de oro negro, al que se une 
Bolivia con su producción de gas natural y de litio. Brasil y Argentina, 
considerados líderes regionales e integrantes del G20 (Brasil, además, 
es parte del BRIC), son los mayores productores y exportadores de 
productos agropecuarios de América del Sur y, junto con Estados Uni-
dos, los tres mayores productores de soja del mundo.

Con este potencial económico y productivo, no es de extrañar que 
en lo mejor de la década larga del progresismo se planteara la crea-
ción de una moneda única suramericana, un organismo financiero 
propio (Banco del Sur). Nada de esto avanzó, en parte debido a la 
resistencia de Brasil.

Con el fin del viento de cola, la caída de los precios de los commo-
dities y la muerte de algunos de sus principales líderes (Kirchner, Chá-
vez), los prospectos de la UNASUR comenzaron a enfriarse. Se enfrió 
la economía brasileña, la argentina y, especialmente, la venezolana. 
Todo esto creó condiciones infraestructurales para que las fuerzas so-
ciales y políticas de la derecha se reagruparan. Y tuvieron un buen 
aliado: el Estados Unidos de Trump.

En 2008, la región había logrado sortear la crisis que se desencade-
nó primero en Estados Unidos y que afectó luego al resto de los países 
del mundo, especialmente a Europa. Las previsiones eran de recesión 
y estancamiento en la mayor parte de los países, incluido el nuestro. 
Parte de las previsiones estaban vinculadas a la hipótesis de que la 
vulnerabilidad externa que padecemos como resultado de la apertura 
financiera y comercial que procesamos iba a producir una suerte de 
efecto en cadena, en la medida en que la caída del flujo comercial con 
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estos países iba a afectar seriamente nuestra pauta exportadora y, por 
consiguiente, la dinámica económica de nuestros países.

Los resultados, sin embargo, no fueron tan catastróficos como los 
previsibles y la rápida recuperación de América Latina fue evidente 
como resultado de las mejoras significativas en las cuentas externas, en 
la acumulación de reservas internacionales, en los resultados fiscales, 
en el crédito y en el desarrollo de mercados internos más dinámicos. 
Todos estos países, asimismo, habían reducido su crédito externo y, por 
ende, su vulnerabilidad. También sus déficits fiscales. Así, el impacto de 
la crisis fue menor que los de crisis anteriores, aun cuando esta (como 
la rusa de 1994 o la asiática de 1997) fuera de menor gravedad global. 
¿Qué colaboró a esto? Las reservas y la situación de las cuentas ex-
ternas, el control de la inflación y la mejora fiscal fueron parte de los 
mecanismos que permitieron una importante atenuación de los impac-
tos negativos de la crisis reciente. Pero también hubo heterodoxia para 
contener la crisis: como ya fuera dicho, la combinación de crecimiento 
económico con políticas sociales, laborales (de aumento de los salarios 
y derechos de los trabajadores) y de mejoramiento y aumento del gasto 
público social le dio otra sostenibilidad al proceso.

Pero las políticas sociales no habrían sido posibles si no hubiera 
existido un cambio en el rumbo de la política económica en los países 
del giro a la izquierda. Esto ha permitido aumentar el gasto sin contraer 
déficit y se logró mediante políticas impositivas y reformas tributarias. 
En algunos países (claramente, en Argentina), además, se adoptó una 
política cambiaria orientada a proteger al sector exportador.

¿Estas políticas han constituido un mero correctivo de la era neo-
liberal o anuncian un nuevo modelo económico? Difícil pregunta que 
el progresismo nunca supo responder. Pero la búsqueda de mayor au-
tonomía de Estados Unidos y la necesidad de reafirmar la soberanía 
económica de las naciones y de la región como un todo ayudaron, y 
mucho. La reducción del condicionamiento de los acreedores exter-
nos y la finalización de los compromisos con el FMI, la renegociación 
con las empresas trasnacionales sobre las rentas obtenidas de la ex-
ploración de los recursos naturales fueron parte de esta estrategia.

Frente a ello, América Latina se encontraba entre las economías 
emergentes que le daban un mayor impulso al escenario global. ¿Qué 
significaba esto? Que la otrora periferia del mundo podía estar lla-
mada a desempeñar un rol importante en el escenario mundial. La 
creación o el potenciamiento de bloques económicos entre estos paí-
ses, como el propio Mercosur, servían para la acción concertada de 
los subdesarrollados. El propio protagonismo de Brasil en el mundo 
dio cuenta de esto. Las oportunidades para la integración de América 
Latina eran cruciales en este sentido.
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Todo esto estaba en el tapete cuando se hicieron evidentes el es-
trangulamiento económico y el impulso a la crisis política en la región, 
cuyo mejor ejemplo fue Brasil, pero no el único. El descubrimiento 
del Presal en Brasil, la lucha contra los fondos buitre en Argentina, 
la estrategia boliviana de desarrollo nacional a partir de sus recursos 
naturales, y los movimientos de Venezuela en el ajedrez del petróleo 
del planeta estaban llamados a ir hacia una región que jugara de igual 
a igual con los grandes en el tablero del mundo.

La salida de Venezuela del Mercosur fue el primero de los movi-
mientos para desandar el camino que la UNASUR había construido 
durante una década. Hacia mediados de 2019, siete países (Argenti-
na, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay y Perú) han decidido 
suspender o desvincular su participación en el organismo alegando 
imposibilidad de elegir nueva secretaría, lo cual pone en duda la con-
tinuidad del organismo a largo plazo.

La posición del Grupo de Lima de exigir la salida de Maduro fue el 
corolario de este proceso.

12. UNA SÍNTESIS DEL LEGADO DE LA LARGA DÉCADA  
DEL PROGRESISMO LATINOAMERICANO
En una apretada síntesis, amerita destacar los dilemas y problemas 
(diferenciando los primeros —irresolubles— de los segundos) del pro-
gresismo latinoamericano y sus principales logros.

Un primer problema a enfrentar fue el de la deuda externa. No cabe 
duda de que la deuda latinoamericana constituye un cuello de bote-
lla para el crecimiento: los intereses de deuda constituyen una porción 
significativa del presupuesto nacional y la deuda latinoamericana se 
incorpora a las mediciones de riesgo país y condiciona la obtención 
de crédito. Vale recordar que la crisis de la deuda de los años ochenta 
abrió camino al Consenso de Washington y a las políticas de ajuste. 
Los gobiernos progresistas denunciaron la deuda (deuda ilegítima en 
Ecuador, y denuncia de los fondos buitre en Argentina). Pero los nuevos 
gobiernos de derecha (como lo evidencia la deuda contraída por Macri) 
adoptan, nuevamente, políticas de endeudamiento generalizado que es-
trangularán sus posibilidades de crecimiento a futuro e hipotecan las 
chances de desarrollo, aun en caso de cambio político de los gobiernos.

Kirchner, Cristina, Lula, Vázquez y Mujica no firmaron acuerdos 
con el FMI ni permitieron más condicionalidades externas a la agen-
da del desarrollo. Pero las nuevas derechas rápidamente volvieron a 
la política de acuerdos con el Fondo. Por otra parte, se intentó crear 
mercado de capitales propio (Banco del Sur, FOCEM, etc.) con poco 
éxito. El cuadro 9 muestra la evolución de la deuda externa total en 
América Latina.
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En segundo lugar, la división internacional del trabajo continuó 
operando y reforzó el carácter dependiente de las economías perifé-
ricas. Con el ascenso de China, los precios de nuestras exportaciones 
agrícolas permitieron superar el estrangulamiento al que conducían 
nuestra baja industrialización y nuestra dependencia de productos in-
dustrializados y bienes de capital fuera de la región. Sin embargo, la 
región continuó siendo muy dependiente de la IED, que afluyó duran-
te la década larga del progresismo, pero que obligó a nuestros países a 
negociar tratados muy beneficiosos para las empresas y que limitaban 
nuestra soberanía. Al mismo tiempo, la competencia por capturar esta 
IED no solo no colaboró al clima de cooperación política entre países 
ideológicamente afines, sino que estimuló a los gobiernos a compro-
meter grandes exoneraciones impositivas y a gastar cuantiosos recur-
sos del Estado para desarrollar la infraestructura que estas empresas 
requerían. Y todo esto sin llevar en cuenta los enormes costos ambien-
tales que muchas veces los países pagaban como costo para obtenerla.

Todo ello favoreció un desarrollo de nuestras economías que las 
hizo altamente dependientes de la inversión externa, reforzó el ex-
tractivismo y la dependencia de los recursos naturales (agrícolas, mi-
nerales, etc.), con poca capacidad de empleo de mano de obra y muy 
intensivas en tecnología (externa). Esto no colaboró con la sustentabi-
lidad de ecosistemas frágiles, con el consiguiente deterioro progresivo 
como resultado del uso intenso de los recursos naturales.

La región continuó exportando bienes primarios (aun con incor-
poración de tecnología) e importando bienes con valor agregado. 
No logró industrializarse o avanzar en un modelo de diversificación 
productiva.

Asimismo, a pesar de los incrementos en los niveles educativos de 
la población, la región siguió evidenciando una baja educación de la 
mano de obra, comparada con el incremento de esta en los otrora 
llamados tigres asiáticos. La dificultad para obtener mayores recursos 
para la educación, las resistencias de las elites a un aumento del gasto 
público en educación para las poblaciones más pobres, la altísima pri-
vatización de la educación en América Latina, el dualismo estructural 
que empujó a las clases medias a refugiarse en la educación privada 
y las condiciones de punto de partida luego de las dictaduras y la lar-
ga década de neoliberalismo condicionaron los logros en el aumento 
del capital humano, condición sine qua non para el desarrollo de la 
región.

Con magros desempeños en términos de la acumulación de capi-
tal humano y con altísima dependencia de un mercado de capitales 
externo en épocas de volatilidad financiera, se sumó a los dilemas de 
la región la baja inversión en infraestructura que el crecimiento y el 
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dinamismo económico exigían. La baja capacidad del Estado para in-
vertir en infraestructura y los múltiples condicionamientos que obli-
garon a los Estados a dar iguales condiciones de tratamiento al capital 
nacional y al capital extranjero, unidos al bajo punto de partida an-
terior, dieron lugar a un estrangulamiento de las posibilidades de de-
sarrollo muy importante. Por otra parte, la inversión «genuina» para 
el desarrollo nunca pudo ser vehiculizada en forma robusta mediante 
la cooperación internacional, y las exigencias de las multinacionales 
relativas a su tasa de ganancia solo consiguieron endeudar a los Esta-
dos, o enfrentar, como en Brasil, las incompetencias del empresariado 
nacional.

A su vez, entre los principales dilemas políticos que enfrentó el 
desarrollo democrático en la larga década del progresismo, cabe dejar 
constancia de la baja institucionalidad de los partidos políticos, la alta 
porosidad de la clase política a los intereses empresariales y fácticos, 
la baja capacidad programática de los partidos, que se caracterizaron 
más por su capacidad de acumular fuerza política y votos que por sus 
ideas, y la escasa apuesta a la capacidad organizativa de la sociedad 
civil. Sobre el fin del período, y como corolario de la contrademocra-
cia acicateada por la derecha y por los medios de comunicación, cae 
la confianza en los partidos, aumentan las sospechas generalizadas 
de corrupción sobre el sistema político y, dado el protagonismo de 
los organismos judiciales, la región entera queda bajo un manto de 
sospecha, con una pérdida de credibilidad política y un deterioro de la 
autoestima de buena parte de su ciudadanía recobrada.

La sobrevivencia de una burocracia permeable a los intereses ex-
ternos, con bajo universalismo (alto clientelismo), y la baja capacita-
ción de los funcionarios públicos generaron enormes escollos en el 
aparato del Estado para producir las transformaciones en línea con el 
impulso al desarrollo vivido en estos años. Al mismo tiempo, la debi-
lidad del Estado para obligar a la cooperación entre privados y para 
imponerle costos al gran empresariado lo dejó muchas veces rehén de 
tribunales internacionales y vericuetos jurídicos en los que la izquier-
da, en general, no supo moverse.

Como fuera dicho, los obstáculos al empoderamiento político del 
Estado como motor del desarrollo vinieron del Poder Judicial, de la 
globalización normativa y financiera y del impacto de esta sobre los 
márgenes de maniobra de los Estados para controlar sus variables 
domésticas.

La judicialización de los conflictos políticos, la mediatización de 
los escándalos de corrupción, las declaratorias de inconstitucionali-
dad de leyes y políticas públicas revistan en el listado de los obstácu-
los enfrentados. La dificultad para modificar la estructura impositiva 
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debido a diversas salvaguardas de la propiedad privada lleva a reflexio-
nar respecto a la afirmación de Marx sobre qué democracia y capita-
lismo son incompatibles, justamente, por el predominio del derecho 
a la propiedad privada sobre los derechos de las personas. Muestra de 
ello fueron los obstáculos enfrentados por los países ante arbitrajes 
internacionales sobre políticas nacionales vía demandas de empresas 
transnacionales; los obstáculos a la regulación de los medios de co-
municación (por ejemplo, la ley de medios en Argentina y la Ley de 
Servicios de Comunicación Audiovisual en Uruguay), o la salvaguarda 
jurídica frente a los procesos de establecimiento de formas de propie-
dad colectiva o comunal, o el privilegio del uso sobre la propiedad en 
diversas modalidades del capital.

Por otra parte, aunque aumentó y mucho la presencia del Estado 
y sus servicios (legales, sociales, políticos) en amplias zonas del te-
rritorio, con la correspondiente minimización de los impactos de lo 
que O’Donnell (1993) llamó brown spots, el dualismo estructural de 
nuestras sociedades nunca pudo ser contrarrestado.

La principal lección que nos deja la larga década de progresismo 
latinoamericano es que, para impulsar transformaciones en nuestros 
países, es necesario recuperar todo el poder de la política y fortalecer 
al Estado. El fortalecimiento del poder del Ejecutivo vis à vis parla-
mentos y Poder Judicial, cuando los parlamentos se evidenciaron más 
conservadores que el Ejecutivo y el Poder Judicial ejerció su capaci-
dad de veto a las propuestas de transformación política —basado en 
una interpretación del derecho positivo más amiga de los derechos de 
propiedad que de cualquier otro derecho humano—, fue una de las 
lecciones aprendidas.

En segundo lugar, el fortalecimiento del Estado no habría sido po-
sible sin base en los liderazgos carismáticos y en los «nuevos prínci-
pes» que emergieron en la región como muestra del vigor político de 
los tiempos.

La acumulación con base en los partidos políticos llevó, en muchos 
casos, a tener mayorías parlamentarias propias y mostró que la apues-
ta a la organización política del poder era una tarea impostergable de 
la izquierda.

La democracia directa se utilizó como forma de consolidar pode-
res e impulsar transformaciones, pero llevó a la inclusión política de 
millones de ciudadanos otrora periféricos. Y, muchas veces, los parti-
dos de la izquierda o progresistas recurrieron a la «política de la calle» 
para desafiar el poder institucional.

Los gobiernos progresistas tuvieron que hacer política contra el 
peso material y simbólico del poder económico. Una política fuerte 
requirió un Estado fuerte: con capacidad fiscal, con activos propios, 
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con intervención en la arena de la política económica y la política 
social. Se requirió de aliados. Así, la izquierda definió aliados entre 
el capital y el trabajo, entre clases, en el campo internacional y entre 
grupos de presión.

En algunos casos, los gobiernos «cooptaron» dirigencias de la so-
ciedad civil y las incorporaron a la conducción del Estado. En otros, 
se buscó un vínculo directo con la sociedad civil en la implementación 
de las políticas sociales. Muchos integrantes de la sociedad civil se se-
pararon de la esfera de cooperación con el gobierno y se radicalizaron 
políticamente contra lo que consideraban defecciones de la izquierda 
(especialmente, en el movimiento ambientalista). Así, hubo tensiones 
irresueltas entre la base del movimiento y los liderazgos que se in-
corporaron al Estado. En algunos casos se amplió la brecha entre el 
gobierno y sus anteriores aliados. Pero los movimientos luchan para 
obtener cosas y los derechos y bienes adquiridos reforzaron los lide-
razgos leales al proceso dentro de las organizaciones. Esto también 
produjo defecciones «por izquierda».

Una política fuerte requiere un Estado fuerte. Los gobiernos de 
izquierda aprendieron que era necesario ampliar el espacio fiscal del 
Estado para poder aplicar políticas de redistribución de renta. Y que 
era necesario recuperar activos públicos y aumentar la presión tribu-
taria sobre el capital tanto como fuera posible (sin comprometer la 
gobernabilidad del sistema). Los gobiernos de izquierda mostraron 
que era posible aumentar los ingresos tributarios del Estado.

Esto sustentó la política de ampliación del gasto público en edu-
cación (el más redistributivo), el gasto público en salud, vivienda y 
políticas sociales destinadas a combatir la indigencia y la pobreza. Los 
gobiernos de izquierda demostraron que esto era posible sin hacer 
populismo distributivista sin bases fiscales sólidas.

También aprendieron que era necesario aumentar la inversión pú-
blica en infraestructura con criterios de rentabilidad social antes que 
rentabilidad económica. Y que era necesario definir los sectores del 
capital con los que era posible aliarse (el capital productivo). Y que 
había que definir una estrategia conjunta con ellos que hiciera posi-
ble el crecimiento productivo con absorción de empleo y desarrollo 
de capacidades tecnológicas propias. En esto, como muestra el caso 
brasileño, tuvieron sus peores experiencias (la defección de la Fede-
ración de Industrias del Estado de San Pablo [FIESP] lo demuestra 
claramente).

La ampliación de los derechos sociales, políticos y económicos 
fue la manifestación más revolucionaria de estos gobiernos. Se am-
pliaron los derechos de las mujeres (derechos sexuales y reproducti-
vos, participación política, leyes contra la violencia de género y leyes 
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tendientes a remunerar cuidados, etc.) que cuestionaron las bases del 
orden patriarcal. Se reconoció el racismo, se tipificaron crímenes de 
odio, se diseñaron políticas de acción afirmativa para las poblaciones 
afro (ejemplo de ello han sido los cupos universitarios en Brasil). Se 
reconocieron la diversidad sexual y el matrimonio igualitario, el de-
recho de los pueblos originarios, la plurinacionalidad del Estado y la 
convivencia de formas jurídicas distintas del derecho positivo.

También se trabajó en el esclarecimiento de crímenes de Estado 
cometidos durante las dictaduras y se tipificó el terrorismo de Estado, 
la imprescriptibilidad de sus crímenes y se afianzó el reconocimiento 
de los derechos humanos

Se consagraron los derechos políticos de los trabajadores, el Esta-
do terció entre capital y trabajo a favor del trabajo. Se formalizaron 
contingentes enteros de trabajadores y trabajadoras (empleo domésti-
co, trabajadores rurales, etc.).

Se implementaron políticas de transferencia de renta en favor de 
las poblaciones más pobres, el Estado se hizo responsable de la margi-
nalidad y la indigencia, se puso en discusión la renta básica universal.

Se generaron políticas fiscales destinadas a gravar más el capital: 
reformas fiscales, discusión de derechos de herencia, fiscalización del 
capital internacional, etcétera.

Todo esto produjo una biblioteca práctica de lo que es una agen-
da por izquierda, que no tuvo una teorización original, sino que fue 
el resultado de ensayo y error y una enorme experiencia comparti-
da entre países gobernados por partidos o presidentes contiguos 
ideológicamente.
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Gráficos capítulo 1

Gráficos 4a, 4b, 4c y 4d. Pobreza según condición de actividad y categoría 
ocupacional (población de 15 y más años de edad, zonas urbanas) (%)

Fuente: Elaborado a partir de CEPAL (2014).
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Gráfico 5. Cambio anual promedio del coeficiente de Gini en América Latina. 
(circa 2003-2013) (%)
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Gráfico 6. Opinión positiva sobre la distribución del ingreso. 
Países seleccionados (1997-2016) (personas que opinan  
que la distribución es Muy justa y Justa) (%)
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Gráfico 7. Nivel de acuerdo con que el Estado debería reducir la desigualdad en 
los países de las Américas (países seleccionados) (2012) (*)
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Gráfico 8. América Latina (países seleccionados): evolución de la desconfianza 
en el congreso (2000-2015). (% de personas que no tienen «ninguna confianza» 
en el congreso)

0

0,1

0,2

0,3

0,4

0,5

0,6

0,7

0,8

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2013 2015

Argentina Bolivia Brasil Chile

Ecuador Uruguay Venezuela

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Latinobarómetro. (http://www.latino-
barometro.org/latOnline.jsp).



Constanza Moreira



G
rá

fic
o 

9.
 A

m
ér

ic
a 

La
ti

na
 y

 e
l C

ar
ib

e 
(p

aí
se

s 
se

le
cc

io
na

do
s)

: e
sc

añ
os

 o
cu

pa
do

s 
po

r 
m

uj
er

es
 e

n 
lo

s 
pa

rl
am

en
to

s 
na

ci
on

al
es

 (1
99

8-
20

15
) (

%
) (

*)

(*
) 

L
as

 c
if

ra
s 

co
rr

es
po

nd
en

 a
 lo

s 
co

ng
re

so
s 

un
ic

am
er

al
es

 o
 a

l p
ro

m
ed

io
 e

nt
re

 la
s 

do
s 

cá
m

ar
as

 e
n 

aq
ue

llo
s 

pa
ís

es
 c

on
 c

on
gr

es
os

 b
ic

am
er

al
es

.

F
ue

nt
e:

 E
la

bo
ra

ci
ón

 p
ro

pi
a 

a 
pa

rt
ir

 d
e 

C
E

PA
L

-C
E

PA
L

S
TA

T.



El giro a la izquierda en América del Sur



G
rá

fic
o 

10
. A

rg
en

ti
na

: E
vo

lu
ci

ón
 d

e 
lo

s 
bl

oq
ue

s 
po

lít
ic

os
 e

n 
la

 C
ám

ar
a 

 
de

 D
ip

ut
ad

os
 (n

úm
er

o 
de

 b
an

ca
s)

 (1
99

9-
20

15
)

19
99

20
01

20
03

20
05

20
07

20
09

20
11

20
13

20
15

Pa
rti

do
 Ju

st
ic

ia
lis

ta
/ F

re
nt

e 
pa

ra
 la

 V
ic

to
ria

 - 
FP

V
 (y

al
ia

do
s)

10
0

11
8

12
8

94
11

1
87

13
5

14
3

11
7

U
ni

ón
 C

ív
ic

a 
R

ad
ic

al
 - 

U
C

R
85

71
47

45
40

43
42

42
50

Fr
en

te
 P

aí
s S

ol
id

ar
io

 - 
FR

EP
A

SO
36

17
4

2
Pe

ro
ni

sm
o 

Fe
de

ra
l

34
19

28
27

A
fir

m
ac

ió
n 

pa
ra

 u
na

 R
ep

úb
lic

a 
Ig

ua
lit

ar
ia

/ C
oa

lic
ió

n
C

ív
ic

a
17

12
10

14
19

7

Pr
op

ue
st

a 
R

ep
ub

lic
an

a 
- P

R
O

/ C
am

bi
em

os
11

11
10

20
41

Fe
de

ra
l U

ni
do

s p
or

 u
na

 N
ue

va
 A

lte
rn

at
iv

a 
- U

N
A

PS
-G

EN
19

9
Pe

ro
ni

st
as

 n
o 

ki
rc

hn
er

is
ta

s
27

36

02040608010
0

12
0

14
0

16
0

F
ue

nt
e:

 E
la

bo
ra

ci
ón

 p
ro

pi
a 

en
 b

as
e 

a 
L

ie
nd

o 
(2

01
1)

; 
M

ur
ill

o,
 R

ub
io

 y
 M

an
go

nn
et

 
(2

01
6)

 y
 a

 l
os

 s
it

io
s 

w
eb

 h
tt

p:
//w

w
w

.a
rg

en
ti

na
el

ec
ti

on
s.

co
m

/2
01

1/
10

/e
l-

nu
ev

o-
co

n-
gr

es
o/

 y
 h

tt
p:

//w
w

w
.la

na
ci

on
.c

om
.a

r/
18

39
39

5-
el

ec
ci

on
es

-2
01

5-
la

-c
on

fo
rm

ac
io

n-
de

l-
pr

ox
im

o-
co

ng
re

so
-e

n-
ti

em
po

-r
ea

l (
co

ns
ul

ta
do

s 
en

 ju
lio

 d
e 

20
19

).



Constanza Moreira



Gráfico 11. Evolución electoral en Brasil (partidos seleccionados). 
Cámara de Diputados (1998-2018) (%)
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Fuente: Elaboración propia en base a datos del Tribunal Superior Electoral de Brasil.

Gráfico 12. Evolución electoral del MAS (Bolivia), PAIS (Ecuador) y el MVR-
PSUV-PP (Venezuela) antes y después de las reformas constitucionales 
aprobadas en sus países (%)
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Fuente: Elaboración propia en base a datos del Órgano Electoral Plurinacional de 
Bolivia, del Consejo Nacional Electoral de Ecuador y del Consejo Nacional Electoral 
de Venezuela.
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Gráfico 13. Evolución de los votos de los presidentes de Bolivia,  
Ecuador y Venezuela (%)
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Fuente: Elaboración propia en base a datos del Órgano Electoral Plurinacional de 
Bolivia, del Consejo Nacional Electoral de Ecuador y del Consejo Nacional Electoral 
de Venezuela.

Gráfico 14. Evolución electoral en Chile según bloques políticos (Cámara de 
Diputados) (1989-2017) (%)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Biblioteca del Congreso Nacional 
de Chile (https://www.bcn.cl/).
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Gráfico 15. Evolución electoral en Uruguay (Cámara de Diputados)  
(bloques políticos) (1984-2014) (%)
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Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Corte Electoral de Uruguay.

Gráfico 18. Evolución del desempleo. Países seleccionados de América Latina y 
el Caribe (2000-2015) (%)

2000 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015
Argentina 15,1 7,9 8,7 7,7 7,2 7,2 7,1 7,3 6,3
Bolivia 7,5 6,7 7,9 6,1 5,8
Brasil 7,1 7,9 8,1 6,7 6,0 5,5 5,4 4,8 6,9
Chile 9,7 7,8 9,7 8,2 7,1 6,4 5,9 6,4 6,3
Ecuador 9,0 6,9 8,5 7,6 6,0 4,9 4,7 5,1 0
Uruguay 13,6 8,3 8,2 7,5 6,6 6,7 6,7 6,9 7,9
Venezuela 13,9 7,3 7,9 8,7 8,3 8,1 7,8 7,0 0
América Latina y el Caribe 10,4 7,3 8,1 7,3 6,7 6,4 6,2 6,0 6,6
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la OIT (2015).
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Gráficos 19a, 19b, 19c y 19d. Evolución de las tasas de desocupación  
(tasas medias anuales) (%). Países seleccionados
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Fuente: Elaboración propia a partir de CEPAL (2014).
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Gráfico 20. Evolución del índice de salarios mínimos reales en América Latina 
(2004-2014) (año 2000 = 100)
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Fuente: Elaboración propia en base a OIT (2014, 2015).

Gráfico 21. Cobertura promedio regional en materia de pensiones.  
América Latina (2000 y 2011)
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Gráfico 22. Índice de precios de materias primas (2010-2016)
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Fuente: Elaboración propia a partir de http://www.indexmundi.com/es/
precios-de-mercado/

Gráfico 23. Crecimiento del PBI (promedio de cada período) (%)
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Cuadro 3. Evolución de la recaudación tributaria  
como porcentaje del PBI en América Latina (1990-2013) 
(Total de ingresos tributarios en porcentaje del PBI)

1990 2000 2008 2013

Brasil 28,2 30,1 33,8 35,7

Argentina 12,4 18 24,7 31,2

Bolivia 7 14,7 20,1 27,6

Uruguay 19,6 21,6 26,1 27,1

Chile 17 18,8 21,4 20,2

Ecuador 7,1 10,1 14 19,3

Venezuela 18,7 13,6 14,1 14,2

Barbados 23 30,2 31,5 29,8

Jamaica 23 22,8 25 25

Costa Rica 16,1 18,2 22,7 22,4

Colombia 9 14,6 18,8 20,1

México 15,5 16,5 20,7 19,7

Nicaragua … 13 16,8 19,2

Panamá 14,7 16,7 16,9 18,9

Perú 12,1 14,5 19 18,3

Honduras 16,2 15,3 18,9 18

Paraguay 5,4 14,5 14,6 16,4

El Salvador 10,5 12,2 15,1 15,8

Rep. Dominicana 8,2 12,4 15 14

Guatemala 9 12,4 12,9 13

Promedio simple

Países seleccionados (7) 15,7 18,1 22 25

Países AL (20) 14,4 17 20,1 21,3

OCDE (34) 32,3 34,3 33,6 34,1

Fuente: Iñiguez (2015) en base a datos de la OCDE.
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Cuadro 6. Población económicamente activa con 15 años y más de edad y 
13 años y más de instrucción. Países seleccionados de América Latina (zona 
urbana) (%)

Año/
País Argentina Bolivia Brasil Chile Ecuador Uruguay América Latina 

(promedio simple)

2000 s/d s/d ... s/d ... 16,4 ...

2001 s/d s/d 11,2 s/d 23,7 16,7 19,5

2002 s/d 22,2 11,7 s/d s/d 17,3 19,8

2003 27,4 20,6 12,2 28,6 s/d 17,3 20,2

2004 27,7 ... 12,6 s/d s/d 17,8 20,7

2005 29,7 ... 13,1 s/d s/d 18,5 21,4

2006 30,0 ... 14,0 27,7 s/d s/d 21,5

2007 30,4 30,3 14,8 s/d s/d 20,0 22,4

2008 31,3 27,6 15,5 s/d 27,5 19,1 23,2

2009 31,5 30,2 16,4 29,6 s/d 19,2 23,8

2010 32,7 s/d s s/d s/d 19,1 24,1

2011 32,7 33,9 17,7 29,7 s/d 21,5 25,1

2012 33,0 34,6 18,4 s/d 30,9 21,6 25,6

2013 32,6 39,7 19,3 34,0 29,5 21,6 26,7

2014 32,8 32,1 19,9 s/d 26,5 21,9 26,5

2015 s/d 32,0 20,7 35,8 28,1 22,3 26,6

2016 33,4 32,6 22,8 s/d 27,1 22,0 27,0

2017 34,9 36,2 23,0 38,2 27,1 23,3 27,3

Fuente: Elaboración propia a parir de CEPALSTAT (sitio web).

Cuadro 7. Incidencia de la pobreza según clima educacional del hogar  
(total nacional) (%)

País Años

Argentina
2003 2016
69,6 31,8

Bolivia
2002 2017
81,2 52,8

Brasil
2001 2016
57,4 30,4

Chile
2003 2017
54,2 12,9

Ecuador
2001 2017
67,2 34,6

Uruguay
2007 2017
31,8 5

Venezuela
2001 2014
60,6 37,3

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de CEPALSTAT (sitio web).
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Cuadro 8. Evolución del nivel de apoyo a la gestión  
de los presidentes del giro a la izquierda (%)

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2013 2015
Néstor Kirchner/              
Cristina Fernández 86 73 71 73 52 34 25 40 57 43 42

Evo Morales 54 60 53 57 46 41 55 71
Lula da Silva/             
Dilma Rousseff 62 53 47 62 58 79 85 87 67 56 29

Ricardo Lagos/   Michelle 
Bachelet I/ Michelle 
Bachelet II/ 

50 54 64 65 67 55 59 85 49

Rafael Correa 74 66 59 58 64 73 50
Tabaré Vázquez I/  
José Mujica/                  
Tabaré Vázquez II

72 63 61 61 74 75 63 61 72

Hugo Chávez/               
Nicolás Maduro 51 35 43 65 65 61 48 45 47 49 47 30

Elaboración propia en base a web http://www.latinobarometro.org/latOnline.jsp







Capítulo 2

LA FUERZA DE LOS VOTOS

La dinámica electoral y la conformación  
de los gobiernos

1. UN GOBIERNO CON MAYORÍAS PARLAMENTARIAS PROPIAS
El viejo sistema de partidos uruguayo ha mostrado una gran capa-
cidad de resiliencia si se tiene en cuenta que dos de los tres partidos 
más grandes del Uruguay de hoy fueron las divisas políticas fundantes 
de la democracia moderna, a inicios del siglo XX, y que su origen se 
remonta al primer tercio del siglo XIX.

Sin embargo, la transformación se ha ido procesando lenta y sis-
temáticamente. Durante la primera mitad del siglo XX, el bipartidis-
mo reinventó la República en clave de coparticipación y competencia 
entre los dos grandes lemas. El gobierno fue adquiriendo cada vez 
más una dinámica de arreglo entre partidos, lo cual requirió un grado 
de compromiso importante del perdedor en cada elección. Al mismo 
tiempo, el sistema de competencia entre grupos políticos y listas se 
trasladó al interior de los dos grandes partidos, en el marco de una 
dinámica de competencia multipartidaria entre sus fracciones (soste-
nida por la llamada ley de lemas), que permanecía oculta bajo el gran 
paraguas de los lemas, sostén del bipartidismo uruguayo (Errando-
nea, 1994).

Ya a mediados de los años sesenta, el bipartidismo fue mostrán-
dose inservible para sostener la gobernabilidad del Uruguay (por no 
hablar ya de su economía), y las izquierdas, al calor de la Revolución 
cubana y de la crisis del modelo industrial del denominado neobatllis-
mo, coadyuvaron en la unificación del movimiento sindical primero 
y en la creación del FA después. La elección de 1971, dos años antes 
del golpe de Estado, mostró a un país ya no dividido entre blancos y 
colorados, sino entre izquierdas y derechas.

La llegada del FA al sistema de partidos alteró la lógica política del 
Uruguay. Se generó una polarización política y programática impor-
tante que dividió progresistas de conservadores, lo que, luego de la 
dictadura cívico-militar (1973-1985) (habida cuenta de que los prin-
cipales perseguidos, muertos, torturados y desaparecidos habían sido 
de los cuadros de la izquierda y los movimientos sociales), produjo 
una leyenda elegíaca de la izquierda y evidenció una complicidad 
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vergonzante en los partidos tradicionales (especialmente, en el PC) 
con la misma dictadura.

El FA llegó, de algún modo, para representar políticamente estas 
diferencias y para darles un sentido ideológico consistente en un país 
de lealtades tradicionales. También llegó para señalar responsabilida-
des en el proceso que llevó a un Uruguay modélico y moderno a con-
vertirse en un país estancado, que desarrolló una dictadura violenta y 
perversa, cuya población emigraba por millares.1

Las tres victorias consecutivas que el FA obtuvo desde 2004, con 
mayorías parlamentarias propias —fenómeno inédito desde el de-
cenio de 1950—,2 instalan una suerte de tercer batllismo (Arocena, 
2005). No solo se abandonan los gobiernos coalicionales entre blancos 
y colorados, remedo de los viejos arreglos institucionales anteriores a 
la reforma constitucional de 1967, sino que el partido que gobierna 
con mayorías propias lo hace a partir de un programa de gobierno 
consensuado en congresos multitudinarios en los que se discuten, du-
rante meses, las bases del partido. El programa de gobierno del FA, 
en su primer año de administración, estuvo perfectamente bien deli-
neado, con reformas importantes que rápidamente se instrumentaron 
(tributaria, de salud, educativa), producto de la acumulación de más 
de veinte años de trabajo y de espera. El proceso de llegada del FA al 
gobierno produjo, al decir de Pareto (1966), una circulación de elites 
en el aparato del Estado y sus organismos de representación política 
sin precedentes. Esto le dio al proceso un dinamismo y una fuerza in-
usitados, al incorporar a la gestión de la política a decenas de buenos 
técnicos, profesionales y universitarios, mujeres y jóvenes, que habían 
sido postergados durante décadas por un reparto de elites minorita-
rio, mediocre y partidocrático «con exclusiones».

Los quince años que el FA ha estado en el gobierno alteraron sus-
tancialmente el rumbo del país. En primer lugar, se creó un nuevo sis-
tema de protección social, con la reforma de la salud, la reinstalación 
de la negociación laboral —ampliada—, la extensión de la cobertura 
social y el aumento en el gasto educativo, entre otros. Esto no se hizo 
sin una verdadera reforma del Estado en la institucionalidad encarga-
da de las políticas sociales. Requirió reforzar la fiscalidad del Estado 
a los efectos de solventar genuinamente todas estas transformaciones.

1  El eslogan del FA cuando concurrió a sus primeras elecciones, en 1971, versaba: 
«¡Hermano, no te vayas! Ha nacido una esperanza». Lo acompañaba la música de El 
violín de Becho, del cantautor Alfredo Zitarrosa.
2  En tiempos bipartidistas, el partido de gobierno había obtenido mayorías pro-
pias en el congreso en cinco oportunidades: en 1942, 1950, 1954 y 1966 el PC, y en 
1958 el PN.
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Luego de estas tres administraciones frenteamplistas se empiezan 
a percibir cambios en la vieja ecuación de tres partidos en la que se 
había cimentado la lógica política desde los años noventa hasta co-
mienzos del siglo XXI. En particular, la dinámica de «dos contra el 
tercero», que se produce desde que el FA se transforma en un partido 
del mismo tamaño que los fundacionales (en 1994), deja lugar a una 
en la que un partido se lleva la mitad más uno de los votos y, del otro 
lado, se arma una coalición proderechas cada vez más fragmentada, 
conducida básicamente por el Partido Nacional.

Con el tiempo, han aparecido nuevos lemas con vocación de des-
plazar a los partidos tradicionales en su rol de oposición política al 
FA. Así, además del Partido Independiente (PI) (fundado en 2003), 
han surgido, por izquierda, la Unidad Popular (UP) (creada en 2013 
a partir de la preexistente Asamblea Popular [AP], fundada en 2006) 

3 y, por derecha, el Partido de la Gente (PdG) (registrado formalmen-
te en 2016)4 y Cabildo Abierto (CA) (creado en 2019). También han 
emergido y reemergido expresiones partidarias orientadas, en parte, 
a la cuestión ambiental, de la mano del Partido Ecologista Radical 
Intransigente (PERI) y del Partido Verde Animalista (PVA). Al mismo 
tiempo, todo este espacio fragmentado se mueve como unidad en la 
oposición al FA, con impactos negativos para la posibilidad de que 
aquel coseche un caudal significativo de votos entre la primera y la 
segunda vuelta electoral de 2019. Las facilidades que la reforma cons-
titucional de 1997 le ofrece al líder ganador del partido mayoritario 
de la coalición minoritaria, para aglutinar todos los votos y grupos 
políticos detrás de sí, se hacen más evidentes hoy día.

El sistema de partidos tiende a fragmentarse, como sucede en 
otros países de la región, con un partido mayoritario, el FA, y dos 
partidos de oposición de peso equivalente. La primera mutación abre 
un espacio de dos partidos de calibre muy distinto (el PN ha tenido 
entre el doble y el triple de votos que el PC en los últimos quince 
años) coaligados contra el FA y mucho más corridos a la derecha de lo 
que lo estuvieron en décadas pasadas (Delbono, 2010; González, 1993, 
2015; López, 2015). La segunda mutación abre un espacio político que 

3  Estos grupos escindidos del FA que se autodefinen como la «verdadera izquier-
da» compiten electoralmente con magras chances (si bien la UP obtuvo una banca 
en la Cámara de Diputados en las elecciones de 2014), pero que se expresan cada vez 
con más fuerza en el movimiento sindical y en el movimiento estudiantil, y ganan 
espacios de poder y representación en las organizaciones sociales.
4  La aparición de empresarios con vocación de liderazgo en política, como es el 
caso de Edgardo Novick en el PdG o de Juan Sartori en el PN, es una de las novedades 
por derecha de los últimos años.
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aglutina (al menos hoy)5 a seis partidos en el Parlamento y es probable 
que el escenario siga fragmentándose.

Finalmente, el propio FA enfrenta un crecimiento de su fraccio-
nalización, con un aumento de los grupos políticos con representa-
ción legislativa: seis en la Cámara de Senadores (CSS) y nueve en la 
Cámara de Representantes (CRR). Los sucesos que culminan con la 
renuncia del vicepresidente Raúl Sendic producen la implosión de su 
sector, Compromiso Frenteamplista ([CF] lista 711), uno de los gru-
pos importantes de la fuerza política, lo cual abonó una mayor frac-
cionalización interna. Asimismo, algunos grupos más pequeños con 
presencia únicamente en la CRR, o dirigentes sueltos, comienzan a 
ejercer su poder de veto y a frenar importantes proyectos del Ejecutivo 
en el Parlamento, haciendo naufragar algunas iniciativas (siempre, y 
no casualmente, referidas a cuestiones vinculadas a los militares o a 
algunos de los grandes intereses empresariales).6

El tercer período de gobierno frenteamplista se caracteriza por 
una altísima judicialización de la política y un cambio en la estrategia 
de la oposición que, además de propiciar más interpelaciones a minis-
tros y ministras de Estado con poco impacto (los votos mayoritarios 
del FA siempre han sostenido a dichos cargos), elige crear comisiones 
parlamentarias para la investigación de denuncias y supuestas irre-
gularidades en la administración pública. Si bien el resultado no es 
muy distinto de lo que sucede con las interpelaciones, ya que los in-
formes en mayoría son del FA y la oposición no tiene los votos para 
aprobar los suyos, la dinámica se altera sustancialmente. En buena 
parte de los casos, los informes de la oposición son derivados a la jus-
ticia, y aunque en muchos casos esta ha laudado a favor del gobierno, 
la fuerza de la contrademocracia (en términos de Rosanvallon, 2008) 

5  Además del FA, el PN y el PC, ocupan bancas legislativas el PI (tres diputados 
y un senador —este último, elegido en 2014—), la UP (una diputación obtenida en 
2014) y el PdG (que se inscribió luego de los comicios de 2014, pero al que responde, 
hoy, un diputado elegido por el PN, y al que habían adherido otros dos legisladores 
colorados que luego se desvincularon). Este cuadro de seis partidos con representa-
ción parlamentaria contrasta con el de tres partidos relevantes que se había consoli-
dado en el cuarto de siglo que va desde 1989 a 2014.
6  Algunos sectores, como la Liga Federal (LF) o el Partido por la Victoria del 
Pueblo (PVP), con solo una banca en la CRR, han sabido jugar el rol de fracción «bi-
sagra» al comprometer o restar su apoyo a determinados proyectos de ley. En el caso 
de la LF, esta utilizó su banca como mecanismo de veto, ya que, en cada una de las 
cámaras, el FA tiene apenas un voto (una banca) más que los partidos de oposición 
sumados. En 2018, el naufragio del proyecto que aumentaba la presión tributaria 
sobre las altas jubilaciones militares como una forma de abatir el déficit militar se 
produjo por la falta del voto de Darío Pérez, representante de la LF y cuatro veces 
candidato a la Intendencia de Maldonado.
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hace que en la opinión pública quede un aire de sospecha generaliza-
da sobre posibles escándalos de corrupción. Finalmente, el hecho de 
que varios dirigentes políticos enfrentaran procesos judiciales (el hoy 
exvicepresidente Sendic; el senador de su sector Leonardo de León; 
el exdiputado suplente colorado Francisco Sanabria; el nacionalista 
e intendente de Soriano Agustín Bascou; el diputado, también nacio-
nalista, Wilson Ezquerra) parece haber tenido impacto sobre la con-
fianza de la ciudadanía en la política, como lo evidencia la caída de 
la confianza en los partidos políticos (gráfico 1, al final del capítulo) y 
en la propia democracia (gráfico 2, al final del capítulo), de acuerdo a 
datos de la corporación Latinobarómetro.

Aunque los números confirman que el FA sigue siendo el parti-
do más importante del sistema de partidos —pero con una diferencia 
cada vez más pequeña con respecto al PN—, el empate en el que vir-
tualmente ha venido ganando en las últimas dos elecciones (2009 y 
2014), con diferencias que no llegan al 5 % con la coalición del resto 
de los partidos, puede, como sucedió en Argentina y Brasil, desem-
bocar en un desempate «por derecha» por porcentajes pequeños o 
dentro de ese rango. Este desempate por derecha, al mismo tiempo, 
basado en el arco del voto estructural conservador, compuesto por el 
voto de los adultos mayores, del interior profundo y de las clases me-
dias-altas y altas, suma un voto «de opinión» o un voto «castigo al FA» 
que, eventualmente, lo puede destronar del gobierno. Más adelante 
en este capítulo se estudiará la ecología de este voto conservador que, 
como se verá, presenta características similares al de Brasil.

En este contexto de empate electoral y empate hegemónico (en el 
sentido de la disputa de dos sentidos del mundo en el terreno político 
y cultural), el recurso a la vieja dinámica coalicional siempre está a la 
mano.

Tomando nota de este empate, los últimos dos gobiernos frenteam-
plistas realizaron variados acuerdos con la oposición basados en la 
teoría de que el impulso a las políticas de Estado era posible. Esta 
idea tenía ya bastante tiempo de instalada, al menos desde 2001, en 
la antesala a la gran crisis del año posterior, y el general Líber Sereg-
ni, uno de los líderes más connotados del FA, había sido uno de sus 
principales defensores.7 La idea era tener políticas que trascendieran 

7  En el año 2001, el general Seregni realizó, con el apoyo de Naciones Unidas y 
gestionado por el Centro de Estudios Estratégicos 1815, que él dirigía, un conjunto 
de seminarios al que asistieron políticos de todos los partidos, técnicos y gestores 
públicos en torno a las llamadas políticas de Estado. Se trataba de que los parti-
dos llegaran a algunos puntos de acuerdo respecto a ciertas políticas para que estas 
pudieran considerarse de Estado. En ese marco, en un documento sobre servicios 
públicos elaborado en mayo de ese año, se expresaba que «el éxito de las reformas 
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las preferencias de cada administración y que concitaran el apoyo de 
todos. Por consiguiente, no serían alteradas con los cambios de go-
bierno.8 La denominación proviene de su diferenciación con lo que 
serían políticas de gobierno, sujetas a los vaivenes electorales.

Las políticas de Estado se concibieron como un antídoto para que 
gobiernos de distinto signo ideológico vieran reducidos sus márgenes 
para cambiarlo todo cuando llegaran al Ejecutivo. Por un lado, para 
que la incorporación de sus cuadros políticos al Estado, como apoyo 
al impulso de sus políticas y de sus transformaciones, no acabara con 
la burocracia funcional y de carrera. Por otro, para que las políticas 
más consolidadas en los terrenos de la política universal (educación, 
salud, seguridad social, etc.) no fueran severamente erosionadas, en 
especial en el campo de los derechos sociales. Sin embargo, en el caso 
uruguayo, las prácticas de clientelismo y de Estados construidos so-
bre la base de la confianza política y la cuotificación partidaria han 
sido y aún son completamente funcionales con la teoría de las políti-
cas de Estado. En otras palabras, una buena parte de los defensores 
de las políticas de Estado son, al mismo tiempo, quienes mayormente 
reclaman cargos en el Estado para sus propios partidos. Ello, a medio 
camino entre la justificación de este reclamo por el deseo de fiscalizar 
mejor al partido de gobierno y la propia necesidad de usar los cargos 
estatales para financiar sus aparatos partidarios.

En general, el giro a la izquierda en Uruguay resultó más en go-
biernos de un partido con su programa propio que en políticas de Es-
tado. Especialmente, porque el triunfo de la izquierda terminó de con-
solidar la polarización del sistema político. Y todo indica que cuanto 
más polarizados ideológicamente estén los partidos, menor será la 

dependerá de la superación de planteamientos y debates que podrían derivar en una 
innecesaria polarización ideológica», una de las cuales es la «falsa oposición entre 
propiedad pública y privada» (Proyecto Agenda Uruguay, 2001: 33). Así, la izquierda 
se vio obligada a acercar posiciones a las de los partidos tradicionales y a abrir una 
«concesión» sobre uno de los puntos más sagrados de su plataforma política: la de-
fensa de las empresas del Estado. Sin embargo, no realizaron el mismo acercamiento 
los partidos entonces en el gobierno sobre los consejos de salarios, la reforma de la 
salud o la necesidad de destinar recursos a planes de emergencia en contextos de 
estancamiento y recesión como los que se experimentaban.
8  De hecho, debates como el de la autonomía del Banco Central del Uruguay 
(BCU) tenían este telón de fondo. La izquierda siempre luchó contra estos arreglos de 
compromiso con los partidos tradicionales y defendió un enfoque propio. Sin embar-
go, esto está tan incrustado en la cultura política uruguaya que varias instituciones 
creadas en este tiempo funcionaron en la lógica de mayorías especiales, con variados 
problemas para su nombramiento. Entre ellas, cabe contar la Fiscalía General de la 
Nación, la Junta de Transparencia y Ética Pública, la Institución Nacional de Dere-
chos Humanos y el Consejo Audiovisual.
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probabilidad de asegurar una cierta continuidad de las políticas, en 
caso de que se produzca la alternancia.

En el caso uruguayo, las políticas de Estado no han sido más que 
un compromiso entre partidos que, en general, como veremos des-
pués, han implicado grandes concesiones del FA y algunas ganancias 
de la derecha, y han sido contrarias a la política programática de un 
gobierno con mayorías propias. Fue durante el gobierno de Mujica 
cuando la idea de los acuerdos multipartidarios se instaló con fuer-
za, especialmente desde que el entonces presidente ensayara varios 
de esos acuerdos (en materia de seguridad, educación, energía) y le 
ofreciera a la oposición participación en todos los entes y servicios 
del Estado.

En las páginas siguientes, se examinará la lógica de los acuerdos 
multipartidarios y sus rendimientos decrecientes no solo en el ciclo 
electoral, sino a medida que la oposición se acerca electoralmente a 
la posibilidad de triunfar. Luego, se abordará la conformación de los 
dos últimos gobiernos con relación a la discusión entre técnicos y po-
líticos, corriente en los debates sobre administración pública. Pero 
antes, en el apartado siguiente, se hará una revisión de los últimos 
resultados electorales y lo que estos evidencian sobre el sistema de 
partidos en Uruguay.

2. LA METAMORFOSIS DEL SISTEMA DE PARTIDOS URUGUAYO9

Desde sus orígenes en el siglo XIX, el sistema de partidos urugua-
yo se conformó como un bipartidismo en el que se reconocen, luego 
de la etapa fundacional, a partir de la instalación de la democracia 
uruguaya, otras dos etapas: entre 1943 y 1958, en que el PC se erigió 
como partido predominante (González, 1993), y entre 1958 y 1971, 
con alternancia entre los dos partidos fundacionales. Con el surgi-
miento del FA, el sistema se transforma en multipartidista o de plu-
ralismo limitado (apelando a la conceptualización de Sartori [1992]). 
Finalizada la dictadura cívico-militar, en el marco de la tercera ola 
de la democracia, se instaló una lógica de competencia política entre 
los tres partidos, con un FA cuasi hegemónico en la capital del país 
(ganó el gobierno departamental desde 1989 y totaliza seis períodos 
de gobierno) y un crecimiento sistemático de su votación que registra, 
ya en 1994, una paridad absoluta entre las tres principales fuerzas 
políticas. A partir de allí, el FA crece sistemáticamente, se transforma 
en el partido mayor en 1999 y gana las siguientes tres elecciones con 

9  Este apartado fue tomado de Moreira y Delbono (2016).
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una diferencia sustancial (de más de diez puntos porcentuales) con el 
resto de los partidos.

Así, a lo largo de la década de 1990, el multipartidismo uruguayo 
fue transitando de una dinámica de competencia triangular a una bi-
polar (Lanzaro, 2000), con tres partidos grandes (PC, PN y FA) y uno 
más pequeño (Nuevo Espacio [NE]), que se fueron alineando en dos 
bloques o familias ideológicas: la tradicional y la desafiante (Buquet y 
De Armas, 2004; Chasquetti y Garcé, 2005; González, 1999; González 
y Queirolo, 2000; Lanzaro, 1999, 2000, 2004; Luna, 2004; Moreira, 
1999, 2004; Queirolo, 2006).

Las elecciones de 2004, signadas por el triunfo del FA con mayo-
rías legislativas propias, no solo significaron el histórico ascenso de 
un partido no tradicional al gobierno nacional, sino que, en función 
del derrumbe del coloradismo —que apenas logró la adhesión de uno 
de cada diez votantes—, configuraron un formato de dos partidos y 
medio (según los términos de Blondel, 1968).

Luego de 2014 se produce un aumento de la fragmentación del 
sistema, al ingresar, tras estos comicios, cinco partidos políticos al 
Parlamento: el FA, que por tercera vez se hace con el gobierno nacio-
nal con mayorías legislativas; el PN, que se mantiene estable con un 
tercio de los votos; el PC, que vuelve a retroceder a algo más de una 
décima parte del electorado, y dos pequeños partidos, ambos emana-
dos, directa o indirectamente, de escisiones del FA: el PI (que accede a 
la CSS y obtiene tres diputaciones) y UP (que logra, por vez primera, 
una banca en la CRR).

Más allá del leve aumento de la fragmentación, desde la victoria 
del FA y hasta los comicios de 2014 el sistema de partidos ha manifes-
tado variaciones muy minimalistas, como puede verse en el gráfico 3 
(al final del capítulo). En el marco de la alternancia de los dos grandes 
bloques en competencia, el mapa político se ha estabilizado (Gonzá-
lez, 2010)10 (gráfico 15, capítulo 1). De hecho, en las últimas tres elec-
ciones ganadas por la izquierda (2004, 2009 y 2014), el FA ha oscilado 
entre el 50,45 % y el 47,81 % de los votos, lo que ha significado una 
variación de 2,64 %, lo que lo ha colocado en los umbrales de un nue-
vo partido predominante.11 En tanto, la otra mitad, compuesta por los 

10  Presentando, incluso, igual arquitectura que en 1999, aunque con la diferencia 
sustantiva de que se han alternado las «mitades» en el gobierno y la oposición (Gon-
zález, 2010, pp. 89-90).
11  De acuerdo a Sartori (1992), para que pueda hablarse de partido predominante, 
un partido debe vencer durante al menos cuatro elecciones consecutivas con mayo-
rías legislativas.
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partidos fundacionales sumados, ha pasado del 44,66 % al 43,77 %, lo 
que registra una variación del 0,89 %.

Sin embargo, el aparentemente inalterado mapa político de los 
últimos quince años parece preanunciar el pasaje de un sistema de 
multipartidismo moderado a uno más fragmentado, con la obtención 
de bancas en ambas cámaras por los partidos menores del sistema, 
y la creación de nuevos lemas con posibilidad de obtener bancas en 
la elección 2019. Vale, entonces, la pena mirar las importantes trans-
formaciones en el desempeño de los partidos, a lo largo y ancho del 
territorio nacional, en los últimos tres comicios nacionales. Durante 
tres décadas, el PN se ha mostrado prácticamente estancado en Mon-
tevideo, fluctuando entre un cuarto y un quinto del electorado, con la 
excepción de 1999, año del peor desempeño electoral de los blancos, 
en el que apenas alcanzan el 12,4 % de los sufragios del departamen-
to. En términos absolutos, en Montevideo los nacionalistas obtienen 
casi idéntica cantidad de votos en 1984 que en 2014 (hay apenas 246 
votos de diferencia entre una y otra elección). En tanto, en el interior 
del país, donde históricamente tuvo su mayor arraigo, el PN oscila 
entre un máximo del 47,28 % en 1989 (año en que logra el gobierno 
nacional) y un mínimo de 28,88 % en 1999. Se recupera en 2004, al 
ascender al 41,84 % de las adhesiones (cifra muy similar a la de 1984), 
y se estabiliza en el orden del 34 % entre 2009 y 2014. En términos 
absolutos, en el interior los blancos pasan de 421.693 votos en 1984 a 
493.767 en 2014. El gráfico 4 (al final del capítulo) ilustra estos datos.

El PC, en tanto, pierde en total más de la mitad de su electorado 
en todo el período analizado: en términos absolutos pasa de 777.701 
votos en 1984 a 305.699 votos en 2014, se reduce a la tercera parte 
en Montevideo, su antiguo bastión electoral, y a más de la mitad en 
el interior. Así, hasta ahora, el PC no ha logrado reponerse de la gran 
caída electoral que sufrió en 2004; si bien repuntó en 2009, al crecer 
del 10,36 % al 17,02 %, para volver a retroceder en 2014, al caer al 
12,89 % de las adhesiones.12

Paralelamente, blancos y colorados, que, superpuestos en la cen-
troderecha del espectro ideológico, manifiestan un comportamiento 
espejo con un trasiego de votos intrabloque, mantienen un peso si-
milar en Montevideo e interior en el total de la suma de los votos que 
obtienen. Así, como puede verse en el cuadro 1, para 2014 los partidos 
fundacionales reciben, de cada diez votos, siete del interior y tres de 
Montevideo, con lo que se configura una diferenciación regional del 
voto que tiende a permanecer y afirmarse en el tiempo.

12  Hacia el año electoral de 2019, la renovación de sus liderazgos y los datos de 
encuestas de opinión pública indican un escenario más promisorio para el PC.
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Cuadro 1. Peso de los votos provenientes de Montevideo y el interior  
en el total de votos al FA, al PN y al PC en elecciones nacionales (1984-2014)  
(% sobre votos emitidos)

1984 1989 1994
1999 
(oct.)

2004
2009 
(oct.)

2014 
(oct.)

FA

Montevideo 74,17 74,76 65,21 56,25 50,32 47,29 43,84

Interior 25,83 25,25 34,79 43,74 49,68 52,71 56,16

Total 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00

PN

Montevideo 36,18 31,49 30,56 24,75 29,62 30,18 32,60

Interior 63,82 68,51 69,44 75,26 70,38 69,82 67,40

Total 100,00 100,00 100,00 100,01 100,00 100,00 100,00

PC

Montevideo 40,97 37,92 37,16 39,59 32,94 35,43 32,27

Interior 59,03 62,08 62,84 60,41 67,06 64,57 67,73

Total 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Corte Electoral.

En lo que al FA refiere, este tuvo un crecimiento sostenido en Mon-
tevideo (en términos absolutos, su votación pasa de 297.490 votos 
en 1984 a 497.184 votos en 2014) desde que ganó el gobierno depar-
tamental en 1989. Pero este crecimiento se detiene cuando obtiene 
la Presidencia de la República en 2004. A partir de allí, comenzó un 
descenso expresado en una caída de 5,14 puntos porcentuales entre 
2004 y 2009 (43.769 votos) y de 2,68 puntos entre 2009 y 2014 (25.021 
votos).

En los demás departamentos del país, el crecimiento del FA se ha 
multiplicado por seis, y ha pasado de 103.614 a 637.003 votos entre 
1984 y 2014. De hecho, en números absolutos, desde 1989 el avan-
ce electoral del FA en el interior prácticamente no ha cesado; ape-
nas se vio estancado a nivel porcentual entre 2004 (42,76 %) y 2009 
(42,39 %), pero retoma el crecimiento entre 2009 y 2014.

La pérdida de dinamismo del FA en Montevideo se ha visto com-
pensada por su crecimiento en el interior del país. Aunque Montevideo 
continúa siendo el baluarte electoral de la izquierda frenteamplista, la 
diferencia de votación entre Montevideo e interior se ha reducido a 
más de veinte puntos porcentuales a la salida de la dictadura (33,11 % 
a 10,04 %), y a menos de diez puntos en los pasados comicios nacio-
nales (53,51 % a 44,14 %). En esta línea, elección tras elección, el peso 
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de los votos que el FA obtiene en la capital sobre el total de sufragios 
recibidos en todo el país viene registrando un lento pero sostenido 
retroceso en favor de las adhesiones logradas en el interior (cuadro 1).

Si sumamos al peso del voto frenteamplista de Montevideo 
(43,84 % en 2014) el de Canelones (que configura, junto con la capi-
tal del país, el área metropolitana donde varias localidades ofician de 
ciudades-dormitorio), en ambos departamentos alcanza el 59,37 % en 
2014, frente al 40,63 % del resto del país. Los votos que pierde el PC 
parecerían ir para el FA en Montevideo, y repartirse entre el FA y el PN 
en el interior del país.

3. EL PROCESO ELECTORAL DE LA ÚLTIMA DÉCADA 20092019
La elección del FA en 2004 es el reflejo, sin duda, de su máxima acu-
mulación histórica, política y electoral. Tomar el año 2004 como re-
ferencia es, para el FA, un ejercicio angustiante ya que en todas las 
elecciones siguientes pierde votos respecto a esos comicios, con la 
excepción del interior, donde, como fuera dicho, al menos en las elec-
ciones nacionales, aumenta su votación relativa.

Empero, en términos absolutos no hay gran diferencia entre la vo-
tación de Mujica en 2010 y la de Vázquez en 2014. Mujica obtiene 
1.105.262 votos en la primera vuelta y 1.197.638 en la segunda, frente 
a los 994.510 de Lacalle (padre). Aunque la diferencia es consistente, 
Mujica incrementa en menos de cien mil votos su electorado entre un 
turno y otro. Por su parte, Tabaré, en 2014, obtiene 1.134.187 votos 
en la primera vuelta y 1.226.105 votos en la segunda contra Lacalle 
(hijo), quien alcanza 958.741 voluntades. En síntesis, el gran cuello de 
botella del FA es que no logra acumular más del 10 % entre la primera 
y la segunda ronda. El FA tropieza consigo mismo en la estrategia de 
crecer hacia dentro y en la evolución siguiente de perder pedazos (la 
UP es un desprendimiento del FA y el PI no deja de ser lo que quedó 
fuera del NE cuando este último regresó a filas frenteamplistas). No 
puede ser más de la mitad del electorado como lo impone la dinámi-
ca bipartidista en la mayoría de las circunscripciones del país, y no 
puede ganar aliados entre una vuelta y otra, a pesar de una apuesta 
sistemática a sumar terceros (escisiones de los partidos tradicionales, 
como lo fue Rodolfo Nin Novoa, actual canciller y vicepresidente del 
primer gobierno de Vázquez, o, más recientemente, el diputado Fer-
nando Amado, elegido por el PC).

En las elecciones de 2009 se hicieron sentir los primeros impactos 
de la desaceleración del crecimiento del FA. La candidatura de Mujica 
representó una opción riesgosa, en la medida que, a diferencia de Váz-
quez o del propio Seregni, Mujica no representaba bien a todo el FA, 
sino más a unas vertientes que a otras (al igual que su contendiente, 
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Danilo Astori). Por otro lado, su pasado de guerrillero y rehén de la 
dictadura, su índole popular y no doctoral y la irreverencia con la que 
construyó el carisma más importante de las últimas décadas en Uru-
guay lo hacían una inversión de riesgo para el FA.

Sin embargo, aunque el FA no ganó en primera vuelta la elección 
de 2009, mostró que los resultados no fueron sustancialmente dis-
tintos. Lo que pareció una elección de riesgo no lo fue tanto en los 
números; como quedaría en evidencia más tarde, Mujica contribuyó 
a darle a Uruguay un gran destaque en el concierto internacional y su 
figura continuó gravitando en el mundo mucho después de finalizada 
su presidencia.

3.1. EL CICLO ELECTORAL 20092010 Y ALGUNAS DERROTAS IMPREVISTAS
En las elecciones de 2009, el FA perdió votos en los dos departamentos 
más modernos y ricos del país: Montevideo y Maldonado. En Mal-
donado retrocedió siete puntos porcentuales y en Montevideo, casi 
cinco. Le siguen Florida, con una pérdida de 3,6 %, Colonia con 3,1 %, 
Rocha con 2,9 % y Canelones con 2,1 %. Aunque experimenta caídas 
en otros departamentos (Lavalleja, Flores, San José, Treinta y Tres y 
Paysandú), estas son menores del 2 % y pueden considerarse parte de 
un comportamiento electoral estable (y estancado). Del mismo modo, 
cabe considerar a Soriano, Río Negro, Durazno y Cerro Largo, donde 
los incrementos son tan pequeños que pueden considerarse estanca-
miento electoral propiamente dicho. En Salto, Rivera, Tacuarembó y 
Artigas, por el contrario, el FA experimenta en esa elección un creci-
miento significativo, pero, con la excepción de Salto, en estos depar-
tamentos su votación estaba todavía muy por debajo de la obtención 
de la mayoría relativa.

En tanto, los resultados de los comicios de 2010 problematizaron 
la idea extendida en buena parte de la dirigencia frenteamplista de 
que el acceso a los gobiernos departamentales inauguraría, al igual 
que había sucedido en Montevideo y en el gobierno nacional, un lar-
go ciclo de gobiernos frenteamplistas. Y si bien es cierto que los go-
biernos de Montevideo, Canelones y Rocha acompañaron las victorias 
ininterrumpidas del FA a nivel nacional, en el resto del territorio a las 
ganancias sucedieron pérdidas, y aunque en algunos casos luego se 
revirtieron (Salto y Paysandú), en otros fueron seguidas de muy malos 
desempeños electorales con pocos buenos augurios de retorno (como 
en Artigas, Florida o Treinta y Tres).

El FA no logró, entonces, retener Florida, Salto, Paysandú y Trein-
ta y Tres. Tampoco el acceso a estos gobiernos redundó en un creci-
miento electoral en el período inmediatamente siguiente. De hecho, la 
elección de 2010 mostró que el FA había perdido votación en muchos 
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de los departamentos donde había sido gobierno (Montevideo, Rocha, 
Florida, Canelones, Maldonado y Paysandú), aun a despecho de los 
niveles de popularidad de los intendentes frenteamplistas.

El otro impacto que fue determinante en el sentimiento de pérdida, 
a pesar del triunfo de Mujica, no solo fue que la expectativa de rete-
ner los gobiernos departamentales obtenidos no pudo sostenerse, sino 
que ese retroceso no pudo ser compensado con la ganancia en otras 
latitudes. El resultado estuvo muy por debajo de las expectativas y el 
triunfo blanco y colorado en Salto y Paysandú terminó por coronar el 
fracaso frenteamplista. El FA perdió cuatro de sus ocho intendencias y 
votó muy por debajo de lo esperado en Montevideo. En contrapartida, 
ganó la comuna de Artigas.

En octubre de 2009, el FA obtuvo una votación 4  % menor que 
en octubre de 2004. Esta pérdida explica por qué consiguió ganar la 
mayoría parlamentaria pero no triunfar en primera ronda: la pérdida 
electoral fue chica pero decisiva para frustrar esa victoria que exigía 
la mayoría de todos los votos. A esta más menguada votación luego de 
cinco años de gobierno frenteamplista a nivel nacional, se sumó una 
nueva caída electoral en los comicios departamentales de mayo de 
2010. En esa instancia, la votación total del FA pasó de 48 % (octubre 
de 2009) a 43 %.

El antecedente de las dificultades para trasvasar votos de la elec-
ción nacional a las elecciones departamentales ya existía. El FA había 
votado peor en las departamentales de 2005 que en las nacionales de 
2004. En total, en todo el país, había pasado de 51,7 % (octubre de 
2004) a 50,4 % de los votos válidos (mayo de 2005). La pérdida no 
era mucha (1,3 %), pero existía una diversidad muy grande de casos. 
En Montevideo, el FA había perdido 3 % de votos, en Maldonado se 
mantuvo estancado. Pero en Canelones la ganancia fue espectacular 
(aumentó en 7 %) y lo mismo sucedió en Rocha (aumentó 6 %) o en 
Treinta y Tres (7 %). En los departamentos donde el FA más demoró 
(y demora) en asentarse electoralmente, como Soriano, Colonia, San 
José, Flores, Durazno, Lavalleja o Tacuarembó, su pérdida de votos a 
manos de los partidos tradicionales fue altísima.

Algo de eso volvió a suceder cinco años después, al final del gobier-
no de Mujica. Porcentajes que variaron entre 1 % y 11 % de votantes 
del FA en octubre de 2009 resolvieron votar al PN o al PC en las depar-
tamentales de mayo. Esto parece haber sido bastante importante en 
Salto (donde un 5 % de electores emigraron del FA para algún partido 
tradicional), en Rivera (11 %), Paysandú (2 %), Durazno (7 %), Soria-
no (9 %), Colonia (7 %), Tacuarembó (12 %), San José (9 %), Flores 
(8 %).



Constanza Moreira



En otros lugares, el FA incrementó su electorado entre la elección 
nacional y la departamental. Esto pasó en Artigas (aumentó 10 % de 
octubre a mayo), en Maldonado (5 %) y en Rocha (12 %). En Cane-
lones, el FA votó mejor en mayo que en octubre (2 %), pero hubiera 
ganado de cualquier manera. Lo mismo sucedió en Montevideo: el 
FA perdió diez puntos con relación a octubre, al tiempo que ya había 
perdido allí entre cinco y seis puntos respecto a 2004, pero ganó de 
cualquier manera.

En Treinta y Tres, Salto y Paysandú, además, hay que tomar en 
cuenta el efecto del voto «rosado», que, aunque llevó mucho tiempo de 
ensayos, terminó siendo la salida más cómoda para los partidos de la 
oposición. Aun presentándose formalmente, el llamado voto útil gene-
raba un trasvase entre el FA y ambos partidos tradicionales que termi-
naba derivando en una competencia de tipo binario que privilegiaba 
al candidato más votado. En Salto, la mitad de quienes habían votado 
al PN en octubre emigraron al PC en mayo. Esto también sucedió en 
Paysandú y Treinta y Tres, donde más o menos la mitad del 14 % de 
votantes colorados votaron al nacionalismo. En ambos departamen-
tos, cabe resaltarlo, el FA votó mejor en mayo que en octubre, lo cual 
habla de las virtudes de los candidatos o de la campaña departamental 
propiamente dicha.

En 2009, los resultados electorales mostraban que el FA, que había 
crecido sistemática y obstinadamente desde su nacimiento, se había 
estancado y que en algún momento que sería difícil precisar y en al-
gunos distritos electorales (como en Montevideo) comenzó a caer. Los 
números evidenciaron que los otros se mueven con especial solvencia 
en los circuitos electorales más chicos, en los poblados y en el inte-
rior profundo, y que muchas de las victorias del FA allí fueron, en 
buena medida, perecederas. Los números también ilustraron que el 
desconocimiento, entre otras cosas, de la ley de descentralización y 
sus criaturas políticas llevó a que en Montevideo y Canelones hubiera 
una baja o bajísima participación electoral. Los números mostraron, 
también, un voto «enojado» (en blanco y anulado) o, como mínimo, 
«apático», como nunca se había visto en el país.13 En efecto, en las 
elecciones departamentales de 2010, el voto en blanco y anulado trepó 
al 13,77 % en Montevideo y al 13,4 % en Canelones, en tanto a nivel 
municipal ese porcentaje ascendió al 50,1 % a nivel nacional y al 64 % 
a nivel capitalino (Cardarello, 2011).

13  La no habilitación de la candidatura de Daniel Martínez a la Intendencia de 
Montevideo por parte del FA en 2010, y la definición de una candidatura única para 
competir en los comicios departamentales de dicho año en la capital darían cuenta 
de parte de ese enojo con la fuerza política.
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El retroceso electoral del FA luego de cinco años de exitoso go-
bierno ya ameritaba una discusión política que dicha fuerza política 
demoró en darse y que tenía que ver con el llamado «malestar». El 
voto en blanco fue una clara demostración de esto. Y una muestra 
de lo que pasa cuando los partidos que expresan el descontento y la 
resistencia se transforman en partidos del sistema. Aunque aumenta 
su probabilidad de transformar el mundo, también aumenta la brecha 
representacional y subjetiva con los que siguen resistiendo al statu 
quo (ya que se considera al gobierno como parte de él). Así, el FA deja 
de ser el canal privilegiado de expresión del descontento y pasa a ser 
una parte más de la clase política.

La legitimidad que el FA le prestó a todo el sistema político y a la 
propia democracia uruguaya en lo peor de la crisis de 2002 explica —
solo en parte— su triunfo en primera vuelta en 2004. Luego de quince 
años de gobierno, el FA es sin duda parte del poder y del sistema. 
Y aunque ha defendido a capa y a espada sus diferencias políticas e 
ideológicas con la derecha, el malestar difuso que no es de izquierda 
ni de derecha, sino que se manifiesta en una buena parte de la pobla-
ción con menor grado de politización relativa, provoca fugas del FA, 
uniéndose con un malestar por izquierda perfectamente localizado, 
que también se fuga del FA en busca de alternativas. En un contexto 
de desempates por poco, como fueron los últimos diez años, estas 
fugas de votos erosionan la legitimidad del principal partido de iz-
quierda del país (con consecuencias para la propia sobrevivencia de 
una izquierda en Uruguay) y favorecen la vuelta de unas derechas que, 
infinitamente más atomizadas que en el pasado, son sin embargo ca-
paces de aglutinar malestares y descontentos… como lo hizo la propia 
izquierda en los años del neoliberalismo.

3.2. EL CICLO ELECTORAL 20142015
Las elecciones de 2014 estuvieron signadas por un grado importante 
de incertidumbre sobre la posibilidad de que el FA retuviera la mayo-
ría parlamentaria (no tanto sobre el resultado final de los comicios), 
lo que llevó a algunos de los analistas políticos más importantes de 
Uruguay a vaticinar su casi segura pérdida a manos de la oposición.14 
En el FA primó, luego del riesgo que supuso la elección de una 

14  El politólogo Luis Eduardo González expresó, primero, que apostaba una ham-
burguesa al triunfo de Vázquez, luego, una tortafrita y, a tres meses de la votación 
de octubre de 2014, que no apostaba nada por esa victoria. Véase la nota «Nada de 
tortafritas: Vázquez apuesta hamburguesas a que gana», publicada en El Observador 
el 13/8/2014 (recuperada de https://www.elobservador.com.uy/nota/nada-de-tortafri-
tas-vazquez-apuesta-hamburguesas-a-que-gana-201481322510 (consultada en agos-
to de 2019).
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candidatura desafiante como la de Mujica, la opción conservadora de 
volver al statu quo anterior, con pocas oposiciones, salvo mi propia 
candidatura, que obtuvo el 18  % de los votos en las elecciones in-
ternas de 2014. Todos los grupos políticos del FA, y especialmente el 
Movimiento de Participación Popular (MPP) de Mujica, se avinieron 
a la solución consensuada de la vuelta de Tabaré como la única que 
podía asegurar un nuevo triunfo, aun cuando algunos datos mostra-
ban señales contradictorias con estas certezas.15 El FA mostraba que 
su capacidad de renovación de sus elencos dirigentes16 era escasa e 
incursionaba en el camino de los liderazgos eternizados que en Amé-
rica Latina había mostrado ser el talón de Aquiles de los proyectos de 
izquierda.

En el bloque opositor, el PC expresaba su renovación en la can-
didatura de Pedro Bordaberry (quien se impuso con el 73 % de las 
adhesiones en la interna colorada). En el PN, luego del alejamiento de 
Luis Alberto Lacalle (presidente de Uruguay entre 1990 y 1995 y prin-
cipal líder blanco), el favorito fue su hijo, Luis Lacalle Pou, un joven 
diputado de 40 años, en aquel entonces, que ganó holgadamente las 
primarias de su partido (con el 54 % de los votos) y disputó con Tabaré 
Vázquez la segunda vuelta electoral.

El cuadro 2 ilustra la votación de los tres principales partidos en 
todo el país en las elecciones de octubre de 2014. Allí se evidencia 
(nuevamente) una situación de cuasi empate, con 47,81 % de los vo-
tos en manos del FA y 43,77 % en las de los dos grandes partidos de 
la oposición (si se suma al PI, con su 3 % obtenido en esos comicios, 
es un empate casi perfecto). En Montevideo, la balanza se inclina 

15  En 2013, como parte de la estrategia de algunos grupos políticos pequeños y 
de bases territoriales frenteamplistas, mi nombre fue propuesto para una de las dos 
precandidaturas a la Presidencia de la República por el FA. El VI Congreso Extraor-
dinario Hugo Cores del FA, realizado a tales efectos, nos proclamó a Tabaré Vázquez 
y a mí como precandidatos presidenciales de cara a las elecciones internas de los 
partidos políticos, a celebrarse en junio de 2014. Todos los grupos del FA con repre-
sentación parlamentaria propia apoyaron a Tabaré (a excepción del PVP, que debía 
su banca en el Parlamento al Espacio 609, liderado por Mujica). El resultado en junio 
de 2014 fue de 82 % a 18 % a favor de Vázquez; algo similar a lo que había sucedido 
entre este último y Astori en las primarias de 1999.
16  Las encuestas de opinión pública mostraban que el FA retenía un gran número 
de votantes entre la elección de 2004 y la de 2009, y la evaluación con la que terminó 
Mujica su mandato fue lo suficientemente alta como para augurar un resultado favo-
rable a esta fuerza política. La «inevitabilidad» de Tabaré solo evidencia las dificul-
tades del FA para con su renovación generacional. La mayoría de los dirigentes que 
compitieron en las internas del 2019 ya se desempeñaban en importantes cargos de 
gobierno y tenían más de cincuenta años de edad.
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fuertemente hacia el FA (53,51 % a 36,33 %) y en el interior hacia los 
partidos tradicionales (48,57 % a 44,14 %).

Asimismo, el FA supera en la votación parlamentaria de octubre a 
blancos y colorados sumados en cuatro de seis departamentos donde 
en las elecciones departamentales subsiguientes (celebradas en mayo 
de 2015) obtuvo sus gobiernos departamentales: Montevideo, Canelo-
nes, Salto y Paysandú. La lógica de dos contra el tercero, que primó 
en Uruguay entre 1994 y 2004, se reproduce en los distritos electorales 
más pequeños, como resultado de los arreglos entre blancos y colora-
dos que consolidan el voto «rosado» en todo el territorio.

Cuadro 2. Desempeño electoral del FA, el PN y el PC en las elecciones 
nacionales de octubre de 2014. (% sobre votos emitidos)

Departamento FA PN PC PN + PC

Montevideo 53,51 25,71 10,62 36,33

Canelones 50,95 28,66 10,89 39,55

Salto 50,05 21,67 22,72 44,39

Paysandú 48,54 34,26 10,94 45,20

Soriano 45,79 33,73 13,80 47,53

Cerro Largo 44,76 38,34 11,84 50,18

San José 44,61 36,16 11,54 47,70

Río Negro 43,06 34,20 16,24 50,43

Rocha 42,45 34,47 14,44 48,90

Colonia 42,18 37,42 13,30 50,72

Artigas 40,19 38,21 16,60 54,81

Treinta y Tres 39,82 45,69 9,09 54,78

Florida 39,71 37,60 15,43 53,04

Tacuarembó 39,49 40,74 14,38 55,12

Maldonado 39,41 35,46 15,94 51,40

Durazno 36,88 44,36 12,49 56,85

Rivera 36,26 31,70 26,87 58,57

Lavalleja 34,48 42,36 16,53 58,89

Flores 33,52 46,90 14,09 61,00

Interior 44,14 34,22 14,35 48,57

Montevideo 53,51 25,71 10,62 36,33

Todo el país 47,81 30,88 12,89 43,77

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Corte Electoral.
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El triunfo del FA con mayoría parlamentaria en 2014 va acompa-
ñado de otros fenómenos. El primero es la consolidación de su nacio-
nalización como partido. En las primeras elecciones posdictadura, en 
1984, el FA era predominantemente montevideano (el 74,2 % de sus 
votos provenían de la capital del país). En los comicios de 2004 ya 
obtiene votos en partes iguales entre Montevideo y el interior. En 2009 
y 2014 es claro que el FA se transforma en el partido desafiante en el 
interior. Aunque ello no se traduzca aún en un porcentaje significativo 
de gobiernos departamentales en manos del FA, ya que en su mejor 
momento (2005-2010) nunca tuvo más de 8 de las 19 comunas, sin 
duda lo coloca como el principal contendor de los partidos tradiciona-
les en todo el país. El cuadro 3 (al final del capítulo) detalla la evolu-
ción electoral de los tres grandes lemas en grandes áreas geográficas.

Paradojalmente, la pérdida de votos es mayor en los departamen-
tos donde el FA ha sido favorito (cuadro 4). En Montevideo, después 
de la excepcional victoria del 2004, cuando obtuvo el 61 % de los vo-
tos, el declive es sistemático: obtiene 56 % de los votos en 2009 y en 
2014 el 53,1 %, lo que le permitió retener el gobierno departamental 
holgadamente.

En Maldonado y Canelones, los dos segundos distritos electora-
les más importantes del país, también el FA experimenta una caída 
menor (de 41 % a 39 %), pero que será significativa luego, cuando 
pierda el gobierno departamental, después de 10 años de gobierno. En 
Canelones, la caída es muy menor, y permite retener cómodamente el 
gobierno departamental. Sin embargo, en ambos casos el declive es 
sistemático desde 2004, al igual que en Montevideo.

La pérdida del gobierno departamental de Maldonado fue muy sig-
nificativa para el FA y dejó hondas heridas. A poco tiempo de que el 
actual intendente Enrique Antía (quien ya había fungido como jefe 
comunal en el período 2000-2005) reconquistara la comuna fernandi-
na, las encuestas de intención de voto mostraban una caída aún más 
significativa del electorado del FA.17

Mientras tanto, la recuperación de Salto y Paysandú y el triunfo 
en Río Negro (sorpresivo) le permitieron al FA recobrar la autoestima 
electoral y comenzar el quinquenio 2015-2020 en una situación relati-
vamente inesperada: con mayoría parlamentaria propia y controlando 
los gobiernos de Montevideo, Canelones, Salto, Paysandú y Río Negro.

17  Una encuesta de Equipos Consultores realizada en Maldonado en julio de 2018 
mostraba que la gestión del intendente nacionalista era evaluada como buena o muy 
buena por el 57 % de la población fernandina, al tiempo que la intención de voto 
registrada para el PN era de 33 %, de 21 % para el FA y de 9 % para el PC. Véase 
http://www.fmgente.com.uy/noticias/encuesta-equipos-partido-nacional-encabezan-
do-45397.html (consultado en agosto de 2019).
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En el marco de un panorama económico complicado en la región, 
los sucesos que sobrevinieron después, aquellos que llevaron a la re-
nuncia del vicepresidente Sendic y a la pérdida del llamado voto 50 en 
al menos cuatro ocasiones,18 mostrarían que las razones para ser op-
timista ante la conquista tan deseada de la mayoría legislativa debían 
ser prudentemente contrabalanceadas con los prospectos negativos 
que se evidenciaron apenas el FA entró en su tercer gobierno.

4. LA ECOLOGÍA DEL VOTO CONSERVADOR Y PROGRESISTA
El FA tuvo un desempeño electoral sorprendente a lo largo de cuatro 
décadas porque cumplió con algunos de los principios representacio-
nales más caros a cualquier teoría sobre la legitimidad de los partidos. 
En primer lugar, no fue únicamente un partido electoral, sino que pre-
tendió trazar un arco representacional abarcativo también de algunos 
movimientos sociales significativos, como el movimiento sindical, el 
movimiento cooperativista, el movimiento feminista, los movimientos 
de derechos humanos.

En segundo lugar, el FA se desarrolló entre el electorado que po-
dríamos llamar más moderno: el más joven, el de las clases medias, el 
de mayor educación relativa, el de los trabajadores organizados, los 
intelectuales, el mundo de la cultura, el electorado urbano. Esto le dio 
su característica especial y una fuerza política muy importante, dado 
que tenía más capacidad de representar a aquellos sectores sociales 
más dinámicos en el contexto del desarrollo uruguayo.

En tercer lugar, la forma de organización política del FA era supe-
rior organizativamente a la forma clientelar y caudillista que en los 
partidos tradicionales no había exhibido transformaciones significati-
vas. Aunque el FA obtenía parte de su fuerza de estructuras organizati-
vas aliadas (como el movimiento sindical), la organización en el nivel 
nacional con militantes, comités de base, congresos y plenarios, re-
glas de centralización de las decisiones que coexistían con el poder de 
los principales grupos políticos consolidados, y con principios claros 

18  Las manifestaciones de indisciplina partidaria que redundaron en el fracaso 
parcial o total de proyectos de ley presentados por el Poder Ejecutivo o por la ban-
cada oficialista (habida cuenta de la composición de la CRR, en la cual, desde 2010, 
50 escaños son del FA y 49 de la oposición) fueron en referencia al llamado proyecto 
de ley interpretativo de la ley de caducidad en 2011 (proyecto que permitía el juzga-
miento por delitos de lesa humanidad cometidos en dictadura y que no fue votado 
por el diputado Víctor Semproni); a la supresión de tres artículos de la Rendición de 
Cuentas relativos a vacantes militares y a la Policía Caminera en 2015 (ni Semproni 
ni los diputados de la LF, Darío Pérez y Sergio Mier, los votaron); al proyecto que gra-
vaba las altas jubilaciones militares en 2017, y al proyecto de financiamiento de los 
partidos políticos en 2018 (nuevamente, Pérez no votó estas dos últimas iniciativas).
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para dirimir conflictos y llegar a soluciones comunes, se evidenció 
como sólida y resistente, más allá de sus limitaciones.

El desarrollo electoral del FA, como explicó en su tesis de docto-
rado Luis Eduardo González (1993), muestra que esta fuerza política 
creció electoralmente en la medida en que decrecieron los partidos 
tradicionales, en un contexto de número restringido de partidos y fal-
ta de atractivo de las cuartas opciones. El FA se nutrió del descrédito 
de los partidos tradicionales, sin duda, creció sobre esta base y fue 
mucho más allá de lo que podía ser un electorado de izquierda (que, 
previamente, nunca había sido más del 10 %, con sus partidos Comu-
nista y Socialista).

4.1. ECOLOGÍA DEL VOTO DE IZQUIERDA:  
MODERNOS, EDUCADOS, JÓVENES Y POLITIZADOS
Gino Germani, el traductor de Durkheim al análisis del pasaje de las 
sociedades tradicionales preindustriales a industriales o desarrolladas 
en sociedades periféricas como las latinoamericanas, estudió larga-
mente el vínculo entre estas transiciones y los modelos de desarrollo. 
Siguiendo a Trovero (2016), se verifican tres cambios fundamentales 
en este tránsito. En primer lugar, el desplazamiento desde un tipo de 
acción social orientada prescriptivamente a una orientada electiva-
mente, como el pasaje que media entre la obediencia a la «orden» 
emanada socialmente de la libre elección individual de los cursos de 
acción. En segundo lugar, el tránsito desde una actitud frente al cam-
bio que privilegia la institucionalización de lo tradicional a la propia 
institucionalización del cambio como tal. En tercer lugar, el pasaje 
de una indiferenciación institucional a un grado de especialización 
institucional creciente.

En este contexto, las relaciones sociales pasan de privilegiar a los 
grupos primarios (como la familia) y se extienden a los grupos secun-
darios; pasan del principio de la pura afectividad a nuevas relaciones 
sociales que, como el trabajo, están basadas en la neutralidad afec-
tiva y la orientación a la tarea, y finalmente, pasan de la valoración 
con base en la adscripción (el ¿quién eres?: familia, estatus social de 
origen) a la valoración con base en el desempeño (el ¿qué haces?: tra-
bajo, educación, etc.). La secularización, en términos de Germani, se 
encuentra vinculada a esta transición y se asume que a mayor secu-
larización, más avanzado el proceso de transición a la modernidad.

Parece claro que en el Uruguay de la primera mitad del siglo XX el 
partido político que acompañó (y produjo) la transición a la moderni-
dad y la secularización fue el batllismo, como corriente dentro del PC. 
El segundo batllismo trató de darle al país un proyecto industrializa-
dor, pero terminó siendo, en gran parte, absorbido por una política de 
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retribución particularista de votos-cargos-bienes y servicios públicos 
que se revelaba como el cemento de la cultura política uruguaya.

Cuando el FA despunta en el escenario político expresa una renova-
ción muy esperada para el sistema político uruguayo, ya que irrumpe, 
sin duda, como un partido político moderno. Y lo hace en medio de un 
sistema de compromiso que había horadado profundamente la legiti-
midad de los partidos políticos fundacionales y había llevado —como 
toda política del atraso— a la prolongada crisis de estancamiento que 
vivió el Uruguay en la década del 1960 (y que ameritó, según algunos 
estudios, la radicalización de las clases medias).

El despuntar del FA fue, sin embargo, prontamente sofocado, 
y a poco más de dos años de su fundación como partido ya estaba 
ilegalizado.

La larga dictadura fue, como dijo alguna vez Gillespie (1983), una 
suerte de hibernación del sistema político. En 1984, las elecciones 
mostraron que los tres actores centrales de la reconfiguración del sis-
tema de partidos en los años setenta habían llegado para quedarse. Y 
que el FA sería, en una analogía arriesgada, el mejor ensayo de tercer 
batllismo (Arocena, 2005) y el representante político de la moderniza-
ción y la secularización truncadas del Uruguay.

Si así lo era, esto debía reflejarse en el voto, en un voto moder-
no, generacionalmente diferenciado y asociado a características tales 
como la secularización, la urbanización, la alfabetización y al cambio 
en las pautas culturales de la sociedad. Debía reflejarse en una eco-
logía que separara al país industrial y moderno del país del interior 
profundo y atrasado.

En efecto, estas hipótesis se cumplieron. En trabajos anteriores 
(Moreira, 2000b, 2005, 2010) testeé dos hipótesis para explicar el des-
empeño electoral del FA y sus perspectivas a futuro: la hipótesis del 
voto moderno y la del voto de clase. La formulación original, realizada 
tras la elección de 1999, antes del ascenso de la izquierda al gobierno 
nacional (Moreira, 2000b), planteaba que el FA, más predispuesto que 
los partidos tradicionales a pautas actitudinales asociadas con la mo-
dernidad, crecía en los sectores más dinámicos de la sociedad, a saber, 
los electores provenientes de estratos medios, urbanos, de mayor edu-
cación relativa, y entre los más jóvenes y los trabajadores organizados. 
En la medida en que el país tendiera a modernizarse, los sectores más 
modernos podrían superar numéricamente a los más conservadores 
(aquellos de menor educación relativa, de mayor edad, residentes en 
el interior profundo y en áreas rurales, económicamente inactivos) y, 
teóricamente, el FA podría continuar su crecimiento electoral soste-
nido, tal como venía sucediendo desde la recuperación democrática, 
particularmente desde 1989.
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Sin embargo, a esta hipótesis de crecimiento teóricamente indefi-
nido se le oponía la hipótesis del techo del voto de clase, según la cual, 
al despuntar el nuevo milenio, el FA, que para entonces ya llevaba 
una década gobernando la comuna de Montevideo, producto de las 
políticas sociales populares desde allí impulsadas, comenzaba a ganar 
adeptos entre los votantes más pobres, residentes en la periferia de la 
ciudad y con menos años de instrucción formal. Concomitantemente, 
se acercaba a tocar un techo en los estratos más instruidos y de ingre-
sos medios y medios-altos, residentes, particularmente, en los barrios 
costeros.

Así, si durante décadas la izquierda conseguía atrincherarse en las 
capitales y en los grandes centros urbanos, los fenómenos de frag-
mentación y segmentación social más recientes parecen evidenciar un 
reflujo en esa tendencia. Por un lado, en estos lugares la masa dispo-
nible para la política es muchas veces la más capturable por los men-
sajes del populismo de derecha. Por otro lado, las clases medias y me-
dias altas pueden volverse refractarias a los empujes redistributivos 
de la izquierda o, simplemente, sentirse amenazadas por sus gestos y 
refugiarse en opciones cada vez más reaccionarias, como lo evidencia 
la evolución del voto en Montevideo.

Hacia el ciclo electoral 2009-2010, en Montevideo el techo que el 
FA aún no había alcanzado en 2004 (Moreira, 2005, p. 39) se convirtió 
en un freno y, más aún, en un desestímulo (Moreira, 2010b, p. 182). Y 
tal desestímulo se confirmó en el pasado período electoral: en octubre 
de 2014 la votación de blancos y colorados sumados superó a la del FA 
en el municipio CH (el de mayor poder adquisitivo del departamento) 
y en los comicios municipales de mayo de 2015 dicha fuerza política 
perdió esa alcaldía y la del municipio E a manos del novel Partido de 
la Concertación, con lo cual sufrió la defección de toda la costa sureste 
montevideana.

El cuadro 4 repasa la votación del FA en las elecciones de octubre 
de 2014 en todo el territorio nacional, al tiempo que detalla indicado-
res de educación y cantidad de población rural de cada departamento. 
Como allí puede verse, la asociación entre el voto moderno y el voto al 
FA dista de ser perfecta.

Por un lado, en cuanto al nivel de instrucción de los uruguayos 
y su comportamiento electoral, en los pasados comicios nacionales 
el FA obtuvo la mayoría de las adhesiones en los primeros ocho de-
partamentos con mayor porcentaje de personas con nivel educativo 
alto: Montevideo (43 % de personas altamente educadas), Maldonado 
(28  %), Canelones (26  %), Colonia (26  %), Salto (26  %), Paysandú 
(24 %), Río Negro (24 %) y Artigas (23 %). En estos reductos, el FA ha 
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ganado los comicios departamentales en, al menos, una oportunidad, 
a excepción de Colonia.19

Cuadro 4. Voto al FA en 2014 según nivel educativo y cantidad de población 
rural. Todo el país (%)

Departamento
Voto al FA  

en 2014 (oct.) 
(a)

Nivel educativo  
de las personas mayores de 22 años (b)

Población 
rural (2011) 

(c)Bajo Medio Alto

Montevideo 53,51 34 23 43 1,06

Canelones 50,95 49 25 26 9,27

Salto 50,05 51 24 26 6,29

Paysandú 48,54 52 23 24 3,86

Soriano 45,79 53 25 22 8,01

Cerro Largo 44,76 61 22 17 7,01

San José 44,61 59 22 19 15,21

Río Negro 43,06 51 25 24 9,52

Rocha 42,45 56 24 20 6,09

Colonia 42,18 50 24 26 9,31

Artigas 40,19 55 22 23 4,8

Treinta y Tres 39,82 55 24 21 6,59

Florida 39,71 57 24 20 13,57

Tacuarembó 39,49 59 20 21 10,73

Maldonado 39,41 42 30 28 3,14

Durazno 36,88 56 25 18 8,67

Rivera 36,26 63 20 18 7,35

Lavalleja 34,48 54 24 23 10,32

Flores 33,52 55 24 21 8,26

Total 47,81 45 24 32 5,34

Fuente: Publicado en Moreira y Delbono (2016) y elaborado a partir de: a) Corte 
Electoral; b) INE - Censo 2011; c) MIDES (2014).

En lo que respecta al vínculo entre la modernidad y la geografía 
del voto, en octubre de 2014 el FA resultó el partido más votado en los 

19  El FA ha estado al frente de la Intendencia de Montevideo de forma ininterrum-
pida desde 1990 a la fecha; ha administrado la de Canelones desde 2005; ha goberna-
do la de Río Negro desde 2015; gobernó la comuna de Maldonado entre 2005 y 2015, 
la de Artigas entre 2010 y 2015, y las de Salto y Paysandú entre 2005 y 2010, y volvió 
ser elegido en ambos casos en 2015.
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departamentos menos ruralizados, como Montevideo (1,06 %), Mal-
donado (3,14 %), Paysandú (3,86 %) y Artigas (4,8 %).

Asimismo, siguiendo la máxima según la cual «quien gana Cane-
lones, gana la elección», en 2014 el FA vence nuevamente en el depar-
tamento que fuera llamado el granero del Uruguay, territorio con un 
9,27 % de población rural. A continuación, se explorará brevemente el 
desempeño electoral canario. Como lo ilustra el cuadro 5 (al final del 
capítulo), el FA se posiciona allí como la primera fuerza no solo en el 
área más moderna, correspondiente a la Ciudad de la Costa y la Costa 
de Oro, sino también en circunscripciones con menos de 5.000 habi-
tantes. Pero se observan dos comportamientos que se alinean con la 
hipótesis del voto moderno. Por un lado, dicha fuerza política obtiene 
una mayoría contundente en la más urbanizada zona sur y sureste, 
así como en las demás localidades más pobladas del departamento 
(Las Piedras, La Paz, Canelones capital, Santa Lucía, Progreso). Por el 
otro, los partidos tradicionales sumados consagran su mejor votación 
en los territorios menos poblados del departamento, incluida la ma-
yor parte del tradicional santoral.20

A despecho de ello, es importante tomar nota de los estudios que 
subrayan el crecimiento del FA en localidades pequeñas del interior 
profundo e incluso en zonas rurales (Leal, 2014;21 Zuasnábar, 2014) y 
que evidencian el potencial del FA como partido nacionalizado y con 
capacidad de penetración en todos los estratos sociales y en todos los 
territorios.

En síntesis, podría afirmarse que, en lo que respecta a su compo-
nente geográfico, la hipótesis del voto moderno se confirmó de for-
ma más cabal hasta 1999 (Moreira, 2005, 2010), es decir que operó 
más fuertemente durante la fase de crecimiento ininterrumpido de la 

20  Esta geografía del voto en Canelones se vuelve a constatar en las elecciones del 
tercer nivel de gobierno de 2015, en las cuales el FA obtiene 20 de los 30 municipios 
canarios (Ciudad de la Costa, 18 de Mayo, Las Piedras, Pando, La Paz, ciudad de 
Canelones, Santa Lucía, Progreso, Paso Carrasco, Barros Blancos, Colonia Nicolich, 
Salinas, Suárez, Parque del Plata, Sauce, Atlántida, Toledo, Empalme Olmos, Santa 
Rosa, La Floresta), el PN nueve (San Ramón, Tala, San Jacinto, Migues, Los Cerri-
llos, Soca, Montes, San Antonio y Aguas Corrientes) y el PC una (San Bautista).
21  El sociólogo Gustavo Leal, integrante del comando de campaña de Tabaré Váz-
quez en las elecciones de 2014, señaló que «la gran novedad de estas elecciones fue 
que el FA abrió las porteras del Uruguay profundo, saltó sus alambrados y alcanzó 
una votación histórica en el Interior, particularmente en las pequeñas localidades y 
zonas rurales […]. El FA tiene por primera vez en 2014 un despliegue territorial más 
homogéneo: en relación con 2009, crece 6,5 % en las áreas rurales, 4,5 % en localida-
des pequeñas de hasta 1.000 habitantes, 3 % en localidades de hasta 5.000 habitantes, 
y 1 % en las capitales departamentales» (entrevista publicada en el semanario Bre-
cha, 14/11/2014).
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izquierda, antes de que obtuviera el gobierno nacional. Hacia 2014, su 
condición de partido de gobierno le impone otra lógica de crecimiento 
electoral y se produce una mayor adhesión entre sectores más pobres 
como resultado de sus políticas, junto con cierta desafección de las 
clases medias altas (como resultado también de sus políticas) en su 
principal reducto electoral: Montevideo.

Hacia 2014, el FA se presenta como un partido nacionalizado, con 
fuerte presencia en departamentos donde viven electores con mayor 
nivel de instrucción como Montevideo, Canelones, Salto, Paysandú o 
Maldonado (donde vota por encima de su promedio nacional), pero 
con presencia también en regiones tradicionales como Cerro Largo, 
Durazno (ambos territorios históricamente nacionalistas) o Rivera 
(reducto predominantemente colorado). La diferenciación regional 
del voto sigue siendo un determinante del paisaje electoral del Uru-
guay, y las capacidades de retención del voto a gobiernos departamen-
tales del PN en el interior continúan siendo superiores a las del FA. Se 
crea así una doble escena entre el voto al gobierno nacional y el voto a 
los gobiernos departamentales, como fuera señalado.

Sin embargo, el hecho de que el FA se presente como el principal 
contendor del PN y que haya crecido en todo el interior del país (aun 
en las localidades rurales más pequeñas) puede ser confirmatorio de 
que el desplazamiento del voto de los partidos tradicionales a los más 
modernos va de la mano con la modernización del país.

No obstante ello, la lógica clientelar y caudillista sigue operando 
en buena parte del territorio e incluso permea al propio FA, obligado 
a hacer toda clase de negociaciones políticas para agenciarse el apoyo 
de algún sector político o caudillo reconocido extrapartidario.22

4.2. ECOLOGÍA DEL VOTO SEGÚN GENERACIONES:  
EL EFECTO DEMOGRÁFICO
Otro de los indicadores claves para testear la hipótesis del voto mo-
derno remite al estudio del comportamiento electoral de las diferen-
tes cohortes generacionales. Algunos análisis señalan que el llamado 
efecto demográfico (Aguiar, 2000; Canzani, 2000; González y Queirolo, 
2000), que explicó parte del crecimiento del FA en función de la re-
novación generacional del electorado y la mayor propensión de los 

22  El caso de Nin Novoa, quien en 1994 se unió al entonces Encuentro Progresista 
y fue candidato a la Vicepresidencia junto con Tabaré Vázquez en tres oportunidades 
(1994, 1999 y 2004), la inclusión en la lista del Espacio 609 de connotados dirigentes 
del PN como Rubén Martínez Huelmo, Luis Alfredo Fratti (ambos, desde 2004) y Jor-
ge Saravia (desde 2004 hasta su regreso al PN, en 2011), o la candidatura del también 
otrora nacionalista Jorge Cerdeña como candidato a intendente de San José por el FA 
en 2005 muestran esto claramente.



Constanza Moreira



jóvenes a sufragar por dicha fuerza política, se está debilitando (De 
Armas, 2009).

Asimismo, estudios realizados para las elecciones de 2009 y 2014 
sostienen que la juventud ha dejado de ser una variable significativa 
para predecir el voto (Queirolo, 2010, 2014; Selios y Vairo, 2010).

Otros análisis, en cambio, destacan que, al menos hasta 2014, el FA 
continuaba siendo la opción predilecta entre los votantes más jóvenes 
(Bottinelli 2014c; De Armas, 2009;23 Leal, 2014; Zuasnábar, 2014). En 
tal sentido, tomando como fuente datos de los votos emitidos en los 
circuitos de votación en los comicios de 2004, 2009 y 2014, Bottinelli 
(2014c) constató comportamientos diferenciados en las generaciones 
electorales con preeminencia del voto frenteamplista entre los jóvenes.

El gráfico 5 (al final del capítulo) sintetiza algunos de esos hallaz-
gos; allí puede verse que el único tramo etario en el cual los lemas tra-
dicionales superan al FA es el de los ciudadanos de 59-60 y más años 
de edad (allí las preferencias oscilan en el entorno del 44 % al 41 % 
para el FA y en el rango del 51 % al 54 % para blancos y colorados). En 
el resto de las cohortes generacionales el FA logra mayores adhesiones 
que el bloque tradicional, y protagoniza su mejor desempeño en el 
segmento que va de los 23 a los 32 años (cuatro de cada diez jóvenes 
de esa edad optan por los partidos fundacionales, al tiempo que entre 
el 54 % y el 55 % elige al FA). Entre los nuevos votantes (electores de 
18 a 22 años) la preferencia por el FA es levemente menor, pero se 
mantiene la tendencia según la cual los jóvenes tienen mayor propen-
sión hacia el voto frenteamplista.

Esa mayor propensión de los jóvenes hacia el voto frenteamplista, 
que ha sido una constante desde el nacimiento de la fuerza política en 
1971, sintoniza con ciertas políticas de vanguardia aplicadas por el FA 
una vez que llegó a la Presidencia.

Concretamente, la puesta en marcha de la llamada agenda de dere-
chos, que incluyó la legislación sobre temas tales como la despenali-
zación del aborto, la unión concubinaria, el matrimonio igualitario y 
la regularización del cannabis, encuentra mayor aprobación entre los 
estratos más jóvenes que entre los más envejecidos, si bien la afinidad 
con tales asuntos también está fuertemente asociada a otras variables 
como el nivel educativo, la orientación ideológica y la preferencia par-
tidaria de los ciudadanos.24

23  Si bien De Armas (2009) argumenta que el impacto de la tesis demográfica se ha 
mitigado —en parte debido a que el FA ha comenzado a captar el voto de los electores 
de mayor edad—, entiende que la tendencia de los jóvenes a votar por dicha fuerza 
política persiste.
24  Véanse, por ejemplo: Cifra (22/7/2014), «Los uruguayos y la marihuana»; Cifra 
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Ese avance secularizador, progresista y laico que el FA ha procesa-
do desde el gobierno (en buena medida retomando —y encarnando— 
el viejo legado batllista),25 claramente, está más a tono con la forma 
de ver y sentir de los más jóvenes que de los más veteranos. Ahora 
bien, esta mayor afinidad de los jóvenes con la agenda de derechos 
de tercera generación convive con una dirigencia frenteamplista en-
vejecida, que no procesó el recambio generacional hasta el presente 
ciclo electoral y que tiene en su primera línea a líderes como Tabaré 
Vázquez (que tiene 79 años cumplidos a la fecha) y José Mujica (84), 
que llegaron a la Presidencia de la República ya entrados en la tercera 
edad.26 Así, los jóvenes electores del FA, identificados con una agenda 
moderna, han debido votar candidatos distantes de sus cohortes ge-
neracionales, ya no candidatos que tienen la edad de sus padres, sino 
la de sus abuelos.

Los partidos tradicionales, por su parte, han tramitado un mayor 
relevo generacional y compitieron en las elecciones de 2014 con pre-
sidenciables significativamente más jóvenes (entonces, Lacalle Pou 
tenía 41 y Bordaberry, 54). Sin embargo, sus propuestas no lograron 
captar el apoyo masivo de la población más joven,27 sino que recogie-
ron, en cambio, el apoyo mayoritario de votantes contemporáneos a 
Vázquez y Mujica.

Si la modernidad se entiende en el marco del proceso de secula-
rización, y de pasaje de una sociedad de estatus adscriptos a una de 

(17/12/2012), «El proyecto de ley para regular el cultivo y consumo de marihuana»; 
Opción Consultores (29/8/2013), «Motivos de no concurrencia a votar en convocatoria 
a derogación del aborto» (http://www.opcion.com.uy/opinion-publica/?p=508); Cifra 
(20/9/2012), «Los uruguayos y la despenalización del aborto»; Cifra (19/12/2012), «La 
legalización del matrimonio homosexual»; Factum (15/3/2012), «Más de la mitad de 
los uruguayos está a favor de la autorización del matrimonio homosexual».
25  Legado del que el actual PC se ha alejado: en 2012, este partido mandató a sus 
parlamentarios a votar en contra del proyecto de Ley de Interrupción Voluntaria del 
Embarazo, y desestimó así la posición favorable que algunos legisladores colorados 
tenían respecto a la iniciativa.
26  Vázquez tenía 65 años cuando, por vez primera, se hizo cargo de la primera 
magistratura (2005-2010) y 75 años al regresar a dicho puesto (para el período 2015-
2020). Mujica, en tanto, contaba con 74 años cuando asumió como presidente (2010-
2015).
27  En sintonía con esto, Gustavo Leal, quien elaboró una serie de documentos en 
los que analizaba los resultados electorales en el marco del equipo de campaña del 
FA en 2014, expresó que: «Lacalle Pou y su “moderna campaña” no atrajo a los jó-
venes. Logró captar una adhesión muy baja entre los nuevos votantes y también en 
la franja del electorado de 18 a 30 años […] Por primera vez, el FA gana entre los 
jóvenes en cada uno de los diecinueve departamentos del país, incluso en los lugares 
donde globalmente ganó el Partido Nacional» (publicado en el diario El Observador, 
4/11/2014).
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estatus adquiridos, donde la sociabilidad intensa familiar es reem-
plazada por una sociabilidad ampliada con predominio de la imper-
sonalidad, y donde las carreras personales de prestigio y desempeño 
sustituyen al poder e influencia que emanan del estatus familiar, es 
claro que el FA ha representado, frente al viejo sistema clientelista-pa-
trimonial de poder e influencia de los partidos tradicionales, el anhelo 
de modernidad de los más jóvenes.

4.3. EL VOTO DE CLASE: UNA HIPÓTESIS PARA MONTEVIDEO
En los últimos años, han surgido análisis del comportamiento electo-
ral uruguayo que subrayan el peso de las percepciones de los ciudada-
nos respecto al desempeño de la economía y a la gestión del gobierno 
al momento de decidir su voto (Armellini, 2005; Luna, 2002; Selios 
y Vairo, 2010). Asimismo, tras el triunfo de la izquierda en 2005, se 
ha comenzado a estudiar el impacto de la aplicación de programas 
de transferencias monetarias orientadas a los sectores más vulnera-
bles de la sociedad (como el Plan de Atención Nacional a la Emer-
gencia Social [PANES] y su sucesor, el Plan de Equidad) en términos 
de apoyo al gobierno del FA (Manacorda, Miguel y Vigorito, 2009) y 
de probabilidad de reelegir a dicho partido para un próximo período 
gubernamental (Queirolo, 2010, 2014).

En línea con estas investigaciones, y a la luz de la teoría del voto 
económico, Rosario Queirolo (2014) ha analizado los resultados de las 
pasadas elecciones nacionales partiendo de la idea de que los partidos 
uruguayos siempre han sido considerados catch all, que el voto de 
clase no sería una explicación satisfactoria del comportamiento de los 
votantes, y que el voto económico lo explicaría mejor. Como ya fuera 
referido en estas páginas, el voto de clase parece determinante del 
comportamiento electoral en circunscripciones electorales diferencia-
das (como Montevideo) y es lo que amortigua el crecimiento del FA 
que la teoría del voto moderno presume como continuo.

Una de las diferencias más importante respecto al trabajo de Quei-
rolo (2014) radica en que mientras dicha autora trabaja con encuestas 
de opinión pública, este libro y artículos anteriores ya citados sobre el 
tema (Moreira, 2000b, 2005, 2010; Moreira y Delbono, 2016) trabajan 
con comportamiento electoral. Las encuestas miden actitudes, ten-
dencias, preferencias, pero el comportamiento efectivo es la realidad. 
Esta diferencia anticipa un salto epistemológico entre ambas perspec-
tivas que debe ser especialmente señalado.

Los datos electorales de Montevideo, principal distrito electoral 
del país, indican desde hace tiempo una tendencia de clase del voto 
difícil de refutar. En tal sentido, como ya se señalara, la hipótesis del 
voto clasista (Moreira, 2000b, 2005, 2010) da cuenta de los límites 
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que enfrenta el voto moderno del FA y su tendencia de crecimiento, al 
enfrentarse al descreme de los sectores medios altos y altos del resto 
de la población. A saber, su desolidarización en términos relativos con 
las clases medias bajas y los sectores populares.

Durante la campaña electoral de 2014, las desavenencias entre el 
FA y los sectores medios y medios altos estuvieron planteadas en la 
academia (Bottinelli, 2014a, 2014b), en discursos políticos, spots tele-
visivos y redes sociales, y podrían ilustrarse con la polémica surgida 
entre los personajes de Juan Clasemedia,28 votante del PI, y María Cla-
semedia, votante del FA.29

A su vez, a partir de los datos que manejaban las consultoras de 
opinión pública, no faltaron interpretaciones que apuntaran a la difi-
cultad que el FA estaba teniendo para captar la adhesión de parte de 
una clase media y media alta supuestamente molesta con la aplica-
ción de impuestos como el impuesto a la renta de las personas físicas 
(IRPF) e insatisfecha con el desempeño del gobierno en materia de 
seguridad ciudadana o educación.

El análisis de la geografía del voto del FA en Montevideo resulta 
contundente en señalar la tendencia hacia una clara diferenciación 
social del voto. Tal tendencia podría graficarse en la imagen de las 
campañas electorales de los partidos en el territorio: el despliegue pro-
selitista del PN y el PC en la rambla de Montevideo es notoriamente 
superior al que dichos partidos tienen en la periferia suburbana, en 
tanto la presencia del FA en barrios populares de vieja extracción obre-
ra como La Teja y el Cerro puede llegar a resultar casi intimidatoria 

28  El PI lanzó una serie de spots televisivos animados titulados «Las desventuras de 
Juan Clasemedia», cuyo discurso puede sintetizarse en las siguientes líneas: «Hace 
veinte años Juan Clasemedia votaba a los partidos tradicionales. Pero se enojó con 
el clientelismo y la repartija de cargos. En el 2004, Juan Clasemedia votó al Fren-
te Amplio. La economía mejoró, pero lo mataron a impuestos y para su sorpresa 
el clientelismo y la repartija de cargos siguieron lo más campantes». Publicado en 
Montevideo Portal, 30/9/2014. Recuperado de http://www.montevideo.com.uy/auc.
aspx?248391 (consultado en agosto de 2019).
29  En respuesta a la campaña del PI, una joven frenteamplista grabó un video case-
ro de ella misma que rápidamente se viralizó en las redes sociales y en el que expre-
saba lo siguiente: «Hola. Soy María “Clase Media”. Tengo cosas muy parecidas con 
Juan […] Pero, a diferencia de Juan, soy Clase Media de izquierda. ¿Sabés en qué me 
benefició este gobierno? En vivir en un mundo más justo e igualitario. Porque no im-
porto solo yo y lo que me beneficia, sino que miro a mi alrededor y veo que las cosas 
están mejor para los que estuvieron por años postergados. Porque soy hetero, blanca, 
clase media y no fui una prioridad. ¡Qué bien! Ya era hora que le tocara a los más 
vulnerados en sus derechos. Y vos, ¿clase media? ¿Sos o no de izquierda?». Publicado 
en el diario El Observador, 12/10/2014. Recuperado de http://www.elobservador.com.
uy/la-polemica-los-clasemedia-maria-del-frente-vs-juan-del-pi-n289766 (consultado 
en agosto de 2109).
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para militantes de otras colectividades. Esa fotografía se plasmó tanto 
en los comicios nacionales como en los municipales, donde el triunfo 
de los candidatos nacionalistas (por el Partido de la Concertación) 
en los municipios CH (que comprende los centros comunales zonales 
[CCZ] 4 y 5) y E (CCZ 6, 7 y 8), que albergan a los barrios más ricos de 
Montevideo, parece testimoniar esta diferenciación de clase.

El cuadro 6 (al final del capítulo) resume el comportamiento elec-
toral del FA en Montevideo según los dieciocho CCZ en que se ha divi-
dido al departamento. Allí puede observarse que el voto al FA supera 
el 56 % y llega hasta el 69 % en aquellos barrios más pobres (donde la 
pobreza supera el 12 %) con menores niveles de ingreso y donde las 
personas con educación terciaria prácticamente no superan el 10 % de 
la población. La correlación es perfecta. En cambio, en aquellas cir-
cunscripciones donde más de la quinta parte de la población cuenta 
con educación terciaria, donde el ingreso medio del hogar supera los 
50.000 pesos uruguayos y donde la pobreza no llega al 5 %, el porcen-
taje de votos al FA difícilmente supera el 50 %.

En este sentido, la diferenciación social del voto es muy alta en 
Montevideo y ello genera límites a la capacidad de crecimiento del FA. 
Las clases medias altas y altas tienen un importantísimo grado de in-
fluencia en la opinión pública uruguaya y son en gran parte construc-
toras de agenda que las clases medias bajas y los sectores populares. 
El desapego —progresivo— de estos sectores sociales respecto al FA 
puede significarle a dicha fuerza política una limitante a su capacidad 
de propuesta y de llegada. Probablemente, esta diferenciación del voto 
explique mucho sobre el desacople entre el clima de opinión sobre el 
FA y los votos efectivamente obtenidos en cada elección.

El grado de sorpresa que se evidenció en las elecciones de octubre 
de 2014 muestra, en gran parte, que el clima de opinión, fuertemente 
influido por las encuestas de opinión pública y por los medios de co-
municación, es también una construcción simbólica sesgada social-
mente (por la insatisfacción de las clases medias altas y altas). Pero la 
realidad electoral es un poco diferente y el soberano incorpora prefe-
rencias invisibilizadas y con poca capacidad de audiencia pública. En 
tal sentido, lo que evidencia la creciente imprevisibilidad del electora-
do para las encuestadoras no es el resultado del efecto arrastre de últi-
mo momento que altera la elección, sino que las mayorías silenciosas 
son, justamente, eso: mayorías y silenciosas. El clima de opinión que 
revelan las encuestas es una construcción compleja que no necesaria-
mente refleja a la opinión pública en su conjunto, sino que refleja solo 
una parte de ella y, en buena medida, contribuye a construirla.

Los análisis que privilegian el poder explicativo del voto económi-
co, es decir, de factores como la evaluación de la situación económica 
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del país o el recibir transferencias monetarias directas, no deberían 
pasar por alto que en Uruguay las percepciones y evaluaciones es-
tán fuertemente determinadas por variables tales como la ideología y 
la preferencia partidaria. En efecto, cuando gobernaban los partidos 
tradicionales, los votantes frenteamplistas evaluaban negativamente 
la situación del país, al tiempo que se erigían simultáneamente como 
los electores que más valoraban a la democracia y sus instituciones. 
Eran los que alguna vez llamamos genuinos demócratas disconformes 
(Moreira, 2000a). Hacia 2014, sucedía exactamente lo contrario: los 
votantes de los lemas fundacionales, mayoritariamente, percibían el 
desempeño económico como malo y muy malo (Zuasnábar, 2014). La 
ideología y las preferencias político-partidarias son las que determi-
nan la evaluación de la situación y no al revés.

En función de lo antedicho, debemos aclarar que el voto a los par-
tidos en el Uruguay no se distribuye uniformemente ni entre clases, ni 
entre generaciones, ni entre regiones. A su vez, esa radiografía tiene 
como espejo la diferenciación de clase que también se constata en 
las elites políticas, tal como lo indican investigaciones sobre las elites 
parlamentarias en Uruguay (Moreira y Pérez, 2009; Serna, Bottinelli, 
Maneiro y Pérez, 2012). De acuerdo a esos análisis, los legisladores de 
la izquierda se diferencian de los de los de los partidos tradicionales 
tanto en su formación como en sus niveles de ingreso y en su educa-
ción relativa. Esto sucede también en filas del Partido de los Traba-
jadores (PT) en Brasil, con el Partido Socialista (PS) de Chile, con el 
Movimiento al Socialismo en Bolivia (MAS) y con el Partido Socialista 
Unido de Venezuela (PSUV) (Moreira y Pérez, 2009).

Puede afirmarse entonces que existe diferenciación social del voto 
y diferenciación social de las elites y que el FA, al igual que el PT 
en Brasil o que el MAS en Bolivia, es un partido diferenciado social-
mente. Es su diferenciación la que le da un estatus particular en el 
sistema de partidos uruguayo, y esta misma diferenciación puede, en 
contextos hostiles (de retracción económica, alta crispación política, 
fuerte judicialización de partidos y personas, expectativas económicas 
decrecientes y ascenso social reciente, y efecto contexto o dominó), 
dar cuenta de un fracaso electoral.

5. EL FUTURO LLEGÓ… HACE RATO
Después de tres gobiernos nacionales del FA, el viejo sistema de par-
tidos también da señales de agotamiento. El PC, responsable de la 
modernización del Uruguay del siglo XX y también del golpe de Esta-
do de 1973, muestra señales de agotamiento luego de quince años de 
oscilar entre el 10% y el 18% de los votos. El PN, con fuerte arraigo 
en el interior del país, de corte confesional y conservador, retiene el 
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30 % de los votos. Actualmente, su liderazgo más sobresaliente conti-
núa siendo el del hijo de quien fuera presidente de la República en la 
primera mitad de la década de los noventa, fiel representante del sec-
tor empresarial y con fuerte anclaje en los medios de comunicación. 
Pero la aparición de figuras nuevas como Juan Sartori, empresario 
ajeno al escenario político uruguayo (que nunca había votado en el 
país) y dueño de una considerable fortuna que lo ha hecho escalar 
rápidamente posiciones por encima de viejas figuras con acumulación 
política propia (Jorge Larrañaga, Enrique Antía) o figuras emergen-
tes como promesa de renovación (Verónica Alonso), muestra que allí 
también hay un escenario de delicuescencia de las viejas identidades 
partidarias que tiene que ser analizado cuidadosamente. Y que el di-
nero puede «comprar» política… también en Uruguay. O, al menos, 
visibilidad pública y, sin duda, apoyos locales.

Por su parte, si bien al momento de escribir estas líneas su futuro 
en las urnas resulta una incógnita, la aparición del PdG como un nue-
vo partido político en el espacio de la derecha, con un líder que pro-
viene de las capas empresariales, estaría reforzando la fragmentación, 
de la mano de otras expresiones partidarias que plantean una orienta-
ción ambientalista (PERI y PVA), así como de otras fuerzas políticas 
ya instaladas (PI, UP). Asimismo, la incursión de militares retirados 
en la política partidaria con la creación de CA irrumpe como una no-
vedad y amenaza con colocar en el Parlamento a un partido militar 
dirigido por el ex comandante en jefe del ejército, Guido Manini Ríos.

Así, a escala uruguaya y en forma más amortiguada que sus ve-
cinos, el país va rumbo a transformarse en un sistema de partidos 
fragmentado, con una presencia no menor de outsiders entre sus cua-
dros partidarios. En su defecto, la apelación a viejas figuras del orden 
político de la segunda ola, como Julio M. Sanguinetti, para «salvar» al 
PC nos habla, más allá del gesto netamente restaurador, de una cierta 
ansiedad en el sistema político por mantener enhiesta la partidocracia 
heredada del pasado.

La fragmentación se produce, además, en un cuadro en que el FA 
aumenta su número de sectores relativos, con la implosión de algunos 
grupos, como la lista 711 del exvicepresidente Sendic, y la aparición 
de otros agrupamientos, como fuera dicho. El hecho de que se hayan 
presentado tres precandidaturas a las elecciones internas de 2019, 
cuando en el pasado este número nunca pasó de tres y en general fue 
de dos, también da cuenta de ello.

La pérdida momentánea de la mayoría parlamentaria que experi-
mentó la tercera administración frenteamplista a manos de un dipu-
tado «disidente» (el diputado Gonzalo Mujica, que hoy engrosa las 
filas del PN) y la negativa de votar ciertos proyectos o artículos de 
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proyectos de ley por parte de otros legisladores oficialistas díscolos 
dan cuenta de los problemas de gobernabilidad que ha enfrentado el 
FA y que aquejarán a la propia democracia uruguaya en este escenario 
de pulverización política. Este fenómeno fue determinante en la crisis 
del PT y en el impeachment contra Dilma: la fragmentación del arco de 
sus alianzas volvió literalmente ingobernable al Congreso, responsa-
ble primerísimo de la caótica situación que ha vivido Brasil en la peor 
crisis del último medio siglo.

Las elecciones nacionales de 2019 presentan un escenario incierto. 
El gráfico 6 (al final del capítulo) ilustra la última actualización de la 
intención de voto de cara a los comicios del 27 octubre de 2019, según 
las principales encuestadoras del país, al momento de escribir este 
libro.

Aunque el FA continuará siendo el partido mayor del sistema, 
parece altamente improbable que obtenga mayorías parlamentarias 
propias, y su suerte electoral en una segunda ronda dependerá mu-
chísimo de los votos que acumule en la primera vuelta y muy poco 
de las alianzas que consiga entre octubre y noviembre (cuando solo 
podrá esperar el apoyo de partidos menores del sistema). Dependerá, 
sin duda, de un factor inasible en la cultura política uruguaya que 
es el estado de la opinión pública con relación a la confianza que le 
inspiran los partidos políticos. También, sin duda, allí tendrá un peso 
considerable el miedo del uruguayo conservador a perder la seguridad 
política que el FA ha proporcionado en el marco de la gobernabilidad 
que ha ostentado a lo largo de estos quince años, y de la buena perfor-
mance económica exhibida.

En este contexto, el próximo gobierno deberá construir mayorías 
legislativas propias a base de acuerdos de dos o más partidos. La opo-
sición ha sido una tenaz crítica y fiscalizadora de los gobiernos del 
FA, pero carece de iniciativas o propuestas programáticas atractivas. 
Asimismo, su y es difícil construir la capacidad para gobernar sobre 
la base de un partido mayor (pero altamente fraccionado) y dos o 
tres partidos pequeños. Claramente, la vuelta de Sanguinetti, el gran 
artífice de los presidencialismos de coalición, está vinculada a esto 
y resuena como una recordación de las estrategias del pasado. Pero 
el PC ya no es lo que era, el PN aún sigue siendo el segundo lema en 
intención de voto (aunque con la incursión de outsiders en su interior) 
y los restantes partidos son muy pequeños y pueden ejercer poder de 
veto en la coalición de cualquier gobierno que surja.

En estas circunstancias, Uruguay volverá a acuerdos coalicionales 
para gobernar, y aquellos que hoy echan de menos la falta de mayorías 
parlamentarias sufrirán cuando perciban las enormes complejidades 
que tendrá el próximo sistema de partidos para construir un gobierno 
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coherente, con capacidad de acción, con liderazgo y con mecanismos 
que le permitan superar los bloqueos a que un sistema de alta polari-
zación como el nuestro conduce.

6. EL ARMADO DE GOBIERNO: TÉCNICOS, BURÓCRATAS  
Y POLÍTICOS EN LOS GOBIERNOS DE LA IZQUIERDA
En su estudio sobre la cultura política de las elites políticas y burocrá-
ticas de alto nivel (ministros, alta burocracia pública y parlamenta-
rios), Aberbach, Putnam y Rockman (1981) presentan una interesante 
descripción, a partir del paradigma weberiano clásico, sobre la forma 
en la que burócratas y políticos moldean la política pública.

Según el paradigma weberiano puro, los políticos hacen política y 
los burócratas administran; es decir, los políticos toman decisiones y 
los burócratas las implementan. En una visión más intermedia, en rea-
lidad, los dos tipos de actores se involucran en política: los burócratas 
ponen el conocimiento y los políticos disponibilizan valores e intere-
ses. En una tercera visión, los dos se involucran en el policy making y 
en la política, pero los políticos organizan intereses difusos y amplios 
de ciudadanos desorganizados, mientras que los burócratas atienden 
al interés focalizado de clientelas específicas. En esta visión, los polí-
ticos aparecen como apasionados, idealistas, ideológicos, en tanto los 
burócratas se muestran más pragmáticos, desapasionados y de centro 
en el eje izquierda-derecha. Mientras los políticos buscan publicidad, 
los burócratas prefieren decidir tras bambalinas, adoptan ajustes in-
crementales y mantienen el equilibrio de las políticas. Finalmente, en 
el híbrido puro existe una altísima politización de la burocracia y, al 
mismo tiempo, una altísima burocratización de la política.

El citado estudio muestra que hay una división del trabajo y una 
cultura política diferencial, moldeada por la distinta inserción que 
políticos y burócratas tienen en el Estado. Así, los políticos se ven a 
sí mismos orientados a la política partidaria, a la representación de 
grupos políticos y a la lucha por causas en mucho mayor medida que 
los burócratas. Los burócratas, por el contrario, se ven como apli-
cadores del conocimiento técnico, orientados a la solución de pro-
blemas, con poco eco entre los políticos, que privilegian la función 
representacional y de defensa de intereses. Pero es claro que los buró-
cratas no tienen que pasar el test de los votos y, por consiguiente, no se 
sienten responsables políticamente como sí se sienten todos aquellos 
que disputan preferencias ante el electorado. En todo caso, los buró-
cratas se sienten más responsables por la reconciliación de intereses 
específicos.

La relación entre izquierda y derecha y políticos y burócratas es 
compleja, pero existe. Aberbach, Putnam y Rockman (1981) evidencian 
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que, dado el origen social y el estatus presente (la alta burocracia pú-
blica tiene un nivel educativo muy superior al de los parlamentarios), 
los burócratas tienden a defender el orden social y a rechazar las po-
líticas que tienden a alterarlo. Como grupo, están a la derecha de los 
políticos, al menos de aquellos reformistas que pretenden transforma-
ciones importantes y tienden al centro ideológico.

La dimensión izquierda-derecha correlaciona con estas culturas 
políticas diferenciales entre políticos y burócratas. La polarización de 
los políticos (y la búsqueda del centro de los burócratas) y la búsqueda 
de una visión omnicomprensiva del mundo (y la visión más inductiva 
e incrementalista de los burócratas) acercan más a los políticos a la 
cultura política de la izquierda y a los burócratas a la cultura política 
de la derecha. Pero los políticos de ambos lados del espectro, a su 
vez, se diferencian fuertemente, y no solo en Uruguay. Los políticos 
de izquierda tienden a enfatizar la justicia social y el ideal de una 
sociedad igualitaria, y creen en la posibilidad de hacer grandes refor-
mas estructurales en pro de su ideal. Los políticos de derecha, por el 
contrario, defienden más el statu quo, enfatizan los valores de libertad 
(en términos de ideologías pro mercado), de seguridad y de autoridad.

Para los políticos de izquierda, el conflicto es más visible y más 
aceptado que para los burócratas, preocupados por la gobernabilidad. 
El conflicto está relacionado con las clases sociales y exige un enfoque 
pluralista de la vida política, al tiempo que un mayor involucramien-
to ciudadano. Los políticos de derecha tienden a ver el mundo y su 
trabajo en términos de gobernanza, buscan una administración res-
ponsable (y tildan a los izquierdistas de populistas e irresponsables) y 
desconfían de los grupos de presión organizados.

En síntesis, señalan los autores, mientras que los políticos de iz-
quierda son políticos por naturaleza, los políticos de derecha se asi-
milan más a «buenos administradores». Cada uno define el proceso 
político en sus términos.

En un análisis ulterior sobre la dimensión pluralista de la cultura 
política (que involucra apoyo a la libertad política y a la oposición po-
lítica) y la dimensión populista (apoyo a la igualdad política y a la par-
ticipación), los autores concluyen —contradictoriamente con lo que 
aparece en muchos discursos— que el pluralismo y el populismo están 
profundamente imbricados. La libertad política y la igualdad política 
se refuerzan mutuamente. Los políticos tienden a ser al mismo tiempo 
más populistas y pluralistas; por el contrario, los burócratas pueden 
ser moderadamente pluralistas, pero decididamente antipopulistas; 
aunque pueden ser defensores de la libertad de expresión y de la com-
petencia política, son muy escépticos respecto a una participación po-
lítica ampliada de las masas.
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En Uruguay, la llegada del FA al gobierno hizo irrumpir con fuerza 
el debate entre políticos y burócratas, entre técnicos y cuadros políti-
cos, y las acusaciones de politizar el Estado de blancos y colorados se 
hicieron sentir a lo largo de esta década y media.

Los partidos de la oposición ensayaron un doble discurso. Por un 
lado, se opusieron fuertemente a la entrada de cuadros políticos en 
algunos ministerios30 y, asimismo, en la defensa de una burocracia 
de carrera, hicieron oír sus críticas por la designación de adscriptos 
y cargos de confianza en todos los ministerios,31 o por la designación 
de cuadros políticos con escasa preparación técnica en organismos 
del Estado. Por otro lado, reclamaron duramente por sus cargos po-
líticos en los órganos de gobierno —más allá de sus conocimientos 
técnicos— y se resistieron, una y otra vez, a la designación de repre-
sentantes sociales (trabajadores y usuarios) en entes autónomos (EA) 
y servicios descentralizados (SD).32

La defensa de la partidocracia en la conducción de la educación, 
por oposición a la participación de los docentes en esta, ha sido un 
buen ejemplo de hasta qué punto se verifica una ambigüedad esencial 
en el discurso de los políticos, producto de su condición (y, por tanto, 
de defensores de la partidocracia) y, al mismo tiempo, conservadores 
(y, por tanto, defensores de la administración no politizada de la cosa 
pública).

La izquierda uruguaya no fue ambigua en esto. Una vez en el go-
bierno, regularizó los contratos al interior del Estado y fijó reglas 
claras que pusieron serios límites al clientelismo, a la contratación 
directa y a la discrecionalidad de los jerarcas, al tiempo que dejó en 
claro sus preferencias por una conducción política del Estado y que 
privilegió la participación social institucionalizada en las políticas pú-
blicas (el lado populista de la administración, al decir de Aberbach, 
Putnam y Rockman, 1981). Pero, también, se vio obligada a hacer 
dos procesos simultáneamente: por un lado, desclientelizar el Estado, 
formalizar procedimientos y acabar con las designaciones a dedo y, 
por el otro, a nombrar funcionarios públicos de confianza política en 

30  La discusión por las venias políticas de embajadores que no revestían un rango 
funcional en la Cancillería fue permanente en los últimos dos períodos de gobierno 
y, en algunos casos, la oposición se rehusó a votarlas (por ejemplo, la nominación de 
Rosario Portell para la embajada de Vietnam).
31  En la ley de presupuesto votada en el año 2010 se incorporó la figura de los 
adscriptos como cargos políticos adjuntos a los ministros. Ello ocasionó variadas 
críticas por parte de la oposición.
32  Hubo intensos debates en ocasión de votar las venias de los representantes de 
usuarios y trabajadores en ASSE; la oposición se opuso a estas representaciones y 
reivindicó un control puramente político.
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ministerios que le eran ajenos y donde no había participado en su 
conducción durante décadas.

6.1. LOS DILEMAS DE BUROCRACIA Y POLÍTICA  
AL INICIO DE LOS GOBIERNOS DEL FA
En una encuesta realizada para el Informe de desarrollo humano en 
Uruguay 2008 (Moreira, Rivero y Di Bello, 2008), se preguntó a los en-
trevistados cuáles eran los factores que incidían para tener «éxito» en 
la vida. En una lista de opciones, entre factores tales como el esfuerzo 
personal, el origen social y la formación universitaria, se incluyó el 
tener contactos. Cerca de un 10 % de los entrevistados eligieron esta 
opción. Esto, claramente, reflejaba la construcción de la sociedad uru-
guaya a lo largo del siglo XX, donde el tener contactos era la forma 
de acceder a distinto tipo de bienes, entre ellos, los bienes públicos. 
El trabajo de Germán Rama El club político (1971) ilustra claramente 
estas funciones secundarias del Estado, en el cual hacer un trámite 
jubilatorio o acceder a un servicio de telefonía fija pasaban, a menu-
do, por una intrincada red de clientelas que tenían su asiento en los 
propios clubes políticos.

No obstante, el Estado uruguayo, a diferencia de lo que ocurre en 
buena parte de los países de la región, logró consolidar una estructura 
estable de funcionariado público y una burocracia con arreglo a nor-
mas y procedimientos. Ello, habida cuenta de los impulsos estatistas 
del primer batllismo, que montaron una institucionalidad pública de 
gran porte. Aun así, el clientelismo político fue la tónica de un país en 
el cual el Estado fue una de las bases principales de reproducción de 
los partidos políticos.

El diagnóstico sobre el clientelismo del Estado uruguayo, presente 
en buena parte de la literatura crítica de los años sesenta, no dio como 
resultado, sin embargo, su desaparición. Las lógicas estatales de retri-
bución particularista respecto tanto a individuos como a grupos (en 
especial, partidos políticos o sectores de estos) continuaron operando. 
De hecho, los caminos que se ensayaron para la reforma del Estado a 
la salida de la dictadura tomaron otro rumbo caracterizado por otros 
objetivos y otras convicciones. 

Una de estas convicciones fue que el Estado uruguayo era dema-
siado «grande», con la casi exclusiva referencia a su número de fun-
cionarios (más que a sus funciones o tareas). Así, a diez años de la 
transición democrática y en la ley de presupuesto del año 1995, se in-
cluyó una normativa específica que impedía el ingreso de nuevos fun-
cionarios al Estado. Esta fue dictada en el entendido de que el Estado 
era demasiado grande (tenía más funcionarios de los que precisaba 
y hacía más cosas de las que debía hacer), pero fue impuesta con el 
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indisimulado objetivo de controlar el déficit público. El resultado, sin 
embargo, no fue exactamente el esperado, más allá de que las metas 
de contención del déficit se cumplieron y que el aumento del gasto 
público estuvo determinado por otras variables (como el aumento del 
gasto en seguridad social). Y no lo fue porque, aunque ya no se presu-
puestaron más funcionarios, se siguieron incorporando vía contratos 
de muy disímil normativa y formato. Estudios disponibles a finales 
de los años noventa indicaban que solo seis de cada diez funcionarios 
del Estado eran funcionarios presupuestados. Una proporción muy 
importante trabajaban en el Estado con diversos regímenes contrac-
tuales que no se regían por la normativa propia de la carrera admi-
nistrativa del funcionario público. La selección de contratados dejó 
lugar a un grado de discrecionalidad muy importante para el gobierno 
de turno o las simpatías de quienes manejaban los programas. Y los 
dos sistemas comenzaron a funcionar con lógicas análogas. Así, la ley 
tendió a crear y reforzar una estructura paralela a la estructura del 
Estado.

Cuando el FA asumió el gobierno, lo primero que hizo fue dero-
gar la norma que impedía la presupuestación de nuevos funcionarios 
públicos. Al mismo tiempo, comenzó a regularizar la situación de los 
presupuestados. Además, una oficina prácticamente desmantelada 
durante décadas, como la Oficina Nacional de Servicio Civil (ONSC), 
fue jerarquizada y prácticamente universalizó el acceso al Estado por 
la vía del concurso en toda la Administración Central. Sin embargo, la 
lógica de las contrataciones, con una discrecionalidad política eviden-
te, sigue estando presente.

Existieron y existen en la izquierda grandes tensiones y debates so-
bre qué hacer con el Estado: existen una práctica y una inercia que, en 
muchos casos, ha continuado, pero también una voluntad política de 
transformación muy importante. La izquierda, como muestran los es-
tudios de Aberbach, Putnam y Rockman (1981), fue muy crítica con la 
«autonomía» de las burocracias, pero muchas veces pecó por exceso, 
simplemente convencida de que el Estado no funcionaba. Al modelo 
de autonomía burocrática se debe oponer el modelo de una burocra-
cia al servicio de la política, al servicio de los gobiernos elegidos, lo 
suficientemente maleable o flexible como para funcionar como una 
maquinaria adecuada a lo que políticos y ciudadanos quieren. Cuanto 
más autónoma sea la burocracia respecto de la política, más se opon-
drá a la realización de cualquier programa de transformaciones, en 
especial, del propio Estado. Un político puede intentar poner en ac-
ción ciertos programas y la burocracia resistir tenazmente (y ganar).

Es que la burocracia no está al servicio de dictámenes políticos, 
sino de dos objetivos últimos: proporcionar los servicios públicos que 
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son necesarios para que el sistema se sostenga y reproducirse a sí mis-
ma. Las burocracias se oponen tenazmente a los cambios, es verdad. 
Pero al mismo tiempo, y más para los países de América Latina, cuan-
do existen y funcionan como tales (y no como meras redes clientelares 
de apoyo a amigos o grupos) son las únicas capaces de amortiguar 
el impacto más negativo de la política, a saber: la tendencia de cada 
grupo o partido que llega al gobierno a querer desmantelarlo todo y 
empezar de nuevo.

Más allá de la defensa genérica del Estado que hace la izquierda 
(que no es poca cosa), faltó una filosofía pública con relación a la 
burocracia y un análisis más afinado de las relaciones entre gobierno 
(poder político) y Estado (burocracia). Más acá o más allá de la dis-
cusión sobre cuánta burocracia y cuánta política, lo cierto es que no 
hay Estado sin burocracia. Y, sin duda, lo mejor sería que al Estado 
pudiera accederse «sin contactos».

¿Cuánto avanzó la izquierda en la desburocratización del Estado 
y cuánto fue devorada por él? ¿Cuánto avanzó el FA en las reglas de 
universalización del acceso a los cargos públicos y cuánto cedió a 
la pura politización de funciones que debieron haber sido técnicas? 
¿Qué deja la izquierda en términos de la transformación del Estado? 
Un análisis de algunos números puede arrojar un poco de luz sobre 
esta controversia.

6.2. CON LOS NÚMEROS A LA VISTA: CARGOS DE CONFIANZA EN EL FA
Citando a Bottinelli (2017): «en la década de los años cincuenta del 
siglo pasado casi no había cargos de confianza. [Estos] comienzan 
tímidamente a desarrollarse con el primer gran cambio de partido de 
gobierno, es decir, con el ascenso del Partido Nacional en desplaza-
miento del Partido Colorado […] [a partir de una] lógica indiscutida: 
el grueso de la administración pública estaba colonizada por el colo-
radismo, ergo solo a través de cargos de confianza el nacionalismo 
podía tomar el mango de la administración. Previamente, fundamen-
talmente a partir de los años treinta, viene la expansión de directores 
en los entes autónomos y servicios descentralizados».

Este autor también señala que los cargos de confianza, inicialmen-
te, solo se utilizaban para el escalafón más alto de los ministerios (el 
director general de secretaría), pero que con el tiempo esto se extendió 
a otros escalafones, como las direcciones de división. En definitiva, 
expresa que: «luego de la restauración democrática vino una gene-
ralización de los cargos de confianza en la Administración Central, 
el número de ministerios pasó a 13 y se desarrolló una telaraña es-
tructural en la OPP, no solo a nivel de direcciones, sino de contratos 
financiados por organismos internacionales [como] el Programa de 



Constanza Moreira



Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). […]. En realidad, se re-
cogió lo estructurado al respecto por el régimen militar y se perfeccio-
nó» (Bottinelli, 2017).

Bottinelli señala que, más allá de la Administración Central, los 
cargos de confianza también proliferaron en las empresas privadas 
de origen estatal y se ampliaron en la Corte Electoral y en el Poder 
Legislativo (aunque cuando el FA conquistó la mayoría parlamentaria 
impuso la lógica del concurso también allí).

La jerarquización de la ONSC tras el ascenso del FA redundó, entre 
otras cosas, en la posibilidad que existe hoy de disponer de toda esa 
información, ya que dicha oficina tiene la obligación legal de incluir 
anualmente un informe del número de vínculos laborales con el Esta-
do en la Rendición de Cuentas o en el Presupuesto, según sea el caso.

Hoy en día, los llamados cargos políticos son 30 y corresponden 
a los ministros, subsecretarios y a 4 cargos con rango ministerial de 
Presidencia. Los denominados cargos de particular confianza (s/artí-
culo 126 de TOFUP) son 200 y corresponden a los directores generales 
de secretaría, demás directores de áreas y responsables de secretarías 
de Presidencia. Finalmente, están los adscriptos habilitados  (por el 
artículo 58 de la Ley n.° 18.719), que son alrededor de 100 cargos más.

Menos de 400 cargos de confianza en un total aproximado de 
280.000 vínculos laborales con el Estado parece un número menor. 
Sin embargo, esto no tiene en cuenta los pases en comisión, los con-
tratos realizados por organismos como el PNUD, etcétera. Al mismo 
tiempo, la propia ONSC ha indicado que en los gobiernos departa-
mentales más de la mitad de los funcionarios contratados lo son por 
designación directa y sin mediar un concurso público.

El cuadro 7 (al final del capítulo) muestra los adscriptos a los mi-
nisterios, como cargos de confianza de tipificación reciente. Los nú-
meros allí detallados ilustran, además, que en la distribución de los 
cargos de confianza hay un alto predominio de mujeres sobre hom-
bres (aun en las carteras habitualmente asociadas a las mujeres) y 
de veteranos sobre jóvenes. Las retribuciones promedio rondan los 
70.000 pesos, con máximos superiores en el Ministerio de Economía 
y Finanzas (MEF), en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
(MTOP) y en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente (MVOTMA).

6.3. TÉCNICOS Y POLÍTICOS EN LOS ARMADOS DE GOBIERNO
Tras la llegada del FA al gobierno, para muchos quedó la sensación de 
que, lejos de ser gobernados por una tecnocracia eficiente (una moda 
de los años noventa), pasaríamos a estar en el propio dominio de la 
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política. ¿Qué pasaría con los técnicos? ¿Qué lugar tendrían en este 
armado de gobierno?

Con el arribo de Mujica a la Presidencia dicha sensación se acen-
tuó. Y aunque el propio Mujica hizo una importante negociación in-
tragrupos en la cual se preocupó de repartir equitativamente los car-
gos adjudicados al FA (con relación al número de votos de cada grupo 
de la fuerza política), el hecho de que el presidente perteneciera al 
sector frenteamplista más grande abonaba la sensación de amenaza 
de una «invasión MPP» al Estado. La proporcionalidad entre técni-
cos y políticos, entre idóneos y «militantes» y entre distintos grupos 
y fracciones del FA estuvo presente en innumerables análisis desde 
entonces.

Los datos disponibles sobre la integración de los gabinetes de los 
tres períodos no avalan la idea de una invasión de políticos y un re-
troceso de técnicos. Tampoco hay evidencia de sectores del FA que 
ostenten una especial tecnofilia o, por su defecto, tecnofobia, más allá 
de los discursos.

El primer gabinete de Vázquez contaba con once designaciones de 
carácter estrictamente político, el de Mujica con diez y el segundo de 
Vázquez con doce (cuadro 8). Los políticos que además eran técnicos 
(o, eventualmente, los técnicos con cierta trayectoria política) suma-
ban nueve a comienzos del primer gobierno frenteamplista, siete en 
el de Mujica y diez en la segunda administración de Vázquez. En el 
gabinete inaugural de Mujica las designaciones propiamente técnicas 
(nueve) superaron claramente a las de ambos gobiernos de Vázquez 
(cuatro en su primer período y cuatro en el segundo).

Cuadro 8. Técnicos y políticos en los gabinetes 
 de Vázquez I, Mujica y Vázquez II

Integración del gabinete (primeras designaciones) 2004 2010 2015

Predominantemente político/a que además es técnico/a 9 7 10

Predominantemente político/a 11 10 12

Predominantemente técnico/a 4 9 4

Otros (empresarios) 2 0 0

Total de cargos (ministros/as + subsecretarios/as) 26 26 26

Fuente: Elaboración propia.

En los directorios de EA y SD donde se integró a la oposición en 
la administración de Mujica y en la segunda de Vázquez, la mezcla de 
técnicos y políticos no diferencia a la izquierda de los partidos tradi-
cionales en el sentido esperado (cuadro 9).
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Durante el gobierno de Mujica, el personal aportado por el PN fue 
responsable por el mayor número de designaciones de personas sin 
experiencia o formación en el área específica de nombramiento. De 
los 37 cargos relevados para los directorios de 10 EA,33 24 correspon-
dieron al FA, 8 al PN, 4 al PC y 1 al PI. Del total de los cargos del FA, 
5 fueron estrictamente técnicos (contaban con experiencia y capaci-
tación específica en el área de referencia), 18 tenían experiencia en la 
institución (varios de ellos, además, se habían desempeñado previa-
mente como técnicos) y solo 1 no contaba con experiencia institucio-
nal ni con idoneidad técnica.34 En el PN, de los 8 cargos, en 3 de ellos 
las personas no tenían idoneidad o experiencia específica en el área 
de referencia, 3 eran técnicos y 2 disponían de experiencia institucio-
nal. En el PC, 1 de los cargos era técnico y los 3 restantes mostraban 
experiencia en el área. En el caso del cargo de director asignado al PI, 
la persona nominada contaba con formación y antecedentes laborales 
para el ente donde pasó a desempeñarse.

Las primeras designaciones realizadas en la segunda administra-
ción de Vázquez dan cuenta de un panorama algo distinto en lo que 
respecta a la idoneidad de los cargos de los partidos tradicionales: esta 
vez fueron los colorados los que menos apelaron a figuras técnicas o 
con experiencia en el rubro respectivo. De los 37 cargos analizados, 29 
correspondieron al FA, 4 al PN y 4 al PC.35 Solo dos integrantes fren-
teamplistas no contaban con capacitación específica o experiencia 
para los puestos a los que fueron nominados, los restantes 27 dispo-
nían de expertise y/o antecedentes en los entes correspondientes (algu-
nos de ellos renovaron sus cargos asumidos en el período de gobierno 
anterior).36 Los directores blancos, por su parte, se dividieron entre 

33  Los 10 EA y 37 cargos relevados corresponden a las primeras designaciones en: 
ANCAP (5 miembros en el directorio); AFE (3); BCU (3); BHU (3); BPS (4 cargos 
políticos en el directorio); BROU (5); BSE (3); CODICEN (3 cargos políticos en el 
directorio); INC (3); UTE (5). A los efectos de realizar una comparación estricta entre 
las nominaciones inaugurales de los dos gobiernos analizados, se definió excluir la 
composición del directorio de la ex-PLUNA, que dejó de existir durante el presente 
período de gobierno.
34  La identificación por sectores arroja una dispersión considerable, aunque debe 
tomarse en cuenta que la información disponible solo toma como integrante de un 
sector a quien explícitamente lo es, no a quien haya sido «nominado» por un sector 
sin tener un vínculo orgánico con este. Los datos muestran que, de los 24 cargos del 
FA, la mayoría de los grupos solo se llevaron un cargo (MPP, AU, AP, Cap-L, NE, PCU, 
711); el PS obtuvo dos. El resto corresponde a nombres independientes (si bien, tres 
de ellos expresaban afinidad con el FLS) o respecto a los cuales se carecen datos de 
filiación sectorial.
35  La UP declinó participar en cargos de entes y servicios.
36  La distribución de estos cargos al interior de la fuerza política gobernante fue 
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dos nombres básicamente «de confianza», sin credenciales específicas 
para los entes en cuestión, y dos nombres con idoneidad o experiencia 
propiamente dicha. En el caso del PC, los nombres designados conta-
ban mayoritariamente con experiencia legislativa a nivel nacional y/o 
subnacional, combinadas, en algunos casos, con trayectorias labora-
les en el ámbito privado. Uno de los directores había ocupado cargos 
de dirección en la Intendencia de Montevideo, durante el gobierno 
capitalino del PC, en los años ochenta, y un cargo de subsecretario 
en el gobierno nacional del PN, en los noventa, pero ninguno de estos 
cuatro nuevos directores acreditaba formación específica en los cam-
pos de designación, ni trayectoria en los entes respectivos.

Cuadro 9. Distribución y perfil de los cargos políticos en los EA  
al comienzo de los gobiernos de Mujica (2010) y Vázquez (2015)

Gobierno de Mujica (2010) Gobierno de Vázquez II (2015)

Nombramientos 
idóneos 

Nombramientos 
no idóneos Total Nombramientos 

idóneos 
Nombramientos 

no idóneos Total 

FA 23 1 24 27 2 29

PN 5 3 8 2 2 4

PC 4 0 4 0 4 4

PI 1 0 1 0 0 0

Total 33 4 37 29 8 37

Fuente: Elaboración propia a partir de información extraída de las venias de desig-
nación de estos cargos votadas en CSS.

En cuanto al perfil de idoneidad o no idoneidad, no es muy distinta 
la composición inicial de los 21 cargos en los directorios de los 7 SD 
relevados37 (cuadro 10).

Tales cargos se distribuyeron de la siguiente forma durante la ad-
ministración de Mujica: 15 cargos para el FA, 5 para el PN, 1 para el 

la siguiente: el FLS obtuvo 6 cargos (más el de una figura allegada a AU, el sector 
del ministro Astori); la lista 711, 3 (más el de un director cercano al entonces vice-
presidente Sendic, líder de dicho grupo); el MPP, 3 (más el de un representante de 
confianza del exministro Andrés Berterreche, referente de dicho sector); el PCU, 2 y 
el PS, 1. Se constataron dos nominaciones de frenteamplistas independientes; para el 
resto de los cargos se carece de información sobre filiación sectorial.
37  Los 7 SD y 21 cargos relevados corresponden a las primeras designaciones en: 
ANP (3 miembros en el directorio); ANC (3); ANTEL (4); ASSE (cargos políticos en el 
directorio); INAU (3); OSE (3) y ANV (3). A los efectos de realizar una comparación 
estricta entre las nominaciones inaugurales de los dos gobiernos analizados, se de-
finió excluir la composición del directorio de INUMET, institución creada como SD 
durante el presente período de gobierno.
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PC y 1 para el PI. De los nombres del FA, 12 correspondían a técnicos, 
2 (pertenecientes a distintos sectores) no tenían trayectoria en el ru-
bro ni idoneidad específica y 1 contaba con experiencia en la institu-
ción.38 En el PN, en un director se verificaba competencia técnica en 
la materia, en otro, formación relacionada con el servicio en el que 
fue designado, mientras que en los restantes tres nombres no se evi-
denció idoneidad técnica específica. Los cargos del PC y del PI fueron, 
respectivamente, 1 sin experiencia en el área y 1 técnico especializado.

En lo que respecta a la segunda gestión de Vázquez, 15 cargos fue-
ron asignados al FA, 4 al PN, 1 al PC y 1 al PI. La totalidad de las 
nominaciones frenteamplistas tenían, o bien formación técnica y ex-
pertise en el área, o bien trayectoria institucional en el servicio (nue-
vamente, se cuentan casos de integrantes de directorio que se habían 
desempeñado durante la administración anterior y que continuaron 
en funciones tras el cambio de gobierno).39 Por su parte, tres de los 
directores nacionalistas contaban con experiencia técnica o institu-
cional para los puestos en los que fueron asignados, al tiempo que uno 
no manifestaba idoneidad para la función. Los cargos del PC y al PI, 
al igual que en el período anterior, correspondieron a un nombre sin 
experiencia en el área y a un técnico especializado con antecedentes 
en el directorio del servicio en el que fue confirmado.

Cuadro 10. Distribución y perfil de los cargos políticos en los SD al comienzo 
de los gobiernos de Mujica (2010) y Vázquez (2015)

Gobierno de Mujica (2010) Gobierno de Vázquez II (2015)

Nombramientos 
idóneos 

Nombramientos 
no idóneos Total Nombramientos 

idóneos 
Nombramientos 

no idóneos Total 

FA 12 2 14 15 0 15

PN 1 4 5 3 1 4

PC 0 1 1 0 1 1

PI 1 0 1 1 0 1

Total 14 7 21 19 2 21

Fuente: Elaboración propia a partir de información extraída de las venias de desig-
nación de estos cargos votadas en CSS.

38  Aquí, la participación del MPP aumentó: obtuvo cuatro cargos, en tanto la ma-
yoría del resto de los grupos (PS, NE, VA, Cap-L) recibieron uno. El resto de los in-
tegrantes de directorio correspondieron a figuras independientes o sin sectorización 
en el FA identificada.
39  De los cargos del FA para los directorios de los SD, cinco correspondieron al 
MPP (más una nominación para una figura de confianza de la exministra Carolina 
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En síntesis: más allá del discurso de defensa de la gestión por en-
cima de ideologías que caracteriza la posición de los partidos de cen-
troderecha en Uruguay y de la oposición en general, el criterio que 
ha primado, al menos en sus designaciones políticas, no ha sido ne-
cesariamente el técnico. El PN fue el responsable, en el momento de 
máxima apertura de cargos de gobierno a la oposición, durante la pre-
sidencia de Mujica, de la mayor proporción de nominaciones sin ido-
neidad técnica. Y el PC hizo lo propio durante la segunda gestión de 
Vázquez. Así, aunque en el discurso y en el posicionamiento simbólico 
las diferencias políticas entre izquierda y derecha siguen la caracteri-
zación de Aberbach, Putnam y Rockman (1981), en la práctica, triunfa 
la política de reproducción de las fracciones y los partidos con base en 
los recursos del Estado, y el clientelismo en el desarrollo de la política 
local. De acuerdo a datos de la Oficina Nacional de Servicio Civil, más 
del 40 % de las contrataciones en los gobiernos departamentales que 
controla la oposición son designaciones directas). La izquierda, con 
un discurso y una práctica de apoyo a «la política» dentro de la admi-
nistración, ha sido, sin embargo, responsable por el «saneamiento» 
burocrático del Estado.

7. LA NEGOCIACIÓN MULTIPARTIDARIA: EL LEGADO DE MUJICA 
Y VÁZQUEZ40

7.1. ACUERDOS BICOLORES EN LOS GOBIERNOS DEL PC Y EL PN 19852005
A lo largo del siglo XX, Uruguay se vio como un ejemplo de consen-
sualidad entre ganadores y perdedores. Así se consagró un sistema de 
compromiso entre la colectividad colorada y blanca (la izquierda fue, 
por décadas, tres veces más grande de lo que hoy es el PI sin que jamás 
se la integrara siquiera a conversar). Ese acuerdo dio lugar a fórmulas 
como las del gobierno bicéfalo (1918 y 1933, con presidente y Consejo 
de Administración) y colegiado (entre 1952 y 1966, con un Consejo 
Nacional de Gobierno, con representantes en mayoría del partido ga-
nador y en minoría del partido perdedor). Después de la transición 
democrática, hacia fines del siglo pasado, el sistema se reeditó en el 
formato de coaliciones más o menos duraderas entre los partidos tra-
dicionales e, incluso, se institucionalizó al consagrarse el balotaje.

Cosse, entonces integrante de dicho sector); dos a nombres independientes y uno 
para el resto de los sectores (711, PS, PCU, VA y un nombramiento para una persona 
de confianza del ministro Astori). Para el resto de los cargos, no se dispone de datos 
sobre filiación sectorial dentro del FA.
40  Parte de este apartado se basa en Moreira (2010a) y en Moreira y Delbono (2012).
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La integración de los EA y SD en régimen de coparticipación no 
es ajena a este sistema, ya que fue instalada con la Constitución de 
1952 en el formato colegiado. Según esta fórmula, en los directorios 
de los organismos con cinco integrantes, la mayoría estaba represen-
tada por tres miembros y la minoría por dos, y en los directorios de 
tres integrantes, por dos y uno. Era un sistema que reflejaba, a las cla-
ras, el bipartidismo imperante. Estos formatos fueron con el tiempo 
asociados a prácticas clientelísticas de reproducción del poder y de 
reparto de cargos, y el desgaste del sistema llevó a su eliminación de 
la Constitución de 1967; esta estableció la designación discrecional de 
los miembros de los directorios por el Poder Ejecutivo, con venia del 
Senado otorgada, en los hechos, por mayoría absoluta del cuerpo. La 
Carta de 1997 no alteró el régimen prevaleciente hasta 1967. Durante 
la presidencia de Óscar Gestido, prontamente sucedida por la de Jorge 
Pacheco Areco, los directorios se integraron sin participación de la 
minoría (los diez directores nacionalistas que hubo fueron designa-
dos a título personal, sin respaldo orgánico de ningún sector blanco). 
Durante el resto de la administración de Pacheco, los directorios se 
integraron en su totalidad con personas de confianza del gobierno, sin 
representación opositora y con amovilidad de los cargos.

A la salida de la dictadura, la llamada Concertación Nacional Pro-
gramática (CONAPRO) constituyó el primer germen de concertación 
entre partidos en torno a una idea o proyecto (en ese caso, la transi-
ción democrática). Fue así que, para apoyar la transición, se integra-
ron los cuatro partidos (PC, PN, FA y Unión Cívica) en los EA, mas el 
FA tuvo, en total, solo seis directores en algunos en los entes. Era la 
idea de una oposición responsable, como la llamó en su momento Wi-
lson Ferreira Aldunate, destinada a garantizar también la gobernabili-
dad, aunque tanto el FA como el PN rehusaron conformar un gabinete 
multipartidario en el gobierno de Sanguinetti.

Durante la campaña electoral de 1984, la mayoría de los candida-
tos habían referido, en sus discursos, la necesidad de crear un gobier-
no de unidad nacional. Con este norte, tras su triunfo en las elecciones, 
Sanguinetti reestableció las instancias de diálogo propiciadas duran-
te el gobierno de facto en la CONAPRO, y comenzó inmediatamente 
negociaciones con los máximos líderes de la oposición: Ferreira Al-
dunate, Líber Seregni y Juan Vicente Chiarino. Las negociaciones se 
extendieron entre diciembre de 1984 y febrero de 1985. Inicialmente, 
Sanguinetti no descartó la formación de un gabinete multipartidario, 
pero solo la Unión Cívica (UC) aceptó integrarlo, el PN y el FA de-
clinaron hacerlo hacia fines de enero de 1985. Entonces, Sanguinetti 
propuso nominar para los ministerios a destacados ciudadanos no co-
lorados que podrían actuar a título personal. Así se pasó de la unidad 
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nacional a la entonación nacional y el gabinete quedó conformado por 
7 colorados, 2 ministros de extracción blanca que no representaban a 
su partido y 1 cívico.

El PN y el FA, al igual que la UC, se mostraron interesados en in-
tegrar los directorios de los entes en el entendido de que desde allí 
podrían ser de utilidad y, al mismo tiempo, controlar al gobierno. El 
PC mantuvo la mayoría en esos directorios y otorgó 13 cargos al PN 
(4 a PLP, 4 al MNR, 3 al Consejo Nacional Herrerista y 2 a técnicos 
blancos independientes) y 6 cargos al FA. La UC obtuvo la presiden-
cia del Banco República (BROU). Cabe señalar que las designacio-
nes de los directores blancos (que no representaban al PN) no fueron 
sencillas, ya que las fracciones nacionalistas buscaron mantener una 
representatividad de acuerdo a los votos obtenidos en las elecciones 
nacionales. Por otra parte, por primera vez en la historia política del 
Uruguay, la izquierda integraba los directorios de entes, y la totalidad 
del espectro político con representación parlamentaria estaba repre-
sentada en los entes.41

Durante el gobierno de Lacalle (1990-1995), el presidente propuso 
formar una coalición a la europea, de forma tal de lograr las mayo-
rías legislativas necesarias para llevar adelante sus políticas de gobier-
no. Esto significaba compromisos más profundos que el gobierno de 
entonación nacional de Sanguinetti. La estrategia de negociación de 
Lacalle comenzó temprano, igual que la de Sanguinetti, en el mes de 
diciembre, y se basó en círculos concéntricos: primero el herrerismo 
debía acordar con las demás fracciones blancas para, en segundo lu-
gar, ir a negociar con el PC. A diferencia del primer gobierno de San-
guinetti, que contaba con el respaldo de un PC unido, Lacalle debía 
asegurarse el apoyo de su propio partido. Ello relegaba a la izquierda 
a un segundo plano y, de hecho, ni el FA ni el recién creado NE reci-
bieron una oferta concreta para integrar el gabinete. En la medida 
en que Lacalle consideró que los directorios en los EA y SD serían 
otorgados a los partidos y directores que integraran la coalición que 
al final se denominó la coincidencia nacional,42 ambos partidos queda-
ron excluidos del juego. Seregni le reclamó a Lacalle participar en 
los EA, y la respuesta fue que habría participación allí si había acuer-
do programático con el gobierno; si no se estaba de acuerdo con el 

41  Así, en la práctica, durante el primer gobierno de Sanguinetti, el «tres y dos» o 
«dos y tres» se volvió a aplicar: en todos los entes el gobierno llevó tres cargos y la 
minoría los otros dos.
42  La fraccionalización de los partidos tradicionales frenó las intenciones de Laca-
lle de formar una «coalición a la europea».
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gobierno no se integraba los EA. No hubo acuerdo y el FA quedó fuera 
de los EA y SD.

El gobierno de coincidencia nacional estuvo integrado por todos 
los sectores del PN y todos los del PC. Lacalle recogía así el apoyo de 
84 votos entre ambas cámaras (64,6 % de la Asamblea General). El PN 
se adjudicó 8 ministerios, 8 subsecretarías y 43 cargos de directores 
de entes, y otorgó 4 ministerios, 4 subsecretarías y 27 cargos de direc-
tores de entes al PC.

El acuerdo político para arribar a estas designaciones se tradujo en 
el compromiso de votar una serie de leyes en función de las priorida-
des del gobierno: I) ajuste fiscal, II) forma de elegir a los directores del 
Consejo Directivo Central (CODICEN) y consejos descentralizados, 
III) creación del MVOTMA, IV) reforma del Estado y privatizaciones, 
V) reforma de la seguridad social (Chasquetti, 2000, p. 82).43

Durante la segunda presidencia de Sanguinetti (1995-2000), la ob-
tención de mayorías en el Parlamento fue, nuevamente, uno de los te-
mas fundamentales a resolver. Esta vez, la conformación de una coa-
lición de gobierno aparecía como una salida ineludible y se concretó 
un arreglo de gobierno entre el PC y el PN que fue mucho más allá de 
mayorías puntuales o de un pacto de gobernabilidad. Se conformó ex-
presamente una coalición que incluyó a todas las fracciones de ambos 
partidos, que actuaron con gran disciplina.

Apenas comenzado su segundo gobierno, Sanguinetti organizó 
cuatro comisiones de trabajo con técnicos de su sector para avanzar 
en el armado de una propuesta programática para negociar el acuer-
do. Las condiciones de estos dirigentes para llegar a un entendimiento 
fueron fijadas en diciembre de ese año y consistían en: I) mantener 
la estabilidad económica, II) mantener la apertura comercial, III) 
mantener la liberación del sector agropecuario y IV) profundizar los 
acuerdos alcanzados en el Mercosur.

El FA fue descartado como posible socio del gabinete e integrante 
de los EA y SD. En esta administración de Sanguinetti el criterio de 
exclusión de la izquierda fue claro.

En febrero de 1995, Sanguinetti hizo pública la conformación de 
la coalición de gobierno compuesta por el PC y el PN. Ambos partidos 
sumaban 84 votos en la Asamblea General (64,6 %). El PC conservó 41 
cargos de directores de entes y el PN obtuvo 26 cargos en entes.

43  No obstante, ya en los primeros días del gobierno, la coalición tuvo una fractura 
con la defección de Pablo Millor y cinco legisladores de su lista. A su vez, a fines de 
1991, se retiró el ministro de Salud Pública, Alfredo Solari, representante colorado 
del Foro Batllista; en 1992 renunció su correligionario quincista Raúl Lago al MVOT-
MA y en 1993 renunció al MTOP el ministro nacionalista Wilson Elso Goñi.
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Durante el gobierno de Batlle (2000-2005), se realizó el llamado 
compromiso democrático, con intercambios de documentos entre la 
primera y la segunda vuelta que culminaron en un acuerdo progra-
mático entre ambos partidos en doce áreas de trabajo. Este acuer-
do entre Batlle y Lacalle se institucionalizó en la conformación de 
una coalición de gobierno entre ambos partidos, sin participación del 
FA ni el NE, ni en el gabinete ni en los EA y SD. Antes de asumir la 
nueva administración, hacia febrero de 2000, el entonces Encuentro 
Progresista - Frente Amplio (EP-FA) elevó el tono en su demanda por 
participar en los EA y SD, pero no existió consenso de los partidos 
de la coalición para contemplar dicha demanda.44 A grandes rasgos, 
los partidos tradicionales le reclamaban al EP-FA su falta de sentido 
negociador, «reclama, pero no da», por pretender estar dentro y fuera 
al mismo tiempo y querer incidir sin comprometerse.

Sin embargo, cuando las cosas fueron exactamente a la inversa, 
durante los gobiernos de Mujica y Vázquez, blancos y colorados no 
parecieron recordar sus antiguas prédicas y aceptaron sus cargos sin 
limitarse a su juego de oposición y de interpelaciones permanentes, 
aun de los organismos que integraban.

7.2. UNA NEGOCIACIÓN INTERPARTIDARIA QUE NO PROSPERÓ:  
EL PRIMER GOBIERNO DEL FA 20052010
Cuando el FA ganó con mayorías parlamentarias propias no se im-
ponía la formación de un gobierno de coalición. Aun así, se intentó 
integrar a la oposición a los organismos del Estado, pero no fue hasta 
el segundo gobierno frenteamplista, durante la presidencia de Mujica, 
que tal integración finalmente se consolidó.

Durante la transición hacia la primera administración de Vázquez, 
entre noviembre y diciembre de 2004, se invitó al PN, al PC y al PI a 
participar en el gobierno, con ofertas claras al PN y al PC a integrar 
directorios de EA y SD. Empero, las negociaciones fracasaron, pri-
mero con el PC, luego de que el nuevo gobierno decidiera reservarse 

44  Según O. Bottinelli (radio El Espectador, programa En Perspectiva, 15/2/2000): 
«… Esta discusión sobre si la minoría debe o no estar representada en los entes au-
tónomos no es nueva. Cambian los actores (antes era el PN, ahora el EP-FA […]. Lo 
curioso, lo paradojal […] es que hoy [febrero de 2000] se opone con mucha fuerza a 
la presencia de la oposición el PN, que históricamente fue el defensor de la presencia 
de la minoría. Y paradojalmente, reclama esa presencia la izquierda, que tradicio-
nalmente cuestionó lo que llamaba “reparto de cargos”, el “tres y dos”, y que a esta 
discusión sobre distribución de cargos le dio una connotación peyorativa. Es curioso 
cómo cambian los actores con un mismo sistema, los argumentos de fondo siguen 
siendo los mismos, y también el cambio de posicionamiento de los actores lleva a que 
cada uno cambie la posición que tenía a favor o en contra, sobre un sistema político».
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4 de los 5 cargos del CODICEN y dejar solo 1 cargo para la oposición. 
Ello dejaba fuera al PC, que había marcado que dicho cargo era el 
único que realmente le interesaba. Así, los colorados se retiraron de 
los 10 cargos que eventualmente se le habrían adjudicado. En tanto, 
la negociación con el PN continuó. Los blancos presentaron una lista 
completa con los nombres que ponían a disposición y el oficialismo 
accedió, pero definió asumir 4 cargos en el BROU y dejar solo 1 para 
el PN. Aquí se quebró la negociación: en abril de 2005, Vázquez expre-
só que el PN tenía plazo hasta el 02/05/2005 para deliberar, a lo que 
los blancos respondieron «no nos ponen plazo» y se retiraron de las 
negociaciones.

La oposición acusó al gobierno de no querer ser controlado y el 
gobierno acusó a la oposición de haberse puesto en actitud intran-
sigente tras haber recibido una oferta que no tenía por qué haberle 
hecho —ya que por sí solo podía integrar los entes—.45,46 Inicialmente, 
la administración de Vázquez no llenó los cargos que había ofrecido, 
a la espera de una reflexión. Pero para los blancos el tema ya estaba 
cerrado. Hacia comienzos de agosto de 2005 se dio a conocer un do-
cumento con la decisión de no participar de los EA y SD.47

45  «Bastó un desencuentro respecto a dos cargos (uno en el BROU y otro en el 
CODICEN) para que esa discrepancia se tomara como excusa para negarse a todo. 
En ambos casos el cuarto voto es necesario para resolver importantes temas de go-
bierno; ceder la mayoría especial exigida por sus cartas orgánicas implicaba una 
suerte de cogobierno», escribió el entonces senador Enrique Rubio en La República, 
24/10/2006.
46  En palabras de Bottinelli (en radio El Espectador, programa En Perspectiva, 
espacio Análisis Político, 05/08/2005): «En lo que sí tiene razón la oposición es en la 
integración en cuanto a cantidad. La constitución establece que los EA deben tener 
1, 3 o 5 miembros; un director general o 3 o 5 miembros. En este momento ANTEL 
y el BCU tienen 2 miembros, es absolutamente inconstitucional; el BROU tiene 4, 
es inconstitucional; y UTE tiene 3, cuando la constitución prevé 3 pero la ley dice 
que UTE tendrá 5 directores. Desde marzo [de 2005] los EA y SD están integrados 
de manera inconstitucional o ilegal, según cuál sea el caso, y esto podría dar lugar a 
la impugnación de alguna decisión por vicio de inconstitucionalidad o de ilegalidad 
en su integración. Una cosa es que estén integrados por un solo partido y otra que el 
partido la integre sin respetar lo que marcan la ley o la Constitución».
47  En el texto se señalaba que: «ante el planteo realizado por el director Guillermo 
García Costa, compartiendo por esta autoridad partidaria, el Directorio del Partido 
Nacional, resuelve: 1. Advertir la conducta ilegal e inconstitucional de gobierno res-
pecto del funcionamiento, integración de los Entes Autónomos y Servicios Descen-
tralizados [2.] Reiterar su decisión de no integrar los Directorios de los mencionados 
organismos en virtud que el Poder Ejecutivo ha decidido actuar desconociendo la 
opinión de las minorías en una clara voluntad política de evitar ser controlado y con-
centrar la totalidad de poderes». Se pronunciaron a favor de esta declaración: Alian-
za Nacional, sector de Jorge Larrañaga, y el herrerismo de Lacalle (8 votos), y en con-
tra los dos representantes de Correntada Wilsonista (en aquel entonces, Francisco 
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7.3. LA NEGOCIACIÓN INTERPARTIDARIA EN EL GOBIERNO DE MUJICA 
20102015
La segunda administración del FA, de la mano de Mujica, dio a co-
nocer con antelación su propuesta de integración de los EA y SD. Sin 
embargo, antecedió a esa propuesta la idea de tener unas mesas de 
negociación multipartidaria en torno a algunos temas que podían 
ameritar políticas de Estado. Se entendía por estas últimas aquellas 
políticas que atendieran a un proyecto nacional de sustentabilidad en 
el largo plazo, como las referidas a la energía, el medio ambiente, la 
educación o la seguridad pública.

El gobierno de Mujica intentó desplegar una estrategia de unidad 
nacional que tuvo como máximos exponentes la incorporación de re-
presentantes de todos los partidos políticos de la oposición con repre-
sentación parlamentaria en los organismos del Estado y el arribo a 
acuerdos interpartidarios en determinadas áreas consideradas estra-
tégicas para el país (educación, seguridad pública, energía y medio 
ambiente). Asimismo, hubo una intensa negociación entre gobierno y 
oposición para la integración de representantes de estos partidos en 
los directorios de organismos y empresas públicas. El gobierno man-
tendría la mayoría en la dirección de estas instituciones, pero com-
prometiendo la participación de uno o dos miembros de la oposición, 
según la composición de cada organismo.

Entre las razones que guiaron a Mujica para la búsqueda de estos 
acuerdos se cuenta la intención auténtica de generar un estilo de go-
bierno que superara, de algún modo, la lógica del «dos contra uno». 
La propia creación e historia del FA da cuenta de la voluntad de sumar 
a un proyecto nacional voluntades que provinieran no solo de dentro 
sino también de fuera de la estructura partidaria, y el propio Mujica 
ha apelado con gran éxito a tal idea en Espacio 609, al incorporar 
agrupaciones y referentes blancos y colorados. Asimismo, y aunque el 
FA tuviera las mayorías requeridas para gobernar, parecía saludable 
que en algunos temas se expresara algo más que la política posicional 
en la cual gobierno y oposición confrontaban en forma automática. 
Era la vuelta del formato de las políticas de Estado que Seregni había 
formulado trece años antes. También estaba el hecho de que el FA 
tenía mayorías muy estrechas (un diputado más en noventa y nueve 

Gallinal y Enrique Antía). Gallinal declaró a La República (02/08/2005) que: «votamos 
en contra porque a mí me da la impresión que la responsabilidad fundamental de que 
no haya contralor la tiene el gobierno y con una declaración de este tenor, seguimos 
dando la sensación que hubo responsabilidad del Partido, cuando no la hubo y el 
Partido estaba dispuesto a integrarlos». Recuperado de http://www.larepublica.com.
uy/politica/184211-blancos-dieron-por-cerrado-capitulo-sobre-la-integracion-de-en-
tes-autonomos-yservicios (consultado en agosto de 2019).
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y un senador más en treinta) y para algunas iniciativas se requerían 
dos tercios de los votos en el Parlamento (por ejemplo: la creación de 
nuevas instituciones en la educación, o la nueva integración de los 
organismos de contralor, que había permanecido incambiada durante 
largos años, con perjuicios evidentes para el nuevo gobierno).

Asistían a los partidos tradicionales muchas razones para incor-
porarse a esta propuesta, ya que el gobierno de un solo partido desde 
2005 los había privado de incorporarse al aparato del Estado y de 
controlar, desde allí, las lógicas de implementación y ejecución de las 
principales políticas públicas. Asimismo, esta forma de participación 
no obligaría a la oposición a convalidar políticas con las que no acor-
daran ya que, estando en minoría, podían disentir. Un factor de mi-
cropolítica es fundamental para entender esta lógica: funcionó como 
un mecanismo para mantener reclutamiento y adhesiones de cuadros 
técnicos y políticos que de otro modo hubieran emigrado al mundo 
privado.

Por otra parte, existía un clima de opinión favorable a los acuer-
dos. Las percepciones de la población sobre la negociación multipar-
tidaria y la integración de directores blancos y colorados en los orga-
nismos del Estado se habían modificado desde 2005, según registraba 
una encuesta de Cifra.48 Mientras que en 2005 las opiniones estaban 
divididas (51 % pensaba que era bueno que se integraran blancos y 
colorados en entes y servicios del Estado contra 44 % que pensaba 
que no lo era), en 2010 una mayoría muy clara apoyaba la idea (73 %). 
La interpretación de Cifra sobre el tema fue que el primer gobierno 
de izquierda había sido una suerte de ensayo en el cual, por un lado, 
primó la idea de que era la hora de que los ganadores gobernaran por 
su cuenta y, por otro, de que «ya iban a ver lo difícil que es gobernar». 
Blancos y colorados reaccionaron ante la evaluación de la población 
sobre la primera gestión del FA —ampliamente positiva— y vieron 
que el triunfo de la izquierda no había sido meramente coyuntural y 
que eso terminaba de inaugurar un nuevo ciclo político. Nuevos in-
centivos para hacer parte de un sistema político en transformación se 
pusieron en juego, con consecuencias sobre el cambio de comporta-
miento de todos los partidos del sistema.

Los organismos que se abrieron a la búsqueda de acuerdos fueron, 
en EA, las Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE), la Administra-
ción Nacional de Combustible, Alcohol y Portland (ANCAP), la Ad-
ministración de los Ferrocarriles del Estado (AFE), las Primeras Lí-
neas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), el Instituto Nacional 
de Colonización (INC), el BROU, el Banco Hipotecario del Uruguay 

48  Encuesta publicada en el portal de la consultora el 18/5/2010.
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(BHU), el Banco Central del Uruguay (BCU), el Banco de Seguros del 
Estado (BSE), el Banco de Previsión Social (BPS) y la Administración 
Nacional de la Educación Pública (ANEP).

En los servicios descentralizados, fueron la Administración Nacio-
nal de Puertos (ANP), la Administración Nacional de Telecomunica-
ciones (ANTEL), la Administración de las Obras Sanitarias del Estado 
(OSE), el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) (ex 
Instituto Nacional del Menor [INAME]), la Dirección Nacional de Co-
rreos, la Administración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE) 
y la Agencia Nacional de Vivienda (ANV).

El entonces presidente Mujica señaló que el país estaba ingresan-
do en una nueva época, al referirse a los acuerdos multipartidarios 
labrados.

Los cuatro acuerdos por fin celebrados fueron sobre seguridad, 
educación, medio ambiente y energía. Los dos últimos fueron los me-
nos problemáticos. El acuerdo sobre energía partía de definir una po-
lítica energética para el país, con un eje institucional, un eje demanda 
y otro oferta y un eje social, que buscaban fortalecer las capacidades 
de ANCAP. Aquí, la división de posiciones era clara: el PC, el PN y 
el PI pedían la desmonopolización del mercado de los combustibles 
(algo que ya se había laudado en 2003, con el triunfo del referéndum 
derogatorio de una ley que habilitaba la asociación de ANCAP con 
privados), mientras que el FA se oponía. El acuerdo incluía también 
el refuerzo de la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 
(URSEA), mejorar el marco energético (al respecto, el PN, el PC y el 
PI pidieron un sistema de libre competencia para los combustibles 
líquidos, con la oposición del FA), crear un marco regulatorio para el 
gas natural e impulsar la diversificación de la matriz energética. Se 
proponía, a su vez, promover la búsqueda de petróleo y gas en el terri-
torio nacional, culminar el análisis de la planta regasificadora, llevar a 
cabo la ley de promoción de la energía solar térmica, diseñar mecanis-
mos para la microgeneración hidráulica, asegurar energía para todo 
el país y armar una canasta energética para soluciones habitacionales 
en poblaciones más pobres.

Los avances en la ampliación de la refinería de ANCAP, la interco-
nexión eléctrica con Brasil o la mejora de la diversificación energética 
a través de distintas iniciativas (parques eólicos, pequeñas represas 
hidroeléctricas, entre otras) pueden ser contados en el marco de estos 
acuerdos.

Los acuerdos sobre seguridad partían de la premisa de que la se-
guridad pública era el problema más importante del país. Ya en la 
campaña electoral de 2009 se había definido que este tema tendría 
prioridad presupuestal, y así se reflejó en el presupuesto aprobado a 
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fines del primer año de la administración Mujica. El Ministerio del 
Interior (MI) pasaría a ser, a partir de ese momento, el ministerio más 
«rico» de todos los ministerios.

Entre los acuerdos que hubo en materia de seguridad, se contaban 
también los que referían a salarizar el servicio 222; mejorar el suel-
do de los policías; mejorar el incentivo económico de las unidades 
preventorrepresivas; crear unidades para responder a los objetivos de 
prevención y represión del delito; crear una guardia republicana y la 
Dirección General contra el Crimen Organizado e Interpol; darle prio-
ridad a la gestión de la privación de libertad, con énfasis en el delito 
adolescente, y crear un Instituto Nacional de Rehabilitación (INR) en-
cargado de la situación carcelaria pero separado del MI.

El énfasis en el delito adolescente implicó, entre otras cosas, apro-
bar la sanción penal de la tentativa y de la complicidad en el delito de 
hurto; crear un nuevo cuerpo legal que llevaría el título de ley de res-
ponsabilidad penal adolescente, destinado a ajustar a las circunstan-
cias el tratamiento penal de las infracciones cometidas por menores 
de edad y la modificación del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
de forma tal de mantener los antecedentes penales para los menores 
según la gravedad del delito con la creación de una base de datos que 
centralizase toda la información producida sobre el delito adolescen-
te. Esto sería, con el pasar del tiempo, la base a partir de la cual se dis-
pararía el tema de la baja de la edad de la imputabilidad penal de 18 
a 16 años, que culminó en el plebiscito derrotado de octubre de 2014.

Asimismo, el gobierno de Mujica presentó, en 2012, la llamada Es-
trategia por la Vida y la Convivencia, en la cual se agregaban otras me-
didas de seguridad. Entre ellas, la aprobación de proyectos de ley rela-
tivos a la reparación a los familiares de las víctimas de delito violento; 
el agravamiento de penas para los funcionarios policiales y otros fun-
cionarios públicos, y para los traficantes y vendedores de pasta base y 
el incremento de los mínimos penales para los menores de edad que 
cometieran delitos especialmente agravados.

Los únicos acuerdos que continuaron en el período de gobierno 
siguiente fueron los de seguridad pública, a pesar del gran enfrenta-
miento que supuso el referido plebiscito por la baja de edad de impu-
tabilidad penal. En este punto, las políticas de Estado entre los parti-
dos supusieron importantes concesiones del FA a la idea de la «mano 
dura». Esto se tradujo en el aumento de penas, la creación de nuevos 
delitos y el aumento de la población carcelaria de una dotación de 
7.000 personas hacia comienzos de la primera administración del FA 
a una de más de 11.000 hacia finales de su tercer gobierno.

Los acuerdos sobre educación fueron los más significativos, pero 
los de resultado relativo menos auspicioso. Durante el verano del 
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2010, se trabajó en el documento que marcó su hoja de ruta y que fue 
firmado en mayo de 2010 y asumido por el Ministerio de Educación y 
Cultura (MEC) en carácter vinculante. Las grandes definiciones pre-
cedieron a la designación y asunción de las autoridades educativas, 
que se instalaron recién en junio de ese año. Entre los acuerdos ini-
ciales, se incluía expandir la cobertura, mejorar la calidad y reducir la 
brecha por ingresos de la educación. Entre las metas más específicas, 
estaban la de universalizar la cobertura en primera infancia; mejorar 
la calidad de la educación primaria; aumentar las escuelas de tiempo 
completo a 300, contando las 131 ya existentes y las 33 en proceso 
de creación o transformación; reducir la repetición en primaria; im-
plementar políticas para la discapacidad; universalizar la educación 
media básica; propender a la concentración horaria de los profesores 
en un mismo establecimiento; mejorar la educación técnica y tecnoló-
gica; fortalecer la capacitación docente; ampliar el bachillerato tecno-
lógico y de formación profesional; incorporar la educación física y el 
deporte estudiantil en los niveles primario y secundario.

Entre los aspectos más institucionales, el grupo interpartidario es-
tableció la periodicidad del Congreso Nacional de Educación, la crea-
ción del Instituto Universitario de Educación (como regulador de la 
formación docente) y del Instituto Terciario Superior (ITS) como EA 
(para hacer confluir las carreras terciarias tecnológicas en un mismo 
sistema) y la regularización de la autorización y acreditación de ca-
rreras terciarias.

En diciembre de 2010, sin embargo, cuando se estaba aprobando 
la ley del presupuesto quinquenal que materializaba esos acuerdos, 
la comunicación de los resultados de las pruebas PISA, efectuadas 
a mediados de 2009, desencadenó una crítica muy fuerte al sistema 
educativo y una gran alarma, tanto en el ámbito político como en los 
medios de comunicación. Ello impactó negativamente en la evalua-
ción de la opinión pública con relación a la actuación del gobierno en 
políticas de educación.

En febrero de 2011, la Comisión Coordinadora del Sistema Na-
cional de Educación Pública, que incluye a las autoridades de ANEP, 
UdelaR y MEC, se reunió con el presidente de la República en el Con-
sejo de Ministros para evaluar la situación de la educación y explicitar 
las grandes líneas de acción. En marzo de 2011, la ANEP, la UdelaR 
y el MEC solicitaron ser recibidos por las comisiones de educación 
de la CSS y de la CSS. En los meses subsiguientes se escucharon nu-
merosísimas voces en muy diversos ámbitos, se señalaron críticas y 
se hicieron planteos de cambio que frecuentemente constituían al-
ternativas parciales o correspondían a propuestas programadas o en 
proceso de implementación. En octubre de 2011, el MEC y la ANEP 
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comparecieron en régimen de comisión general ante la CSS; allí se 
acordó un camino para la construcción de un acuerdo nacional en 
educación, buscando la confluencia de los actores políticos, sociales 
e institucionales. Como primera instancia, se planteó que el sistema 
educativo público presentara una propuesta de agenda.

Luego de que ANEP, UdelaR y MEC presentaron tal propuesta en 
el mes de diciembre, el entonces presidente Mujica convocó a acto-
res políticos, sociales e institucionales. A fines de febrero de 2012, los 
actores políticos firmaron un acuerdo que reafirmaba los acuerdos 
interpartidarios de mayo de 2010 (aumento de la escolarización, aba-
timiento de la repetición, aumento de las escuelas de tiempo comple-
to, fortalecimiento de la capacitación docente, aumento del presentis-
mo docente, reducción de la brecha educativa, descentralización de la 
universidad hacia el interior del país) y respaldaba de manera gene-
ral la agenda presentada, con énfasis en algunos puntos en particular 
(fortalecimiento de los centros educativos, fortalecimiento de la ense-
ñanza técnico-tecnológica y creación de la Universidad Tecnológica 
[UTEC], apoyo a la instalación del Instituto Nacional de Educación, 
doble voto al presidente del CODICEN).

En agosto de 2012 tuvo lugar una interpelación al entonces mi-
nistro de Educación y Cultura y se deshizo, virtualmente, el acuerdo 
educativo. El incumplimiento del acuerdo multipartidario denuncia-
do por la oposición no fue de recibo, sin embargo, para el oficialismo, 
ya que la mayoría de los acuerdos o bien se habían llevado a cabo o 
bien se encontraban detenidos por falta de acuerdo entre los partidos 
(como la UTEC o la creación del Instituto Universitario de Educa-
ción). Pero la principal falla se produjo, en realidad, por el desacuerdo 
entre el representante de la oposición en el CODICEN (por el PN), 
quien abogaba por su propio programa de fortalecimiento educati-
vo (el denominado Promejora), y la negativa de las autoridades de 
la educación a darle prioridad sobre el conjunto de los programas 
desplegados.

Asimismo, ya se había votado el fortalecimiento de la figura del 
presidente del CODICEN con la Ley n.° 18.912, y se había creado un 
grupo interpartidario técnico para la creación de la UTEC, que susti-
tuiría la propuesta del ITS; también se había creado el Instituto Na-
cional de Evaluación Educativa (INEEd).

En la educación, pronto quedó claro que las diferencias ideológicas 
eran insubsanables (cosa que no ocurrió en seguridad pública). La fal-
ta de resultados concretos (el mantenimiento de la brecha educativa, 
el estancamiento de la matrícula de la educación secundaria superior 
y el rezago y deserción en la educación media), a pesar de los incre-
mentos presupuestales sostenidos, colaboró a una crítica generalizada 
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a la educación y al gobierno, con impactos negativos sobre la relación 
entre los gremios estudiantiles y docentes y el poder político. A su 
vez, las marchas y contramarchas en los proyectos de acreditación de 
la educación terciaria, del Instituto de Formación Docente y del ITS 
no permitían, siquiera, avizorar los principales conflictos que allí se 
desplegaban. En la educación confluye una gran diversidad de acto-
res que funcionan con autonomía y que tienen sus propios posiciona-
mientos sobre los temas. En la educación siempre será difícil tener 
una política de Estado cuando las preferencias programáticas en te-
mas centrales como la autonomía y el cogobierno son tan disímiles.

Los acuerdos multipartidarios fueron, asimismo, convocados en 
ocasión de la discusión sobre la instalación del proyecto minero Ara-
tirí. El presidente Mujica llamó a la instalación de una comisión mul-
tipartidaria de análisis de la minería de gran porte con «el objetivo de 
analizar y aportar líneas estratégicas en materia de mega emprendi-
mientos de minería en Uruguay, valorando la importancia de dotar al 
país de una política de Estado en la materia».49 La comisión sesionó 
entre agosto y diciembre de 2011. Se analizaron los aspectos referidos 
a los denominados ejes social, de gobernanza, ambiental y económi-
co. El acuerdo definió a la minería de gran porte según el tamaño 
de la explotación y de las inversiones y dividendos resultantes de la 
actividad, y acordó dotar al Estado de los recursos necesarios para 
el control ambiental efectivo, incluida la adecuación de la normativa 
vigente; crear un consejo sectorial de minería, con participación de 
trabajadores, empresarios y Estado; la participación del Estado en la 
ganancia proveniente de la extracción a través de diversos tributos 
e impuestos, y la creación de un fondo soberano de inversión con lo 
recaudado, para el desarrollo del interior del país.

De este acuerdo surgieron la modificación del Código de Minería y 
la Ley de Minería de Gran Porte, votada por unanimidad; esta produjo 
un cisma entre el gobierno y las organizaciones medioambientales a 
lo largo de todo el período en que gobernó Mujica, que continuó en el 
período siguiente.

7.4. LA POSTERGADA RENOVACIÓN DE LOS ORGANISMOS DE CONTRALOR
Los acuerdos multipartidarios y la integración de los EA y SD sirvie-
ron para hacer cambios en los llamados organismos de contralor: la 
Corte Electoral (CE) y el Tribunal de Cuentas (TC). Estos organismos 

49  Documento de acuerdo de la Comisión Multipartidaria de Análisis de la Mi-
nería de Gran Porte (22/12/2011). Recuperado de https://medios.presidencia.gub.uy/
jm_portal/2011/noticias/NO_B229/ACUERDO-FIRMADO.pdf (consultado en agosto 
de 2019).
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suponen una representación proporcional al tamaño de los partidos, 
pero dadas las mayorías especiales requeridas para su conformación, 
el FA no había podido contemplar cambios al respecto. Recién con la 
política de acuerdos multipartidarios, pero fundamentalmente con el 
llenado de los cargos en estos organismos, se pudo llegar a un acuerdo 
y las nuevas autoridades fueron nombradas en julio de 2010.

La CE tiene 9 integrantes en total, 4 representantes de los parti-
dos y 5 denominados neutrales que son elegidos por dos tercios de la 
Asamblea General. En tanto, el TC tiene 7 miembros. En la CE había 
dos representantes frenteamplistas y siete miembros que pertenecían 
a la oposición. Aunque no está establecido que con cada gobierno es-
tos organismos deban cambiar su conformación, la resistencia a nue-
vos nombramientos durante quince años tuvo como contrapartida el 
no concederle al FA la participación que su mayoría política requería. 
Así, era llamativo que en la CE el FA solo tuviera dos representantes y 
los partidos tradicionales siete, aun cuando desde 1999 el FA fuera el 
partido mayor, con casi el 40 % de los votos. A partir de 2010, pararon 
a integrar la CE cuatro frenteamplistas, dos blancos y dos colorados. 
En el TC asumieron tres frenteamplistas, dos blancos y un colorado.

Finalmente, el 8 de julio de 2010, la Asamblea General designó a 
los nuevos ministros de estos organismos de contralor. Líderes políti-
cos tanto del oficialismo como de la oposición reconocieron el papel 
del presidente Mujica y de los acuerdos interpartidarios para llegar a 
esta tan esperada renovación. Asimismo, el presidente de la Asamblea 
General y vicepresidente de la República, Danilo Astori, calificó la jor-
nada de histórica.

7.5. LA NEGOCIACIÓN INTERPARTIDARIA EN EL SEGUNDO GOBIERNO  
DE VÁZQUEZ 20152020
La segunda administración de Vázquez comenzó con la lección apren-
dida tras la negociación interpartidaria durante el gobierno de Mujica.

Apenas asumió, el presidente manifestó que se buscarían grandes 
acuerdos nacionales y prometió darle participación a la oposición en 
todos los organismos del Estado y extremar esfuerzos para construir 
políticas públicas con el mayor respaldo posible. Sin embargo, aclaró 
que el costo de dichos acuerdos no podía implicar el retaceo o poster-
gación de los aspectos medulares del programa de gobierno del FA, 
votado por la ciudadanía en las urnas.

Tres meses después de haber ganado las elecciones, Vázquez le 
ofreció a la oposición participar de la gestión del futuro gobierno a 
partir de su presencia en 24 cargos en empresas públicas y otros or-
ganismos. En las reuniones que mantuvo con los representantes del 
PN, el PC, el PI y la entonces AP, Vázquez dejó claro que no iba a dar 
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participación en el CODICEN, BPS y ASSE, y que en el resto de los 
cargos exigía compromiso.

El ofrecimiento que Vázquez le hizo a la oposición en materia de 
cargos fue más reducido que el que Mujica había realizado en el pe-
ríodo anterior (el cual había incluido a los entes sociales y había otor-
gado a la oposición dos lugares en los directorios de cinco miembros, 
como el BROU, ANCAP, UTE y BSE).50 Como contrapartida, Vázquez 
expresó voluntad de diálogo e, incluso, anunció que comunicaría con 
antelación los proyectos de ley más relevantes, de forma tal de evitar 
sorpresas. Este gesto fue valorado por la oposición.51

La mayor controversia se dio por la no inclusión de la oposición 
en el principal organismo de la educación, la ANEP, lo que de alguna 
manera fue subsanado porque en la elección para consejeros docentes 
(representación social del organismo) un colorado obtuvo representa-
ción (Robert Silva).52

Otra iniciativa del por segunda vez presidente Vázquez fue llamar 
a un gran diálogo social que se desarrolló entre junio de 2016 y el 
mismo mes de 2017. Participaron 1.150 representantes de 678 institu-
ciones en 11 mesas temáticas y decenas de foros. Durante ese proceso 
se recogieron 200 propuestas con orientaciones de políticas y líneas 
de acción en áreas estratégicas definidas a partir de tres grandes ejes 
temáticos: desarrollo e inserción internacional, protección social y 
políticas transversales, según los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
impulsados por la Organización de las Naciones Unidas (ONU). El 
resultado fue un amplio documento de la Oficina de Planeamiento y 

50  En enero de 2015, en el marco de la transición hacia el nuevo gobierno, el vice-
presidente electo Raúl Sendic había anunciado que: «en aquellos organismos e insti-
tuciones que tienen contralor y participación social, esa representación es suficiente 
para ejercer el sistema de control».
Véase la nota «Vázquez pone límites a la oposición: un cargo por ente», publica-
da en El País el 14/1/2015. Recuperada de https://webcache.googleusercontent.com/
search?q=cache:nbE-3ikhV-wJ:https://www.elpais.com.uy/informacion/vazquez-po-
ne-limites-oposicion-cargo-ente.html+&cd=1&hl=es&ct=clnk&gl=uy (consultada en 
agosto de 2019).
51  Véase https://webcache.googleusercontent.com/search?q=cache:k6ASA2j1zEE-
J:https://www.elpais.com.uy/informacion/blancos-aceptaron-oferta-vazquez.ht-
ml+&cd=1&hl=es&ct=clnk&gl=uy (consultado en agosto de 2019).
52  Los 24 cargos finalmente repartidos correspondieron a los siguientes organis-
mos: ANCAP, AFE, BCU, BHU, BROU, BSE, UTE, INC, ANP, Administración Nacio-
nal de Correos (ANC), ANTEL, INAU, OSE, Corporación Nacional para el Desarrollo 
(CND), CARP, CARU, Comisión Técnica Mixta de Salto Grande (CTMSG), Comisión 
Técnica Mixta del Frente Marítimo (CTMFM), Comisión Técnica Mixta de la Laguna 
Merín (CTMLM), Comisión Técnica Mixta del Río Cuareim (CTMRC), URSEA, Uni-
dad Reguladora de los Servicios de Comunicaciones (URSEC) y Unidad Nacional de 
Seguridad Vial (UNASEV).
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Presupuesto (OPP) organizado sobre las metas de desarrollo social 
hacia el 2030.53

Lo más discutido de este «Diálogo social: Uruguay hacia el futuro» 
estuvo dado por la participación de las iglesias y por las propuestas 
realizadas por las Fuerzas Armadas, en especial las referidas al traba-
jo con los llamados jóvenes nini (que ni estudian ni trabajan).54

7.6. EL ARMADO DEL SEGUNDO GABINETE DE VÁZQUEZ
En lo que respecta al gabinete de este tercer gobierno del FA, este 
estuvo signado por la confianza política de los y las integrantes con 
relación al propio presidente y fue extrañamente inamovible a lo largo 
del período, con la excepción dada por los fallecimientos de Eleuterio 
Fernández Huidobro y de su sucesor, Jorge Menéndez, en la cartera de 
Defensa Nacional, así como por la renuncia anunciada del secretario 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, Tabaré Aguerre.55 Buena parte de 
los secretarios y secretarias de Estado habían colaborado con Vázquez 
durante su desempeño al frente de la Intendencia de Montevideo, en-
tre 1990 y 1994, lo que le otorgaba al gabinete un promedio de edad 
muy alto. Entre ellos y ellas pueden destacarse la actual ministra de 
Educación y Cultura, María Julia Muñoz, quien había sido directora 
de la División de Alimentación, prosecretaria general y directora gene-
ral de Recursos Humanos y Materiales, sucesivamente, durante el go-
bierno departamental de Montevideo de Vázquez, y ministra de Salud 
Pública en su primer mandato presidencial. También resalta el canci-
ller Rodolfo Nin Novoa, vicepresidente de la primera administración 
de Vázquez, así como Víctor Rossi y Marina Arismendi, ambos figuras 
muy cercanas al dos veces mandatario. De esta manera, la distribu-
ción de ministros y viceministros hizo que Vázquez tuviera personas 
de su directa confianza política en once de los catorce ministerios.

53  Documento completo recuperado de http://200.40.96.180/decimos/noticias/
item/2189-informes-finales-del-dialogo-social-uruguay-hacia-el (consultado en agos-
to de 2019).
54  Véase la nota «La propuesta del Ejército para instruir a los “ni-ni” es un disla-
te” y carece de sentido común, según jerarca del Ministerio del Interior», publicada 
en el semanario Búsqueda n.° 1872, 23-29/6/2016. Recuperada de https://webcache.
googleusercontent.com/search?q=cache:R5QAHs3Kw0UJ:https://www.busqueda.
com.uy/nota/la-propuesta-del-ejercito-para-instruir-los-ni-ni-es-un-dislate-y-care-
ce-de-sentido-comun-segun+&cd=10&hl=es&ct=clnk&gl=uy (consultada en agosto 
de 2019).
55  Asimismo, Carolina Cosse, que se había desempeñado como ministra de Indus-
tria desde marzo de 2014, renunció a su cargo a comienzos de 2019, en virtud de su 
presentación como precandidata a la Presidencia de la República por el FA.
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Cuadro 11. Distribución de bancas en CSS por fracción del FA  
a partir de los resultados electorales de 2004, 2009 y 2014

Fracción 2004 2009 2014

Movimiento de Participación 
Popular

6 6 6

Frente Líber Seregni 5 (+ vicepresidente) 5 (+ vicepresidente) 3

Compromiso Frenteamplsta 
- 711

0 0 2 (+ vicepresidente)

Partido Socialista 2 2 2

Vertiente Artiguista 2 1 0

Partido Comunista del 
Urruguay

1 1 1

Corriente Acción y 
Pensamiento - Libertad

0 1 0

Casa Grande 0 0 1

Fuente: Luján y López Burian (2016).

Sobre el fin del período, el segundo gobierno de Vázquez contaba 
con dos representantes del MPP (Interior y Vivienda); cuatro del Fren-
te Líber Seregni (FLS) (Cancillería, Economía, Transporte y Turismo); 
dos socialistas (Salud y Ganadería); un integrante de la Vertiente Ar-
tiguista (Defensa); un exsocialista que recientemente formó su propia 
agrupación llamada Plataforma (OPP); una comunista no orgánica 
(Desarrollo Social); un frenteamplista independiente que reciente-
mente se sumó a las filas de La Amplia (nuevo espacio político de la 
exministra Carolina Cosse), y dos ministros no sectorizados (Trabajo 
y Educación).

En materia de acuerdos programáticos, pocos hubo en el área de 
la educación y todo se centró en la seguridad pública. La Universidad 
de la Educación, un proyecto importante que había quedado sin apro-
bar en el período anterior, siguió vacío por falta de votos, al oponerse 
blancos y colorados a su aprobación y «vaciar», literalmente, las comi-
siones en la que los proyectos estaban sometidos a discusión.

Durante la campaña electoral, Vázquez había manifestado que de 
ser elegido presidente ratificaría a Eduardo Bonomi en la cartera de 
Interior. La oposición mantuvo un discurso muy duro contra la ges-
tión de Bonomi, a quien interpeló nueve veces en los nueve años que 
este se ha desempeñado al frente del MI. La falla en la campaña por la 
baja de la edad de imputabilidad penal hizo que muchos de estos re-
clamos fueran a parar a la Torre Ejecutiva, sede de Presidencia. Hubo 
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14 reuniones de alto nivel político y ocho técnicas, con participación 
de todos los partidos.

Cuadro 12. Distribución de fracciones según ministros/as  
al comienzo y al final del segundo gobierno de Vázquez

Ministerio
Fracción de pertenencia del/la ministro/a

2015 2019

Ministerio de Defensa Nacional Corriente Acción y Pensamiento 
- Libertad Vertiente Artiguista

Ministerio del Interior Movimiento de Participación 
Popular Ibídem

Ministerio de Economía y 
Finanzas Frente Líber Seregni Ibídem

Ministerio de Relaciones 
Exteriores Frente Líber Seregni Ibídem

Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca

Frenteamplista no sectorizado/
independiente FA Partido Socialista 

Ministerio de Industria, Energía 
y Minería

Movimiento de Participación 
Popular

Independiente FA recientemente 
integrado a La Amplia 

Ministerio de Turismo Frente Líber Seregni Ibídem

Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas Frente Líber Seregni Ibídem

Ministerio de Educación y 
Cultura

Frenteamplista no sectorizada/
independiente FA

Frenteamplista no sectorizada/
independiente FA

Ministerio de Salud Pública Partido Socialista Ibídem

Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 

Frenteamplista no sectorizado/
independiente FA Ibídem

Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente

Movimiento de Participación 
Popular Ibídem

Ministerio de Desarrollo Social Comunista no orgánica Ibídem

Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto Partido Socialista Exsocialista recientemente 

integrado a Plataforma 

Fuente: Elaboración propia a partir de una actualización de Luján y López Burian 
(2016).

En concreto, se discutieron nueve grandes temas: la aplicación 
del  Código del Proceso Penal (CPP); la limitación de libertades an-
ticipadas; los delitos contra el narcotráfico; el aumento de penas por 
homicidio a jueces, fiscales y policías; los delitos cuando se trata de 
menores de edad; la reglamentación de la ley de armas; el estatuto 
de la Fiscalía; el Código del Proceso Infraccional Adolescente, y la 
descentralización de cárceles. De esos temas, la oposición presentó al-
gunas variantes que fueron descartadas y solo se aprobaron aspectos 
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en los que hubo consenso. Los proyectos vinculados con la minoridad 
infantil fueron rechazados de plano.

Entre los acuerdos alcanzados, uno de los más importantes remi-
tía a acelerar la entrada en vigencia del CPP para julio de 2017, la 
cual se logró implementar en 2018. El otro refería a la eliminación de 
libertades anticipadas para los privados de libertad reincidentes, pro-
yecto que enfrentaba grandes resistencias de los operadores jurídicos 
(incluida la Fiscalía) y de algunos sectores políticos del FA. También 
se acordó ampliar las condenas para los delitos cometidos por narco-
traficantes para que dejen de ser excarcelables.

Se llegó a acuerdo en cuatro temas (a pesar de las protestas de 
algunos grupos del FA y de varios organismos de derechos humanos). 
El primero fue el aumento de penas para el homicidio intencional y la 
consideración de delitos muy especialmente agravados a los homici-
dios de jueces, fiscales y policías. Le siguió el Código del Proceso In-
fraccional Adolescente, elaborado por el Poder Ejecutivo, aunque los 
acuerdos fueron parciales, ya que se enfrentaron discrepancias en los 
aspectos vinculados con las penas a los jóvenes. Asimismo, se acordó 
que las cárceles funcionaran en un ámbito descentralizado y no den-
tro del MI. La reglamentación de la Ley de Tenencia Responsable de 
Armas fue el último punto de acuerdo.

Otro asunto central del debate político, que había suscitado intensa 
discusión durante la campaña electoral, fue el de la educación. Tabaré 
Vázquez había dado señales de querer tener un control  importante 
de la agenda y los procesos en esta área de política pública. Designó 
a María Julia Muñoz, persona de su mayor confianza política, para 
estar al frente del MEC, secundada por el doctor Fernando Filgueira, 
cientista social destacado tanto como académico como en su desem-
peño profesional en el Estado y organismos internacionales. Pero la 
no inclusión de la oposición en el CODICEN, unida a una falta de ini-
ciativas de esta cartera, hizo que la ley más importante a aprobar en el 
período, la creación de la Universidad de la Educación, no prosperara.

Otro tema de fricción estuvo dado por la implementación de la Ley 
de Servicios de Comunicación Audiovisual (LSCA), votada al final del 
gobierno de José Mujica, que sería una de las primeras derogaciones 
a efectuar por la oposición, en caso de ganar las elecciones de 2019, 
según esta declara. Esta regulación se constituye en una pieza clave 
en lo relativo a la democratización de los medios de comunicación y 
al impacto que estos tienen en el debate público. La reglamentación e 
implementación de esta ley ha sido dificultosa, parcial, y la oposición 
ha jugado todas sus cartas en este asunto.
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8. LOS RENDIMIENTOS DECRECIENTES DE LOS ACUERDOS 
MULTIPARTIDARIOS Y LA TRAMPA DE LAS MAYORÍAS 
ESPECIALES
La creación de mayores autonomías en varias áreas del Estado cons-
tituyó una verdadera reforma de Estado que ha permanecido más 
o menos invisibilizada. La autonomización de áreas enteras de la 
política, incluida la creación del INEEd, el INR, el Instituto Nacio-
nal de Meteorología (INUMET), la Fiscalía General de la Nación, el 
Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente (INISA), la Jun-
ta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP), la Institución Nacional 
de Derechos Humanos (INDDHH), fue procesada a lo largo de estos 
tres períodos de gobierno frenteamplistas. Para una buena parte de 
la oposición, la creación de estas instituciones era deseable porque 
significaban más parcelas disponibles del Estado donde podía apostar 
a poner sus cuadros políticos, especialmente si prosperaban los acuer-
dos interpartidarios.

Para el gobierno, eran demandas largamente procesadas y res-
pondían a áreas de política que se habían vuelto particularmente 
sensibles, como la política de seguridad y carcelaria, las políticas de 
transparencia y la reforma de la justicia. Pero en un buen número de 
campos la trampa de las mayorías especiales terminó obligando al 
gobierno a negociar representantes en estos organismos que no eran 
de la confianza del Poder Ejecutivo, sino un mal menor entre las pre-
ferencias de la oposición y del gobierno, fuertemente diferenciadas 
políticamente.

La idea de designar representantes sociales en los órganos direc-
tivos de la salud, la educación y la seguridad social fue un intento de 
dotar a todos estos organismos de una representatividad no limitada 
a la partidocracia. La oposición lo resistió ferozmente. Todo lo que 
limitara la partidocracia en este tiempo fue largamente resistido, y 
muchas veces el gobierno no logró instalar otras representatividades 
sociales.

En ocasión de crear la JUTEP como servicio descentralizado, el 
gobierno fue aún más lejos y exigió la preceptividad de un acuerdo 
mayoritario para su nombramiento. La Constitución de la República 
prevé que los directores de estos organismos sean designados por el 
Poder Ejecutivo previa venia del Senado aprobada por una mayoría 
especial (tres quintos de votos del total de los integrantes). La Cons-
titución también previó que si esa mayoría especial no se logra, a los 
sesenta días el Senado apruebe la propuesta del Ejecutivo por mayo-
ría absoluta (artículo 187).

Toda esta normativa emana de una carta magna pensada y dise-
ñada para el acuerdo partidario, porque se inscribe en el sistema de 



La fuerza de los votos



compromisos entre los dos grandes lemas que fue la base de la gober-
nabilidad uruguaya hasta que el modelo se agotó, en los años sesenta. 
Sin embargo, el constituyente previó una cláusula que salvaguarda 
al Poder Ejecutivo cuando no consigue el acuerdo: la aprobación por 
mayoría absoluta. El texto tensa el acuerdo, pero no asfixia al Ejecuti-
vo. El texto de la ley de creación de la JUTEP, sin embargo, eliminó la 
cláusula que facilita al Ejecutivo obtener la mayoría en el Parlamento 
y obligó a los tres quintos (la mayoría especial) de cualquier manera. 
A esto, varios legisladores de la oposición y algunos del oficialismo lo 
llamaron una salvaguarda republicana.

Obligar al acuerdo entre partidos y, especialmente, al acuerdo en-
tre oposición y gobierno sería, en esta perspectiva, una salvaguarda 
republicana. Pero ¿lo es? Es una salvaguarda partidocrática, pero no 
necesariamente republicana. Por otro lado, salvaguardas republicanas 
tendientes a involucrar al soberano en la toma de decisiones políticas 
jamás son consideradas por la comprensión estrecha de la República 
como acuerdo entre partidos.

Obligar a los partidos a ponerse de acuerdo está muy bien. Y las 
mayorías especiales tienen este propósito. Pero las mayorías especia-
les dejan a las minorías en situación de operar como actores de veto. 
Esto sucede hoy en varios campos, el más notable refiere a la habilita-
ción del voto de los uruguayos y uruguayas en el exterior del país, que 
no se ha podido aprobar porque se entiende que esa es una modifica-
ción de leyes electorales y las leyes electorales no se pueden modificar 
sin mayorías especiales.

También cuando se trata de integrar organismos que ejercen po-
der y ostentan recursos de prestigio o contralor del Estado especiales, 
como los organismos de contralor, la Suprema Corte de Justicia (SCJ) 
y, ahora, la JUTEP, se requiere de mayorías especiales. Esto quiere 
decir que las personas nombradas son quienes, de algún modo, re-
presentan lo que están dispuestos a «aceptar» los partidos políticos. 
Muchas veces, esto solo deja en pie a quienes pasan el filtro político 
partidario. El filtro tiende a funcionar de dos maneras. Por un lado, 
privilegiando la «cartelización» del Estado (los partidos nombran a 
los propios, los de confianza), y por el otro, evitando que las personas 
controversiales y desafiantes del statu quo sean pasibles de ocupar 
estos lugares, por muy buenas que sean para el cargo (algo de lo que 
sucedió con el intento de veto a Mirtha Guianze para la INDDHH en 
2012).

Hacia el año 2015, varias organizaciones sociales,56 amparadas en 
el artículo 30 de la Constitución de la República, presentaron una 

56  Datos abiertos, transparencia y acceso a la información (DATA), Cotidiano Mu-
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petición a la Asamblea General para modificar el nombramiento de 
los representantes a la SCJ. Las organizaciones plantearon crear una 
comisión de la Asamblea General destinada a examinar los antece-
dentes y currículos de los aspirantes a integrar dicha corporación y 
a elaborar un ranking de candidaturas con base en esos méritos. La 
comisión elevaría, luego, su consideración al Senado, que estaría en-
cargado de aprobar las venias. La sola idea de que una comisión exa-
minase méritos no le quitaría poder a la partidocracia, pero sometería 
a los nombres a un escrutinio colectivo, a una evaluación racional de 
méritos y a una decisión que superase la lógica del acuerdo discrecio-
nal entre los partidos. Ello aunque, finalmente, fuera el Parlamento el 
que tuviera la última palabra. Esta propuesta no fue aprobada.

La República es mucho más que un acuerdo entre partidos. La Re-
pública presupone un soberano —el pueblo— que, expresado a través 
de organizaciones e individuos, pueda tener un diálogo con los par-
tidos que vaya más allá de refrendarlos o castigarlos con el voto cada 
cinco años. Los partidos ya tienen el monopolio de la representación 
política, pero lo hacen porque representan al soberano, que es la base 
última de toda autoridad.

En la selección de personas para cargos de la más alta importancia 
es bueno recordar el mecanismo que dio lugar a la INDDHH: se votó 
en la Asamblea General, pero las organizaciones, personas y partidos 
podían elevar nombres y currículos para la consideración política. 
Eso permitió que los nombres elegidos para dicha institución fueran 
muchos más que los que podían emanar de las indicaciones de los 
partidos, ya que primero se eligieron las mejores trayectorias.

Cuando hablamos de República, hablamos de algo más que pactos 
partidarios mayoritarios. La mayor parte de las cosas importantes que 
se consiguieron en materia de derechos en el Uruguay no se hubieran 
podido aprobar si se hubieran requerido pactos mayoritarios especia-
les. La despenalización del aborto, la Ley de Matrimonio Igualitario, 
la regulación del cannabis, la responsabilidad penal empresarial o la 
LSCA no hubieran podido nunca ser aprobadas si se hubiera requeri-
do la muy poco republicana mayoría especial. Se aprobaron todas por 
mayoría simple y, a menudo, por un voto. Sin embargo, representaron 
avances republicanos sustanciales porque la República es un modo de 
gobierno del Estado en el que los derechos importan.

jer, Ciedur, CAinfo, Cooperativa Mujer Ahora, Fundación Mario Benedetti, Obser-
vatorio de Políticas Públicas de Derechos Humanos, Proderechos, Red Uruguaya 
Contra la Violencia Domestica y Sexual, Servicio Paz y Justicia (SERPAJ) Uruguay, 
entre otras.
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La regla del consenso, de la que largamente se ha escrito en las 
teorías sobre el tema, muchas veces solo refuerza una lógica de carte-
lización del Estado por los partidos políticos.

La pregunta es: ¿la política de gobierno de unidad nacional ha ser-
vido para facilitar acuerdos y votaciones unánimes o por amplias ma-
yorías en el Parlamento? A juzgar por estudios anteriores (Chasquetti, 
2010), las votaciones por unanimidad son frecuentes en el Parlamento 
y las votaciones divididas por temas que importan, moneda corriente. 
No existe un análisis sistemático suficientemente conclusivo que per-
mita saber si los acuerdos con la oposición han generado mayor coin-
cidencia a nivel del Parlamento. En principio, todo parece indicar que 
la búsqueda de acuerdos está cimentada en la propia cultura política 
uruguaya. Un parlamento que bloquease indefinidamente al gobierno 
en todas sus iniciativas y lo llevase a un estado de parálisis decisoria 
no es una hipótesis descabellada, pero está casi en las antípodas de lo 
que sucede en Uruguay. En general, predominan las buenas prácticas 
de la búsqueda de acuerdos y el Parlamento funciona como el lugar en 
el que estos se tejen y consolidan. Esta imagen dista de la que ofrecen, 
muchas veces, algunos medios de comunicación, más propensos a re-
gistrar los cruces de acusaciones y los alzamientos de voz que el hila-
do fino y sistemático que permite una actividad parlamentaria fluida.

Por otra parte, la opinión pública sí privilegia los acuerdos partida-
rios. Hacia abril de 2012, datos de la consultora Factum57 indicaban 
que el 86  % de los uruguayos consideraban que «el gobierno debe 
escuchar a la oposición y tomar en cuenta lo que esta sugiera», y que 
el 71 % opinaba que «la oposición tiene que buscar entendimientos 
con el gobierno para tratar de influir en las decisiones». Sobre esto, 
además, los votantes frenteamplistas, blancos y colorados opinaban 
más o menos lo mismo. Así, el gobierno de Mujica primero y la se-
gunda administración de Vázquez después habrían actuado en pro 
de este sentido colectivo acuerdista que caracterizaría el ánimo de los 
uruguayos, y esta sería una buena razón para hacerlo. Sin embargo, la 
cobertura que se hace de los desacuerdos entre gobierno y oposición 
contribuye a mostrar un paisaje de desacuerdos, enconos y crispacio-
nes recíprocos que oculta más que evidencia la verdadera índole de lo 
que sucede. Entonces, parecería que todo lo que nos esforzamos por 
acordar es luego subestimado o invisibilizado.

Entre las virtudes de la estrategia política inaugurada por el go-
bierno Mujica debe señalarse el hecho de que, en un país de «dos 

57  Véase la nota titulada «¿Qué quiere la gente de las relaciones entre el gobierno y 
la oposición?», publicada en el sitio web de Factum el 13/4/2012. Recuperada de ht-
tps://portal.factum.uy/analisis/2012/ana120413.php (consultada en agosto de 2019).
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mitades», todos puedan estar integrados. Así se amplía el juego y se 
reproducen prácticas de participación y de acuerdo que deben estar 
en el centro de la cultura política, porque si funciona la «mala fe», 
nada es posible. En síntesis, para que exista democracia no tiene que 
haber solo un acuerdo de procedimientos, también debe haber una 
cultura que haga que la oposición no se oponga a todo y que el gobier-
no busque acuerdos con aquella, aun cuando no los precise.

En cuanto a los defectos o problemas de esta estrategia, cabe resal-
tar los costos y tiempos de negociación, el acotado margen de manio-
bra del partido de gobierno para controlar la idoneidad de los cuadros 
gobernantes o la «rebaja» programática a que conducen los acuerdos 
multipartidarios.

Un último problema es el lugar de los representantes sociales cuan-
do el gobierno cede lugares a la oposición. Se cuestiona la represen-
tación social en algunos organismos del Estado como los organismos 
de la salud (ASSE), de la seguridad social (BPS) o de la educación, 
al aducirse que la representación de los trabajadores o usuarios dis-
torsiona el gobierno político. Pero ¿acaso solo los partidos políticos 
hacen política? La izquierda siempre consideró que el gobierno, el 
buen gobierno, era un gobierno de todas las partes. Y, como señalan 
Aberbach, Putnam y Rockman (1981), la búsqueda de una participa-
ción ampliada es un patrimonio cultural de las izquierdas y, más aún, 
de los políticos de izquierda. La propia teoría de la gobernanza consi-
dera que el buen gobierno depende de la articulación de todas las par-
tes. ¿Por qué ha de considerarse que la participación social desvirtúa 
la gobernabilidad de los entes? A menudo, en la participación de un 
organismo, este le es más propio al representante del trabajador que 
al propio cuadro político de paso, ya que el trabajador está compro-
metido con la gestión.

En definitiva, los acuerdos sirvieron de plataforma para la campaña 
mediática de la oposición contra el gobierno. Aunque se aumentaran 
los recursos para la seguridad, se aprobara el Sistema de Responsabi-
lidad Penal Adolescente o se «cediera» en materia de mantenimiento 
de los antecedentes penales de los menores de edad, ello no obstó para 
que se creara una intensa campaña por la baja de la edad de imputa-
bilidad penal, que generó su propio escenario en la campaña de 2014. 
Igualmente, los acuerdos en materia de educación no obstaron para 
que la oposición dejara sin votos muchos de los proyectos presenta-
dos y contribuyera a generar una imagen muy negativa de docentes, 
gremios y autoridades. Algo similar sucedió con la discusión sobre la 
megaminería: por más que inicialmente hubo acuerdo en la reforma 
del Código de Minería y sus ventajas (elevación del canon por modifi-
caciones en la forma de cálculo, reserva del 15 % para la producción a 
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los efectos de su aprovechamiento interno, entre otras), ello no obstó 
para que se presentara un proyecto sobre megaminería en CSS y se 
anunciara un proyecto para la nacionalización del hierro en CRR. Y 
es que grandes acuerdos no se traducirán en «lunas de miel» entre 
gobierno y oposición, ya que la lógica entre ellos está signada por la 
competencia (electoral) y por las diferencias (ideológicas).

Las llamadas políticas de Estado, propuestas por Seregni en al año 
2001, muchas veces confunden consenso con instituciones. Los con-
sensos son frágiles, las instituciones no tanto. Y, como es veleidosa la 
probidad de los hombres, se necesitan la forma, la regla y la norma. 
Las llamadas políticas de Estado son aquellas que, mediante grandes 
modificaciones institucionales, transforman el modo de operar del Es-
tado en un área determinada. Para muestra basta un botón: la refor-
ma de la salud es una política de Estado: alteró la ecuación de actores 
e instituciones de tal manera que orienta ella hacia el futuro.

Huelga decir contra la hipostasia del consenso como principio po-
lítico regidor de toda virtud que, si bien el gobierno es el gobierno de 
todos, no lo es para gobernar merced a una voluntad pública cons-
truida sobre el cambiante humor de una encuesta, o la lectura reali-
zada desde la política, que siempre es partidaria. En ausencia de un 
consenso general o de un criterio objetivo, la recurrencia a la voz de 
los muchos es lo que debe primar. La virtud política que se opone al 
consenso es, en este caso, el pluralismo. Y el pluralismo no remite solo 
a la partidocracia, sino también a las organizaciones, los ciudadanos, 
los sindicatos, los movimientos de toda índole, como se señalaba al 
principio de este apartado, en la interpretación de Aberbach, Putnam 
y Rockman (1981).

Para terminar, podemos decir que el balance de los dos períodos 
gubernamentales con integración de la oposición exhibe resultados 
dispares. Este estilo gubernamental no parece arrojar resultados con-
cretos en: a) la mejora de la popularidad del gobierno entre electores 
blancos y colorados; b) la mejora de la consensualidad parlamentaria 
expresada en un mayor número de leyes aprobadas por unanimidad; 
c) la mejora en la gestión de las políticas sobre las que se centraron los 
acuerdos partidarios.

Los dilemas, tan corrientes en la teoría política sobre el equilibrio 
(y oposición) entre representación y eficacia, o entre legitimidad y efi-
ciencia, se manifiestan también en la práctica. Amplios abanicos de 
consulta enlentecen las decisiones, pero previenen de «sordera auto-
crática». Al final, siempre habrá tensión entre los principios que jerar-
quizan la representación (y, por consiguiente, la búsqueda tan demo-
crática de la participación de todas las partes) y los que jerarquizan 
la eficacia (en la que el principio de autoridad juega, a veces, el papel 
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de atajo para la consecución de un resultado). Lo importante es saber 
que sobre esto no hay verdades, hay preferencias.
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Gráficos y cuadros capítulo 2

Gráfico 1. Evolución de la confianza en los partidos políticos en Uruguay. 
(2005-2018) (%)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Latinobarómetro (sitio web, análisis 
de datos online).

Gráfico 2. Evolución del apoyo a la democracia en Uruguay (2005-2018) (%)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Latinobarómetro (sitio web, análisis 
de datos online).
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Gráfico 3. Evolución del sistema de partidos en Uruguay (1984-2014)  
(% de votos emitidos)

1984 1989 1994 1999
(oct) 2004 2009

(oct)
2014
(oct)

FA 20,77 20,35 29,18 39,06 50,45 47,96 47,81
PN 34,22 37,25 29,75 21,72 34,3 29,07 30,88
PC 40,28 29,03 30,83 31,93 10,36 17,02 12,89
NE 8,63 4,92 4,44
PI 1,84 2,49 3,09
Otros 2,42 0,57 0,63 0,81 0,69 1,29 2,02
 En blanco/anulado 2,31 4,17 4,69 2,04 2,36 2,17 3,29
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Corte Electoral.

Gráfico 4. Evolución del FA, el PN y el PC en Montevideo  
y el interior en elecciones nacionales (1984-2014) (% sobre votos emitidos)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Corte Electoral.
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Gráfico 5. Comportamiento electoral según generaciones en las elecciones 
nacionales de 2004, 2009 y 2014 (% sobre votos emitidos)
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Fuente: Publicado en Moreira y Delbono (2016) y elaborado a partir de Bottinelli 
(2014c).

Gráfico 6. Intención de voto en las elecciones nacionales  
de octubre de 2019 (%)

FA PN PC CA PdG PI UP PERI PVA Otros
partidos

En
blanco/
anulado

(*)

Indecis
os/NS/

NC

Cifra (set. 2019) 33 28 18 7 1 2 2 1 8
Factum (ago.-set. 2019) 39 26 18 8 2 2 1 1 1 3
Equipos (ago. 2019) 30 26 16 8 1 1 1 1 4 12
Grupo Radar (set. 2019) 40,2 22,4 17,1 10,3 0,7 1,3 1 1 0,8 0,3 2,3 2,7
Opción (ago. 2019) 29 24 15 12 2 2 1 1 6 8

0

5

10

15

20

25

30

35

40

45

(*) Factum agrupa «otros» partidos dentro de la categoría «en blanco/anulado».

Fuente: Cifra, Factum, Equipos, Opción, Grupo Radar (sitios web de las consultoras).
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Cuadro 3. Evolución de la votación del FA, el PN y el PC  
en Montevideo y el interior (1984-2014)

1984 1989 1994 1999 
(oct.) 2004 2009 

(oct.)
2014 
(oct.)

FA

Montevideo 74,2 74,8 65,2 56,3 50,3 47,3 43,8

Interior 25,8 25,3 34,8 43,7 49,7 52,7 56,2

PN

Montevideo 36,0 31,0 31,0 25,0 30,0 30,0 31,0

Interior 64,0 69,0 69,0 75,0 70,0 70,0 69,0

PC

Montevideo 41,0 37,9 37,2 39,6 32,6 35,4 32,4

Interior 59,0 62,1 62,8 60,4 67,4 64,6 67,6

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Corte Electoral.
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Cuadro 5. Voto al FA, al PN y al PC en las elecciones nacionales de 2014  
en el departamento de Canelones según zonas geográficas  
y circunscripciones (%)

Zona Circunscripción
Voto (a) Total de 

población (b)FA PN PC PN + PC

Su
r/

 S
ur

es
te

Colonia Nicolich 64,69 19,87 6,24 26,11 9624

El Pinar 59,87 20,68 7,15 27,83 21091

Serie “CQC” (Casarino) 59,47 25,21 7,60 32,81 s/d < 5000 hab.

Paso Carrasco 59,11 23,21 7,29 30,5 15908

Barros Blancos 58,27 23,68 9,42 33,10 3165

Shangrilá, Bosque, Lagomar, Solymar 53,95 24,31 9,09 33,40 30824 (*)

Joaquín Suárez 53,54 27,36 10,30 37,66 6570

Salinas 53,45 25,96 8,94 34,90 8626

Piedras de Afilar 52,67 30,89 7,87 38,76 132

San José de Carrasco 52,05 25,26 10,27 35,53 7288

Ciudad de Pando 51,11 29,96 10,02 39,98 25949

Parque del Plata 47,24 31,47 9,77 41,24 7896

Empalme Olmos 44,55 34,18 12,2 46,38 4199

Ciudad de Atlántida 42,86 34,22 13,16 47,38 5562

Balneario La Floresta 41,97 35,59 12,60 48,19 1595

Soca 37,24 40,79 14,18 54,97 1797

Rural Lorenzo Cella 22,73 40,91 31,82 72,73 119

Su
ro

es
te

/ 
Es

te
/ 

N
or

oe
st

e

El Obelisco 64,56 20,56 6,82 27,38 s/d < 5000 hab.

El Dorado 61,98 22,15 7,67 29,82 s/d < 5000 hab.

Serie “CDE” (correspondiente a Las Piedras) 60,95 24,99 7,03 32,02 s/d < 5000 hab.

Ciudad de La Paz 60,81 22,30 7,75 30,05 20526

Ciudad de Santa Lucía 56,86 27,41 8,56 35,97 16742

Ciudad de Las Piedras 53,37 28,21 10,15 38,36 71268

Toledo 52,05 28,54 11,45 39,99 4397

Ciudad de Progreso 51,97 28,12 10,09 38,21 16244

Ciudad de Canelones 49,67 28,48 11,17 39,65 19865

Joanicó 45,43 33,28 10,88 44,16 1305

Rincón del Colorado 44,66 34,77 11,48 46,25 s/d < 5000 hab.

Aguas Corrientes 40,89 32,63 18,04 50,67 1047

Santa Rosa 40,03 36,20 15,06 51,26 3727

Sauce 39,02 37,51 14,70 52,21 6132

Paso Pache 36,17 42,32 13,95 56,27 147

Cerrillos 35,34 37,02 18,82 55,84 2508

Paso Fránquez 29,33 49,33 17,33 66,66 s/d < 5000 hab.

C
en

tr
o/

 N
or

es
te

/ 
N

or
te

Montes 44,04 39,73 11,21 50,94 1760

San Jacinto 37,31 37,82 16,86 54,68 4510

San Antonio 33,40 43,09 16,80 59,89 1489

Migues 31,67 49,34 13,38 62,72 2019

San Ramón 31,02 40,17 20,85 61,02 7133

Tala 29,23 41,27 22,30 63,57 5089

Bolívar 26,19 45,24 21,83 67,07 139

San Bautista 25,86 34,77 31,29 66,06 1973

Fuente: Publicado en Moreira y Delbono (2016) y elaborado a partir de: a) datos del 
Centro de Cómputos del Frente Amplio (que a su vez se basan en datos de la Corte 
Electoral); b) INE, Censo 2011.
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Cuadro 6. Voto al FA en las elecciones nacionales de 2014 según CCZ  
de Montevideo y caracterización sociodemográfica

CCZ 
(Coord.)

%_2014 
(oct.) (a)

% 
personas 
de 25 a 65 
años con 

educación 
terciaria 

(2008) (b)

Ingreso 
medio de 

los hogares 
(c.)

% 
personas 

pobres 
(d)

Barrios

17 (F) 68,65 2,3 33040 32,3 Casco del Cerro, Casabó, Pajas Blancas, Santa Catalina, 
Cerro Norte, La Boyada, Cerro Oeste y zona rural

18 (G) 66,47 3 32223 28,3 Paso de la Arena, Santiago Vázquez, Los Bulevares, 
Sarandí, 3 de Abril, Punta Espinillo y La Colorada

14 (.E) 65,48 5,4 37531 21,7
Prado Norte, Sayago Oeste, Paso Molino, Belvedere, La 
Teja, Pueblo Victoria, Tres Ombúes, Nuevo París y Villa 
Teresa

13 (P) 60,38 7,8 38727 19,0 Sayago, Conciliación, Peñarol, Millán y Lecocq, 
Lavalleja, Prado Chico y Prado Norte

11 (O) 59,78 4,1 35741 27,4

Pérez Castellanos, Cerrito, Porvenir, Plácido Ellauri, 
Marconi, Casavalle, Borro, Bonomi, Municipal, 
Instrucciones, Jardines de Instrucciones, Fraternidad, 
Cóppola y Las Acacias

12 (H) 57,51 4,2 37385 19,8 Colón, Lezica, Melilla, Abayubá, Cuchilla Pereyra y San 
Bartolo

6 (Q) 57,30 12 42641 12,5 Malvín Norte, Unión, Villa Española, Mercado Modelo y 
Blanqueada Este

10 (I) 56,34 2 31638 31,7
Manga, Piedras Blancas, Bola de Nieve, Boiso Lanza, 
Toledo Chico, Barrio Franco, Transatlántico, Barrio 
Cirilo, Plus Ultra, Buenos Aires y La Selva

9 (J) 56,31 3,6 33662 27,0
Curva de Maroñas, Flor de Maroñas, Jardines del 
Hipódromo, Ideal, Bella Italia, Málaga, Ituzaingó, Punta 
de Rieles, Km 16 Cno. Maldonado y Villa García

15 (Ñ) 53,31 14,5 53272 3,4
Joanicó, San Lorenzo, Cerrito, Aires Puros, Paso de 
las Duranas, Prado, Atahualpa, Solís, Nueva Savona, 
Cristóbal Colón y C. H. Pque Posadas

3 (.C) 51,80 16,5 49938 3,1
Goes, Villa Muñoz, Jacinto Vera, Figurita, Reducto, 
Krüger, Simón Bolívar, Brazo Oriental, La Comercial y 
Aguada

1 (A) 48,40 23,4 52081 3,0 Ciudad Vieja, Centro, Barrio Sur y Aguada

16 (D) 49,41 20,9 53051 4,9 Arroyo Seco, Bella Vista, 19 de Abril, Prado Sur y Capurro

4 (N) 47,38 24,4 56070 1,6 La Blanqueada Sur, Congreso de Tres Cruces, Pque. 
Batlle Este, Libertad y Larrañaga

2 (B) 46,42 29,7 52773 1,0 Cordón Este, Cordón Norte, Cordón Sur, Palermo, La 
Comercial, Aguada Este y Parque Rodó

8 (K) 45,79 29,3 83184 4,4 Carrasco Norte y Sur, La Cruz, Pque. Rivera, Jardines de 
Carrasco, Canteras Fortuna y Malvín Norte

7 (L) 42,47 37,8 71498 1,0 Buceo, Malvín Nuevo, Malvín y Punta Gorda

5 (M) 36,77 40,4 75303 0,8
Punta Carretas, Villa Biarritz, Trouville, Pocitos, Pocitos 
Nuevo, Buceo, Puerto Buceo, Pque. Batlle Sur y Villa 
Dolores

Fuente: Publicado en Moreira y Delbono (2016) y elaborado a partir de datos de: a) 
Corte Electoral; b) Intendencia de Montevideo (2010); c y d) Intendencia de Monte-
video (2014).
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Cuadro 7. Adscriptos a los ministerios (artículo 58 de la Ley n.° 18.711). 
Distribución según altas y bajas de los contratos, edad, sexo y retribución 
promedio (2017)

Ministerio
Contratos 

al 
31/12/2016

Contratos 
al 

31/12/2017

Menor o igual a 
40 años Mayor de  40 años Retribuciones 

promedio 
(en $)Hombre Mujer Hombre Mujer

Ministerio de Defensa 
Nacional 8 7 1 0 5 1 69.570,90

Ministerio del Interior 14 16 4 2 6 4 52.847,90

Ministerio de Economía y 
Finanzas 9 8 3 1 4 0 109.601,50

Ministerio de Relaciones 
Exteriores 4 5 0 1 4 0 61.509,60

Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 9 9 1 1 4 3 82.111,00

Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 5 5 0 1 3 1 72.445,20

Ministerio de Turismo 6 5 0 1 3 1 69.274,40

Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas 13 10 2 0 5 3 59.401,80

Ministerio de Educación 
y Cultura 8 8 0 0 7 1 73.045,70

Ministerio de Salud 
Pública 3 3 0 1 0 2 82.103,40

Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 9 11 3 2 4 2 56.729,10

Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente

4 3 0 0 2 1 92.756,60

Ministerio de Desarrollo 
Social 5 4 1 1 1 1 59.867,30

Total 97 94 15 11 48 20 69.398,10

Fuente: ONSC (2018).





Capítulo 3

QUINCE AÑOS 
QUE CONMOVIERON AL URUGUAY

El largo ciclo de gobiernos frenteamplistas.  
Un repaso de sus logros, sus debates,  

sus problemas

1. INTRODUCCIÓN
Desde que el FA asumió el gobierno, demostró, incluso con sus prime-
ros actos, que en el Uruguay se había conformado un gobierno dife-
renciado ideológicamente, inequívocamente de izquierda. La primera 
diferenciación fue su característica de gobierno de partido, lo que le 
permitió asumir el mando del Ejecutivo con una dirección precisa y 
una estrategia clara. La estrategia se conforma a través de un conjun-
to de fuerzas que se tensionan alrededor de las resoluciones de los 
congresos partidarios del FA, que identifican los compromisos progra-
máticos del partido, las preferencias presidenciales y la correlación de 
fuerzas entre sectores, y que, asimismo, se expresa en la composición 
del gabinete. Además de las preferencias presidenciales, la correlación 
de fuerzas de los distintos grupos determina buena parte de las orien-
taciones de política y, cuando ello no es posible, actúa como coalición 
de veto en el Parlamento e inhibe aquello que no quiere que suceda.1

1  La correlación de fuerzas en el Parlamento ha sido dispar en cada período de 
gobierno, pero esa disparidad parece haber sido más importante en el tercero, con 
ejemplos de veto a políticas del Ejecutivo muy concretos. Las preferencias presi-
denciales fueron más importantes en la primera y segunda administración que en 
la tercera. La fuerza de las resoluciones del congreso del FA siempre está sujeta a 
estos dos vectores de fuerza: las preferencias presidenciales y la correlación entre las 
fuerzas de los grupos políticos frenteamplistas. Ejemplos de contradicciones mani-
fiestas entre estas fuerzas tensionantes sobre la política son: a) el veto presidencial 
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Vale recordar que el primer acto de gobierno de Vázquez consistió 
en la reanudación de las relaciones diplomáticas con Cuba. A ello si-
guió, luego, la línea de «prudencia diplomática de izquierda» que asu-
mió la administración durante el resto del período. Pero, sin duda, los 
quince años de presidencias frenteamplistas se caracterizan por un 
fuerte alineamiento con el Mercosur (más allá de los fuertes conflictos 
con Argentina experimentados en el primer período y de los coque-
teos con Estados Unidos y con Goerge W. Bush), por la defensa de la 
integración latinoamericana y por una diplomacia presidencial con el 
eje del progresismo (Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Cuba, Ecuador 
y Venezuela).

El segundo de los actos inauguratorios del primer gobierno fue la 
reemergencia de la cuestión social2 luego de su secundarización du-
rante décadas a la primacía de lo económico (en un país signado por 
decenios de estancamientos y recesión). Esto se expresó en la creación 
de un nuevo ministerio, el Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) 
que, como primera gran tarea, tuvo a su cargo la implementación del 
Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social (PANES). También 
se plasmó en la (re)instalación de los consejos de salarios, ampliados 
ahora al sector público y a los trabajadores y trabajadoras rurales y 
domésticas, quienes fueron incluidos en las políticas de aumento de 
salarios mínimos.

Debe contarse aquí la reforma de la salud, que logró desmantelar 
los intentos de privatización impulsados en los años noventa y que 
tuvo impactos definitivos en el acceso a la salud mediante un sistema 
de financiación compartida trabajadores-jubilados-Estado. También 
se fortaleció la salud pública a través del refuerzo presupuestal de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE), el pres-
tador público de salud. Y aunque la reforma de la educación y la Ley 
General de Educación (n.° 18.437) dejaron gusto a poco y no repre-
sentaron una vuelta atrás de la dictadura (puesto que la autonomía de 
la educación siguió limitada), el aumento sistemático del presupuesto 
educativo, el mejoramiento de los salarios docentes, la incorporación 

de Tabaré Vázquez a la despenalización del aborto en 2008 (Ley n.° 18.426) (priman 
las preferencias presidenciales sobre las del resto); b) el voto en contra de la ley de 
imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, que impidió la aprobación de 
la ley en 2012; c) el retraso en la votación del tratado de libre comercio (TLC) con 
Chile en 2017, que llevó a que el Plenario del FA tomara posición en esto, aunque 
al fin triunfó el Poder Ejecutivo, y d) la peripecia del proyecto de reforma de la caja 
militar, que fue modificado (y «rebajado») en ambas cámaras entre 2016 y 2017 a 
instancias, especialmente, del Movimiento de Participación Popular (MPP), pero no 
únicamente.
2  Parte de este texto remite a Moreira y Delbono (2010).
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de más recursos humanos y la inversión pública en mejoramiento edi-
licio mostraron que esta era, sin duda, una prioridad del gobierno.

El tercer acto inaugural de un gobierno ideológicamente definido 
fue el enfoque dado al tema de los derechos humanos que, aunque 
no consiguió avanzar significativamente ni en verdad ni en justicia, y 
mostró las propias limitaciones y contradicciones a la interna del FA, 
supuso un giro de 180 grados con relacion a las posturas de gobiernos 
blancos y colorados, los cuales habían bloqueado sistemáticamente 
cualquier avance en las investigaciones sobre las violaciones a dere-
chos humanos.

La postura histórica y original de «verdad y justicia» en el FA —al 
menos expresada en los intentos por derogar la ley de caducidad— 
había ido cediendo paso a concepciones más contemporizadoras con 
el estado de las cosas que se había instalado en el Uruguay a lo largo 
de los años noventa. Con este talante, Tabaré Vázquez se había com-
prometido en la campaña electoral de 2004 a aplicar el artículo 4 de la 
llamada ley de caducidad (n.° 15.848), lo que le permitía al Poder Eje-
cutivo realizar investigaciones o facultar al Poder Judicial a hacerlo en 
todo lo que la ley no prohibiera (delitos económicos, desapariciones 
forzadas, secuestro de niños). Se anunció que se realizarían indaga-
ciones acerca del destino de los detenidos desaparecidos y que se pedi-
ría a las FFAA información que finalmente, nunca dieron. Una vez en 
el gobierno, se procedió a realizar escavaciones en predios militares 
en busca de enterramientos clandestinos. También se dio vía libre a la 
acción judicial en los casos no comprendidos por la ley, y se resolvió 
permitir las extradiciones a violadores de los derechos humanos que 
fueran resueltas afirmativamente por el Poder Judicial. Se produjeron 
en este período los primeros procesamientos, especialmente el muy 
emblemático de Juan María Bordaberry, el expresidente colorado, au-
tor del golpe de Estado de 1973. En 2009, hacia el fin del primer man-
dato, la Suprema Corte de Justicia (SCJ) declararía inconstitucional 
la ley de caducidad.

La cuarta reforma inaugural se produce en el campo de la conduc-
ción de la política económica. Esta conducción fue la única que no 
experimentó modificaciones significativas a lo largo del período, con 
una fuerte centralidad del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) 
y de su ministro como un primer ministro y organizador del gabine-
te. El fortalecimiento económico del Estado y sus empresas públicas, 
el fin de los acuerdos con el Fondo Monetario Internacional (FMI), 
la superación de las debilidades de la plaza financiera que quedaron 
expuestas en la crisis de 2002, la diversificación de mercados, la am-
pliación de reservas, el manejo de la deuda externa y la superación de 



Constanza Moreira



las vulnerabilidaes del sistema financiero y tributario heredado deben 
contarse entre los logros.

En la primera administración, lo que más sobresalió como refor-
ma estructural fue la reforma tributaria que instaló el impuesto a la 
renta de las personas físicas (IRPF), de carácter progresivo (según los 
ingresos de las personas) y dual (entre el pago de rentas por capital 
y por ingresos, gravados de diferente manera). Este impuesto tam-
bién fue aplicado a las jubilaciones y pensiones, pero un recurso de 
inconstitucionalidad presentado ante la SCJ fue atendido, por lo que 
se creó un nuevo impuesto con igual gravamen que se denominó im-
puesto de asistencia a la seguridad social (IASS). Varios años después, 
en la campaña electoral de 2019, el IASS intentaría ser derogado por 
la vía plebiscitaria.

La seguridad pública también estuvo presente en ese primer perío-
do de gobierno, con señales por izquierda, con la aprobación de la Ley 
de Humanización y Modernización del Sistema Carcelario (n.° 17.897) 
y con reconocidos voceros de una perspectiva contraria a la «mano 
dura» al frente de la respectiva cartera. El fracaso fue importante: los 
medios de comunicación se opusieron en bloque a la estrategia «blan-
da» del gobierno y la oposición fustigó todos los días con el mismo 
tema. En años siguientes, partidos políticos opositores y medios de 
comunicación trabajaron conjuntamente para instalar el asunto de la 
seguridad pública como tema principal del Uruguay y reclamaron en-
durecimiento de penas y aumento de los controles policiales. Durante 
el gobierno de Mujica se agravaron, en efecto, las penas para varios 
delitos y el Ministerio del Interior (MI) pasó a tener el mayor porcen-
taje del presupuesto de los organismos de la Administración Central, 
con incrementos significativos en los últimos diez años.

El fin del primer período de Vázquez estuvo signado tanto por los 
intentos reeleccionistas del presidente3 (o, en su límite, por designar 
a su sucesor) como por el debate sobre la despenalización del aborto. 
Los magros resultados obtenidos en materia de derechos humanos 
llevaron, asimismo, a las organizaciones sociales respectivas a convo-
car un plebiscito para anular la ley de caducidad. La iniciativa contó 
con el apoyo del movimiento sindical y la renuencia a comprometerse 
de los principales líderes políticos del FA (Vázquez, Mujica, Astori), 

3  Hacia noviembre de 2008, un grupo de dirigentes políticos —secretarios de Es-
tado incluidos— y destacadas figuras públicas afines al entonces presidente de la 
República inició una campaña de recolección de firmas en todo el país para promo-
ver una reforma constitucional que habilitara la reelección inmediata de la primera 
magistratura. El objetivo era hacer formalmente posible la postulación de Vázquez 
para las elecciones nacionales del año siguiente. El «movimiento Tabaré 2009», final-
mente, se desactivó, pero no sin antes cosechar unas 100.000 firmas.
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quienes acompañaron la propuesta, prácticamente, cuando el movi-
miento social ya había conseguido las firmas para hacerla efectiva, y 
mantuvieron silencio sobre el tema durante toda la campaña electoral 
de 2009.4 Finalmente, la anulación de la ley se frustró en las urnas, al 
alcanzar 48 % de los votos cuando era necesario superar el 50 % para 
su concreción.

La popularidad con la que Tabaré finalizó su mandato fue muy 
alta: superó ampliamente la mayoría absoluta de la opinión pública y 
reveló un apoyo importante de los electores más conservadores. Sin 
embargo, este reconocimiento no fue suficiente para investir a su «he-
redero», el entonces ministro de Economía y Finanzas, Danilo Astori, 
quien perdió la elección interna de 2009 contra Mujica por 52,1 % a 
39,6 % de los votos.

José Mujica será el candidato a presidente por el FA más controver-
tido en la historia de esta fuerza política. Su elección fue considerada 
de riesgo por más de un analista político, dada la esperable resisten-
cia de las clases medias urbanas y educadas a un liderazgo popular 
de esas características. Era de riesgo en un doble sentido. En primer 
lugar, porque enfrentaba la resistencia de la llamada ala moderada del 
FA (Frente Líber Seregni, Partido Socialista), que albergaba al pode-
roso equipo económico y a los grupos más afines a Tabaré Vázquez. 
En segundo término, porque para la mesocracia uruguaya, un candi-
dato como Mujica podría significar un riesgo cultural y político, más 
que económico (en la medida en que este era, por demás, moderado 
en política económica). Sin embargo, gracias a su liderazgo y carisma, 
Uruguay se transformó en un país conocido a nivel mundial. Mujica 
fue una «marca» exitosísima del país en el concierto internacional. La 
inmensa cantidad de libros, documentales y películas sobre él testi-
monian que es el primer presidente uruguayo entrado en los anales de 
la historia mundial del siglo XXI. Ese fue el resultado inesperado de 
la elección de riesgo más importante que enfrentó la izquierda desde 
que estuvo en el gobierno. Desde el punto de vista de la capacidad 
transformadora del propio FA, sirvió para poco: a menos de un año de 
asumir Mujica, Vázquez ya se preparaba para la vuelta. Y, paradoja de 
la historia, Mujica sería su principal impulsor.

4  Mujica sumó su rúbrica para anular la ley en agosto de 2008, casi un año des-
pués de iniciada la campaña de recolección de firmas. Vázquez, en tanto, declaró pú-
blicamente su apoyo a la iniciativa mientras se encontraba de gira por el exterior del 
país, unas horas antes de que en el Parlamento uruguayo se entregaran formalmente 
las 324.823 firmas recogidas para habilitar el plebiscito.
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2. COMO TE DIGO UNA COSA TE DIGO LA OTRA:  
EL GOBIERNO DE MUJICA
El gobierno de Mujica asumió tremendamente condicionado. Una 
dura negociación entre el candidato presidencial y Danilo Astori para 
que este último asumiera la Vicepresidencia de la República devino 
en la cesión al segundo a bordo de toda la gestión económica, inclui-
dos el MEF, la presidencia del Banco Central (BCU) y la cabeza de la 
Dirección General Impositiva (DGI). Mujica reservó para sí solo la 
dirección de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP), lo que 
generó la idea —absolutamente exagerada y amplificada por los me-
dios de comunicación— de que había dos equipos económicos.

Aunque Mujica nunca llegó a concretar un equipo económico pro-
pio, es verdad que había posiciones diferentes en materia de política 
económica, las cuales se habían evidenciado desde el principio, pero 
cobraron fuerza durante el segundo gobierno frenteamplista. Las po-
siciones respecto a la reforma tributaria, el doble rasero para tasar 
capital y trabajo, la autonomía del BCU, las políticas de apertura a 
la inversión externa, las exoneraciones fiscales al capital, las políticas 
sectoriales de empleo, las posiciones con respecto a la política mo-
netaria y el atraso fiscal evidenciaban no solo preferencias políticas 
distintas, sino también diferencias en el diagnóstico de la situación.

La discusión sobre política económica tuvo un correlato inmediato 
en la política exterior, como ya se había evidenciado con crudeza en 
el primer gobierno: los más moderados del FA eran, al mismo tiempo, 
los más críticos del Mercosur y los más partidarios de celebrar un 
acuerdo de libre comercio con Estados Unidos. El V Congreso Ex-
traordinario Zelmar Michelini, que en 2008 elaboró el programa de 
gobierno para el período 2010-2015, ya había tomado nota de estas 
diferencias e incluyó algunas definiciones importantes que zanjaban 
la cuestión por izquierda: el abandono de cualquier tratado de libre 
comercio (TLC) con Estados Unidos y la apuesta firme a la continui-
dad del Mercosur.

Aunque Mujica poco pudo hacer en política económica, tuvo im-
portantes ventajas que le permitieron darle una impronta propia a su 
gobierno y tener control de la política agropecuaria, de las empresas 
públicas, de las políticas sociales y de la política exterior. La primera 
ventaja relevante fue que el país creció en todo el período a una tasa 
promedio del 4,5 %. En consonancia con ello, Mujica tuvo margen de 
maniobra para innovar. Aumentó los fondos para el desarrollo econó-
mico del interior del país, el que se vio enormemente beneficiado du-
rante su gobierno,5 nombró a su ministro de Ganadería Agricultura 

5  Ello le valió una enorme popularidad entre los sectores rurales, no solo entre 
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y Pesca de entre los arroceros emprendedores, e impulsó una política 
de inversiones en minería, puertos y celulosa que le trajo amigos, y 
también enemigos.

Además, Mujica consiguió mantener bajo su control las empresas 
estatales más importantes, como la telefónica (ANTEL) y la petrolera 
(ANCAP). Desarrolló desde allí un ambicioso plan de inversión pú-
blica con la expansión de la fibra óptica y la celebración de contratos 
petroleros con las principales multinacionales del mundo para la ex-
plotación en la plataforma marítima, así como para la exploración de 
mineral de hierro en la zona rural de Valentines. Muchas de estas in-
versiones fueron severamente observadas en el período siguiente (las 
relativas al petróleo), algunas quedaron por el camino (la minería a 
cielo abierto), pero otras prosperaron (la telefónica, la energética) y 
le permitieron a Uruguay hacer frente a los problemas logísticos y 
energéticos que comenzaban a manifestarse luego de una década de 
crecimiento económico.

 Mujica controló buena parte de las políticas sociales. Aunque 
el sistema de transferencias a los sectores más pobres mantuvo, en 
líneas generales, el mismo diseño y recursos heredados de la admi-
nistración anterior, el presidente fue conquistando paulatinamente 
el control de la política de vivienda (creó el llamado Plan Juntos),6 
aprobó un fondo especial para empresas recuperadas gestionadas por 
los trabajadores (creó el Fondo de Desarrollo [FONDES]),7 aumentó 
la cartera de parcelas del Instituto Nacional de Colonización para dar 
tierras a los pequeños colonos, entre otros.

Muchos e importantes avances en la llamada agenda de derechos 
han sido adjudicados a Mujica, aunque la mayoría no contaron con su 
iniciativa. El primer hito de dicha agenda durante el segundo gobier-
no fue la definitiva aprobación de la Ley de Interrupción Voluntaria 
del Embarazo (n.° 18.987), norma que debió resistir, luego, un intento 
de derogación por parte de la oposición. Ni Mujica, en particular, ni 
su grupo político se habían destacado anteriormente por impulsar la 
causa de los derechos de las mujeres; antes bien, Mujica ha sido un ad-
versario declarado del feminismo, al que acusó repetidas veces de ser 

aquellos movilizados décadas antes por el también líder guerrillero Raúl Sendic pa-
dre, con sus «marchas por la tierra», sino entre el empresariado rural en general.
6  Dicho plan nació orientado a estimular la construcción de viviendas en los sec-
tores más pauperizados de la sociedad.
7  El FONDES surgió con el objetivo de apoyar proyectos productivos vinculados 
a sectores estratégicos y con participación de sus trabajadores en la dirección del 
emprendimiento.
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protagonizado por mujeres de clase media.8 Pero habida cuenta de 
la reacción de las organizaciones de mujeres contra Tabaré Vázquez 
en ocasión del veto a la despenalización del aborto, las mujeres del FA 
comprometieron a la fórmula Mujica-Astori a no vetar una nueva ley 
en el segundo período, y el nuevo gobierno respetó el acuerdo.

El segundo hito en la agenda del segundo gobierno fue la aproba-
ción del matrimonio igualitario (leyes n.os 19.075 y 19.119), que per-
mitió el casamiento entre personas del mismo sexo. Este logro enfren-
tó mucho menos resistencia que la despenalización del aborto.

Por último, una tercera ley de la agenda de derechos muy con-
troversial, y que recibió el apoyo directo del presidente, fue la Ley 
de Control y Regulación de la Importación, Producción, Adquisición, 
Almacenamiento, Comercialización y Distribución de la Marihuana 
y sus Derivados (n.° 19.172), que habilitó el uso medicinal y recreati-
vo de esta droga. Esta iniciativa no solo le valió fama a Mujica en el 
mundo, sino que puso a Uruguay en un destacado lugar en la lucha 
de algunos países de América Latina contra el paradigma prohibicio-
nista de Estados Unidos. Ello, habida cuenta de que tal paradigma 
solo había redundado en un endurecimiento del narcotráfico y de la 
economía subterránea a él asociada, y en una intensa y creciente cri-
minalidad en todos nuestros países.

También es destacable la posición del gobierno de Mujica en mate-
ria de política exterior, que significó un cambio de rumbo importante 
con respecto a la política anterior. Colocó en la Cancillería a un fun-
cionario de carrera, Luis Almagro, quien luego pasó a ocupar el cargo 
de secretario general de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA). Desde esa posición, Almagro reveló una actuación tan servil 
a los intereses de Estados Unidos como contraria a los de los gobier-
nos del campo popular en la región. Ello le valió el veto definitivo de 
Uruguay como país a su intento por ser reelegido para continuar en la 
secretaría general de la OEA a partir de 2020.

Ahora bien, como canciller, Almagro desarrolló una vasta actua-
ción en el campo de los derechos humanos. Fue el autor del primer 

8  En declaraciones vertidas a los periodistas Andrés Danza y Ernesto Tulbovitz y 
publicadas en el libro de estos Una oveja negra al poder. Confesiones e intimidades de 
Pepe Mujica (2015), Mujica expresó respecto al feminismo: «El 60 % del Plan Juntos 
son mujeres solas con hijos. ¿Vos creés que apareció una organización feminista? No, 
esas son todas intelectuales con sirvientas. Y el Frente Amplio tiene el caudal más 
grande de esas intelectuales insoportables» (154-155). Y agregó luego: «La inmensa 
mayoría de las mujeres son las que se quedan con los hijos y mucho más en las clases 
más bajas. Hay que hacerles un monumento. No acompaño el feminismo ese que 
está de moda. Las mujeres son muy importantes y valen mucho más que esas modas» 
( 257).
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proyecto para anular definitivamente la ley de caducidad, mantuvo 
fluidas relaciones con los países vecinos (en el marco de la restaura-
ción de las relaciones con Argentina, muy deterioradas por el episodio 
de las papeleras en el río Uruguay), participó activamente en la UNA-
SUR y borró, al menos durante el segundo mandato frenteamplista, la 
sensación de que en política exterior el rumbo del gobierno no se ali-
neaba precisamente con el giro a la izquierda en la región. Sin duda, 
esto fue un logro antes atribuible a Mujica que a Almagro, ya que 
fue el entonces presidente quien supo desarrollar vínculos cercanos y 
amistosos con la mayoría de los mandatarios latinoamericanos. Pepe 
se transformó en un líder reconocido en el mundo entero, sobresalió 
por sus emotivos discursos contra el consumismo y a favor de la so-
lidaridad y fraternidad humana y, especialmente, por su austeridad 
personal, lo que le valió el título de «presidente más pobre del mun-
do». Siendo ya primer mandatario, continuó viviendo en su casa, en 
una chacra en Montevideo, donó la mayor parte de su sueldo para 
políticas sociales y su «aura» de exguerrillero y persona llana y sen-
cilla le valió un lugar en el podio junto a otros presidentes populares 
de América Latina, como Evo Morales de Bolivia o Hugo Chávez de 
Venezuela.

A pesar de todas estas ventajas relativas y del control que Mujica 
mantuvo sobre importantes áreas estratégicas del Estado y la econo-
mía, el país siguió siendo altamente dependiente de la inversión ex-
tranjera directa, y Mujica predicó bajo el lema «capitalismo en serio» 
lo que era su verdadera posición en esta materia. Para el socialismo 
reservó «una vela», como él mismo dijo9 (las empresas autogestiona-
das), pero en el sector agropecuario, minero y petrolero, se pronunció 
por una estrategia de claro apoyo a la inversión extranjera y de con-
cesiones importantes en términos impositivos a los capitales transna-
cionales. Esto incluyó la profundización de la política de zonas fran-
cas, la celebración de un acuerdo con la empresa forestal Montes del 
Plata,10 contratos con petroleras ratificados en 2012 y el aterrizaje de 
la empresa angloindia Zamin Ferrous para la explotación de hierro 
en Uruguay.11 En temas tales como la construcción de un puerto de 
aguas profundas para barcos de gran calado o el impulso a una planta 

9  Cuando Mujica creó el FONDES, lo definió como «una velita prendida al socia-
lismo».
10  Montes del Plata es una compañía orientada a la producción y exportación de 
pulpa de celulosa fundada en Uruguay, en 2009, a partir de la unión de otras dos 
empresas del sector forestal, la chilena Arauco y la suecofinlandesa Stora Enso.
11  La firma multinacional Zamin Ferrous arribó a Uruguay con el objetivo de poner 
en marcha el proyecto de minería a cielo abierto Aratirí.
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regasificadora de gran porte, Mujica apostó a una inversión en clave 
de región, aunque con muy magros resultados.

En materia económica, y a pesar de algunos pocos esfuerzos per-
sonales por aumentar la presión tributaria sobre el capital (como la 
aprobación del impuesto a la concentración de inmuebles rurales 
[ICIR], luego declarado inconstitucional),12 Mujica pareció rendirse a 
la evidencia de que el equipo económico de Astori era el que mejor lo 
sabía hacer, y en la votación del presupuesto nacional y en cada ren-
dición de cuentas ambos mantuvieron una posición alineada (al igual 
que sus respectivas bancadas parlamentarias). A pesar de ello, a partir 
del segundo año de administración se instaló con fuerza un asunto 
que no había estado sobre el tapete durante el primer mandato del 
FA: el tema de la distribución del ingreso y de los discretos resultados 
del gobierno en esta materia, habida cuenta de la dualidad en la refor-
ma tributaria (que grava distinto las rentas derivadas del salario que 
las del capital), de una política de inversiones que reservaba grandes 
exoneraciones impositivas para los megaemprendimientos de las mul-
tinacionales, y de una política de ajustes salariales más que prudente 
(y controlada por la inflación). La desigualdad entró como tema de 
agenda en el gobierno de Mujica, así como la pobreza lo había hecho 
en el de Tabaré.

Uno de los fracasos más importantes del período fue el quiebre de 
PLUNA S.A. La empresa aérea uruguaya había sido parcialmente pri-
vatizada en 1995, al ser asociada con VARIG, y luego reprivatizada du-
rante el primer mandato de Vázquez, por iniciativa del equipo econó-
mico, pero el país había quedado aún con una aerolínea de bandera. 
La frustrada gestión de PLUNA, los juicios millonarios, las centenas 
de trabajadores que perdieron su empleo en este marco y la debilidad 
y desprolijidad mostradas en todo el proceso de remate de los aviones 
y cierre final de la empresa dejaron a la administración Mujica en 
una situación muy difícil. También llevaron ante la justicia a cuadros 
de primera línea del gobierno, que quedaron finalmente inhabilitados 
para la gestión pública, entre ellos, el ministro de Economía y Finan-
zas y el presidente del Banco República (BROU), ambos pertenecien-
tes al equipo económico del vicepresidente Astori. A lo sucedido con 
PLUNA se uniría, en el período gubernamental siguiente, la crítica 
situación financiera y patrimonial de la petrolera ANCAP. Ambos epi-
sodios terminarían en la órbita del Poder Judicial y sembrarían enor-
mes dudas sobre la ética en la función pública que había prevalecido 

12  El ICIR había sido impulsado por vía legislativa durante el mandato de Mujica 
con destino a gravar a los propietarios de terrenos que superaran las 2.000 hectáreas 
de índice CONEAT 100.
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en ese período, aunque el propio Mujica salió relativamente indemne 
de toda esa situación.

Las principales debilidades del gobierno de Mujica remiten a las 
actuaciones (y discursos) en el campo de los derechos humanos, al 
giro en la política de seguridad pública y al controversial vínculo con 
las Fuerzas Armadas (FFAA). Para una parte de la izquierda, hubo 
retrocesos evidentes en estos campos. Por otro lado, se produjo un in-
tenso distanciamiento con los gremios de la educación, la universidad 
pública y los funcionarios públicos, producto de una mirada «antipá-
tica» del Estado, que juntó las visiones más «liberalizantes» del equi-
po económico con la desconfianza del presidente y parte de su elenco 
a la propia institucionalidad pública. El temprano apoyo de Mujica a 
la vuelta de Tabaré Vázquez a la Presidencia de la República generó 
descontentos en algunos sectores y comprometió definitivamente la 
renovación de la elite del FA y el gobierno futuro.

En el área de los derechos humanos y la seguridad pública, se po-
dría sostener que el ADN de la izquierda «armada» le jugó una mala 
pasada al FA, al involucrar en el control de los aparatos armados del 
Estado (FFAA y policía nacional) a dirigentes que venían de los cua-
dros de la guerrilla: Eleuterio Fernández Huidobro como ministro de 
Defensa Nacional y Eduardo Bonomi como ministro de Interior. El 
resultado fue una avanzada de visiones represivas identificadas con la 
«mano dura» en materia de seguridad ciudadana, y un vínculo con la 
corporación militar en el que esta creció en autonomía política y en 
densidad corporativa. Hacia el final del segundo período, la oposición 
logró orquestar un plebiscito para bajar la edad de imputabilidad pe-
nal de 18 a 16 años, que casi llegó a ser aprobado.

Uno de los fracasos de Mujica, más simbólico que material, no fue 
apenas el no haberse comprometido más con la agenda de los dere-
chos humanos, tan reclamada por las organizaciones sociales, sino las 
contradicciones discursivas y prácticas que evidenció en este sentido. 
La idea de que los padecimientos sufridos durante la cárcel habían 
sido, de algún modo, «buscados» por el hecho de haber protagonizado 
acciones armadas contra el Estado de derecho hizo que una buena 
parte de los tupamaros se distanciaran del resto de la izquierda —
como lo habían estado en el inicio—.13 La resistencia que muchos tupa-

13  El FA aprobó la incorporación del Movimiento de Liberación Nacional-Tupama-
ros (MLN-T) a sus filas en 1989, tres años más tarde de haber recibido la solicitud 
formal de ingreso correspondiente, y tras sortear resistencias internas no menores. 
Los exguerrilleros impulsaron, entonces, la creación del Movimiento de Participa-
ción Popular (MPP) y, posteriormente, del Espacio 609. La incorporación de los tu-
pamaros al FA también enfrentó reticencias dentro del propio MLN-T, que prefirió 
postular a los dirigentes no tupamaros Helios Sarthou y Hugo Cores al Parlamento 
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maros mostraron hacia los reclamos de reparación económica por los 
daños sufridos durante la dictadura y su casi desestimación respec-
to de otras violaciones a los derechos humanos padecidas por civiles 
(exilio, delitos económicos, cárcel prolongada) indujo a muchos, en 
especial a Fernández Huidobro, a adoptar un discurso lindero al de 
la llamada «teoría de los dos demonios». Expresiones tales como que 
«esto se terminará cuando nos muramos todos», repetida en múlti-
ples oportunidades por Mujica,14 o que «capaz» que «torturando» a 
los militares se podría «obtener información», como llegó a ironizar 
Fernández Huidobro,15 no solo no ayudaron a desmantelar la impu-
nidad vivida en Uruguay durante treinta años de democracia, sino que 
sembró la idea de que las FFAA y los viejos guerrilleros habían sellado 
una suerte de pacto que pervivía hasta nuestros días.

Ya Tabaré Vázquez había desplegado muchas veces un discurso 
ambiguo sobre estos temas. Había impulsado un proyecto de ley de 
reparación que equiparaba a las víctimas del terrorismo de Estado 
con las víctimas de «la sedición»16 y había hablado de la lucha de 
«hermanos contra hermanos»,17 sin referir al terrorismo de Estado, e 

«burgués», en lugar de candidatear a sus propios cuadros políticos.
14  En plena campaña electoral de 2009, entrevistado por un periódico argentino, 
Mujica reflexionó sobre la violación de los derechos humanos durante la dictadura y 
la justicia: «en lo personal, he pensado: si me dicen la verdad, te conmuto la pena. Si 
lo que me interesa es la verdad. Pero, ¿las sociedades se bancan eso? Porque la Jus-
ticia tiene un hedor a venganza de la puta madre que lo parió. Y tengo la conciencia 
de que lo que pasé no me lo va a devolver nadie. Tengo que cargar con eso como una 
mochila, una cicatriz, como si uno hubiera tenido un accidente, una enfermedad». 
Diario La Nación, 13/9/2009. Recuperado de http://www.lanacion.com.ar/1173730-
no-se-que-ideologia-tienen-los-kirchner (consultado en mayo de 2019).
15  En el marco de una polémica entre el entonces ministro de Defensa Nacional y 
el Servicio de Paz y Justicia (SERPAJ), una organización no gubernamental con larga 
trayectoria en la defensa de los derechos humanos que cuestionó a Fernández Huido-
bro por la falta de datos precisos en la búsqueda de la verdad y la justicia, el ya falleci-
do secretario de Estado declaró textualmente a la prensa: «Si SERPAJ me autoriza a 
torturar, yo capaz que le consigo información». Diario El Observador, 19/12/2014. Re-
cuperado de https://www.elobservador.com.uy/nota/huidobro-sobre-serpaj-si-me-au-
toriza-a-torturar-capaz-consigo-informacion--2014121915400 (consultado en mayo 
de 2019).
16  En 2007, el Poder Ejecutivo envió al Parlamento un proyecto de ley que retoma-
ba una anterior iniciativa planteada por un legislador colorado fuertemente vincu-
lado con la corporación militar (Daniel García Pintos), con miras a reparar econó-
micamente a familiares de civiles y militares caídos en el «enfrentamiento armado 
con la sedición». El proyecto remitido, que también contemplaba el resarcimiento a 
familiares de personas desaparecidas en las décadas de los sesenta y setenta, no fue 
bien recepcionado por el FA (ni por las organizaciones de derechos humanos), que 
entendió que la propuesta equiparaba la reparación de víctimas y victimarios juntos.
17  Al asumir por vez primera la Presidencia, el 1.° de marzo de 2005 Vázquez había 
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incluso se había aventurado a proponer una suerte de «reconciliación 
nacional» que había desagradado a propios y ajenos. Como ya se seña-
lara, las organizaciones de derechos humanos, que ya habían presen-
ciado estas dilaciones y ambigüedades en torno al tema, hicieron sus 
esfuerzos para anular la ley de caducidad, y si bien lograron reunir las 
firmas para convocar a un plebiscito destinado a anular la norma, no 
alcanzaron los votos necesarios para ello. Las culpas por el resultado 
recayeron sobre varios, pero especialmente sobre el FA, por su falta 
de compromiso, y sobre Mujica y Astori, quienes no habían hecho 
campaña por el tema.

Ya con Mujica como presidente, este clima alentó a un largo debate 
y a varias iniciativas legislativas tendientes a eliminar la ley de cadu-
cidad del ordenamiento jurídico nacional; en especial, a anular sus 
efectos y a permitir la apertura o reapertura de los juicios. Ello, con 
miras a dar cumplimiento a lo dispuesto en 2011 por la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) de la OEA, en su sentencia 
para el caso Gelman vs. Uruguay:18 «El Estado debe garantizar que 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, al carecer 
de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana y la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 
en cuanto puede impedir u obstaculizar la investigación y eventual 
sanción de los responsables de graves violaciones de derechos huma-
nos, no vuelva a representar un obstáculo para la investigación de los 
hechos materia de autos y para la identificación y, si procede, sanción 

expresado: «Se publicará lo que se sabe, se publicará lo que se conoce, no con el fin 
de alimentar odios, no con el fin de llevar a nadie frente a la Justicia, fuera de lo que 
establece la Ley de la Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, sino para que 
—uruguayas y uruguayos— lo que pasó nunca más en el Uruguay, nunca más, nunca 
más hermanos contra hermanos, uruguayas y uruguayos […] asimismo —uruguayas 
y uruguayos— de la misma manera, porque madres son todas madres, quienes han 
sido madres y quienes han deseado ser madres, padres son todos padres y quienes 
han querido ser padres o han sido padres, hermanos son todos hermanos, urugua-
yos somos todos uruguayos, y a todos nos duele cuando perdemos seres queridos, 
el gobierno promoverá rápidamente, sin distinción de clase alguna, la reparación 
de todas las víctimas de los hechos acaecidos en aquellos terribles años que tanto 
hirieron y dividieron a la sociedad uruguaya, de todos, de todos, uruguayas y urugua-
yos». Discurso íntegro recuperado de http://archivo.presidencia.gub.uy/_web/pages/
vazquez06.htm (consultado en mayo de 2019).
18  El caso de la ciudadana argentina María Claudia García Iruretagoyena de Gel-
man, secuestrada en su país en 1976 cuando cursaba su séptimo mes de embarazo, 
trasladada clandestinamente a Uruguay y desaparecida luego de dar a luz, fue pre-
sentado ante la CIDH de la OEA en enero de 2010. Los denunciantes fueron la hija de 
María Claudia, Macarena Gelman (quien nació en cautiverio, fue dada en adopción 
a una familia uruguaya y no conoció su verdadera identidad hasta el año 2000), y el 
abuelo de esta última, el poeta Juan Gelman.
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de los responsables de los mismos (sic), de conformidad con los párra-
fos 253 y 254 de la Sentencia» (p. 85).19

El primer proyecto de ley presentado para anular la ley de impu-
nidad evidenció la índole de las resistencias dentro y fuera de la iz-
quierda a la revisión de lo sucedido durante la dictadura. Aunque los 
historiadores y el sistema educativo también habían hecho lo suyo 
(con gran reticencia de los partidos de la oposición) en materia de his-
toria reciente, la comparecencia de militares, policías y civiles ante la 
justicia era otra cosa, y ponía en entredicho la relación del FA con las 
FFAA. Así, ese primer proyecto elaborado por la bancada parlamen-
taria frenteamplista sin que el Poder Ejecutivo se comprometiera fra-
casó por la interposición del propio presidente Mujica, quien primero 
compareció ante la bancada de diputados para exponer su opinión 
personal sobre la inconveniencia del texto y, luego, cuando se empeza-
ron a escuchar voces discrepantes dentro del FA llamó públicamente 
a votarlo para preservar la unidad de la fuerza política.

Fracasada esa iniciativa, conocida como el proyecto de ley inter-
pretativa de la ley de caducidad, en mayo de 2011 (el proyecto no 
fue aprobado por un voto de un diputado «disidente» de la bancada 
del FA, perteneciente al grupo de Mujica), con grandes consecuen-
cias para la izquierda y para la legitimidad de su discurso por verdad 
y justicia, se intentó con otro texto de características similares. Este 
tendía, más bien, a evitar que se computaran en los plazos de prescrip-
ción de los delitos cometidos en la dictadura los años durante los cua-
les la ley había estado vigente. Si bien se habían tipificado los delitos 
de lesa humanidad con la aprobación de la Ley n.° 18.02620 de 2006, 
eso había sucedido con posterioridad a la fecha en que habían sido 
perpetrados, con lo cual, en atención al principio de irretroactividad 
de la ley penal más gravosa, los plazos de prescripción comenzaban a 
vencer en noviembre de 2011, y ya nada más podría ser juzgado. Una 
serie de iniciativas fueron impulsadas para evitar que todo el proceso 
volviera a caer en la oscuridad.21

19  Texto completo de la sentencia recuperado de http://www.corteidh.or.cr/docs/
casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf (consultado en mayo de 2019).
20  Ley de Cooperación con la Corte Penal Internacional en materia de Lucha contra 
el Genocidio, los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad.
21  Entre otras, cabe citar la revocación de los actos administrativos de gobiernos 
anteriores a los del FA que habían desestimado procesos por estar comprendidos 
por la ley de caducidad; las centenas de juicios que se presentaron en esos días en 
diversos juzgados del interior del país, ante la amenaza de la prescripción, y la propia 
ley llamada de imprescriptibilidad (Ley n.° 18.831, Restablecimiento de la Pretensión 
Punitiva del Estado para los Delitos Cometidos en Aplicación del Terrorismo de Esta-
do hasta el 1.° de Marzo de 1985), por fin promulgada en noviembre de 2011.
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En este marco, cabe consignar el apartamiento de la órbita penal 
de la jueza Mariana Mota, especializada en derechos humanos y en 
cuya sede habían recaído buena parte de los procesos en curso. La 
doctora Mota fue desplazada del ámbito penal al civil, con la compli-
cidad del Poder Ejecutivo, especialmente del presidente Mujica22 y 
del entonces ministro de Defensa Nacional, Fernández Huidobro.23

Otro retroceso que experimentó la izquierda en el campo de la lu-
cha ideológica y cultural fue el que ocurrió en el tema de la seguridad 
pública. El gobierno de Mujica priorizó absolutamente la seguridad 
pública como un pilar fundamental de su política y el MI fue la cartera 
que recibió las mayores partidas presupuestales del período. Colaboró 
a ello el hecho de que el ministro del área, Eduardo Bonomi, excom-
batiente del MLN-T, fuera la mano derecha de Mujica. El tema estuvo 
en el debate público durante los cinco años de mandato, y se apro-
baron varios proyectos que aumentaron penas, retacearon libertades, 
colaboraron notoriamente al crecimiento de la población carcelaria 
y colocaron a la minoridad infractora en el centro de la discusión.24 

22  En una entrevista concedida al diario argentino Página 12 (19/3/2012), la jueza 
Mota había expresado, respecto al esclarecimiento de los crímenes cometidos du-
rante la dictadura cívico-militar en Uruguay, que: «No hay una promoción de los 
derechos humanos para que esta situación, que es nacional y nos marcó a todos, se 
esclarezca. Es bien diferente al gobierno argentino en esa materia. Mujica y el mi-
nistro de Defensa fueron rehenes de la dictadura. Tal vez por eso no puedan ver con 
objetividad un proceso dictatorial que los tuvo como víctimas» (entrevista completa 
recuperada de http://www.pagina12.com.ar/diario/elmundo/4-189930-2012-03-19.
html, consultada en mayo de 2019). Frente a estas declaraciones, el entonces presi-
dente Mujica manifestó su asombro por el hecho de que la SCJ no hubiera tomado 
cartas en el asunto, hecho que finalmente ocurrió y que se plasmó en un pedido de 
explicaciones a la jueza por parte de la Corte (véase la entrevista a la jueza Mota 
publicada el 20/3/2013 en el Portal 180 (recuperado de https://www.180.com.uy/ar-
ticulo/32190_Mota-una-jueza-encasillada-y-sin-el-apoyo-de-la-Corte, consultado en 
mayo de 2019).
23  Mota y Fernández Huidobro habían tenido importantes discrepancias, no solo 
en materia de derechos humanos, sino también a propósito de la desaparición y 
posterior búsqueda de un avión Air Class estrellado en aguas del Río de la Plata en 
junio de 2012, cuyos restos fueron hallados un mes más tarde y arrojaron el saldo de 
dos víctimas mortales (el piloto y el copiloto de la aeronave). Antes de su traslado a la 
esfera civil, la investigación judicial de este siniestro estaba, justamente, a cargo de 
la jueza Mota.
24  En materia de seguridad ciudadana, durante el período de Mujica se aprobaron 
leyes tales como la n.° 18.771 Modificación del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Registro Nacional de Antecedentes Judiciales de Adolescentes en Conflicto con la Ley 
Penal; la n.° 19.007 Modificación de Disposiciones del Código Penal, sobre Delitos 
de Funcionarios Públicos y Determinadas Actividades Delictivas Relacionadas con 
Todas las Formas de Cocaína, incluida la Pasta Base de Cocaína, de aumento de las 
penas en determinados casos, y la n.° 19.120 Faltas y Conservación y Cuidado de los 
Espacios Públicos.



Constanza Moreira



Hacia el final del segundo período, la mayoría de la oposición logró 
reunir las firmas que le permitieron celebrar un plebiscito para bajar 
la edad de imputabilidad penal de 18 a 16 años de edad. Si la iniciativa 
de reforma constitucional no triunfó en 2014 fue, fundamentalmente, 
porque buena parte de la izquierda que se había opuesto a la agenda 
de «mano dura» se unió a un intenso movimiento de jóvenes movili-
zados a lo largo y ancho del país en la llamada comisión No a la Baja. 
Esta fue la última movilización política de gran intensidad que con-
vocó a los jóvenes, luego de la derrota del denominado «voto rosado» 
para anular la ley de caducidad, cinco años antes.

Un retroceso más a anotar fue la relación entre el FA y las FFAA 
durante el gobierno de Mujica, dada la connivencia del ministro de 
Defensa Nacional con la corporación, su defensa irrestricta de esta y 
su cuidadoso celo respecto a su presupuesto, funciones y legitimidad. 
El resultado de ello fue un aumento del poder político de los milita-
res, el abandono de las propuestas programáticas del FA tendientes a 
devolver a la órbita civil actividades e instituciones que habían sido 
militarizadas durante la dictadura (como la aviación civil, la marina 
mercante, el cuidado de parques nacionales) y la incursión del ejército 
en diversas actividades civiles con el objetivo de mejorar su imagen.

En el campo de la reforma del Estado, tan preconizada durante 
la administración de Tabaré Vázquez como «la madre de todas las 
reformas», e igualmente jerarquizada durante el gobierno de Mujica, 
se avanzó poco, aunque se aprobó un nuevo estatuto del funciona-
rio público. Las negociaciones entre trabajadores estatales y gobierno 
fueron muy complicadas durante todo el período. Los discursos de 
Mujica francamente antipáticos al funcionariado público, su despre-
cio por los intelectuales, su concentración casi exclusiva en la ense-
ñanza técnica y la continua defensa que hacía de la experiencia «real» 
por oposición a «los libros» hicieron que el discurso con el que había 
inaugurado su mandato ante el Parlamento, en el que la educación 
tuviera un papel tan destacado, se viera después empañado y oscu-
recido por discursos que lo acercaron más al «pobrismo» que a la 
«ilustración».25

El resultado fue un distanciamiento grande, ya no del presidente, 
sino de todo el FA de los gremios de la educación y de algunos gremios 
de funcionarios públicos, lo que redundó en la creación de otro espa-
cio sindical al que el movimiento sindical observa con preocupación 
y que puede terminar, en un futuro no tan lejano, en la pérdida de la 

25  En el citado libro de Danza y Tulbovitz (2015, p. 254), Mujica expresó: «Hay 
que juntarse y hacer mierda a esos gremios [de la enseñanza], no queda otra. Ojalá 
logremos sacarlos del camino».
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unidad del movimiento sindical, ese gran logro de los años sesenta 
que abonó el camino para el crecimiento de una izquierda unificada.

3. EL RECURSO A LA AUTORIDAD DEL PADRE Y SUS LÍMITES:  
EL SEGUNDO GOBIERNO DE TABARÉ
La vuelta de Tabaré Vázquez a la Presidencia de la República se anun-
ció muy poco después de la asunción de Mujica. Casi todos los grupos 
del FA clamaron por su retorno, lo fueron a buscar a su casa (literal-
mente) y uno de los primeros grupos en apoyarlo fue el del entonces 
presidente Mujica, quien puso toda su popularidad al servicio de la 
candidatura de aquel. Con esto, el FA hipotecó el desafío de la renova-
ción generacional y volvió a ensayar la solución «que ya había funcio-
nado una vez», sin darse cuenta de que los tiempos habían cambiado, 
de que el gobierno de Mujica había supuesto un salto hacia delante 
en muchos temas y de que se necesitaban urgentemente figuras de 
recambio generacional en un escenario en el que el presidente saliente 
tenía casi 80 años y el presidente entrante los cumpliría al terminar 
su mandato.

Pero Vázquez no solo no representaba una renovación generacio-
nal de la izquierda, sino que para muchos significaba una vuelta atrás 
en las políticas en las que el gobierno de Mujica había innovado: la 
política económica, la política exterior, las políticas de salud sexual y 
reproductiva y las políticas de drogas. La agenda de derechos, con la 
despenalización del aborto, la legalización del cannabis, entre otros, 
se vería enlentecida en su aplicación a inicios de la nueva administra-
ción de Vázquez. Asimismo, respecto a la tímida iniciativa de la Ley 
de Servicios de Comunicación Audiovisual (LSCA) (n.° 19.307), apro-
bada a fines del segundo gobierno luego de años de debate y contro-
versias, Tabaré Vázquez decidió no hacerla efectiva hasta que la SCJ 
se expidiera sobre la constitucionalidad de la medida, lo que reveló, 
una vez más, la enorme debilidad de la izquierda frente a los medios 
de comunicación.26

La continuidad del equipo económico, débilmente desafiada du-
rante el mandato de Mujica, se veía asegurada durante el gobierno de 

26  El Poder Ejecutivo comenzó a redactar el proyecto de LSCA en 2011, su votación 
parlamentaria se concretó en 2014 y su promulgación en 2015. Tras la aprobación de 
la norma se han interpuesto recursos de inconstitucionalidad ante la SCJ, pero esta 
se ha pronunciado fundamentalmente a favor de la ley, y sus declaraciones de in-
constitucionalidad no han alterado el grueso de su articulado. Sin embargo, la LSCA 
recién fue reglamentada en junio de 2019 y, al momento de escribir este libro, el 
nombramiento de los integrantes del llamado Consejo de Comunicación Audiovisual 
(organismo previsto por la propia ley para velar por su cumplimiento) continuaba 
inconcluso.
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Tabaré, ya que el propio exvicepresidente Astori volvía a ser el minis-
tro de Economía y Finanzas. En política exterior, la designación como 
canciller del también exvicepresidente Rodolfo Nin Novoa, partidario 
del regionalismo abierto y perteneciente a las alas moderadas del FA, 
alineadas con el equipo económico, auguraba una relación debilitada 
con lo que quedaba de progresismo en la región (Bolivia, Venezuela). 
Luego de los cambios de gobierno en Argentina, Brasil y Paraguay, 
se vaticinaba un franco retroceso en cualquier materia relativa a la 
«patria grande». La Cancillería, por su parte, decidió impulsar una 
revisión de la resolución 32/00 del Mercosur con miras a «liberalizar» 
los acuerdos con terceros países de los socios de la región, abogó por 
la entrada de Uruguay en el Trade in Services Agreement (TISA) (lo 
cual no se concretó porque la orgánica del FA le pidió al gobierno que 
se retirara de las negociaciones), celebró la retomada de los acuerdos 
con el gobierno de Macri, y protagonizó diversos enfrentamientos con 
Venezuela, inconcebibles en la era anterior Mujica-Chávez). Reaccio-
nó «con preocupación» ante la situación brasileña, mas no realizó de-
claraciones frente al impeachment que pudieran comprometer su fu-
tura relación con Michel Temer, aunque el FA, como partido, mantuvo 
una posición firme y jugada en este sentido. Con el tiempo, empero, 
se vería que aun esta tibieza con relación a la región sería suficiente 
para que Uruguay quedara aislado en el entorno de los gobiernos de 
derecha. Y, finalmente, ante el avance de la derecha, posiciones como 
las adoptadas por el gobierno nacional con relación al autoprocla-
mado presidente Juan Guaidó, en Venezuela, colocarían a Uruguay, 
francamente, en el lado de los países que aún practicaban una política 
latinoamericanista.27

Algunas de las políticas desarrolladas durante el gobierno de Muji-
ca, y que pertenecían al cerno de su gestión, fueron objeto de grandes 
transformaciones —y perdieron prioridad— en el gobierno de Tabaré: 
el FONDES, que apoyaba a las empresas recuperadas por los trabaja-
dores, hubo de ser compartido con la pequeña y la mediana empresa, 
y su gestión ha estado bajo la lupa. El Plan Juntos, para la erradica-
ción de la vivienda insalubre, salió de la gestión de Presidencia de la 
República y pasó a revistar como un rubro más en la cartera de vivien-
da. La regulación del cannabis, su venta en farmacias y su consumo 
medicinal permanecieron en latencia durante el primer año y medio 

27  El 23 de enero de 2019, el Ministerio de Relaciones Exteriores de Uruguay emitió 
un comunicado en el que claramente «desconoce» a Guaidó (apoyado por los países 
del Grupo de Lima y por Estados Unidos) como presidente autoproclamado de Ve-
nezuela y, asimismo, llama a un diálogo pacífico con la intermediación de Uruguay 
y México. Más tarde, el presidente Nicolás Maduro apoyaría el diálogo, pero no así 
Guaidó ni el resto de los países del Grupo de Lima.
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del segundo mandato de Vázquez, y solo los clubes de autoconsumo 
y los cultivadores fueron la señal en este período de que algo había 
cambiado. Sin embargo, y luego de una compleja negociación con el 
sector farmacias, el gobierno logró reencauzar la venta de marihuana 
en farmacias. Esta continuó siendo una política resistida por la opo-
sición y por buena parte de la población, pero terminó evidenciando, 
ante la imposibilidad de incluir financieramente a las farmacias que 
entraron en el acuerdo, que las verdaderas resistencias a nuestra polí-
tica venían de un poco más «arriba».

El gobierno de Tabaré heredó una economía desacelerada en una 
región que había caído en una profunda recesión. Si el primer gobier-
no de Vázquez había experimentado un proceso de crecimiento eco-
nómico de un 6 % promedio y el gobierno de Mujica había gozado de 
un sólido crecimiento anual de 4,5 %, la segunda presidencia de Váz-
quez comenzó con una proyección de 2,5 %, convertida rápidamente a 
0,5 % en el segundo año de administración. Ello lo obligó a reestimar 
sus proyecciones y a aprobar, en 2016, un ajuste presupuestal con pos-
tergación de varios gastos en rubros importantes, como salud, educa-
ción y el Sistema Nacional Integrado de Cuidados (SNIC).

El contexto regional había cambiado sensiblemente. Brasil, don-
de el PT había vuelto a ganar las elecciones en 2014, se encontraba 
en una etapa recesiva tanto económica como políticamente, y la sa-
lida de Dilma Rousseff, en 2016, volvía a dejar al Uruguay sin aliado. 
En Argentina triunfaba Macri (un resultado menos inesperado que el 
derrumbe del gobierno de Dilma), con una economía que mostraba 
francas señales de deterioro, lo cual una era una pésima señal para 
Uruguay. La actividad turística, fuertemente dependiente del país ve-
cino y uno de los servicios en mayor expansión en la última década, 
vendría a resentirse, producto de esta situación. Todo tenía un cierto 
aire de finales de los noventa, cuando Brasil devaluó el real y Argen-
tina experimentó su cataclismo financiero. Tabaré, que venía a cerrar 
con broche de oro su segunda gestión, siendo uno de los pocos pri-
vilegiados en repetir gobierno en un país sin relección,28 demoró en 
entender que los tiempos habían cambiado. Y su gobierno no tenía la 
energía del primer período para hacer frente a tanta incertidumbre.

28  Los otros casos de presidentes elegidos en las urnas que repitieron mandato 
fueron los de José Batlle y Ordóñez (1903-1907; 1911-1915) y Julio María Sanguinetti 
(1985-1990; 1995-2000). Cabe señalar, empero, que Vázquez fue el único presidente 
votado dos veces en elecciones completamente libres y con todas las garantías im-
puestas por una poliarquía; los dos mandatos de Batlle y Ordóñez son previos al 
establecimiento de un orden totalmente poliárquico, en tanto los comicios de 1984 
en los que fue investido Sanguinetti por vez primera, se celebraron en dictadura, con 
candidatos y ciudadanos proscriptos).
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Los datos de las encuestas comenzaron, por primera vez, a marcar 
un deterioro pronunciado de la popularidad del gobierno. Este lucha-
ba entre la difícil aprobación de un presupuesto sin mayores noveda-
des ni incrementos; la movilización de los gremios de la educación, 
que intentó enfrentar —desgraciadamente— con un decreto de esen-
cialidad (completamente ineficaz y altamente contraproducente) para 
impedir la huelga, y una inseguridad pública que continuó altísima, 
aunque el aumento del desempleo y la retracción del consumo consi-
guieron desplazarla en la opinión pública de un problema central a un 
problema más secundario.

La oposición, que durante la campaña electoral había saboreado 
anticipadamente el triunfo, dado el escaso margen anticipado por las 
(erradas) encuestas, se aprestaba a desarrollar una estrategia de opo-
sición férrea, con alto desarrollo mediático y altísima judicialización 
de los conflictos políticos.

En pocos meses se dedicó a destruir el prestigio del entonces vi-
cepresidente de la República, Raúl Sendic, y propició la instalación 
de una comisión investigadora por el tema de la empresa petrolera 
ANCAP, que aquel había dirigido en los cinco años anteriores y que 
mostraba un deterioro patrimonial y un déficit de gestión acentuado 
(también producto de la crisis que afectaba a Venezuela, que vendía 
crudo a Uruguay en condiciones muy ventajosas). A esto se añadió 
la polémica que se desató al revelarse que el título de licenciado en 
Genética Humana, supuestamente obtenido por Sendic en Cuba, en 
realidad no existía. El «descubrimiento» generó un gran malestar en 
las propias filas frenteamplistas.

Durante su segundo año, el gobierno enfrentó otras dos grandes 
dificultades. En primer término, se le hizo difícil remontar la caída 
de la brevísima luna de miel al descontento. Por primera vez en más 
de una década, las encuestas mostraban que la oposición era superior 
en intención de voto al FA y que la desaprobación del gobierno era 
superior a su aprobación. En segundo lugar, el gobierno anunció un 
aumento de tarifas e impuestos para su rendición de cuentas del año, 
lo cual fue conocido como el primer ajuste fiscal en gobiernos de iz-
quierda. En la región estábamos cada vez más solos y las dificultades 
eran claramente superiores a las facilidades. El año 2016 se convirtió 
en un mojón histórico, signado por la caída de la presidenta Rousseff, 
que preanunciaba el fin del ciclo progresista en la región. También 
fue el año en el que triunfó Donald Trump en Estados Unidos, contra 
todas las previsiones.

La rendición de cuentas de ese año postergaba incrementos pre-
supuestales en varios rubros ante una proyección de crecimiento 
inferior a la prevista en la aprobación del presupuesto nacional del 
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año anterior. El equipo económico, junto con la obligación de que las 
empresas públicas (fuertemente denostadas a partir de la comisión 
investigadora que analizó las inversiones en ANCAP y la necesidad 
de capitalización que tuvo que hacer el Estado) contribuyeran con el 
1,5 % del producto bruto interno (PBI) a la reducción del déficit fiscal, 
anunció la reinstalación del impuesto primario a las propiedades ru-
rales y la modificación del procedimiento de liquidación del impues-
to a las rentas de las actividades económicas (IRAE), y modificó la 
alícuota del IRPF y el IASS con un incremento en la contribución de 
los escalones superiores.

También en 2016, el juicio que enfrentó a Uruguay con Philip Mo-
rris en el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a 
Inversiones (CIADI) (institución del Banco Mundial destinada a la re-
solución de controversias) tuvo su punto final, con un fallo favorable 
para el país que obligó a la tabacalera al pago de 7 millones de dólares.

Hacia el año 2017, en el tercer año de gobierno, toma cuerpo el 
acuerdo con la empresa UPM, papelera finlandesa, que sería el único 
e importante proyecto de inversión externa directa en Uruguay luego 
de una relativa sequía de afluencia de capitales a la región y del fra-
caso de los grandes proyectos del período Mujica, entre ellos la rega-
sificadora (a consecuencia de la crisis brasileña), la minera Aratirí y 
el puerto de aguas profundas. Se presume que el acuerdo con UPM 2 
sumará dos puntos de PBI, traerá 1.000 millones de dólares al año en 
exportaciones agroindustriales y que su construcción generará 5.000 
puestos de trabajo. Sin embargo, no todo son rosas. El trazado de la 
vía férrea que exige el emprendimiento alterará sustancialmente el 
Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo e implicará cuantio-
sos desembolsos del Estado para asegurarle infraestructura a la obra 
(cerca de 1.200 millones de dólares).

Durante 2017, el gobierno de Michel Temer en Brasil siguió zozo-
brando política y económicamente, aunque fue un eslabón impres-
cindible en el triunfo de Jair Bolsonaro en 2018. Asimismo, el triunfo 
de Sebastián Piñera en Chile confirmó ampliamente que la derecha 
estaba dominando el Cono Sur. Uruguay sobrellevó y sobrelleva ga-
llardamente su aislamiento político, pero en el ámbito del Mercosur 
ha estado y está muy presionado por los gobiernos vecinos.

También en 2017 los escándalos de corrupción tuvieron su pico. Al-
canzaron al Partido Colorado (PC) con la quiebra de la casa cambiaria 
Cambio Nelson, propiedad del exdiputado suplente del PC Francisco 
Sanabria, quien terminó siendo procesado con prisión y expulsado 
del partido. Asimismo, alcanzaron al Partido Nacional (PN) a raíz de 
denuncias contra el intendente del departamento de Soriano, Agus-
tín Bascou, quien fuera cuestionado cuando quedó al descubierto la 
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venta de combustible a la comuna en dos estaciones de servicio de su 
propiedad.

En otro orden, ese año se aprobó el nuevo Código del Proceso Pe-
nal (CPP), que significó un cambio sustancial en la administración de 
justicia. La justicia abandonó el modelo inquisitorio, en el que el di-
rector del proceso era el juez, por el modelo acusatorio en el que quien 
dirige es el fiscal. Aunque el nuevo CPP fue votado por todos los par-
tidos, las críticas llovieron en el primer año de su puesta en marcha, y 
se lo hizo responsable por los problemas de la seguridad.

La crisis de los llamados cincuentones, que en 1996 habían sido 
afiliados masivamente a las aseguradoras privadas y habían queda-
do en clara desventaja frente a otros grupos etarios, comenzó a ser 
resuelta favorablemente por el gobierno en 2017, pero significó tam-
bién compromisos financieros muy importantes, en especial a partir 
de 2020, que podrían comprometer las cuentas públicas.

La venta de marihuana en farmacias comenzó también en 2017, 
aunque la imposibilidad de operar con cuentas bancarias, por estar 
estas sujetas a normativa internacional, significó uno de los mayores 
contratiempos. Ello reveló los escasos márgenes de maniobra de los 
que disponen los países en términos de soberanía financiera y lo abso-
lutamente expuestos que están a las arbitrarias políticas de bloqueo de 
Estados Unidos. Esto volvería a pasar dos años más tarde, en ocasión 
del bloqueo financiero a Venezuela por el país norteamericano, y de la 
orden dada por las casas centrales a sus sedes regionales de no operar 
con el banco BANDES, a despecho de las leyes nacionales que regulan 
estos intercambios.

El 8 de marzo de 2017, la marcha por el Día Internacional de la 
Mujer se reveló absolutamente espectacular, mostró fuerza, convic-
ción, coraje y gran capacidad organizativa. Con esta formidable ma-
nifestación del poder de las organizaciones feministas y de mujeres, el 
año abrió con la presentación de varios proyectos de ley que se plas-
maron en la aprobación de leyes como las de femicidio, de violencia 
basada en género y de cuotas para los cargos electivos.

El caso Sendic fue remitido al Tribunal de Conducta Política (TCP) 
del FA, a raíz de nuevas denuncias efectuadas por el uso de tarjetas 
corporativas. La polémica que se había desatado a partir de una in-
vestigación del diario El Observador sobre el inexistente título univer-
sitario de Sendic se profundizó con el libro Sendic, la carrera del hijo 
pródigo (2017), en el que las periodistas Patricia Madrid y Viviana Ru-
ggiero revelaron varias irregularidades de la gestión de aquel al fren-
te de ANCAP. Asimismo, el semanario Búsqueda informó luego con 
relación a los gastos de las tarjetas corporativas. Esto fue el punto de 
partida para el examen del caso en la Junta de Ética y Transparencia 
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Pública (JUTEP); el papel de Sendic en ANCAP es aún objeto de escru-
tinio por parte de la Justicia de Crimen Organizado, que ya ha tenido 
sentencia y apelaciones con resultados malos para el imputado.29 El 
propio presidente Tabaré Vázquez sugirió, oportunamente, que los ór-
ganos del FA se expidieran sobre la ética del vicepresidente, expedien-
te al que ya él mismo había recurrido en ocasiones anteriores.30 Con 
un fallo condenatorio del propio TCP, Sendic renunció a su cargo de 
vicepresidente de la República el 9 de setiembre de 2017; dos días des-
pués, la Asamblea General aceptó formalmente su dimisión y designó 
a Lucía Topolansky en el cargo.

4. EL ROL DE LOS MOVIMIENTOS SOCIALES DURANTE  
EL GOBIERNO DEL FA: EXPERIENCIAS DE DEMOCRACIA DIRECTA 
Y DEMANDA DE PARTICIPACIÓN EN LA CONSTRUCCIÓN  
DE AGENDA Y EN LA POLÍTICA PÚBLICA31

¿Cómo jugó la sociedad civil organizada frente a la dinámica del sis-
tema de partidos? ¿Qué capacidad de agencia tuvo la sociedad civil 
organizada para impulsar derechos de tercera generación? 32 ¿Cómo 

29  En diciembre de 2018, el Tribunal de Apelaciones confirmó el procesamiento de 
Sendic por peculado y abuso de funciones originado en la denuncia del PN. El fallo 
señaló que Sendic «se extralimitó arbitrariamente en el ejercicio de sus funciones» 
y «en cuanto al delito de peculado [que] resulta acreditado en principio y sin perjui-
cio de interioridades que se apropió de dinero que estaba en posesión por razón de 
su cargo, perteneciente al Estado, en beneficio personal». Texto completo del fallo 
recuperado de http://poderjudicial.gub.uy/institucional/item/5763-tap-4-turno-con-
firmo-procesamiento-de-ex-vicepresidente-por-abuso-de-funciones-y-peculado (con-
sultado en junio de 2019).
30  En 1996, Tabaré Vázquez fue juzgado por el TCP ante el cuestionamiento de 
haber intervenido en la compra de equipos médicos para el Instituto de Oncología a 
una empresa integrada por uno de sus hijos. El fallo del tribunal le fue favorable.
31  Este apartado toma pie en Moreira (2015). La actualización se realizó a los efec-
tos del presente libro.
32  El enfoque de «agencia» proviene de los postulados de Amartya Sen (1985), y 
su aplicación a la acción colectiva ha sido abordada recientemente por O’Donnell 
(2010). En el abordaje de Sen, capacidades, funcionamientos y agencia permiten 
apreciar las libertades de los individuos en las diferentes dimensiones de la vida hu-
mana. Los funcionamientos refieren a los logros que las personas alcanzan en su 
vida en diferentes dimensiones, mientras que las capacidades refieren al conjunto de 
libertades de las que las personas disponen para satisfacer esos logros. La agencia 
humana es definida por el autor como «lo que la persona es libre de hacer y lograr en 
la búsqueda de las metas y valores que considere importantes. El aspecto de agencia 
de una persona no puede ser entendido sin considerar sus deseos, objetivos, lealta-
des, obligaciones y —en un sentido amplio— su concepción del bien» (Sen, 1985, p. 
203). Para la operacionalización del concepto de agencia, el Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD) y los organismos internacionales han prestado 
particular atención a la idea de empoderamiento, que puede entenderse como un 
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fue la relación entre movimientos sociales y Estado y cómo operó esto 
a través del Parlamento?

Como ya fuera señalado, la dinámica que experimenta Uruguay 
en las últimas dos décadas, y particularmente desde que la izquierda 
está en el gobierno, es la de la competencia entre dos bloques clara-
mente diferenciados política, ideológica y partidariamente. Del lado 
izquierdo ha operado el oficialismo, con sus mayorías parlamenta-
rias y una capacidad enorme de instalar temas en la agenda pública 
(solo amortiguada por la capacidad de agenda setting de los medios 
de comunicación) y llevar adelante sus políticas. Del lado derecho se 
han organizado la oposición, con sus dos grandes partidos —y aliados 
menores—, gran parte de los medios de comunicación y las cámaras 
empresariales, jugando al doble juego de deslegitimar al partido de 
gobierno y su agenda, y de conseguir prebendas menores o impor-
tantes en temas económicos e institucionales, en la pauta de negocia-
ción-inclusión que siempre ha caracterizado la vida política nacional.

¿Cómo juega la sociedad civil organizada en este binomio? Para 
comenzar, con una organización fragmentada, dispersa, autónoma y 
con dificultades de concertar una agenda común. También, al igual 
que el sistema de partidos, ostenta un funcionamiento que asemeja 
la política de bloques. De un lado, las cámaras empresariales, a veces 
la Iglesia católica, los medios de comunicación y una suerte de socios 
mayores y menores (como el recientemente formado movimiento Un 
Solo Uruguay) oponen resistencias a la agenda de gobierno en, al me-
nos, tres conjuntos de asuntos: los relativos a la distribución de poder 
y dinero, los relativos a la agenda de ampliación de derechos civiles, 
políticos y sociales, y los relativos a la inserción internacional.

aspecto instrumental de la agencia, enfocado en la participación en la toma de deci-
siones en la comunidad de referencia. Así, involucra la adquisición de poder, el poder 
de ser y hacer lo que se juzga valioso, lo que se elige, lo que permite ejercer derechos 
y mejorar el bienestar. Entre otros, el hecho de que el progreso de las mujeres —
por ejemplo— en la igualdad de derechos haya venido a través del propio esfuerzo 
de estas ha ilustrado acerca del rol esencial de la agencia colectiva en el progreso 
humano. La relación entre agencia y derechos remite a otra de las ampliaciones 
del enfoque, tal como fuera desarrollado en La democracia en América Latina: hacia 
una democracia de ciudadanos y ciudadanas (PNUD, 2004). Este abordaje incorpora 
tanto la dimensión de la democracia propiamente procedimental (procedimientos 
para la formación de un gobierno legítimo) como la dimensión de los «derechos» (cí-
vicos, políticos, sociales) que deben ser asegurados por el Estado. Guillermo O’Don-
nell (2010), responsable del marco teórico del referido estudio, ha sostenido que «la 
agencia es la presunción de la capacidad de los seres humanos —con razón práctica 
y discernimiento moral— para tomar decisiones en función de su situación y metas, 
de las cuales se lo considera el mejor juez para las decisiones políticas».
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Del otro lado, el bloque de izquierda parece menos conexo, a pe-
sar de los esfuerzos que hace el movimiento sindical para articularlo 
(como lo ha hecho con el feminismo al organizar los últimos paros del 
8 de marzo). Los movimientos sindical, estudiantil, las organizaciones 
feministas y proderechos ejercen presión sobre el gobierno, sobre el 
Parlamento, y a veces acuerdan arreglos neocorporativos33 de distinto 
tipo. Pero, al mismo tiempo, distintos movimientos y organizaciones 
se han colocado en «el borde», y sus grados de separación con el go-
bierno del FA y con la fuerza política son cada vez mayores. P, cabe 
consignar que existen colectivos organizados y movimientos sociales 
de derecha, articulados básicamente en torno a la seguridad públi-
ca (capaces de concertar marchas y cacerolazos en reclamo por este 
tema), a las demandas de productores y comerciantes agropecuarios 
(encolumnados en el movimiento de autoconvocados Un solo Uru-
guay),34 a la llamada ideología de género y a todo lo referido a la diversi-
dad (con expresiones tales como A mis Hijos no los Tocan35 o Varones 
Unidos).36

Es en este campo de fuerzas donde se producen los avances y retro-
cesos que caracterizan a este peculiar ciclo de la democracia urugua-
ya. La institucionalización de la izquierda, que se produce con el na-
cimiento del FA en Uruguay, abre camino a un protagonismo inédito 
de la sociedad civil en la consecución de logros legales, políticos e ins-
titucionales en la agenda de derechos. Si, por un lado, el gobierno del 
FA abre espacio a estos logros —impensables con gobiernos de otra 
orientación política—, por otro lado pierde fuerza como partido para 
impulsarlos desde su propia estructura política. Los movimientos in-
terpelan, presionan y consiguen impulsar agenda. Asimismo, son in-
terpelados por su acercamiento a un gobierno que les resulta poco 
jugado, adverso al riesgo y demasiado comprometido con el statu quo, 
pero sin el cual nada es posible. Protagonistas tardíos de la tercera ola 
de la democracia uruguaya, los movimientos sociales son «hijos» de 
la izquierda y luchan contra su propia identidad so pena de verse ellos 
también devorados por la dinámica implacable de la pulsión centrípe-
ta que gobierna las democracias estables en gobiernos socialdemócra-
tas. El lugar que ellos dejan lo ocuparán los movimientos de derecha.

33  Se entiende por neocorporatismo un sistema institucionalizado de representa-
ción de intereses en la formación, decisión y ejecución de las políticas públicas (véan-
se los trabajos clásicos de Schmitter, 1974, 1989).
34  Vése http://unsolouruguay.uy/ (consultado en mayo de 2019).
35  Véase http://www.amishijosnolostocan.org/ (consultado en mayo de 2019).
36  Véase http://varonesunidos.com/ (consultado en mayo de 2019).
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Con el arribo del FA al gobierno, demandas largamente esperadas 
y expectativas que se arrastraban desde la transición democrática se 
instalan firmemente en la arena pública. Los movimientos de dere-
chos humanos, las feministas, el movimiento cooperativo, el movi-
miento sindical y estudiantil, entre otros, participan de este arribo 
no solo al proporcionar cuadros políticos que se incorporan a la vida 
institucional, sino al instalar demandas que habían sido ya articu-
ladas y expresadas políticamente, en general, a través de la propia 
bancada parlamentaria del FA. Es decir, recuperan poder de agencia. 
Para ello, contaban con la larga trayectoria de articulación política 
de resistencia a la agenda de las reformas neoliberales de los años 
noventa (Moreira 2001b), pero ya desde antes, de la lucha contra la 
dictadura. La instalación de la denominada Concertación Nacional 
Programática (CONAPRO), en el proceso de transición de la dictadura 
a la democracia,37 ya había armado una agenda en la que se contaban 
algunas de las iniciativas que fueron retomadas veinte años después. 
Es importante recordarla aquí: la consolidación de un sistema inte-
grado de salud; la despenalización del aborto; el avance de la justicia 
en los juicios contra las violaciones a los derechos humanos durante 
la dictadura; la reforma de la ley de educación y la «devolución» de la 
autonomía a los entes de la enseñanza; el aumento de entrega de tie-
rras a los pequeños colonos (concebido como única reforma agraria 
posible); la reinstalación de la negociación colectiva entre trabajado-
res, Estado y empresarios; el impulso al cooperativismo y la economía 
social; la descentralización del país, entre otras.

El primer gobierno del FA dio cuenta de una amplia variedad de 
asuntos, pero privilegió, y con bastante éxito, las reformas estructu-
rales más importantes: las reformas laboral, tributaria, educativa y 
de la salud. La reforma laboral reinstaló la negociación colectiva en-
tre empresarios, trabajadores y Estado, incluyó al propio Estado en 
la negociación colectiva e incorporó al campo de los derechos a dos 
colectivos largamente olvidados: los trabajadores rurales y el servicio 
doméstico. La reforma de la salud transformó el acceso a los servicios 

37  La CONAPRO fue una instancia multipartidaria y multisectorial creada a finales 
de la dictadura en Uruguay con el propósito de formular propuestas de soluciones 
para los principales problemas que abatían al país. El espíritu era que tales propues-
tas fueran activadas por el gobierno democrático que asumiera en 1985, indepen-
dientemente del partido político que ganara los comicios. Dicha instancia estuvo 
integrada por el PC, el PN, el FA, la Unión Cívica —un pequeño partido de cuño 
confesional que años más tarde se acoplaría al PN— y diversas fuerzas sociales, gre-
miales y empresariales. Antes de las transicionales elecciones de 1984, los candidatos 
presidenciales de los cuatro partidos firmaron los acuerdos de la CONAPRO, mas su 
puesta en práctica no resultó exitosa.
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sanitarios en un dispositivo de la seguridad social, absorbió paulatina-
mente contingentes enteros de activos e inactivos y resolvió, en forma 
estructural, los problemas de financiamiento del sistema. La reforma 
de la educación devolvió parcialmente la autonomía a los entes de la 
enseñanza y aumentó significativamente el gasto en el rubro. La re-
forma tributaria aplicó un sistema progresivo de impuestos al trabajo 
y al capital, y aunque fue muy impopular en su momento, mejoró la 
capacidad recaudatoria del Estado.

El gobierno tuvo logros económicos sustanciales que le granjearon 
popularidad: creció significativamente el PBI, el presupuesto del Estado 
aumentó y se redujeron el desempleo, la pobreza y la desigualdad. La 
agenda de derechos que primó en el período dependió en forma sustan-
cial de la capacidad y el impulso del Poder Ejecutivo, contó con el apoyo 
de la sociedad civil organizada (con la defección casi inicial de los movi-
mientos ambientalistas hacia 2005-2006, a partir de la instalación de la 
entonces Botnia, la primera planta de celulosa en Uruguay) y desarrolló 
una agenda vinculada con derechos de primera y segunda generación.

Como resultado de la imposibilidad de avanzar significativamente 
en algunos temas como el voto en el exterior y la anulación de la ley 
de caducidad, la sociedad civil organizada (y en el caso del voto en el 
exterior, con el apoyo explícito del FA) impulsó dos plebiscitos en la 
instancia electoral de 2009, ambos frustrados en las urnas. Como ya 
se ha mencionado, en particular el fracaso del llamado «voto rosado» 
generó un ánimo de considerable pesimismo entre los movilizados 
—especialmente jóvenes— sobre el tema de los derechos humanos.

Al segundo período de gobierno, comandado por Mujica, le compe-
tía la tarea de consolidar los logros obtenidos y desarrollar una agenda 
de derechos de segunda y tercera generación que el FA no había con-
seguido formular más que sumariamente, y que tendría en los movi-
mientos y organizaciones sociales a sus principales protagonistas. En 
esa agenda destacaban tres demandas centrales: la despenalización 
del aborto, la habilitación del matrimonio entre personas del mismo 
sexo y la eliminación de la ley de caducidad, que impedía el juzga-
miento de los crímenes contra los derechos humanos perpetrados du-
rante la dictadura.38 Otros temas, como los relativos a la regulación 
de la marihuana o la «minoridad infractora», adquirieron relevancia e 
irrumpieron en la agenda de derechos durante el pasado quinquenio 
sin haber estado presentes en el programa de gobierno del FA.

38  Durante la primera administración frenteamplista se optó por una inteligente 
aunque acotada implementación de dicha ley, y se aplicó por vez primera desde el 
retorno a la democracia el artículo 4, referido a la investigación de los hechos acae-
cidos durante el período autoritario.
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La paciencia estratégica que las organizaciones sociales manifes-
taron durante el primer gobierno de izquierda no se reiteró duran-
te el segundo. Superada la crisis socioeconómica que antecedió a la 
primera administración frenteamplista, y embarcado el país en una 
etapa de crecimiento sin precedentes, la sociedad civil fue a por más. 
Había aprendido lo suficiente como para testear distintas alternativas 
que iban desde la «oposición crítica» al gobierno hasta el comporta-
miento como «grupos de presión» en distintos ensayos de lobbying 
que resultaban inéditos en la cultura política anterior (hasta entonces 
el lobby parlamentario había estado reservado a grupos empresariales 
y profesionales y, en mucho menor medida, al movimiento sindical). 
El período se cierra con lo que parecía imposible en la tercera ola de 
la democracia: el uso de los mecanismos de democracia directa por 
los partidos de la oposición y la «derecha social» que empieza tími-
damente a insinuarse con Mujica y que despliega variadas estrategias 
de oposición en el período siguiente. El ya referido plebiscito por la 
baja de la edad de imputabilidad penal debe contarse en este contexto.

Finalmente, en la tercera administración, con una baja en la capa-
cidad de despliegue económico por parte del gobierno para lidiar con 
algunas de las demandas más inmediatas (en salud, educación, vivien-
da), el protagonismo de la sociedad civil, al menos en su capacidad de 
bloqueo, fue mayor, y el propio FA intentó, de varias maneras, superar 
ese impasse. Lo sucedido con el decreto de esencialidad para la edu-
cación o con la aprobación de la ley de riego son ejemplos de «malos 
entendimientos» con resultados negativos para los viejos aliados.

Al mismo tiempo, lo sucedido con la aprobación de las leyes sobre 
violencia de género, femicidio y la llamada ley trans reivindicó una 
gestión en la que ambas partes se beneficiaron mutuamente, a pesar 
de las tensiones que rodearon la aprobación de estas normas.

La referida irrupción de organizaciones sociales de derecha como 
la del movimiento de autoconvocados del sector agropecuario, pero 
también expresadas en la resistencia a los temas de la agenda feminis-
ta y de la diversidad (con fuerte presencia en redes sociales), o en la 
necesidad de instalar proyectos propios (como el de la tenencia com-
partida o el de la alienación parental), evidenciaron que el malestar 
también podía ser de derecha.

El impulso bolsonarista a las aspiraciones militaristas también se 
hizo sentir, y el tercer período frenteamplista termina con la recolec-
ción de firmas por el senador nacionalista Jorge Larrañaga para ple-
biscitar un proyecto de militarización de la seguridad pública. Ello 
obligará a la izquierda a enfrentarse nuevamente en una instancia de 
democracia directa sobre la seguridad, una demanda que parece infi-
nita, incolmada y, básicamente, insatisfecha.
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4.1. LA DÉCADA DE ORO DE LA AGENDA DE DERECHOS:  
COALICIONES DE VETO Y COALICIONES DE PROPÓSITO39

En lo que sigue, se analizarán los procesos legislativos y sus correlatos 
de democracia directa en nueve proyectos de ampliación-protección o 
restricción de derechos: a) derechos sexuales y reproductivos (despe-
nalización del aborto); b) derecho a la diversidad sexual (matrimonio 
igualitario); c) derecho al consumo recreativo de drogas (regulación 
del cannabis); d) derechos de los y las adolescentes (minoridad in-
fractora); e) derechos relativos a la seguridad pública (plebiscito por 
la militarización de la seguridad pública); f) derechos humanos (eli-
minación de la ley de impunidad conocida como ley de caducidad); 
g) derecho a un medio ambiente sano (ley de riego): h) derecho a la 
identidad de género (ley trans); i) derechos relativos a la violencia de 
género (ley de violencia de género y femicidio).

Los nueve procesos legislativos seleccionados pueden ser analiza-
dos en función de tres ejes. El primero remite al carácter de la coali-
ción que sustentó la capacidad de agencia de los movimientos u orga-
nizaciones; a saber, si la coalición era una coalición de veto (tendiente a 
proteger un derecho o a impedir la concreción de este) o una coalición 
de propósito (tendiente a ampliar o crear un derecho). El segundo eje 
refiere a la capacidad efectiva de agencia de la coalición, determinada 
por el éxito o fracaso en la consecución de sus objetivos manifiestos 
y las resultantes posteriores (grado de implementación y reglamenta-
ción de la norma en cuestión). El tercer eje alude a la dinámica entre 
los movimientos sociales y la institucionalidad política, es decir, quién 
es el receptor inicial y vehiculizador de la demanda del derecho en 
cuestión que la coalición propone (el Poder Ejecutivo, el Poder Legisla-
tivo) y cómo opera el poder de la institucionalidad política con relación 
a la capacidad de agencia de las organizaciones de la sociedad civil. 
Vinculado con ello, aunque lateralmente, cuenta el rol que cumplen los 
partidos políticos y sus vínculos con los movimientos sociales como 
intermediadores entre estos y la institucionalidad política guberna-
mental (Poder Ejecutivo y bancada legislativa del partido de gobierno).

El cuadro 1 detalla las variables que caracterizan la dinámica en-
tre movimientos sociales e institucionalidad política en los tres ejes 
mencionados. Como allí se ilustra, en los nueve casos analizados hubo 
coaliciones de propósito y en algunos casos, coaliciones de veto.

39  Llamo coaliciones de propósito a aquellas que se forman en torno a un objetivo 
político más o menos inmediato, que tienen como destino el impulso de una política 
pública y que se expresan como demanda frente al gobierno y al Estado.



Constanza Moreira



C
ua

dr
o 

1.
 In

ic
ia

ti
va

s 
le

ga
le

s,
 c

oa
lic

io
ne

s,
 re

cu
rs

os
 y

 re
su

lt
ad

os

In
ic

ia
ti

va

C
ar

ác
te

r 
de

 la
 c

oa
lic

ió
n

C
ap

ac
id

ad
 d

e 
ag

en
ci

a
D

in
ám

ic
a 

so
ci

ed
ad

 c
iv

il 
y 

Es
ta

do

C
oa

lic
ió

n 
de

 
ve

to
 (p

ri
nc

ip
al

es
 

ac
to

re
s)

C
oa

lic
ió

n 
de

 p
ro

pó
si

to
 

(p
ri

nc
ip

al
es

 a
ct

or
es

)
¿S

e 
ap

ru
eb

a 
la

 
in

ic
ia

ti
va

? 

¿S
e 

ap
ru

eb
a 

co
n 

o 
si

n 
m

od
ifi

ca
ci

on
es

 
su

st
an

ci
al

es
?

¿S
e 

pr
o-

m
ue

ve
n 

re
cu

rs
os

 
de

 d
em

o-
cr

ac
ia

 
di

re
ct

a?

G
ra

do
 d

e 
re

gl
a-

m
en

-
ta

ci
ón

/ 
cu

m
pl

i-
m

ie
nt

o

¿C
on

 o
 s

in
 

pa
rt

ic
ip

ac
ió

n 
de

l P
od

er
 

Ej
ec

ut
iv

o?

¿Q
ui

én
 

in
ic

ia
/ 

pr
om

ue
ve

 la
 

in
ic

ia
ti

va
?

In
te

rr
up

ci
ón

 
vo

lu
nt

ar
ia

 d
el

 
em

ba
ra

zo

G
ru

po
s “

pr
ov

id
a”

M
YS

U
; C

ot
id

ia
no

 M
uj

er
; C

N
S 

M
uj

er
es

; C
LA

D
EM

; C
at

ól
ic

as
 

po
r e

l D
er

ec
ho

 a
 D

ec
id

ir
; M

uj
er

 
A

ho
ra

; P
ro

de
re

ch
os

, o
tr

as
 

or
ga

ni
za

ci
on

es
 d

e 
m

uj
er

es
 

or
ga

ni
za

da
s;

 P
IT

-C
N

T
; F

EU
U

Sí
. C

on
 lo

s 
vo

to
s 

de
l 

ofi
ci

al
is

m
o 

(s
al

vo
 

un
 d

ip
ut

ad
o:

 A
nd

ré
s 

Li
m

a)
, d

e 
un

 s
en

ad
or

 
de

l P
N

 (J
or

ge
 S

ar
av

ia
) 

y 
de

 u
n 

di
pu

ta
do

 
de

l P
I (

Iv
án

 P
os

ad
a)

 
(2

01
2)

C
on

 
m

od
ifi

ca
ci

on
es

 
su

st
an

ci
al

es

Sí
Pl

en
o/

pa
rc

ia
l

Si
n 

pa
rt

ic
ip

ac
ió

n 
de

l P
od

er
 

Ej
ec

ut
iv

o

Pa
rl

am
en

ta
ri

a

M
at

ri
m

on
io

 
ig

ua
lit

ar
io

N
o 

se
 c

on
fo

rm
ó 

un
a 

co
al

ic
ió

n 
de

 
ve

to
 re

le
va

nt
e

O
ve

ja
s 

N
eg

ra
s,

 g
ru

po
s 

LG
TB

I y
 

or
ga

ni
za

ci
on

es
 p

ro
m

ot
or

as
 d

e 
lo

s 
de

re
ch

os
 d

e 
la

 d
iv

er
si

da
d 

se
xu

al

Sí
. C

on
 v

ot
os

 d
e 

le
gi

sl
ad

or
es

 d
e 

to
do

s 
lo

s 
pa

rt
id

os
 

co
n 

re
pr

es
en

ta
ci

ón
 

pa
rl

am
en

ta
ri

a 
(e

n 
C

SS
, 

so
lo

 c
on

 v
ot

os
 d

el
 F

A
 y

 
el

 P
I)

 (2
01

3)

Si
n 

m
od

ifi
ca

ci
on

es
 

su
st

an
ci

al
es

N
o

Pl
en

o/
pl

en
o

Si
n 

pa
rt

ic
ip

ac
ió

n 
de

l P
od

er
 

Ej
ec

ut
iv

o

Pa
rl

am
en

ta
ri

a

R
eg

ul
ac

ió
n 

de
 

la
 c

an
na

bi
s

N
o 

se
 c

on
fo

rm
ó 

un
a 

co
al

ic
ió

n 
de

 
ve

to
 re

le
va

nt
e

Pr
od

er
ec

ho
s/

Pr
ol

eg
al

; 
M

ov
im

ie
nt

o 
C

an
ná

bi
co

 d
el

 
In

te
ri

or
; R

ed
 d

e 
U

su
ar

io
s 

de
 D

ro
ga

s 
y 

C
ul

tiv
ad

or
es

 
de

 C
an

na
bi

s;
 A

so
ci

ac
ió

n 
de

 
Es

tu
di

os
 d

el
 C

an
na

bi
s 

de
l 

U
ru

gu
ay

; P
IT

-C
N

T
; F

EU
U

; 
IE

LS
U

R
; S

ER
PA

J

Sí
. S

ol
o 

co
n 

lo
s 

vo
to

s 
de

l o
fic

ia
lis

m
o 

(2
01

3)
Si

n 
m

od
ifi

ca
ci

on
es

 
su

st
an

ci
al

es
 

(r
es

pe
ct

o 
de

l 
úl

tim
o 

pr
oy

ec
to

 
el

ev
ad

o 
po

r e
l 

Po
de

r E
je

cu
tiv

o)

N
o

Pa
rc

ia
l/

pa
rc

ia
l

C
on

 
pa

rt
ic

ip
ac

ió
n 

de
l P

od
er

 
Ej

ec
ut

iv
o

Po
de

r 
Ej

ec
ut

iv
o



Quince años que conmovieron al Uruguay



El
im

in
ac

ió
n 

de
 la

 “
le

y 
de

 
ca

du
ci

da
d”

O
rg

an
iz

ac
io

ne
s 

de
 d

er
ec

ho
s 

hu
m

an
os

, f
am

ili
ar

es
 d

e 
de

te
ni

do
s 

de
sa

pa
re

ci
do

s,
 

as
oc

ia
ci

on
es

 d
e 

ex
pr

es
os

 
po

lít
ic

os
; P

IT
-C

N
T

; F
EU

U

Sí
. S

ol
o 

co
n 

lo
s 

vo
to

s 
de

l o
fic

ia
lis

m
o 

y 
en

 
un

a 
se

gu
nd

a 
in

st
an

ci
a 

pa
rl

am
en

ta
ri

a 
(2

01
1)

C
on

 
m

od
ifi

ca
ci

on
es

 
su

st
an

ci
al

es

Sí
N

ul
o

Si
n 

pa
rt

ic
ip

ac
ió

n 
de

l P
od

er
 

Ej
ec

ut
iv

o

Pa
rl

am
en

ta
ri

a

B
aj

a 
de

 
ed

ad
 d

e 
la

 
im

pu
ta

bi
lid

ad
 

pe
na

l

C
om

is
ió

n 
Pa

ra
 

V
iv

ir
 e

n 
Pa

z
C

om
is

ón
 N

o 
a 

la
 B

aj
a 

(i
nt

eg
ra

da
 p

or
 m

úl
tip

le
s 

ac
to

re
s 

de
 la

 s
oc

ie
da

d 
ci

vi
l)

N
o 

se
 a

pr
ue

ba
 

(e
n 

pl
eb

is
ci

to
 d

el
  

26
/2

0/
20

14
)

N
o 

se
 a

pr
ue

ba
Sí

N
ul

o
Si

n 
pa

rt
ic

ip
ac

ió
n 

de
l P

od
er

 
Ej

ec
ut

iv
o

Pa
rt

id
os

 
po

lít
ic

os

Le
y 

tr
an

s
La

 re
co

le
cc

ió
n 

de
 fi

rm
as

 p
ar

a 
im

pu
ls

ar
 la

 
de

ro
ga

ci
ón

 d
e 

la
 

le
y 

fu
e 

lid
er

ad
a 

po
r e

l d
ir

ig
en

te
 

C
ar

lo
s 

Ia
fig

lio
la

 
y 

el
 d

ip
ut

ad
o 

Á
lv

ar
o 

D
as

tu
gu

e 
(a

m
bo

s 
de

l P
N

)

C
am

pa
ña

 N
ac

io
na

l L
ey

 In
te

gr
al

 
pa

ra
 P

er
so

na
s 

Tr
an

s 
(a

po
ya

da
 

po
r m

úl
tip

le
s 

ac
to

re
s 

de
 la

 
so

ci
ed

ad
 c

iv
il)

Sí
. C

on
 v

ot
os

 d
e 

le
gi

sl
ad

or
es

 d
e 

to
do

s 
lo

s 
pa

rt
id

os
 

co
n 

re
pr

es
en

ta
ci

ón
 

pa
rl

am
en

ta
ri

a 
(e

n 
C

SS
, 

so
lo

 c
on

 v
ot

os
 d

el
 F

A
 y

 
el

 P
I)

 (2
01

8)

C
on

 
m

od
ifi

ca
ci

on
es

Sí
Pa

rc
ia

l
C

on
 

pa
rt

ic
ip

ac
ió

n 
de

l P
od

er
 

Ej
ec

ut
iv

o

Po
de

r 
Ej

ec
ut

iv
o

Le
y 

de
 ri

eg
o

Po
de

r E
je

cu
tiv

o
C

om
is

ió
n 

N
ac

io
na

l e
n 

D
ef

en
sa

 
de

l A
gu

a 
y 

de
 la

 V
id

a;
 P

IT
-C

N
T

; 
FF

O
SE

 (s
in

di
ca

to
 d

e 
O

SE
);

 
FE

U
U

; R
ED

ES
 - 

A
m

ig
os

 d
e 

la
 

Ti
er

ra
; o

tr
as

 o
rg

an
iz

ac
io

ne
s 

so
ci

al
es

 e
n 

de
fe

ns
a 

de
 la

 c
au

sa
 

am
bi

en
ta

l

Sí
, s

e 
ap

ru
eb

a 
(2

01
7)

C
on

 
m

od
ifi

ca
ci

on
es

Sí
, p

er
o 

no
 s

e 
re

ún
en

 
la

s 
fir

m
as

 
ne

ce
-

sa
ri

as
 

(2
01

8)

Pa
rc

ia
l

C
on

 
pa

rt
ic

ip
ac

ió
n 

de
l P

od
er

 
Ej

ec
ut

iv
o

Po
de

r 
Ej

ec
ut

iv
o

M
ili

ta
ri

za
ci

ón
 

de
 la

 
se

gu
ri

da
d 

pú
bl

ic
a

C
om

is
ió

n 
V

iv
ir

 
Si

n 
M

ie
do

A
rt

ic
ul

ac
ió

n 
na

ci
on

al
 N

o 
a 

la
 R

ef
or

m
a 

(i
nt

eg
ra

da
 p

or
 

m
úl

tip
le

s 
ac

to
re

s 
de

 la
 s

oc
ie

da
d 

ci
vi

l)

In
de

fin
id

o:
 a

 
pl

eb
is

ci
ta

rs
e 

el
 

27
/1

0/
20

19

In
de

fin
id

o
Sí

In
de

fin
id

o
Si

n 
pa

rt
ic

ip
ac

ió
n 

de
l P

od
er

 
Ej

ec
ut

iv
o

Pa
rt

id
os

 
po

lít
ic

os

F
ue

nt
e:

 E
la

bo
ra

ci
ón

 p
ro

pi
a 

a 
pa

rt
ir

 d
e 

M
or

ei
ra

 (
20

15
).

 I
nf

or
m

ac
ió

n 
am

pl
ia

da
 p

ar
a 

es
te

 li
br

o.



Constanza Moreira



4.1.a. La despenalización del aborto
El aborto fue despenalizado en Uruguay con la aprobación en 2012 de 
la Ley n.° 18.897 de Interrupción Voluntaria del Embarazo (IVE), tras 
un cuarto de siglo de lucha y seis proyectos de ley previamente presen-
tados. La coalición de propósito que acompañó la iniciativa fue muy 
amplia e incluyó no solo a colectivos que desde hacía mucho tiempo 
se organizaban en torno al tema,40 sino también al movimiento sindi-
cal y a la academia expresada a través del activismo de la Universidad 
de la República (UdelaR) y el movimiento estudiantil.

Aun con la izquierda en el gobierno, y contando con el respaldo 
de variadas organizaciones de la sociedad civil, la despenalización 
del aborto estuvo plagada de obstáculos. En 2008, durante la primera 
administración frenteamplista, una iniciativa sobre salud sexual y re-
productiva que había logrado aprobarse en el Parlamento fue vetada 
por el entonces presidente Vázquez en su referencia a la interrupción 
voluntaria del embarazo. De cara al segundo gobierno de izquierda, el 
FA incluyó el tema en su plataforma programática y lo definió como 
un «asunto de partido», lo cual determinó, en buena medida, el éxito 
de la iniciativa. No obstante, para que el aborto finalmente se despe-
nalizara fue necesario renegociar el nuevo proyecto con un diputado 
del Partido Independiente (PI), un pequeño partido de la oposición, 
puesto que uno de los legisladores de la bancada frenteamplista se 
negó a votar la iniciativa.

Tras la aprobación parlamentaria de la Ley de IVE, los opositores a 
la norma impulsaron un proceso para someter su consideración a re-
feréndum. Sin embargo, no lograron recabar el 25 % de las voluntades 
necesarias para ello: concitaron menos del 9 % de las adhesiones en 
las urnas, con lo cual el referéndum no llegó a habilitarse. Actualmen-
te, la Ley de IVE se mantiene firme en el ordenamiento jurídico uru-
guayo, y sus mayores dificultades provienen de su implementación.41

40  La lista incluye a: Mujer y Salud en Uruguay (MYSU), Cotidiano Mujer, Comi-
sión Nacional de Seguimiento (CNS) Mujeres, Comité de América Latina y el Caribe 
para la Defensa de los Derechos de las Mujeres (CLADEM), Mujer Ahora, Católicas 
por el Derecho a Decidir, Proderechos, Coordinadora Aborto Legal, entre otras orga-
nizaciones y redes.
41  El principal problema de implementación ha radicado en la «objeción de con-
ciencia» aducida por los médicos, que ha llevado a que algunos departamentos carez-
can de profesionales de la salud que asistan a las mujeres en estos casos, lo que las 
obliga a trasladarse a departamentos vecinos o a la capital del país para interrumpir 
embarazos no deseados. Asimismo, continúan practicándose abortos clandestinos, y 
dadas las restricciones de la ley (la interrupción voluntaria del embarazo está permi-
tida solo durante las primeras doce semanas de gestación), ha habido procesamien-
tos con prisión de mujeres y «cómplices» que practicaron un aborto fuera del sistema 
de salud y fuera de los plazos estipulados.
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El path dependence (Pierson, 2000) referido al aborto, a saber, sus 
antecedentes históricos, políticos e institucionales, ha sido determi-
nante de la capacidad de agencia de la sociedad civil. La práctica en 
cuestión había sido prematuramente despenalizada en Uruguay en 
1934 como medida de corte básicamente sanitario, pero el Código Pe-
nal de 1938 (vigente hasta la aprobación de la Ley de IVE en 2012) 
lo volvió a penalizar, aunque introdujo tres causales de excepción: la 
violación, el riesgo de vida de la mujer y la penuria económica. Aun-
que estas causales nunca fueron reglamentadas, la práctica del aborto 
inducido fue bastante extendida como método de contracepción antes 
de que surgieran las pastillas anticonceptivas.

Uruguay fue un país tempranamente laico (la Iglesia y el Estado 
se separaron constitucionalmente en 1919), lo que permitió aprobar 
legislación de avanzada para las mujeres, como el divorcio por la sola 
voluntad de la mujer (1907-1913). El precoz proceso de moderniza-
ción (temprana urbanización y alfabetización a inicios del siglo XX) 
y de transición demográfica mediante el control de fecundidad, y el 
temprano acceso de la mujer al mercado laboral y al sistema educati-
vo fueron procesos que coadyuvaron a la existencia de una suerte de 
«despenalización blanda» o «tolerancia masiva» al aborto inducido. 
Ello se constata en los escasos procesamientos judiciales por aborto 
inducido en las últimas décadas: ni la policía perseguía sistemática-
mente esta práctica ni los jueces prácticamente la castigaban.42

Para las organizaciones de mujeres que trabajaron este tema, lo 
que se trataba de asegurar, en el marco de los derechos sexuales y 
reproductivos, no era meramente la despenalización, sino el derecho 
mismo de las mujeres a ser atendidas por el sistema sanitario en caso 
que desearan interrumpir su embarazo. A la defensa de este derecho 
se abocaron desde la salida de la dictadura.

Entre las virtudes de la coalición de propósito que se conformó en 
torno a este objetivo está, en primer lugar, su amplitud. Los apoyos 
recibidos van desde las organizaciones de mujeres al movimiento sin-
dical, pasando por sectores académicos y profesionales de la salud, 
hasta sectores vinculados con las iglesias (Católicas por el Derecho 
a Decidir, Iglesia Metodista) y con la masonería. En segundo lugar, 
la coalición tuvo la virtud de estar orientada por un single issue con 
un propósito defendible tanto a través de acuerdos y convenciones 
internacionales como de prácticas sanitarias locales (la incidencia del 
aborto provocado en situación de riesgo de vida materna fue uno de 
los argumentos esgrimidos). La tercera virtud de la coalición fue su 

42  En esta línea, tal como lo indicaban las mediciones de opinión pública, la socie-
dad uruguaya se inclinaba a buscar una solución descriminalizadora de las mujeres.
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tenacidad: desde la recuperación democrática hasta la aprobación de 
la ley no hubo un solo período legislativo en el cual no se discutiera un 
proyecto al respecto en el Parlamento.

Entre las debilidades de agencia que evidenciaba esta coalición, 
se contaban aspectos no menores. Para empezar, el proyecto enfrentó 
desde el principio la oposición de los principales líderes (hombres) 
de los partidos, desde la izquierda hasta la derecha del espectro ideo-
lógico. Asimismo, hasta que el FA la incorporó en su programa, era 
una reivindicación sin partido. En la partidocracia uruguaya, estos 
elementos iban a colaborar enormemente para que los distintos pro-
yectos presentados durmieran durante décadas en el Parlamento.

El debate sobre la despenalización del aborto en Uruguay es de 
los más relevantes que el país ha tenido en las últimas décadas con 
relación a la agenda de derechos. En este delicado tema, la sociedad 
uruguaya —con su despenalización de hecho— mostró que la políti-
ca se encontraba en franco retraso a su respecto. A su vez, quedó de 
manifiesto el peso que los actores extrapolíticos (como la Iglesia o al-
gunas corporaciones profesionales) ejercían, de facto, sobre la propia 
clase política.

Además, las dificultades para implementar el servicio efectivo, 
dada la altísima objeción de conciencia registrada entre el personal 
de salud43 (lo que llevó a una reglamentación de la ley que lo restrin-
gía44 y a una anulación de estas restricciones mediante un dictamen 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo (TCA),45 muestran las 
limitaciones que existen en la propia corporación profesional para ha-
cer efectivos estos derechos. Y llaman también la atención a la legali-
dad del derecho de objeción de conciencia cuando este colide con la 
política pública.

43  Según datos de ASSE, hacia 2018 el porcentaje promedio de ginecólogos obje-
tores de conciencia alcanzaba el 30 %, con variaciones entre instituciones públicas y 
del mutualismo y entre Montevideo y el interior del país. Véase el informe especial de 
La Diaria «A cinco años de la aplicación de la Ley de Interrupción Voluntaria del Em-
barazo», 7/5/2018. Recuperado de https://salud.ladiaria.com.uy/articulo/2018/5/a-cin-
co-anos-de-la-aplicacion-de-la-ley-de-interrupcion-voluntaria-del-embarazo/ (con-
sultados en mayo de 2019).
44  Véase el texto del decreto del Poder Ejecutivo (n.° 375/012) reglamentario de la 
Ley n.° 18.987: https://www.impo.com.uy/bases/decretos/375-2012/17 (consultado en 
mayo de 2019).
45  Véanse los textos de las sentencias del TCA 297/2014 y 586/2015 (sitio web con-
sultado en mayo de 2019).
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4.1.b. Itinerarios de la Ley de Matrimonio Igualitario
La iniciativa para habilitar el matrimonio igualitario (leyes n.os 19.075 
y 19.119) fue presentada en el Parlamento en 2010, pero fue aprobada 
recién en 2013. Posiblemente, esta sea de las iniciativas más directa-
mente atribuibles a la sociedad civil: el proyecto original fue redacta-
do por Michelle Suárez, la primera abogada transexual de Uruguay, 
entonces integrante de Ovejas Negras, colectivo abocado a la lucha 
por los derechos humanos relativos a la diversidad sexual y princi-
pal organización impulsora del proyecto. La legislación en conclusión 
aprobada es una modificación del Código Civil que elimina la referen-
cia al sexo de las personas a lo largo del cuerpo del texto.

Asimismo, se registra en este campo una trayectoria de dependen-
cia con antecedentes que coadyuvaron para que el matrimonio igua-
litario fuera votado por legisladores de todos los partidos políticos.46 
En 2008 había entrado en vigencia la Ley n.° 18.246 de Unión Concu-
binaria, que permite a las parejas homosexuales legalizar su vínculo, y 
en 2009 lo hizo la Ley n.° 18.590, modificativa del Código de la Niñez 
y Adolescencia respecto al proceso de adopción y que permite a las 
parejas homosexuales adoptar niños. Asimismo, en sus sentencias, el 
Poder Judicial ya había convalidado la unión legal de parejas del mis-
mo sexo y la adopción de hijos por parte de estos.

La normativa no crea un instituto propio, como el del matrimonio 
gay o el matrimonio homosexual, sino que opta por modificar el título 
del Código Civil que refiere al matrimonio. La justificación entera del 
proyecto descansa sobre la idea de una evolución jurídica en que la 
norma debe reflejar los cambios en los sistemas de valores sociales. 
Dado que en la actualidad se ha flexibilizado la moral heterosexista, 
y atenuado la creencia en la «perversión» de la homosexualidad, lo 
que ha llevado prácticamente a la extinción del prejuicio de que tal 
orientación sexual es una enfermedad, la ley refleja la adecuación de 
nuestro sistema jurídico a esta nueva realidad. En los hechos, el fuer-
te respaldo parlamentario que recibió la iniciativa da cuenta de esta 
«conversión moral» en el Uruguay. Al mismo tiempo, llama la aten-
ción la doble velocidad con que la moral uruguaya procesa cambios 
relativos al reconocimiento de la diversidad de género, por un lado, y a 
la libertad de las mujeres a decidir sobre su cuerpo, por otro. Parecie-
ra que es mucho más fácilmente admisible permitir las operaciones 

46  En la Cámara de Representantes, el proyecto fue votado afirmativamente por 71 
diputados en un total de 92 presentes, en tanto en el Senado, 23 senadores votaron 
afirmativamente contra 8 que lo hicieron en contra.
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de cambio de sexo (al menos, en personas adultas)47 antes que las 
mujeres puedan interrumpir un embarazo no deseado.

Esto debe llamar la atención sobre las grandes diferencias que 
existen entre la desigualdad de género (como desigualdad estructural 
y fundante de otras desigualdades) y los derechos a la diversidad (que 
configuran más causales de discriminación que de desigualdad estruc-
tural en sentido estricto). Para muestra baste un botón: uno de los 
temas más controversiales del proyecto fue que el apellido de los hijos 
podrá ser indistintamente el de la madre o el del padre. El «nombre 
del padre» es la referencia bíblica en la que se sustancia la concepción 
patriarcal del mundo y de la vida. Sin duda, la moral patriarcal expre-
só mucho más resistencia frente al tema del cambio de apellido que 
frente al propio hecho del matrimonio entre personas del mismo sexo. 
Las políticas de reconocimiento no necesariamente tienen impactos 
sustanciales sobre la ecuación de distribución de recursos y poder de 
una sociedad. Por el contrario, la consagración de algunos derechos sí 
puede generar tales impactos. Esto se ve en la índole de las resisten-
cias sociales y en el grado de complicidad con que el sistema político 
asume unos derechos y rechaza otros. Esto se expresa claramente en 
el respaldo multipartidario que tuvo el proyecto de matrimonio igua-
litario, contra el cual no se conformaron coaliciones de veto significa-
tivas y cuya instrumentación fue inmediata.48

El ejercicio del matrimonio igualitario en la población gay no fue 
generalizado, pero tuvo sus resonados casos y gozó de una aceptación 
relativa, pero aceptación al fin. De cualquier manera, se deja constan-
cia de la operación mediática que arrasó con la legitimidad de quien 
fuera su principal redactora, la ya mencionada abogada trans Miche-
lle Suárez, elegida senadora en el período posterior a la aprobación 
de la ley por el Partido Comunista del Uruguay (PCU). Suárez fue 
condenada por los tribunales y expulsada de las filas del partido pos-
teriormente como un resultado colateral de este proceso.49

47  En Uruguay se realizan cirugías de reasignación de sexo en el sistema público 
de salud desde 1991, en tanto en 2009 se aprobó la Ley n.° 18.620 de Derecho a la 
Identidad de Género y al Cambio de Nombre y Sexo en Documentos Identificatorios.
48  El proyecto no enfrentó relevantes manifestaciones públicas de resistencia. El 
1.° de abril de 2013, luego de que el obispo del departamento de Canelones llamara 
a la «reacción» al pueblo uruguayo contra el matrimonio entre personas del mismo 
sexo, se organizó una marcha contra la aprobación de la iniciativa en la plaza Matriz 
de Montevideo. A la concentración acudieron un puñado de diputados y dirigen-
tes del PN y apenas unas 50 personas más. Véase la crónica periodística del Portal 
180 «Dios los cría…», publicada el 27/3/2013 (recuperado de http://www.montevideo.
com.uy/auc.aspx?196293,1,1149) (consultada en mayo de 2019).
49  Suárez fue procesada con prisión domiciliaria en abril de 2018 por delitos relati-
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4.1.c. Derechos de tercera generación: la regulación del consumo recreativo 
de drogas como alternativa a la «guerra contra las drogas»
La llamada Comisión Global de Política de Drogas consignaba lo si-
guiente en un informe publicado en junio de 2011: «La guerra mun-
dial a las drogas ha fracasado. Cuando la Convención Única de Estu-
pefacientes de Naciones Unidas nació hace 50 años […] los políticos 
creían que las acciones severas para el cumplimiento de la ley contra 
los que estaban involucrados en la producción de drogas, su distri-
bución y su uso, conducirían a una constante disminución del mer-
cado de drogas controladas como la heroína, la cocaína, el cannabis, 
y al eventual logro de un mundo sin drogas. En la práctica, la escala 
global de los mercados de drogas ilegales —ampliamente controlados 
por el crimen organizado— ha crecido de modo espectacular en este 
período. Mientras que no están disponibles estimaciones exactas del 
consumo global en el período completo de cincuenta años, un análisis 
solamente de los últimos diez años muestra un extenso y creciente 
mercado. Estimaciones de Naciones Unidas indican que el consumo 
anual de opiáceos entre 1998 y 2008 aumentó 34,5 % (de 12,9 a 17,35 
millones de consumidores); 27 % el de cocaína (de 13,4 a 17 millones) 
y 8,5 % el de cannabis (de 147,4 a 160 millones)».50

Frente a este escenario, la comisión propuso una regularización de 
las drogas, como se hizo con el tabaco y el alcohol. En América Latina, 
región productora de drogas, los expresidentes de Brasil (Fernando 
Henrique Cardoso), México (Ernesto Zedillo) y Colombia (César Ga-
viria) suscribieron y ampliaron estas recomendaciones. Uruguay tam-
bién tomó el guante, y desde 2011 se propuso marcar «otro camino» 
en el enfoque de las drogas, influido, sin duda, por sus «antecedentes»: 
el consumo está liberalizado desde 1974. Asimismo, con relación al 
alcohol, Uruguay fue uno de los pocos países que en plena era pro-
hibicionista (la «ley seca») decidieron darle al Estado el monopolio 
de la producción y distribución de alcoholes, y adoptó una política 
regulatoria y estatalista. Ambos antecedentes servirán para crear un 
path dependence favorable a la adopción de la política de regulación 
del cannabis.

Uruguay tiene regulados el consumo, el suministro y el tráfico de 
drogas a partir de la aprobación en 1974 del Decreto Ley n.° 14.294. 

vos a la falsificación de firmas y adulteración de documentos privados, efectuados en 
su desempeño como abogada. Ya en diciembre de 2017 había presentado su renuncia 
al Senado en el marco de esta comprometida situación.
50  Texto completo recuperado de http://www.globalcommissionondrugs.org/
wp-content/uploads/2017/10/GCDP_WaronDrugs_ES.pdf (consultado en mayo de 
2019).
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Allí no se penaliza el consumo de drogas, pero se establecen penas 
para el suministro y penas más graves para el tráfico. Este decreto ley 
aprobado durante la dictadura crea, en el marco de la política pro-
hibicionista que imperó en América Latina, una normativa «blanda» 
que operó durante el debate sobre drogas en el país como una plata-
forma de inicio bastante más benéfica y permisiva que la que tienen 
otros países de la región para enfrentarse a la problemática. La ley n.° 
17.016, votada en 1998, adecua esta normativa a las nuevas conven-
ciones internacionales agravando las penas para el lavado de dinero, 
pero manteniendo el espíritu de no penalizar el consumo.

Entre 2005 y 2009, durante el primer gobierno frenteamplista, se 
llevó adelante una exitosa política antitabaco que fue aceptada por la 
población y tuvo como resultado efectivo el abatimiento del consumo 
en forma sustancial. El proyecto presentado para la regulación del 
consumo de cannabis tomó en cuenta estos antecedentes.

Hacia 2010, apenas iniciada la segunda administración del FA, el 
Parlamento creó la Comisión Especial de Adicciones, que durante dos 
años recibió a más de cuarenta delegaciones, representantes de co-
munidades terapéuticas, instituciones sociales, activistas a favor de 
la regulación del mercado de cannabis, clínicas, especialistas y pro-
fesionales, con lo cual recogió varios informes y recomendaciones. 
La primera y más importante recomendación fue la de recordar que 
el consumo no necesariamente es problemático y que es menester se-
parar la adicción del consumo. Otras recomendaciones refirieron a 
la necesidad de regular las cantidades mínimas de porte de todas las 
sustancias ilícitas. También se hizo mención a la regulación del mer-
cado de cannabis.

Entre 2010 y 2011, legisladores de todos los partidos presentaron 
alternativas a la situación, particularmente con relación al cannabis, 
la sustancia ilegal más consumida en el país y la más «leve» o inocua 
desde el punto de vista de la adicción. El Poder Ejecutivo también 
hizo lo propio, y en agosto de 2012 envió al Parlamento un proyecto 
en cuya exposición de motivos se señala que: «si bien la gran mayoría 
de los usuarios de marihuana en Uruguay tienen un vínculo ocasional 
con la sustancia que no reviste mayores problemas para su salud físi-
ca, es importante resaltar que se exponen frecuentemente a los riesgos 
psicológicos, sociales y legales producto de la necesidad de tener que 
acceder ilegalmente a esta droga».51

51  Texto completo de la exposición de motivos recuperado de https://legislativo.
parlamento.gub.uy/temporales/D2012080945-005934020.Html (consultado en mayo 
de 2012).
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La sociedad civil, que llevaba buen tiempo organizándose en torno 
a este tema, acompañó la iniciativa del gobierno y siguió el debate 
parlamentario consiguiente apoyando a la Junta Nacional de Drogas, 
que tiene un rol decisivo en esta política. Hacia el año 2006 nació Pro-
derechos, un colectivo integrado fundamentalmente por jóvenes que 
ha levantado las banderas de los derechos sexuales y reproductivos; de 
la diversidad sexual; de la oposición a la baja de la edad de imputabi-
lidad penal; de reivindicación de la memoria y la justicia, y también 
de la regulación del cannabis bajo la consigna Prolegal. Prolegal-Pro-
derechos formó parte de la coalición civil que respaldó el proyecto de 
regulación del cannabis junto con otras varias organizaciones entre 
las que se encuentran el Movimiento Cannábico del Interior, la Red 
de Usuarios de Drogas y Cultivadores de Cannabis, la Asociación de 
Estudios de Cannabis de Uruguay, la Revista THC (revista de la cul-
tura cannábica). Asimismo, otros colectivos como Iguales y Punto, 
Ovejas Negras y la Comisión No a la Baja se sumaron respaldando la 
propuesta.

Si bien la iniciativa de regular el cannabis no afrontó una coalición 
reactiva fuertemente organizada, las encuestas de opinión pública 
mostraron consistentemente un estado de opinión pública negativo 
respecto al proyecto. Según estimaciones de la consultora Cifra, entre 
julio de 2012 y julio de 2014 los niveles de desaprobación al respecto 
oscilaron entre el 61 % y el 66 %, en tanto los guarismos de aproba-
ción se ubicaron entre el 24  % y el 28  % para el mismo período.52 
Ahora, de acuerdo a estudios de Factum para el año 2013, si bien 
dos de cada tres uruguayos se manifestaban contrarios a la legaliza-
ción de la venta de la marihuana, 78 % prefería que los consumidores 
compraran la marihuana en farmacias con calidad controlada por el 
Estado —como plantea la ley aprobada— antes que la obtuvieran en 
el mercado ilegal.53

Las organizaciones de la sociedad civil acompañaron el debate, 
empujaron cuando entendieron que el proyecto se trancaba, colabo-
raron a una intensa campaña de difusión del tema en todo el país 
e incidieron e intervinieron en su, hasta hoy inacabada, reglamen-
tación. Mas el texto considerado, a diferencia de los proyectos sobre 
aborto y matrimonio igualitario (y aun cuando, como se mencionara, 

52  Datos detallados en la nota «Los uruguayos y la marihuana», publicada por Cifra 
en su sitio web el 22/7/2014 (consultada en mayo de 2015 en http://www.cifra.com.uy/
novedades.php?idNoticia=233).
53  Datos detallados en la nota «Las dudas y contradicciones de la sociedad sobre 
la legalización de la marihuana», publicada por Factum en su sitio web el 4/10/2013 
(consultada en mayo de 2015 en http://www.factum.edu.uy/node/1080).
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hubo impulsos legislativos de parlamentarios del oficialismo y la opo-
sición), tuvo iniciativa firme del Poder Ejecutivo. Y cuando este elevó 
el primer proyecto al Legislativo, en agosto de 2012, lo hizo en el con-
texto de la denominada Estrategia por la Vida y la Convivencia, un 
abordaje que planteaba un paquete de quince medidas orientadas a 
mejorar la convivencia y la seguridad ciudadana en el país.54 El pro-
yecto original, titulado «Marihuana y sus derivados. Control y regu-
lación del Estado de la importación, producción, adquisición, alma-
cenamiento, comercialización y distribución», contaba con un único 
artículo que establecía lo siguiente: «el Estado asumirá el control y la 
regulación de las actividades de importación, producción, adquisición 
a cualquier título, almacenamiento, comercialización y distribución 
de la marihuana o sus derivados, en los términos y condiciones que al 
respecto fije la reglamentación».55

En noviembre de 2012, la bancada de diputados del FA presentó 
una iniciativa de 37 artículos modificativa del texto del Poder Ejecuti-
vo. No obstante, el proyecto que finalmente fue puesto a votación en 
el plenario de la Cámara de Representantes y que pasó luego al Sena-
do fue una nueva propuesta del Poder Ejecutivo que contaba con 44 
artículos modificativos del texto original. Se detallaba allí el modo de 
producción, consumo, distribución y comercialización del cannabis.

El Poder Ejecutivo promulgó la ley en enero de 2014, y durante 
todo ese año evitó cuidadosamente que el tema ingresara en la agenda 
electoral, transfiriendo al gobierno siguiente la reglamentación de la 
norma. El consumo se mantiene despenalizado y se han abierto clu-
bes cannábicos, pero las licencias para el cultivo a pequeños produc-
tores enfrentaron obstáculos referidos a los requisitos exigibles, y la 
venta en farmacias no pudo ser efectivizada sino hasta al menos tres 
años después, habida cuenta de la resistencia del gremio de las far-
macéuticas y las limitaciones que el sistema financiero, dependiente 
de Estados Unidos, impusieron a la bancarización de este comercio.

54  Las 15 propuestas contenidas en el documento sobre la «Estrategia para la 
vida…» habían sido presentadas por el Gabinete de Seguridad del Poder Ejecutivo, 
en conferencia de prensa, el 20 de junio de 2012. Texto completo del documento 
recuperado de https://medios.presidencia.gub.uy/jm_portal/2012/noticias/NO_E582/
Estrategia.pdf (consultado en mayo de 2019).
55  Texto completo del proyecto recuperado de https://parlamento.gub.uy/documen-
tosyleyes/ficha-asunto/113662 (consultado en mayo de 2019).
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4.1.d. La seguridad pública en el centro de los mecanismos de democracia 
directa: el plebiscito sobre la baja de la edad de imputabilidad penal
Desde finales del primer gobierno de Vázquez, en el marco de un aus-
picioso clima económico y de mejoramiento de los niveles de bienes-
tar, el tema de la seguridad ciudadana comenzó a liderar el ranking de 
problemas del país, de acuerdo a las mediciones de opinión pública, 
y desplazó al desempleo —que había aquejado fuertemente a los uru-
guayos durante largos años— al segundo o tercer lugar en la lista de 
preocupaciones. En la campaña electoral de 2009, la discusión sobre 
la seguridad pública tuvo particular destaque entre los partidos de la 
oposición y los medios de comunicación, y hacia el segundo período 
frenteamplista, la agenda setting se vio influenciada por el protagonis-
mo de este tema en el debate público; la (in)seguridad se transformó 
así en el principal talón de Aquiles del gobierno. La llamada crónica 
roja pasó a ocupar un rol preponderante en la prensa, lo cual colaboró 
enormemente a reforzar la sensación de inseguridad. Paralelamente, 
el tema fue apropiado por los partidos de oposición para desafiar al 
gobierno, en tanto este comenzó a inyectar refuerzos presupuestales 
como nunca antes al Ministro del Interior (MI), declarando prioridad 
presupuestal a la seguridad ciudadana. No obstante ello, el ministro 
Eduardo Bonomi se mantenía como uno de los jerarcas peor evalua-
dos, con niveles de desaprobación que alcanzaron el 55 % para finales 
de 2013, según Cifra.56 A su vez, hacia el segundo semestre de 2014, 
más de un tercio de los uruguayos continuaban percibiendo a la (in)
seguridad como el principal el problema del Uruguay.57

Dentro del gran issue de la seguridad ciudadana, cobró especial 
relevancia el tema de la llamada minoridad infractora. Jóvenes pobres 
y marginados se transformaron de pronto en el principal factor de 
«riesgo» del país. En medio de lo que podría calificarse como operati-
vo mediático y político desplegado en torno a estos asuntos, al inicio 
del gobierno de Mujica la bancada legislativa del gobierno cedió a 
las presiones de la oposición e instaló a nivel bicameral una comi-
sión especial para el análisis de la legislación relativa a los temas de 

56  Datos detallados en la nota «La evaluación del desempeño del Ministro del Inte-
rior y de la Policía», publicada por Cifra en su sitio web el 2/12/2103 (consultada en 
mayo de 2015 en http://www.cifra.com.uy/novedades.php?idNoticia=213)
57  Datos detallados en las notas «Seguridad, educación y economía: principales 
problemas de uruguayos» (publicada en el diario El País el 22/9/2014 y consulta-
da en mayo de 2015 en http://www.elpais.com.uy/informacion/seguridad-educa-
cion-economia-principales-problemas.html) y «El principal problema del país es la 
inseguridad» (publicada en El Espectador, el 30/7/2014, y consultada en mayo de 
2015 en http://www.espectador.com/sociedad/296885/equipos-el-principal-proble-
ma-del-pais-es-la-inseguridad).
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seguridad pública y en especial la de los adolescentes en conflicto con 
la ley penal. Dicha comisión culminó su trabajo separando la institu-
ción que regula los «hogares de privación de libertad» para menores 
infractores del resto de la institución que se encarga de la infancia en 
Uruguay. En particular, recogió el guante de la oposición en cuanto 
a permitir que los antecedentes de los menores en conflicto con la 
ley penal pasaran al Poder Judicial como parte de su legajo (antes se 
destruían).

Para este momento, ya estaba instalado el debate sobre la conve-
niencia de bajar de la edad de imputabilidad penal de 18 a 16 años, 
y aunque la bancada de gobierno nunca estuvo afín, hacia marzo de 
2011 legisladores de la oposición nucleados fundamentalmente en los 
sectores más conservadores de los partidos tradicionales (Vamos Uru-
guay dentro del PC y el herrerismo y la entonces Unidad Nacional 
[UNA] dentro del PN) lanzaron una campaña de recolección de fir-
mas con la intención de promover un plebiscito con tales fines. Para 
octubre de 2012, la Corte Electoral confirmó que la Comisión para 
Vivir en Paz había reunido las firmas necesarias y que el plebiscito se 
celebraría junto con las elecciones nacionales de octubre de 2014. Las 
encuestas de opinión pública registraban un significativo respaldo a 
la medida propuesta: 65 % de la población se manifestaba a favor de 
bajar la edad de imputabilidad hacia mediados de 2011, según datos 
de Cifra.58 Por vez primera en la historia reciente, la derecha apelaba 
a la democracia directa en su beneficio.

Frente a esta realidad, a los números de las encuestas, a la inca-
pacidad de bajar la tasa delictiva en el país y al hecho de que buena 
parte del electorado de izquierda también se manifestaba proclive a la 
iniciativa en cuestión, el gobierno respondió planteando la ya referida 
Estrategia por la Vida y la Convivencia. En medio de varias buenas in-
tenciones, en esa estrategia emergían algunas propuestas de gran du-
reza: el aumento para penas de narcomenudeo vinculadas con la pasta 
de cocaína; la internación de al menos un año para jóvenes infractores 
con penas graves (como la rapiña), y la internación compulsiva para 
adictos en situación de riesgo. A pesar de las resistencias de muchos 
legisladores y de organismos como UNICEF, entre otros, el gobierno 
aprobó dos de tres de estos proyectos y elevó la presión punitiva sobre 
los jóvenes. Mas con esto no consiguió desmantelar la apuesta de la 
oposición, sino reforzarla: la mesa parecía servida para que «la baja» 
se incorporara a la Constitución de la República en octubre de 2014.

58  Datos detallados en la nota «Plebiscito», publicada por Cifra en su sitio web 
el 23/10/2014 (consultada en mayo de 2015 en http://www.cifra.com.uy/novedades.
php?idNoticia=247).
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Frente a este escenario, en abril de 2011, la sociedad civil se orga-
nizó en torno a la llamada Comisión No a la Baja, un heterogéneo es-
pacio integrado por organizaciones sociales, sindicales, estudiantiles 
y hasta de corte religioso y político.59 Desprovista de recursos y sin 
un apoyo decidido inicial del FA, esta comisión comenzó a recorrer el 
país para hacer campaña contra el plebiscito. A partir de noviembre 
de 2012, el apoyo a la iniciativa de reforma constitucional comenzó 
a menguar, pasando, según encuestas de Cifra, de una adhesión del 
64 % en junio de 2011 a una del 47 % en octubre de 2014.60 Así, ya con 
un apoyo más marcado del FA, hacia el final de la campaña electoral el 
No a la Baja se erigía como toda una consigna de defensa de derechos 
frente a la estrategia de la derecha.

El plebiscito para bajar la edad de imputabilidad finalmente fraca-
só, aunque por escaso margen, ya que alcanzó una votación del 47 %, 
apenas tres puntos por debajo del umbral requerido para su apro-
bación. La comisión No a la Baja fue un éxito, pero tras disolverse 
muchos jóvenes que habían hecho allí sus primeras armas militantes 
quedaron, al menos por un tiempo, sin cuestión. La agenda restrictiva 
de derechos de la inseguridad sufrió un golpe no menor, pero avanza. 
Tiene a su favor a gran parte de los medios, al poder económico, a una 
buena porción de la opinión pública y hasta tiene el apoyo de parte de 
esa izquierda que es tan adultocéntrica y patriarcal como el promedio 
de la sociedad uruguaya.

Durante el segundo gobierno del presidente Tabaré Vázquez, algu-
na iniciativa con relación a la minoridad infractora tuvo lugar, aunque 
el tema dejó de ser central como tal. En particular, cabe consignar que 
pese al nuevo CPP se mantuvo la preceptividad de la prisión de al me-
nos un año para adolescentes que hubieran cometido delitos graves 
y gravísimos en las disposiciones procesales del Código de la Niñez y 
la Adolescencia (CNA). Esta medida generó la oposición de sectores 

59  Entre las decenas de organizaciones, académicos, artistas y activistas de todos 
los partidos políticos que se nuclearon por el «No a la Baja» se cuentan los siguientes 
colectivos: PIT-CNT, Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay (FEUU), 
Coordinadora de Estudiantes de Enseñanza Media, Asociación de Docentes de la 
Universidad de la República, Federación Nacional de Profesores de Educación Se-
cundaria, Iglesia Evangélica Valdense, Ovejas Negras, Cotidiano Mujer, MYSU, Mu-
jer Ahora, Mizangas, Mundo Afro, Proderechos, Gurises Unidos, El Abrojo, CRYSOL, 
Casa Bertolt Brecht, Centro de Investigación y Estudios Judiciales - Asociación de 
Funcionarios Judiciales. Ver más detalles de la lista en http://www.mapeosociedadci-
vil.uy/organizaciones/comision-nacional-no-a-la-baja-de-la-edad-de-imputabilidad-
en-uruguay/ (consultado en mayo de 2019).
60  Datos detallados en la nota «Plebiscito», publicada por Cifra en su sitio web 
el 23/10/2014 (consultada en mayo de 2015 en http://www.cifra.com.uy/novedades.
php?idNoticia=247).
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del FA, de organizaciones la sociedad civil (como SERPAJ e IELSUR) 
y de organismos nacionales (la Institución Nacional de Derechos Hu-
manos [INDDHH]) e internacionales (UNICEF), entre otros, ya que va 
contra el espíritu del nuevo código y de la Convención de la Niñez y 
la Adolescencia. Asimismo, debe consignarse que hubo opiniones de 
ministros de la SCJ en contra de esta medida que discrimina procesal-
mente a los adolescentes con relación a los adultos.

4.1.e. El plebiscito por la militarización de la seguridad pública  
y la pena de prisión perpetua
«Vivir sin miedo» es el eslogan con el que se ha identificado la co-
misión nacional encargada de recolectar las firmas necesarias para 
convocar a un nuevo plebiscito sobre seguridad ciudadana, a instan-
cias del sector Alianza Nacional, del senador Larrañaga. La seguridad 
pública sigue —a falta de un mayor deterioro económico del país— es-
tando primera en las preocupaciones de los uruguayos, y los números 
se han deteriorado con un incremento significativo de los delitos de 
sangre —homicidios y femicidios— en los últimos años.

A pesar de que, ante del deterioro de la seguridad pública y el em-
peoramiento de los números, el presidente impulsó un acuerdo multi-
partidario, como fuera señalado en el capítulo 2 de este libro, el minis-
tro Bonomi, uno de los «hombres fuertes» de los gabinetes de Tabaré y 
de Mujica y uno de los ministros más influyentes en la última década 
del progresismo uruguayo, ha sido el más cuestionado y uno de los 
gobernantes peor evaluados.61

61  Según el ranking de ministros y gobernantes de Factum, que mide la evaluación 
que la opinión pública realiza del desempeño de altos jerarcas del Estado, hacia el 
primer semestre de 2016, de un conjunto de 18 cargos públicos (que incluyen al 
presidente, al entonces vicepresidente, al secretario y prosecretario de la Presidencia 
de la República, al director de la OPP y a los 13 ministros), Bonomi se posicionaba 
en el 15.° lugar. Con 37 puntos sobre 100, el secretario de la cartera de Interior solo 
superaba la evaluación de la ministra de Educación y Cultura, María Julia Muñoz 
(28/100), del fallecido ministro de Defensa Nacional Eleuterio Fernández Huidobro 
(26/100) y del exvicepresidente Sendic (23/100). Dicho ranking estaba encabezado 
por Liliam Kechichián (Turismo y Deporte) (70/100), seguida por Tabaré Agerre (ex-
ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca) (60/100), Danilo Astori (Economía y 
Finanzas) (59/100), Álvaro García (director de OPP) (58/100), Jorge Basso (Salud 
Pública) (58/100), Ernesto Murro (Trabajo y Seguridad Social) (57/100) y Nin No-
voa (Cancillería) (53/100). Información detallada en la nota «Evaluación de gober-
nantes y ministros» y publicada por Factum en su sitio web el 20/5/2016 (recuperada 
de https://portal.factum.uy/analisis/2016/ana160520.php y consultada en mayo de 
2019). Asimismo, datos de Opción Consultores consignan que hacia octubre de 2018 
el 75 % de la ciudadanía evaluaba la gestión del gobierno en seguridad ciudadana 
como «mala» o «muy mala». Información detallada en la nota «Aprobación del go-
bierno - Octubre de 2018», publicada por Opción en su sitio web el 18/10/2018 (recu-
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Frente al deterioro de la seguridad y del prestigio del ministro, y 
ante una opinión pública que privilegiaba la seguridad como el pro-
blema más importante del país, la oposición decidió, otra vez, impul-
sar un plebiscito, segura de que tendría las firmas para ello y de que 
—considerando la caída de la intención de voto al FA que medían las 
encuestas— esta vez podría ganar.

La minoridad infractora no había dejado de ser noticia, pero ha-
bía pasado a un segundo plano en el período de gobierno de Tabaré. 
También se había reducido el número de internados en hogares del 
Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente (INISA). El propio 
tema del INISA se había desplazado de la notoriedad de las fugas de 
los menores en conflicto con la ley, que había dominado el primer pe-
ríodo de gobierno del FA y parte del segundo. Explotadas por la opo-
sición como la principal muestra de una mala gestión del organismo, 
las fugas se habían reducido sensiblemente con los años. El tema que 
concitó la atención, por el contrario, estuvo dado por las denuncias de 
las violaciones a los derechos humanos en la institución. Esto ocurrió 
a partir de un proceso legal disparado contra su sindicato de trabaja-
dores a raíz de unas filmaciones caseras que mostraban la represión 
por parte de funcionarios a un motín realizado por reclusos, con uso 
excesivo de la fuerza. La propia INDHH había realizado una denuncia 
en tal sentido.

Por otra parte, no solo había naufragado el plebiscito sobre la 
baja de la edad de imputabilidad penal en 2014, sino que su princi-
pal impulsor, el senador Pedro Bordaberry, dos veces candidato a la 
Presidencia por el PC, había anunciado su decisión de abandonar la 
política.

Durante el período, además, se había empezado a producir un mo-
vimiento que había pasado inadvertido al principio, fruto de las ma-
las decisiones que habían tomado el ministro Fernández Huidobro, el 
propio Mujica primero y Tabaré después (que ratificó a dicho secreta-
rio de Estado en el cargo): el aumento del corporativismo político de 
las FFAA y su uso por parte de la derecha como un aliado estratégico 
en la instalación de una ideología de defensa de la autoridad como 
valor social primero. Ya la Encuesta Mundial de Valores había revela-
do una demanda creciente por parte de la sociedad uruguaya de «au-
toridad» y «mano dura», que por otra parte resultaba contradictoria 
con la demanda (y la aceptación) de ampliación de derechos (Equipos 
Mori, 2015), especialmente en los temas de violencia de género y tole-
rancia a la homosexualidad.

perado de http://www.opcion.com.uy/opinion-publica/?p=2137y consultada en mayo 
de 2019).
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Los militares habían tenido varias concesiones durante el período 
de Mujica,62 y cuando Tabaré Vázquez inauguró su segundo gobierno, 
el huevo de la serpiente ya estaba anidado. El comandante en jefe del 
Ejército, Guido Manini Ríos,63 representante de una familia colorada 
vinculada al riverismo, actuante en los últimos gobiernos antes de la 
dictadura y quien fuera investido en ese cargo en la época de Mujica, 
fue uno de los representantes más políticos de las FFAA. Durante estos 
años, las FFAA (y especialmente el Ejército nacional, por medio de su 
página web) desarrollaron una amplia acción de colonización de la 
opinión pública. Ello, a través de sus actuaciones en las emergencias 
climáticas; en la puesta en funcionamiento de redes de internet; de la 
publicación de El Soldado (una revista de la corporación para difundir 
en centros educativos); de la propaganda sobre las llamadas misiones 
de paz (que incluyeron la invitación a periodistas y personalidades 
importantes del Uruguay para concurrir a las zonas de conflicto), en-
tre otras.

Es con base en la idea de un renovado «prestigio» de las FFAA 
(cimentada en algunas encuestas que mostraban que su imagen me-
joraba ante la población) y en la deliberada estrategia de la corpora-
ción —y de sus aliados— de constituirse en un actor político (lo que 
se evidenció en los intentos por crear nuevos partidos políticos «de 
militares») que la propuesta de Larrañaga se encamina a proponer la 
militarización de la seguridad pública, algo que ya había empezado 
a tener éxito en América Latina. Como subraya Rut Diamint (2018, 
p. 34): «Las democracias posdictadura han funcionado sin establecer 
el control civil esperado según los preceptos teóricos referidos a la 
subordinación militar. Han funcionado manteniendo altos grados de 
autonomía y, en muchas ocasiones, prerrogativas incompatibles con 
el Estado de Derecho. No obstante, han sido la ineptitud, el desdén 
y la ignorancia de los gobiernos lo que ha conducido a militarizar la 
seguridad pública. El Informe del Latinobarómetro 2017 ubica a las 

62  Esto se analizará en el apartado «El debate sobre las Fuerzas Armadas», más 
adelante en este capítulo.
63  Guido Manini Ríos viene de un antiguo linaje de políticos colorados. Su abuelo, 
Pedro Manini Ríos, había sido elegido diputado en 1905 y senador en 1913. Siendo 
inicialmente un aliado de José Batlle y Ordóñez, cuando este propuso el colegiado 
armó el sector opositor dentro del partido: el «riverismo» (ala conservadora). Su tío, 
Carlos Manini Ríos, fue candidato al Consejo Nacional de Gobierno en 1962 con Ós-
car Gestido, titular de la OPP en su gobierno y, asimismo, ocupó varios ministerios 
durante el último gobierno colorado antes de la dictadura. En 1971 fue embajador 
en Brasil, cargo que ocupó hasta 1977, y a la vuelta de la democracia fue ministro del 
Interior de Julio María Sanguinetti.
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Fuerzas Armadas como la segunda institución que obtiene el mayor 
nivel de confianza, y a los policías en tercer lugar».

La propuesta «Vivir sin miedo» propone crear, mediante una mo-
dificación constitucional, una guardia nacional que pueda trabajar en 
materia de seguridad pública conjuntamente con el MI y que esté in-
tegrada por militares que apoyen a la policía en el combate al crimen. 
También se propone permitir los allanamientos nocturnos cuando 
exista orden de un juez. Lo más duro aquí es la implementación de 
la prisión perpetua revisable para aquellos delincuentes que come-
tan crímenes aberrantes (violación, abuso sexual seguido de muerte, 
sicariato y homicidios múltiples) y que no presenten rehabilitación. 
Finalmente, se propone el cumplimiento efectivo de penas por parte 
de los condenados por delitos graves, sin el beneficio de la libertad 
anticipada.

El senador Larrañaga obtuvo el apoyo del 10 % de los ciudadanos 
habilitados para votar y presentó más de 370.000 firmas a la Corte 
Electoral. Su propuesta de reforma se plebiscitará en octubre de 2019, 
junto con las elecciones nacionales. Aunque en su propio partido sus 
principales competidores en la interna (Luis Lacalle Pou, Juan Sartori 
y Verónica Alonso —que luego declinó su precandidatura para unirse 
a la de este último—) no se sumaron a la campaña de recolección de 
firmas,64 solo el FA ha hecho frente a la iniciativa, con fuertes reaccio-
nes de varios de sus connotados dirigentes. La senadora socialista Mó-
nica Xavier ha declarado con suma claridad que »nunca los militares 
sirvieron para mejorar la seguridad, sino para empeorarla y eso está 
demostrado».65 Asimismo, el diputado del MPP Alejandro Sánchez 
aseguró que el FA debe darse a la tarea de explicar cuáles son las ra-
zones por las cuales la propuesta del nacionalista Larrañaga «no es el 
camino para resolver los problemas de seguridad».66 Mientras tanto, 
el senador Rafael Paternain, del sector Casa Grande (CG), sostuvo: 
«desde mi punto de vista, hay que generar un frente político social de 
resistencia […] Hay que pensar en un frente opositor más abarcativo 

64  Cuando las firmas ya estuvieron reunidas, y a pocas semanas de la celebración 
de las elecciones internas del 30 de junio, Sartori anunció su adhesión al plebiscito 
y, en sus spots de campaña, hasta llegó a apropiarse del eslogan «vivir sin miedo», 
acuñado previamente por Larrañaga. Véase la nota «Si querés vivir sin miedo, votá 
a Sartori: precandidato usa eslogan de Larrañaga en publicidad», publicada en el 
diario El País el 19/6/2019. Recuperado de https://www.elpais.com.uy/informacion/
politica/queres-vivir-miedo-vota-sartori-precandidato-eslogan-larranaga-publicidad.
html (consultada en junio de 2019).
65  Declaraciones consignadas en la nota «FA dará batalla contra plebiscito por la 
seguridad», publicada en el diario El País el 2/1/2019.
66  Ibídem.
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que trascienda al Frente Amplio, incluso abarcando otros partidos 
como este nuevo espacio de centroizquierda».67

En el caso de los referentes del PN, Lacalle Pou ha afirmado que no 
se justifica la creación de una guardia nacional porque esa función ya 
la cumple la Guardia Republicana, mientras que la senadora Verónica 
Alonso (ex Alianza Nacional) ha sostenido que, antes que usar a los 
militares, el gobierno debe redefinir el uso de la Guardia Republicana.

De cualquier manera, el proyecto de reforma está en marcha, contó 
con las firmas, que se juntaron rápidamente, las encuestas de opinión 
le dan un saldo positivo, y todo indica que tiene chances de ser apro-
bado si la derecha, en su estrategia de «todos contra el FA», decide que 
la iniciativa es funcional a sus propósitos. De ser así, se demostrará 
que el tema de la seguridad pública se constituye en un bastión ideo-
lógico de la derecha, con impactos en materia de derechos humanos, 
y que la izquierda no ha sabido desmontar ni resistir, y que muchas 
veces secundó.

4.1.f. La anulación de la ley de caducidad
En 1986, el Parlamento uruguayo aprobó la Ley n.° 15.848 de Cadu-
cidad de la Pretensión Punitiva del Estado, con lo que inhabilitó el 
juzgamiento de los crímenes cometidos por militares y policías du-
rante la dictadura cívico-militar (1973-1985) por «móviles políticos» 
o «en cumplimiento de la orden dada por sus mandos». La norma 
fue concebida como una ley de pacificación nacional, similar a las de 
amnistía y de punto final.

Como reacción a la norma, la sociedad uruguaya estrenó su prime-
ra iniciativa de democracia directa (y el FA y el movimiento sindical 
su primer test de cosechar triunfos a partir de estos mecanismos) con 
la instalación de la llamada campaña del referéndum por el «voto ver-
de» para derogar la ley (el «voto amarillo» representaba la validación 
de la norma). La ley de caducidad fue ratificada en 1989 con el 57,5 % 
de los votos amarillos frente al 42,4 % de los votos verdes. La derrota 
fue tan contundente y el movimiento social quedó tan sentido que en 
los veinte años posteriores no hubo aliento para ninguna iniciativa 
legal para removerla. Y todo esto en un marco de inacción del Poder 
Judicial y de archivo de todas las denuncias por el Poder Ejecutivo. 
Pero el movimiento latente siguió su curso subterráneo. Hacia 1996, 
se inauguraron las llamadas marchas del silencio, que clamaron por 
verdad y memoria primero y por justicia después, y llamaron la aten-
ción sobre una demanda en materia de derechos humanos bastante 

67  Ibídem.
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más extendida y legítima de lo que el propio FA estaba dispuesto a 
admitir.68

Al despuntar el nuevo siglo, durante la última administración del 
PC, y bajo la presidencia de Jorge Batlle, se instaló la denominada 
Comisión para la Paz. Así se abrió una pequeña brecha en la doctrina 
de la impunidad que había operado hasta el momento, con miras a 
recabar información sobre los hechos acaecidos durante los años de 
plomo. En tanto, a inicios del primer gobierno de Vázquez se comen-
zó a aplicar el artículo 4 de la ley de caducidad. Se dio inicio a in-
vestigaciones sobre secuestros de niños y sobre desaparición forzada, 
y se procedió al ingreso en predios militares en búsqueda de restos 
humanos.69

Para 2006, como ya se señalara, frente a la reticencia de los prin-
cipales líderes frenteamplistas (Vázquez, Mujica, Astori), la sociedad 
civil organizada comenzó nuevamente a recolectar firmas para anular, 
sin éxito, la ley de caducidad vía plebiscito. En los años siguientes 
se marcaron una serie de hitos en la lucha contra la impunidad en 
Uruguay, entre los cuales se destacan: en 2007, la condena de la justi-
cia a Juan María Bordaberry, el presidente de la República que había 
perpetrado el golpe de Estado en 1973; en 2009, el envío a prisión del 
militar retirado y expresidente de facto Gregorio Álvarez, y en 2010, 
el procesamiento del canciller de la dictadura, Juan Carlos Blanco. La 
mesa estaba servida para el fin de la impunidad, pero el FA no termi-
nó de comprometerse con el ahora «voto rosado» y su capacidad de 
agencia quedó limitada a la de las organizaciones de derechos huma-
nos,70 la militancia estudiantil y el movimiento sindical, que sistemá-
ticamente incluyeron esta reivindicación en su agenda.

En 2009, irónicamente, pocos días después de que la SCJ decla-
rara, por primera vez, la inconstitucionalidad de la ley de caducidad 

68  En 2003, en la antesala de su llegada al gobierno nacional, y en el marco de 
la discusión de su programa de gobierno para la campaña electoral de 2004, el FA 
resolvió acompañar una moción propuesta por Fernández Huidobro orientada a no 
impulsar medidas para eliminar la ley de caducidad en caso de por fin ganar las 
elecciones. El FA prefirió apostar por el camino de la investigación de los crímenes 
cometidos, dando cabal cumplimiento al artículo 4 de la norma, pero dentro del 
marco de esta.
69  Desde 2005 hasta la fecha, las excavaciones han conducido a la recuperación de 
los restos de cuatro detenidos desaparecidos durante la dictadura.
70  Entre las organizaciones de lucha por los derechos humanos y por la búsqueda 
de verdad y justicia en Uruguay, se encuentran: Madres y Familiares de Detenidos 
Desaparecidos, Hijos, la Asociación de ex presos políticos del Uruguay (Crysol), el 
Servicio de Paz y Justicia de Uruguay (SERPAJ), entre otras.
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para el caso concreto de la muerte de una joven militante comunis-
ta,71 la iniciativa de erradicar dicha ley volvió a naufragar, esta vez 
por la ajustada diferencia de 1,5 % de los votos. Esta derrota significó 
un balde de agua fría para las numerosas organizaciones sociales in-
volucradas, muchas de las cuales congregaron a cientos de jóvenes 
que luego se volcarían a la agenda de derechos del período legislativo 
siguiente y engrosaron las filas de las coaliciones conformadas por la 
regulación de la marihuana, el matrimonio igualitario o la despenali-
zación del aborto.

Apenas iniciado el segundo gobierno del FA, las organizaciones 
que habían promovido el voto rosado y algunos sectores políticos (con 
anuencia de buena parte del gobierno, como el entonces canciller Luis 
Almagro) volvieron a poner el tema sobre la mesa. En esta oportu-
nidad, la propuesta radicaba en votar una normativa que declarara 
que la ley de caducidad era contraria al derecho internacional y a la 
Constitución, y que al mismo tiempo suspendiera los plazos de pres-
cripción de los crímenes durante el tiempo en que la ley había estado 
vigente (desde 1986). El llamado proyecto interpretativo se apoyó, a 
su vez, en la ya mencionada sentencia de la CIDH de la OEA respecto 
al caso Gelman vs. el Estado uruguayo. Ese fallo dictado en 2011 obli-
gaba al Estado a remover todos los obstáculos que se interponían en 
la búsqueda de verdad y justicia.

Luego de un arduo y traumático periplo parlamentario, que inclu-
yó la decisiva intervención de los entonces presidente Mujica y vice-
presidente Astori72 —quienes se oponían a la iniciativa aduciendo que 
sería declarada inconstitucional—, el proyecto de la ley interpretativa 
pereció por el voto de un diputado frenteamplista. Tras el fracaso, y 
teniendo en cuenta que se acababa el plazo para juzgar los delitos 
porque comenzaban a prescribir,73 se presentaron ante los tribunales, 
en un activismo inédito de organizaciones, familiares y grupos de ex 
presos políticos, más de 500 casos de denuncias por violaciones a los 
derechos humanos.

El siguiente paso consistió en emprender nuevas negociaciones 
para presentar una segunda iniciativa que se conoció como el proyecto 

71  A ese primer fallo correspondiente al caso de Nibia Sabalsagaray, sucedieron 
luego una veintena de sentencias de inconstitucionalidad de la SCJ.
72  El 4 de mayo de 2011, ambos concurrieron a la bancada de diputados del FA 
para hacer conocer su opinión negativa a la aprobación de la ley.
73  Si no se establecía la imprescriptibilidad de los delitos, estos contarían como 
delitos comunes, cuya pena máxima en Uruguay es de 20 años de penitenciaría y 
eventualmente de un tercio más si la pena se agravara. Con tales plazos los delitos 
que se hubieran cometido hasta noviembre de 1984 caducarían en noviembre de 
2011.
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de imprescriptibilidad, en el que se recogía del proyecto anterior la 
idea de suspender el plazo de las prescripciones. El texto finalmente 
fue aprobado solo con los votos del FA, en noviembre de 2011, dando 
lugar a la Ley n.° 18.831 de Pretensión Punitiva del Estado. Resta-
blecimiento para los Delitos Cometidos en Aplicación del Terrorismo 
de Estado hasta el 1.° de Marzo de 1985. Pero restaba otra vuelta de 
tuerca al proceso: en 2013, la SCJ declaró la inconstitucionalidad de 
algunos artículos de la Ley n.° 18.831 para casos concretos, pero con 
el espíritu de sentar jurisprudencia sobre el tema. Esto ocasionó una 
fuerte reacción de la sociedad civil contra la justicia uruguaya, lo que 
dio paso a una pérdida de legitimidad y confianza en esta última por 
parte de la opinión pública.

En tanto, esta situación proveyó al FA de un chivo expiatorio per-
fecto: no se podía avanzar porque el Poder Judicial se erigía retró-
grado, levantando una «muralla»74 que impedía ir a más. Pero inde-
pendientemente de la justeza de tales argumentos, buena parte del 
proceso de impunidad en la última década ha estado condicionado 
por la propia ambigüedad, falta de definición clara y estratégica que 
el FA ha mostrado sobre el tema. Al mismo tiempo, la lógica de los 
«dos combatientes» (las FFAA y la guerrilla), que primó como relato 
durante los años de la impunidad que siguieron a la aprobación de la 
ley de caducidad, fue muchas veces secundada por estas mismas víc-
timas (como Fernández Huidobro o el propio Mujica), que declararon 
su disposición a «perdonar» y «olvidar» los excesos del pasado, lo que 
ha contribuido a un atraso notable en la materia durante el último 
quinquenio.

La instalación de la Comisión por Verdad y Justicia por Tabaré 
Vázquez, a comienzos de 2015,75 no logró avanzar sustancialmente 

74  En mayo de 2013, el entonces presidente de la SCJ, Jorge Ruibal Pino, había 
declarado que los jueces «tienen la oportunidad de opinar en el sentido que sea», 
pero que «eventualmente van a encontrar una muralla» en lo que refiere a la incons-
titucionalidad de la norma que eliminó la prescripción de los delitos cometidos por 
militares y policías durante la dictadura. Luego se vio obligado a apartarse de estos 
casos por el pedido de recusación de fiscales por falta de «imparcialidad». Véanse las 
notas «Abogado responde a Presidente de Corte que afirmó que pondrán una “mu-
ralla” a causas DDHH», publicada en el portal UyPress el 10/4/2013 (recuperado de 
https://www.uypress.net/auc.aspx?39164) y «Vence plazo para recusar a la Corte por 
“prejuzgar” en casos de DDHH», publicada en el Portal 180 el 12/4/2013 (recuperado 
de https://www.180.com.uy/articulo/32630_Vence-plazo-para-recusar-a-la-Corte-por-
prejuzgar-en-casos-de-DDHH) (ambas consultadas en mayo de 2019).
75  Esta comisión estuvo integrada originalmente por Macarena Gelman y Felipe 
Michelini (ambos hijos de padres asesinados por la dictadura), Susana Andrade (en 
representación de la colectividad afrodescendiente), Ademar Olivera (por la Iglesia 
Metodista), Pedro Sclofsky (por la comunidad judía), Mario Cayota (por la Iglesia 
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en las investigaciones sobre detenidos desaparecidos. La labor de los 
equipos de trabajo de la UdelaR, con las distintas publicaciones (entre 
2007 y 2011)76,77 de su «libro blanco» de los derechos humanos, pro-
veyó más información, en cambio. En marzo de 2018, la organización 
Madres y Familiares emitió un comunicado en el que anunció su ale-
jamiento de dicha comisión. Subrayó «el compromiso» del grupo de 
trabajo con el tema y «el claro mensaje que dio al apoyar la interpre-
tación amplia del acceso a la información», pero lamentó «la gran len-
titud determinada por la misma heterogeneidad de su conformación» 
y los problemas que produjo «la inmensa cantidad de temas que les 
encomendó el decreto y la maquinaria burocrática del Estado siempre 
lenta para ejecutar incluso las resoluciones tomadas».78

En síntesis: el tema derechos humanos vinculado a la dictadura 
sigue siendo un debe en la agenda de derechos del Uruguay. Las re-
sistencias al respecto de los poderes extrapolíticos (militares, empre-
sariales, económicos) y políticos (partidos de la oposición y Poder Ju-
dicial) son tan poderosas que el campo de acción se ve enormemente 
restringido. Esta agenda de derechos impacta decisivamente sobre la 
distribución de poder y recursos en la sociedad uruguaya, y lejos está 
de ser una agenda de «reconocimientos», ya que involucra a poderosos 
sectores del país, muchas veces con influencia directa sobre el propio 
gobierno. Dada la ambigüedad del FA en este asunto, sin el apoyo de 
los principales líderes políticos y con la resistencia del Poder Judicial, 
los militares, los partidos de oposición, los medios de comunicación y 
el poder económico, la causa de los derechos humanos continuará en 
agenda durante mucho tiempo, con restringida y limitada capacidad 
de agencia de las organizaciones que luchan por ello.

4.1.g. El debate sobre la ley de riego y la controversia  
del FA con el movimiento ambientalista
La llamada ley de riego (n.° 19.553) fue una propuesta presentada por 
el exministro de Ganadería, Agricultura y Pesca Tabaré Aguerre (ante-
rior presidente de la Asociación de Cultivadores de Arroz y empresa-
rio destacado en el rubro), quien, tras desempeñarse como secretario 

católica) y Emilia Carlevaro (por Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Des-
aparecidos).
76  Véase http://www.fhuce.edu.uy/index.php/institucional/ddhh-sociedad/pasa-
do-reciente (consultado en mayo de 2019).
77  Ver: Presidencia de la República (2007; 2011a; 2011b), Universidad de la Repú-
blica (2008).
78  Véase el comunicado completo en https://desaparecidos.org.uy/2018/02/comuni-
cado-a-la-opinion-publica/ (consultado en mayo de 2019).
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de la cartera durante el gobierno de Mujica, había sido renovado por 
Vázquez. Desde el inicio de su segundo mandato como ministro ha-
bía anunciado que la iniciativa «más importante» que quería legar al 
gobierno entrante antes de dejar su cargo era la aprobación de esta 
norma.79

Luego de un trámite largo, durante el cual varios grupos políticos 
del FA presentaron aditivos, y de un intenso trabajo en comisión que 
llevó a muchas modificaciones del proyecto, por fin la ley se aprobó 
en octubre de 2017 con el respaldo de todos los partidos en el Senado.

El objetivo de la ley fue abrir la posibilidad a los productores de 
asociarse para acceder al riego, ampliando el rubro a empresas no 
agropecuarias (incluso extranjeras, aunque este aspecto se modificó 
en la redacción dada en el Senado), so pretexto de atraer inversiones e 
incrementar la productividad agrícola, especialmente en la agricultu-
ra de secano, para dar mayor estabilidad a los cultivos y certidumbre 
más allá del régimen de lluvias. La ley de riego preexistente, aprobada 
en 1997, había generado poca inversión. Asimismo, se intentó superar 
la dificultad para cooperar entre productores a los efectos de benefi-
ciarse de un riego colectivo con una ampliación del rubro riego a em-
presas que no necesariamente actuaran en el ramo. Ello para asegu-
rarles su rentabilidad mediante la construcción de represas de cierto 
porte en determinadas cuencas de agua,80 el eventual otorgamiento 
de las exoneraciones impositivas previstas en la ley de inversiones y 
la creación del operador de riego, figura que puede ser un individuo 
o una empresa. El propio ministro sostuvo que la ley traería una re-
volución productiva que haría viable la producción de maíz y que en 
lugar de producir 3, 4 o 5 toneladas por hectárea, se producirían 13 o 
14 toneladas.

En el Parlamento, las voces críticas no vinieron solo de la banca-
da oficialista (donde hubo una complicada negociación entre quienes 
querían reformar el proyecto —la lista 711, CG y el PCU—), sino que 
también enfrentó la oposición de la senadora Carol Aviaga, del PN, 
defensora de los temas de medio ambiente (minoritaria en un par-
tido que siempre defendió lo opuesto). En la Cámara de Diputados 

79  Véanse las notas «Los tiempos de Tabaré Aguerre», publicada en el diario El 
Observador el 8/10/2017 (recuperada de https://www.elobservador.com.uy/nota/
los-tiempos-de-tabare-aguerre-2017108500) y «Aguerre: breve balance de la gestión 
de un ministro frenteamplista atípico», publicada en La Diaria el 15/1/2018 (recu-
perada de https://ladiaria.com.uy/articulo/2018/1/aguerre-breve-balance-de-la-ges-
tion-de-un-ministro-frenteamplista-atipico/) (ambas consultadas en mayo de 2019).
80  Según el Plan Nacional de Aguas, existen 1.226 represas para la producción 
agraria en Uruguay, que abarcan unas 200.000 hectáreas regadas. Hay cinco represas 
para consumo humano y 18 para uso industrial.
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también hubo objeciones, especialmente de legisladores del interior, 
pero se avinieron a introducir cambios y finalmente votaron «por dis-
ciplina partidaria».

En medio del trámite de aprobación de la ley, hacia mediados de 
2016, la voz de la academia se hizo sentir. Los docentes de la sección 
Limnología de la Facultad de Ciencias de la UdelaR hicieron público 
su posicionamiento en contra: «este proyecto no considera el impacto 
ambiental de la construcción de represas a gran escala», expresaron 
en un informe preparado sobre el tema. En posición similar, catedrá-
ticos del Centro Universitario Regional Este (CURE) señalaron que la 
idea de «aprovechamiento de los recursos hídricos» se fundamentaba 
en concepciones equivocadas sobre los ciclos hidrológicos.81

Cuando el proyecto ingresó en la tercera votación en la Cámara de 
Senadores (con las modificaciones introducidas por la de Represen-
tantes) existía ya el dictamen contrario de la Universidad y algunos 
legisladores propusieron posponer el proyecto e iniciar un diálogo con 
la academia y la sociedad civil a los efectos de seguir estudiándolo. 
El FA se opuso y se votaron in tótum las modificaciones propuestas 
por la Cámara de Diputados con el apoyo, nuevamente, de todos los 
partidos.

Pero poco después, y amparados también en un informe de la IN-
DDHH hecho público en noviembre de 2018,82 el movimiento sindical 
se pronunció en contra del proyecto a instancias de FFOSE (Federa-
ción de Funcionarios de Obras Sanitarias del Estado). A su vez, se pro-
movió un referéndum contra la ley de riego, lo que implicó un largo 
período de recolección de firmas que necesitaban alcanzar el 25 % del 
padrón electoral para habilitar el mecanismo de democracia directa. 
A tales efectos, se instalaron la Asamblea Nacional Permanente y la 
Comisión Nacional en Defensa del Agua y de la Vida, a la cual adhirió 
el PIT-CNT.

Para esta asamblea, la ley «privatiza, mercantiliza, contamina y 
excluye»; pone la gestión de los recursos hídricos del país en manos 
«de un operador de riego privado que establecerá la cantidad, dispo-
nibilidad y calidad del agua»; contamina porque los embalses generan 

81  Véase la nota «Especialistas advierten que Ley de Riego puede afectar el agua po-
table y la biodiversidad», publicada el 9/10/2017 en Montevideo Portal. Recuperada 
de https://www.montevideo.com.uy/Noticias/Especialistas-advierten-que-Ley-de-Rie-
go-puede-afectar-el-agua-potable-y-la-biodiversidad-uc663654 (consultada en mayo 
de 2019).
82  Véase la nota «Ley de riego: comisión por el agua denuncia “parodia” de consulta 
pública» e informe de la INDDHH, publicados en el portal Sudestada el 13/6/2018. 
Recuperada de https://www.sudestada.com.uy/articleId__a58fa751-0e2a-433d-8e9a-
fdf6c21e129c/10893/Detalle-de-Noticia (consultada en mayo de 2019).
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eutrofización de los cursos de agua, y potencializa la agricultura de 
soja y maíz transgénico con el aumento del nivel de agrotóxicos. En 
definitiva, cuestiona la generación de un «mercado de agua, en el cual 
el productor queda cautivo de una Sociedad Agraria de Riego».83

No solo el movimiento sindical se unió a esta convocatoria, tam-
bién se sumaron la UdelaR (Asociación de Docentes de la UdelaR 
[ADUR], FEUU), la Mesa Sindical Coordinadora de Entes, la Federa-
ción Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua (FUC-
VAM), variadas organizaciones ambientalistas, el partido Unidad Po-
pular y el Partido por la Victoria del Pueblo (PVP). Se basaron en la 
llamada reforma del agua, que triunfó por plebiscito en 2004 y cuya 
modificación constitucional establece que el agua potable y el sanea-
miento constituyen un derecho humano y que su gestión debe ser pú-
blica, ya que «el agua debe tratarse como un bien social y cultural, y 
no fundamentalmente como un bien económico».84

Los argumentos esgrimidos por la Universidad se distancian un 
poco de algunas de las prevenciones de FFOSE (como sus recaudos 
contra los agrotóxicos y los daños ambientales) y enfatizan que antes 
el Estado «era el ejecutor de las obras hidráulicas, con el estableci-
miento de un precio para los usuarios-propietarios beneficiados en 
función de los gastos de explotación, conservación y administración», 
mientras que la ley actual consagra «un sistema de ejecución privada, 
con el establecimiento de un gravamen de común acuerdo entre los 
propietarios para cubrir los servicios del sistema de riego». Concluyen 
que la ley de riego «habilita el uso del agua de dominio público para 
la generación y venta mayorista de energía eléctrica por particulares» 
y no prevé la participación de los usuarios y de la sociedad civil en la 
gestión y el control de recursos hídricos, y por lo tanto es «incompa-
tible con el texto constitucional» y «supone consecuencias regresivas 
en el alcance de los derechos constitucionalmente establecidos» (do-
cumento de la abogada Giannella Bardazano elevado a ADUR para su 
consideración).85

83  Véase la nota «FOSSE procura alcanzar 750.000 firmas contra la Ley de Rie-
go», publicada en el diario La República el 12/9/2018. Recuperada de http://www.
lr21.com.uy/comunidad/1379589-ley-riego-agua-ose-referendum-firmas (consultada 
en mayo de 2019).
84  Como se señala en la Observación general n.° 15: El derecho al agua (artículos 
11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales).
85  Texto completo del documento «Apuntes sobre la Ley de Riego (19.553) y su in-
compatibilidad con el artículo 47 de la Constitución», recuperado de https://docpla-
yer.es/89765129-Apuntes-sobre-la-ley-de-riego-19-553-y-su-incompatibilidad-con-el-
articulo-47-de-la-constitucion.html (consultado en mayo de 2019).
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En abril de 2018, a dos meses del inicio de la recolección de firmas, 
algunos grupos del FA solicitaron a sus autoridades que iniciaran un 
proceso de negociación con el movimiento sindical y sus aliados a 
los efectos de procesar las modificaciones necesarias para lograr un 
acuerdo político que destrabara esta nueva iniciativa popular, esta vez 
contra la propia izquierda. «Esta nueva condición política no puede 
ser ignorada por una fuerza política de izquierda ya que estas orga-
nizaciones son aliadas fundamentales en el camino de la transforma-
ción social buscada», señalaba un documento presentado a la Mesa 
Política del FA. La idea era «evaluar modificaciones a los artículos 
asociados a los puntos más cuestionados de la ley, permitan construir 
un camino conjunto […] un desarrollo nacional utilizando el riego, 
favoreciendo a los productores nacionales de menor tamaño, con la 
mínima afectación ambiental». Así, se propuso que se aprobara »la re-
glamentación del canon del agua», herramienta prevista en la ley, »de 
manera de que no queden dudas de la propiedad pública del agua; y 
que con los recursos generados se pueda fortalecer la gestión de cuen-
cas, realizar estudios ambientales y financiar las obras de potabiliza-
ción necesarias para contrarrestar la contaminación producida por el 
desarrollo agropecuario».

Al cabo de un itinerario apretado de reuniones, no se logró un 
acuerdo y se mantuvo la recolección de firmas. En octubre de 2018 
quedó claro que no se reunirían las 650.000 firmas necesarias (se 
lograron más de 300.000) y el llamado a referéndum fracasó. Aho-
ra bien, dejó en evidencia una sensibilidad medioambientalista en el 
movimiento sindical, en las organizaciones sociales y en el propio FA 
(lo que contrasta con el desarrollismo duro de la conducción política, 
especialmente del ministro del rubro y de sus principales aliados).86

El debate sobre la ley de riego fue mucho más allá del agua y evi-
denció la diferencia de perspectivas que existía entre el gobierno y sus 
aliados sociales con relación al tema de fondo: la sustentabilidad del 
modelo de desarrollo agrícola. Esta discusión, latente desde los inicios 
mismos del gobierno, que Mujica había zanjado con una perspectiva 
de «capitalismo en serio» al nombrar a un gran productor arrocero 
como Aguerre al frente de la cartera, abrió una brecha entre el movi-
miento ambientalista y la izquierda política. Mientras el gobierno tra-
ta de «cerrar sus cuentas» con el apoyo a emprendimientos extractivos 

86  La recorrida por el interior explicando y defendiendo la ley estuvo a cargo de dos 
senadores del FA, ingenieros agrónomos ambos, Daniel Garín y Yerú Pardiñas, del 
MPP y del PS, respectivamente. Ellos tomaron la posición del gobierno en este tema, 
mientras que la resistencia estuvo vehiculizada a través de partidos «menores» como 
el Ir, Casa Grande, el PVP y la Liga Federal.
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pero que subsanan su dificultad para captar inversiones de porte (y la 
inversión extranjera directa es uno de los factores centrales del mode-
lo de crecimiento uruguayo del FA) y estimula infraestructuras para 
sus planes de desarrollo muchas veces reñidas con el ordenamiento 
territorial y la sustentabilidad última del ecosistema, el movimiento 
ambientalista oscila entre el conservacionismo propio de los ecologis-
mos y las estrategias de amortiguación de los impactos ambientales 
llevadas adelante por la propia institución estatal (la Dirección Na-
cional de Medio Ambiente), en la cual también revistan cuadros del 
movimiento ambientalista.

En el marco de esta compleja trama, el tercer gobierno del FA cie-
rra con arduas discusiones entre medioambientalistas y gobierno, al 
menos en dos temas. Por un lado, se verificó un creciente conflicto 
entre ambas partes por la instalación de la segunda planta de celulo-
sa proyectada por la empresa finlandesa UPM. En segundo lugar, se 
constató una gran resistencia a la construcción de una nueva terminal 
portuaria en la rambla de Montevideo. Tal resistencia incluyó a veci-
nos de la zona y resultó victoriosa: fue capaz de bloquear la iniciativa 
de enajenación de una porción de la rambla mediante presiones sobre 
la propia bancada de diputados del FA, que, finalmente, resolvió ce-
rrar el tratamiento del tema sin votar el proyecto.

Así, el movimiento ambientalista ha tenido capacidad de bloqueo 
(pero poca capacidad de construir coaliciones de propósito en estos 
temas) en algunas de las políticas de gobierno, pero ni uno ni otro 
parecen haber aprovechado estas instancias para un aprendizaje re-
cíproco. Esto vale para los medioambientalistas y la imperiosa nece-
sidad de que sus reclamos se inscriban en el marco de un desarrollo 
posible y real que supere las limitaciones propias que hacen a un país 
de desarrollo periférico como el nuestro. Pero también vale para el 
gobierno en un doble sentido: en el de su capacidad de escucha de ese 
peculiar malestar que toma base en las nuevas sensibilidades «verdes» 
de la sociedad, y en de la revisión de sus compromisos con una clase 
empresarial con poca capacidad de innovación y para la cual la renta-
bilidad ambiental de sus emprendimientos solo computa del lado de 
los costos.

4.1.h. El debate sobre la ley trans: los movimientos sociales  
y la aparición de una derecha social con capacidad de influencia política
La preocupación por la población trans en Uruguay no es nueva. De 
hecho, fueron los gobiernos de izquierda los que visualizaron los pro-
blemas de esta población, aunque las marchas por la diversidad fue-
ron multitudinarias en los «años de oro de la agenda de derechos». 
Las preocupaciones se hicieron más imperiosas a partir del Censo 
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Nacional de Personas Trans, realizado por el MIDES y la UdelaR, 
que identificó 853 personas en 2016. Allí, quedó en evidencia que la 
esperanza de vida es de apenas 35 años, que el 67,5 % tiene o tuvo 
que prostituirse para generar un ingreso, que el 87,9 % no termina 
la Universidad del Trabajo del Uruguay (UTU) o la secundaria, que el 
88 % sufrió discriminación en ámbitos educativos y también a nivel 
general, que el 25 % tiene que abandonar su hogar antes de los 18 años 
porque sus familias no los aceptan, que el 58 % sufrió discriminación 
por un miembro de su familia, y que el 18 % no asiste a un centro de 
salud cuando lo necesitan por miedo a sufrir discriminación (MIDES, 
2017).

La ley (n.° 19.684) plantea la creación de políticas públicas espe-
cíficas dirigidas a la población trans por medio de medidas de acción 
afirmativa y busca reducir la vulnerabilidad y discriminación que su-
fre. Tiene como propósito desinvisibilizar a esta población en el con-
texto de las políticas públicas (por ejemplo, incorpora la identidad de 
género en los sistemas oficiales de información estadística). Asimismo, 
facilita el trámite para el sexo registral (deja de ser un trámite judi-
cial y pasa a ser un trámite administrativo); propugna la inclusión en 
el sistema educativo (facilita cupos y becas para su permanencia en 
este); incluye un cupo en los llamados públicos y en los programas de 
formación para el empleo; incorpora esta población en los programas 
de vivienda, y lo más importante: facilita los tratamientos de hormo-
nización sin requerir autorización judicial, y las intervenciones qui-
rúrgicas parciales o totales. También estipula una pensión reparatoria 
para las personas que, por su identidad de género, fueron víctimas de 
violencia institucional durante la dictadura.

Estos dos últimos puntos fueron los más controvertidos, pero el 
tema de la hormonización e intervención quirúrgica en menores de 
edad fue el aspecto más espinoso. Diversas organizaciones se reunie-
ron y juntaron rápidamente 40.000 firmas contra la nueva norma en 
nombre de la defensa de «sus hijos» y la minoridad. El centro de la 
polémica estuvo en que los menores de 18 años pudieran acceder a los 
tratamientos quirúrgicos apelando a la autorización judicial, con base 
en los artículos 110 del Código Civil y 404 del Código General del Pro-
ceso, lo establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño y el 
artículo 8 del Código de la Niñez y la Adolescencia (Ley n.° 17.823).

El proyecto fue enviado por el Poder Ejecutivo al Legislativo en 
mayo de 2017, y pasó a la Comisión de Población y Desarrollo del Se-
nado en junio. Allí, las demoras fueron varias y la iniciativa no comen-
zó a tratarse hasta noviembre. Cuando comenzó el año 2018, el pro-
yecto aún experimentaba varias dilaciones, entre otras cosas porque 
algunos grupos religiosos comenzaron a operar fuertemente sobre los 
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legisladores de la oposición (blancos y colorados). Así, lo que al princi-
pio parecía un consenso fue un tema tan polémico que hasta entre los 
propios legisladores del FA se fue abriendo paso la idea de que el pro-
yecto traería más rechazos que adhesiones. Pero el texto había venido 
del Poder Ejecutivo, tenía el respaldo de las autoridades del MIDES y 
el de buena parte de la bancada frenteamplista, así que, aceptando al-
gunas modificaciones, terminó por ser aprobado en octubre de 2018.

Las voces más críticas en ambas cámaras no fueron tanto contra el 
contenido del proyecto (las barras estaban repletas de personas trans 
en espera de su aprobación, y eso intimidaba un poco), sino contra el 
hecho de que al crear derechos especiales con relación a la vivienda, 
la educación y la salud, se producía una suerte de «discriminación» 
al revés, hacia el resto de la sociedad. La senadora Alonso, del PN, 
señaló que el Estado «no debe pagar porque se quiera vivir de una 
forma diferente». El colectivo Proyecto Segunda República Oriental 
(que pidió autorización para crear un partido político) y los colectivos 
evangelistas se organizaron para resistir a la iniciativa. Presionaron 
fuertemente a los legisladores en su contra y pusieron en entredicho 
su aprobación. Por último, optaron por la recolección de firmas para 
derogar la ley votada, y en marzo de 2019 se presentaron 69.000 fir-
mas para iniciar el proceso de derogación.

4.1.i. Ley de violencia de género
La Ley n.° 19.580 del 22/12/2017, largamente discutida en el Parla-
mento, toma como base una ley anterior (la Ley de Erradicación de la 
Violencia Doméstica, n.° 17.514, del año 2002) y establece medidas y 
políticas de prevención, protección, sanción y reparación a la violen-
cia ejercida contra las mujeres, niños, niñas y adolescentes.

En el marco de un crecimiento exponencial de las denuncias por 
violencia de género y con más de una treintena de mujeres asesina-
das anualmente a manos de sus parejas, exparejas u otros familia-
res (MI, 2018), la norma fue impulsada por el Poder Ejecutivo y el 
FA y empujada por una fuerte movilización de sociedad civil.87 Tuvo 

87  Entre ellas, las varias organizaciones de todo el país nucleadas en la Red Uruguaya 
Contra la Violencia Doméstica y Sexual (RUCVDS): Abriendo Caminos, Accionar entre 
Mujeres Guyunusa, Amanecer en Vos, Amnistía, Andenes, Arcoíris, Batoví, Cambios, 
Casa Abierta, Casa de la Mujer de la Costa, Casa de la Mujer de la Unión, Centro In-
terdisciplinario Caminos, Centro Interdisciplinario de Apoyo a la Familia (CINAF), 
Dimensión Mujer, Espacio Salud, Foro Juvenil/El Faro, Gamu, Grupo Mujeres Ciudad 
de la Costa, Grupo Raíces, IACI, Iniciativa Latinoamericana, Instituto Mujer y Ciu-
dad, Juventud para Cristo, Mujer Ahora, Mujeres de Las Piedras, Mujeres de Negro, 
Mujeres Sin Miedo, Nuevos Caminos, PLEMUU, Salto Grupo Vivir (véase http://www.
violenciadomestica.org.uy/organizaciones.php, consultado en mayo de 2019).
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como principios rectores la priorización de los derechos humanos de 
las víctimas; la responsabilidad del Estado en prevenir, investigar y 
sancionar la violencia basada en género (VBG) hacia las mujeres; la 
prohibición de toda forma de distinción, exclusión o limitación basa-
da en la nacionalidad, origen étnico-racial, sexo u orientación sexual, 
edad, religión, discapacidad, y toda otra que tienda a menoscabar los 
derechos y libertades de las mujeres, y la promoción del Estado en 
la eliminación de las relaciones de dominación hacia las mujeres. Se 
propuso ser una ley integral, en el sentido de comprender todos los 
aspectos y acciones que hacen al fenómeno, impulsar la autonomía de 
las mujeres y propiciar el reconocimiento y respeto de los derechos de 
las niñas y las adolescentes.

Se definió la violencia de género como «toda conducta cometida 
por particulares, instituciones privadas o agentes del Estado, que sus-
tentada en una relación desigual de poder en base al género, tiene 
como fin o resultado disminuir o anular los derechos humanos o las 
libertades fundamentales de las mujeres». Asimismo, se tipificaron la 
violencia física; la violencia psicológica o emocional; la violencia se-
xual; la violencia por prejuicio hacia la orientación sexual, identidad 
de género o expresión de género; la violencia económica, patrimonial, 
simbólica, obstétrica; la violencia laboral; la violencia en el ámbito 
educativo; el acoso sexual callejero (que implicó todo un reconoci-
miento de estas formas de violencia socialmente aceptadas y generó 
distintas movilizaciones en torno al tema); la violencia política (tipi-
ficada por primera vez); la violencia mediática; la violencia femicida 
(que llevó a la aprobación del delito de femicidio); la violencia comu-
nitaria, institucional, étnica racial y doméstica.

A los efectos de que resultara eficaz, el Estado se comprometió a 
proporcionar un conjunto de garantías: posibilitar mecanismos efi-
cientes y accesibles para denunciar situaciones de violencia; velar por 
el derecho de las mujeres a ser escuchadas por el juez o la autoridad 
administrativa y a obtener una respuesta oportuna y efectiva; disponi-
bilizar protección judicial inmediata y preventiva cuando estén ame-
nazados o vulnerados sus derechos; que las mujeres participen en los 
procedimientos según corresponda y que su testimonio no sea des-
valorizado; la no confrontación de ella o de su núcleo familiar con el 
agresor; que se recabe su consentimiento antes de exámenes físicos u 
otros que afecten su privacidad o intimidad; la justicia y la reparación 
a través de un recurso sencillo y rápido ante los tribunales compe-
tentes, y la gratuidad de las actuaciones administrativas y judiciales, 
según corresponda. El sistema de respuesta «rápida y eficiente» debía 
incluir la prevención, los servicios de atención, los mecanismos que 
garantizaran el acceso a la justicia, las medidas de reparación y la 
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capacitación de los operadores, así como el registro y ordenamiento 
de la información.

La ley involucra al Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJE-
RES) (en tanto órgano rector y responsable de las políticas públicas 
para una vida libre de violencia para las mujeres); al Consejo Nacio-
nal Consultivo por una Vida Libre de Violencia de Género hacia las 
Mujeres (como órgano interinstitucional de asesoramiento y articu-
lación de acciones relacionadas con el tema), al Observatorio sobre 
VBG hacia las Mujeres, y tiene como objetivo el desarrollo de un plan 
nacional contra la VBG hacia las mujeres.

Desde el punto de vista de los procedimientos judiciales, la ley crea 
los juzgados letrados especializados en VBG, doméstica y sexual que 
entenderán en los procesos de protección (previstos por esta ley y la 
n.° 17.514), en los procesos penales y de familia (divorcio, tenencia, 
visitas, etc.) y en los casos de violencia basada en género, doméstica 
o sexual. También se establece la transformación de las Fiscalías Es-
pecializadas en Violencia Doméstica en Fiscalías Especializadas en 
Violencia Basada en Género, Doméstica y Sexual, que entenderán en 
los mismos asuntos que los juzgados especializados

Los tribunales podrán disponer de medidas cautelares para la pro-
tección de la vida, la libertad y la integridad física y emocional de 
la víctima. También para la asistencia económica e integridad patri-
monial de ella y de su núcleo familiar; para tomar medidas especia-
les respecto al agresor (como disponer su concurrencia obligatoria a 
programas de rehabilitación, su retiro del domicilio común y la in-
cautación de armas que tuviera en su poder, entre otras), o para la 
revocación o el cese en la administración de los ingresos económicos, 
la restitución de los objetos de la víctima, la orden de traslado del em-
pleador (en caso de aplicar), entre otras medidas. Asimismo, en casos 
de violencia intrafamiliar, los tribunales pueden dictaminar la pensión 
alimenticia provisoria a favor de la mujer y de sus hijos o de personas 
a cargo, la tenencia provisoria de los hijos menores y la suspensión 
de visitas. Se establece que las sentencias de condena de los delitos 
establecidos en la ley serán suficientes para que se den la pérdida de la 
patria potestad, la inhabilitación de funciones públicas y privadas en 
la educación, en la salud, y en toda actividad que implique trato con 
niños, con adolescentes, con personas con discapacidad o mayores en 
situación de dependencia. Además, se dispone una sanción pecuniaria 
que será parte de la reparación económica a las víctimas. También se 
tipifica la «legítima defensa» en la que el juez puede exonerar de cas-
tigo los delitos de homicidio y de lesiones cuando exista un estado de 
intensa conmoción, provocado por el sufrimiento crónico que causa 
la violencia intrafamiliar.
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El ejercicio de violencia física, psíquica, sexual, patrimonial o eco-
nómica sobre una persona con la cual se tenga o se haya tenido una 
relación afectiva, de parentesco o de convivencia se castiga con penas 
de 6 meses a 2 años de cárcel, siendo agravantes el hecho de que la 
víctima sea una mujer, un menor de 18 o una persona en situación de 
discapacidad.

El delito de femicidio (aprobado por ley aparte) tipificó como un 
agravante muy especial del delito de homicidio cometido contra una 
mujer por motivos de odio, desprecio o menosprecio por su condición 
de tal. Aunque fue largamente resistido por vías indirectas (como, por 
ejemplo, por el hecho de que el uso del término femicidio estaría reñi-
do con la Real Academia Española), ello no obstaculizó la marcha del 
proyecto que terminó en ley.

El contexto en el que la ley se aprueba es el de una verdadera emer-
gencia nacional de violencia de género. Según datos de INMUJERES 
(2017), en Uruguay, 7 de cada 10 mujeres de 15 y más años de edad 
han vivido situaciones de violencia de género en algún ámbito; más 
del 45 % de las mujeres que tienen o han tenido pareja declaran haber 
vivido algún tipo de violencia por parte de esta; 300.000 niños, niñas y 
adolescentes (33,6 % del total de la población menor a 18 años) viven 
en familias donde hay reporte de violencia basada en género. A su vez, 
las denuncias de violencia doméstica trepan a 30.217 anuales en 2016 
lo convierte a este delito en el más común luego del hurto.88

El sistema de respuesta en violencia basada en género del INMU-
JERES atiende a unas 4.000 personas por año, y sus Servicios de 
Atención en Violencia Doméstica brindan anualmente más de 13.000 
consultas, de acuerdo a la Encuesta Nacional de Prevalencia en Vio-
lencia Basada en Género 2013 (Observatorio Nacional sobre Violencia 
y Criminalidad del Ministerio del Interior).

Hubo variadas resistencias al proyecto de ley, que tuvo un trámite 
largo y engorroso. Muchas de ellas sostenían que su texto empleaba 
un lenguaje sociológico y no jurídico, con lo que se develaban las re-
sistencias del aparato del derecho positivo a la aceptación de nuevos 
fenómenos sociales que requerían ser tipificados y para los cuales era 
necesario encontrar nuevas palabras. En el mismo sentido que las re-
sistencias al uso de términos como femicidio, la lucha por el lenguaje 

88  Mientras que, en el año 2004, la RUCVDS recibía unas 7.000 denuncias por vio-
lencia basada en género, hacia 2017, esta cifra se ubicaba en las 30.000 (14 denuncias 
por minuto). Ver declaraciones a la prensa de Andrea Tuana, integrante de la red, 
en la nota »El 2018 cierra con 31 femicidios en Uruguay, cifra similar a la de 2017», 
publicada en La Red 21, el 29/11/2018. Recuperado de: http://www.lr21.com.uy/co-
munidad/1386535-femicidios-homicidios-mujeres-violencia-genero-ministerio-inte-
rior-bonomi (consultada en mayo de 2019).
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sigue siendo una lucha central en el reconocimiento de la especificidad 
de los problemas que hacen a las mujeres. También hubo reticencias 
(aun dentro del propio FA) a procesar una ley de violencia de género 
y no una que abarcara todas las formas de violencia, lo que evidenció 
las dificultades que las feministas enfrentan para hacer entender la 
especificidad del fenómeno del patriarcado (especialmente para una 
izquierda que de todo culpa al capitalismo).

El proyecto de ley estuvo en tratamiento en la Comisión de Po-
blación y Desarrollo del Senado desde el 11 de abril de 2016 hasta 
diciembre de 2017 y se aprobó por unanimidad. Pero el trámite en 
la Cámara de Representantes fue distinto, y aunque la ley se aprobó 
por amplias mayorías (63 votos en 86), dejó en claro que buena parte 
del PN y el PC no compartían sus objetivos. Solo algunos legisladores 
blancos y colorados la votaron, y algunas diputadas mujeres como 
Graciela Bianchi se manifestaron abiertamente en contra, diciendo 
que a partir de ahora «los hombres estarán en libertad condicional 
[ya que] depende de la discrecionalidad del juez o de la jueza que 
se apruebe una orden de restricción, que sabemos que no sirve para 
nada si no la controlamos». Otra senadora de su partido (e integrante 
de la Bancada Bicameral Femenina), la diputada Gloria Rodríguez, 
afirmó que la ley está basada en «la ideología de género». El diputado 
colorado Ope Pasquet advirtió que: «la ley debe amparar a todas las 
víctimas de la violencia, no solo a las mujeres […]. Hay un criterio dis-
criminatorio. Deja de regir en esta ley el viejo precepto de que en caso 
de duda el reo es inocente (in dubio pro reo). Es un quebrantamiento 
de un principio básico del Código Penal. Me parece algo muy grave», 
sostuvo.89

Las resistencias a la ley también se manifestaron después, al pedir-
se la postergación de su entrada en vigencia hasta 2020. El diputado 
Pablo Abdala (quien había sido el principal impulsor del referéndum 
para la derogación de la despenalización del aborto) señaló que «la 
ley de violencia de género es muy mala, es voluntarista y autocompla-
ciente»,90 y advirtió que faltarían recursos para su implementación. 
En el mismo sentido se manifestó Eduardo Cavalli, uno de los seis 
ministros del Tribunal de Apelaciones de Familia, que declaró a la 

89  Ver nota «En medio de polémica, se votó la ley de género», publicada en el diario 
El País, el 14/12/2017. Recuperado de: https://www.elpais.com.uy/informacion/me-
dio-polemica-voto-ley-genero.html (consultado en mayo de 2019).
90  Véase la nota «Plantean postergar vigencia de ley de violencia de género», pu-
blicada en el diario El País el 16/7/2018. Recuperada de https://www.elpais.com.uy/
informacion/politica/plantean-postergar-vigencia-ley-violencia-genero.html (consul-
tada en mayo de 2019).
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prensa que, por distintos motivos, es muy difícil la puesta en mar-
cha de la ley de violencia de género vigente desde 2017: «los números 
son estos: cada 14 minutos hay una denuncia de violencia de género. 
Esas son 40.000 denuncias anuales. La ley prevé además otro tipo de 
violencia como por ejemplo gritarle a una mujer que sea árbitro de 
fútbol, por lo que se va a agregar una cantidad de denuncias que ahora 
no existe. Es muy cara [esta ley] […] habría que darle un presupuesto 
enorme».91 Incluso el entonces presidente de la SCJ, Jorge Chediak, 
dijo que la implementación de la ley de violencia de género requeriría 
más presupuesto, más cargos, reformas edilicias y capacitación para 
poder entrar en vigencia, con lo que indirectamente ponía en duda su 
eficacia.92

No faltó la Iglesia católica uruguaya, por medio de sus máximos 
representantes, que la consideró «confusa», «imprecisa» y «errónea». 
El cardenal Daniel Sturla declaró que la ley integral de violencia de 
género tiene algunos artículos que dejan abierta la eventualidad de 
«poder condenar a una persona hasta por cuestiones simbólicas o 
religiosas».93

Movimientos tales como Varones Unidos señalaron en sus redes 
que «la ley nunca habla de la violencia de género dentro del grupo 
familiar si es ejercida por una mujer; es decir, si una mujer golpea 
a su pareja, sus hijos o los expone a diferentes situaciones donde el 
interés superior del niño es vulnerado, en ese caso no hay problema, 
no hay castigo, pero si lo hace un hombre sí y con todo el peso de la 
ley y más».94

Más allá de la aprobación de la norma, tal como ocurrió cuando la 
votación de la ley de violencia doméstica y como sucede hoy mismo 
con la ley de salud sexual y reproductiva que despenaliza el aborto, 

91  Véase la entrevista a Cavalli, publicada en el diario El Observador el 15/7/2018. 
Recuperada de https://www.elobservador.com.uy/nota/-dudo-que-la-ley-de-violencia-
de-genero-se-pueda-aplicar--2018715500 (consultada en mayo de 2019).
92  Véase la nota «También Chediak pide fondos para la ley de violencia de género», 
publicada en el diario El País el 19/7/2018. Recuperada de https://www.elpais.com.
uy/informacion/politica/chediak-pide-fondos-ley-violencia-genero.html (consultada 
en mayo de 2019).
93  Véase la nota «Para la Iglesia Católica, la ley contra la violencia de género es 
“confusa”, “imprecisa” y “errónea”», publicada en el portal Montevideo.Com el 
21/12/2018. Recuperada de https://www.montevideo.com.uy/Noticias/Para-la-Igle-
sia-Catolica-la-ley-contra-la-violencia-de-genero-es-confusa--imprecisa-y-erronea--
uc670399 (consultada en mayo de 2019).
94  Véase «Lecciones para Uruguay de la ley de violencia de género españo-
la», escrito por Federico Rivero y publicado en el sitio web de Varones Unidos el 
12/4/2016. Recuperado de http://varonesunidos.com/misandria/lecciones-para-uru-
guay-de-la-ley-de-violencia-de-genero-espanola/ (consultado en mayo de 2019).
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las resistencias que no pueden vehiculizarse políticamente a través de 
los parlamentos —por la sensibilidad de la opinión pública sobre el 
tema, en este último caso— se manifiestan luego en obstáculos para 
su implementación. En este caso, el Poder Judicial y la Fiscalía serán 
actores centrales en este proceso.

4.2. EN SÍNTESIS
Se sugiere que la capacidad de agencia de los movimientos sociales 
en gobiernos progresistas parece desplazarse de las organizaciones 
clásicas institucionalizadas de la izquierda (el FA en tanto partido po-
lítico y el PIT-CNT como exponente de los movimientos sociales) a las 
organizaciones de la sociedad civil cuando los partidos de izquierda 
se entronizan en el gobierno y se institucionalizan en el Estado. Asi-
mismo, hay hipótesis sobre los factores que inciden en la capacidad 
de agencia de las organizaciones y movimientos sociales: a saber, el 
peso político de los líderes, la dependencia de la trayectoria anterior, 
el impacto redistributivo que los avances en derechos generan sobre 
las estructuras de poder y la desigualdad social, y la capacidad de ar-
ticulación entre las organizaciones sociales y los actores políticos en 
una agenda común.

Quedarán para futuras investigaciones cuestiones que apenas fue-
ron esbozadas aquí: el impacto de los arreglos neocorporativos, que 
facilitan la incorporación de organizaciones sociales y liderazgos de 
los movimientos en el gobierno, en la propia capacidad de agencia de 
las organizaciones sociales; la enorme dificultad de articular acciones 
entre movimientos single-issue oriented y una agenda política que ne-
cesita priorizar, recortar, elegir y pensar constelaciones de problemas 
complejos, o la forma en que opera la relación entre academia (inte-
lectuales, universidad) y organizaciones sociales en la capacidad de 
agencia de estas últimas.

Sin embargo, es dable sostener que las organizaciones y los movi-
mientos sociales en Uruguay son «hijos» de la política de izquierda, a 
la cual se vuelven en un doble movimiento: de auxilio —sin la política 
institucional su capacidad de agencia es muy limitada— y de rechazo 
—por la incapacidad de vocación de agencia que muestran los parti-
dos de izquierda al institucionalizarse—. Estos hijos de la izquierda 
han tenido, empero, un gran rol como legitimadores de una izquierda 
que va perdiendo su credibilidad a medida que la «gran ilusión» sobre 
su capacidad de transformar el mundo se ve enfrentada con el princi-
pio de la realidad. Esta paradoja tiene, no obstante, un antecedente: la 
propia izquierda política uruguaya relegitimó el sistema de partidos 
al que había condenado, al «prestarle» la propia legitimidad que había 
adquirido como «intruso» de la política, cuando su ingreso se hizo 
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efectivo y reconocido. Algo análogo sucede con las organizaciones so-
ciales; son legitimadoras tardías de todo el sistema de partidos en la 
medida en que su capacidad de agencia es responsable de los avances 
en el campo del «progresismo» jurídico e institucional, que sin su ac-
ción nunca podrían haberse producido.

Ahora bien, cabe preguntarse sobre los «otros» movimientos socia-
les con base en los partidos de derecha, en los militares y en las ins-
tituciones religiosas, que están evidenciando gran poder de presencia 
mediática y —con restricciones— de hacer «política de la calle». En 
épocas de reverdecimiento de las derechas, estos movimientos debe-
rán ser contrarrestados no solo por la política, sino por los propios 
movimientos sociales de la izquierda. La lucha por las reivindicacio-
nes de estos últimos no debería olvidar que la década de oro de la 
agenda de derechos se dio durante los gobiernos de izquierda. Y no 
solo por la capacidad de agencia que tuvieron las feministas, los ecolo-
gistas, los sindicalistas o los cooperativistas que revistaron en sus filas 
(y de la cual emanó gran parte de la normativa vigente de avanzada 
que hoy tenemos), sino porque los gobiernos de izquierda permitieron 
un «dejar hacer» de estos movimientos; les garantizaron cierta institu-
cionalidad política y fueron mucho más sensibles a sus demandas de 
lo que será la derecha jamás. Las equivocaciones que tuvieron estos 
movimientos al aliarse con la derecha en muchos casos (como las lla-
madas «marchas por la tierra») también deben ser contadas entre los 
sinsabores que se vivieron en estos tiempos.

5. LA AGENDA DE GÉNERO EN LOS GOBIERNOS DE IZQUIERDA
Los avances en la agenda de género fueron especialmente notables 
en los gobiernos de izquierda, con el punto alto de la despenalización 
del aborto, logro considerable, teniendo en cuenta el retraso de los 
gobiernos progresistas de la región con relación a este tema.

En Uruguay, la lucha por los derechos de las mujeres, que tuvo 
como centro institucional a la Bancada Bicameral Femenina (BBF) 
en años de gobiernos blancos y colorados, y que consiguió aprobar un 
número de leyes de altísima importancia, se desplazó institucional-
mente hacia el INMUJERES. Este contó en su dirección con mujeres 
de notable trayectoria feminista, como Carmen Beramendi, Beatriz 
Ramírez o Mariella Mazzotti, y tuvo mayorías parlamentarias propias 
del FA que permitieron avanzar en las leyes referidas a violencia de 
género, participación política y derechos sexuales y reproductivos.

Fuera de esta institucionalidad, es notable la transformación en 
el campo del feminismo. La mezcla de nuevas y viejas feministas, 
la lucha por la despatriarcalización como consigna de las más jóve-
nes, los paros del 8 de marzo, las marchas multitudinarias unidas al 
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internacionalismo de las luchas por el aborto o contra la violencia de 
género alimentaron un campo de crecimiento inusitado de resistencia 
al conservadurismo. También abonaron disputas por izquierda en el 
ámbito de la vida cotidiana y del sentido común del que la izquier-
da se había ausentado, hace tiempo, cuando asumió el gobierno. Al 
mismo tiempo, la lucha feminista se transformó en una plataforma 
de organización y resistencia contra la regresión conservadora en Ar-
gentina, Brasil y Chile, y de cuestionamiento crítico a los gobiernos de 
la izquierda que habían defeccionado de estas luchas en Nicaragua o 
Ecuador.

La lucha de las mujeres en todos estos campos, pero, especialmen-
te, en el de la propia sostenibilidad democrática, al cuestionar la ca-
lidad de la democracia si las mujeres no estaban representadas en la 
política, fue fundamental (y América Latina es un continente que se 
destaca en porcentajes de representación femenina en los parlamen-
tos). Ello aportó a una nueva comprensión de la representación, al 
reivindicar el derecho de cada grupo de representarse a sí mismo (las 
mujeres a las mujeres, los trabajadores a los trabajadores, los indí-
genas a los indígenas) y al cuestionar una supuesta representación 
universal (que recaería en la capacidad de representar el interés de 
«todos», de los hombres blancos, mayores y educados que constituyen 
el grueso de la clase política).

Pero no solo desde allí las mujeres aportaron al debate sobre cómo 
perfeccionar la democracia. También lo hicieron al cuestionar la efi-
cacia misma del Estado de derecho cuando de los derechos de las 
mujeres se habla. El ejemplo más sobresaliente de ello es el reclamo 
de las mujeres por el derecho básico a la seguridad física, que debería 
ser proporcionado por el Estado y que no es asegurado si la violencia 
de género permanece restringida al ámbito de lo privado. Las leyes 
contra la violencia doméstica que se generaron en las últimas décadas 
representaron una ampliación del espacio público y, al hacerlo, cues-
tionaron zonas enteras del Estado de derecho que habían permaneci-
do intocadas.

También la lucha de las mujeres y sus debates han aportado a una 
nueva perspectiva del fenómeno de la desigualdad, más allá del debate 
clásico. La comprensión de la dimensión de la desigualdad estructural 
de nuestras sociedades en la segunda y primera ola de la democracia 
siempre tuvo como base a las clases sociales. Era la vieja desigualdad 
de los ricos y pobres, reconvertida a la lucha capital-trabajo. Pero las 
mujeres colocaron la desigualdad de género como una desigualdad 
tan estructural como la desigualdad de clases y tanto más invisible 
cuanto más profunda su imbricación con la reproducción misma, ya 
no de un orden económico (como el capitalismo), sino de cualquier 
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orden social. La cuantificación del trabajo no remunerado que las mu-
jeres prestan a la sociedad, la lucha para que esto sea incorporado a 
las cuentas nacionales y la demostración de que sin esta «carga» des-
igual ninguna sociedad sería posible (y menos una que mercantiliza 
todo) representan formas novedosas de encarar el tema. Al mismo 
tiempo, dieron resultados políticos, ya que en el Uruguay esto abonó 
a la creación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, concebido 
como una estrategia para volver «pública» (a cargo del Estado) la car-
ga privada de los cuidados que genera enormes desigualdades entre 
hombres y mujeres en su disponibilidad tanto para el trabajo como 
para el estudio, el desarrollo profesional o la política.

Para terminar, la lucha política de las mujeres ha servido para des-
vendar todo lo que no funciona en política y para buscar alternativas. 
A través de las mujeres (y también de los jóvenes) y su desinterés o 
apatía política, ha quedado al descubierto la política restringida cuan-
do solo la practica un grupo privilegiado. Así, cada vez que una mujer 
renuncia a la política (la tasa de reelección parlamentaria de hombres 
y mujeres es muy diferente), denuncia, en ese mismo acto, todo lo que 
no funciona.

5.1. LA AGENDA DEL FEMINISMO LATINOAMERICANO
Los tres grandes temas que atravesaron la agenda del feminismo la-
tinoamericano fueron los relativos a los derechos sexuales y repro-
ductivos (con énfasis en la agenda de la despenalización del aborto, 
pero yendo mucho más allá, hasta el cuestionamiento de la propia 
identidad de género) y a la violencia de género, y los de poder político 
y participación de las mujeres.

En el campo de los derechos sexuales y reproductivos se expresó 
una doble vertiente. Por un lado preocupaciones más sanitaristas vin-
culadas a la salud sexual y reproductiva de mujeres y hombres, que 
implicaron mejoras en términos de los controles de las enfermedades 
de transmisión sexual, difusión de la cultura de la contraconcepción 
y elección libre del número de hijos (muchas veces contra la Iglesia 
católica), y la introducción de la educación sexual de niñas, niños y 
adolescentes (con enormes controversias respecto de los contenidos y 
formas de transmisión y con escasos resultados en muchos de estos 
países dada la resistencia soterrada a cualquier iniciativa de este tipo).

Por otro lado, hubo preocupaciones más vinculadas al derecho de 
las mujeres a su propio cuerpo, a una sexualidad libre y placentera, a 
determinar el número de hijos que se quieren (y a cuestionar la propia 
maternidad como destino). Las más feministas tendieron a verbalizar 
estas inquietudes, con escaso eco dentro de los apoyos que el «tema 
de las mujeres» concitaba en grupos más extendidos del progresismo 
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(poco propensos a llevar temas como el aborto al campo de los dere-
chos, reduciéndolo más bien a un tema de salud pública).

La sexualización precoz de niñas, niños y adolescentes como parte 
de una estrategia mercantil (la expansión del mercado de consumo 
a edades cada vez más tempranas) conspiró muchas veces contra el 
resultado de las políticas implementadas y muchos de los problemas 
permanecieron: las enfermedades de transmisión sexual se generali-
zaron entre la población femenina heterosexual, y la violación y el 
abuso sexual de niñas, niños y adolescentes siguieron siendo altísi-
mos, incluida la pornografía infantil y las nuevas formas de acoso a 
través de las redes.

La agenda del aborto continuó siendo central y un asunto de men-
guados avances en el que América Latina y los gobiernos progresistas 
poco orgullo pueden exhibir. Con excepción de Uruguay y de Ciudad 
de México, el tema del aborto sigue buscando soluciones jurídicas 
(mediante las sentencias constitucionales y los máximos órganos en 
los países, que permitan excepcionalidades), institucionales (por me-
dio de la implementación de causales como la violación o la mala 
formación) o, simplemente, de minimización de riesgos (como los 
servicios de atención a quienes sufren las consecuencias de un aborto 
inducido, o las luchas contra la criminalización lisa y llana).

Es evidente que la agenda del aborto en América Latina sufre un 
retraso considerable no solo como resultado de la falta de seculariza-
ción de las elites progresistas de la región o por la falta de comprensión 
de la agenda de la desigualdad de género como estructurante de otras 
desigualdades, sino también como resultado del poder de la Iglesia y 
de sus nuevas modalidades (el avance del Opus Dei y el crecimiento de 
las iglesias pentecostales, entre otras), lo que evidencia una regresión 
conservadora importante. Con enorme poder económico, con gran 
penetración en los medios de comunicación (incluida la compra de 
canales, radios, diarios), el poder de estos grupos religiosos se articuló 
con el poder político en forma positiva (compra de campañas y finan-
ciamiento de estas) y en forma negativa (como el miedo a espantar 
a electorados con estas creencias). Asimismo, adquirió una enorme 
capacidad de veto de esta agenda que ha permanecido inconclusa en 
países como Argentina, Bolivia, Brasil, Chile o Ecuador, muchos de 
los cuales están ahora en manos de la derecha, con improbables avan-
ces en estos campos y, por el contrario, con previsión de retrocesos.

La violencia basada en género fue otro de los grandes temas del 
feminismo latinoamericano. La inclusión de la violencia doméstica 
en los códigos penales, y después de la violencia de género, en gene-
ral, fue un avance resistido tanto política como doctrinariamente. No 
solamente una buena parte de la política resistió a la concepción de 
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la violencia de género como delito a ser penalizado (después de todo, 
era una práctica consuetudinaria en el ámbito privado, con resultados 
eficaces en términos de la «obediencia» de las mujeres, piedra angular 
del patriarcado), sino que entre los propios operadores jurídicos las 
resistencias fueron inmensas, incluyendo aquí jueces, fiscales, asocia-
ciones de abogados y formulaciones doctrinarias del derecho positivo. 
Así como en el caso del aborto se erigieron bibliotecas flamantes con 
nuevas argumentaciones jurídicas (como «el derecho a la vida» desde 
la misma concepción), en el caso de la violencia de género aparecie-
ron resistencias, más soterradas, pero igualmente eficaces.

Más allá de estas resistencias, hubo que vencer otras, como incor-
porar la violencia en pautas de trabajo del poder policial (con enormes 
reticencias de este cuerpo altamente masculinizado), conseguir presu-
puesto para la creación de juzgados y fiscalías especializados, tipificar 
estas conductas y crear figuras especiales (como el femicidio) contra 
buena parte de la academia del derecho penal, y avanzar en legisla-
ción preventiva contra el acoso sexual y laboral y contra la explotación 
sexual de niñas, niños y adolescentes.

A pesar de los enormes avances jurídicos, legales y doctrinarios 
que produjo esta lucha contra la violencia de género, y del hecho de 
que en buena parte de la opinión pública se haya desnaturalizado este 
fenómeno, la persistente realidad muestra que la muerte de mujeres 
a manos de parejas y exparejas continúa inusitadamente alta en la 
región. Dos fenómenos se unen para recrudecer esta realidad. Por un 
lado, el patriarcalismo aparece asediado por el debilitamiento de la 
moral familiar burguesa (que contradice el heterosexismo y el familis-
mo) y responde violentamente (como es su naturaleza). Por otro lado, 
la violencia glorificada por los medios de comunicación y la explota-
ción de la morbosidad necrofílica se adaptan a los nuevos estereotipos 
femeninos y, lejos de derrotar la violencia, se generan nuevos ideales 
femeninos, como la mujer guerrera.

En suma, es en la agenda de la participación política y del poder de 
las mujeres en el ámbito público donde se registran los mayores y más 
amplios avances, con especial referencia a los gobiernos progresistas 
(el caso de Bolivia es paradigmático). Cabe citar aquí el aumento de 
la presencia de mujeres en la política con las varias olas que se su-
cedieron en la implementación de mecanismos de acción afirmativa. 
Así como la cuota fue una ola de los años noventa, a inicios del siglo 
XXI las luchas por la paridad dieron sus frutos y en varios países (Ar-
gentina, Bolivia, Costa Rica, Ecuador, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá, Venezuela)95 esta se aprobó mediante leyes y reglamentos 

95  Véase https://oig.cepal.org/es/leyes/leyes-de-cuotas (consultado en mayo de 2019).
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con resultados variables pero importantes en el número de mujeres 
políticas en la región.96

También las presidentas en América Latina fueron varias y muy 
destacadas, con impactos sobre la derrota del «sentido común» de la 
falta de capacidad de las mujeres para la política.

Pese a ello, las tasas de representación política siguieron siendo 
bajas (inferiores al 30  % en la inmensa mayoría de los países), las 
mujeres continuaron siendo escasas en otros ámbitos de poder (en 
los órganos decisorios del Poder Judicial, en el ámbito financiero, en 
el control del mundo empresarial y en el propio mundo intelectual 
y académico) y en el liderazgo de los propios movimientos sociales, 
como el movimiento sindical. Las dificultades de articulación del mo-
vimiento feminista con los partidos políticos hicieron que su agenda 
resultara muy secundarizada con relación a otras agendas, lo que evi-
denció retrasos importantes en varios aspectos.

Al cabo, debe contarse aquí la agenda de la diversidad, que expe-
rimentó notorios avances, con la consagración de diversas formas de 
matrimonio gay o igualitario para personas del mismo sexo, e incluyó 
la posibilidad de adopción, el cambio de género y sexo registral en ins-
tancias de corte administrativo, la aprobación de leyes especiales de 
combate a la discriminación y la homofobia, transfobia, lesbofobia, 
entre otras.

Todo esto produjo reacciones bastante airadas de los grupos an-
tiderechos a lo largo y a lo ancho de América Latina, y la violencia 
contra la población homosexual y trans en medio de la regresión con-
servadora debe llamarnos la atención sobre cuánto más precarios son 
nuestros logros de lo que habitualmente pensamos.

5.2. LAS MUJERES Y EL PODER:  
LAS DIFICULTADES DE UNA RELACIÓN NO DESEADA
En Uruguay, el debate sobre la baja tasa de participación femenina 
cobró importancia ya en las décadas del ochenta y del noventa (Ro-
dríguez Villamil y Sapriza, 1983, 1984a, 1984b; Sapriza, 1991) y, más 
aún, durante los años dos mil. Debe destacarse la labor del Grupo de 
Estudios sobre la Condición de la Mujer Uruguaya (GRECMU), con 

96  Cinco países de la región adoptaron la paridad para cargos públicos representa-
tivos nacionales tras haber aplicado leyes de cuotas: Ecuador (2000), Bolivia (2004), 
Costa Rica (2009), Nicaragua (2012) y México (2013). En los casos de Panamá (2012) 
y Honduras (2012) se incorporó la paridad solo para los comicios primarios. En tan-
to, otros tres países latinoamericanos tienen la paridad para ámbitos subnacionales: 
Argentina (para 6 de sus 24 provincias) y Venezuela (ONU Mujeres, 2017, p. 20).
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trabajos pioneros en la materia, y de la Universidad,97 cuyos variados 
estudios demostraron los déficits de la política uruguaya respecto a 
este tema (entre ellos: Delacoste, Johnson, Rocha y Schenck, 2015; Jo-
hnson, 2000, 2006; Johnson, Rocha y Schenck, 2013; Johnson y Pérez, 
2010; Moreira, 1994, 2001a; Moreira y Johnson, 2003; Pérez, 2006, 
2011).

La BBF logró, con gran esfuerzo, en 2009, aprobar una ley de cuo-
tas (leyes n.os 18.476 y 18.487) con la condición de que se aplicara en 
un único período (en las elecciones internas de 2014), entre variadas 
resistencias, argumentaciones de un subido machismo y la apelación 
al sentido común de que las mujeres en política debían «ganarse» el 
lugar y que no existían obstáculos institucionales que les impidieran 
llegar a los primeros puestos (más que la falta de capacidades o inte-
rés). Dado que la ley modificaba leyes especiales, requería mayorías 
especiales. Por ello, la negociación fue trabajosa y los resultados, ma-
gros (una cuota de 30 % en las listas, y por única vez), teniendo en 
cuenta los avances que en América Latina se habían producido ya 
desde hacía una década (con la excepción de Chile, todos los países 
disponían de algún tipo de cuotificación).

Por otra parte, la disputa por la implementación fue muy ardua, ya 
que la interpretación predominante en la Corte Electoral tomaba ese 
30 % como una «bolsa» que no discriminaba lugares en la lista. Fue 
necesario hacer un texto interpretativo (la Ley n.° 18.487) para con-
seguir al fin que la aplicación de la ley recayera tanto sobre titulares 
como suplentes, en forma alternada, y en todas las líneas de las que se 
compone una lista.

Los resultados de la aplicación de la cuota en 2014 han sido 
muy analizados (véanse, por ejemplo, Delacoste, Johnson, Rocha y 
Schenck, 2015; Pérez, 2015) y concluyeron que esta había sido apli-
cada en forma minimalista por la mayoría de los partidos; que el ta-
maño de la circunscripción determinaba su eficacia, y que en las cir-
cunscripciones menores, si las mujeres no encabezaban las hojas de 
votación, dada la proliferación de estas y las escasas probabilidades 
de obtener más de un lugar, tenían chances casi nulas de lograr una 

97  Desde 2001, funciona en el Instituto de Ciencia Política (ICP) de la Facultad de 
Ciencias Sociales (FCS) de la UdelaR un área de estudios de género y política, ahora 
denominada Área de Política, Género y Diversidad. Tal como se consigna en el sitio 
web del ICP, dicha área «está abocada a la investigación y la enseñanza sobre la rela-
ción entre género, diversidad sexual y las instituciones, procesos, prácticas, actores 
y discursos políticos». Asimismo, se dedica a estudiar «la condición inherentemente 
política del género y la diversidad y las relaciones de poder que las estructuran y cir-
cundan» (véase http://cienciassociales.edu.uy/institutodecienciapolitica/acerca-de/
investigacion/politica-y-genero/) (consultado en mayo de 2019).
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banca. De cualquier manera, en una circunscripción nacional como 
el Senado, el resultado fue espectacular: el número de senadoras se 
duplicó y llegaron a casi un tercio de la bancada.

En el período 2015-2020, la lucha por la cuota involucró, nueva-
mente, a la BBF, que había sido muy potente en épocas en que el FA no 
disponía de mayorías parlamentarias para viabilizar estos proyectos, 
como núcleo impulsor de leyes con sensibilidad de género. El acuer-
do con los partidos de la oposición fue mantener la cuota y dejarla 
sin tiempo límite de aplicación, o vincularla a un artículo programá-
tico que sostuviera que ello fuera solo «hasta que la desigualdad se 
corrigiera». La ley pretendió, también, subsanar el hecho de que los 
suplentes de las mujeres eran hombres, en general, y que estas podían 
ser apartadas —por diversas razones— de su banca, con lo que se 
tergiversaba así el logro de la norma. Sin embargo, ni en los partidos 
tradicionales ni el propio FA triunfó esta idea, y la nueva ley simple-
mente mantuvo la aplicación de la ley de cuotas anterior, en la que se 
suprimió el lapso de aplicación.

Un segundo intento vino con la ley de financiamiento de los par-
tidos políticos, al proponerse que las mujeres que presentaran listas 
encabezadas por mujeres recibieran un porcentaje adicional (10 %) de 
los fondos públicos que se reservan para tal fin, y que los partidos que 
impulsaran más mujeres en lugares salientes recibieran un «premio». 
Este aspecto fue muy discutido y, dado que implicaba un aumento to-
tal del gasto y quedaba a iniciativa del Poder Ejecutivo, terminó sien-
do desglosado del proyecto, el cual aún no termina de ser aprobado.

Ninguno de estos avances legales soluciona, por sí, el problema. 
Uruguay tiene un retraso considerable en este aspecto, lo que lo di-
ferencia de muchos otros países de América Latina (sin ir más lejos, 
de los que tuvieron una mujer presidenta) y de sus propios logros en 
otros campos (como el de la despenalización del aborto).

Ahora bien, la mayor presencia de mujeres en el Parlamento no ha 
dado los frutos esperados en términos de una mayor visibilidad feme-
nina en el espacio público (aunque ha ayudado al despegue de algunas 
candidaturas femeninas en los partidos, y esto debe ser considerado). 
En parte, ello se debe a un fenómeno de inaudibilidad de las mujeres, 
entendido como un resultado de la cultura patriarcal: aunque las mu-
jeres «hablamos mucho» y la apariencia física es más determinante 
para nosotras que para los hombres, esta exhibición de la verbalidad 
y esta gestualidad poco inciden en la cuestión del poder. La exhibición 
física de la mujer no se traduce en una mayor presencia, ni «el hablar 
mucho» en una mayor audiencia. Y es que «el hablar mucho» está en-
teramente sometido al lugar de lo privado. La mujer es la que «habla» 
mientras el hombre «hace». Al sitial privilegiado de la acción (política) 
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se le antepone el conversatorio, a menudo fútil, insustancial, menor, 
de la mujer.

Pero ¿qué sería una mujer «que hace»? En un homenaje realizado 
a la fallecida senadora frenteamplista Susana Dalmás, se la elogiaba 
porque «hacía mucho» y «hablaba poco». Esto dice mucho sobre la 
actitud de las mujeres en política, una actitud que reatroalimenta el 
patriarcalismo: tratando de salir de ese «puro hablar», se vuelcan con 
verdadero sacrificio y frenesí a la dinámica trituradora de los actos 
más o menos cotidianos (los importantes son, justamente, los que son 
«hablados», «exhibidos») de una política del quehacer que poco las 
impulsa a la gran arena de la audiencia pública. Así que la mujer «ha-
bla mucho», sí, pero en política «habla poco»… y se la escucha menos.

La inaudibilidad de las mujeres en los parlamentos se liga con 
varios fenómenos simultáneos. La poca capacidad de escucha de los 
hombres hacia las colegas mujeres parlamentarias es archiconocida 
(cuando una mujer habla, todo el mundo se pone a hablar). Esto tiene 
que ver con el lugar que la política adjudica a las mujeres, que es, en 
general, subordinado. Los jefes políticos se escuchan entre ellos, pero 
rara vez identifican a una mujer como jefa política que deba ser escu-
chada. La política masculina, además, tiene todavía algo de testoste-
roide: los hombres hablan fuerte, muchas veces gritan, y el nivel de los 
decibeles de su voz tiende a ser extremadamente alto comparado con 
el de las mujeres. En este sentido, huelga decir que la voz de la mujer 
no ayuda. Y, además, la mujer ha aprendido a hablar suavemente: es 
un atributo de la cultura. Cuando no habla suavemente, grita y es una 
histérica. Es muy recomendable la biografía de Margaret Thatcher y 
sus problemas con la voz para evitar «gritar como una histérica» y ser 
escuchada, en el marco de esta descripción (Jones y Lloyd, 2011).

La inaudibilidad de las mujeres es un correlato de su falta de poder 
en los partidos. Si no tienen poder, ¿por qué se las habría de escuchar? 
Esta es la razón por la que los hombres «no se toman en serio a las 
mujeres», en general. Como resultado, cuando habla una mujer, es tan 
poco importante que todos comienzan a hablar al mismo tiempo, se 
levantan y se van, la dejan sin quórum, etcétera. También sucede esto 
con los parlamentarios «menores» o con los muy jóvenes. Todos ellos 
tienen que hablar «en medio del ruido».

Las mujeres parlamentarias asumen, en general, muchísimo tra-
bajo. Presiden las comisiones, redactan la letra chica de los proyec-
tos, llevan las coordinaciones interpartidarias, entre otras muchas 
tareas. Quieren ser vistas como «responsables» y «trabajadoras» fren-
te a otros colegas más holgazanes… pero que hacen política todo el 
tiempo… Al llenarse de trabajo para intentar «demostrar» que son tan 
buenas como los hombres, las mujeres se estresan, comprenden que 
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la política es una vida llena de sacrificios y raramente disfrutan de la 
acción política. Su tendencia a abandonar el barco se contrapone a la 
creencia de la mayoría de sus colegas masculinos de la indispensabili-
dad de su persona. La autoestima juega un rol central en la definición 
de unos y otros de su lugar en política.

La mujer que «prefiere tener un perfil bajo» (de lo contrario, sería 
vista como una arribista o una ambiciosa) es muy común en la polí-
tica, y siempre está dispuesta a cederle la ortatoria a alguien que «lo 
hace mejor» o que, simplemente, está más dispuesto. Sin embargo, el 
parlamento es un lugar donde «se parla» y ningún trabajo en comi-
siones, ningún esfuerzo sistemático por mejorar las leyes compensará 
esta falta.

A este conjunto de obstáculos que las mujeres enfrentan en el día 
a día de la política se suma un obstáculo mayor: la inmensa mayoría 
de las mujeres están allí porque un jefe político las eligió. Salvo las 
que encabezan sus propias listas, que, paradójicamente, han sido las 
mayores defensoras de la cuota y las que menos la precisan, el resto 
de las mujeres, por el propio mecanismo de entrada en la política, re-
producen su lugar en la política y dependen de la voluntad masculina.

Esto colabora en sentido negativo a la cooperación entre mujeres 
en política. En un grupo minoritario, las chances de salir o ser reele-
gidas se juegan en espacios reducidos, donde la competencia tiende a 
ser durísima. La sororidad no es un resultado esperado en tales con-
diciones estructurales de reproducción política. Por otra parte, meca-
nismos como la cuota son aprovechados instrumentalmente por los 
jefes políticos de los partidos para elegir mujeres que son funcionales 
al patriarcado o, como mínimo, cuya distancia con el feminismo y las 
feministas es notoria y manifiesta.

La educación en la conciencia de género está en el debe. Las mu-
jeres deben entender que su solidaridad con las otras mujeres es aná-
loga a la solidaridad de clase, porque las carreras individuales son 
excepcionales, como muestran todos los estudios. Si hay muchas mu-
jeres en política, habrá más posibilidades para todas, no menos.

5.3. UNA DÉCADA Y MEDIA DE AVANCES ININTERRUMPIDOS  
EN LA AGENDA DE LA DESIGUALDAD DE GÉNERO
Desde que el FA asumió el gobierno en 2005, muchos han sido los 
resultados obtenidos en el combate a la desigualdad de género. Los 
logros han sido institucionales, materiales, legales y simbólicos.

Entre los institucionales cabe destacar la densificación de la insti-
tucionalidad de género con la puesta en marcha del Plan de Igualdad 
en todo el territorio nacional, el reforzamiento del INMUJERES y la 
creación del Consejo de Políticas Públicas de Género, que reúne a las 
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referentes de género de cada ministerio, del Parlamento, del Poder 
Judicial, de la sociedad civil, del movimiento sindical y de la UdelaR.

Entre los logros materiales, quizá los más importantes son los que 
refieren a los planes de combate a la emergencia social, que luego se 
transformaron en el Plan de Equidad y que dotaron a miles de muje-
res con hijos/as de apoyos económicos del Estado. También aquí debe 
subrayarse el mejoramiento del salario y las condiciones de trabajo, 
fundamentalmente entre las trabajadoras más pobres, área en la cual 
es especialmente destacable la formalización de las empleadas domés-
ticas y su inclusión en los consejos de salarios.

El cuadro 2 sintetiza las leyes aprobadas en el período 2010-2017, 
de acuerdo a la clasificación de Diana González y Alicia Deus (2015).

Cuadro 2. Clasificación temática de leyes que incluyen la perspectiva de género 
(2010-2017)

Tema Ley Año Contenido

Mecanismos 
para la equidad 
de género y 
generacional

N.° 18.719 (Presupuesto 
nacional) (artículos 6, 414, 
441, 443, 445, 503 y 507)

2010 En el diseño, elaboración, ejecución y 
seguimiento de las políticas públicas será 
de aplicación lo dispuesto por la Ley de 
Igualdad de Mujeres y Varones y en el Plan 
Nacional de Igualdad de Oportunidades y 
Derechos.

.N° 18.719 (Presupuesto 
nacional) (art. 235)

2010 Jerarquización de las Unidades de 
Violencia Doméstica, reforzándolas con 
personal adecuado e infraestructura 
necesaria.

N.° 18.834 (Rendición de 
cuentas) (art. 3)

2011 Toda la información relativa a 
beneficiarios/as de servicios públicos 
deberá ser relevada, analizada y difundida 
por sexo.

N.° 19.149 (Rendición de 
cuentas) (art. 107)

2013 Creación del cargo de particular confianza 
de director de la Oficina Nacional de 
Violencia Doméstica y de Género.

Igualdad y no 
discriminación

N.° 19.122 2013 Medidas afirmativas para población 
afrodescendiente: se declara de 
interés general el diseño, la promoción 
y la implementación de acciones 
afirmativas en ámbitos público y privado 
incorporando perspectiva de género.

N.° 19.133 2013 Ley de Empleo Juvenil: se establece que 
en la modalidad “primera experiencia 
laboral” el Estado debe asegurar que un 50 
% de becarios y pasantes sean mujeres.

Participación 
política

N.° 19.555 2017 Modifica la ley de participación política 
(ley de cuotas, n.° 18.476). Se incluye 
la cuota para las elecciones de los 
municipios, y la cuota, además, será por 
tiempo indeterminado.
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Violencia 
de género y 
generacional

N.° 18.850 2011 Establece una pensión de seguridad social 
y una asignación familiar especial en favor 
de hijos/as de personas fallecidas por 
violencia doméstica.

N.° 19.538 2017 Femicidio: modifica artículo 311 del 
Código Penal y agrega numerales al 
artículo 312 del Código Penal.

N° 19.580 2017 Violencia integral basada en género

Sexualidad y 
reproducción

N.° 18.987 2012 Interrupción voluntaria del embarazo: 
regula la interrupción voluntaria del 
embarazo y despenaliza el aborto realizado 
en determinados plazos y condiciones.

N.° 19.167 2013 Reproducción humana asistida: regula las 
técnicas de reproducción humana asistida.

Relaciones 
familiares

N.°19.075 2013 Matrimonio igualitario: elimina la 
discriminación por orientación sexual o 
identidad de género en el matrimonio, 
y reconoce hijos dentro del matrimonio 
homosexual.

N.° 19.149 (Rendición de 
cuentas) (art. 257)

2013 Regula la asignación de apellidos a hijos/
as. Habilita la posibilidad de usar el 
apellido materno como primer apellido.

N.° 19.075 (Matrimonio 
igualitario) (art. 26)

2013 Iguala la edad mínima del matrimonio (a 
16 años) para varones y mujeres. 

N.° 19.119 (art. 6) 2013

N.° 19.353 2015 Sistema Nacional Integrado de Cuidados.

Equidad laboral 
y seguridad 
social

N.° 18.868 2011 Prohibición de exigencia de test de 
embarazo: prohíbe el pedido de test de 
embarazo en ámbito laboral.

N.° 19.121 (art. 15) 2013 Estatuto funcionarios de la Administración 
Central: establece que no se descuenten 
inasistencias por situación de violencia 
doméstica.

N.° 19.161 2013 Régimen subsidio licencia paternidad/
maternidad en actividad privada: amplía a 
14 semanas licencia paga por maternidad; 
amplía licencia paternal a 10 días en 
el año; régimen de medio horario para 
cuidados de recién nacido/a a padre o 
madre indistintamente a partir de los 
cuatro meses hasta los seis meses de edad.

N.° 19.313 2015 Trabajo nocturno: derecho de mujer 
embarazada y hasta un año después del 
parto a optar por trabajo diurno sin perder 
compensación por nocturnidad.

N.° 19.530 2017 Salas de lactancia: implementación de 
salas de lactancia en locales de trabajo y 
estudio, público y privado, donde trabajen 
50 personas o más y/o estudien y trabajen 
20 mujeres o más.

Fuente: González y Deus (2015), con actualizaciones.



Constanza Moreira



Los logros en materia de representación femenina en el período re-
ferenciado han sido considerables. En el primer gobierno posdictadu-
ra, a cargo de Sanguinetti, hubo una ministra, y en el siguiente, el de 
Lacalle, ninguna. En el segundo gobierno de Sanguinetti se designó a 
dos ministras, pero en el de Jorge Batlle, que fue el siguiente, ninguna. 
Cuando el FA arribó al gobierno nombró cinco ministras en su prime-
ra administración, cuatro en la segunda y cinco en la tercera. Asimis-
mo, hay subsecretarías de Estado (en promedio, tres en cada período) 
en manos de mujeres (solo hubo una subsecretaria en el mandato de 
Batlle y una en el segundo período de Sanguinetti).

El gráfico 1 (al final del capítulo) muestra el porcentaje de mujeres 
que han asumido como titulares de una banca desde el retorno a la 
democracia. De la inexistencia de mujeres en ambas cámaras se pasa 
a porcentajes que se han incrementado notoriamente en las últimas 
tres legislaturas.

El gráfico 2 (al final del capítulo), en tanto, ilustra el porcentaje de 
mujeres elegidas por partido según grandes lemas. Aunque el FA ha 
sido el responsable de la mayor proporción de mujeres en política, 
tanto en el Poder Ejecutivo como en el Poder Legislativo, esto también 
es producto de su mayor tamaño en el sistema de partidos. Como se 
ilustra gráficamente, en proporción, en las elecciones de 1989, 2009 y 
2014, el PC tuvo mayor proporción de mujeres que el FA en términos 
relativos. El crecimiento del FA ha sido sistemático y continuo, y ha 
aumentado la proporción de mujeres de elección en elección, por lo 
que hoy ascienden al 26 % del congreso. En cuanto al PN, el segundo 
partido del sistema, actualmente, el porcentaje de mujeres que ha in-
corporado a la política ha sido inferior al 10 % a lo largo del período 
estudiado.

En suma, en el campo simbólico, la lucha contra la discrimina-
ción, el machismo, la intolerancia y la violencia ha dado sus frutos 
y ha generado cierta conciencia respecto a los derechos de la mujer 
y la desnaturalización de los roles de género. A pesar de esos logros, 
la deconstrucción de un ideal de sociedad basado en la absoluta res-
ponsabilidad de la mujer por la reproducción social y biológica de la 
familia sigue siendo incompleta y parcial. Ello se expresa en un déficit 
en varias áreas de la política pública, como la falta de recursos para 
atender la violencia de género, así como el SNIC.

Las mujeres siguen ganando menos que los hombres, tienen ma-
yores tasas de desocupación y mayores dificultades de acceso al mer-
cado laboral. Continúan siendo importantes las discriminaciones que 
sufren por su apariencia física, color de piel y edad. Padecen una vio-
lencia de género muy significativa, a pesar de todos los esfuerzos que 
se han hecho al respecto, y los femicidios del último año (2018) son 
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escandalosamente altos (superan los treinta casos). Las denuncias de 
violencia doméstica aumentan cada año y la violencia y el abuso con-
tra niñas, niños y adolescentes parecen invisibilizados en un contexto 
en el que la sociedad comienza a considerar a los jóvenes como un 
peligro nacional. Las denuncias contra las redes de explotación sexual 
infantil y adolescente, así como el consumo de pornografía infantil 
nos muestran un «Uruguay ignorado», donde la criminalidad adulta y 
las mafias organizadas distan de llenar la crónica roja de los medios.

Seguimos teniendo una tasa bajísima de mujeres en política: ya 
sean parlamentarias (hay un 15 % de legisladoras en una región don-
de el promedio es de 23 %), ministras (5 mujeres en 13 ministerios), 
intendentas (solo quedó una mujer en 19 gobiernos departamentales), 
mujeres en altos cargos de organismos del Estado (menos del 30 % 
en servicios descentralizados, en el entorno del 20 % en entes autó-
nomos, menos del 10 % en entes paraestatales), integrantes de la SCJ 
(solo una mujer la integra). El debate por paridad, que ha estado pre-
sente en buena parte de los países de la región del giro a la izquierda 
(y no solamente), está ausente en Uruguay, y solo el FA ha hecho algún 
gesto en este sentido (ha propuesto la paridad en todas las listas de la 
fuerza política).98

La política pública de este país ha mejorado a lo largo de décadas 
en la llamada transversalidad de género, pero es mucho lo que falta. 
Uruguay tiene un sistema educativo y un sistema sanitario que conti-
núan anclados en la idea de que detrás de cada persona que necesita 
atención y de cada alumno de primaria y secundaria existe un apoyo 
familiar (léase: de la mujer) disponible en el tiempo y modalidades 
que las instituciones lo requieren. No se toma en cuenta que esa dis-
ponibilidad está condicionada por la actividad económica de la mujer 
y acotada, en muchos casos, por la ausencia de figuras masculinas en 
el núcleo familiar. El aumento de la jefatura femenina sin cónyuge, 
la precariedad de muchos arreglos familiares y el déficit de apoyo pa-
rental en muchos hogares colocan sobre las espaldas de las mujeres 
responsabilidades que deberían ser de la sociedad toda.

Ahora bien, del conjunto de experiencias se han extraído muchas 
lecciones que servirán para moldear las estrategias de futuro, en bus-
ca de darles mayor eficacia, profundidad y alcance a las políticas pú-
blicas promovidas.

98  Tal iniciativa fue aprobada en el plenario del FA del 8/7/2017. Véase la nota 
«Frente Amplio aprobó “paridad de género” en sus listas para 2019», publicada por el 
portal Montevideo.Com el 9/7/2017. Recuperada de https://www.180.com.uy/articu-
lo/69374_frente-amplio-aprobo-paridad-de-genero-en-sus-listas-para-2019 (consul-
tada en mayo de 2019).
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Así, de la despenalización del aborto las mujeres políticas han 
aprendido la importancia de generar compromisos firmes en los par-
tidos de la izquierda para con estos temas, que después puedan ser 
traducidos en votos favorables a una ley. También que hay que traba-
jar con el sistema judicial, con la policía y con el sistema de salud, en 
cualquier hipótesis: con o sin despenalización-legalización. Y que lo 
importante no es solo la despenalización-legalización de la interrup-
ción voluntaria del embarazo, sino asegurar el servicio, ya que esto 
finalmente se va a incorporar al sistema de salud y no simplemente al 
sistema judicial y sus operadores jurídicos.

También se aprendió que al igual que las políticas de Estado las 
políticas de género están fuertemente atravesadas por la política y por 
la ideología, como lo mostró la división de la BBF y el peso de lo con-
fesional en el sistema de partidos cuando se trató de aborto (lo que no 
pasó, por ejemplo, con el tema de las cuotas).

Se aprendió de la necesidad de trabajar con la opinión pública uti-
lizando sus instrumentos (encuestas de opinión), y que ese trabajo 
con las consultoras, en general, lo hacen los sectores conservadores, 
buscando más «crear opinión» que recabarla (además, cuentan con 
los recursos para ello). Como en ocasión de la despenalización del 
aborto, deben diseñarse preguntas que eviten el atajo de reafirmar los 
prejuicios existentes en la opinión pública y busquen complejizar el 
problema, a los efectos de recabar con más sensatez y veracidad el 
verdadero estado de la «opinión pública» sobre el tema.99

También se aprendió que ante la debilidad de los respaldos ins-
titucionales —como la renuencia del FA a hacer campaña contra el 
referéndum para derogar la Ley de IVE— el apoyo viene siempre del 
mismo campo. En esta ocasión, el movimiento feminista (buena parte 
del cual había considerado que el proyecto aprobado era pobre e in-
suficiente) fue quien protagonizó la lucha política contra la iniciativa 
de derogar la ley. Así, las mujeres políticas aprendieron que la política 
debe ser comprensiva (y paciente) con los movimientos sociales, y vi-
ceversa, los movimientos, que deben ser comprensivos (y pacientes) 
con la política.

El proceso también enseñó que luego de que una ley se convierte 
en tal deja su condición de regla heterónoma (impuesta) y pasa a ser 

99  Como ejemplo, en lugar de preguntar «¿Ud. está de acuerdo con el aborto?», es 
mejor preguntar «¿Ud. está de acuerdo con que una mujer vaya presa por haberse 
practicado un aborto?». O, en lugar de preguntar «¿Ud. cree que debería haber más 
mujeres en política?», cabe preguntar «¿Ud. estaría dispuesto a votar por una lista 
solo integrada por hombres?».
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internalizada por los sujetos. Hoy en día, la Ley de IVE es ampliamen-
te aceptada, a pesar de que fue aprobada por la diferencia de un voto.

Del proceso de discusión de la ley de violencia de género y del femi-
cidio, se aprendieron idénticas lecciones, especialmente aquellas que 
propiciaron el enfrentamiento entre demandas más maximalistas del 
movimiento y resultados más acotados de la negociación política. El 
balance entre unos y otros resultó fundamental para que los objetivos 
se consolidaran. Y la dosis de incrementalismo ha obligado a conside-
rar los procesos en su larga duración, más allá de los resultados con-
cretos. En particular, de ambas leyes se aprendió que el debate sobre 
la penalización-restitución en la ley de violencia de género (el debate 
sobre la imprescriptibilidad del delito de violación, por ejemplo) lleva, 
de una manera o de otra, al debate sobre la benignidad penal. Que la 
necesidad de tipificar delitos y sensibilizar a la opinión pública debe ir 
de la mano con el ideal de una justicia restaurativa y con una transfor-
mación de la naturaleza misma de las relaciones sociales.

De ambos procesos se aprendió que la lucha por las palabras y los 
conceptos jurídicos es más que una lucha por la sintaxis: es una lucha 
por el sentido del mundo. Y que la especificidad del patriarcado debe 
integrar una «pedagogía del oprimido» al que tanto el movimiento 
como la política deben adherir.

De la cuota, la paridad y la participación política de las mujeres se 
aprendió que la búsqueda solo de la «tolerancia» (bajo presión) a las 
demandas del movimiento de mujeres no alcanza, y que se requiere 
también comprensión objetiva. Y que se requiere el apoyo de los líde-
res masculinos, y que no necesariamente todas las mujeres jugarán 
a favor de eso (por aquello de «yo me lo gané»). Que, de nuevo, aquí 
se pone en juego la práctica de la pedagogía del oprimido: obligar a 
una mujer a «que se gane su lugar» es como obligar a una persona en 
situación de pobreza a que ascienda socialmente con su solo esfuerzo.

Se aprendió que el sistema electoral uruguayo requiere mujeres 
cabeza de lista que dirijan sus propios grupos políticos, y que la vio-
lencia política es grande y la sororidad no es moneda corriente. Se 
aprendió que, como en la cabaña del Tío Tom, la funcionalidad de 
las mujeres al patriarcado en un sistema de competencia cerrada las 
puede llevar a ser las mejores defensoras de sus «amos blancos». Y 
todo esto dejó un debate inconcluso sobre si en política es bueno o no 
buscar «un cuarto propio», y si es posible analizar formatos viables en 
el sistema de partidos para impulsar un feminismo político.

6. EL DEBATE SOBRE LAS FUERZAS ARMADAS
La transición democrática pactada en Uruguay dejó a los militares 
con muchos de sus privilegios. Entre ellos, el número de efectivos 
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(había 42.000 a la salida de la dictadura) y la colonización de áreas 
enteras del Estado bajo su jurisdicción, incluidos los servicios meteo-
rológicos, la aviación civil, la marina mercante y el sistema de parques 
nacionales. Los militares, además, siguieron poseyendo una justicia 
militar propia, aun cuando el Código del Proceso Penal hacía mucho 
había establecido que esta era una rama especializada de la justicia 
civil.

Pero las luchas contra la impunidad que tuvieron lugar en el pri-
mer mandato posdictadura, y que parecieron desfallecer cuando nau-
fragó el referéndum del voto verde, en 1989, dejaron la sensación, du-
rante mucho tiempo, de que su estatus era prácticamente intocable.

Apenas el FA inició su primer gobierno, se instaló el Debate Nacio-
nal sobre Defensa,100 en el cual se enmarcó la Ley Marco de Defensa 
Nacional (n.° 18.650). Esta tuvo como mérito separar la función de 
la defensa nacional (que corresponde a la nación, por medio de su 
cuerpo político) del poder instrumental de fuego de las FFAA. El nom-
bramiento al frente de la cartera respectiva de Azucena Berrutti, una 
abogada defensora de los derechos humanos, pareció abrir un frente 
de cambios que se vio prontamente oscurecido por la política de re-
conciliación nacional que el presidente Vázquez asumió en su primer 
mandato, y por la participación de Uruguay en las Misiones de Paz 
en Haití (UNITAS), que ocasionó la renuncia a su banca del diputado 
socialista Guillermo Chifflet.

Por su parte, las FFAA desconocieron la autoridad del gobierno, 
marcaron pistas falsas sobre el destino de uruguayos detenidos desa-
parecidos y anunciaron enterramientos que no existían.101

Durante el gobierno de Mujica, la nominación al frente de la carte-
ra del ministro Fernández Huidobro, un político caracterizado por un 
discurso francamente antipático al tema de los derechos humanos y 

100  El 15 de mayo de 2006 comenzaron las mesas de debate sobre defensa nacional, 
coordinadas por la UdelaR y con el apoyo del Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD). Estas se extendieron durante todo un año, con la participación 
de académicos, colegios profesionales, especialistas nacionales e internacionales, or-
ganizaciones no gubernamentales de derechos humanos, dirigentes políticos, legisla-
dores, civiles y militares.
101  Uno de los episodios más recordados y lamentables a este respecto se dio cuan-
do, en agosto de 2005, a partir de información proporcionada por fuentes militares al 
Poder Ejecutivo, el presidente Vázquez anunció la inminente aparición de los restos 
humanos de María Claudia Irureta García de Gelman en el Batallón 14 de paracai-
distas. A dicho predio militar concurrió la hija de la víctima, Macarena Gelman, 
acompañada de Gonzalo Fernández y Ángel Bertolotti, en aquel entonces secretario 
de Presidencia y comandante en jefe del Ejército, respectivamente. Sin embargo, tras 
meses de búsqueda en el lugar señalado, el hallazgo nunca se produjo. Los militares 
habían mentido. El propio Bertolotti declaró haber sido «engañado».
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sus organizaciones, evidenció mayores acercamientos entre las FFAA 
y el gobierno de lo que se hubiera previsto. Ello teniendo en cuenta 
que tanto el presidente como el secretario de Estado habían sido pre-
sos por esas mismas FFAA y torturados salvajemente durante años.

Fue en este período cuando se inició un debate sobre del costo 
de las FFAA que arremetió con más fuerza contra la corporación de 
lo que habían hecho los pocos procesos judiciales sobre violaciones 
a los derechos humanos. El gasto en FFAA es muy alto en el país, y 
responde básicamente al número de efectivos per cápita. Medido cada 
10.000 habitantes, Uruguay tiene 80 efectivos, Brasil 16, Argentina 17, 
Chile 43, México 22 y Colombia, con conflictos armados desde hace 
más de medio siglo, 61 (RESDAL, 2018). El presupuesto de las FFAA 
se incrementó en un 45 % entre 2008 y 2015: pasó de 371 millones a 
536 millones de dólares (MDN, 2016). Y si bien es cierto que el PBI 
del país también se duplicó y que el salario real aumentó 60 % en la 
última década, los sueldos de los uruguayos y el ingreso de los hogares 
no se duplicaron.

El gasto de las FFAA en el país también es alto si se compara el 
porcentaje del producto bruto interno que Uruguay gasta en defensa 
con el que gasta Nueva Zelanda, por ejemplo, o Australia o Brasil o 
Argentina. Mucho, o muchísimo, se podría afirmar, comparado con lo 
que se gasta en relaciones exteriores, transporte, ganadería, industria 
o vivienda.

En la ejecución del presupuesto de 2016, el Ministerio de Defensa 
Nacional (MDN) figuraba como el segundo ministerio más rico del 
Estado (con 8 % del presupuesto total), detrás de la otra cartera vin-
culada a las armas y la seguridad: el MI (con 12 %). Lejos quedan el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas (5 %), el de Vivienda (4 %) 
o la Cancillería (0,7 %). Sumados, los ministerios de Industria, Desa-
rrollo Social, Salud Pública y Ganadería no llegan al presupuesto que 
se lleva Defensa (MEF, 2017).

Si miramos el resto del presupuesto público descubrimos que se 
gasta más en educación (la Administración Nacional de Educación 
Pública [ANEP] gasta el 26 % del presupuesto) y en salud (ASSE gasta 
el 15 %). Claro está que ASSE atiende a 1,2 millones de personas y 
ANEP da educación a casi un millón de niños y jóvenes. Pero si com-
paramos el presupuesto de Defensa con el resto de los poderes del 
Estado, constataremos que el primero triplica el del Poder Judicial y 
el del Parlamento (MEF, 2017).

Este gasto no toma en cuenta el déficit de la Caja de Retiros y Pen-
siones de las Fuerzas Armadas (que incrementa en un 53 % el gasto 
en defensa).
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El gasto en defensa es el resultado del ejercicio del gobierno de 
facto (1973-1985) a mano de las FFAA. En 1960 había unos 13.000 
funcionarios militares, y hoy hay 27.000, sin que la población o el 
número de empleados públicos hayan cambiado sustancialmente. En 
1971 las FFAA ya consumían el 10 % del presupuesto, y en 1974 llega-
ban al 18 %. A la salida de la dictadura, su participación en el presu-
puesto era del 14,3 %. Los sucesivos gobiernos democráticos fueron 
reduciendo estos guarismos a 9,4 % (1996), 7,2 % (2001), 5,7 % (2006), 
hasta llegar al 3 % de hoy (MEF, 2018c).

Al ver la cifra de 27.000 funcionarios que revistan, actualmente, en 
las FFAA, cabe recordar que son 60.000 todos los docentes del país, 
en educación primaria, secundaria y en la Universidad del Trabajo 
del Uruguay (UTU). A modo de ejemplo: el número de empleados solo 
del Ejército es equivalente a la totalidad de los maestros efectivos de 
primaria en todo el país (aproximadamente 15.000, contando los inte-
rinos son 22.000) (MEF, 2017).

La segunda razón de peso ya no tiene que ver con la dictadura, 
sino con el uso de las FFAA como mecanismo de amortiguación del 
desempleo, especialmente en el interior del país y en el medio rural. 
Hoy, sin embargo, existe demanda de empleo suficiente como para 
que el atractivo de entrar en las armas sea menor. Por otra parte, usar 
el empleo en las FFAA como mecanismo de amortiguación del des-
empleo no parece una buena idea, y menos si se piensa en un Esta-
do moderno, profesionalizado y «musculoso», al decir de los teóricos 
del neoliberalismo (que son los mismos que defienden el gasto en las 
FFAA), por oposición a un Estado «obeso».

El programa de gobierno del FA aprobado en 2008 para el período 
2010-2015 contemplaba varios acuerdos con relación a las FFAA: la 
revisión del tema jurisdicción militar para separar delitos de natu-
raleza militar de delitos civiles, desterrar la doctrina de la seguridad 
nacional, desmilitarizar los institutos civiles que se encuentran en la 
órbita del MDN y redimensionar las fuerzas para «determinar clara-
mente sus funciones, profesionalizarlas y dotarlas de los medios ne-
cesarios». Aunque no se habla allí de reducir a las FFAA, la deducción 
es inevitable. Si las funciones civiles mencionadas en el referido pro-
grama (aviación civil, marina mercante, administración de parques 
nacionales e infraestructura aeronáutica) pasaran a la órbita civil, la 
reducción va de suyo.

Hubo avances en el período, pero también retrocesos. En el presu-
puesto de 2010 se tomó la decisión de que las vacantes que se produ-
jeran en el MDN no serían llenadas. Sin embargo, se permitió que el 
ahorro producido por estas se usara en el propio ministerio para me-
jorar salarios. Claro está que si se generan vacantes, pero con el dinero 



Quince años que conmovieron al Uruguay



«que sobra» se aumentan los sueldos, el peso presupuestal del MDN 
seguirá siendo el mismo, y el objetivo de reducir el costo del Estado en 
este rubro habrá sido dejado de lado. Asimismo, si se mejoran salarios 
y compensaciones habrá un atractivo especial para entrar a las FFAA 
(que es lo que estas buscan) y, por consiguiente, lejos de contribuir a 
su disminución, colaboraremos a su fortalecimiento (que era lo que se 
quería evitar). Las señales fueron contradictorias.

La justificación fue que con el ahorro producido por las vacantes 
se aumentarían los salarios más bajos. Pero los números evidenciaron 
que al inicio de esta política, en el año 2010, el incremento en los es-
calafones más bajos se hizo con las vacantes del primer año y en los 
años siguientes las vacantes sirvieron para incrementar los sueldos de 
los oficiales superiores.102 Si se comparan estos sueldos con los de los 
maestros y profesores de enseñanza media, encontramos que mientras 
el salario mínimo militar aumentó 100 % y los salarios más elevados 
del MDN crecieron en más de un tercio (30,6 %) entre 2011 y 2012, 
los docentes de primaria y secundaria necesitaron siete años para per-
cibir un crecimiento real de sus remuneraciones que, en el mejor de 
los casos, no alcanza el 50 %. En el período 2004-2011, los profesores 
(según su respectivo grado docente) recibieron un aumento de entre el 
37 % y el 42 %. En tanto, en el mismo período, los maestros (también 
según su grado) tuvieron un incremento salarial de entre 45 % y 49 %. 
En síntesis: los maestros y profesores necesitaron más de siete años 
para incrementar lo que los militares incrementaron en apenas dos.

El MDN no solo consiguió la política de aumento de salarios 
con reducción de vacantes, sino que siguió pidiendo incrementos 
presupuestales.

Mientras tanto, y con la excepción del pasaje de meteorología a 
la órbita civil (exmilitares permanecieron al frente de su conducción 
hasta 2017), las promesas del pasaje al ámbito civil de la aviación civil, 
la reforma de la Ley Orgánica Militar de 1974, la reforma de la caja 
militar o la revisión de la participación uruguaya en las «misiones 
de paz», especialmente en Haití (donde el régimen iba abandonado 

102  A modo de ejemplo, con las vacantes generadas en el primer año de esta política 
(854 en 2010) se incrementaron los salarios de los escalafones inferiores (un soldado 
ganaba $ 6.542 al inicio del ejercicio y al fin de este estaba ganando $ 13.557). A modo 
de comparación, en 2012 el salario nominal de un maestro grado 1 (con partidas de 
alimentación incluidas) se ubicaba en los $ 15.670. Con las vacantes del año 2011 
(1.415) se incrementaron los sueldos de los oficiales superiores. En los escalafones 
del personal superior y subalterno, el aumento fue de 22 % por encima del que se 
concedió al resto de los empleados públicos (8,6 %). En enero, el incremento adicio-
nal que recibieron en ese período los comandantes en jefe fue de $ 13.947 pesos, el de 
los generales fue de $ 12.049 y el de los coroneles de $ 9.700.
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paulatinamente todo viso de legalidad o legitimidad), iban quedando 
postergadas. El proyecto de reforma de la educación militar y policial, 
que fue ley en el período de Mujica (n.° 19.188), renunció a introdu-
cir modificación sustantiva alguna y siguió consolidando la educación 
militar como un feudo propio de la corporación, con escasa o nula 
vinculación con el resto del sistema público de educación.

Cuando Tabaré retomó el gobierno en 2015, confirmó a Fernández 
Huidobro al frente de la cartera. Esto despertó muchas críticas en 
el FA y, oportunamente, el mandatario envió una carta a la entonces 
presidenta de la fuerza política, Mónica Xavier, para informarle que, 
si existía un pedido de apartamiento formal del ministro por parte del 
FA, él lo tomaría en cuenta. Pero la fuerza política nunca se expidió 
sobre este tema y el ministro continuó al frente de la cartera hasta su 
deceso en agosto de 2016. Quien lo sustituyó al frente del MDN, hasta 
abril de 2019, fue el anterior viceministro, Jorge Menéndez.103 Este 
último logró avanzar con algunas iniciativas importantes, incluida la 
reforma de la justicia militar, la reforma de la Ley Orgánica Militar y 
la reforma de la caja militar, a la que se agregó el impuesto a las altas 
jubilaciones militares, impulsado por el MEF. También se volvió a for-
mar la Comisión de Defensa en el seno del FA.

Cuando el Poder Ejecutivo se dispuso a tomar las riendas de la re-
forma de las FFAA, comenzó a resquebrajarse la unidad de la bancada 
parlamentaria del FA y fracasó la mayoría parlamentaria, por la inevi-
table presencia del infaltable diputado «disidente», cuando de milita-
res se trata (Víctor Semproni en 2012, Darío Pérez en 2018 y 2019).

Cuando el Poder Ejecutivo anunció su intención de reformar el 
Sistema de Retiros y Pensiones Militares, lo hizo en un estado de en-
friamiento de la economía, en el marco del ajuste de la rendición de 
cuentas del año 2016, y porque el déficit alcanzaba los 570 millones de 
dólares (1 % del PBI). Así como Astori —en busca de la reducción del 
déficit fiscal— había «pedido» a las empresas públicas el 1,5 % de su 
recaudación para socorrer el gasto del Estado, y se había aumentado 

103  Sobre el último año del tercer gobierno frenteamplista se desató un escándalo a 
raíz de los dictámenes de los tribunales de honor sobre los militares retirados José 
Gavazzo, Jorge Silveira y Luis Maurente, y a partir de la renuencia de estos a aceptar 
el fallo de la justicia por crímenes de lesa humanidad. En esa ocasión, el entonces 
comandante en jefe del Ejército, Manini Ríos, había hecho suyos comentarios de 
desconocimiento con relación a lo actuado por la justicia y fue cesado en su cargo. 
Asimismo, el presidente Vázquez destituyó a seis militares que habían integrado los 
tribunales de honor y avalado sus fallos, y también fueron relevados el ministro Me-
néndez (quien se encontraba enfermo y falleció pocos días después) y el subsecreta-
rio Daniel Montiel. José Bayardi, quien ya se había desempeñado en el cargo, volvió 
a asumir la dirección del MDN.
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la presión impositiva sobre trabajadores y jubilados en la franja de 
mayores ingresos, llegaba la hora de revisar el privilegio del sistema 
jubilatorio militar y se les exigía, esta vez, un «sacrificio por la patria».

Algunos números ilustrarán el impacto que el déficit de la caja mi-
litar tenía en aquel contexto de retracción económica. En primer lu-
gar, el déficit anual de esta caja era casi del orden de todo el déficit que 
se había querido abatir en la rendición de cuentas. Por otra parte, el 
déficit de todo el Banco de Previsión Social (BPS) había sido, en 2015, 
de 300 millones de dólares para cubrir a 600.000 pasivos. El de la caja 
militar era de 400 millones para cubrir apenas a 55.000 pasivos. Y 
lo era porque, entre otras cosas, las contribuciones de las FFAA a su 
sistema de retiros y pensiones solo lograban solventar el 15 %; el 85 % 
restante lo solventan todos los uruguayos y uruguayas.

También el régimen jubilatorio, que venía de la Ley Orgánica Mi-
litar de 1974, era muy generoso con los uniformados, que en ese mo-
mento conducían políticamente el país. En ese momento, y hasta aho-
ra, los militares pueden jubilarse con el 100 % de su último salario (y 
quienes cobran menos, no cobran menos del 80 %), mientras que los 
jubilados civiles lo hacen con el 48 % del promedio de sus diez mejo-
res años de trabajo. Los militares obtienen la causal jubilatoria con 20 
años de servicio, los civiles no pueden jubilarse con menos de 60 años 
de edad —salvo causales especiales— y necesitan 30 años de servicio. 
En el BPS las jubilaciones promedio no superan los 20.000 pesos, el 
tope actual es de 30.000 pesos, más lo que se pueda haber acumulado 
en la administradora de fondos de ahorro previsional (AFAP). En la 
caja militar, el promedio de edad jubilatoria es 49 años y no existe 
tope. Hay jubilaciones superiores a los 120.000 pesos. De hecho, la 
tropa no está entre las razones del déficit de la caja militar; las pasivi-
dades del personal subalterno solo explican el 10 % del déficit; el 90 % 
restante se explica por las jubilaciones de la oficialidad.

La imposibilidad de votar el impuesto a las altas jubilaciones mi-
litares (aprobado en el Senado y naufragado en la Cámara de Dipu-
tados por el voto contrario del frenteamplista Darío Pérez), las mar-
chas y contramarchas de la reforma de la caja militar (que elevaron al 
Parlamento un proyecto mucho menos ambicioso de lo que se quería 
en principio) y las modificaciones introducidas a este (que mantuvie-
ron un régimen de transición tan generoso que, prácticamente, dejaba 
fuera al 80 % del personal militar actual, el que continuará, durante 
los próximos treinta años, jubilándose con un régimen de privilegio 
y manteniendo topes altísimos con relación al resto de los jubilados) 
hicieron evidente la fuerza corporativa de las FFAA y el respaldo que 
los partidos de la oposición estaban dispuestos a darles.
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Desde finales del primer gobierno posdictadura, cuando las FFAA 
habían exhibido todo su poder al frenar cualquier legislación que las 
sometiera a los tribunales, la corporación militar no mostraba tanta 
capacidad de influencia o tanta disposición a «ir a más» si la fuerza de 
las cosas lo exigía.

La izquierda reaccionó mal y tarde a este problema. Mientras per-
sonalidades como el general Víctor Licandro (quien presidió tradicio-
nalmente la Comisión de Defensa del FA) habían defendido la idea 
de unas FFAA profesionales, estrictamente sometidas a control civil 
y necesariamente apartadas de la doctrina de la seguridad nacional y 
de la politización por derecha, otros en la fuerza política (sin duda el 
ministro Fernández Huidobro) creyeron que era posible trabajar con 
la corporación militar para impedir que solo se viera sometida a la 
influencia del PN y el PC (que, junto con la masonería y el poder de 
algunas logias, dominaban las altas esferas militares, las que, a su vez, 
irradiaban poder, influencia e ideas hacia el resto de la oficialidad). 
Las fuerzas armadas progresistas de Velasco Alvarado, o del propio 
Hugo Chávez, eran el marco de la estrategia de una repolitización de 
estas, como contraposición a la evidente politización por derecha que 
existe, es demostrable y se practica todos los días.

La posición por izquierda en el debate sobre las FFAA no era clara. 
Pero más allá de que la izquierda no tenía una biblioteca propia sobre 
qué hacer con las FFAA (como sí la tenía en la economía, la política 
exterior o las negociaciones laborales), era claro que las FFAA eviden-
ciaban mucho más contigüidad con el pensamiento de la derecha.

Qué significa ser de izquierda en el debate sobre las FFAA no está 
claro. Los gobiernos de izquierda serán recordados por la fuerza de 
sus ideas y por la capacidad de llevarlas a cabo con políticas con-
sistentes. Pero, en especial, serán recordados por la capacidad de 
comprar conflictos con los poderes fácticos y enfrentar a los poderes 
dominantes en una sociedad, refractarios a cualquier reforma. Las 
FFAA hoy están en el centro de esta discusión. Son un poder de facto, 
y su influencia tiende a incrementarse en América Latina. Y sin duda 
en Uruguay serán parte de la ecuación por derecha que tiene como 
objetivo impedir que el FA obtenga un cuarto gobierno. Para muestra 
baste citar algunos ejemplos como las amistades peligrosas de Manini 
Ríos con Bolsonaro y la candidatura de aquel a la Presidencia en 2019 
por el partido Cabildo Abierto.

7. EL INCONCLUSO DEBATE SOBRE LOS MEDIOS  
DE COMUNICACIÓN DURANTE LOS GOBIERNOS DEL FA
Hacia fines de 2014, luego de intensos debates coprotagonizados por 
el entonces presidente Mujica (quien inicialmente había declarado 
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que si se le remitía un proyecto de ley de medios «lo tiraría en la pa-
pelera»)104 y de una intensa actividad desplegada por la Coalición por 
una Comunicación Democrática, que trabajó durante más de un año 
en un proyecto de Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual, el 
Parlamento se aprestó a la aprobación de este, el 29 de diciembre de 
2014 (Ley n.° 19.307).

La nueva norma tenía como objetivo la regulación de servicios de 
radio, televisión y otras herramientas de comunicación audiovisual, 
en el entendido de que a estos servicios le eran «aplicables la Cons-
titución y los convenios internacionales referidos a la protección y 
promoción de la libertad de expresión y de la diversidad de expresio-
nes culturales, así como los emanados del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos» (artículo 5).

La normativa señala que, dado que los medios son considerados de 
interés público, deben cumplir con garantizar el derecho a la libertad 
de información y de opinión, con asegurar el acceso a la pluralidad y 
la facilitación del debate democrático, y con promover la participa-
ción ciudadana en los asuntos públicos, así como el acceso a la cul-
tura nacional. Asimismo, indica que debe haber un acceso equitativo 
a estos servicios, prohíbe la censura previa, la interferencia o las pre-
siones «sobre cualquier expresión, opinión o información difundida 
a través de un servicio de comunicación audiovisual» (artículo 15). A 
ello se suman otros derechos como el de solicitar información sobre 
otorgamiento, revocación y renovación de licencias para prestar ser-
vicios de ese tipo, la diferenciación clara de los mensajes publicitarios 
del resto de los contenidos y conocer la identidad de los titulares de 
los servicios.

Desde el punto de vista de la regulación de contenidos, la ley es-
tipula que los servicios audiovisuales no podrían difundir conteni-
dos que inciten o hagan apología de la discriminación y la violencia, 
del odio nacional o cualquier otro tipo de acción ilegal. Un capítulo 

104  Consultado sobre la posibilidad de considerar un proyecto en este sentido, el en-
tonces mandatario había declarado: «Yo soy presidente de la República y me tienen 
podrido con esa pregunta. Al presidente de la República no le llegó absolutamente 
nada y el día que le llegue ya les dije a los que la están haciendo que la va a tirar 
en la papelera. No me preocupa el tema. Lo que me preocupa es que los medios de 
comunicación del Uruguay no queden en manos de alguna multinacional de afuera 
y que nos vengan a trabajar las comunicaciones de afuera. Seguramente en nuestro 
espacio nacional podemos tener problemas, pero hay que separar la paja del trigo. 
Si los manejadores de la noticia internacional tienen la ilusión de que van a venir a 
dominar nuestro espacio, mientras yo esté de presidente les va a costar un poco». 
Véase la nota «Mujica “podrido” por Ley de Medios», publicada en el portal 180 
el 6/12/2010. Recuperada de https://www.180.com.uy/articulo/15572_Mujica-podri-
do-por-Ley-de-Medios (consultada en mayo de 2019).
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especial se destinó a la protección a la niñez, otro al derecho al acceso 
de la transmisión de los partidos de fútbol, y a la publicidad electoral 
gratuita en los canales de televisión durante la campaña electoral. Asi-
mismo, en su articulado, la ley estableció que el 60 % de la producción 
debe ser nacional.

Finalmente, la ley crea el Consejo de Comunicación Audiovisual, 
desconcentrado del Poder Ejecutivo, que será responsable de la apli-
cación, fiscalización y cumplimiento de lo que en ella está dispuesto, 
y la Comisión Honoraria Asesora de Servicios de Comunicación Au-
diovisual, que actuará en forma independiente y en la órbita adminis-
trativa del Consejo.

El antecedente de la llamada ley de medios en Argentina y las lu-
chas de Cristina Fernández con el diario Clarín estaban de telón de 
fondo de esta discusión, y el FA no se decidía a dar una batalla frontal 
contra los medios, sino que elegía contemporizar con ellos. De hecho, 
Mujica tenía una peculiar vinculación con los medios y estos habían 
ayudado a catapultarlo al centro de la escena política.

Sobre fines del segundo período de gobierno, se resolvió avanzar 
en la aprobación de la LSCA y la Agrupación de Gobierno del FA lo de-
cidió formalmente. Pero los sectores frenteamplistas más moderados 
pidieron postergar la votación para después de la elección de 2014. 
¿El argumento? La necesidad de no mezclar en la discusión electoral 
un tema como la regulación de los medios de comunicación.

Las resistencias a la ley comenzaron a hacerse sentir apenas se vis-
lumbró que podía ser aprobada, y los medios de comunicación, ellos 
mismos objeto de la ley, fueron los que visibilizaron y viabilizaron 
toda esa resistencia. Muchos se rasgaron las vestiduras en nombre de 
la libertad de expresión, aun cuando la ley estaba destinada justamen-
te a proteger la libertad de expresión… de los ciudadanos, y la con-
fusión entre la libertad de expresión de las empresas y la libertad de 
expresión de los ciudadanos no permitió ver hasta qué punto ambas 
perspectivas coliden, en muchas circunstancias. Pero la voz del ciuda-
dano es mucho más débil que la voz de las empresas de comunicación 
fuertemente instaladas, especialmente cuando el poder del oligopolio 
de los medios llega a ser capaz de doblegar al poder político.

En Uruguay, se repetía entonces, y se repite ahora, una disputa 
mayor en el panorama internacional entre el poder político, el poder 
ciudadano y el poder de los medios, no en balde llamados el cuarto po-
der. Y es por ser un poder público, o de interés público, que se impone 
su regulación, como cualquier otra institución que gestione privada-
mente recursos que son públicos.

Ya en 2005 la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) había dado una importante 
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contribución cuando se aprobó la Convención sobre la Protección de 
la Promoción y Promoción de la Diversidad de Expresiones Cultura-
les. El acceso de la ciudadanía a la información y a la cultura es parte 
esencial de sus derechos políticos, y para eso la oferta debe ser variada 
y diversa: deben ser diversos el producto (el contenido), la fuente (los 
propietarios) y los puntos de vista. La tendencia oligopólica y mono-
pólica de los medios de comunicación en el mundo es más que eviden-
te, y en América Latina es enorme. Para evitar ese poder concentrado, 
los Estados regulan. Y la Convención lo sancionó oportunamente.

Es de resaltar, además, que el texto del proyecto de ley resultó de 
un largo proceso de discusión y búsqueda de convergencias. Todos 
los actores de la sociedad civil involucrados fueron invitados, al igual 
que los medios de comunicación, y luego de trabajar pacientemente 
durante más de un año, le llevaron al presidente Mujica un texto de 
acuerdo, poco más de un año después de iniciado el período parla-
mentario y tres años antes de que el Senado se dispusiera a votar la 
iniciativa.

Luego de aprobada la ley, el FA presentó en su Programa de Go-
bierno 2015-2020 un capítulo referido a las políticas públicas de co-
municación. Se hacía referencia allí a la realización de un concurso 
para habilitar el ingreso de nuevos operadores de televisión digital co-
mercial pública y comunitaria (tras más de medio siglo de no abrir la 
competencia); a la convocatoria a concursos para radios comerciales 
en varios departamentos del interior del país; a la aplicación integral 
de la nueva LSCA; a la aprobación de una legislación sobre publici-
dad oficial; a la ampliación del presupuesto de los medios públicos; 
al fomento de la autorregulación de los medios de comunicación; al 
respeto de los derechos de los trabajadores de la comunicación, y a la 
adopción de políticas activas del Estado para promover y apoyar a los 
medios comunitarios (Gómez, 2018: 1-2).

Aunque la ley había sido aprobada en el período anterior, el go-
bierno de Vázquez resolvió esperar los dictámenes de la justicia para 
su implementación definitiva, y de igual manera se procedió con la 
conformación del Consejo Audiovisual. La SCJ declaró inconstitucio-
nales parte del artículo 39, los artículos 55, el literal C del artículo 
60, el segundo inciso del artículo 98 y parte del artículo 143. Por otro 
lado, falló favorablemente ante el pedido de inconstitucionalidad pre-
sentado por el Partido Independiente respecto del artículo 143, que 
distribuía los espacios gratuitos de publicidad en forma proporcional 
(80 %) e igualitaria (20 %).

Para Baleato (2018: 11), los tres primeros años de la tercera ad-
ministración frenteamplista «no se caracterizaron por la celeridad ni 
la determinación política para hacer cumplir esta ley. Las empresas 
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privadas de comunicación dieron su pelea en el plano judicial, en res-
puesta a lo que sintieron como afectación de sus privilegios históricos, 
y el gobierno optó, como medida que caracterizo de “responsabilidad” 
y “cautela”, por esperar las sentencias de la SCJ sobre la inconstitu-
cionalidad de la norma, antes de avanzar en la implementación inte-
gral de la ley». En efecto, la ley se terminó de reglamentar en mayo 
de 2019, cuatro meses antes de la finalización del período regular de 
sesiones del tercer gobierno del FA.

Baleato (2018) anota que, además del Poder Ejecutivo, el Parla-
mento ha tenido un trayecto demasiado largo (casi tres años) para 
nombrar a los cinco integrantes del Consejo de Comunicación Audio-
visual, y la resultante ha sido que sigue sin hacerlo al momento de es-
cribirse estas líneas, hacia finales de la actual legislatura. La INDDHH 
también recorrió un largo proceso para implementar las competen-
cias que le fueron asignadas, pero consiguió, hacia las postrimerías de 
la tercera administración del FA, avanzar en este sentido.

La autora también señala que, aun cuando en 2016 ya se «había 
superado el test de constitucionalidad mediante la ratificación, prác-
ticamente en su totalidad», de la ley (la SCJ solo declaró inconstitu-
cionales dos artículos completos y parcialmente seis artículos, en un 
texto de 202 artículos), el proceso de implementación de la norma no 
se activó hasta octubre de 2017 (un año después de los dictámenes 
judiciales), luego «de que el Estado uruguayo fuera denunciado por la 
sociedad civil frente a la CIDH de la OEA por incumplimiento» (Ba-
leato, 2018: 11-12).

Cabe consignar que el trancazo que se produjo en el Parlamento 
luego de intensas jornadas para designar a los miembros del Conse-
jo se debió a que los nombres presentados por las organizaciones de 
la sociedad civil eran tan superiores en currículo y desempeño a los 
presentados por los propios partidos de la oposición que la negocia-
ción se volvió inmanejable. Ante la imposibilidad de un acuerdo —que 
implicaba para el FA entronizar en el Consejo a personas con escasa 
trayectoria y compromiso con la propia ley de medios—, y a pesar de 
que contaba con sus propias mayorías para hacerlo, la bancada ofi-
cialista tropezó con la imposibilidad de llegar al quórum en la sesión 
parlamentaria en la que los nombres ya propuestos iban a ponerse a 
consideración. Con esto, el proceso volvió a foja cero, nuevamente.

Algunos logros se cuentan en el marco de la ley de medios, pero 
fueron escasos: el canal de la Intendencia de Montevideo, TV Ciudad, 
ganó un concurso que le permitió la transmisión de partidos de fútbol; 
la URSEC multó a los canales privados por incumplir la regulación 
respecto a las tandas comerciales, y el INAU aplicó los artículos de 
protección de los derechos de los niños y niñas en repetidas ocasiones.
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Finalizando el período, con magros resultados (y con un Consejo 
de Comunicación Audiovisual aún no conformado), la oposición ya ha 
declarado que derogará la LSCA, en caso de que cuente con las ma-
yorías necesarias para hacerlo tras la elección de octubre de 2019.105

La falta de avance del horario electoral gratuito para la campaña 
electoral (aunque se incluyeron modificaciones en el proyecto de ley 
ulterior sobre financiamiento de partidos, aún sin aprobarse en el Par-
lamento) y la resistencia de los canales a pasar cualquier programa de 
interés público en forma gratuita (tal como se establece en la ley de 
rendición de cuentas de 2013 y ratificado en la LSCA) hacen aventurar, 
no solo una dura lucha en los años que siguen, sino una probable re-
versión de lo conquistado, en caso de que los equilibrios mayoritarios 
del FA, que existen hoy, no prosperen después de la elección de 2019.

El editorial del diario El País del 10/4/2018106 es una muestra de 
la posición de gran parte de los medios con relación a una ley que no 
solamente es muy medida, sino que pasó airosa los tests de inconsti-
tucionalidad. En el copete de ese editorial titulado «El embrollo de 
la Ley de Medios», puede leerse: «Aún sin reglamentar, esta ley sigue 
generando dudas de todo tipo, al tiempo que sigue constituyendo una 
amenaza al ejercicio de la libre expresión, pilar de nuestro sistema 
democrático».

8. EL DEBATE SOBRE LOS ACUERDOS DE COMERCIO  
E INVERSIONES
El debate sobre la política exterior de Uruguay estuvo presente desde 
el primer período de gobierno del FA y se inauguró con el diferendo 
desatado con Argentina por la instalación de una fábrica de celulosa 
sobre el río Uruguay. El conflicto binacional se extendió durante cinco 
años y se terminó resolviendo en la Corte Internacional de Justicia de 
La Haya.

La otra gran discusión en materia de política exterior durante la 
primera administración frenteamplista estuvo dada por la posibilidad, 

105  Álvaro Delgado, senador del sector político de Luis Lacalle Pou, sostuvo en un 
acto político, según consigna el diario El País el 10/6/2019, que: «el FA y el gobierno 
llevan adelante una campaña “cruenta y feroz” contra los medios de comunicación 
“para tratar de que tuerzan la realidad y no den malas noticias”. Por eso Lacalle Pou 
proyecta derogar la ley “en pos de la libertad, la democracia, la República, la prensa 
libre e independiente» (véase https://www.elpais.com.uy/informacion/politica/fren-
te-antidemocratico-trata-censurar-medios.html, consultado en junio de 2019).
106  Véase https://www.elpais.com.uy/opinion/editorial/embrollo-ley-medios.html 
(consultado en junio de 2019).
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al fin no concretada, de firmar un tratado de libre comercio (TLC) con 
Estados Unidos.107

A inicios del segundo gobierno de Vázquez y tercer período del FA, 
el centro volvió a la política exterior con la eventualidad de suscribir 
el llamado Trade in Services Agreement (TISA). Este acuerdo, que lle-
vaba ya más de una decena de rondas de negociación, había contado 
apenas un par de veces con la concurrencia de Uruguay. Ni China, 
ni Argentina, ni Brasil —a saber, los principales socios económicos 
de Uruguay y, en el caso de Argentina y Brasil, también políticos— 
estaban participando del TISA. Como su nombre indica, este es un 
tratado internacional de intercambio de servicios. Ello supone que los 
servicios intercambiables no estarían sujetos a las políticas regulato-
rias que existen en nuestros países para proteger industrias o empre-
sas. En el caso uruguayo, existen un conjunto de normas destinadas 
a proteger, subvencionar o incentivar ramas enteras de producción. 
En el lenguaje del TISA, las normas de «trato nacional», que impli-
can preferencias de algún tipo (entre ellas, arancelarias), son llamadas 
«discriminaciones».

En su momento se entendió que el TISA beneficiaba enormemente 
a Estados Unidos y a Europa, potencias exportadoras de servicios. 
La relación entre los servicios que exportan y los que importan les es 
positiva: exportan más de lo que importan. Pero esa ecuación no es 
necesariamente la misma para países como Uruguay o Brasil, que im-
portan más servicios de los que exportan. La razón para ello es simple: 
el desarrollo tecnológico de las potencias del norte es muy superior al 
nuestro.

Los servicios en el mundo han estado muy asociados a las indus-
trias manufactureras. Cuando estas se desarrollaron también desarro-
llaron diverso tipo de servicios: de diseño, de ingeniería, financieros, 
de transporte o consultorías. Ha sido la industria manufacturera el 
motor del desarrollo de los servicios. Estados Unidos y Europa han 
dislocado sus industrias manufactureras a Asia. China, en particu-
lar, se ha visto enormemente beneficiada con este proceso: a caballo 
de su poderosa industria manufacturera, hoy desarrolla servicios de 

107  La polémica fue intensa y dio lugar a la consolidación de un grupo de intelec-
tuales (el Grupo de los 52) que vertieron argumentos sólidos y mejoraron el nivel 
del debate al incorporar esta discusión en la referida al desarrollo uruguayo. Dicho 
grupo estuvo liderado por el entonces senador Alberto Couriel y por el historiador 
Gerardo Caetano, e integrado por media centena de destacadas personalidades del 
ámbito político, social y académico. El grupo puso en discusión el TLC con Estados 
Unidos e hizo pública una carta enviada a los medios de comunicación en la que 
invitaba a un debate abierto y transparente sobre los alcances del tratado (véase La 
Diaria, 22/9/2006).
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altísima calidad. Pero Estados Unidos y Europa, despojados de ese 
motor y en necesidad de contrarrestar el liderazgo de China, necesitan 
expandir su mercado de servicios para seguir creciendo.

En Uruguay, a la fecha de este debate, se exportaban 3.000 millo-
nes de dólares en los denominados servicios globales; de estos, más 
de 2.000 millones son exportados desde zonas francas (Uruguay XXI, 
2017). Por su parte, el turismo también sobrepasó los 2.000 millones 
de dólares, con un alcance básicamente regional.108

A favor del TISA se habían manifestado las empresas exportadoras 
de servicios, especialmente la Cámara Uruguaya de Tecnologías de 
la Información (CUTI), que adujo que no estar en dicho acuerdo las 
desprotegería respecto de los beneficios que recibían y que mañana 
podrían no recibir. Por otra parte, quienes estaban en desacuerdo re-
cordaron los efectos del TLC con México y el desequilibrio comercial 
con este país, luego de varios años de la firma del tratado.

Dado que el TISA era «heredado» del gobierno de Mujica, Taba-
ré Vázquez resolvió cortar por lo sano y pidió que el FA se expidiera 
sobre el tema. En un plenario realizado en setiembre de 2015, en el 
que se saludó «la iniciativa del presidente Vázquez de sostener que en 
este tema se debe facilitar el conocimiento y la discusión en general 
en la sociedad y en particular consultar a la fuerza política», se con-
sideró que Uruguay no debía continuar participando de las negocia-
ciones. «En atención a nuestra visión sobre el desarrollo integral de 
la Nación, enmarcado en las definiciones programáticas, declaración 
constitutiva y Estatutos de nuestro Frente Amplio, planteamos la in-
conveniencia de seguir participando de las negociaciones del TISA», 
sentenció el plenario en la declaración emitida sobre el tema.109

En ocasión de la campaña electoral de 2019, el tema resurgiría y 
varios de los candidatos de la oposición (Ernesto Talvi del PC, Juan 
Sartori del PN) establecieron en sus programas de gobierno la urgen-
cia de la vuelta a integrar el TISA.

El debate sobre la política comercial internacional volvió a to-
mar relevancia cuando un nuevo TLC, ahora con Chile, y un trata-
do de protección de patentes llegaron al Parlamento para su ratifica-
ción. En oportunidad de esta discusión, las especialistas en política 

108  Véase la nota «Los 2.300 millones de dólares ingresados en 2017 posicionaron al 
turismo como principal exportador de Uruguay», publicada en el sitio web de Presi-
dencia de la República el 8/11/2018. Recuperado de https://www.presidencia.gub.uy/
comunicacion/comunicacionnoticias/astori-economia-turismo-receptivo-camara-es-
paniola (consultada en junio de 2019).
109  Véase la nota «Estar o no estar», publicada en La Diaria el 7/9/2015. Recuperado 
de https://ladiaria.com.uy/articulo/2015/9/estar-o-no-estar/ (consultada en junio de 
2019).
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internacional Viviana Barreto y Natalia Carrau señalaron que «el tra-
tado de libre comercio con Chile firmado por nuestro gobierno signifi-
có la primera señal a la comunidad internacional de que nuestro país 
está dispuesto a negociar contenidos colocados sobre la mesa de las 
negociaciones comerciales internacionales por los países del centro 
capitalista. Son esos contenidos los que están en juego en las nego-
ciaciones entre el Mercosur y la Unión Europea que están en curso, y 
muy plausiblemente en el resto de los procesos de negociación recien-
temente iniciados por el bloque regional».110

Los argumentos para la aprobación de un TLC de nueva genera-
ción (Uruguay ya tenía un TLC con Chile de liberalización de bienes) 
apuntaban a que la liberalización del comercio promueve el bienestar 
de los países, a que no podíamos «quedar aislados» y a que Uruguay 
necesitaba abrir nuevos mercados. Sin embargo, si los acuerdos in-
cluyen, como incluía el TLC con Chile, temas tan sensibles como la 
propiedad intelectual, tribunales externos en la regulación de mer-
cados, inversiones y controversias entre los Estados y las empresas, 
las contrapartidas negativas estaban muy a la vista. «A la izquierda la 
están corriendo las urgencias de “abrir mercados”, de “colocar pro-
ductos”, de la “llegada de inversión extranjera”», sostuvieron Barreto 
y Carrau. Pero «estas urgencias deberían inscribirse en una estrategia 
de desarrollo que tenga como norte la superación de la inserción pe-
riférica y primarizada a la que estamos acostumbrados [acompañada 
de] una política de inserción internacional autónoma, que preserve 
la potestad regulatoria del Estado, que asegure un rol protagónico 
en el desarrollo para sus empresas públicas, que promueva e instale 
mecanismos reales de cooperación que impliquen la transferencia de 
tecnología, que negocie trato especial y diferenciado […]. El comercio 
y la inversión son elementos sustantivos de cualquier política de desa-
rrollo y objetivos loables y esperables de cualquier política de gobier-
no. El problema siguen siendo los instrumentos a través de los cuales 
se promueve el comercio y las inversiones».111

El tema en el que se centró el debate fue el de negociación con lis-
tas negativas, mediante las cuales los gobiernos definen las excepcio-
nes, y el resto de servicios quedaron automáticamente obligados por 
el tratado. Esto se traducía en un problema a futuro: la imposibilidad 

110  Véase «Cuestión de alta sensibilidad democrática», artículo de Viviana Barreto 
y Natalia Carrau publicado en el semanario Brecha el 6/7/2018. Recuperado de ht-
tps://brecha.com.uy/cuestion-alta-sensibilidad-democratica/ (consultado en junio de 
2019).
111  Ibídem.
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de preservar sectores, hoy inexistentes en el país, que mañana podrían 
ser de vital importancia para el desarrollo nacional.112

En el FA, la postura de los defensores del TLC con Chile (todos 
los sectores con excepción del PCU, CG, Compromiso Frenteamplista 
- lista 711, el IR, la Liga Federal Frenteamplista y las bases de Mon-
tevideo y Canelones) podría sintetizarse en las palabras del econo-
mista Fernando Isabella: «el acuerdo […] incluye algunas caracterís-
ticas que entendemos no convenientes a la hora de negociar acuerdos 
comerciales, como la negociación por listas negativas y la “cláusula 
trinquete”. Es deseable que el país, dentro de lo posible, no negocie 
esas condicionantes […] [aunque] entendemos que los riesgos son 
muy limitados».113

El problema para quienes se oponían al acuerdo era que, como 
señalara el también economista Gustavo Buquet: «la estrategia de la 
cancillería está dirigida a firmar este tipo de acuerdos con el resto de 
los países de la Alianza del Pacífico —Perú, Colombia y México—, y 
convertirse en Estado asociado de la Alianza. Y por supuesto, quedar 
a un paso del Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpací-
fico (CPTPP, su sigla en inglés, y conocido por su antigua sigla, TPP), 
integrado por los países de la Alianza del Pacífico y sus estados aso-
ciados más Brunéi, Malasia, Japón y Vietnam. Por lo tanto, Uruguay 
quedará sometido a estas condicionantes con países con los que real-
mente existen grandes asimetrías».114

La discusión entre protección y adaptación al mercado pareció 
recordar, por momentos, discusiones de los años noventa entre pro-
teccionistas y liberalizantes. Quienes defendían al TLC ponían como 
ejemplo el sector del software (de amplia expansión en Uruguay), 
que, en términos de Isabella y su colega Juan Labraga, «nació glo-
bal», compitiendo con la producción de otros países, y logró que las 
empresas se profesionalizaran sin depender del Estado «para que lo 

112  Ejemplo de ello es el problema que generó la expansión de Farmashop —de 
capitales chilenos— y la imposibilidad del gobierno, a pesar de su firme decisión de 
hacerlo, de limitar la cantidad de farmacias pertenecientes a una sola firma. Esto 
ocurrió porque el tratado bilateral de inversiones (TBI) con Chile se negoció con 
listas negativas y el negociador omitió reservar el sector farmacéutico minorista.
113  Véase «La inserción internacional de Uruguay y el TLC con Chile», artículo de 
Fernando Isabella publicado en La Diaria el 2/5/2018. Recuperado de https://ladia-
ria.com.uy/articulo/2018/5/la-insercion-internacional-de-uruguay-y-el-tlc-con-chile/ 
(consultado en junio de 2019).
114  Véase «El TLC con Chile sí condiciona la soberanía regulatoria de Uruguay», ar-
tículo de Gustavo Buquet publicado en La Diaria el 19/6/2018. Recuperado de https://
ladiaria.com.uy/articulo/2018/6/el-tlc-con-chile-si-condiciona-la-soberania-regulato-
ria-de-uruguay/ (consultado en junio de 2019).
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protegiera contra las importaciones a costa de los consumidores». 
Según los autores, «el sector se desarrolló sin necesidad de medidas 
proteccionistas».115

Entre quienes sostenían una posición crítica al TLC, Buquet, cita-
do más arriba, argumentó que: «Uruguay debería seguir desarrollan-
do, como lo ha hecho en la mayoría de los acuerdos firmados hasta 
ahora, mecanismos comerciales de integración sin comprometer sus 
estándares internos de regulación económica».116

El debate en la interna del FA fue intenso, duró meses y estuvo guia-
do por una suerte de polémica de los noventa entre proteccionistas y 
aperturistas, que antes era un parteaguas entre derecha e izquierda, y 
ahora lo era al interior de esta última. Los partidos de la oposición, al 
ver que esta división se trasladaba al interior del partido de gobierno, 
anunciaron que darían sus votos en el Parlamento para la aprobación 
del tratado, en el caso de que faltasen los votos del FA. Los defensores 
del TLC Uruguay-Chile pronto salieron del esquema de pura defensa 
de la estrategia comercial para pasar a sombrías previsiones sobre la 
credibilidad del país en el caso de que el acuerdo no fuera ratificado, 
incluida la propia credibilidad del gobierno si su partido no lo acep-
taba. Los argumentos se volvieron extremos. En palabras de Isabella: 
«el mensaje que inequívocamente transmitiríamos en ese caso es que 
vamos a rechazar cualquier acuerdo comercial, con cualquier país en 
cualquier condición. Y eso sería lapidario para las posibilidades de 
desarrollo del país».117

En el primer plenario del FA que discutió el tema (celebrado el 
5/5/2018) se establecieron posiciones claras respecto a la negociación 
por listas negativas, cláusulas trinquete y comercio electrónico. Allí, 
los argumentos pasaron a ser netamente políticos, angostándose en la 
pura y simple defensa del gobierno. Un plenario posterior (realizado 
el 23/6/2018) resolvió mandatar a las bancadas parlamentarias del FA 
a aprobar el tratado y encomendó a los órganos de la fuerza política 
«el seguimiento de la evolución e implementación de los acuerdos, 
buscando procesar previa y adecuadamente los mismos (sic) en clave 
frenteamplista».118

115  Véase «Sigue el debate: el TLC con Chile y el TCP», artículo de Fernando Isabella y 
Juan Labraga publicado en La Diaria el 21/5/2018. Recuperado de https://ladiaria.com.uy/
articulo/2018/5/sigue-el-debate-el-tlc-con-chile-y-el-tcp/ (consultado en junio de 2019).
116  Buquet (2018), artículo en La Diaria, ya citado.
117  Isabella (2018), artículo en La Diaria, ya citado.
118  Texto completo de la resolución del plenario del FA recuperado de https://www.fren-
teamplio.uy/resoluciones/item/96-resoluciones-plenario-nacional-23-de-junio-2018_96 
(consultado en junio de 2019).
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9. EL DEBATE SOBRE LA EDUCACIÓN

9.1. SEAN LOS ORIENTALES TAN ILUSTRADOS COMO… EN EL PASADO?
Uruguay fue un país de temprana escolarización y precoz desarrollo 
de su sistema educativo. La llamada reforma vareliana, introducida en 
el último cuarto del siglo XIX, avanzó enormemente en la expansión 
de la educación básica, y este proyecto coadyuvó, en las tres primeras 
décadas del siglo XX, a la rápida modernización del país.

Hacia mediados del pasado siglo, Uruguay tenía el mayor nivel 
educativo de América Latina, junto con Argentina. Sin embargo, el 
estancamiento económico de los años sesenta; la instauración de la 
dictadura cívico-militar (1973-1985) y su destrucción del sistema edu-
cativo (fin de las autonomías en la enseñanza, intervención de la uni-
versidad, reducción del gasto público en educación, despidos masivos 
de docentes), y la restauración conservadora, que luego del período 
autoritario llevó a ensayar diversas reformas del sistema educativo, 
no solo no consiguieron modificar sustancialmente los resultados en 
la materia, sino que también propiciaron una mayor fragmentación y 
balcanización de las instituciones de dicho sistema.

La crisis de 2002 (que estalló tras la recesión instalada desde 1998) 
empeoró todos los indicadores sociales del país (la pobreza se dupli-
có, el producto cayó a la mitad) y catalizó el triunfo de la izquierda al 
frente del gobierno nacional desde 2005. El compromiso de destinar 
4,5 % del PBI a la educación (compromiso que las organizaciones so-
ciales y los sindicatos de la educación habían logrado plebiscitar en 
1994 sin conseguir las mayorías necesarias para su aprobación) y de 
modificar la ley de educación que en los años setenta había eliminado 
la autonomía de las instituciones de la enseñanza condujo a la es-
trategia y al programa de reforma educativa más ambicioso desde el 
retorno de la democracia en Uruguay.

Durante el primer período de gobierno de izquierda (2005-2010) se 
inició el llamado Congreso de la Educación, en el que participaron mi-
les de docentes y se establecieron las bases de la reforma. Asimismo, 
se produjo un aumento del salario docente de más de 30 % y se im-
plementó el denominado Plan Ceibal, que entregó una computadora a 
cada escolar. La ley de educación aprobada, sin embargo, no satisfizo 
a todos. A pesar de dar participación a los docentes en los entes recto-
res, el gobierno no volvió a retomar la idea de la autonomía educativa 
(como la practicada por la Universidad) y la ley fue resistida por una 
parte de la izquierda (el PCU no la votó).

Las estadísticas educativas, a pesar de la inversión presupuestal 
realizada, no reflejaron transformaciones estructurales del sistema: 
la tasa de egreso en la enseñanza media se mantuvo virtualmente 
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estancada en los valores de mediados de los noventa. Aumentó la ma-
trícula en educación inicial (3 a 5 años), se registraron mejores resul-
tados en las pruebas del Programa Internacional para la Evaluación 
de Estudiantes (PISA, por su sigla en inglés), pero la brecha educativa 
entre los sectores socioeconómicos mejor posicionados y las clases 
bajas y medias-bajas siguió siendo increíblemente alta. Mientras el 
mayor nivel educativo alcanzado por los dos primeros quintiles co-
rresponde a la enseñanza primaria, en los quintiles superiores pre-
dominan los estudios terciarios: uno de cada diez de los más pobres 
termina el liceo, y nueve de cada diez de los más ricos lo consiguen.

Uruguay empezó a vivir dramáticamente el problema de la educa-
ción recién a partir de la recuperación económica. Con la multiplica-
ción de los puestos de trabajo y la demanda de mano de obra califica-
da, los gobiernos se hicieron conscientes del déficit educativo que el 
país experimentaba en cualquier hipótesis de desarrollo sustentable 
posible.

En el segundo gobierno frenteamplista, el entonces presidente José 
Mujica le dio a la educación el carácter de prioridad y se dispuso a 
hacer un acuerdo nacional con los partidos de la oposición con rela-
ción al tema. Los partidos trazaron una hoja de ruta que tenía como 
meta aumentar la cobertura y la calidad de la educación en todos los 
niveles. Sin embargo, estos acuerdos no llegaron lejos, y el ministro 
de la cartera se transformó en uno de los representantes del gobierno 
más sometidos a interpelaciones en el Parlamento. A pesar de todos 
los esfuerzos, y mientras mejoraba la matrícula en educación inicial y 
aumentaba la matrícula universitaria, los números de secundaria per-
manecían estancados. Asimismo, la importancia del tema en el debate 
público, a propósito del acuerdo nacional impulsado, y los múltiples 
conflictos desatados con los gremios educativos en cada aprobación 
anual del presupuesto nacional hicieron que la educación pasara a ser 
un tópico de preocupación central en las encuestas de opinión públi-
ca, y la opinión sobre la gestión de la política —de mano de la crítica 
de los partidos de la oposición— se volvió fuertemente negativa.

En el segundo de gobierno de Vázquez, la educación siguió siendo 
objeto de fuertes críticas, pero perdió centralidad en la discusión, ha-
bida cuenta de que la seguridad pública y las denuncias de corrupción 
ocuparon la escena. Lo más controversial sobre el tema estuvo dado 
por la resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) 
(el 24/8/2015) que declaró esenciales los servicios correspondientes a 
los centros de educación inicial, primaria, secundaria, educación téc-
nico profesional y centros de formación docente, y que estableció en 
30 días la duración de la medida de esencialidad.
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Los motivos de dicha resolución remitían a varias cuestiones, entre 
ellas que las decisiones adoptadas por las organizaciones sindicales 
comprometían —dada su extensión— el derecho a la educación de 
niños, niñas y adolescentes, que el Estado había agotado todas las 
instancias de negociación, pero que los gremios habían decidido con-
tinuar con la huelga.

Un informe publicado oportunamente por el Instituto Cuesta 
Duarte señaló que «la resolución se fundamenta en una norma de du-
dosa constitucionalidad, observada por el Comité de Libertad Sindi-
cal, parte de un supuesto fáctico y jurídico erróneo y comporta una 
prohibición del derecho de huelga en la Educación Pública, al decla-
rar servicios esenciales a toda la actividad». Asimismo, sostuvo que 
no estaban dados los supuestos que la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) establece para estas declaratorias de esencialidad, a sa-
ber: la «existencia de una amenaza evidente e inminente para la vida, 
la seguridad o la salud de toda o parte de la población».119

Como era de esperarse, la declaratoria de esencialidad galvanizó a 
los gremios docentes y, aun en aquellos gremios más moderados que 
evidenciaban estrategias diferentes y un talante de negociación dis-
tinto al de los más intransigentes, la ira se desató. Las movilizaciones 
fueron espontáneas, numerosísimas y en todo el país. Se ocuparon 
centros de enseñanza y el PIT-CNT respaldó al movimiento. Se consi-
deró que el decreto era ilegal y que violentaba el derecho de huelga e, 
incluso, se evaluó denunciar al Estado uruguayo ante la OIT.

Una semana después de decretada la esencialidad, ante las enor-
mes manifestaciones realizadas y la imposibilidad práctica de llevar a 
cabo la medida, el Consejo de Ministros decidió por unanimidad dejar 
sin efecto el decreto y se resolvió, por unanimidad, aprobar un acta 
firmada por representantes gubernamentales y de los sindicatos de la 
enseñanza para reanudar las clases el 1.° de setiembre.

El decreto de esencialidad fue, sin duda, una pésima jugada. Poco 
efectivo, antipático para los gremios y para toda la población, dejó 
al gobierno en falsa escuadra con sus viejos aliados. Y profundizó la 
brecha entre la izquierda social y la izquierda política, con consecuen-
cias muy negativas hacia el propio movimiento. En las elecciones para 
designar representantes de los docentes ante ANEP, en noviembre de 
2015, el voto en blanco y anulado fue la opción mayoritaria. También, 
por primera vez, fue elegido un representante que no pertenecía a las 

119  Texto completo del informe escrito por Mario Pomatta y Héctor Zapirain, 
publicado en agosto de 2015, recuperado de http://www.cuestaduarte.org.uy/in-
vestigacion/relaciones-laborales/documentos/item/295-informe-sobre-resoluci%-
C3%B3n-de-esencialidad-en-la-educaci%C3%B3n (consultado en junio de 2019).
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filas de la izquierda, sino que era del PC, Robert Silva, asesor del sena-
dor Pedro Bordaberry.120

El debate sobre la educación estuvo lleno de mitos y falacias. Muy 
en el fondo, se transparentaban dos tipos de asuntos. En primer lugar, 
tenía que ver con el control político de la educación, una discusión 
que venía desde la aprobación de la Ley n.° 14.101, llamada General 
de Educación, votada en enero de 1973, y que había contado con los 
votos del entonces oficialismo colorado y del sector no wilsonista del 
PN.121

El segundo asunto en debate estaba dado por la controversia sobre 
la educación pública y privada, y por la posibilidad, para muchos, de 
que el Estado pagara (un voucher) a los centros de enseñanza, pero 
que la gestión de la educación fuera privada. Dada la importancia que 
había ido asumiendo la enseñanza privada en la canasta de servicios 
de las clases medias, la conflictividad siempre presente con los gre-
mios de la educación y los magros resultados evidenciados en materia 
de egreso liceal, este tema estuvo permanentemente en el centro de la 
cuestión.

9.2. DISPAREN CONTRA LA EDUCACIÓN
Habida cuenta del rezago estudiantil en secundaria, del aumento de la 
conflictividad docente, de la ruptura de los acuerdos multipartidarios 
y de la fuerte prédica de la centroderecha del espectro político (a la 
que se sumaba, alguna vez, la izquierda) contra los gremios, los do-
centes y las políticas públicas de educación, de un modo u otro, todos 
comenzaran a disparar contra la educación. Los docentes perdieron 

120  Tiempo después, elegido como compañero de fórmula para las elecciones nacio-
nales de 2019 por el candidato presidencial colorado Ernesto Talvi.
121  Esa ley suprimió la autonomía de los consejos de Educación Primaria, Secunda-
ria y Técnica, sujetos a la tutela de un Consejo Nacional de Educación, cuyos miem-
bros debían ser designados por el Poder Ejecutivo. Las manifestaciones y repudios a 
esa normativa por parte de todo el movimiento sindical y todas las ramas de la edu-
cación fueron generalizados. Cuentan las crónicas que, durante su tratamiento «de 
urgencia» en el Parlamento, el presidente del Senado, Jorge Sapelli, tuvo que ordenar 
varias veces el desalojo de las barras ante las manifestaciones contrarias. El profe-
sor Mario Cayota, entonces integrante de la gremial de profesores de Montevideo, 
declaró en aquella oportunidad: «es claro que se trata de establecer un régimen de 
terror. Directores e inspectores ejercerán sus cargos en una situación de permanente 
precariedad dado que pueden ser removidos sin expresión de causa». Por su parte, 
el entonces diputado del FA Hugo Batalla había expresado: «esta ley ataca directa-
mente a la enseñanza, no despolitiza ni pacifica nada sino que introduce un nuevo 
brote de violencia; es una concepción reaccionaria de la educación». Véase la crónica 
publicada en La Red 21 el 5/1/2004. Recuperada de http://www.lr21.com.uy/politi-
ca/128963-montevideo-cuando-se-aprobo-la-ley-de-educacion-general-o-ley-sangui-
netti (consultada en junio de 2019).
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credibilidad ante la opinión pública y pronto la sociedad entera empe-
zó a considerar a la educación pública del país más como «un proble-
ma» que como parte de la solución.

Uno de los mitos o «sentido común» extendido durante estos años 
ha sido que en Uruguay las clases medias y altas envían a sus hijos a 
los colegios privados que, a diferencia de los públicos, funcionan con 
«excelencia». Sin embargo, en promedio, menos de dos de cada diez 
estudiantes están matriculados en la enseñanza privada. El porcentaje 
más alto de participación en el sistema privado corresponde a primera 
infancia y educación inicial, con un 25 % de los niños y niñas inscrip-
tos en jardines y establecimientos privados en todo el país. En tanto, 
la matrícula pública total es del 83 % en educación primaria (71 % en 
Montevideo y 89 % en el resto del país), del 83 % en educación media 
básica (70 % en Montevideo y 91 % en el resto del país), del 87 % en 
educación media superior (75 % en Montevideo y 94 % en el resto del 
país) y del 89 % en educación terciaria universitaria (Ministerio de 
Educación y Cultura, 2017).

Junto con esto, uno de los errores más frecuentes de apreciación, y 
una de las argumentaciones más esgrimidas por la mitad del sistema 
político uruguayo, es que la educación pública es de mala calidad y 
debería ser reemplazada por la educación privada, que gestiona mejor 
y no está sometida a las restricciones que le imponen los gremios de 
la educación y el propio Estado. Sin embargo, la comparación entre 
la educación pública y la privada implica una «distorsión de perspec-
tiva» que solo es beneficiosa para esta última, que se imparte en con-
textos socioeconómicos de menor privación relativa, mientras que la 
educación pública atiende a todos.

Otro sentido común extendido en estos tiempos, y que generó un 
fuerte malestar con la educación, fue atribuirle a lo que sucede «den-
tro del aula la responsabilidad por los resultados educativos, y olvidar 
que las determinantes familiares y socioeconómicas del contexto vital 
del alumno explican buena parte de su desempeño y son exógenas a 
las instituciones educativas. Los resultados en materia de educación 
son, solo en parte, responsabilidad del sistema educativo.

También, en el malestar con la educación, el sentido común dis-
paró contra los estudiantes. «Los jóvenes no quieren estudiar» fue la 
consigna (que en su versión más dramática agregaba: «ni quieren tra-
bajar», lo que los convertía en ninis). La idea de que estaríamos frente 
a una suerte de «nueva barbarie» en la cual los jóvenes desatienden 
todo lo que no satisfaga sus necesidades de atención y gratificación 
inmediatas (cuando el principio básico de la educación reside en las 
habilidades para diferir la gratificación). Empero, los estudios indi-
can que los jóvenes son muy conscientes del valor de la educación y, 
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al mismo tiempo, que los retornos de la educación continúan sien-
do altos y crecientes (PNUD, 2009). Pero la valorización del presente 
(como efecto cultural vinculado fuertemente al —muy contemporá-
neo— «primado de la juventud») solo tiene efectos negativos cuando 
se asocia con las poblaciones más vulnerables, ya que entre los jóvenes 
de mayor poder adquisitivo la educación tiende a ser vista instrumen-
talmente como la mejor posibilidad para ascender socialmente en la 
vida y para conseguir trabajos mejor remunerados. En cambio, entre 
los jóvenes de contextos socioeconómicos más pobres, pertenecientes 
a arreglos familiares más precarios y de menores recursos, la dificul-
tad para construir imágenes de futuro se vincula a su propia situación 
de inseguridad y a su «vivir al día». Así, existen grandes desincentivos 
para estudiar y especialmente difícil resulta entender el valor relativo 
de cada año de estudio cuando culturalmente se sobreentiende que los 
retornos educativos comienzan a rendir a partir de un ciclo entero de 
estudios (por ejemplo, la secundaria terminada).

Asimismo, la necesidad de integrarse tempranamente al mercado 
de trabajo (especialmente en un contexto de crecimiento económico 
con ofertas de empleo) para complementar ingresos, el comienzo pre-
coz de una vida familiar independiente o las numerosas discrimina-
ciones que sufren los jóvenes más desaventajados desde el punto de 
vista económico y social generan poderosos impulsos para la desvin-
culación del sistema educativo.

Sin duda, buena parte de las culpas por los problemas de egreso 
liceal recayeron sobre la formación docente. Pero los salarios y cargas 
laborales asociadas a la labor docente siempre han conspirado contra 
la «calidad» de esta. Los docentes uruguayos y latinoamericanos, con 
algunas diferencias entre primaria y secundaria, han sido, desde hace 
décadas, muy mal pagos. Dada la magnitud de la «mano de obra» do-
cente, como resultado de la expansión de los distintos ciclos educati-
vos, los gobiernos han tendido a hacer del sueldo docente una variable 
de ajuste en épocas de crisis. Y tampoco han sido los más beneficiados 
en épocas de «vacas gordas». El resultado agregado de estas eleccio-
nes políticas ha hecho desertar a muchos maestros y profesores de su 
trabajo, acumular más horas de clase de las que es razonable impartir 
y, en general, ha reducido los incentivos para estudiar magisterio o 
profesorado.

La evolución de los egresos en el sistema de formación docente 
pone en evidencia la cantidad insuficiente de quienes logran terminar 
las carreras de formación en educación. He aquí un primer problema 
a destacar a este respecto. Entre los años 2000 y 2016 se contabilizan 
un total de 29.509 egresos de las carreras de formación docente, lo 
que da un promedio de egresos anual de 1.736 estudiantes. En los 
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primeros seis años de esa serie, los ingresos superaban los 2.000 por 
año, y a partir de 2007 esa cifra cae a un promedio de 1.208 estudian-
tes, casi la mitad de quienes lo hacían en 2001. Una parte de estas 
caídas se debe al ingreso y otra a la caída de la tasa de egreso propia-
mente dicha (Consejo de Formación en Educación, 2018).

El segundo problema con la formación docente es que se tiende a 
asimilar la falla educativa con la dificultad de los docentes para asimi-
larse a las nuevas generaciones que son nativas digitales. Esta explica-
ción solo puede dar cuenta, ciertamente, de las generaciones docentes 
más veteranas, pero es inaplicable a las generaciones de docentes más 
jóvenes, que tienden y tenderán a ser tan digitalizadas como sus es-
tudiantes. El quid de la cuestión, en todo caso, reside en que los pro-
gramas de estudio no están específicamente diseñados para genera-
ciones que son nativas digitales porque, en general, esta acomodación 
aún no se ha terminado de procesar en ningún lugar del mundo. Por 
otro lado, el sistema no prevé la flexibilidad suficiente para adaptarse 
permanentemente a los cambios en la cultura comunicacional, y los 
docentes se ven obligados a impartir todos los programas para los que 
están contratados. Por consiguiente, los incentivos están mucho más 
poderosamente orientados al cumplimiento de metas programáticas 
más o menos rígidas y acordadas en planes de estudios que a adapta-
ciones creativas en torno al grupo.

En tercer lugar, se olvida que los docentes se ven responsabiliza-
dos por funciones no docentes (contención familiar, social) que exce-
den su preparación y funciones. La violencia en los centros escolares, 
los problemas de discapacidades de diverso tipo, así como exigencias 
cada vez más orientadas a la polifuncionalidad generan un estrés do-
cente que formaría parte del displacer de la docencia y genera contin-
gentes de profesores que sienten al trabajo mal pago y muy exigido.

Frente a todos estos problemas, la oposición, los medios de co-
municación y buena parte de la opinión pública expresada a través 
de estos refuerzan la exigencia de calidad, y cada nuevo resultado de 
las pruebas PISA ha suscitado una nueva controversia nacional. Pero 
a menudo se olvida que existe un trade off entre calidad y expansión 
educativa. La calidad entendida como aumento de las exigencias edu-
cativas tiende a generar resultados indeseables. Puede conducir a una 
deserción del sistema (los alumnos desertan porque sienten que no 
están a la altura de las exigencias que el sistema educativo impone). 
También puede llevar a una repetición de los cursos traducida no en 
alguna mejora, sino en el rezago y aumento de las edades relativas, 
lo que dificulta el ajuste del rezagado a grupos de menor edad, con 
impactos sobre la autoestima y la discriminación. Asimismo, la con-
cepción de las pruebas y exámenes como una suerte de carrera de 
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obstáculos a la que el alumno se enfrenta —y que es la medida antici-
pada del éxito en la vida— aparece fuertemente disociada del proceso 
de aprendizaje.

El gran problema de la educación, sin embargo, no es la calidad 
entendida como excelencia de los educandos: de hecho, si tomamos 
un indicador cualquiera de calidad (las pruebas PISA, por ejemplo), 
Uruguay ranquea bien, comparado con sus pares de la región. Lo que 
muestran los indicadores de calidad es la existencia de la llamada bre-
cha educativa que todo promedio oculta: las capacidades y destrezas 
de los alumnos de los estratos más pobres son muy inferiores a las de 
los estratos medios y medios altos.

Los buenos resultados de la educación no se miden por la fabrica-
ción de alumnos excelentes, sino por la expansión de las oportunida-
des educativas a todos. Necesitamos eliminar la barrera de obstáculos 
a que conduce un sistema de elites: precisamos un sistema educativo 
que no expulse, sino que contenga. Que esté al servicio de los menos 
preparados, no de los más preparados. Cualquier profesor conoce este 
dilema calidad-equidad: los estándares de exigencia en un grupo no 
pueden ser abstractos, universales o pensados con independencia del 
grupo en cuestión, sino que deben adaptarse a él. Si los alumnos no 
pueden acceder a los estándares de exigencia que les impone el siste-
ma, ¿quién tendrá la culpa?, ¿los alumnos o el sistema? La educación 
debe ser pensada en función de los alumnos, y no con independencia 
de calidades, preferencias y rendimiento. Lo contrario es el procedi-
miento elitista: un grupo de alumnos especialmente preparados apro-
vechan integralmente el proceso pedagógico: el resto —la mayoría— 
permanece en las sombras. Los educadores, resignados, darán clases 
para aquella minoría que pueda aprovecharlas.

Esa concepción abre un campo de confrontaciones por preferen-
cias ideológicas y políticas de las que nadie que haya participado en la 
educación está ausente. Los partidarios de la educación pública creen 
que la inteligencia de una sociedad se mide por la inteligencia colec-
tiva de su gente y no por la excelencia de sus mejores exponentes. En 
un país como Uruguay, que ha sufrido el empobrecimiento (y retraso 
cultural y educativo) de su sociedad en los últimos cincuenta años, 
el dilema se abre con perspectiva dramática. Un sistema educativo 
históricamente preparado para un país de clases medias sufre la inva-
sión —producto de la masificación de secundaria— de poblaciones de 
educandos crecidos en hogares caracterizados por severas privaciones 
sociales, económicas y culturales de toda índole.

En el caso uruguayo, la escuela y el liceo públicos fueron institu-
ciones que «mezclaron» a las clases sociales durante mucho tiempo, 
ya que el aula los reunía a todos: a la hija del obrero industrial y al 
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hijo de las prósperas clases medias uruguayas. Ello permitía una cir-
culación de saberes, sensibilidades y experiencias en la que todos se 
templaban. Y esta mezcla fue posible porque la educación en el país 
fue la más inclusiva de todas las políticas. Sin embargo, la sociedad 
uruguaya se fue fragmentando social, regional y educativamente. La 
fragmentación social en el territorio fue determinante de la fragmen-
tación de los espacios educativos, que están anclados, inexorablemen-
te, a un territorio. Como contraposición, la circulación de saberes, 
destrezas y sensibilidades permanece hoy acotada al espacio, sin 
duda, más homogéneo socialmente de los barrios pobres, separados 
de los barrios de clase media o media alta.

Finalmente, la idea de que «los gremios docentes son los respon-
sables de los problemas de la educación» también fue un sentido co-
mún, repetido por más de un político frentista connotado a lo largo 
de estos años. Los docentes —en general— y los gremios —en particu-
lar— han sido estigmatizados por buena parte de la clase política, de 
los medios masivos de comunicación y, últimamente, por buena parte 
de la población. De más está decir que la negatividad reinante res-
pecto a la función docente y a los gremios conspira contra cualquier 
posibilidad de «sana» negociación: erosiona el propio clima gremial; 
desestimula la participación ampliada de los docentes en sus gremios 
y, consiguientemente, va en detrimento de la calidad de sus dirigentes; 
favorece respuestas autoritarias de las autoridades y tiende, inevita-
blemente, a modelar confrontaciones gobierno-gremios de suma cero, 
con un impacto más negativo sobre la imagen docente que sobre la del 
gobierno.

Pero los gremios docentes representan los intereses de los tra-
bajadores y ni el ejecutivismo político ni la autonomía docente son 
instrumentos que puedan garantizar resultados por sí solos. Ahora 
bien, la participación ampliada en el proceso de toma de decisiones, 
además de ser una preferencia política clara de aquellos con visiones 
participacionistas de la democracia, es el único reaseguro para que las 
transformaciones y las reformas educativas sean asimiladas por las 
instituciones y llevadas a cabo sin bloqueos o vetos. En general, las re-
formas introducidas a presión, por muy buenas que sean sus intencio-
nes, tienden a ser resistidas por los docentes y, por ende, a evidenciar 
pocos y magros resultados en el corto o mediano plazo.

Sin duda, no habrá transformación de la educación sin participa-
ción de docentes y estudiantes, aunque siempre exista la posibilidad 
de que las reformas se bloqueen porque el consenso obligado entre 
todas las partes tienda al gatopardismo de hacer como que se cambia 
todo para no cambiar nada (o, en el límite positivo, a mejorar todo sin 
transformar nada).
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9.3. DE EDUCACIÓN Y DESARROLLO
Por último, una falacia largamente extendida es que la educación es 
una precondición del desarrollo y que si vertimos enormes cantidades 
de dinero en la educación, al tiempo que desarrollamos programas 
de reformas más o menos radicales o reestructuradores de lo que su-
ponemos son los principales obstáculos del sistema, alcanzaremos el 
desarrollo per se. El error aquí es olvidar que el desarrollo también es 
importante para la educación y que ambos fenómenos covarían.

El modelo de desarrollo es determinante para generar incentivos 
para la educación: un modelo de acumulación que solo incorpora 
mano de obra no calificada no generará incentivo alguno para que la 
mano de obra se califique, entre otras cosas. A menos que «obligue-
mos» a los alumnos a estudiar (y ni siquiera se precisa leer a Freud 
para entender que hay algo del «deseo» que está asociado a los éxitos 
educativos), en general los alumnos interpretarán (y también lo harán 
sus familias) la forma en que el sistema recompensa a la educación. 
Así, modelos económicos basados en economías primarias, ahorra-
doras de mano de obra, o basados en mano de obra intensiva de baja 
calificación relativa generarán un sistema de desincentivos para la 
educación, que no podrá ser contrarrestado por políticas voluntaris-
tas de estímulos.

Las probabilidades de éxito serán mayores cuanto más la economía 
(y el rol del Estado en central en esto) incentive la creación de empleos 
de mayor exigencia educativa, al tiempo que fortalezca la incorpora-
ción de innovación y tecnología en el ámbito privado y estimule a las 
empresas a que también desarrollen capacitación de sus trabajadores 
(que coadyuve y sea complementaria con el ciclo educativo).

Uruguay, al igual que América Latina, se encuentra en una encru-
cijada de varios caminos, y el debate sobre la educación ha queda-
do inconcluso. El país ofrece hoy un panorama complejo de logros 
y rezagos educativos. Los resultados son variables, según los niveles 
educativos que se evalúen. Los datos del Informe sobre el estado de 
la educación en Uruguay 2015-2016 del Instituto Nacional de Evalua-
ción Educativa (INEEd) muestran un incremento en la cobertura de 
la educación obligatoria para niños, niñas, adolescentes y jóvenes en-
tre 2006 y 2015, con especial expansión de la enseñanza durante los 
primeros años de vida. En el citado período, la cobertura de la llama-
da educación inicial pasó del 46 % al 68 % para los niños y niñas de 
3 años de edad, del 77 % al 91 % para los de 4 años y llegó a casi el 
total de los de 5 años (se incrementó del 95 % al 99 %) (INEEd, 2017: 
32). Sin embargo, persisten importantes desigualdades al analizar el 
acceso por quintiles de ingreso, en particular en las edades más tem-
pranas. Mientras el 91 % de los niños y niñas de 3 años de edad que 
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pertenecen a los hogares más ricos acceden a la educación inicial, en 
los hogares más pobres ese acceso cae al 54 % (INEEd, 2017: 30-31).

En enseñanza primaria, la asistencia al sistema educativo para las 
edades comprendidas entre los 6 y los 11 años es prácticamente uni-
versal (INEEd, 2017, p. 29), al tiempo que, entre 2006 y 2015, aumen-
tó la cobertura para los y las adolescentes de 15 (del 80 % al 86 %), 16 
(del 73 % al 78 %) y 17 años de edad (del 62 % al 72 %).

Es en la educación media donde la permanencia del estudiantado 
en el sistema comienza a ser un problema, junto con el aumento del 
rezago. Hacia 2015, mientras el porcentaje de egreso sin rezago fue 
del 90  % del alumnado en primaria, lo fue del 60  % en enseñanza 
media básica y del 31 % en media superior. Si ya a los 10 años el 18 % 
de niños y niñas cursan con rezago, a los 13 años el 29 % de los y las 
adolescentes o bien están rezagados/as, o bien han abandonado sus 
estudios. En tanto, a la edad de 17, aproximadamente, un tercio de 
los y las adolescentes cursan el grado esperado (34 %), otro tercio está 
con rezago (39 %) y el otro tercio no se encuentra estudiando (27 %). 
Entre los y las jóvenes de 17 años que asisten al sistema educativo sin 
rezago, el 76 % se ubican en el quintil de mayores ingresos y el 17 % 
en el quintil de menores ingresos.

En cuanto al promedio de escolaridad de los y las jóvenes de 20 a 
24 años, el citado informe del INEEd (2017) subraya que aquel se ha 
mantenido estable en nueve años de escolaridad durante las últimas 
tres décadas (ello calculado a partir del primer grado de educación 
primaria).

Este fenómeno es estructural y la brecha educativa en la enseñanza 
media son quizá la manifestación más evidente de las desigualdades 
estructurales en el país: mientras casi todos terminan primaria, aun 
los más pobres, solo una minoría de 4 de cada 10 uruguayos y uru-
guayas completan la secundaria. El ciclo básico de enseñanza media 
es culminado por el 50 % de los más pobres y por el 95 % de los más 
ricos. Pero la deserción se masifica en el ciclo superior de secundaria: 
solo el 15 % de los más pobres lo terminan, frente al 71 % de los más 
ricos (INEEd, 2017: 44-45).

La tercera parte de la población de entre 25 y 60 años tiene como 
máximo nivel cursado primaria. Pero la disparidad entre el 20 % más 
pobre y el 20 % más rico es enorme. En el 20 % más pobre, el 53 % 
solo llegó a primaria y el 43 % llegó a secundaria. Los que finalizaron 
educación terciaria son el 1,2 %. Entre la población más rica, el 7 % 
solo tiene primaria, el 44 % tiene secundaria y el 49 % tiene enseñanza 
terciaria (INEED, 2017).

El Informe sobre el desarrollo humano para Mercosur (2009-2010) 
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2009), 
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que tuvo como tema la juventud y el desarrollo humano, mostró que, 
hacia comienzos de esta década, Uruguay no solo estaba rezagado con 
respecto a Argentina (el país con los mayores logros en educación, a 
todos los niveles, para entonces), sino que mientras Brasil y Paraguay 
avanzaban, nosotros nos mostrábamos estancados. En Argentina, Pa-
raguay y Brasil, los jóvenes de entre 20 y 24 años con enseñanza media 
completa ya superaban el 50 % hace diez años, mientras que hoy en 
Uruguay la cifra es del 40 % (INEEd, 2017). La explicación más pro-
bable para esta situación está dada, en términos comparados, por la 
brecha que existe en la asistencia al sistema educativo por parte de 
jóvenes de entre 15 y 19 años pertenecientes a los hogares más po-
bres (quintil 1) y a los más ricos (quintil 5). Esta brecha, en Uruguay, 
era muy superior a la existente en Brasil, Argentina y Paraguay. Si se 
piensa que, con la excepción de Argentina, Uruguay es bastante más 
igualitario que Paraguay y Brasil, se entenderá la magnitud del fenó-
meno. Por consiguiente, sin una inversión maciza en la educación de 
la población más pobre, el país no solo no conseguirá avanzar, sino 
que irá, progresivamente, perdiendo pie aun en el contexto regional.

10. MIDIENDO LOGROS Y DÉFICITS DE UNA DÉCADA Y MEDIA  
DE PROGRESISMO EN URUGUAY122

10.1. EL DESEMPEÑO DE LA ECONOMÍA URUGUAYA  
Y SUS IMPACTOS EN LA POLÍTICA SOCIAL
Con los gobiernos del FA, el producto en Uruguay registró una década 
y media de crecimiento, hecho inédito en la historia económica del 
país desde mediados del siglo XX. A pesar de la caída del PBI experi-
mentada en la región, Uruguay logró mantener su tasa de crecimiento 
y hacer frente a lo que había resultado impensable: las recesiones de 
las economías vecinas.

Sin embargo, las tres administraciones frenteamplistas estuvieron 
marcadas por tendencias del crecimiento bien distintas. En el primer 
período, y luego del colapso de la economía uruguaya en 2002, el pro-
medio de crecimiento fue superior al 6 % (un crecimiento a «tasas 
chinas»). Durante la presidencia de Mujica, el crecimiento se ralentizó 
y pasó a tasas de 4,5 % en promedio. El tercer mandato fue el más 
difícil, y aunque el promedio de crecimiento se proyectó a 2,5 %, ya 
en 2016 hubo que corregir las proyecciones porque en el contexto re-
gional Uruguay apenas conseguía salir del riesgo de estancamiento al 

122  Los cuadros y gráficos de este apartado están contenidos en el anexo.
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que lo conducía la caída de la actividad económica de buena parte de 
sus vecinos. El gráfico 3 (anexo) ilustra esto.

Gráfico 3. Tasas de variación anual a precios constantes de 2010.  
PBI total y PBI per cápita en Uruguay (2000-2018)

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018
Tasa de variación PBI -1,4 -3,4 -11 2,2 11,8 6,6 4,1 6,5 7,2 4,2 7,8 5,2 3,5 4,6 3,2 0,4 1,7 2,6 1,6

Tasa de variación per cápita -1,8 -3,6 -11 2,2 11,9 6,6 3,9 6,3 6,8 3,9 7,5 4,8 3,2 4,3 2,9 0 1,3 2,2 1,2
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Fuente: CEPAL-CEPALSTAT.

El llamado viento de cola producido por los altos precios de los 
commodities durante estos años (hoy fuertemente deteriorados, espe-
cialmente en la soja, el arroz y la lechería) fue aprovechado inteli-
gentemente por el gobierno. El crecimiento económico le permitió 
tener sustento para las políticas desarrolladas, especialmente para las 
políticas sociales. Al mismo tiempo que tomó nota de lo sucedido en 
la crisis de 2002 para reducir su vulnerabilidad externa, especialmen-
te en el sector financiero,123 desarrolló políticas de protección de in-
versiones124 y aumentó la capacidad de consumo interno mediante el 

123  En el año 2002 se aprobaron las leyes de fortalecimiento del sistema financie-
ro (n.° 17.523) y de bancos (n.° 17.613), que incluyeron las siguientes medidas: 1) 
creación de un fondo de 1.500 millones de dólares (financiado por el FMI, el BM y el 
BID) para garantizar el pago de los depósitos de los ahorristas; 2) reprogramación a 
tres años de los depósitos en dólares de los bancos públicos; 3) intervención de los 
bancos comerciales en quiebra y comienzo de su liquidación; 4) creación del fon-
do de garantía del sistema bancario, con incremento de los encajes del Banco Cen-
tral. Simultáneamente, se comenzaron negociaciones con los tenedores de bonos del 
exterior, las que culminaron en el año 2003. Se logró refinanciar USD 5.236 millones, 
equivalentes al 98 % de la deuda, lo que permitió estirar los vencimientos a un plazo 
de cinco años.
124  Uruguay cuenta con un régimen especial de inversiones (Ley n.° 16.609), Ley de 
Zonas Francas (n.° 19.566), 30 acuerdos bilaterales de inversiones y un conjunto de 
promociones a sectores específicos. Este marco legal se fue fortaleciendo durante los 
gobiernos frenteamplistas.
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mejoramiento de los ingresos de los hogares (producto de las políticas 
laborales, las políticas de transferencia de renta, las políticas de segu-
ridad social y el aumento del gasto público social).

Entre los logros más importantes del gobierno se encuentran la 
formalización del trabajo, el aumento del empleo, la reducción del 
desempleo y el aumento del salario mínimo y del salario real. El nú-
mero de cotizantes del BPS alcanzó los niveles más altos de la historia 
(anexo, gráfico 4), producto del proceso de formalización llevado a 
cabo desde 2005, en el cual la reinstalación de los consejos de salarios, 
la regulación del trabajo rural y del trabajo doméstico, la reforma de 
la salud y el fortalecimiento de la Inspección General del MTSS deben 
ser tenidos en cuenta.

Gráfico 4. Evolución del total de puestos cotizantes al BPS
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Fuente: BPS (2018).

Asimismo, según los datos del Instituto Nacional de Estadística 
(INE), y como lo exhibe el gráfico 5 (al final del capítulo), se consta-
ta un alto número de trabajadores y trabajadoras «sin restricciones 
laborales». Hacia el primer semestre de 2019, más de siete de cada 
diez personas empleadas (72,7 %) estaban registradas en la seguridad 
social y no se encontraban subempleadas.

A su vez, la recuperación de la masa salarial ha sido considerable, 
aun en contextos como el de los últimos tres años de caída del empleo 
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y moderación del ritmo de crecimiento. Los guarismos de la masa 
salarial como porcentaje del PBI, que habían caído a su nivel más 
bajo en la crisis de 2002-2003, experimentaron, luego, un crecimiento 
sostenido hasta alcanzar el 51,7 % del PBI en 2017. Ello fue posible 
no solo por la reducción del desempleo y por la creación de nuevos 
puestos de trabajo (en un contexto en el que aumenta la demanda de 
empleo), que se calculan en unos 300.000 en todo el período, sino por 
una mejoría clara del salario real (anexo, gráfico 6).

Gráfico 6. Evolución del salario real en Uruguay
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Fuente: INE.

Las políticas de salario mínimo son fundamentales en este contex-
to ya que dejan de ser un mero «precio administrativo» y pasan a ser 
una medida efectiva con impactos sobre el salario real en su conjunto, 
en la medida en que la formalización del empleo y los consejos de sa-
larios obligan a pagar, como mínimo, este salario. El salario mínimo 
nacional presiona, así, hacia arriba el ingreso de los hogares de los tra-
bajadores y trabajadoras. Desde el retorno a la democracia, este es el 
período en el que alcanza su nivel más alto. Se multiplicó por 3,7 entre 
2006 y 2018 y creció 10 % en términos nominales en enero de 2017 y 
9,5 % en enero de 2018, cuando se ubicó en 13.430 pesos. Asimismo, 
termina el tercer gobierno frenteamplista, por decreto del presidente 
Vázquez, alcanzando los 15.000 pesos (unos 420 dólares).
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La política laboral, junto con el aumento del gasto público social, 
tuvo efectos inmediatos en el aumento de los ingresos de los hogares. 
La baja de la pobreza fue, quizás, el resultado más llamativo y signi-
ficativo del período. De acuerdo al análisis de la pobreza que en Uru-
guay está basada en un enfoque de ingresos (considera si estos son su-
ficientes o no para cubrir necesidades alimentarias y no alimentarias 
mínimas), se evidencia que entre el primer trimestre de 2006 e igual 
trimestre de 2018 el ingreso de los hogares se incrementó 48 % en tér-
minos reales. En tal sentido, el crecimiento que el país experimentó 
en este período ha sido propobre, en términos de la CEPAL (Medina 
y Galván, 2014). Ello, en el entendido de que el modelo ha logrado 
reducir la pobreza porque ha impulsado políticas públicas que han 
incentivado el crecimiento económico al tiempo que han mejorado la 
distribución del ingreso.

El crecimiento de los ingresos reales da cuenta, además, de un 
ingreso más importante en los hogares más pobres (los ingresos de 
los hogares del primer decil crecieron 113 % en términos reales entre 
2006 y 2017) que en los más ricos (los del décimo decil crecieron, en 
igual período, 31 %). Ello permitió que la incidencia de la pobreza 
haya disminuido muy sensiblemente en los últimos años, del 31,3 % 
en 2002 al 8,1 % en 2018.

La reducción de la desigualdad es clave para entender cómo el cre-
cimiento económico ha tenido un impacto tan importante y directo 
en la disminución de la pobreza y la indigencia (anexo, gráfico 7). En 
condiciones de neutralidad política (y de políticas), los frutos del cre-
cimiento económico se reparten muy desigualmente de acuerdo a la 
capacidad de captar ingresos de los sectores sociales.

Gráfico 7. Evolución de la pobreza y la indigencia (% de personas) (2006-2018)
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Si los ingresos de los más pobres crecieron tres veces más que los 
de los más ricos (que, igualmente, se triplicaron en el período), se 
debe a la disminución de la desigualdad. El gráfico 8 del anexo ilus-
tra el vínculo entre uno y otro fenómeno y, en efecto, muestra cómo 
Uruguay tiene la distribución del ingreso más equitativa de las últimas 
tres décadas.125

Gráfico 8. Crecimiento económico y distribución del ingreso (1990-2017)

Fuente: MEF (2018b) en base al INE.

Siguiendo el informe social presentado por el MEF en el Parlamen-
to, en oportunidad de discutirse el proyecto de Rendición de Cuen-
tas 2017, existen distintas etapas en esta evolución de la desigualdad. 
La mejora en la distribución del ingreso estuvo, en una etapa inicial, 
«explicada por las políticas dirigidas a atender la emergencia social a 
través del Plan de Emergencia Social (PANES), el cual tuvo un efec-
to directo sobre los ingresos de las personas que pertenecían a los 
deciles más bajos» (MEF, 2018b, p. 97). A partir de 2008, el informe 
advierte que las mejoras pueden atribuirse a políticas como el Plan de 
Equidad, las nuevas asignaciones familiares y de asistencia a la vejez, 
las reformas tributaria y sanitaria y los incrementos en los salarios 
mínimos y las jubilaciones mínimas. Las políticas de salario mínimo 
implementadas permitieron la recuperación de los ingresos de los ho-
gares de trabajadores pobres.

En esta línea, al observar la evolución del crecimiento del ingre-
so del primer y último deciles, y citando nuevamente el informe del 
MEF (2018b): «mientras que en el 2006 los hogares del décimo decil 

125  El índice de Gini estimado por el MEF difiere del cálculo del INE por la conside-
ración del valor locativo. Si este valor no se incluyera, el índice de Gini se reduciría 
entre 2016 y 2017, en lugar de incrementarse.
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ganaban casi 18 veces más que los hogares del primer decil, en el año 
2017 esa relación descendió a 11 veces» (MEF, 2018b: 98).

El gasto público social (GPS)126 es un componente indispensable 
en este desempeño de la pobreza y la desigualdad, en la medida en que 
afecta a los ingresos de los hogares e impacta sobre el propio mercado 
de empleo. Desde 2005, el GPS creció un 137 % en términos reales. En 
el quinquenio 2006-2010, el crecimiento fue del 56 % y en el quinque-
nio 2011-2015, del 32 %. Habida cuenta de la retracción económica 
de los últimos dos años, el gasto creció solo 4 % en términos reales. 
El promedio anual de crecimiento real en el primer quinquenio fue de 
9,3 %, en el segundo quinquenio de 5,7 % y en lo que va del presente 
fue de 1,9 % (MEF, 2018b).

La mitad del GPS corresponde a seguridad y asistencia social (ju-
bilaciones y pensiones). El gasto en salud representa el 24,1  % del 
GPS, el de educación el 18,7 %, el gasto en vivienda el 6 %, y el gasto 
en cultura y deportes, 0,9 % (MEF, 2018b, p. 101). Como lo ilustra el 
gráfico 9 (al final del capítulo, los gastos en salud y seguridad social 
fueron los que aumentaron más en porcentaje del PBI: entre 2005 y 
2017 pasaron, respectivamente, de 4 % a 6,4 % y de 11,4 % a 13,4 %. 
A pesar de que la consigna de la izquierda ha sido la demanda del 6 % 
para la educación (durante el segundo gobierno de Tabaré) y «más 
educación» (durante el gobierno de Mujica), entre 2005 y 2017, el gas-
to en educación pasó del 3,1  % al 5  % del producto. Esto llama la 
atención a la fuerza inercial de algunos gastos (como el de seguridad 

126  El GPS es el gasto que realiza el sector público y que se financia por tributación 
o endeudamiento. Se contabiliza el gasto en la Administración Central y en los or-
ganismos descentralizados; en los incisos 21, 23 y 24 de subsidios y subvenciones; 
en el BPS, la Caja Militar y la Caja Policial y en otros organismos. El GPS abarca el 
gasto en educación, salud, seguridad y asistencia social, vivienda y servicios sociales, 
cultura y deporte. El gasto en educación incluye la totalidad del gasto en ANEP, Uni-
versidad Tecnológica (UTEC), Ministerio de Educación y Cultura (MEC) (en parte), 
UdelaR, Ceibal y educación militar y policial. El gasto en salud incluye el gasto en 
ASSE, Ministerio de Salud Pública (MSP), Fondo Nacional de Salud (FONASA) y el 
Fondo Nacional de Recursos (FNR), prestaciones médicas y seguro de enfermedad 
del BPS, el Hospital Policial (MI) y el Hospital Militar (MDN). En cuanto a seguridad 
y asistencia social, se considera el gasto del MIDES y del Instituto Nacional del Niño 
y el Adolescente Uruguayo (INAU) casi en su totalidad, gran parte de los gastos del 
BPS y la Caja Policial y Militar, así como asignaciones familiares, la tarjeta Uruguay 
Social, seguro de desempleo y seguro por maternidad, entre otros. Por su parte, el 
gasto en vivienda incluye el gasto del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo-
rial y Medio Ambiente (MVOTMA), el Fondo Nacional de Vivienda, MEVIR, Agencia 
Nacional de Vivienda (ANV), el Plan Juntos, el gasto de Obras Sanitarias del Estado 
(OSE) y otros gastos destinados a vivienda del resto de los incisos. El gasto en cultura 
y deporte abarca los gastos en museos, bibliotecas, organizaciones de prensa, servi-
cios de televisión, deportes, entre otros (MEF, 2018b, pp. 99-100).
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social) y a los costos de algunas reformas, en especial por el peso de 
las corporaciones que las dominan (como la salud y la corporación 
médica), más allá de discursos políticos, compromisos programáticos 
y promesas de campaña.

El GPS tuvo impactos sobre la desigualdad. En el gráfico 10 
(al final del capítulo) puede apreciarse cómo evoluciona el ín-
dice de Gini entre 2009 y 2014 antes de aplicado el GPS y des-
pués de este. Allí se ve que en dicho período el índice de Gini del 
ingreso base cae 4,9 puntos. Si a esto se le agrega que el gasto en segu-
ridad social no tiene el mismo impacto redistributivo que el gasto en 
vivienda, salud o educación, puede notarse la magnitud de ese avance.

10.2. EL GASTO PÚBLICO EN SALUD Y SUS IMPACTOS
La evolución del gasto público en salud (gráfico 11, al final del capí-
tulo) refleja que la política sanitaria fue una de las grandes reformas 
que acometió el gobierno frenteamplista. La creación de un sistema 
integrado de salud ya figuraba en la Concertación Nacional Programá-
tica (CONAPRO) en los años de la transición. Cuando el FA llegó al go-
bierno, el mutualismo estaba a punto de colapsar y el Banco Mundial 
ya gestionaba diversas formas de privatización del sistema y de reduc-
ción de la integralidad de la canasta de servicios sanitarios a través de 
diversos programas. El hecho de que Tabaré Vázquez fuera médico 
ayudó, claramente, pero la reforma sanitaria ha sido, sin duda, la más 
apoyada de las reformas y la que más consensos trajo al sistema. Tam-
bién fue una de las áreas priorizadas en materia presupuestal.

La reforma se planteó cambiar el modelo de atención asistencialis-
ta anterior, universalizar el acceso a la salud y promover mayores ni-
veles de equidad, tanto en el gasto como en su financiamiento. El mo-
delo buscó evitar la dualidad entre la atención mutual y la pública con 
grandes diferencias de gasto por usuario entre una y otra y superar la 
fragmentación y segmentación del sistema a partir de avanzar hacia 
su integralidad. También buscó eliminar progresivamente el «gasto 
de bolsillo» en salud, para lo cual se lo incluyó dentro del paquete de 
la seguridad social, con un aporte «solidario» y proporcional a los in-
gresos de trabajadores y jubilados. La cobertura del Sistema Nacional 
Integrado de Salud (SNIS), financiado a través del FONASA, alcanzó 
a 2,5 millones de beneficiarios hacia diciembre de 2017 (MEF, 2018b, 
p. 109). A su vez, los fondos de rentas generales para el financiamien-
to del gasto en salud y los aportes al FONASA crecieron entre 2004 y 
2017 a una tasa anual del 10,4 %, muy por encima del PBI (4 %).

El crecimiento del gasto público en salud se tradujo en un cuan-
tioso incremento de los recursos destinados a la cobertura del Se-
guro Nacional de Salud (SNS). Estos se multiplicaron por cinco en 
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términos reales y pasaron de representar el 36 % del gasto total en 
salud a dar cuenta del 54 % entre 2004 y 2017. Asimismo, ha sido muy 
destacado el incremento de los fondos asignados a ASSE, lo que expli-
ca el 29 % del crecimiento total del gasto público en salud durante el 
período referido. En efecto, entre 2004 y 2017, los fondos ejecutados 
por ASSE se vieron casi triplicados (MEF, 2018b: 109).

Los resultados en materia de salud son bastante espectaculares: la 
mortalidad infantil, que se había reducido a 14 de cada 1.000 nacidos 
vivos entre los años 2000 y 2014, se ubicó en 6,6 en 2017. Según la 
Organización Mundial de la Salud, Uruguay registra los indicadores 
más bajos de mortalidad materna de América Latina. Los casos se re-
dujeron de 11 en 2015 a 8 en 2016, cinco de los cuales no se debieron 
a complicaciones vinculadas al embarazo, parto o puerperio, sino a 
patologías ya existentes.

En 2018 se produjo un fallecimiento por interrupción voluntaria 
del embarazo, pero realizada en clandestinidad. Según el registro del 
Sistema Nacional de Información (SINAdI) del MSP, la despenali-
zación del aborto llevó a que casi no se produjeran muertes por esa 
causa (se contabilizaron una en 2013 y otra en 2016). Más de 25.000 
mujeres accedieron a ese derecho, de las cuales casi el 18 % son me-
nores de 20 años.

10.3. LA INVERSIÓN EN EDUCACIÓN Y LA EVOLUCIÓN  
DE LOS INDICADORES EDUCATIVOS
La expansión de los recursos para la educación es otra de las caracte-
rísticas del período. Sin embargo, la educación fue el centro de todas 
las críticas y responsable de la mayor conflictividad social a lo largo 
de los tres gobiernos frenteamplistas. La Ley General de Educación no 
concitó, en su momento, todos los apoyos dentro del FA (como ya se 
señalara, el PCU no la votó) y quince años después no había consegui-
do implementarse totalmente. Asimismo, los resultados en la materia 
fueron menos notorios que los del rubro salud.

Ahora bien, en 2005 el gasto público en educación apenas supe-
raba el 3,2 % del PBI, mientras que en 2017 alcanzó el 5 % (MEF, 
2018b). El gráfico 12 del anexo ilustra el incremento de los recursos 
asignados a la educación entre 2004 y 2016.
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Gráfico 12. Evolución del gasto público en educación  
en pesos constantes de 2015 (en millones de pesos) (2004-2016)
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Fuente: INEEd (https://mirador.ineed.edu.uy/).

Los gastos de la ANEP aumentaron 141 % en términos reales en 
el período 2005-2017, financiando incrementos salariales (la masa de 
remuneraciones aumentó un 167 %) y creación de cargos. Los gastos 
en funcionamiento y en inversiones se incrementaron en 52 % y 46 %, 
respectivamente. En 2005, el gasto en ANEP representaba el 2,4 % del 
PBI y el de la UdelaR, el 0,6 %. En 2017, ANEP había aumentado su 
presupuesto al 3,4 % y la UdelaR al 0,8 %, al tiempo que se incremen-
taron los recursos para la educación no formal inicial (básicamente 
centros CAIF) en 0,2 %. En total, el gasto en ANEP y UdelaR pasó del 
2,9 % del PBI en 2005 al 4,2 % del PBI en 2017, con impactos signifi-
cativos no solo en cuanto a la dignificación de la labor docente, sino 
también respecto al desarrollo de la investigación en la Universidad, al 
aumento de su población estudiantil, a la diversificación de su oferta 
educativa y a la expansión de sus grados y posgrados. También son de 
destacar el mejoramiento de la oferta edilicia en ANEP, la reducción 
del número de alumnos por curso, la diversificación de sus bachillera-
tos y, muy especialmente, el fortalecimiento de la UTU.

Los resultados en la educación han sido dispares. Entre 2005 y 
2017, la tasa bruta de asistencia127 en educación inicial (de 3 a 5 años) 
pasó del 60,2 % al 69,7 %, pero la matrícula cayó por la reducción de 
la cantidad de niños y niñas de esa edad (18.000, aproximadamente, 
en ese período) y en un contexto de aumento de la matrícula en ese 
nivel. La matriculación en enseñanza primaria pública registró un im-
portante descenso en un marco de caída de la población de 6 a 12 años 

127 Dicha tasa corresponde al total de estudiantes asistentes a un subsistema espe-
cífico (inicial, primaria, primer ciclo de secundaria, segundo siclo de secundaria, 
enseñanza media total), sin considerar su edad, sobre la población en el grupo de 
edades respectivo.
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(45.000, aproximadamente, en el referido período) y de traspaso de 
estudiantes a la educación privada (MEF, 2018b: 139-140).

En el ciclo básico de educación media sí creció la matriculación. 
Ello se debió, fundamentalmente, a un aumento en 48.000 alumnos de 
la matrícula del ciclo básico de UTU entre 2005 y 2017. Ello, frente al 
incremento de 2.000 alumnos en secundaria. A su vez, en el período 
2005-2017, el incremento de los recursos asignados para ANEP sig-
nificó un aumento del gasto por estudiante de dos veces y media en 
términos reales.

El principal incremento se dio en primaria y alcanzó al 167 % en el 
período. El aumento de los recursos promedio por estudiante fue de 
143 % en ese lapso. Como resultado, crecieron los sueldos docentes, se 
abatieron disparidades salariales, se incorporaron más recursos hu-
manos (una parte del aumento del número de funcionarios públicos 
tiene que ver con la educación). Los salarios docentes crecieron más 
que los de los trabajadores públicos. El promedio de los salarios de la 
ANEP creció 89 % con relación a 2004, en tanto para los funcionarios 
públicos este incremento fue del 51 %.

Sin embargo, la baja tasa de egreso en la educación secundaria y la 
brecha de inequidades en los resultados de la educación media128 con-
tinuaron evidenciando que en la educación no se produjeron mejoras 
significativas en el período, a pesar de los grandes esfuerzos presu-
puestales que se hicieron.

Solo el 74  % de los jóvenes de entre 18 y 21 años completan la 
educación media básica, y lo hacen en la educación media superior el 
42 % de los de 21 a 23 años, lo que evidencia los importantes proble-
mas de rezago de la educación uruguaya. Mientras en el quintil más 
alto, más del 70 % culminan el ciclo básico, este porcentaje se reduce 
al 15 % en los del quintil más bajo. El Informe social de la Rendición 
de Cuentas 2017 (MEF, 2018b) muestra que los estudiantes que viven 
en Montevideo tienen una probabilidad dos veces mayor de terminar 
el ciclo superior de secundaria que los que viven en localidades peque-
ñas del interior del país.

Considerando los resultados de las evaluaciones educativas des-
de 1996 a la fecha, incluidas las evaluaciones de ANEP y las pruebas 
PISA, en el ya citado informe del INEEd (2017: 232) se ha sostenido 
que «es posible hablar de un sistema educativo que no ha logrado 
modificar el bajo e inequitativo desempeño de sus estudiantes» (MEF, 
2018b: 153).

128  Véanse las cifras detalladas en el apartado «El debate sobre la educación», en 
este capítulo.
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En referencia específica a las pruebas PISA, de acuerdo a los úl-
timos datos disponibles (OCDE, 2016), si bien Uruguay se posiciona 
relativamente bien en la región (solo es superado por Chile), se evi-
dencian importantes dificultades en el desarrollo de competencias bá-
sicas en lo que respecta a la educación media y primaria (MEF, 2018b: 
153). Las pruebas PISA de 2015 muestran que más de la mitad de los 
estudiantes de 15 años no alcanzan el nivel mínimo en matemática. 
Asimismo, de acuerdo a cifras del Tercer Estudio Regional Compara-
tivo y Explicativo (TERCE), el 70 % de los alumnos de contextos muy 
favorables alcanzan los dos máximos niveles de aprendizaje, al tiempo 
que ese guarismo se reduce a 22 % para los estudiantes de contextos 
muy desfavorables. Esto pone de manifiesto una brecha, ya no de ac-
ceso, sino de competencias que refuerza la desigualdad entre clases 
sociales.

La educación terciaria, por el contrario, experimenta una mejoría 
muy significativa en este período, especialmente a partir del incre-
mento en la matrícula en la UdelaR y del hecho de que la mitad del 
alumnado (48,6  %)129 es primera generación de estudiantes univer-
sitarios en sus hogares (UdelaR, 2019). Los recursos asignados a la 
UdelaR, como fuera dicho, se incrementan por encima del producto, 
al igual que los de ANEP, y en 2017 representaron el 0,83 % del PBI 
(MEF, 2018b, p. 154). Aunque el compromiso del gobierno había sido 
destinar al menos 1 % a la investigación, el desarrollo y la innovación, 
y este 0,83 % (que incluye la carga docente, a saber, la que insume 
más recursos humanos y materiales) muestra que se está lejos de ese 
compromiso, vale la pena recordar que, en 2005, la participación de 
la UdelaR en el PBI era del 0,58 %, con un producto que era, apro-
ximadamente, la mitad del actual. El gráfico 21 del anexo ilustra la 
evolución de la ejecución 2004-2017 para la UdelaR, discriminado por 
remuneraciones, funcionamiento e inversiones.

En otro orden, la creación de la Universidad Tecnológica (UTEC) 
debe contarse entre los logros del período, producto de la negocia-
ción multipartidaria entre gobierno y oposición durante el gobierno 
de Mujica. El objetivo fue establecer una universidad del interior del 
país, aunque la UdelaR ya había desarrollado sus centros regionales 
durante el rectorado de Rodrigo Arocena (también cabe destacar, par-
ticularmente, el rol cumplido por el prorrector Gregory Randall), así 
como tecnicaturas y licenciaturas conjuntas entre UTU y UdelaR. El 
acuerdo multipartidario contó con los votos para crear una nueva uni-
versidad pública con un cogobierno especial que incluía al Congreso 

129  Este porcentaje asciende a 53,7 % entre los y las estudiantes que ingresaron a la 
UdelaR en 2018.
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de Intendentes, empresarios, trabajadores y actores locales. La UTEC 
fue creada en 2012 (Ley n.° 19.043) y hoy cuenta con 1.800 estudian-
tes. Las controversias que se han suscitado tras la propuesta de esta 
universidad de eliminar los órdenes de docentes y estudiantes de su 
gobierno universitario y de definir la designación del rector por voto 
del Senado (lo que elimina, virtualmente, su autonomía política)130 
muestran los riesgos de creación institucional a partir de acuerdos 
multipartidarios cuando se tienen visiones tan encontradas sobre te-
mas como el de la autonomía y el cogobierno universitario. No obs-
tante ello, debe destacarse la creación y puesta en marcha de la UTEC 
como un logro para la descentralización de la educación terciaria en 
el interior del país.

10.4. EL GASTO EN SEGURIDAD SOCIAL
Otro rubro a destacar fue el de la seguridad social, el área que invo-
lucra la mayor porción de recursos públicos. Al analizar el gasto en 
pasividades de las tres cajas estatales (BPS, Servicio de Retiros y Pen-
siones Policiales [SRPP] y Servicio de Retiros y Pensiones de las FFAA 
[SRPFFAA]), se observa que estas sirvieron pasividades por el 10,9 % 
del PBI en 2018, guarismo equivalente a un incremento del 1,4 % del 
producto. La mayor parte de este aumento responde al BPS, pero, en 
términos reales, el de mayor aumento fue el del SRPP (26,4 %), luego 
el del SRPFFAA (17,7 %) y, además, el del BPS (14,7 %).131 Esto debe 
llamar la atención sobre la política de dualidad en el tratamiento de 
las jubilaciones del personal armado con relación al del resto de la 
ciudadanía. A esta última se le coloca una carga onerosa y poco justi-
ficable en términos prácticos.

Por último, es importante anotar el crecimiento de las pasividades 
durante el período y subrayar el incremento de las jubilaciones míni-
mas, de las pensiones a la vejez y de otras prestaciones como las deri-
vadas del SNIC o las asignaciones familiares, que son transferencias 
de renta con potencial redistributivo entre los hogares más pobres.

130  El proyecto de ley enviado al Parlamento por el rector de la UTEC modifica el ar-
tículo 14 de la Ley n.° 19.043, por el cual se elige el Consejo Directivo Central. En esta 
propuesta, este debería estar conformado por el rector y una persona con idoneidad 
técnica en educación, ambos elegidos por el presidente de la República en acuerdo 
con la Cámara de Senadores, un representante de los empresarios, y otro de los tra-
bajadores, elegidos también por el presidente de la República entre cinco personas 
propuestas por las cámaras de empresarios y el PIT-CNT, respectivamente.
131  Véase https://www.gub.uy/ministerio-economia-finanzas/node/1597 (consultado 
en agosto de 2019).
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10.5. EVOLUCIÓN DEL PRESUPUESTO DEDICADO  
A LA SEGURIDAD PÚBLICA
Finalmente, debe llamarse la atención sobre el incremento del gasto 
en seguridad, coincidente con el estado de alarma de la opinión pú-
blica frente al tema, y con el aumento en la tasa de rapiñas, hurtos y 
homicidios observado en el período (entre 2005 y 2018, la cantidad de 
rapiñas consumadas pasó de 8.352 a 27.798, la de hurtos, de 104.902 
a 140.038 y la de homicidios, de 290 a 414).132

Desde hace más de una década, la seguridad irrumpió como pro-
blema para la opinión pública uruguaya y pasó a ser percibida como 
el principal problema del país para la población (gráfico 13, al final 
del capítulo). Tres fenómenos coadyuvan a explicar este resultado: I) 
el aumento de la actividad delictiva (como lo evidencian los números 
de hurtos, rapiñas y homicidios); II) la intensificación de la cobertura 
de estos delitos en los grandes medios de comunicación y la enorme 
atención que la oposición política le dedicó al tema durante los últi-
mos dos gobiernos del FA (con dos intentos plebiscitarios relativos a 
políticas de seguridad), y, finalmente, III) el menor peso relativo de 
otros problemas, antaño mucho más angustiantes que el de la seguri-
dad (como la falta de empleo o la ausencia de perspectivas económi-
cas y de sobrevivencia).133

El clima de opinión sobre la seguridad ciudadana es más adverso 
en Uruguay (27,8 % considera que ese es el principal problema del 
país) que en el promedio de América Latina (20,2  %), como puede 
verse en el gráfico 14 (al final del capítulo), construido a partir de 
datos de la Corporación Latinobarómetro. Allí se detallan los proble-
mas más importantes para los latinoamericanos y latinoamericanas, 
y se toman como referencia los cinco problemas más mencionados 
como el principal para la población de un conjunto de países vecinos. 
La opinión pública uruguaya visualiza a la seguridad como el princi-
pal problema, en igual medida que la de México (27,8 %) y en mayor 
proporción que la de Venezuela (6,8  %), Colombia (9,9  %) y Brasil 

132  Véanse las estadísticas en https://www.minterior.gub.uy/observatorio/index.php/
estadisticas (consultado en julio de 2019).
133  Respecto a este último punto, vale precisar que mediciones recientes de Fac-
tum indican que hacia marzo de 2019 se constata un incremento de la preocupación 
por el empleo y la economía, sin por ello desplazar a la seguridad como problema 
más importante. En relación con otra encuesta realizada por la misma consultora en 
agosto de 2018, la percepción de que el empleo es el principal problema del país pasa 
del 7 % al 17 % y se ubica como segundo problema, precisamente, luego de la seguri-
dad. Véase https://portal.factum.uy/pdf/articulos/2019/Informe%20Factum%20-%20
Principales%20problemas%20del%20pa%C3%ADs%2003_2019.pdf (consultado en 
julio de 2019).
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(2,5 %), países todos ellos con tasas de homicidios muy superiores a 
la de Uruguay.

La centralidad de la inseguridad como problema de la sociedad 
uruguaya durante los gobiernos del FA llevó al incremento presupues-
tal del MI, que luego de los recursos destinados a la educación pública 
y a la salud pública, es el rubro que sigue en importancia con un 11 % 
dentro de la estructura del gasto presupuestal para 2017 (gráfico 15, 
al final del capítulo).

En síntesis, los logros del FA revelan, en términos concretos, las 
mismas estrategias que se pusieron en juego en la América Latina de 
«la política importa» y «el retorno del Estado».

Si bien el crecimiento económico dio un enorme margen de ma-
niobra a los gobiernos frenteamplistas para implementar sus políticas, 
cuando estos recursos fueron más exiguos (hacia el final de la tercera 
administración) el gasto público social y la negociación laboral no se 
abandonaron en pro de una política de ajuste. Antes bien, el gobier-
no prefirió aumentar la presión recaudatoria (a través de la política 
de inclusión financiera) y gravar más fuertemente los altos salarios y 
jubilaciones antes que proceder a un ajuste del gasto público social.

La biblioteca práctica del progresismo llevó adelante un modelo 
de desarrollo basado en políticas de estímulo al crecimiento econó-
mico. Estas desplegaron un primer frente en la inversión externa di-
recta como forma de encarar el ya crónico problema de la falta de 
inversión, en un contexto de imposibilidad de tener un mercado de 
capitales propios. Un segundo frente estuvo dado en el aumento del 
consumo interno, con políticas de incremento del salario mínimo (en 
el marco de un fuerte rol del Estado como contralor en la negociación 
capital-trabajo), así como otras políticas de estímulo a los ingresos 
de los hogares, devenidas del aumento del gasto en servicios sociales.

El modelo fue exitosísimo a lo largo de los quince años. Llevó al 
país a un crecimiento inédito en los últimos sesenta años, de la mano 
de una importante redistribución del ingreso que, aunque no nos con-
dujo nuevamente a los años 1950, sí amortiguó el impacto negativo 
del aumento de la desigualdad y de los procesos de segmentación te-
rritorial que vinieron como consecuencia de la larga crisis estructural. 
La reducción de la pobreza y la indigencia ha sido notable durante los 
gobiernos frenteamplistas, y el mejoramiento en los indicadores de 
salud habla bien no solo de la transformación del modelo asistencial, 
sino del bienestar del país.

Quedan entre los debes del período, en primer término, el tema 
de la reducción de la inseguridad, porque a pesar de los enormes es-
fuerzos hechos para dotar al MI del equipamiento humano y material 
necesario para combatir el crimen, los números no han mejorado y, 
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aunque el nivel de encarcelamiento es altísimo y hubo un endureci-
miento de penas a lo largo del período, la incidencia del delito no ha 
podido ser abatida.

El segundo debe es el de la educación, en especial en el nivel me-
dio, donde el rezago y la deserción continúan siendo altísimos, como 
hace dos décadas, a pesar, nuevamente, de los recursos materiales, 
humanos y de infraestructura que se disponibilizaron para este rubro 
en el período.

11. EL FIN DEL CICLO DORADO DE LA IZQUIERDA URUGUAYA
Como fuera señalado al inicio de este capítulo, el último período de 
gobierno del FA ha sido el más difícil como consecuencia de la crisis 
económica que afecta a los países vecinos y también como resultado 
de la escalada de la derecha en la región y del debilitamiento de nues-
tras democracias.

La caída de la tasa de crecimiento del producto fue acompañada de 
un deterioro en algunos de los indicadores más importantes de la eco-
nomía: se contrajo el empleo, se enlenteció el ritmo de reducción de la 
pobreza y se redujo el margen de maniobra del Estado para continuar 
el ritmo expansivo de sus políticas públicas en educación, salud, segu-
ridad, vivienda, entre otras.

Aunque los indicadores de desempleo no registran modificaciones 
significativas, la pérdida de cuarenta mil puestos de trabajo se siente 
en el ambiente laboral uruguayo, especialmente en el interior del país.

En cuanto a la evolución de la pobreza, luego de la espectacular 
reducción llevada a cabo tras el primer gobierno frenteamplista, con 
el pasaje de 32,5 % a 13,7 % de personas en situación de pobreza entre 
2006 y 2011, el ritmo se detuvo en los últimos años. De hecho, entre 
2017 y 2018 el porcentaje de las personas que se ubican por debajo de 
la línea de pobreza pasó del 7,9 % al 8,1 % (INE, 2019a).

Frente a eso, el espacio fiscal del que dispone el gobierno para au-
mentar las políticas públicas con impacto en la reducción de la pobre-
za y la desigualdad (el gasto público social) se ha reducido notoria-
mente, como lo muestra la evolución del déficit fiscal en los últimos 
años (gráfico 16, al final del capítulo). Como resultado, el presupuesto 
quinquenal del actual período viene siendo ajustado año a año. Ello, 
teniendo en cuenta que las previsiones de crecimiento han sido supe-
riores al crecimiento realmente esperado, con el consiguiente impacto 
en la expectativa de los principales actores con capacidad de moviliza-
ción y demanda en el ámbito público: los trabajadores de la salud, los 
gremios de la educación y los trabajadores públicos en general.

En este momento difícil que vive Uruguay en su larga década de 
progresismo criollo, se combinan distintas sensaciones. En primer 
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lugar, la sensación generalizada entre la población es la de una región 
que se desploma. La recesión y la caída de la actividad económica 
de Argentina y Brasil impactan directamente sobre Uruguay, aunque 
pocos analistas recordarán que, por primera vez, ante la crisis de los 
vecinos el país logra sobrevivir y mantener una tasa de crecimiento a 
lo largo de estos años. En segundo lugar, la pérdida de aliados en el pa-
norama regional genera una sensación de indefensión, especialmente 
en el Mercosur. Uruguay ha tenido que soportar las presiones de Ar-
gentina, Brasil y Paraguay para aplicarle la cláusula democrática de la 
OEA a Venezuela; ha luchado para que la presidencia pro témpore que 
le tocaba a este país fuera ejercida efectivamente por él; se abstuvo en 
la votación final en la que el concierto de Argentina, Brasil y Paraguay 
consiguió dejar a Venezuela prácticamente fuera del bloque, y fue el 
único país que no reconoció como presidente a Guaidó en 2019, se-
cundado únicamente por Bolivia, Cuba y México.

En suma, el descrédito que se ha depositado en el gobierno de Ma-
duro y la fenomenal embestida de los medios de comunicación en el 
mundo para demonizar al chavismo, la caída de Dilma y las acusacio-
nes de corrupción contra el PT, así como la defección del kirchneris-
mo y los procesos judiciales pendientes sobre la expresidenta Cristina 
Fernández logran ese «abatimiento moral» del que se hablará en el 
capítulo siguiente, en el que la izquierda se avergüenza de salir a de-
fender abiertamente a sus socios de antaño.

Todo esto ha tenido impactos sobre la confianza en el sistema. Y, 
sin dudas, la marcha de la economía ha determinado la caída prota-
gonizada por el índice de confianza en el consumidor (ICC),134 que 
pasó de un clima de «moderado optimismo» e, incluso, de «atendible 
optimismo», entre abril de 2008 y abril de 2015, a una percepción ma-
yoritaria «de moderado pesimismo» desde entonces hasta, al menos, 
mediados de 2019 (Cátedra SURA de Confianza Económica, 2019).135

134  La construcción del ICC es realizada por Equipos Consultores a partir de una 
encuesta sobre la percepción de los/as entrevistados/as respecto a la situación econó-
mica personal y del país, tanto en la actualidad como en comparación con el pasado 
reciente y tomando en cuenta también las expectativas a futuro y la predisposición 
actitudinal para la compra de bienes. El índice tiene un rango de variación que va 
de 0 a 100 y atraviesa cuatro franjas: atendible optimismo, moderado optimismo, 
moderado pesimismo y atendible pesimismo. Por mayores detalles, véase http://ucu.
edu.uy/es/node/4889 (consultado en julio de 2019).
135  La medición del ICC de julio de 2019 mostró, por vez primera en casi dos años, la 
salida de dicho índice de la zona de pesimismo económico, con un puntaje registrado 
de 52,2 (en 100).
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Al igual que con el ICC, los valores del índice de expectativas de 
desempleo136 muestran el deterioro de las expectativas sobre el em-
pleo. El aumento del pesimismo que se ha registrado en los últimos 
tiempos ha estado en sintonía con valores deprimidos del índice de 
expectativas de desempleo, el cual muestra el deterioro de las expecta-
tivas sobre el empleo. Esto ha coincidido, a su vez, con el aumento de 
la tasa de desempleo, que se ubicaba en 9,1 % al momento de terminar 
de escribir este libro (en julio de 2018, dicho guarismo era de 7,8 %) 
(INE, 2019b). Todo esto ha tenido su correlato en la evaluación del 
gobierno y en la propia disposición a renovar el mandato del FA para 
un eventual cuarto período (gráficos 17 y 18, al final del capítulo).

A mediados del segundo año de gobierno, la desaprobación de la 
gestión del gobierno del FA ya superaba a la aprobación (con ante-
cedentes registrados durante el primer año de mandato, en tiempos 
coincidentes con el decreto de esencialidad para la educación, duran-
te la discusión del presupuesto nacional). Con inicios auspiciosos du-
rante los tres primeros meses de gobierno, la aprobación reflejaba, en 
buena medida, los votos obtenidos en la primera y segunda vuelta de 
las elecciones de 2014; mas, prontamente, la evaluación positiva fue 
disminuyendo en forma paulatina y hacia marzo de 2019 se ubicaba 
en el 28 %, frente a un 47 % de desaprobación.

Respecto a la evolución de la intención de voto para las elecciones 
de octubre de 2019, por un lado, los números disponibles al cierre de 
esta edición oscilan entre un FA que se acerca a los 40 puntos y busca 
superarlos, un PN (su principal contendor) que se acerca y se aleja de 
los 30 puntos y un PC que intenta recuperarse tras años de estanca-
miento electoral. Por otra parte, estos números reflejan otra cosa: la 
tendencia a la conformación de un conglomerado de intenciones de 
voto parecidas entre pequeños partidos de izquierda (UP), de centro 
(PI), de derecha (PdG) y de difícil definición ideológica (PERI, PVA), 
al que se le suma una nueva fuerza de extrema derecha (CA). Este 
conglomerado podría coagular electoralmente junto al PN en la se-
gunda vuelta y arrebatarle, por fin, el triunfo al FA, con consecuencias 
inciertas en términos de la gobernabilidad del sistema.

Frente a este malestar, la izquierda reflexiona sobre sí misma y 
cuestiona, nuevamente, las relaciones entre gobierno, partidos y bases 
sociales (un término polisémico como pocos y sobre el que poco es-
fuerzo se ha hecho por precisar conceptualmente).

136  Siguiendo la metodología del ICC, el índice de expectativas de desempleo de los 
consumidores se calcula a partir de la percepción de los/as entrevistados/as respecto 
al nivel de desempleo a registrarse en los 12 meses posteriores al momento de reali-
zación de la encuesta.
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Un tema recurrente en estos años de administración frenteamplis-
ta fue que el gobierno había fagocitado al partido. Esto tuvo, al me-
nos, dos connotaciones. Por un lado, que la mayor parte de los cua-
dros políticos fueron a ocupar cargos de gobierno, lo que, de alguna 
manera, «vació» a la estructura política en la cual siguieron revistan-
do militantes desprovistos de vínculo orgánico con los decisores y, por 
consiguiente, más resistentes al gobierno de lo que a este le hubiera 
gustado. Por otro, que el gobierno incorporó a muchos cuadros pro-
venientes de los movimientos sociales a arenas decisorias de políticas 
mediante la creación de direcciones compartidas entre el Poder Eje-
cutivo y los trabajadores o representantes del sector. Esto funcionó 
en el área de la salud, la educación y la seguridad social (las organi-
zaciones de jubilados, los representantes de usuarios de la salud o los 
representantes de los docentes se incorporaron a consejos tripartitos 
en estas áreas). Finalmente, en algunos casos el gobierno empleó la 
«estrategia de Abraham»: sacrificó a los suyos (sus aliados) en pos de 
agenciarse la preferencia del «superior» (los sectores empresariales, 
los medios de comunicación o los esquivos electores «de centro» a los 
que trató de no espantar).

Durante todo el período se triplicó la afiliación sindical, producto 
de la puesta en marcha de las negociaciones tripartitas por rama entre 
trabajadores, empresarios y Estado. También, el movimiento sindical 
se vio favorecido por un conjunto de políticas entre las que se con-
signan el aumento del salario mínimo, el aumento del salario real, la 
protección de los salarios contra la inflación, la presión por la formali-
zación del empleo, así como las leyes que se produjeron a favor de los 
trabajadores (la ley de fueros sindicales, la ley de trabajo doméstico, la 
ley de ocho horas para el trabajo rural, el derecho a ocupación de los 
lugares de trabajo, la responsabilidad penal empresarial por acciden-
tes laborales, entre otras).

El movimiento sindical se vio fortalecido en los tres períodos de 
gobierno del FA, pero aun así, logró mantener su independencia de 
clase y, todavía más, funcionó como un cohesionador de una amplia 
gama de intereses y demandas provenientes del movimiento social. 
En efecto, las proclamas que el PIT-CNT (la central única de trabaja-
dores) ha pronunciado cada 1.° de mayo no solo han contenido varios 
puntos del programa del FA, sino que han recogido las demandas del 
movimiento feminista, del movimiento cooperativo, de las organiza-
ciones de derechos humanos en su lucha por verdad y justicia, o las 
consignas de los movimientos de jóvenes, como la del No a la Baja y, 
recientemente, el no a la reforma del plebiscito de 2019.

Sin embargo, el hecho de que la izquierda se transformara en «pa-
trón» en el Estado y pusiera límites a las demandas salariales de los 
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trabajadores a través del ancla de la inflación como corrector de las 
pautas salariales acordadas en la negociación tripartita, le costó caro 
al movimiento sindical. En gremios como el de los funcionarios esta-
tales o, incluso, en algunos gremios de la educación, la radicalización 
política y la respuesta evasiva o confrontativa del gobierno (el uso de 
decretos de esencialidad, en algunos casos) hicieron que muchos se 
salieran de las filas del FA y comenzaran a confrontar directamente 
con el partido y con el gobierno.

Lo mismo sucedió con el movimiento ambientalista, a propósito 
de las industrias de celulosa primero y de la minería de gran porte 
después. En los movimientos de derechos humanos también se regis-
traron deserciones ante los magros resultados en estas agendas. El 
involucramiento de estos colectivos en la llamada Comisión Verdad 
y Justicia, durante el segundo mandato de Tabaré Vázquez, no logró 
contrarrestar esta cuestión.

Ante esta situación, el FA se encuentra frente a la cuestión de cómo 
responder a la insatisfacción de gran parte de sus aliados y bases so-
ciales. La mera réplica de todo lo que el gobierno ha hecho como tarea 
militante (la defensa de «sus logros») ha sido tomada, sin duda, por 
los más convencidos, pero dista de ser la respuesta a bases que, a ve-
ces, no entienden por qué el gobierno toma las decisiones que toma o 
permanece inactivo cuando debería actuar.

En el terreno de la política económica, la discusión subyace desde 
los inicios mismos del gobierno y ninguno de los presidentes salien-
tes actuantes ha cambiado al llamado equipo económico, que ostenta 
gran apoyo y poder en las filas del oficialismo.

También en el campo de la política exterior, de los derechos hu-
manos, de la seguridad pública y en lo relativo al rol de las FFAA hay 
confrontaciones a diario, que el gobierno salda por los hechos pero 
que generan encendidos debates a la interna del FA y fuera de ella.

Al cabo, la lucha contra unos medios de comunicación que, difícil-
mente, informan sobre las acciones positivas del gobierno y explotan 
una agenda negativa todos los días (especialmente, en el tema de la 
seguridad pública) deja a aquel exhausto, con baja capacidad comu-
nicacional y encerrado en una lógica de desacuerdos por izquierda y 
derecha respecto a todas o casi todas sus acciones.

La expresividad política que ha ganado a la organización y a la mo-
vilización por temas puntuales es la tónica de «la política de la calle». 
Pero esa política «de la calle» no organiza, u organiza muy poco. Las 
viejas aspiraciones comunitarias que alentaron a muchos jóvenes a 
entrar en la política hoy son satisfechas por las redes sociales y por la 
aspiración a ser escuchado (y leído) por audiencias anónimas de miles 
de personas insatisfechas con la política, pero cuyos puntos de unión 



Constanza Moreira



son, a menudo, difíciles de identificar. Las tareas de organización po-
lítica y organización de los intereses populares han dejado de estar 
en manos de dirigentes con formación política, pues estos han ido 
a revistar en filas del gobierno. Estas tareas de organización hoy de-
mandan respuestas más urgentes que nunca. El movimiento sindical 
y el movimiento cooperativo están desbordados en su accionar, y es 
prácticamente nulo el trasvase de expertise y cuadros desde lo político 
hacia lo social.

El FA parece haber perdido el reflejo de lo que es ser oposición, se 
ha centrado casi exclusivamente en sus tareas de gobierno y eviden-
cia debilidades organizativas que se agudizarán si un día pierde las 
elecciones en la mayor parte del territorio donde militantes políticos 
y sociales son abrumados por la vieja política clientelar y patrimonia-
lista del PN.

Construir un partido político con chances efectivas de disputar po-
der lleva tiempo. Mucho más tiempo que el que la política «líquida», 
parafraseando a Bauman (2015), podría sostener. Al FA le tomó cua-
renta años llegar al gobierno nacional.

En la construcción del FA fueron claves dos apuestas. La primera 
fue la de la unidad de todas las izquierdas. Desde la Democracia Cris-
tiana hasta el Movimiento de Liberación Nacional-Tupamaros, el FA 
que resurge de la dictadura es capaz de amalgamarlo todo. Allí con-
vive la izquierda revolucionaria con los desilusionados del socialismo 
real, los que aún reivindican el pacto germano-soviético con los anar-
quistas proletarios, los moderados que solo quieren una «república 
justa» y los representantes de toda subalternidad política: los jóvenes, 
las mujeres, los trabajadores. La paciencia, el diálogo y la disposición 
a ceder poder de cada parte fueron claves en la construcción de la uni-
dad de la izquierda. Estar en el gobierno galvanizó esta unidad: había 
un tesoro a proteger que había llevado décadas conquistar: el poder 
político. Por eso la izquierda no será indiferente a un eventual revés 
electoral, como lo demuestra la difícil reconstitución del FA en los 
gobiernos departamentales que se perdieron a manos de la derecha y 
donde las responsabilidades políticas propias en tan adversos resulta-
dos fueron manifiestas. Hasta ahora, en Montevideo y en el gobierno 
nacional, ha venido intacta. Ganando elección tras elección.

En segundo lugar, el FA no es apenas un partido político, con sus 
elecciones, su burocracia gubernamental y su aparato. Fue antes un 
representante político que una opción real de gobierno. Empezó des-
de abajo, acumulando hacia dentro y manteniendo distancia del resto 
del espectro político al que miró con desconfianza y con el que evitó 
arreglos que lo hubieran comprometido ética e ideológicamente. Aún 
hoy el FA es el representante de los trabajadores organizados, de las 



Quince años que conmovieron al Uruguay



mujeres que luchan contra la desigualdad de género, de los pobres 
rurales, de los pobres urbanos, de los más marginados. También lo es 
de las clases medias progresistas, de los trabajadores organizados, de 
la intelectualidad, de los estudiantes movilizados. Nadie más le dis-
puta ese lugar en un sistema de partidos en el que proliferan inicia-
tivas a la derecha de un FA que lo tiene todo desde el centro hasta la 
izquierda. El FA flaqueará antes por izquierda que por derecha, pero 
la oposición solo acumula por derecha, y aunque su proyecto político 
esté exhausto, la desacreditación de la izquierda y sus organizaciones 
puede rendirle en términos electorales, y mucho. La existencia de una 
escisión por izquierda (Unidad Popular), aunque de escaso peso polí-
tico, abona también a este terreno, al elegir confrontar con el FA antes 
que con la derecha, y al situarlo como su adversario político principal.

En su accionar político, la izquierda se movió en el difícil espacio 
que media entre el deseo de ser «popular» y la aspiración de «no es-
pantar». En algunos casos, como el de la regulación de la marihuana, 
la izquierda se despreocupó de la opinión pública (fuertemente adver-
sa) y se lanzó a defender su proyecto. En el caso de la campaña con-
tra la baja de edad de imputabilidad, el FA dudó al principio (buena 
parte de sus electores eran firmes defensores del proyecto y de usar la 
«mano dura» contra la delincuencia juvenil), pero luego se sumó a la 
campaña y, por una escasa diferencia, se consiguió enterrar la iniciati-
va. En otros temas, como la seguridad pública, la izquierda fue rehén 
de la llamada opinión pública construida con la reiteración de la cró-
nica roja hasta el hartazgo en los titulares de diarios e informativos 
de televisión. Reforzó a sus cuerpos armados, destinó presupuestos 
gigantes a la profesionalización de la policía y resignó otros aspectos 
del gasto público al presupuesto en seguridad.

Además de la seguridad, el otro talón de Aquiles de la izquierda ha 
sido (en Uruguay y en otros países del giro progresista) el modelo de 
desarrollo, que no cambió sustancialmente luego de casi quince años 
de gobiernos del FA. El país continuó desarrollándose sobre la base de 
su sector exportador, muy anclado en bienes primarios (carne, soja, 
arroz, trigo), mantuvo aranceles bajos para los productos importados 
y le dio grandes concesiones a la inversión externa directa para que se 
instalara en el país, con lo cual se vio obligado a renunciar a una po-
lítica fiscal coherente. La inversión extranjera y el precio de los com-
modities fueron centrales en el éxito económico del gobierno, pero la 
contracción de la primera y el descenso de los segundos lo han puesto 
hoy en un aprieto y exhibe los límites que la estrategia de desarrollo 
capitalista periférico tiene para cualquier proyecto político y social 
de izquierda. Privado de una estrategia comunicacional que sincere 
estos límites frente a los militantes y las bases sociales, la izquierda 
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termina confundiendo el mensaje y, muchas veces, acaba glorificando 
los límites de su accionar como si hubieran sido parte de su objetivo.

Cuando se mira la estructura de la economía y de la sociedad uru-
guaya, las contradicciones de los gobiernos de izquierda saltan a la 
vista. En estos años, el país procesó un desarrollo capitalista práctica-
mente espectacular, con algunas transformaciones indudables de su 
estructura productiva que lo volvieron menos vulnerable y más com-
petitivo y que diversificaron su producción y su exportación. El país 
agrícola que vino a complementar al ganadero con fuerte despegue 
de rubros de exportación como el arroz o la soja, el aumento de la 
actividad turística, la diversificación del comercio exterior y el creci-
miento de la inversión externa directa hablan de este éxito económico 
de un desarrollo capitalista más competitivo y con mejor inserción en 
el mundo. Pero nada de esto tuvo que ver con el socialismo ni con sus 
promesas (aunque el FA no adhiere en sus principios al socialismo, 
dada la diversidad de visiones políticas en su seno).

El modelo productivo fue altamente dependiente de la inversión 
externa directa, que llegó al Uruguay como nunca antes, reforzó la 
instalación de zonas francas a lo largo y a lo ancho del país, exoneró 
tributos por miles de millones de dólares y abonó, siempre dentro de 
la izquierda uruguaya, la discusión sobre el tratamiento dual que se le 
daba a la inversión nacional y la extranjera, con notoria ventaja para 
esta última.

La economía social estuvo amparada por las leyes y el apoyo del 
Estado, pero no floreció en el período: el movimiento cooperativo 
continuó su lenta acumulación, pero el cooperativismo de producción 
siguió siendo residual frente a la empresa capitalista, y el cooperati-
vismo financiero y el de consumo, que habían perdido pie con la crisis 
de 2002, no se recuperaron.

La llamada «vela prendida al socialismo» de las empresas recu-
peradas por los trabajadores, que venía a reforzar la economía so-
cial, no llegó a prosperar y, en muchos casos, las empresas volvieron 
a quebrar, lo que dejó al Estado en situación de acreedor de deudas 
incobrables. Al mismo tiempo, la agricultura familiar y la lechería re-
sultaron sectores muy afectados por los cambios, especialmente por la 
agricultura de secano y por la forestación.

En síntesis: durante los gobiernos de izquierda, Uruguay proce-
só una transformación capitalista importante, interesante y positiva. 
Con la excepción del PCU y de algunos pequeños grupos del FA, la ma-
yoría se alineó con la tesis del capitalismo competitivo, al que Mujica 
llamó «capitalismo en serio», y a la idea de que una socialdemocracia 
a la europea (o a la neozelandesa, en la versión mujiquista) era posi-
ble. Ningún líder importante de los personeros del gobierno se atrevió 
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a formular nada que pudiera escapar a este marco. Las críticas a las 
políticas económicas fueron muy importantes a lo largo del período, 
pero el equipo económico se mantuvo incambiado desde el inicio.

La revolución y el socialismo fueron dejados para la política social, 
en la que se registraron efectivos e importantes avances. Algunos en 
clave socialdemócrata y otros en clave de avance en la agenda de la 
modernidad, siempre inacabada por estas latitudes. Hubo importan-
tes y casi revolucionarios avances en los derechos de las mujeres, de 
los trabajadores, de la población rural y de los grupos más vulnerables.

Hubo muchas políticas para la población más marginada, a la que 
se le aseguró, por diversos planes, un mínimo de bienestar. Se llevó la 
proporción de personas en situación de indigencia del 2,5 % (2006) al 
0,1 % (2018) (INE, 2019a). Uruguay avanzó en la erradicación y re-
gularización de los asentamientos poblacionales más precarios, pero 
el fenómeno no pudo ser erradicado sino apenas contenido. Hubo un 
notorio aumento de los ingresos de los hogares y del salario real; la 
instalación de los consejos de salarios, su expansión al sector público, 
las leyes de trabajo doméstico y rural, el aumento sustancial del sala-
rio mínimo y las políticas de formalización del empleo colaboraron 
enormemente a ello. La reforma de la salud hizo lo suyo también, al 
eliminar progresivamente del pago de bolsillo la asistencia integral en 
el sistema.

En la educación hubo avances efectivos en el mejoramiento de los 
salarios docentes, en la descentralización de la UdelaR y en el aumen-
to de los recursos destinados a la investigación y el desarrollo.

El interior del país conoció una prosperidad inédita: el aumento 
de los precios de los commodities, la expansión de la agricultura de 
secano, la ley de descentralización que creó alcaldías y municipios, la 
expansión de obras de infraestructura vinculadas a la inversión exter-
na directa revitalizaron el país.

Las mujeres conquistaron la cuota política para los cargos públi-
cos electivos, la despenalización el aborto, un sistema nacional inte-
grado de cuidados y mejoras en su acceso a las licencias maternales, 
aunque continuaron altísimas la discriminación laboral y la violencia 
de género.

La población afrodescendiente, la población trans, las comunida-
des LGBTI, entre otras, fueron objeto de tratamiento de muchas leyes 
y programas tendientes no solo a combatir su discriminación, sino a 
su reconocimiento y atención social.

A través de la política laboral, la política social y la legislación, Uru-
guay logró avanzar en su proceso de modernización y completar un 
ciclo que algunos denominaron tercer batllismo. Ello, en referencia 
a otros dos períodos históricos de grandes reformas modernizadoras 
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que habían dotado al país de una legislación de avanzada en materia 
de derechos sociales, civiles y políticos (primer batllismo) y conso-
lidado la estructura de un sistema de bienestar (segundo batllismo) 
que ni siquiera la dictadura logró exterminar completamente, y que 
funcionaría como resguardo político y moral en la conciencia política 
de la nación.137

Las principales debilidades del proyecto de la izquierda fueron en 
aquellos terrenos donde hubo poca o ninguna reflexión teórica: en el 
de los medios de comunicación, en el de la política represiva, en el del 
tratamiento de la cuestión militar y en el del Poder Judicial.

En el campo de los medios de comunicación, la izquierda se en-
contró pronto empantanada: su dependencia de estos fue creciente 
en términos de la construcción de su propia imagen. No intentó su 
reforma ni crear medios propios —aunque los avances en la radio y la 
televisión públicas fueron notorios a lo largo del período—, sino que 
se adaptó al sistema, lo cual se manifestó en un uso absolutamente 
discrecional por líderes y grupos (incluido Mujica) de la televisión, la 
radio y los medios escritos. Al mismo tiempo, la construcción de la 
opinión pública a partir de los medios y del uso que se ha hecho de 
las encuestas de opinión hizo olvidar a la izquierda cualquier reflexión 
profunda sobre la forma en que la ideología dominante construye sus 
falsos consensos de opinión, sus prioridades, su agenda. Esto ocasio-
nó, entre otras cosas, unas políticas de seguridad pública que fueron 
condicionadas por esta opinión pública para apuntar al paradigma 
de la «mano dura», la «tolerancia cero» y la represión armada de la 
conflictividad social.

Las políticas de seguridad se transformaron en centrales en un 
proyecto de izquierda que debía tener otros objetivos. Fueron prio-
ridad presupuestal y, a pesar de ello, la izquierda siempre perdió en 
este terreno: sus ministros fueron impopulares, la inseguridad siguió 
creciendo y las cárceles se llenaron de jóvenes pobres. Hubo poca in-
versión (aunque la hubo) en los delitos de «cuello blanco», se exageró 
en el combate al narcotráfico (con la salvedad de la regulación legal de 
la marihuana) y se endurecieron las penas contra los jóvenes. El país 
experimentó en el período lo que se conoció como «inflación puniti-
va». Sobre el fin del tercer período de gobierno frenteamplista, llegó 
a aprobarse una ley integral de antiterrorismo (n.° 19.749), ante las 

137  La historiografía ubica al «primer batllismo», también denominado «batllismo 
temprano», cuyo líder indiscutido fue José Batlle y Ordóñez, en el período compren-
dido entre 1903 y 1933, en tanto coloca al «segundo batllismo» o «neobatllismo», que 
tuvo a su sobrino Luis Batlle Berres como principal referente, entre 1946 y 1958.
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presiones internacionales provenientes del Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas.

La seguridad fue el talón de Aquiles del segundo y el tercer pe-
ríodo frenteamplistas: el gobierno no solo no logró llevar adelante 
una política alternativa, sino que fracasó en la lucha comunicacio-
nal y cultural contra el «flagelo de la delincuencia». La seguridad fue 
el tema principal de la oposición durante las últimas tres campañas 
electorales (2009, 2014 y 2019). Los cuerpos armados de la sociedad 
(la policía y las FFAA) fueron reforzados, consolidados, sofisticados 
y estarán disponibles para cualquier estrategia de control total de las 
poblaciones, si alguna vez viniera a producirse un impasse autoritario 
como los del pasado. Y una parte de la responsabilidad será de los 
gobiernos del FA.

El avance en derechos humanos fue escasísimo en lo que respec-
ta a los crímenes de la dictadura. Hacia el final del tercer mandato 
frenteamplista los procesados seguían siendo un puñado de milita-
res desacreditados, se seguía sin saber prácticamente nada sobre los 
uruguayos y uruguayas desaparecidos (de casi doscientas personas 
detenidas desaparecidas, solo se ha encontrado el paradero de cuatro 
en Uruguay y de una treintena en Argentina) y la cúpula del Poder 
Judicial había manifestado su desinterés en avanzar con las causas y 
su orientación general a dar el asunto por terminado.

Finalmente, respecto al vínculo con el Poder Judicial, en varias de 
las declaraciones de inconstitucionalidad que sufrieron distintas le-
yes aprobadas, especialmente durante la administración de Mujica, la 
SCJ manifestó un activismo especial y las relaciones entre los poderes 
Ejecutivo y Judicial se tornaron tensas y distantes. Pero la izquierda 
no había reflexionado nunca sobre el Poder Judicial y su capacidad de 
imponerse como un freno frente a los avances normativos de los go-
biernos progresistas. No solamente la formación jurídica se desarrolla 
en un campo en el que la izquierda está mayoritariamente ausente, 
sino que no prosperó ningún desafío estructural al poder de la corpo-
ración. El FA intentó, con poco éxito, al igual que con los medios de 
comunicación, adaptarse sistémicamente, contando con que su poder 
de gobierno (y de aprobar o no recursos presupuestales para la justi-
cia) valdría en ese campo de juego. No lo valió y el Poder Judicial se 
manifestó reacio a transformaciones significativas del orden jurídico 
en los temas relativos a la propiedad privada y la seguridad jurídica 
de los contratos.

Es hora de reflexiones, grandes y pequeñas, generales y específicas. 
Es hora de inventariar logros y de explicar fracasos. Se debe repasar la 
experiencia latinoamericana de estos años; saber lo que cada gobierno 
de izquierdas legó para la experiencia común (el socialismo del siglo 
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XXI de Venezuela, la lucha por la dignidad de los pueblos originarios 
en Bolivia, la lucha contra la deuda ilegítima de Ecuador, la política 
de defensa de los derechos humanos de Argentina, la laicidad de la 
izquierda uruguaya, la lucha contra el hambre en Brasil). También 
se debe repasar la experiencia latinoamericana de refundaciones de-
mocráticas, de creación de una suprainstitucionalidad para que los 
países pobres y periféricos pudieran representarse a sí mismos, de 
defensa de los activos públicos, de canonización de un derecho pro-
gresista conquistado en las calles y en los parlamentos.
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Gráficos del capítulo 3

Gráfico 1. Porcentaje de mujeres que asumen una banca como titulares  
al inicio de la legislatura (1985-2015)
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Fuente: Johnson et al. (2016).

Gráfico 2. Mujeres elegidas para el Parlamento por el FA, el PC y el PN 
(1985-2015)
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Fuente: Elaboración propia en base a datos del Poder Legislativo (https://parlamento.
gub.uy/).



Constanza Moreira



Gráfico 5. Evolución del empleo sin restricciones laborales (2006-2018)  
(% de trabajadores/as)
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Gráfico 9. Gasto público social por función (% del PBI) (2005 y 2017)
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Gráfico 10. Impacto distributivo del GPS (puntos de Gini)
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Quince años que conmovieron al Uruguay



Gráfico 11. Evolución del gasto en salud como porcentaje del PBI (2005-2016)
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Fuente: MSP (2019).

Gráfico 13. Los tres principales problemas del país para la opinión pública 
uruguaya (%) (2002-2019, años seleccionados)
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Gráfico 14. Principal problema del país. Países seleccionados de América 
Latina (cinco problemas más mencionados) (%) (2017)
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Fuente: Elaborado a partir de datos de la Corporación Latinobarómetro (sitio web).

Gráfico 15. Estructura del gasto presupuestal. Administración Central y 
organismos del artículo 220. (%) (2017)
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Gráfico 16. Evolución reciente del déficit fiscal en Uruguay (2014-2019)
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Gráfico 17. Evaluación de la gestión del presidente Tabaré Vázquez (2015-2019)
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Gráfico 18. Evolución de la intención de voto para las elecciones nacionales  
del 27 de octubre de 2019

FA PN PC CA PdG PI UP PERI PVA

En
blanco/a
nulado/
otros

4.° trimestre_18 34 30 16 7 6 2 5
Feb._19 38 30 16 5 4 2 5
Mar._19 40 29 16 4 4 1 5
Abr._19 38 32 14 6 2 3 1 1 3
May._19 38 30 15 7 2 2 1 1 1 4
Jul./Ago._19 37 26 19 9 2 2 1 1 1 2
Ago./Set._19 39 26 18 8 2 2 1 1 1 3
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Capítulo 4

EL INFIERNO TAN TEMIDO

La reconfiguración de las derechas 
y el impacto de la regresión conservadora

1. INTRODUCCIÓN
Hace poco menos de una década, la región vivía un clima de optimis-
mo político y económico. El FA volvía a ganar el gobierno en Uru-
guay, de la mano de Mujica, que iniciaba un nuevo relacionamiento 
con la región. En Argentina se había verificado un cambio en el clima 
político y se abría un escenario de continuidad para las políticas de 
transformación iniciadas durante el gobierno de Néstor Kirchner. En 
Brasil, Dilma ya le pisaba los talones a su contrincante João Serra 
y se podía aventurar una posible ventaja suya en la segunda ronda 
presidencial de octubre de 2010. En Bolivia se institucionalizaban las 
modificaciones propuestas por Evo Morales y su proceso constituyen-
te. En Ecuador se consolidaban los cambios introducidos por Correa. 
Por si fuera poco, la región mostraba un panorama distinto al que se 
observaba en buena parte del mundo, donde la crisis golpeaba con 
dureza. Las conclusiones apuntaban al éxito que habían obtenido los 
gobiernos de izquierda en reducir la vulnerabilidad de las economías 
impulsando modificaciones a la ortodoxia económica (con políticas 
de reducción de la deuda, cancelación de compromisos con el Fon-
do Monetario Internacional [FMI], revalorización de la moneda local, 
impulso al mercado interno y control de capitales externos).



Constanza Moreira



Sí, en 2010 todas eran buenas noticias para la izquierda. La políti-
ca externa de Brasil y Venezuela, con su apuesta a la UNASUR, mos-
traba la relevancia que iba tomando la región en el concierto mundial. 
En el Grupo de los 20, o G 20, un grupo de países formado en 1999 por 
los siete países más industrializados más Rusia y once países reciente-
mente industrializados de todas las regiones del mundo, se contaban 
dos naciones suramericanas: Argentina y Brasil. La existencia de este 
grupo, que desde 2009 había ido desplazando al G8 (los siete más 
ricos más Rusia) como foro de discusión de la economía mundial, 
ponía de manifiesto la relevancia de la región en el mundo.

En junio de ese mismo año, al inicio de las jornadas de reflexión 
«El desafío de la construcción política: el debate de la izquierda», or-
ganizadas en Argentina por la Red de Fundaciones Progresistas, Mar-
co Aurélio Garcia, asesor en asuntos internacionales del gobierno de 
Lula, había sentenciado: «antes teníamos pocos votos, pero muchas 
ideas. Ahora tenemos muchos votos, pero pocas ideas».

Marco Aurélio Garcia llamaba la atención sobre el hecho de que 
la transformación que se había producido de la mano del gobierno de 
Lula en Brasil (con su reducción de la desigualdad, su incorporación 
de treinta millones de brasileños a los sectores medios, su instalación 
de Brasil en el centro del escenario mundial) era solo comparable con 
las vividas por su país en la década de 1930 y entre los decenios de 
1950 y 1960. En los años treinta se había inaugurado el proyecto var-
guista de modernización conservadora. Fue la época en la que floreció 
el pensamiento crítico; Sérgio Buarque de Holanda escribió Raíces 
doBrasil y Gilberto Freyre, Casa grande e senzala. Los años cincuenta 
y sesenta fueron los del desarrollismo brasileño. Juselino Kubitschek 
construyó Brasilia y Celso Furtado escribió la mayor parte de su obra. 
Fernando Henrique Cardoso y la escuela de San Pablo reflexionaron 
largamente sobre la posibilidad de un desarrollo nacional; asumieron 
la teoría de la dependencia y la dinámica centro- periferia. ¿Y ahora? 
No hay un equivalente de creación intelectual y despliegue de la re-
flexión creativa que acompañe los procesos de transformación que es-
tamos viviendo, señaló el entonces asesor de Lula. Tenemos que hacer 
una reflexión profunda sobre lo que pasa, y esto no es una exigencia 
intelectual sino política, para garantizar la continuidad y la profundi-
dad del proceso.

Se concebía como una tarea de urgencia reestablecer el pensa-
miento crítico. En muchos casos las reflexiones iban atrás de la ex-
periencia, a menudo con ideas que tenían veinte o treinta años de 
atraso, sostuvo. Muchos de quienes estaban presentes en la conferen-
cia aplaudieron esta afirmación y se sintieron consustanciados con 
ella. En un escenario de tantas y tan importantes transformaciones, 



El infierno tan temido



advirtieron, no parecía sentirse el bullicio de las ideas chisporrotean-
do en la atmósfera de los partidos, ni la audacia de los intelectuales 
despertando conciencias. Antes bien, las ideas parecían (como aún 
parecen) ir detrás de voluntades políticas que, gestadas con enorme 
esfuerzo y despliegue de energía, a menudo no encontraban (ni en-
cuentran) otro lugar en el que anclarse que las ya clásicas recetas de 
una socialdemocracia aggiornada.

El gran problema, se señaló en el seminario, es que no hemos sa-
bido aprovechar los años de crecimiento ininterrumpido para impul-
sar una transformación estructural de nuestras sociedades. Hemos 
introducido paliativos a las situaciones más graves, hemos tratado de 
reducir la pobreza, mantuvimos la «casa en orden», pero no hemos 
logrado transformar la sociedad. No tuvimos estrategia que fuera más 
allá de administrar el orden heredado y de asegurar un poco más de 
bienestar (material) para algunos. Las transformaciones que se pro-
dujeron en los países de América Latina en los años cincuenta son 
impensables para la izquierda del siglo XXI.

Se ensayaron explicaciones. Entre ellas, el hecho de que cuando 
las izquierdas llegaron al gobierno en esta región del mundo la resaca 
del colapso del socialismo real había descartado buena parte de las 
ideas-fuerza que habían sido corrientes en el pasado. Al desaparecer 
buena parte de las representaciones políticas legadas por la vieja Eu-
ropa (al menos, la segunda horneada de ideas emancipatorias luego 
de las de la Revolución francesa), no encontramos las nuestras y per-
dimos el rumbo. Es hora de tener nuestra propia visión del mundo 
para encontrar nuestro lugar en él, afirmaron.

Los ánimos variaron según la perspectiva de cada país. La izquier-
da chilena evidenciaba un talante crítico de su propia experiencia de 
gobierno. Había tenido que administrar la transición desde la dicta-
dura, y esta última había alterado profundamente el carácter de la 
sociedad y las propias estructuras políticas. «Hicimos lo que pudimos. 
La Concertación nunca fue de izquierda: siempre tuvimos en nuestro 
seno que convivir con las fuerzas conservadoras», argumentaron al-
gunos de sus representantes. Pero el propio Carlos Ominami (exsena-
dor y figura prominente de la izquierda chilena) se preguntó: ¿son las 
izquierdas las que van a generar el pensamiento crítico?, ¿o debe el 
siglo de las izquierdas dar paso a construcciones más amplias, tanto 
sociales como políticas, y que junten pensamiento crítico de pelajes 
diversos? Otros advirtieron que una parte de nuestras izquierdas no 
eran transformadoras sino conservadoras, y habían trabajado exclusi-
vamente para la administración de los problemas, no para su solución. 
Se señaló que, en muchos casos, las izquierdas se habían acomodado 
a los hiperpresidencialismos de América Latina y servido de ellos para 
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afirmarse en el poder. En algunos casos, se revelaban conservadoras, 
machistas, homofóbicas y de un materialismo básico y primitivo que 
no dejaba lugar al pensamiento crítico sobre el productivismo desa-
rrollista (ese que no solo no compite contra el capitalismo, sino que lo 
reproduce). Es esa izquierda conservadora, la administradora del po-
der, la que perdió en Chile no solo ideas, sino votos, sentenció alguien. 
Y se agregó: quien piense que el futuro de la región será la socialdemo-
cracia, se equivoca. Acá está pasando otra cosa. El futuro de América 
Latina no podrá ser nunca el pasado de Europa.

De aquellas jornadas de reflexión ha pasado casi una década. Si en 
ese momento el problema era la falta de ideas, ahora el problema de 
la izquierda parece ser la falta de votos, especialmente en Venezuela, 
Brasil, Chile y, hasta la elección anterior, en Argentina. Con un Poder 
Legislativo en manos de la oposición y un Poder Ejecutivo en disputa, 
Venezuela, hoy, administra su crisis frente un entorno mundial que la 
condena y que, ante la falta de consenso para una intervención mili-
tar, apela a estrategias de desgaste económico y mediático que están 
resultando mucho más efectivas. Con Bolsonaro, Brasil cayó en ma-
nos de la extrema derecha. En Chile, gobierna Piñera. En Ecuador, el 
legado de Correa se desvanece y se erosiona —también acompañado 
de procesos de judicialización contra sus principales dirigentes, espe-
cialmente, el propio Correa— en manos de su sucesor, Lenín Moreno. 
En tanto, en Argentina, Macri logró desmantelar, en poco tiempo, mu-
chas de las conquistas del kirchnerismo, el cual, tras instalarse la con-
signa «son todos ladrones», ha enfrentado el descrédito y las amena-
zas de encarcelamiento de su principal líder, la expresidenta Cristina 
Fernández. Sin embargo, luego de la crisis de proporciones siderales 
en la que el gobierno macrista sumió al país, el kirchnerismo y aliados 
tienen la oportunidad de regresar al poder de la mano de la coalición 
Frente de Todos, con la fórmula Fernández-Fernández como favorita 
para ganar las elecciones de octubre de 2019.

A la falta de una síntesis sobre los logros de las izquierdas, siguió 
una arremetida arrolladora de las derechas, con muy pocos mira-
mientos institucionales, pero con un grado de cohesión política y so-
cial inesperado en lo que se concebía como épocas de «acumulación 
por izquierda». La UNASUR desapareció con la defección de buena 
parte de sus miembros, y el coro de los países en ocasión de la au-
toproclamación de Guaidó en Venezuela (con el apoyo de la Unión 
Europea y Estados Unidos) mostró lo unida que está la derecha (como 
antes lo estuvo la izquierda, aunque con un liderazgo externo —Esta-
dos Unidos y la OEA— que la izquierda nunca tuvo). La ultraderecha 
europea se organiza, mientras tanto, y se internacionaliza a través de 
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su presencia en el Parlamento Europeo. Hoy, Marco Aurélio no está 
más entre nosotros. Y ya no se tienen tantos votos.

He intentado, en los capítulos anteriores, colaborar a una síntesis 
de las experiencias logradas en estos años, porque el legado progresis-
ta debe ser teorizado, sistematizado y analizado objetivamente, para 
el aprendizaje de futuras generaciones. En lo que sigue, intentaré ana-
lizar qué explica el regreso de las derechas, cuáles son sus formatos, 
cuál es su agenda y cuáles son sus fortalezas y debilidades políticas. 
El sistema político siempre evidencia un espacio compartido entre 
ideologías antagónicas (más aún en contextos de altísima desigual-
dad, como en nuestros países), y la visión de conjunto de este espa-
cio resulta imprescindible para entender, al decir de Maquiavelo, «los 
tiempos que vendrán».

2. ECOLOGÍA DE LA REGRESIÓN CONSERVADORA:  
ENTRE LA ECONOMÍA, LA SEGURIDAD Y LA JUDICIALIZACIÓN  
DE LA POLÍTICA
América del Sur experimentó una regresión a gobiernos conservado-
res en los dos principales países del giro a la izquierda de la región: 
Argentina y Brasil. Ello tuvo impactos sobre los procesos políticos en 
Chile, Bolivia, Ecuador, Uruguay y Venezuela. También tuvo impacto 
en la institucionalidad supranacional creada en la década del progre-
sismo. La retirada de cinco países de la UNASUR en abril de 2018 
(Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Perú), así como la aplicación de 
la cláusula democrática contra Venezuela por parte de la OEA, refren-
dada por más de 17 países, son una muestra de ello.

El estancamiento económico y la crisis política son procesos que 
están imbricados. El agotamiento del ciclo expansivo de la economía 
fue aprovechado por las elites domésticas para producir alternancias 
en los gobiernos, con la ayuda del descontento popular y, al mismo 
tiempo, para galvanizar los intereses empresariales que, como bien 
lo expresaba la Federación de Industrias del Estado de San Pablo (FI-
ESP), en Brasil, no piensa «pagar el pato» (es decir, pagar el costo) por 
la crisis del capitalismo periférico que experimentan nuestros países. 
Si el capital no sufraga los costos de la crisis (luego de haberse be-
neficiado ampliamente durante el ciclo expansivo), es claro que los 
pagarán los trabajadores y los más pobres (a veces, concebidos como 
material de desecho en el cual cualquier inversión social —con excep-
ción de la cárcel— es perdidosa).

El congelamiento del gasto público en Brasil, el desmantelamien-
to en ese país y en Argentina de los ministerios sociales como modo 
de reducir el costo del Estado, el incremento de la deuda externa en 
Argentina y su política de defección ante los llamados fondos buitres 
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son una clara muestra de cómo las medidas para paliar la crisis, ade-
más de inefectivas, tendrán un inmenso impacto sobre la suerte de los 
trabajadores, las mujeres y la población más vulnerable. Asimismo, el 
aumento de la «mano dura» en la criminalización de la pobreza y de 
la minoridad infractora en ambos países, el reforzamiento de ejércitos 
y policías en el combate al crimen y las políticas de liberalización de 
la tenencia de armas en Brasil muestran que la conflictividad social 
que emanará del manejo de esta crisis será resuelta a punta de pistola.

Nada de esto puede hacerse sin apoyo político y social, y el com-
portamiento de buena parte de la clase política y, especialmente, de 
buena parte de las clases medias es clave en este proceso. El apoyo y 
triunfo de Bolsonaro hacen desconfiar de que este trípode compuesto 
por la política económica neoliberal, la política de seguridad de mano 
dura y el apoyo de amplios sectores sociales a líderes de la extrema 
derecha puede configurar la «tormenta perfecta» de una escalada re-
accionaria en la región.

Entre las causas de esta escalada, las económicas deben ser prio-
rizadas, ya que una de las primeras causas de la regresión conserva-
dora de la región se expresa como resultado del agotamiento del ciclo 
expansivo. Ello nos retrotrae a las teorías corrientes en los años no-
venta sobre la relación entre democracia y desarrollo económico. Es-
tas teorías postulaban que la democracia política solo era posible en 
condiciones de economía de mercado (Berger, 1992; Dahl, 1993; Ol-
son, 1992). Los argumentos eran que el desarrollo capitalista refuerza 
el crecimiento de la sociedad civil (urbanización, industrialización, 
ampliación de las comunicaciones, alfabetización, etc.) y que una so-
ciedad civil organizada es la única garantía para contrabalancear el 
poder del Estado (recuérdese que la definición básica de democracia, 
en este escenario, es la de contralor ciudadano del poder arbitrario 
del Estado).

Sin embargo, Rueschemayer, Stephens y Stephens (1992) plantea-
ron que el desarrollo capitalista solo está asociado con la democracia 
si transforma la estructura de clases, si fortalece a las clases medias 
y a los trabajadores y si debilita el poder de las elites agrarias. En 
síntesis, no es el capitalismo per se, sino las contradicciones del capi-
talismo lo que causa la democracia. Autores como Barrington Moore 
(1993) sostienen que las chances de una relación «feliz» entre capi-
talismo y democracia dependen de circunstancias específicas (que se 
han dado en los países centrales, pero que difícilmente sean repetibles 
en el Tercer Mundo), y que de los tres caminos hacia la modernidad 
política solo uno conduce a la democracia; los otros dos resultan en 
formas autoritarias (dictadura fascista y dictadura comunista).
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Marx, citado por Przeworski (1980), sostiene que la democracia en 
el capitalismo es un estado excepcional, y nunca la forma misma de la 
sociedad. Esta inestabilidad resulta, en la teoría marxista, de la con-
tradicción entre la propiedad privada de los medios de producción y la 
democracia política. Mientras la burguesía trata de evitar que el poder 
político se transforme en emancipación social, los otros (el proletaria-
do, el campesinado, la pequeña burguesía) luchan para evitar volver a 
la restauración social y política del orden que las oprime.

Pero es la ideología la que acorta y economiza el camino de la do-
minación… o de la emancipación. En la perspectiva de una ideología 
contrahegemónica, que vuelve a las personas conscientes de sus rela-
ciones sociales, esta debe ser «vivida en el día a día», y debe dar senti-
do a la experiencia cotidiana. Como sostiene Gramsci (citado por Pr-
zeworski, 1986: 136): «ideological hegemony can be maintained only 
if it rests on a material basis». Para que la ideología de la izquierda (no 
como falsa conciencia, sino como pensamiento ordenado y sistemáti-
co sobre el modo de producción y la inevitabilidad del mundo social 
y ético que genera) triunfe, no puede ser solo ética-política. Debe ser 
también económica.

Mucho antes de que los gobiernos progresistas pudieran asentar 
las bases de una nueva ideología (aunque más no fuera la de la agenda 
de derechos, el feminismo, la de las políticas sociales y la regulación 
capital-trabajo) que se transformara, al decir de Althusser (1981), en 
una experiencia vivida que diera sentido a la realidad de las personas, 
las bases materiales del consenso fueron severamente erosionadas.

Los datos más recientes del Estudio Mundial de Valores revelan 
que, hacia 2011, el 43 % de la población uruguaya consideraba que los 
pobres «son pobres por flojos y falta de voluntad» y que el 60 % enten-
día que «es posible» salir efectivamente de la pobreza (Presidencia de 
la República, DUCSA, Equipos Consultores, 2015). Esto da cuenta de 
la escasa politización que se ha dado respecto de los temas distributi-
vos en la década larga de gobiernos del FA. La izquierda no parece ha-
ber llegado a transformar sus ideas en experiencia vivida por las clases 
subalternas, al menos no con la amplitud y la profundidad necesarias. 
Y mucho antes de eso, la realidad se empezó a deteriorar… como re-
sultado, justamente, de la inestabilidad del sistema capitalista.

El fin del boom económico que representó el aumento del precio 
de las materias primas afectó tanto a las economías dependientes de 
recursos energéticos (como Venezuela o Ecuador) como a las econo-
mías agrícolas (como Argentina o Uruguay). Y redujo enormemente 
el margen de los gobiernos progresistas para impulsar políticas de 
redistribución del ingreso con base en recursos fiscales del Estado. 
Uruguay no ha salido indemne de esta retracción económica regional 
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signada por la caída de la demanda china de los commodities y por el 
declive del producto en los mercados emergentes. El deterioro de la 
capacidad exportadora de nuestro país, la caída de puestos en el mer-
cado de empleo y el aumento del desempleo, ya hacia comienzos del 
tercer período de gobierno del FA, dan cuenta de esto (gráficos 1, 2 y 
3, al final del capítulo).

Mucho más dramático fue el desempeño de Brasil, a partir de 
2014, en la antesala y mientras se procesaba el impeachment contra 
Dilma (gráficos 4, 5 y 6, al final del capítulo). Y, más apremiantes aún 
han sido las dificultades atravesadas por la economía argentina, cuya 
situación no ha hecho sino agravarse en los últimos años (gráficos 7 y 
8, al final del capítulo).

Señala Przeworski (1991), en Capitalismo y socialdemocracia, que 
la democracia es rara e inestable. Rara porque depende de un com-
promiso de clases e inestable porque se sustenta en eso. Usando esta 
noción, sostendremos que la democracia pareció impotente para con-
tener el compromiso de clases en épocas de crisis. Y, aunque el em-
presariado ganó mucho durante ese tiempo, fue el primero en defec-
cionar de los procesos progresistas… con impactos en el resto de la 
población.

América Latina se había democratizado, sí, pero no lo suficiente 
como para resistir a una prolongada retracción o desaceleramiento 
económico. Como ya se analizó en el primer capítulo de este libro, la 
caída en la actividad económica fue acompañada de una caída de la 
popularidad de los gobiernos del giro a la izquierda (a otros factores 
constantes).

A partir de la caída de la popularidad de los gobiernos progresistas 
y de la retracción de sus márgenes de maniobra para redireccionar el 
gasto público en orden de atender las demandas de los sectores más 
vulnerables, comienza a producirse un fenómeno más profundo: la 
erosión de la confianza… primero en los gobiernos, después en los 
políticos y, finalmente, en la democracia toda (gráficos 9, 10 y 11).
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Gráfico 9. Evolución del PBI en América Latina (1995-2018)

1997 1998 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2013 2015 2016 2017 2018

Crisis asiática Recuperación Crisis subprime y
recuperación Deterioro de China

PIB 3,8 0,9 2,3 -1,3 -2,3 0,4 4,4 3 4 5,5 4,7 3,1 5,7 4,4 3 0,5 -0,6 1,1 1,3
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Fuente: Latinobarómetro (2017) a partir de CEPAL.

Gráfico 11. Evolución del apoyo a la democracia en Argentina, Brasil,  
Chile y Uruguay (1995-2018)
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Fuente: Latinobarómetro (sitio web).
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Estos guarismos evidencian, también, la frágil base sobre la que 
se sustentó el crecimiento económico en el período, impulsado por 
la demanda externa china de productos que no ayudaron demasiado 
a industrializar nuestros países o a diversificar nuestras economías.

La ecología de la regresión conservadora tiene, sin duda, una faz 
de naturaleza económica, pero es alimentada, a su vez, por una lucha 
en el terreno de lo simbólico y de lo cultural, donde la derecha se afir-
ma con fuerza.

En la medida en que los problemas económicos dejaron de ser 
el centro indiscutible en la vida de los ciudadanos comunes, habida 
cuenta del aumento de los ingresos, del empleo y de la seguridad eco-
nómica (el optimismo económico se evidencia alto en esos años), el 
tema de la seguridad se colocó en el centro del debate. En 2015, los 
datos del Latinobarómetro mostraban que la delincuencia era el pro-
blema más importante del país con 22 % de menciones, frente a la 
desocupación (16 %) o la corrupción (7 %).

Ello impulsó una suerte de reprimarización del Estado, si por tal 
fenómeno entendemos el de su concentración en las tareas de «juez 
y gendarme», encomendadas por el liberalismo. Las carteras ministe-
riales encargadas de la seguridad recibieron importantes incrementos 
presupuestales, lo cual muchas veces implicó sacrificar recursos en 
otras actividades secundarias del Estado (y de las propias políticas 
sociales). No solamente la policía mejoró su presupuesto y su dota-
ción en recursos humanos en nombre de la seguridad pública, sino 
que se crearon nuevos cuerpos armados y la militarización de la se-
guridad pública estuvo a la orden del día. Todo ello en connivencia 
con sistemas de justicia que criminalizaron fuertemente la pobreza y 
que produjeron un hacinamiento brutal en las cárceles, donde, lejos 
de combatirse la reincidencia, el crimen volvió a organizarse, como 
lo evidencian diversas experiencias de América Latina. Esto, a pesar 
de todas las denuncias de los organismos de derechos humanos y las 
propias recomendaciones de Naciones Unidas en la materia.

Al mismo tiempo, los cuerpos armados se fortalecieron y sofistica-
ron. Habida cuenta de la historia de golpes de Estado y de las violacio-
nes flagrantes a los derechos humanos por parte de estos en el pasado 
reciente, esto debería haber despertado más resistencias de las que 
tuvo. Aun en países como Uruguay, donde fueron «viejos guerrilleros» 
quienes, desde los ministerios de seguridad y defensa, comandaron 
el rearme de policías y Fuerzas Armadas (FFAA) en democracia, se 
evidenció bastante ingenuidad en el manejo de estas corporaciones 
y poca prevención respecto a su rol como apoyo a las derechas polí-
ticas locales. En Brasil, en el gobierno de Bolsonaro revistan, entre 
sus ministros, algunos mandos encolumnados en la estrategia de las 
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misiones en Haití, tan duramente resistidas por las izquierdas «de a 
pie» y tan secundadas por los gobiernos de izquierda en el poder.1

El control sobre la población civil se intensificó, la videovigilancia 
se expandió y se pusieron a disposición las nuevas tecnologías dispo-
nibilizadas por la Administración para el Control de Drogas  (DEA, 
su sigla en inglés) y nuevas policías antinarcóticos, que se vieron 
acompañadas de un aumento de penas para el suministro y tráfico 
de drogas. Esto, en el marco del llamado «populismo punitivo». Ante 
la demanda de seguridad, jueces, policías y políticos reaccionaron al 
aumentar la presión autoritaria sobre la política pública, aun cuando, 
como resultado de esa presión, se lesionaran unos cuantos derechos 
humanos por el camino.

Todos esos cuerpos armados y ese Poder Judicial estuvieron dis-
ponibles para cuando los gobiernos cambiaron de signo político: las 
prisiones como las de Lula o Milagros Salas, la criminalización de la 
protesta social y el incremento de asesinatos de líderes y dirigentes 
políticos y sociales en estos años en Colombia o Brasil son parte de un 
proceso que empezó mucho antes. Los gobiernos de izquierda no su-
pieron contrarrestar dicho proceso, y en materia de seguridad pública 
siguieron la línea que venía de Estados Unidos (con solo unas raras 
excepciones).

Otra victoria simbólica de la derecha fue el haberse apropiado del 
tema de la corrupción, por más que muchos de los políticos acusados 
pertenecieran a su seno. Aquí, lo importante fue haber arrebatado a 
los políticos y partidos de izquierda su autoridad moral, al quedar 
muchos de esos últimos incluidos en escándalos junto con políticos 
de derecha.

La judicialización de la política y los medios de comunicación ju-
garon un rol central en este proceso que Rosanvallon (2008) califi-
caría, sin duda, como un fuerte triunfo de la contrademocracia. La 
elevación del pueblo a juez produjo una desconfianza generalizada en 
la política. Así, la caída en los niveles de confianza hacia la política y 
hacia las instituciones de la democracia representativa fue funcional 
a la regresión conservadora.

Para que la derecha volviera con pretensiones de legitimidad debía 
eliminarse de la memoria común, apelando a Maquiavelo, la dinastía 

1  La Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) fue 
duramente resistida por parlamentarios y movimientos de izquierda en América La-
tina y, especialmente, en Uruguay. En 2014, el diputado frenteamplista Luis Puig 
renunció a su banca para no tener que votar la renovación de las tropas uruguayas 
en el referido país caribeño. También lo había hecho el también diputado por el FA 
Guillermo Chifflet en 2005, en ocasión de votarse el envío de tropas para la operación 
precedente a la MINUSTAH, denominada UNITAS.



El infierno tan temido



de los antiguos príncipes. Había que borrar toda la dignidad que os-
tentaron antaño y someterlos al escarnio público. Eso fueron la ex-
hibición penosa de Lula encarcelado, los escándalos que rodearon el 
segundo gobierno de Bachelet, el proceso judicial a que fueron some-
tidos los exvicepresidentes de Ecuador, Jorge Glas, y de Uruguay, Raúl 
Sendic, así como las distintas causas que han intentado acorralar a 
Cristina Fernández y que Cambiemos logró sintetizar, en su momen-
to, en la idea de que «se robaron todo». La estrategia demostró una 
eficacia increíble. Y todo ello con impactos negativos sobre la demo-
cracia y la política, que forman parte del caudal con el que la derecha 
acumula. El desarrollo de la antipolítica, la expansión de la apatía 
política y la caída en la confianza interpersonal erosionan, sin duda, 
la capacidad de construir colectivamente.

Aunque todavía parece pronto para afirmarlo, la región ha sido 
tomada por líderes de derecha, como lo muestra la rápida alineación 
con Estados Unidos para «castigar» a Maduro y nombrar un presi-
dente «encargado» en Venezuela, como en la época de la colonia. 
¿Cuán profunda es la regresión conservadora? Aún no lo aquilatamos. 
Las sociedades aún muestran una situación de cuasi empate en las 
elecciones, como lo expresaron la polarización Haddad-Bolsonaro en 
Brasil, Scioli-Macri en Argentina o Duque-Petro en Colombia. Pero el 
desempate por derecha es lo que ha estado triunfando últimamente.

El viraje en las preferencias electorales resulta imprevisible para la 
mayor parte de los analistas, encuestadoras y políticos. Los apretados 
porcentajes de diferencia entre uno y otro ganador han vuelto, hasta 
cierto punto, imprevisibles los resultados. Maduro ganó la elección en 
2013 por menos de un punto porcentual. Scioli perdió el balotaje en 
Argentina por menos de tres puntos porcentuales cuando las encues-
tas le auguraban, apenas un mes antes, una cómoda victoria. Cuando 
Dilma triunfó en 2014, superando el 51 % en la segunda vuelta, nin-
gún analista se hubiera atrevido a pronosticar que, un año más tarde, 
sería vergonzosamente apartada de su cargo. En el Reino Unido, el 
Brexit era la opción perdedora en el referéndum celebrado al respecto, 
y resultó vencedor por escasa diferencia (51,9 % a 48,1 %). El no en 
el plebiscito para ratificar el acuerdo de paz en Colombia ganó por 
50,2 % frente al 49,7 % del sí.

A su vez, los resultados electorales se han vuelto imprevisibles por-
que las encuestadoras de opinión han dejado de someterse al rigor 
de las teorías sobre la opinión pública construidas, reconstruidas y 
reformuladas desde los años sesenta. La mayoría de las encuestado-
ras son consultoras contratadas por actores privados. No necesaria-
mente están preocupadas por sistematizar los resultados de décadas 
de relevamientos en alguna teoría unificada. Y no existe una teoría 
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social atrás que avale los resultados de la llamada opinión pública. 
La llamada opinión pública se transforma, así, en una construcción 
política fuertemente intermediada por los medios de comunicación, 
las encuestadoras y otros intérpretes privilegiados. Los medios de co-
municación construyen agenda todos los días y moldean a la opinión 
pública. Las manifestaciones de las cámaras empresariales, los acto-
res políticos, las iglesias o personeros de las FFAA suenan fuerte. Las 
mayorías silenciosas, los más pobres, los que no construyen opinión 
en los grandes medios determinan los resultados de la elección cau-
sando la sorpresa de estas mismas encuestadoras.

Las empresas encuestadoras comienzan a transformarse en un ac-
tor político más del sistema, y pueden ser tentadas a apartarse de las 
normas de la rigurosidad teórica que determinan qué puede y qué no 
puede medirse con cierto grado de confiabilidad; construyen o destru-
yen la popularidad de líderes y representantes políticos, determinan 
el fracaso o el éxito de políticas, fijan las prioridades de la gente sobre 
los llamados «problemas del país» y son tomadas acríticamente por 
gobernantes obsesionados con la popularidad, los votos y la imagen. 
En Brasil, la popularidad de Dilma, medida por las encuestas de opi-
nión, se transforma en una medida de la legitimidad de su mandato. 
En Uruguay, la inseguridad se transforma en el principal objetivo pre-
supuestal del gobierno, en parte influenciado por las encuestas que lo 
señalan como el tema de mayor preocupación en la opinión pública. 
En Argentina, los medios y las encuestas son indiferenciables: las en-
cuestas informan a los medios y los medios construyen y destruyen 
legitimidades, con el apoyo del aparato judicial.

Mientras tanto, no existe una teoría sociológica o politológica de 
alcance medio que llegue a explicar, siquiera, lo que está sucediendo. 
Parte de los académicos de las ciencias sociales parecen entrar en epo-
jé (la suspensión del juicio, según los griegos). Esa parte de la acade-
mia dice poco sobre la década larga del progresismo, juzga mucho y 
explica menos. Sucumbe a los paradigmas emanados del mainstream 
norteamericano y deja ya de entenderlo todo cuando, en su demo-
cracia modélica, gana Trump. Es entonces cuando voces como las de 
Nancy Fraser (2017) (entre otras) comienzan a oírse con más fuerza.

3. LA DERECHA EN AMÉRICA LATINA: ESTRATEGIA, IDEOLOGÍA, 
INTERESES
Los gobiernos del giro a la izquierda o posneoliberales (Ruckert, Mac-
donald y Proulx, 2016) tuvieron fundamentos políticos y económicos. 
Los segundos devienen del fracaso de las políticas neoliberales ema-
nadas del Consenso de Washington, especialmente, cuando a partir de 
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su agotamiento, entre 2001 y 2002, dejaron de ser atractivas para el 
campo empresarial y conservador.

En el campo popular, su atractivo había desaparecido ya en la «me-
dia década perdida», entre 1998 y 2002, cuando el agravamiento de la 
pobreza, el desempleo y la desigualdad resultaron evidentes. La lite-
ratura, tal vez, sobredimensiona el impacto de la reacción popular a 
la crisis del neoliberalismo. En efecto, el neoliberalismo estaba muy 
desprestigiado, pero no hubiera alcanzado con la reacción popular 
ya que, bajo los efectos de ese mismo neoliberalismo, tendía a ser 
reprimida, fragmentada y poco visibilizada por los grandes medios de 
comunicación. Fue la existencia de partidos de izquierda o centroiz-
quierda (como el PT o el FA) y de liderazgos con acumulaciones polí-
ticas propias (como Chávez, Kirchner, Cristina, Evo o Correa) lo que 
hizo que este descontento popular se pronunciara en las urnas con la 
contundencia con que lo hizo. Y estas construcciones políticas fueron 
procesos de acumulación de décadas.

Tampoco debemos olvidar que la(s) derecha(s) locales (con la «au-
torización» de facto de Estados Unidos) permitieron que estos triun-
fos fueran posibles… y los soportaron durante una década y media. 
Sus intentos de desestabilización distaron de la virulencia del pasado 
(con la excepción de Venezuela y, quizás, de Bolivia) y los apoyos ex-
ternos para golpes de Estado ya no estaban disponibles.

Además, la imposibilidad de resistir a las crisis cíclicas financieras 
y a la insustentabilidad del modelo de acumulación en el campo social 
agotó el proyecto de modernización conservadora en la región, y lo 
hizo —temporalmente— inviable (al menos, sin el auxilio de represio-
nes masivas o intervenciones militares y con altísimos costos para el 
Estado en la contención de la inseguridad pública).

Según consignan Luna y Rovira Kaltwasser (2014) en la obra The 
resilience of the Latin American Right, en sociedades tan desiguales 
como las latinoamericanas, la derecha, con su defensa de la democra-
cia y la economía de mercado, enfrenta serias limitaciones. No le es 
tan fácil apelar al «pueblo» con estas no promesas. A su favor se en-
cuentra el hecho de que no precisa una definición política partidaria, 
ya que puede influir directamente en la política pública sin necesidad 
de organización. Como bien señalaban los padres de la acción colecti-
va (Hirschman, 1977; Olson, 1992), la organización es una necesidad 
de los que no tienen otros recursos de poder. La creación de un parti-
do desvela a la izquierda, pero no a la derecha.

Aunque la capacidad de influir de la derecha puede prescindir de 
la organización partidaria de sus intereses, no puede, en cambio, pres-
cindir del control del gobierno, aunque más no sea por vías indirectas. 
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Y no puede prescindir, de ninguna manera, de su influencia en la po-
lítica pública.

En síntesis, a pesar de que la izquierda está en el gobierno en mu-
chos países, dicen Luna y Rovira Kaltwasser (2014: 2): «ello no obsta 
para que la derecha tenga un considerable margen de maniobra para 
influenciar gobiernos, para construir partidos políticos que los repre-
senten en los parlamentos, para usar a los medios para modelar la 
agenda pública, para movilizar expertos y tecnócratas para modelar 
el proceso político, para financiar campañas electorales, o hacer lobby 
sobre los representantes».2

3.1. MÁS ALLÁ DE LOS PARTIDOS: ESTRATEGIAS POLÍTICAS  
DE LA DERECHA
El comportamiento político de la derecha es determinante en el for-
talecimiento o debilitamiento de la democracia como régimen de go-
bierno y condiciona enormemente la calidad democrática. El efecto 
«guerra fría» ha hecho que la mayoría de los análisis llevados a cabo 
en ocasión de las transiciones a la democracia en América Latina se 
focalizasen mucho más frecuentemente en las izquierdas antisistémi-
cas. Los estudios sobre izquierdas antisistémicas han sido, sin duda, 
más abundantes que los estudios sobre las derechas antistémicas, aun 
cuando estas últimas fueron expresiones recurrentes en el siglo XX 
latinoamericano. El rol de la academia norteamericana aquí ha sido 
fundamental. El análisis de la derecha antisistémica, hoy, es una ne-
cesidad ineludible para poder entender las reversiones democráticas 
que sufren países como Brasil en pleno siglo XXI. De hecho, uno de 
los modos más frecuentes en que la derecha impidió que la política 
llevara a cabo planes de gobierno que obstaculizaran sus intereses 
fueron los golpes de Estado.

Luna y Rovira Kaltwasser (2014) identifican tres estrategias para 
la acción política de las derechas, e incluyen desde las que suponen 
la construcción de un partido político para la defensa de los intereses 
hasta la prosecución de estos por vías no políticas ni electorales (a 
través de influencia directa), pasando por la alternativa electoral no 
partidaria o anti-establishment (para muchos vinculada al populismo 
de derecha). La aparición de Bolsonaro en Brasil y el reforzamiento 
de un partido antes inexpresivo (el Partido Social Liberal) en el Con-
greso darían cuenta de esta última estrategia. Entre estos casos deben 
contarse también los de Collor de Mello, Fujimori o Uribe.

2  Traducción propia.
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Las influencias extrapolíticas, incluidos los golpes de Estado (blan-
dos o fuertes, armados o desarmados) y las diversas formas de sus-
tracción de la orientación de los gobiernos a la dinámica de la compe-
tencia electoral, son parte de la estrategia de las derechas.

Los autores citan aquí también instrumentos no electorales tales 
como el apoyo a las brigadas de paramilitares y grupos de autodefen-
sa (en los países con conflictos armados políticos y sociales); conglo-
merados de negocios (incluidos los medios de comunicación); grupos 
«morales» ultraconservadores que hacen lobby en el congreso, o think 
tanks de la derecha que suelen introducir exitosamente tecnócratas 
de su grey, aun en gobiernos de izquierda. La llegada de la moral con-
servadora a los parlamentos y medios de comunicación en la lucha 
—entre otros— contra el avance del feminismo es un buen ejemplo de 
esto. La selección negativa de la tecnoburocracia que los gobiernos de 
izquierda hacen cuando arman sus equipos económicos al frente de 
los ministerios encargados de la política económica, como un modo 
de granjearse la credibilidad externa e interna, es otro buen ejemplo 
(los casos de Henrique Meirelles o Antonio Palocci en Brasil dan cuen-
ta de esto).

La creación de uno o más partidos con capacidad de competencia 
electoral es un camino seguido por las derechas cuando el contexto lo 
permite (los costos de organización de un partido político con capa-
cidad de competir exitosamente en las elecciones son muy altos para 
la derecha, y suponen una estrategia de largo plazo). La creación del 
Partido Acción Nacional (PAN) en México, de la Unión Democrática 
(UDI) o Renovación Nacional (RN) en Chile o de la Alianza Republica-
na Nacionalista (ARENA) en El Salvador da cuenta de esto.

Aunque los autores identifican como relativamente excepcional la 
creación o existencia de partidos políticos fuertes de derecha, dada 
la preferencia de las elites de derecha por defeccionar del campo po-
lítico-electoral para practicar otras estrategias de influencia política, 
una parte de nuestro estudio de las derechas en el campo de la ciencia 
política pasa necesariamente por ahí. Estudiar la creación y susten-
tabilidad de partidos políticos de derecha en la región que compiten 
exitosamente en el campo electoral (en Chile y Uruguay, claramente), 
así como la forma en la que viejos partidos de centro son cooptados 
por la derecha en momentos específicos (el PJ bajo Menem, el MIR y 
el MNR en Bolivia) es parte de una agenda de investigación politológi-
ca en América Latina, hoy, ineludible. Y también lo es el estudio de los 
fenómenos políticos caracterizados como outsiders vinculados a can-
didatos creados sin vínculo con los partidos históricos de la derecha, 
y como parte del populismo de derecha, como Bolsonaro en Brasil.
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3.2. IDEOLOGÍA Y PREFERENCIAS POLÍTICAS
La diferencia entre izquierdas y derechas ha sido muy tematizada 
en numerosos textos de cultura política y otros estudios comparados 
(Acántara Sáez y Luna, 2004; Colomer, 2005; Coppedge, 1997; Filguei-
ra, Bruera, González y Midaglia, 1989; González, 2010; Luna, 2004; 
Luna y Zechmeister, 2005; Mallo y Moreira, 2000; Moreira, 1994, 
1997, 2000, 2006; Rosas y Zechmeister, 2000, entre otros). Los temas 
de la igualdad, la democracia y las preferencias en materia de política 
económica son centrales para entender la articulación de preferencias 
en el eje izquierda-derecha.

Análisis sobre elites en América Latina (Universidad de Salaman-
ca, 1994-2015; Moreira y Pérez, 2009; Serna, Bottinelli, Maneiro y Pé-
rez, 2012) evidencian que en el eje igualdad-desigualdad las preferen-
cias se articulan en varios sentidos que van desde la percepción más 
o menos aguzada de la existencia de desigualdad social (hasta la no 
percepción en absoluto de la existencia de un patrón de desigualdad, 
aun entre los más desfavorecidos) hasta las preferencias por políticas 
redistributivas, contrapuestas a la idea de que las dificultades para 
erradicar las desigualdades son tales que es impensable emprender 
políticas con buen prospecto en este sentido.

En América Latina, las encuestas de opinión ilustran que las per-
cepciones sobre la desigualdad son profundas y mayoritarias, y la ma-
yoría demanda por una acción del Estado que las elimine o amorti-
güe. Aunque esto pertenezca a la cultura política de la izquierda, sin 
embargo, la identificación con el eje izquierda-derecha sigue una cur-
va de Gauss, y el porcentaje de gente que se identifica con la izquierda 
y con la derecha son similares, como se muestra más adelante.

El tema de la democracia es el más controversial, ya que el estudio 
fundacional de Bobbio (2014) sobre izquierdas y derechas, con base 
en la experiencia del campo del socialismo real y la Revolución cuba-
na, tendió a «fijar» la idea de que la dimensión libertad es subsidiaria 
de la dimensión igualdad. Sin embargo, en estudios disponibles sobre 
elites, como el ya citado de Aberbach, Putnam y Rockman (1981), se 
evidencia que las izquierdas son más pluralistas y más populistas y las 
derechas más elitistas y más desconfiadas de cualquier participación 
ampliada de la ciudadanía en las decisiones políticas.

En cuanto a las orientaciones en el eje liberal-conservador o en 
las posiciones devenidas del proceso de secularización y moderniza-
ción de nuestras sociedades, las definiciones no están tan claras, como 
lo argumentáramos en estudios anteriores a través del análisis de las 
preferencias de los parlamentarios latinoamericanos en temas como 
despenalización del aborto o aceptación del divorcio (Moreira y Pérez, 
2009).
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A pesar de ello, resulta evidente que la agenda y las políticas de 
los gobiernos del giro a la izquierda han estado más permeadas por 
los temas de la agenda secular que las de los gobiernos conservadores 
anteriores. Los logros en la agenda de los derechos de las mujeres 
(incluido, en Uruguay, el gran logro de la despenalización del aborto 
o, en Bolivia, el gran avance en representación política femenina) son 
patrimonio de estos gobiernos progresistas y de izquierda. Y si bien es 
cierto que en Ecuador, en Argentina, en Brasil o en Chile, las feminis-
tas de izquierda han dado una dura lucha contra sus partidos, muchas 
veces perdidosa, el avance en la discusión sobre despenalización del 
aborto en Argentina debe mucho al feminismo K, en Ecuador a las fe-
ministas de AP, en Chile al PS y a la propia Bachelet (enfrentados den-
tro de su propia coalición al PDC) y en Brasil a las luchas en el campo 
de la izquierda política (incluyendo no solo al PT, sino al Partido So-
cialismo y Libertad [PSOL] y al Partido Comunista Brasileño [PCB]).

Más allá de estas consideraciones, lo cierto es que la desigualdad 
sigue siendo el gran parteaguas de la política entre izquierdas y de-
rechas, y es en el campo de la desigualdad, dirán Luna y Rovira Kal-
twasser (2014), donde las diferencias son más profundas.3 Esta defi-
nición, empero, solo toma en cuenta el campo ideológico propiamente 
dicho. Existen otros dos campos, según estos autores. Uno de ellos es 
el de la posición política sobre la economía y los valores, en que la 
derecha se caracteriza por la defensa de la propiedad privada y el libre 
mercado y la izquierda por el intervencionismo de Estado. Un tercer 
campo es el determinado por los intereses (y los sectores sociales) que 
la derecha (y la izquierda) representa. Estos intereses no son, necesa-
riamente, los de su electorado, ya que, como hay que ganar elecciones, 
la disputa por el centro y por la obtención del mayor número de votos 
posibles hace a todos los partidos catch-all. Pero sí son los intereses 
los que definen las estrategias políticas. En tal sentido, los partidos 
de derecha representan los intereses de los sectores más privilegiados 
económicamente de la sociedad.

3.3. LOS FORMATOS POLÍTICOS DE LA DERECHA:  
ANÁLISIS DE CASOS NACIONALES
Los partidos de derecha, según Coppedge (1997), pueden ser tanto 
reconversiones de los viejos partidos oligárquicos del siglo XIX y XX 
en partidos de masas (los típicos partidos conservadores del clivaje 

3  En palabras de los autores: «We define the left as a political position characterized 
by the idea that the main inequalities between people are artificial and should 
therefore be counteracted by active state involvement» (Luna y Rovira Kaltwasser, 
2014: 4).
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liberal-conservador en América Latina, con centro en el conflicto Igle-
sia-Estado), partidos de corte fascista (defensores de las dictaduras 
o identificados con ellas) o partidos de centroderecha que abrevan 
en sectores medios y bajos, y promueven ideas como la cooperación 
público-privado, la seguridad pública, la moralidad o la prioridad del 
crecimiento económico sobre la distribución.

Luna y Rovira Kaltwasser (2014: 7) identifican las definiciones so-
ciológicas sobre los partidos de derecha, que incluyen qué intereses 
defienden, quiénes son sus bases, de dónde proceden sus representan-
tes y quiénes son sus electores. Los autores citan a Edward Gibson, 
quien definió que: «conservative parties are parties that draw their 
core constituencies from the upper strata of society». Según esta com-
prensión, la base de apoyo de estos partidos es la que determina su 
identidad, y esta base de apoyo son los intereses más importantes para 
su agenda, los que defenderán en la política y de donde extraerán los 
recursos para su sobrevivencia como partidos.

Como la defensa de los privilegios de las clases altas no constituye 
una buena plataforma para conseguir los votos de los más pobres y 
de las clases medias, los partidos de la derecha tendrán que construir 
alianzas policlasistas con aquellos fragmentos del electorado que les 
permitan obtener éxitos electorales (Luna, 2014). Un ejemplo de ello 
es la defensa programática de los empresarios y los sectores de es-
tratos altos y medios altos, por ejemplo, mediante el combate a los 
impuestos. Otro ejemplo es la prédica por la desregulación laboral y 
por la restricción de los beneficios de la seguridad social, en nombre 
de un recorte del gasto «excesivo» del Estado (cuando este es el que 
contribuye a los ingresos de los hogares pobres), combinada con la 
movilización clientelista de estos mismos sectores mediante el control 
de la política pública en los gobiernos subnacionales.

En el análisis de casos nacionales (Argentina, Brasil, Bolivia y 
Ecuador), aparecen las diferentes alternativas de la derecha en su ar-
ticulación política tanto con el empresariado como con el Estado y 
con los movimientos sociales.

Un estudio de James D. Bowen (2014) sobre la derecha y las formas 
no partidistas de representación y participación en Bolivia y Ecuador 
muestra, para el caso boliviano, que este país, que se caracterizó por 
ser un fuerte impulsor de las reformas neoliberales en los ochenta, 
se vio, debido a estas, sometido a transformaciones radicales en sus 
formas de representación política. La base de sustento de la derecha, 
que eran los sectores exportadores, colaboró con las reformas neoli-
berales a minar el Estado y su estructura política. Las cámaras empre-
sariales de Santa Cruz estaban dominadas por sectores importadores 
que defendían la liberalización comercial mientras que los intereses 
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proteccionistas eran políticamente débiles. En Ecuador, por el contra-
rio, las elites han sido más dependientes del Estado (y del petróleo) y 
fueron exitosas en bloquear —parcialmente— las reformas.

En ambos casos, ante el triunfo de gobiernos de izquierda, la dere-
cha tuvo que retrotraerse al nivel subnacional para enfrentar con éxito 
a Correa y a Morales. En Bolivia, la batalla por las autonomías estuvo 
en el corazón de la lucha contra el gobierno de Evo, con los departa-
mentos de la llamada «media luna» (Santa Cruz, Beni, Pando y Tarija) 
como protagonistas principales. Así, la derecha usó el nivel subnacio-
nal y su política de clientelas como estrategia de acumulación política. 
Asimismo, empleó la estrategia del «separatismo» basada en la idea 
de que unos producían la riqueza (Santa Cruz) y otros la gastaban (el 
Estado central). También se apeló a las identidades étnicas tradicio-
nales (como la «raza camba») en tanto mecanismo aglutinador de las 
derechas, y se llegó, incluso, a la creación de fuerzas paramilitares y 
al enfrentamiento violento.

En Ecuador, un conjunto de acuerdos firmados en 2009 entre los 
empresarios y el presidente Correa para reducir las importaciones del 
exterior, incentivar la producción doméstica y mejorar la balanza de 
pagos muestran la fuerte dependencia de las elites con respecto al Es-
tado. No obstante ello, y al igual que en Bolivia, en el nivel subnacio-
nal las organizaciones sociales de la derecha representaron un buen 
campo donde esta pudo reorganizarse.

En ambos casos, también la Iglesia y el Ejército han sido actores 
importantes en proveer instrumentos de llegada a las «bases» popula-
res, así como en proporcionar ideología social conservadora.

El análisis de Bowen (2014) problematiza la contribución positi-
va que generalmente se asocia a los movimientos sociales y muestra 
el carácter de desestabilización y de debilitamiento de la democracia 
que las organizaciones sociales de derecha pueden tener, en ausencia 
de una fuerte presencia del Estado y de vínculos institucionalizados 
con este a través de los partidos. El citado estudio también muestra 
que las reformas neoliberales colaboraron al colapso de los partidos 
de derecha y que el reemplazo se produjo mediante su captura por 
parte de las elites empresariales y de las organizaciones sociales como 
los comités cívicos y otros actores.

A su vez, Bowen (2014) señala que la dinámica de resistencia de las 
derechas hay que buscarla no solo en el campo de lo subnacional, sino 
también en el de la política transnacional. La prédica antivenezolana 
y la amenaza de que Bolivia o Ecuador se transformarán en Venezue-
la fueron cultivadas desde afuera, en el ámbito de influencia de los 
Estados Unidos y Europa. La influencia de los diplomáticos nortea-
mericanos que apoyaron a líderes de la sociedad civil y a políticos en 
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Venezuela, Ecuador y Bolivia ha sido muy extendida y persistente. Es-
tos actores también pueden hacer causa común con las instituciones 
financieras internacionales para remover presidentes, como sucede 
actualmente en el referido país caribeño.

El autor concluye que para que la democracia sobreviva en la re-
gión es necesario que la derecha se exprese a través de partidos po-
líticos que puedan ser competitivos a nivel nacional. De otro modo, 
estrategias destructivas a nivel subnacional o transnacional pueden 
llevar a la destrucción ya no de la democracia formal, sino del orden 
político como un todo.

James Loxton (2014), en su estudio The authoritarian roots of new 
rights party success in Latin America, parte de un prospecto pareci-
do: ante la imposibilidad de afirmarse mediante golpes de Estado, en 
la tercera ola de la democracia latinoamericana, la derecha necesita 
formar partidos. Llega a la conclusión de que las mejores estrategias 
para hacerlo pueden desplegarse cuando estos nuevos partidos de la 
derecha tienen fuertes vínculos con los líderes o partidos imbricados 
en las dictaduras previas. Ello les permite acceder al uso de estruc-
turas políticas y clientelares preexistentes a las elites empresariales 
que sustentaron estos procesos autoritarios, al tiempo que les da una 
«marca» conocida por todos y estimula la cohesión del liderazgo po-
lítico. Entre otros ejemplos, el autor cita el de ARENA en El Salvador, 
UDI y RN en Chile, el Partido del Frente Liberal (PFL) en Brasil (y 
sus derivaciones, entre las cuales debe contarse Bolsonaro), Acción 
Democrática Nacionalista (ADN) en Bolivia, Unión del Centro Demo-
crático (UCEDE) en Argentina y el Frente Republicana Guatemalteco 
(FRG). Aunque estos partidos necesitan hacer gestos de quiebre sim-
bólico con el pasado (so pretexto de quedar como defensores de la 
dictadura en plena era democrática) y cambiar nombres, símbolos y 
justificaciones históricas, la sobrevivencia del pinochetismo en Chile, 
del «gorilismo» en Argentina, el ascenso de Bolsonaro en Brasil o la 
aparición de partidos, como en Uruguay, liderados por militares (Ca-
bildo Abierto) deben llamarnos a reflexión.

La sobrevivencia a nivel subnacional bajo la política de clientelas 
es un mecanismo de sobrevivencia de las derechas y puede funcionar 
con incentivos selectivos tanto positivos (reparto de recursos del Esta-
do, contrataciones directas en los gobiernos, cooptación de medios lo-
cales, etc.) como negativos (tales como la intimidación, la amenaza y 
la privación a los votantes de la izquierda de las políticas sociales que 
se distribuyen en el territorio, bajo formas más o menos informales).

El rol de la Iglesia católica (con sus nuevas orientaciones ultracon-
servadoras) y la aparición de iglesias como las neopentecostales no 
son despreciables, pues desarrollan argumentaciones sociales morales 
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que difícilmente los partidos puedan sostener y permean la vida co-
tidiana de los barrios más pobres, creando allí comunidad, control, 
identidad.

Para el caso de la derecha en Brasil, un análisis de Alfred P. Mon-
tero (2014), Brazil: explaining the rise and decline of the conservatives, 
ha subrayado la dependencia histórica de la derecha respecto a la red 
clientelar basada en las relaciones jerárquicas entre elites poderosas 
y clientes pobres en el nivel subnacional (estadual o municipal). En la 
geografía del voto brasileño, las zonas más desiguales del país son la 
cuna del conservadurismo, exhiben tasas de reelección indefinidas de 
las familias políticas en el poder y se rigen por un orden de patronaz-
go, patrimonialismo y clientelismo construido durante siglos.

Desde el punto de vista de su posicionamiento sobre la economía, 
la derecha brasileña ha adherido desde al intervencionismo y protec-
cionismo hasta al libre mercado, pero siempre lo ha hecho consisten-
temente en el marco de una política elitista de restricción política y 
económica de cualquier derecho de los trabajadores (incluyendo des-
de la ilegalización de los partidos de izquierda y sus organizaciones 
de clase hasta la creación de sindicatos «amarillos»), de limitación 
del gasto público para las grandes mayorías pobres, y de negativa a la 
construcción de un Estado de bienestar mínimo. Un verdadero mo-
delo, en términos de Moore (1993), de modernización conservadora. 
La ilegalidad de los partidos de izquierda, la supresión del voto a los 
analfabetos y la negación violenta a cualquier pretensión de autono-
mía sindical fueron la marca del desarrollo brasileño hasta ya bien 
entrada la transición democrática.

El poder de la derecha brasileña siempre se ejerció mediante la 
conquista electoral de los niveles subnacionales, producto de un siste-
ma electoral de gran desproporcionalidad en el que los Estados más 
despoblados, más atrasados y rurales conseguían dominar porciones 
enteras del Congreso y, especialmente, del Senado. La derecha brasile-
ña, señala Montero (2014: 296): «ha sido parte de todas las coaliciones 
de gobierno desde la independencia en 1822 hasta nuestros días».4

A ello se suman la construcción de partidos políticos «desde el Es-
tado» en plena dictadura, el fomento al sindicalismo «amarillista», la 
represión de cualquier intento de oposición política y la paralización 
de cualquier intento de reforma agraria a lo largo de su historia. Los 
partidos «fisiologistas» son la marca de Brasil: estos forman parte de 
la anatomía de cualquier gobierno, carecen de identidad programá-
tica y no construyen políticamente nada más que parcelas de poder. 
En oposición, la izquierda, el PT, edificó su estructura política desde 

4  Traducción propia.
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«abajo», organizó la resistencia a la dictadura en el movimiento sin-
dical y los movimientos sociales. Se identificó programáticamente y 
fue ascendiendo a la política a través de la conquista de votos en la 
base subnacional en los estados más desarrollados del país, donde el 
movimiento sindical, los intelectuales y una porción de clases medias 
pugnaban por transformar el atraso político y económico de Brasil en 
modernidad y democracia.

Montero (2014) señala que, aunque los conservadores jugaron cier-
tamente un rol en estabilizar el sistema después de 1985, y apoyaron 
a todos los presidentes desde entonces (el Partido del Movimiento De-
mocrático Brasileño [PMDB] —más tarde renombrado MDB— formó 
parte de casi todas las coaliciones de gobierno), lo hicieron a costa 
de preservar formas opacas de hacer política, clientelistas, faltas de 
transparencia y resistentes a cualquier evaluación ciudadana.

El impeachment contra Dilma y el triunfo de Bolsonaro muestran 
la forma en que la derecha es responsable de la mayoría de las manio-
bras que llevaron al colapso de la joven democracia brasileña, ya que 
ni siquiera los partidos conservadores resultaron gananciosos porque 
fueron finalmente desplazados por líderes como Bolsonaro, por fuer-
zas sociales como la Iglesia y los militares, y se vieron afectados por 
el descrédito del lava jato, tanto o más que el PT, con la consecuente 
pérdida de votos (PMDB, Partido de la Social Democracia Brasileña 
[PSDB]) en las elecciones de 2018.

El caso argentino parece ser ligeramente diferente. El estudio de 
Sergio Morresi y Gabriel Vommaro Argentina: The difficulties of the 
partisan right and the case of Propuesta Republicana sobre el PRO (hoy 
la punta de lanza de la coalición Cambiemos, liderada por Macri) se-
ñala que la derecha partidaria argentina no ha sido especialmente po-
tente. Esto se explica, en parte, por su imposibilidad de lidiar con la 
movilización electoral profunda que causó el populismo y, en parte, 
por la persistencia de los golpes de Estado, donde las derechas siem-
pre desempeñaron un papel protagónico. El caso del PRO es el de 
una exitosa experiencia de organización política de la derecha (hoy 
acotaríamos que esto ha sido así, al menos, hasta llegar a la Presi-
dencia de la nación), que no solo incorpora elementos de la derecha 
clásica partidaria y no partidaria, sino que también recluta figuras de 
los mayores partidos nacional-populares de la Argentina, y termina 
por ejercer el gobierno nacional, desafiando (hoy reformularíamos: 
intentando desafiar) la idea de que «solo el peronismo puede gober-
nar» en dicho país.

La estrategia subnacional de las derechas ha sido muy importante 
y ha estado basada en un sistema federal débil y desequilibrado en 
el que la mayoría de las provincias dependen económicamente del 
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gobierno nacional y, a su vez, este depende de las provincias para 
obtener apoyo político. Ello crea la figura de los jefes provinciales de 
partido, institucionaliza la figura del puntero y profundiza la federali-
zación y fragmentación del sistema de partidos argentino.

Desde el punto de vista de sus preferencias políticas, el PRO se 
mostraba como un partido mixto: conservador en los temas culturales 
(la mayoría se oponía a la legalización del aborto y abogaba por una 
estricta regulación de la inmigración) y sociales (60 % de los cuadros 
del PRO no estaban de acuerdo con el poder de los sindicatos y creían 
que este debía ser reducido, y 92 % se manifestaban a favor de contro-
lar la protesta social). Sin embargo, en materia de intervención del Es-
tado, 77 % aceptaba que la reducción de las diferencias entre grupos 
sociales fuera un deber del gobierno, y 62 % rechazaba la idea de que 
la salud pública y la educación pública debieran ser solo para quienes 
no podían pagársela. La mayoría (58 %) opinaba que el mercado era 
el mejor mecanismo distributivo.5 De este modo, señalan los autores, 
la ideología del PRO tiende a ser culturalmente conservadora, social-
mente restrictiva, orientada al mercado, pero democrática y abierta a 
la intervención del gobierno en distintas áreas (provisión de servicios, 
políticas sociales).

En su actuación cuando llega al gobierno nacional, empero, lo pri-
mero que hace Cambiemos es abrir mano de las políticas sociales: re-
corta los empleos públicos, reduce los recursos para políticas en salud 
y educación, recorta el gasto público y desinstitucionaliza los minis-
terios encargados de los servicios sociales. Su gabinete es de corte ne-
tamente empresarial y su política económica (incluyendo el salvataje 
de los llamados «fondos buitre») está enteramente al servicio de estos 
intereses. Es claro que el pato de la crisis (por usar la expresión triste-
mente célebre acuñada por la Federación de Industrias de San Pablo 
para impulsar la destitución de la presidenta Dilma) lo pagaron los 
trabajadores y la población más vulnerable. En los tres primeros años 
de su gobierno, Macri aumentó 56 % la deuda externa argentina, con-
virtió a dicho país en el más endeudado de la región, concentró ingre-
sos (solo entre 2017 y 2018 el índice de Gini pasó de 0,417 a 0,434) y 
la pobreza se disparó hasta alcanzar, en 2019, al 32 % de la población.

3.4. LA AGENDA DE LOS GOBIERNOS DE DERECHA
En la tesis de Luna y Rovira Kaltwasser (2014), el gran problema polí-
tico de la derecha es cómo tematizar políticamente su estrategia (que 

5  Estos datos detallados en Morresi y Vommaro (2014) provienen de una encuesta 
realizada en 2011 a líderes ejecutivos y legislativos del PRO en el gobierno de Buenos 
Aires.
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es la defensa del statu quo y la ideología promercado) en contextos de 
extrema desigualdad, y donde una buena parte de la población (la que 
vive mal) reclama por reformas sociales. Para ello, los autores señalan 
que las derechas buscan competir con temas no distributivos (puesto 
que en los distributivos es mucho menos competitiva que los partidos 
de izquierda y progresistas). La seguridad pública y el combate a la 
corrupción aparecen como temas de agenda que no comprometen po-
siciones fundamentales en el campo distributivo. Y han sido los dos 
temas fundamentales de la derecha en América Latina, con impacto 
sobre la opinión pública y capaces de aglutinar preferencias negativas 
que, eventualmente, pueden determinar una elección.

En el caso de gobiernos de izquierda prolongados (y desgastados), 
la posición antigobierno ha sido fundamental para aglutinar electora-
dos y partidos, con autonomía de la agenda compartida. En la estra-
tegia antigobierno, se combinan la judicialización de personalidades 
(Lula, Cristina, Sendic, Correa) y la judicialización de políticas públi-
cas (ley de medios, agenda de derechos humanos, política tributaria o 
fiscal). Se fortalece el componente evaluativo y valorativo sobre la ges-
tión pasada como eje de campaña, y se evitan mayores compromisos 
sobre el contenido de una gestión alternativa (que, necesariamente, 
debería diferenciarse de lo que fracasó y que dio lugar a los gobiernos 
de izquierda —la agenda neoliberal— y de la agenda presente de la 
izquierda).

Las denuncias por corrupción han sido una constante en la lucha 
contra los gobiernos de izquierda, combinada con la alta exposición 
mediática de estos procesos. Y la izquierda no ha salido indemne. Los 
resultados políticos de corto y largo plazo en este estilo de lucha con-
tra la corrupción no solo no han mejorado la transparencia de la polí-
tica, sino que han contribuido a su desgaste (caída en la confianza en 
las instituciones políticas y en la democracia en general), pero sí han 
permitido por la «vía sucia» la alternancia política.

La agenda de los gobiernos conservadores, por más que ostente el 
simulacro de la vuelta a los «viejos valores» o los sueños de una nación 
«fuerte» y el mito de la «unidad nacional» (frente a la lucha —que ge-
nera «la grieta»— de quienes creen en el potencial transformador del 
conflicto social), tiene una estrategia que dista de proponer una socie-
dad de bienestar para las grandes mayorías nacionales. En todo caso, 
la promesa de bienestar es confusa, ambigua, fundamentalmente re-
tórica y no existen políticas de bienestar sostenibles en sus programas.

La estrategia de las derechas es recuperar la rentabilidad del ca-
pital vis à vis los derechos de las personas. Muchas veces no consi-
guen ni una cosa ni la otra, ya que la crisis que las afecta no permite 
la recuperación de la economía, con pérdida de puestos de trabajo y 
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quiebre de miles de pequeñas empresas. La concentración capitalis-
ta es el resultado final de estas estrategias, y el debilitamiento de las 
economías latinoamericanas y el estrechamiento de su dependencia 
internacional, el corolario inevitable. Brasil y Argentina son hoy una 
buena muestra de esto. Pero también lo es Colombia, o México du-
rante las largas décadas de los gobiernos del Partido Acción Nacional 
(PAN) y el Partido Revolucionario Institucional (PRI).

Las derechas se identificaron en los años noventa con la adhesión 
al Consenso de Washington y fueron fuertes defensoras de la globali-
zación, a sabiendas de que las reformas económicas promercado pro-
fundizarían la condición periférica y dependiente de la inserción in-
ternacional de América Latina. Como señala Kenneth Roberts (2014, 
p. 30): «las reformas pro mercado profundizaron la inserción de las 
economías latinoamericanas en los circuitos globales de inversión, de 
producción, financieros y comerciales, aumentando las restricciones 
que el mercado global impone a las políticas macroeconómicas y re-
distributivas de los gobiernos democráticos de la región».6

Por otro lado, la crisis de la deuda, que afectó a las economías 
latinoamericanas durante la década perdida, debilitó cualquier pros-
pecto de un desarrollo basado en la intervención del Estado (como 
fueron los modelos de industrialización sustitutiva [ISI] en la segunda 
posguerra). Ello generó las condiciones para un ajuste estructural de 
la economía y debilitó opciones de políticas que significaran una ame-
naza a los intereses de las elites empresariales y financieras. Sabido es 
que las elites agrarias, muy poderosas en todas nuestras economías, 
siempre apoyaron regímenes de comercio abiertos y se opusieron a 
los modelos de industrialización sustitutiva que, por otra parte, eran 
defendidos por los trabajadores y por las empresas que contrataban 
con el Estado, que eran, al mismo tiempo, los segmentos de la eco-
nomía más intensivos en mano de obra. Hasta el día de hoy —aun en 
ausencia de la perspectiva del ISI—, las posiciones siguen siendo las 
mismas. Citando nuevamente a Roberts (2014, p. 31): «los sindicatos 
invariablemente se opondrán a aquellas reformas que amenacen los 
intereses organizativos, políticos y materiales de los trabajadores».7

Según el autor, el grado en el que los partidos políticos de la dere-
cha pueden liderar estos procesos de ajuste depende de la fuerza del 
movimiento social organizado, especialmente, el movimiento sindi-
cal. En países donde la organización social es débil, estos partidos 
pueden liderar el proceso. Pero en países donde el movimiento sin-
dical es fuerte, estas reformas no necesariamente se dan a través de 

6  Traducción propia.
7  Traducción propia.
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los partidos políticos de la derecha, que se debilitarían enormemente 
frente a los movimientos sociales organizados (cuando estos son fuer-
tes). Muchas veces, se dan a través de partidos que, justamente, por 
sus vínculos con el movimiento sindical (como el peronismo duran-
te Menem, el MNR en Bolivia o el PRI en México), pueden asegurar 
algún grado de cooperación (con cooptación de liderazgos y desmo-
vilización de los movimientos). En países donde la izquierda social 
estaba fuertemente organizada, como Chile y Uruguay, estos procesos 
se dieron en dictadura. Y siempre las reformas económicas fueron 
justificadas por la necesidad de un ajuste estructural de la economía 
en épocas de crisis (el congelamiento de salarios para combatir la in-
flación, la desregulación del mercado de trabajo para crear empleos, 
la reducción de aportes patronales a la seguridad social para mante-
ner la plantilla de empleados, la rebaja de impuestos a las empresas 
para que puedan sostenerse económicamente).

Al mismo tiempo, los partidos de derecha que lideran estos proce-
sos se ven, también, fuertemente afectados por ello. La prédica de la 
austeridad económica y el recorte de los gastos del Estado afectan las 
propias bases del clientelismo criollo. Y las elites financieras y empre-
sariales no son socios políticos leales, ya que se aseguran más de tener 
«caminos cortos» al sistema de toma de decisiones que de hacer una 
inversión de largo aliento en la construcción de partidos políticos es-
tables. Por otra parte, la propia perspectiva de la derecha tecnocrática 
es poco amiga de la política de representación de intereses plurales 
de los partidos políticos, como fuera señalado en el capítulo 2 de este 
libro, a propósito de los estudios de Aberbach, Putnam y Rockman 
(1981).

Como plantea Roberts (2014, p. 34): «las reformas tecnocráticas 
pro mercado fueron la clásica expresión de la “política de la antipolíti-
ca”, esto es, aislar la política macroeconómica de las presiones socia-
les y la oposición política».8 Quizás el factor más importante aquí sea 
el propio capital para disciplinar a los gobiernos, como lo muestran 
las duras negociaciones entre el FMI y los países que condicionan sus 
apoyos financieros a la adopción de políticas de ajuste.

En los decenios de 1980 y 1990, esta estrategia dio resultado, al 
menos, parcialmente. Como sostiene Roberts (2014: 34): «con la de-
recha atormentada por su incertidumbre ideológica, los movimientos 
sindicales en declive y los partidos populistas abandonando sus com-
promisos históricos con un estatismo fallido […] cada país en América 

8  Traducción propia.



El infierno tan temido



Latina respondió a las presiones inflacionarias y al balance de pagos 
liberalizando los mercados».9

Pero en la era posajuste, con las derechas políticas fuertemente 
debilitadas por haber llevado adelante gobiernos que no lograron re-
cuperar el crecimiento económico, debilitaron el mercado de empleo, 
recortaron políticas sociales y se manifestaron incapaces de amorti-
guar los impactos de la crisis financiera de fines de los dos mil, los 
gobiernos de izquierda o progresistas recuperaron margen político de 
maniobra para ganar elecciones e implementar sus políticas. En rea-
lidad, dice Roberts (2014: 35): «el Consenso de Washington nunca se 
extendió más allá de los círculos tecnocráticos que lo implementaron, 
y el modelo neoliberal ciertamente no alcanzó hegemonía ideológica 
en las sociedad latinoamericanas en su conjunto».10

Algunos datos (citados por Roberts, 2014) ilustran este punto. En 
primer lugar, el principal problema de los países latinoamericanos en 
la era posajuste era el empleo (recientemente reemplazado por la se-
guridad) como resultado de las políticas de los años noventa. Entre el 
75 % y el 85 % de los ciudadanos declaraban que la distribución del in-
greso era injusta y la mitad que era muy injusta, según datos del Lati-
nobarómetro, entre 1997 y 2007. Aunque la mayoría de los latinoame-
ricanos apoyaban la economía de mercado, los porcentajes cayeron de 
dos tercios a la mitad entre 1998 y 2007. El apoyo a las privatizaciones 
en la época de la crisis (2002-2003) era del 20 % (había estado en 45 % 
en 1998), y aunque en 2007 se había recuperado un poco, no pasaba 
del 35 %. El aumento de las tarifas de agua, electricidad y telecomu-
nicaciones, sin duda, explica este escaso entusiasmo con las privatiza-
ciones. La satisfacción con el desempeño de la economía de mercado 
no alcanzaba al 16 % de los entrevistados. Según un estudio realizado 
por Latin American Public Opinion Project (LAPOP) en 2008, la ma-
yoría de los latinoamericanos creían que el Estado debía ser dueño de 
las industrias estratégicas y asumir la responsabilidad de la creación 
de empleos, de la salud pública y de la seguridad social. En la misma 
época, el Latinobarómetro mostraba que la amplísima mayoría de los 
latinoamericanos (con porcentajes entre el 70 % y el 80 %) estaban a 
favor del control del Estado (y no de privados) en la educación (prima-
ria y universitaria), la salud, el agua potable, la electricidad, la telefo-
nía, el sistema de pensiones, el gas y el petróleo.

Según los autores ya citados, estas preferencias por un Estado de-
sarrollista y de bienestar son las que dan el triunfo a los gobiernos 
de izquierda y debilitan las perspectivas de la derecha política. Y no 

9  Traducción propia.
10  Traducción propia.
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porque los latinoamericanos se hayan vuelto de izquierda (lo son en la 
misma medida que lo eran diez años atrás), sino porque sus preferen-
cias fueron moldeadas por sus experiencias anteriores.

Los partidos políticos de la derecha tuvieron malos desempeños 
electorales en la época del posajuste, y la reelección de los presidentes 
identificados con la izquierda fue notable. Claro que hubo excepcio-
nes y Colombia fue claramente una de ellas. Dado el fracaso del neoli-
beralismo como proyecto ideológico y el rendimiento decreciente del 
patrón clientelar como instrumento de control político sobre las cla-
ses bajas, el triunfo de las izquierdas fue posible.

¿Cuál es la agenda de las derechas en esta etapa de alternancia po-
lítica? ¿Cómo fundamentan su estrategia? El análisis de Bolsonaro en 
Brasil y de Macri en Argentina es clave para entender estos procesos.

En primer lugar, cabe definir a la agenda de la derecha por su opo-
sición a la agenda de la izquierda. Del predominio de la cuestión so-
cial (reformas en el área de educación, salud, seguridad social, etc.) 
se pasa al predominio de la seguridad (como toda política social) y al 
de la economía.

La solución para la educación es que se la pague quien pueda: de-
terioro de los salarios docentes, limitaciones de sus derechos orga-
nizativos, privatización de áreas enteras de la educación, dualismo 
estructural entre educación para pobres y ricos… y la novedad, ahora, 
es una educación «libre de política».11

Se eliminan ya no los presupuestos de los programas y políticas so-
ciales con mayor impacto redistributivo, sino las propias instituciones 
que lo sustentan, so pretexto de reducir el costo del Estado.12

Es decir, del retorno a la cuestión social se va a la eliminación de la 
cuestión social como problema.

11  A ello apuntaba la iniciativa de la «escuela sin partido», impulsada por Bolsona-
ro con el fin de «restaurar valores éticos y morales en las instituciones de enseñan-
za» y combatir lo que, desde el oficialismo, se definió como «fábrica de militantes 
políticos». Véase la nota «Bolsonaro apunta a la educación», publicada en el diario 
El Observador el 9/3/2019. Recuperada de https://www.elobservador.com.uy/nota/bol-
sonaro-apunta-a-la-educacion-2019395046 (consultada en agosto de 2019).
12  Avanzada la segunda mitad de su mandato, en el marco de una crisis en aumento 
y con la mirada puesta en reducir el gasto público, Macri anunció la eliminación o 
absorción por parte de otras carteras de diez ministerios en Argentina. Pasaron a 
depender de la órbita de Presidencia las anteriores carteras de Medio Ambiente y 
Turismo; Educación, Cultura y Ciencia pasaron a fusionarse en un solo ministerio; 
Salud y Seguridad Social a depender de Desarrollo Social; Energía, de Hacienda; 
Modernización, Agro y Trabajo, en tanto, pasaron a la órbita de Producción. Por su 
parte, Bolsonaro también recortó secretarías de Estado: eliminó siete ministerios en 
lo que va de su administración, lo que redujo la cantidad de carteras de 29 a 22.
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Al mix política social y tributaria como política para el combate 
de la desigualdad y la pobreza se le antepone, aunque indirectamente 
(nadie quiere estar en contra de la igualdad o a favor de la pobreza), 
una política «contra los impuestos» que tiene como contrapartida el 
recorte del gasto público, una política de recorte de los derechos de los 
trabajadores y, de ser posible, políticas de seguridad social.

La política exterior es el punto fuerte de estas derechas, ya que vie-
ne articulado y pensado desde fuera, y el rol de Trump es fundamental 
en este proceso. Al reforzamiento del diálogo sur-sur, el fortalecimien-
to de una agenda política latinoamericana y la creación de institu-
cionalidades regionales autónomas como el Mercosur o la UNASUR, 
sigue el desplome del bloque, el fortalecimiento del Grupo de Lima, la 
retirada de la UNASUR y la transformación de gobiernos en coopera-
ción con sus vecinos a gobiernos dispuestos a seguir la estrategia de 
Trump de «pedir la cabeza de Maduro», con ambiguas adhesiones a 
intervenciones más o menos militarizadas en Venezuela.

Al mayor protagonismo del Estado en la vida económica, con su 
recuperación de las empresas otrora privatizadas, el incremento de la 
carga impositiva a las empresas transnacionales y la política de reduc-
ción paulatina de dependencia de las recomendaciones de los orga-
nismos financieros internacionales, seguirá una agenda de privatiza-
ciones, como la que promete la oposición en Venezuela para PDVSA, 
la realizada por Peña Nieto en México o la prometida por Bolsonaro 
para Petrobras.

Es en la agenda de promoción de derechos de cuarta generación 
donde deben buscarse las raíces más profundas de la hegemonía con-
servadora. El caso de Bolsonaro es mucho más paradigmático que el 
de Macri (el aborto se votó durante su presidencia), pero viene para 
quedarse. En Uruguay la oposición anuncia su pedido de derogación 
de la ley trans, o que, en caso de ganar, anulará la Ley de Servicios de 
Comunicación Audiovisual. En aquellos países donde culturalmente 
la secularización estaba menos avanzada (como en Brasil o en Colom-
bia), los gobiernos conservadores llevarán el atraso a escalas mucho 
más elevadas que lo que pueda hacer Macri en Argentina, Piñera en 
Chile o la propia derecha uruguaya en Uruguay.

Las campañas de la derecha serán siempre apuntando a tres aspec-
tos simultáneos: criticar a los gobiernos de izquierda por sus fallas, 
incluyendo escándalos de corrupción; la conflictividad social (la dere-
cha siempre promete armonía y unión) y, en contextos de crisis, como 
los actuales, la falta de conducción económica. En cada caso, la crítica 
a los gobiernos de izquierda varía según el contexto político nacional.

La derecha va a hacer una campaña sin focalizarse en los temas 
distributivos, donde tiene todo para perder. Las políticas laborales y 
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sociales, las políticas fiscales, el gasto público, entre otros, no serán 
temas centrales de agenda para la derecha, o en todo caso, cuando 
los incluya, lo hará amortiguadamente tratando de no mostrar lo que 
implementará efectivamente a costa de perder muchos votos en los 
sectores medios bajos y más pobres.

El tercer aspecto, no menor, es que la derecha, al focalizar en ejes 
no distributivos su campaña, tenderá a focalizar en la defensa de la 
«ley y el orden», el principio de autoridad, la «mano dura» contra la 
delincuencia y el restablecimiento de «los valores». Aunque es un dis-
curso tremendamente conservador, para buena parte de la población 
que vive el día a día de la violencia engendrada por la desigualdad, 
especialmente la población menos politizada, pero también para los 
sectores más vulnerables y de menor educación relativa, en los que 
la izquierda supo captar caudal electoral, este discurso es de recibo 
y pueden ser un botín electoral para la derecha, como lo fueron en el 
pasado y como lo vienen siendo en muchos países de la vieja Europa.

En resumen, la cuestión de la igualdad sigue siendo el gran divisor 
de aguas ideológico entre izquierdas y derechas. En cuanto al posicio-
namiento político, el gran divisor de aguas son las preferencias en el 
campo Estado-mercado, en América Latina. Finalmente, la compo-
sición electoral difiere de país a país, pero la búsqueda del voto «de 
todos» hace que la diferenciación social del voto no resulte un factor 
de diferenciación sistemático entre partidos. En cambio, sí lo son los 
intereses que representan. Del lado de la derecha siempre encontra-
mos un mix de empresariado, Iglesia, militares y clases altas. Su ape-
lación (y su éxito) a las clases medias y bajas determinará el éxito de 
su carrera política.

Las derechas pueden no tener tanto éxito como las izquierdas en 
conformar partidos políticos, puesto que los necesitan menos, por la 
lógica de la acción colectiva, y porque sus apelaciones (a defender 
el statu quo, o el mercado y lo privado por sobre el Estado y lo pú-
blico) difícilmente sean aceptadas por la mayoría de la población en 
contextos signados por la precariedad económica, la pobreza y la alta 
desigualdad.

Por consiguiente, usarán todos los medios para influir extrapolíti-
camente a los gobernantes (condicionando sus decisiones y efectuan-
do lobbies sobre los influyentes o disponibilizando cuadros formados 
que acabarán en los lugares de gobierno, aun en gobiernos de izquier-
da). En su defecto, usarán expresiones políticas que no serán necesa-
riamente partidarias (no apostarán a la acumulación política de largo 
plazo que significa invertir en partidos, pero patrocinarán líderes o 
candidatos que tengan chances de ganar una elección, invirtiendo di-
nero e influencias —como Bolsonaro o Macri—).
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Cuando se disponen a construir partidos pueden aprovechar la he-
rencia de los viejos partidos del pasado (los partidos oligárquicos del 
siglo XX que permanecen vivos en el XXI), usar los remanentes de las 
estructuras políticas de los regímenes autoritarios de los setenta (in-
cluyendo a los militares) o usar partidos «fisiológicos» que sobreviven 
sobre la base de una dinámica de clientelismo en las bases subnacio-
nales del sistema.

4. ECOLOGÍA DEL VOTO CONSERVADOR EN AMÉRICA LATINA

4.1. VOTO Y POLÍTICA: FUNDAMENTOS
De acuerdo al texto de Luna y Rovira Kaltwasser (2014), si los electo-
res eligieran sus partidos según sus «reales intereses» (económicos), el 
votante mediano no elegiría a la derecha. No la elegiría en el contexto 
de América Latina, que sigue siendo el continente más desigual del 
mundo. Por el contrario, si la izquierda no hubiera enfrentado tantos 
golpes de Estado y tanta represión, hace tiempo que el giro a la iz-
quierda se hubiera producido. De hecho, se produjo cuando se verificó 
el ciclo más largo de democracia. En palabras de Carles Boix (citado 
en Luna y Rovira Kaltwasser, 2014), en países con alta desigualdad, 
las elites están muy poco dispuestas a tolerar las presiones redistribu-
tivas de los más pobres. De nuevo, el dilema democracia-capitalismo 
está en pie, como ya vimos. La democracia en el capitalismo, como 
sostenía Przeworski, es rara e inestable: rara porque depende de un 
compromiso entre clases e inestable porque está basada en él. En con-
diciones de extrema desigualdad, el espacio político para este compro-
miso es estrecho, débil e improbable.

Con mucho acierto, los autores también señalan que, en un con-
texto de globalización, las presiones distributivas se reducen. Inter-
pretado en nuestros términos, los márgenes de libertad política para 
controlar las variables económicas nacionales se reducen, y el gobier-
no «atado de manos» transmite no tener capacidad para resolver los 
conflictos redistributivos sin entrar en una crisis profunda (como la 
amenaza de fuga de capitales, por ejemplo). Sin ir tan lejos, los go-
biernos se ven obligados a acordar su política monetaria y fiscal con 
sus acreedores (el FMI) y a realizar enormes sacrificios (ambientales, 
económicos y sociales) para recibir la inversión externa directa de las 
multinacionales en sus territorios. Al mismo tiempo, audacias políti-
cas no son bien recibidas en el mercado financiero internacional, con 
respuestas tales como el bloqueo económico (Cuba, Venezuela e Irán 
son un buen ejemplo de ello), el agotamiento del crédito internacional 
(Argentina) o limitaciones a sus políticas públicas derivadas de las 
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normas del comercio internacional (como la política tabacalera o de 
regulación del cannabis en Uruguay).

Más allá de estas limitaciones, la combinación de contextos de alta 
desigualdad con la instalación del ejercicio de la democracia plena 
haría con que los partidos de izquierda con ideologías redistributivas 
tuvieran amplios prospectos de éxito electoral, y consecuentemen-
te, produjeran una democracia con redistribución. El resultado del 
ejercicio democrático continuado llevaría a la amortiguación de la 
desigualdad social. Sin embargo, no siempre es esto lo que sucede, 
aunque fue lo que sucedió en la «década larga del progresismo lati-
noamericano», según surge de este libro.

En cualquier caso, las derechas, señala Roberts (2014), han sido 
históricamente ambivalentes y aliadas muy contingentes de los regí-
menes democráticos en América Latina, sea que nos refiramos a los 
partidos civiles, a las instituciones militares o a las elites económicas. 
Según algunos cálculos (Huber y Stephens, citados en Luna y Rovira 
Kaltwasser, 2014), alrededor de dos tercios de la población serían be-
neficiados por la redistribución del ingreso, y esta población, si fuera 
movilizada, significaría una amenaza seria a los intereses de la elite. 
Pero ello significa que se deben politizar las inequidades sociales. No 
es tan sencillo.

De cualquier manera, las izquierdas no fueron una amenaza sino 
hasta estas últimas décadas. Más allá de los golpes de Estado y repre-
sión de los movimientos sindicales e ilegalización de los partidos de iz-
quierda, no puede olvidarse el hecho —como en Uruguay— de que los 
partidos conservadores han sido muy hábiles en cultivar vínculos no 
programáticos con amplios sectores populares sin comprometerse en 
lo más mínimo con ningún programa distributivo. Se han identificado 
con el éxito económico, la buena administración, el gobierno trans-
parente o el orden público y la seguridad: en términos de Gramsci, se 
aspira a formas de hegemonía ideológica que permitan a los votantes 
pobres estar convencidos de que ellos hacen lo mejor cuando los inte-
reses de las elites son realizados (como la idea de que hay que bajar los 
impuestos para que los empresarios puedan crear empleos).

4.2. ANALIZANDO EL COMPORTAMIENTO ELECTORAL  
EN TÉRMINOS DEL CLIVAJE IZQUIERDADERECHA
El análisis del voto a Trump en Estados Unidos y a Bolsonaro en Brasil 
puede ser usado como un ejemplo de la geografía del voto conservador.

Sobre el voto a Trump, las encuestas de opinión evidencian una 
diferenciación social del voto que hizo de los comicios de 2016 una 
elección «ejemplar entre el proyecto progresista y el conservador, a 
la escala de lo que Estados Unidos permite (es decir, sin discutir su 
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condición imperial, ni el complejo militar-industrial que lo sostiene, 
ni la alianza entre la política y los lobbies económicos que hacen de 
esta una de las democracias más mercantiles del planeta). Con esas 
salvedades, la diferencia entre demócratas y republicanos en cuanto a 
la agenda interna es gigante.

La agenda de los derechos de la mujer, sin duda, estaba represen-
tada por Hillary Clinton y por el Partido Demócrata, que luchó por 
los derechos sexuales y reproductivos. El 54 % del voto femenino fue 
para Clinton, y el 42 % para Trump (Edison Research para ABC y CBS 
News).

Los derechos civiles, sociales y políticos de la población afrodes-
cendiente fueron toda una conquista en Estados Unidos. El triunfo 
de Barack Obama (2008-2016) fue un triunfo de la población negra. 
Asimismo, en 2016, el 88 % de las y los afrodescendientes votaron por 
Hillary Clinton; solo el 8 % lo hicieron por Trump.

En cuanto a los hispanos, siendo una población cada vez más nu-
merosa en Estados Unidos, el voto también fue diferenciado. La po-
lítica de migración de los demócratas es radicalmente diferente a la 
de los republicanos, y los gestos (no siempre actos) de Obama hacia 
Cuba, o la flexibilización de las normas migratorias favorecieron enor-
memente a esta población. La administración Obama incluyó hispa-
nos y negros entre sus cuadros políticos. Los hubo en su campaña y 
en sus escuelas de formación política. Los hispanos también votaron 
mayoritariamente a Clinton: 65 % contra 29 % que apoyaron a Trump.

La diferenciación generacional del voto ha favorecido en general 
a las izquierdas y a los progresismos en todo el mundo. A los jóvenes 
les importan la política de drogas, la educación gratuita, las liberta-
des civiles, abolir el servicio militar obligatorio, la despenalización del 
aborto. Aquí, en Estados Unidos, en Gran Bretaña. Allí, votaron para 
permanecer en la Unión Europea y perdieron contra los más viejos y 
nostálgicos del sueño de la Gran Albión. En Estados Unidos, perdie-
ron también. Solo el 37 % de los jóvenes de 18 a 29 años votaron a 
Trump, el 55 % apoyaron a Hillary. Entre la población de 30 a 44 años, 
la diferencia fue de 50 % (Hillary) a 42 % (Trump).

¿Quién definió entonces la elección? El mapa electoral muestra 
una costa este y oeste dominada por los demócratas y un corazón 
«profundo» dominado por los republicanos. Hombres blancos que no 
quieren a las mujeres, generaciones nostálgicas de lo que recuerdan 
como un pasado glorioso, defensores de las armas, puritanos escanda-
lizados con la anomia de la modernidad.

En Brasil sucedió algo similar. Las encuestas de intención de voto 
para la primera vuelta en Brasil mostraban que el apoyo a Bolsonaro 
descansaba en el electorado masculino y las personas con educación 
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superior, y que, en las familias con ingresos de más de diez salarios 
mínimos el porcentaje de intención de voto trepaba al 62 %.

Apodado por sus seguidores «el mito» (en clara alusión a su ca-
rácter de «salvador» de Brasil), retuvo el apoyo de la población con 
fuertes creencias religiosas, especialmente entre los evangélicos (en-
tre quienes la intención de voto trepaba al 60 %), que representan casi 
un tercio de la población de Brasil.

Por el contrario, sus discursos racistas cayeron muy mal en la po-
blación negra. Allí la intención de voto a Bolsonaro no superaba el 
37 %, frente al 45 % de Haddad.

Un análisis de los resultados de la primera vuelta electoral de 2018 
en 5.500 municipios brasileños da cuenta de que Bolsonaro votó me-
jor en aquellas ciudades prósperas, con mayoría blanca y rentas más 
altas. En los municipios de rentas medias o altas, el actual presidente 
obtuvo el 75 % de los votos, mientras que en las localidades pobres no 
superó el 25 % de las adhesiones, frente a las preferencias mayorita-
rias por Haddad.13

Bolsonaro fue el candidato más votado en el 95 % de los munici-
pios con rentas superiores a 350 reales al mes (95 dólares), al tiempo 
que su contrincante, Haddad, fue el más votado en 9 de cada 10 muni-
cipios con rentas inferiores a 200 reales (52 dólares). El analfabetismo 
también fue un factor relevante, y estuvo muy ligado a las poblacio-
nes con mayor tasa de pobreza. En las zonas de población mayorita-
riamente blanca, Bolsonaro se impuso en 9 de cada 10 municipios, 
mientras que Haddad lo hizo en 7 de cada 10 municipios con mayoría 
no blanca.

En el sureste, la región con más votos (63,9 millones), con un ín-
dice de desarrollo humano más alto y donde se encuentran las tres 
principales áreas metropolitanas del país, San Pablo, Río de Janeiro 
y Belo Horizonte, la encuesta de Ibope (publicada el 1/10/2018 en el 
diario O Globo) mostraba que Bolsonaro se ubicaba en primer lugar, 
creciendo de 29 % a 35 %, y que Haddad caía del 16 % al 13 %.

La región que le sigue, con 39 millones de votos, es el noreste, un 
tradicional bastión del PT y una zona donde el expresidente Lula es 
muy popular. Bahía, Recife y Fortaleza se encuentran allí, y es una 
zona predominantemente agrícola y minera, con un índice de desa-
rrollo humano medio, pero muy bajo con relación al resto de Brasil. 
Esa era la única región donde Haddad se ubicaba primero en las en-
cuestas. Según la investigación de Ibope, antes de la primera vuelta 

13  Véase https://www.notimerica.com/politica/noticia-donde-tiene-jair-bolsona-
ro-mas-votos-20181025201334.html (consultado en agosto de 2019).
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las preferencias por Haddad llegaban a 35 %, y Bolsonaro le seguía 
con 21 %.

En el sur del país, donde se ubican Porto Alegro, Curitiba y Floria-
nópolis, tercera región en número de votos (21,39 millones de votos) y 
actualmente la que tiene mayor índice de desarrollo humano en todo 
Brasil, Bolsonaro captaba antes de la primera vuelta el 39 % de las 
preferencias y Haddad apenas el 13 %.

Tampoco en el norte y el centrooeste, que si bien no son la región 
más poblada (22 millones), representan la mayor parte del territorio 
brasileño, y donde se ubican Manaos, Belem, Goiania o Brasilia, a 
Haddad le iba bien. Solo tenía una intención de voto del 23 % frente 
al 34 % de Bolsonaro.

El mismo estudio señala que «en las zonas de frontera (particular-
mente en las zonas limítrofes de la Amazonía, donde el narcotráfico 
es un problema) y en los sitios donde se concentran el latifundio y el 
agronegocio, Bolsonaro tiene una holgada ventaja».

De acuerdo al análisis de Esther Solano, socióloga, entrevistada 
por Sputnik,14 el fortalecimiento de la extrema derecha también es 
resultado de una nostalgia de un pasado que era «más ordenado, más 
fácil de procesar», y donde esas personas que ahora están dispuestas 
a votarla se sentían «más seguras».

«Mucha gente se siente amenazada por la lucha feminista, por el 
movimiento negro, por el movimiento LGTB (Lesbianas, Gays, Tran-
sexuales, Bisexuales), sienten que el statu quo está amenazado y que 
Bolsonaro es la única posibilidad de restaurar la jerarquía social, de 
traer los valores de vuelta», apuntó la profesora.

Para Solano, tampoco hay que ignorar el discurso del miedo, que 
caló con fuerza en un país que registra 60.000 homicidios por año 
y que se siente huérfano de políticas de seguridad pública efectivas. 
Frente a ello, Bolsonaro prometió mano dura: armar a toda la pobla-
ción y endurecer las penas, y hace suya la frase popular que dice que 
«el buen bandido es el que está muerto». «La izquierda debería hacer 
autocrítica, porque dejó en manos de la derecha el ejercicio de propo-
ner medidas de seguridad pública», destacó.

Otro punto fuerte de Bolsonaro es haber sabido explotar el dis-
curso de la meritocracia (suele criticar a los pobres que viven a costa 
del Estado), porque conectó con la nueva clase media que se formó 
durante los años de gobierno del PT y que ahora rechaza identificarse 
como pobre.

14  Véase https://mundo.sputniknews.com/america-latina/201805181078792291-bra-
sil-elecciones-bolsonaro/ (consultado en agosto de 2019).
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Además, conectó con el electorado vinculado a las iglesias evangé-
licas más conservadoras, ligadas a la llamada «teoría de la prosperi-
dad», «la vanguardia del capitalismo», y con los más jóvenes, que lo 
ven como alguien rebelde y antisistema y que no tienen referencias 
directas de lo que significó la dictadura militar (1964-1985).

Para su estudio Solano entrevistó a 25 adultos, pero también a dos 
grupos de 40 jóvenes de institutos de San Pablo. La investigadora se-
ñala que es importante tener en cuenta el discurso de Bolsonaro, con 
más de cinco millones de seguidores en Facebook, que explota la vio-
lencia. Solana relata, entre otras, anécdotas como haberle dicho a una 
diputada del PT que «no merecía» ser violada, haber asegurado que 
prefiere un hijo muerto a un hijo gay, que los quilombolas (descendien-
tes de esclavos) «no sirven ni para procrear» y que uno de sus hijos 
jamás tendría una novia negra, porque los educó bien. Cuando votó a 
favor del impeachment de la expresidenta Dilma Rousseff (2011-2016) 
dedicó su voto al coronel Carlos Alberto Brilhante Ustra, uno de los 
máximos torturadores de la dictadura; «el pavor de Dilma», se jactó, 
en alusión a las torturas que sufrió la líder izquierdista cuando fue 
encarcelada durante el régimen militar.

En una perspectiva ampliada, el análisis de voto y clase cambia de 
país a país. El estudio Profiling the electorate: Ideology and attitudes of 
rightwing voters, de Nina Wiesehomeier y David Doyle (2014), muestra 
que la ocupación es determinante en el voto. Los empleados públicos 
apoyan más a las izquierdas que a las derechas, y en cambio los em-
presarios o cuentapropistas las apoyan menos. La izquierda aparece 
conquistando más apoyos en los primeros cinco deciles, y la derecha 
en los últimos diez deciles. Las diferencias entre países son importan-
tes: mientras que el apoyo al MAS en Bolivia va desde el primer decil 
hasta el octavo (no tiene el apoyo de los últimos dos deciles), en Brasil, 
el apoyo al PT se concentra en los cinco primeros deciles. El PSUV en 
Venezuela recibe mucho más apoyo de los sectores medios que de los 
más pobres. El PS en Chile y el FA en Uruguay son los únicos partidos 
de izquierda que reciben apoyo en los deciles más ricos.

En cuanto a las derechas, y más allá del apoyo que reciben de los 
deciles más altos (con la excepción de Brasil, donde no expresan sen-
tirse representadas por ningún partido), los apoyos de los deciles más 
bajos varían de país a país. La UDI recibe la mitad de sus apoyos de los 
dos deciles más ricos, pero tienen un apoyo sustantivo en los sectores 
más pobres, lo que evidencia una estrategia de coalición multiclasista, 
similar a la del PAN en México.

En síntesis, y volviendo a Marx: si la expansión del sufragio re-
presentó una amenaza para la burguesía porque los pobres votarían 
por candidatos y partidos que los representaran (los grandes partidos 
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de masa de inicios del siglo XX europeo), hoy se evidencia una gran 
eficacia de esa misma burguesía para contar con esos votos en contex-
tos de democracias más o menos institucionalizadas. Pueden dominar 
electoralmente la escena y cuentan con aliados poderosos: los medios 
de comunicación, la desconfianza contrademocrática acicateada en 
épocas de corrupción, el apoyo externo (especialmente, Estados Uni-
dos) y la burguesía (las clases medias y medias altas, el empresariado).

4.3. LA SEGURIDAD Y LA CORRUPCIÓN EN EL CENTRO DE LA AGENDA 
ELECTORAL DE LAS DERECHAS
Como fuera dicho, dado que las derechas no quieren entrar en el cam-
po de la disputa distributiva, compiten en otros campos. El de la se-
guridad pública es un campo preferido por las derechas. Y es el issue 
más importante en la opinión pública latinoamericana. Así como la 
desigualdad ha sido la marca del continente, hoy lo son la violencia y 
la inseguridad.

Las campañas del «miedo», que tienden a metabolizar el senti-
miento de inseguridad ciudadana en términos de una traducción mu-
cho más eficaz políticamente por parte de la derecha (después de todo, 
la «mano dura» es parte de sus postulados morales) que por parte de 
la izquierda (siempre aquejada de sentimientos culpógenos respecto 
a la inseguridad porque sabe que la criminalización de la pobreza es 
el resultado de cualquier política de mano dura), pueden ayudar a la 
derecha a movilizar coaliciones heterogéneas sin comprometer su po-
sición sobre el fondo de la cuestión (Estado y políticas distributivas).

De acuerdo al análisis (2014), a lo largo de un período de 13 años 
(entre 1996 y 2009), el porcentaje de población que dice ser de dere-
cha, de izquierda, de centroderecha y de centroizquierda no ha cam-
biado sustancialmente. Cada segmento representa una proporción de 
alrededor del 10 % del electorado. Las proporciones de los identifica-
dos en el centro son más robustas, alcanzan entre un 35 % y un 40 % 
del electorado, y los sin definición representan un 20 %.

En el tema de la «mano dura» o la militarización de la seguri-
dad pública, las diferencias entre izquierda y derecha son profundas 
y consistentes. El análisis de Wiesehomeier y Doyle (2014) muestra 
que la derecha es más autoritaria en sus actitudes hacia el ejercicio 
del poder, particularmente en la respuesta frente a la delincuencia y 
la seguridad pública. Quienes se identifican en el centro del espec-
tro ideológico o no tienen definición ideológica se presentan como un 
electorado potencial para la derecha, si sabe captarlos con una con-
vocatoria a la movilización en temas no redistributivos. Los autores 
señalan que «aunque un salto drástico hacia una intervención militar 
no sería de recibo en grandes fragmentos del electorado, el apoyo a 
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la mano dura dentro del grupo de los electores menos ideologizados, 
abre un importante camino para las estrategias electorales de la dere-
cha política» (2014: 52).

En cuanto a los temas distributivos, quienes están a la derecha y 
apoyan a los partidos políticos de derecha tienden a concebir la des-
igualdad como una manifestación de la acción individual, prefieren 
menos intervención del gobierno en la economía, favorecen posicio-
nes conservadoras en temas sociales tradicionales y muestran una 
tendencia autoritaria cuando se trata de ejercer el poder político.

Hay diferentes perfiles de la derecha, dentro de este mapa general, 
según la amplitud ideológica y social de sus bases de apoyo. Pero lo 
que sí es claro es que la derecha toda se une en el llamado a «mano 
dura», y se identifica, ante el público, como la más capaz para desa-
rrollar políticas y estrategias acordes a esto.

Dado que el electorado latinoamericano considera la inseguridad 
como uno de los principales problemas del país, la derecha tiene una 
ventana de oportunidad inigualable de captar votantes en todo el es-
pectro con su llamado a liderazgos potentes, dotados de la autoridad 
del Estado, para combatir la inseguridad.

El análisis de Jesse Souza (2017) sobre el escándalo de corrupción 
del lava jato en Brasil arroja alguna otra luz sobre estas preferencias 
electorales e ideológicas.

En su libro A elite do atraso, Souza llama la atención sobre el hecho 
de que dicho escandaloso episodio, precedido de una vasta literatu-
ra al respecto, condiciona una visión del mundo en Brasil en la cual 
«el Estado alberga una elite corrupta que vampiriza la nación». Con 
base en los fundamentos del Estado y la política como centro de toda 
corrupción, «se produce el traspaso de las empresas estatales y las 
riquezas del subsuelo a capitales privados y extranjeros que se apro-
pian privadamente de una riqueza que debería ser de todos […]. La 
construcción de una elite todopoderosa que habitaría el Estado solo 
existe, en realidad, para que no veamos la elite real, la que está “afuera 
del Estado”, aunque la “captura del Estado” sea fundamental para sus 
fines». Y sentencia el autor: «combatir la corrupción de verdad, sería 
combatir el robo que hace la elite del dinero, de la riqueza social y de 
la capacidad de comprar y de ahorro de todos nosotros, en beneficio 
de oligopolios e intermediadores financieros» (Souza, 2017).

La idea de que «es mejor entregar a Petrobras para los extranje-
ros que dejarla a nuestros políticos corruptos» (argumentos similares 
fueron usados para justificar la privatización de Pemex en México) es 
una construcción derivada de la vieja dialéctica del amo y el esclavo 
planteada por Aristóteles y reformulada por Hegel. En una sociedad 
de amos y esclavos, de señores y siervos, la única razón que tienen los 
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esclavos es la del amo, pues los esclavos no tienen razón (logos): solo 
tienen cuerpo (para trabajar). La respuesta del marxismo es clara: no 
es el esclavo el que es dependiente del amo, sino el amo es que es de-
pendiente del esclavo, ya que depende de su trabajo para gozar de su 
posición privilegiada.

Es esta dialéctica del amo y el esclavo, señala Jesse Souza —cons-
truida institucionalmente en América Latina a través de la religión 
primero, y luego de la acción de los medios masivos y de la indus-
tria de los bienes de consumo cultural—, la que funda las relaciones 
de sometimiento y obediencia que hacen aptos a unos pueblos para 
«mandar» y a otros «para obedecer», y que están en la base de la le-
gitimación (autorizada en las creencias) de la división internacional 
del trabajo. Y no solo allí, sino que funda la separación entre clases 
sociales, entre géneros y entre razas.

«Nunca se hubiera realizado tamaño ataque mediático basado en 
el racismo contra sí mismo, en la noción de corrupción como un dato 
de la cultura brasilera, como fundamento de todos los golpes de Esta-
do, y jamás se habría realizado una mentira de proporciones gigantes-
cas como la operación Lava Jato, sin […] convencer a todo un pueblo 
que es inferior no solo intelectualmente sino, tanto o más importante, 
también inferior moralmente» (Souza, 2017).

Y aquí el papel de la ideología es determinante. «Fue ese conjun-
to de ideas falsas que nos despojaron de nuestra autoestima lo que 
hizo posible la farsa del golpe de mayo de 2016 […] solo restó a los 
medios de comunicación el trabajo de seleccionar contra quién sería 
movilizado el ataque conservador […] cuando las empresas brasileras 
entran a escena, lo hacen en una operación de chantaje político a las 
empresas con delaciones que criminalicen a la izquierda y a los polí-
ticos que no cumplan la agenda corporativa de los órganos de control 
[…] así como para atender los intereses geopolíticos americanos que 
quieren que Brasil permanezca apenas como exportador de materia 
prima» (Souza, 2017).

Aquí el análisis de Jesse Souza sobre el papel de las clases medias 
es fundamental. La clase social más estratégica en un pacto de domi-
nación estable es la clase media, afirma el autor. Por un lado, tenemos 
la elite de los propietarios, con su padrón depredatorio de siempre, 
«donde lo que importa es garantizar la extracción de recursos del pre-
supuesto público, la rapiña de las riquezas nacionales como socio me-
nor del capital extranjero, y el abatimiento del ánimo y la solidaridad 
de los trabajadores para la mayor explotación posible de su trabajo» 
(Souza, 2017). Por otro, tenemos a los «esclavos», que gracias al PT tu-
vieron algún poder de palabra (logos), y que han vivido siempre en la 
humillación diaria, en la represión, la violencia y las masacres, y a los 
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cuales la elite brasileña negó cualquier mejora en sus condiciones de 
vida. En tercer lugar, está lo que algunos llamaron la «nueva clase me-
dia», que es la creada por el capitalismo financiero. Esta nueva clase 
media, bastante precarizada y amenazada por el desempleo y la pérdi-
da de derechos, son los muy orgullosos «empresarios de sí mismos».

En el análisis del autor la nueva clase trabajadora precarizada será 
la que forme «un pacto antipopular comandado por la elite de los pro-
pietarios, donde se mezclan aspectos racionales, como la preservación 
de privilegios e irracionales, como las necesidades de diferenciación y 
el odio y el resentimiento de clase» (Souza, 2017). Estos son los traba-
jadores de «cuello blanco», vinculados a los servicios administrativos 
del mercado, del comercio, de las finanzas y del Estado. Y es esa clase 
media «de bien» la escandalizada con el lava jato, la que termina dan-
do el voto a Bolsonaro. Porque, señala el autor (2017): «la clase media 
brasilera siempre fue, desde el siglo pasado, la fuerza de choque de los 
ricos y de los adinerados […] ¿Cómo es posible apropiarse de los de-
seos, ambigüedades e inseguridad de la clase media para mantenerla 
servil, mismo contra sus mejores intereses, y dejar las clases popula-
res para la policía truculenta?». El dominio sobre las clases medias 
presupone convencimiento, sobre las clases populares se basa en la 
represión y la violencia material.

La propia noción de populismo como mecanismo de deslegitima-
ción de los intereses populares, bajo la forma de «una reacción liberal 
a la entrada de las masas trabajadoras en la política», es en sí misma 
una construcción política. Es la defensa contra la irracionalidad de las 
masas (ignorantes, manipulables, incapaces de política) y la negación 
de la racionalidad de los intereses de las masas. Es, de nuevo, la dia-
léctica del amo y el esclavo.

El discurso anticorrupción, entonces, está básicamente dirigido a 
las clases medias. «No es que el moralismo no tenga eco también en 
las otras clases […] pero es en la clase media donde está en casa» (Sou-
za, 2017). Es que las clases medias disputan no solo bienes materiales, 
también prestigio y reconocimiento, son las clases meritocráticas y 
esta lucha es tremendamente importante para situarlas como clase. 
Son las clases que «se educaron con el esfuerzo», las clases ejemplares 
de la nación, diría Aristóteles, porque no están envilecidas como los 
pobres ni son opresoras como los ricos.

Así, «la vida política de Brasil es dominada por golpes de Estado 
promovidos por la elite del dinero, con apoyo de la prensa y de la base 
social de la clase media, siempre que la soberanía popular amena-
ce o efectivice, por poco que sea, intereses de las clases populares», 
concluye.
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5. DESCRIPCIONES DENSAS SOBRE EL ASCENSO  
DE LAS DERECHAS:15 ECONOMÍA, ANOMIA, CONTRADEMOCRACIA
En general, respecto del inesperado triunfo de las derechas (Macri, 
Bolsonaro) o de la crisis de democracias que en su momento fueron 
«ejemplares» (Venezuela, Brasil), o de los resultados negativos de con-
sultas populares (el Brexit, la consulta sobre el proceso de paz en Co-
lombia, el referéndum de 2016 en Bolivia), o de la caída de popularidad 
de gobiernos en curso (Uruguay), existen tres grupos de explicaciones 
disponibles. Las llamaré brevemente las explicaciones que remiten a 
la crisis económica (explicaciones coyunturales), a la anomia de la 
modernidad (explicaciones estructurales) y a la desafección política 
producida por las izquierdas (explicaciones culturalistas). Examina-
remos estas explicaciones de corte negativo (las que remiten a la ca-
rencia de bienes culturales o materiales tales como dinero, seguridad 
o confianza institucional) y de corte positivo (lo que la derecha tiene 
para ofrecer y es demandado por el electorado).

En primer lugar, están las explicaciones económicas. La crisis o la 
desaceleración económica que se produce en los años recientes afecta 
el margen de maniobra que los gobiernos de izquierda tienen para 
impulsar sus políticas de redistribución de renta. Acota su fiscalidad. 
En países como Venezuela, el precio del petróleo restringe enorme-
mente los márgenes de maniobra del Estado en un momento en que, 
además, la muerte de Chávez y la rearticulación de la oposición detrás 
de líderes que se van alternando (Capriles, Guaidó) le complican la 
escena política al gobierno. En los países de capitalismo central, como 
Estados Unidos, la crisis económica heredada y apenas amortiguada 
durante los gobiernos de Barack Obama deja un margen de frustra-
ción social y desesperanza política que genera amplio espacio para 
el aprovechamiento de las derechas y sus falsas promesas (especial-
mente la promesa de volver atrás en el desarrollo capitalista que ellos 
mismos impulsaron).

En países como Brasil, la recesión afectó profundamente a un go-
bierno debilitado por los escándalos de corrupción, y logró galvanizar 
al empresariado en la búsqueda de una solución rápida y depredato-
ria, que secuestra recursos del bolsón de los derechos de trabajadores, 
minorías y del gasto público social. En otros países, como Chile, Uru-
guay o Argentina, la desaceleración económica vuelve difícil mejorar 

15  El término descripción densa fue usado por Clifford Geertz (1973) en su obra La 
interpretación de las culturas para referirse a una descripción de la conducta humana 
que explica no solo el comportamiento, sino también su contexto, de tal forma que la 
conducta se vuelve significativa para alguien ajeno a ella. Hemos usado este término 
para, por analogía, referirnos a una descripción «densa» del fenómeno del retorno de 
las derechas en América Latina, en su contexto específico.
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la capacidad de distribución de renta sin afectar los intereses del gran 
empresariado nacional y transnacional, y sus gobiernos no están en 
condiciones de dar esa batalla. En síntesis: la década ganada fue una 
década de crecimiento económico. Este generó las bases materiales 
del consenso (Przeworski, 1980) que permitieron la profundización 
democrática, la ampliación de derechos y la movilidad social de mi-
llones y millones de personas pobres. Debilitadas las bases materia-
les del consenso, los gobiernos de izquierda o progresistas quedan a 
merced de difíciles negociaciones con la derecha (como en el caso de 
Brasil) que los obliga a concesiones sustantivas, mientras son observa-
dos o percibidos por sus bases sociales como gestionando la crisis sin 
consulta con sus aliados sociales y con instrumentos no muy distintos 
de los del clásico ajuste estructural vivido con anterioridad.

Pero estas afirmaciones, aunque contienen parte de la verdad, de-
ben ser relativizadas. En algunos países, la tasa de crecimiento no fue 
espectacular, sino más bien mediocre a lo largo del período, y ello no 
obstó a la calidad de sus logros sociales, especialmente por los progra-
mas políticos administrados. En otros, como Brasil, la crisis política 
también dispara la crisis económica, y ambos fenómenos están en-
trelazados. Más importante aún, el éxito económico de los gobiernos 
progresistas no dependió únicamente del viento de cola (la coyuntura 
externa), sino también de la capacidad que estos gobiernos tuvieron 
de aprovecharlo, guiados por una biblioteca bien distinta a la del Con-
senso de Washington, y situada en el acervo del viejo keynesianismo.

Una segunda explicación va en línea con los estudios de Emile Dur-
kheim (1987, 1989) sobre la anomia de la modernidad. Y es la idea 
de que si la gente vota a Trump o vota el Brexit es porque de alguna 
manera está reaccionando contra la globalización. Y al reaccionar 
contra la globalización, no reacciona únicamente contra lo peor de 
la globalización financiera (el capital productivo subordinado al capi-
tal financiero), sino también contra la libre circulación de personas, 
contra la diversidad cultural, y a favor de la vuelta a la comunidad. 
La modernidad genera inseguridad, incertidumbre, indeterminación 
del futuro, sensación de riesgo constante. La explicación que vincula 
el triunfo de las derechas con una reacción a la globalización no di-
fiere básicamente de esta consideración. Pero esta explicación lleva 
dos siglos de formulada. Aunque pueda seguir siendo válida, lo cierto 
es que el trazo generacional es más que evidente en el voto de Trump 
y en el voto del Brexit. Las generaciones más viejas tienden a eviden-
ciar un conservadurismo social y político mucho más marcado que 
las generaciones intermedias y las más jóvenes. Pero los gobiernos 
de izquierda y progresistas triunfaron, en buena medida, gracias a la 
modernidad y el recambio generacional.
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En definitiva, siempre aparece la cuestión de la desafección polí-
tica: la pérdida de credibilidad de las izquierdas por el hecho de ha-
berse vuelto parte del statu quo y haber sacrificado a sus aliados en el 
proceso de transformarse ellas mismas en parte del poder. Quien me-
jor explora este tema en la literatura reciente es Rosanvallon (2008), 
al señalar que mientras la democracia es una criatura de unos dos-
cientos años que no se ha modificado sustancialmente en sus rasgos 
esenciales (elecciones libres y abiertas de representantes políticos, se-
paración de poderes, Estado de derecho), lo que sí ha avanzado es la 
contrademocracia. Esta es un sistema de desconfianza generalizado, 
que contiene un sinnúmero de operaciones que se refuerzan mutua-
mente: la judicialización de la política, el dominio de encuestas de 
opinión pública como test de la opinión ciudadana, la preeminencia 
del juicio de valor por sobre las consideraciones políticas complejas, 
el predominio de las coaliciones de veto por sobre las coaliciones de 
proyecto, el pueblo erigido en juez, la sospecha generalizada sobre 
la credibilidad de los políticos, la proliferación de instituciones de 
contralor y, especialmente, la creación de audiencias en las redes que 
permiten la expresión simultánea de miles y miles de personas. Todo 
ello configura un sistema que ha avanzado enormemente a lo largo 
del tiempo. Es la contrademocracia. En su faceta positiva, es el pueblo 
queriendo autogobernarse. En su faceta negativa —que es la que pre-
domina—, es la negación a la búsqueda de un gobierno fuerte y justo, 
es la expresión liberal de la ya clásica desconfianza en la política y en 
el Estado. Pero esta explicación contemplaría más la desafección de 
las izquierdas que el triunfo de las derechas.

6. DESCRIPCIONES DENSAS:  
EL TRIUNFO DE LA DERECHA CONSERVADORA  
COMO UN CASO DE RETORNO DE LO REPRIMIDO
Las explicaciones del retroceso de las izquierdas y las del triunfo de 
las derechas no son equivalentes, ni análogas, ni espejo la una de la 
otra. El retroceso de la izquierda y el triunfo de las derechas ameritan 
cada uno su propio despliegue explicativo. Solo a modo de ejemplo: la 
pérdida del control del gobierno por parte del kirchnerismo obedece a 
razones distintas a las de la consolidación del triunfo de Macri. Podría 
citarse entre las primeras, la falta de un liderazgo claro que represen-
tara a los K luego de la tremenda victoria representacional y simbólica 
de Néstor Kirchner primero y de Cristina Fernández después, como 
herederos de un peronismo de izquierda. O la endeblez partidista del 
kirchnerismo, basado en un aparato político «fisiologista» y extendi-
do ideológicamente a punto de permitir la convivencia de derechas e 
izquierdas en el mismo espacio político. Pero también se debería dar 
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cuenta del éxito de ese empresario porteño devenido en presidente 
que, ya con una consolidada trayectoria política, logró que todo el 
arco antikirchnerista se colocara detrás de él. De la misma manera, la 
pérdida de poder del chavismo no obedece solo a la muerte de Chávez 
y a la debilidad sucesoria que genera la desaparición de una figura de 
su tamaño, sino también a la profundidad de la crisis económica y a la 
herida de una polarización que nunca pudo ser administrada en clave 
de democracia política. Tampoco el gobierno de Temer y el golpe de 
Estado parlamentario se explican únicamente por los errores del PT, 
sino también por la capacidad del Congreso y del Poder Judicial de 
Brasil de dar un golpe de Estado a los ojos del mundo sin que pasara 
demasiado.

En todo caso, el triunfo de las derechas debe buscarse por sus pro-
pios méritos. Ni Trump ni Macri ni Bolsonaro pretendieron engañar 
a nadie. Fueron auténticamente de derechas y concitaron la simpatía 
popular. Ser auténticamente de derechas significa algo más que la glo-
rificación del capitalismo, la defensa del papel del mercado y la denos-
tación permanente del Estado y su nefasta intervención en la vida eco-
nómica. Ser de derecha entraña también un conservadurismo social 
reconocible al menos en cuatro dimensiones: la xenofobia, el racismo, 
el machismo y la homofobia. En la glorificación del patriarcado y en 
la aparentemente nacionalista defensa de «América para los america-
nos» se esconde la raigambre profunda del conservadurismo social.

La derecha refleja, en buena medida, el retorno de lo reprimido. 
Es la satisfacción íntima que da el animarse a las viejas palabras y los 
viejos gestos. A defender la guerra y las armas. A defender la «mano 
dura» y descalificar a los pobres responsabilizándolos de su suerte. A 
protestar porque las mujeres tienen hoy los mismos derechos que los 
hombres. Y a animarse a tildar a los homosexuales de enfermos. Sí, la 
derecha representa el retorno de lo reprimido luego de que el discurso 
progresista obligara a la represión de los viejos valores de siglos de 
patriarcado y autoritarismo.

Las derechas tienen la capacidad de ofrecer a un electorado mi-
sógino, violento, racista y xenófobo un pasaporte a la libertad y el 
desahogo. Y en esto radica parte de su éxito y de su encanto, especial-
mente entre las clases medias, los hombres inconformes con un lugar 
social cuestionado, las generaciones más viejas escandalizadas con la 
«falta de valores» de las nuevas generaciones, y una buena parte de 
aquellos que han experimentado un ascenso social en la década de la 
bonanza y ahora no desean compartirlo con nadie, convencidos de 
que su ascenso se debió, únicamente, a las propias virtudes.
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ESTRATEGIA 1: EL ABATIMIENTO MORAL DE LOS CIUDADANOS
Decía Aristóteles (1998) en su Teoría de las revoluciones que uno de 
los medios de perpetuación de la tiranía era «el abatimiento moral 
de los súbditos». Este consiste en «sembrar la discordia y la calumnia 
entre los ciudadanos, poner en pugna unos amigos con otros, irritar al 
pueblo […] producir la desconfianza entre los ciudadanos, debilitarlos 
y degradarlos moralmente […] y reprimir toda superioridad que en 
torno suyo se levante». Pues las almas envilecidas, dice Aristóteles, no 
piensan nunca en conspirar.

El abatimiento moral de los ciudadanos ha sido una de las princi-
pales —sino la principal— tarea de las derechas sociales y políticas, 
apoyadas siempre por los grandes medios de comunicación (los emi-
sores de estos mensajes) y legitimadas por una actuación de la justicia 
de pronto celosa de la transparencia y dignidad públicas (celo jamás 
ostentado en las décadas oscuras de dictaduras y menos aún en las 
transiciones hacia la democracia amañadas entre militares, jueces y 
civiles «leales»).

Uno de sus principales instrumentos ha sido el ataque frontal a 
la credibilidad de los principales líderes de la izquierda. Los proce-
sos judiciales que llevaron a la cárcel a Lula o que enfrentan Cristina 
Fernández, el exvicepresidente Raúl Sendic en Uruguay o Correa son 
una muestra de ello. Lo es también la desacreditación a la que fue-
ron sometidos por acontecimientos de su vida privada Lula en Brasil, 
Fernando Lugo en Paraguay, Evo Morales en Bolivia. O la forma de 
inculpar a Bachelet por los errores cometidos por sus familiares direc-
tos. La búsqueda de la veracidad de los títulos académicos de Álvaro 
García Linera, Raúl Sendic o Cristina Fernández es otra muestra. Y en 
general, los epítetos usados contra las expresidentas Rousseff y Fer-
nández, muy en boga para caracterizar el «desorden mental femeni-
no», desde la bipolaridad hasta la incompetencia, dan cuenta de esta 
estrategia.

Tanto Dilma como Cristina enfrentan juicios por haber hecho, en 
tanto presidentas legítimas, cosas que la economía «no tolera», de-
fendiendo una autonomía de la economía frente a la política que se 
les ha pasado por alto a muchos analistas. El juicio a Cristina por la 
compra del dólar futuro o a Dilma por las pedaladas fiscais no resiste 
el menor análisis: es la política la que comanda la economía y no al 
revés, y las presidentas estaban legitimadas para llevar adelante estas 
operaciones «fiscales». Pero, además, si comparamos esto con el con-
gelamiento del gasto público por veinte años de Temer o el grosero 
endeudamiento de Argentina que asciende hoy a los ciento veinte mil 
millones de dólares, nos daremos cuenta de la muy distinta vara con 
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la que la justicia determina qué acciones económicas y financieras son 
pasibles de ser llevadas a un tribunal y cuáles no.

La justicia demostró su carácter de brazo político del Estado en 
su actuación frente a leyes que desafiaban abiertamente el statu quo, 
en los juicios sobre las leyes de medios en Argentina y Uruguay, en su 
amparo del carácter prescriptivo de los delitos de lesa humanidad co-
metidos durante el período dictatorial, o en su defensa del derecho a 
la propiedad privada en varios y sonados juicios que tuvieron lugar en 
el período. Así, la justicia se convirtió en la última barrera defensiva 
del orden liberal y el statu quo republicano heredados del injusto siglo 
XX, y la política de los gobiernos de izquierda, de los parlamentos y de 
los movimientos sociales aliados fue la que logró ampliar el campo del 
derecho a los derechos humanos, laborales, sexuales y reproductivos. 
Esto no fue nunca iniciativa de la justicia, que en todo caso reaccionó 
defensivamente, sino el resultado de las luchas políticas y sociales que 
se dieron a lo largo de un siglo. Las leyes se volvieron progresistas y 
ampliatorias de derechos, aun contra la voluntad de los poderes judi-
ciales de turno.

Esto se combinó con el poder cuasi omnímodo de las grandes em-
presas de comunicación, constructoras de una imagen de América 
Latina en la que primó la diferenciación entre el progresismo «res-
ponsable» y el «populismo». La prensa —y, muchas veces, la acade-
mia— premió a algunos gobiernos (Chile, Brasil, Uruguay) y castigó a 
otros (Bolivia, Venezuela, Ecuador). Se convocó a la desolidarización 
del bloque progresista: a la pérdida de solidaridad con Venezuela pri-
mero, y sin duda a encasillar al gobierno kirchnerista como corrupto 
sin entender la dinámica de poder que se instalaba en Argentina. Los 
medios de comunicación fueron, además, los principales artífices de 
las campañas de descrédito de hombres y mujeres públicos. La combi-
nación de justicia y medios de comunicación fue la principal respon-
sable del derrumbe de la novel democracia brasileña.

El principal triunfo cultural de la derecha es haber sembrado la 
desconfianza entre los ciudadanos, de estos hacia los políticos, y haber 
desacreditado personas y gobiernos a lo largo y ancho del continente. 
Pero, sobre todo, ha minado la autoconfianza de los latinoamericanos, 
y con ello su dignidad, y sembrado dudas sobre la capacidad de erigir 
su propio proyecto regional. A saber, el de ser un continente capaz de 
ser gobernado por sus clases populares, y mejor gobernado que cuan-
do lo hicieron sus clases dominantes. La de ser una región unida que 
reclama, en pleno siglo XXI, el derecho a la autonomía sobre su eco-
nomía y sus decisiones políticas. La de ser, en fin, un territorio común 
donde la izquierda mestiza, femenina, revoltosa e inconforme quiso 
trazar el mapa de un nuevo mundo alumbrado a través de la política 
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y protagonizado por la participación de la gente en la construcción de 
su propio destino.

ESTRATEGIA 2: VOLVIENDO A LOS VIEJOS VALORES AUTORITARISMO, 
XENOFOBIA, NACIONALISMO Y MISOGINIA
La derecha ha tenido una agenda positiva, defendiendo los valores 
que le importan. En algunos casos ha tenido éxitos considerables, en 
otros ha empleado una estrategia más bien defensiva (como en el caso 
de los derechos de las mujeres), pero que ha ejercido una notable pre-
sión para impedir el avance de la agenda de derechos.

De la mano de esos valores, la que ha tenido una victoria más clara, 
evidenciada en la multitud de leyes y normativas que endurecieron 
la justicia penal, es la propuesta de «mano dura» o «tolerancia cero» 
frente al delito. Ha sido un instrumento fuertemente criminalizador de 
la protesta social, usado como pretexto para un control social amplia-
do e intensivo de toda la población, que ha redundado en un aumento 
de la población carcelaria, de la inversión pública en armamento y de 
los recursos destinados a los cuerpos armados (incluida la creciente 
militarización de la policía). También ha funcionado como justifica-
ción para la criminalización y control de las generaciones más jóvenes 
mediante la focalización en los menores delincuentes, de cuya mano 
se han aprobado reformas penales tendientes a disminuir la edad de 
imputabilidad penal. Los presupuestos en seguridad se han abultado 
generosamente en el período, la ley penal se endureció y la vigilan-
cia y control sobre las personas, ayudada por las nuevas tecnologías 
de la información, aumentó a límites insospechados. No obstante, el 
delito no cedió, sino que aumentó, y el problema de la inseguridad 
se destacó como principal problema en la mayoría de los países de la 
región, según indican las encuestas de opinión pública de las últimas 
dos décadas.

La valoración de la «mano dura» por oposición a la autoridad legí-
tima se produce en contextos en los cuales, por un lado, la autoridad 
familiar ha sido fuertemente desafiada por la propia reconfiguración 
de las familias (aumento de la jefatura femenina sin cónyuge, entre 
otros) y, por otro, la autoridad pública se ve jaqueada por las opera-
ciones permanentes de descrédito de lo público y de la política. Esto 
cuenta en la agenda positiva del conservadurismo y ha sido ya desta-
cado en el Estudio Mundial de Valores en algunos países.16

Otro valor destacado por el conservadurismo es desempolvar el vie-
jo aliado de las derechas: el nacionalismo. Ha sido el disfraz perfecto 

16  Véase http://www.worldvaluessurvey.org/wvs.jsp
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para la xenofobia y el miedo «al otro». Exhibido en forma casi porno-
gráfica en el muro promocionado por Trump contra la inmigración 
mexicana, da cuenta de confusas popularidades en varios rincones 
del planeta. En los países del capitalismo central, el nacionalismo ha 
sido la respuesta de la derecha a su pérdida de lugar en el mundo, y 
en muchos denota nostalgia del pasado imperial perdido (en Francia, 
en Inglaterra y en el propio Estados Unidos). Pero las pretensiones 
nacionalistas han sido un instrumento para ocultar la defensa de los 
países más ricos contra la migración de las poblaciones más pobres, 
ha servido como disfraz de la xenofobia y el racismo, y ha dado alien-
to a las manifestaciones más puras de discriminación e intolerancia 
políticas. Para las izquierdas el nacionalismo es un arma de doble filo, 
como recordaba Rosa Luxemburgo (1976). Si bien lo nacional-popu-
lar es una denominación que ha sido usada para las vertientes menos 
socialdemócratas del progresismo latinoamericano, es una expresión 
peligrosa. Rosa denunciaba en su época la forma en que el nacionalis-
mo funcionaba como un aliciente a la unidad de las clases en momen-
tos de crisis económica o política, encubriendo el verdadero conflicto, 
el universal, el que reclamaba internacionalismo proletario: la lucha 
de clases.

Entre los valores negativos vale la pena citar al menos tres: la lucha 
contra la ampliación de los derechos de la mujer y la desconfianza en 
el Estado y en las instituciones de la política.

En primer lugar, es evidente la reacción del patriarcado contra los 
avances en los derechos de las mujeres. En América Latina, donde la 
Iglesia católica tiene aún tanto peso —como lo demuestra la elección 
de un papa argentino— y donde las iglesias evangélicas más retrógra-
das avanzan desembozadamente en el campo político (como la ban-
cada evangélica en Brasil), la lucha es cruenta. La despenalización 
del aborto ha avanzado en el discurso, pero poco en leyes efectivas y 
políticas acordes. Solo en el Distrito Federal, en México, y en Uruguay, 
el aborto está despenalizado. En los países donde más se avanza es a 
través de las causales (malformación fetal, violación, riesgo de vida 
para la mujer). En países como Nicaragua se retrocedió hasta elimi-
nar incluso la posibilidad de abortar por riesgo de vida de la mujer. En 
países como Brasil, iniciativas legales como el Estatuto del No Nacido 
hacen presagiar retrocesos gigantes.

La laicidad ha sido clave en el desarrollo de los derechos sexuales 
y reproductivos. Allí donde los progresismos han sido más determina-
dos por izquierdas confesionales o en alianza con partidos confesio-
nales, como la Concertación en Chile o la postura de Correa en Ecua-
dor, estos temas no avanzaron, lo que generó impactos regresivos en la 
agenda de derechos. La violencia contra las mujeres, la discriminación 
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salarial y la baja participación femenina en los parlamentos son otras 
evidencias del mismo fenómeno de resistencia del patriarcado, aun 
dentro de nuestras izquierdas, en América Latina. La izquierda quedó 
en el debe en materia de salud sexual y reproductiva, aunque ha avan-
zado en el reconocimiento del liderazgo político de las mujeres; Boli-
via es el ejemplo más paradigmático de esto, destaca entre los mejores 
diez países en el mundo en representación de mujeres en parlamentos 
nacionales. Los liderazgos de Dilma, Cristina y Michelle representan 
en buena medida este avance. Y su escarnio público (en los casos de 
Cristina y Dilma) representa en buena medida la reacción a ellos.

En segundo lugar, el pensamiento conservador desarrolla una em-
bestida conceptual y práctica contra el Estado, contra los funciona-
rios públicos y las empresas públicas. Las luchas de la clase media 
alta y alta contra las presiones tributarias ejercidas por los gobiernos 
progresistas han demostrado su enorme capacidad de crear opinión 
pública y conquistar aliados en la clase media baja y entre los traba-
jadores. La demostración más clara de esto es el llamado «conflicto 
del campo» en Argentina, a propósito de las detracciones a las expor-
taciones en 2008, que cohesionó a pequeños y grandes productores y 
terminó con el voto negativo del entonces vicepresidente Julio Cobos 
a la iniciativa de ley de la presidenta. Al mismo tiempo, los escándalos 
que afectan a las empresas públicas han servido de justificación para 
impulsar su privatización. La caricaturización de los funcionarios pú-
blicos y las descalificaciones a todo lo que es estatal (por autoritario, 
ineficiente y costoso) por oposición al mercado (sinónimo de libertad, 
intercambio justo y eficiencia) están en la base de este proceso.

El Estado, por otra parte, es el principal factor de acumulación 
de poder de la izquierda. Han sido los presidentes y los poderes eje-
cutivos los actores centrales del progresismo, más que los partidos 
políticos, y muchas veces enfrentados a los parlamentos y al Poder 
Judicial). De los tres poderes del Estado, la izquierda se afincó en el 
Poder Ejecutivo, a menudo por haber llegado al gobierno sin mayo-
rías legislativas o, peor aún, adoleciendo de respaldo parlamentario 
propio como Chávez en 1998, Evo en 2006, Correa en 2007, Lugo en 
2008, y Brasil, a lo largo de todo el período. A caballo de reformas 
constitucionales, Chávez, Evo y Correa lograron sus mayorías propias 
en el parlamento. Brasil no las tuvo nunca. La experiencia de Lugo en 
Paraguay terminó trágicamente por ese mismo déficit. En la década 
larga del progresismo, los parlamentos fueron más conservadores que 
el Poder Ejecutivo. Eso volvió a la izquierda presidencialista, si no en 
la teoría, al menos en los hechos. Por otra parte, los poderes judi-
ciales fueron, como se dijo anteriormente, el resguardo del statu quo 
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conservador, y dispusieron sobradamente de instrumentos para obs-
taculizar o redefinir las políticas emanadas de los gobiernos en curso.

La izquierda luchó por una noción de democracia fuerte, acom-
pañada de un gobierno fuerte. La primera sembró de mecanismos de 
democracia directa estos procesos. La idea de un gobierno fuerte fue 
menos teorizada, pero no por ello menos central en la construcción 
del proyecto. La izquierda adoleció durante la década larga del pro-
gresismo de poder económico, de poder comunicacional o mediático, 
e incluso de apoyos internacionales en el concierto de «los grandes». 
Solo tenía de su lado el apoyo popular, el gobierno (el Poder Ejecutivo 
apenas) y la política. La izquierda quiso un poder político fuerte por-
que adolecía de otro poder. El poder débil, el poder del liberalismo, el 
de un gobierno bajo sospecha y teniendo que negociarlo todo es parte 
de una biblioteca poco amigable con la izquierda. Por ello, cuando 
esta flaquea en el plano de acumulación del poder político, corre el 
riesgo de perderlo todo. La derecha nunca pierde todo: pierde el poder 
político, pero le quedan los medios de comunicación, el apoyo empre-
sarial, la tolerancia internacional.

Volviendo a Rosanvallon (2008), la desconfianza generalizada en 
la política por parte de los ciudadanos, la sospecha como sistema, la 
capacidad de vetar u obstaculizar políticas, el fortalecimiento de los 
mecanismos judiciales y mediáticos de rendición de cuentas perma-
nente —con una demanda siempre insatisfecha de la ciudadanía—, la 
proliferación de auditorías y mecanismos de control se pueden volver 
contra la izquierda. El pueblo no ejerce el poder, no puede ejercerlo o 
renuncia a ejercerlo, pero no renuncia al control sobre ese mismo po-
der. Es la red de la desconfianza sistemática organizada y potenciada a 
través de los nuevos mecanismos de comunicación y expresión lo que 
parece hoy contribuir a minar no solo la idea de un gobierno fuerte, 
sino también el mismo proyecto de la izquierda.

7. Y POR CASA, CÓMO ANDAMOS? LA DERECHA URUGUAYA
Lo primero que los uruguayos debiéramos admitir es que —amorti-
guadamente, como siempre, pues en esto consiste la excepcionalidad 
uruguaya— lo que pasa en el mundo pasa aquí también. Si las tesis 
establecidas en este capítulo sobre la derecha son correctas para otros 
casos de América Latina, deben servir también para el caso uruguayo.

7.1. LAS ESTRATEGIAS NO PARTIDARIAS DE LA DERECHA URUGUAYA
La estrategia de la derecha en el Uruguay de la historia reciente debe 
hacer referencia, sin duda, al golpe de Estado, que instrumentalizó, 
mediante la violencia (la violencia policial y militar, y con aliados 
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empresariales, financieros y transnacionales), la represión de la pro-
testa social, del conflicto y de las organizaciones sociales y los partidos 
políticos identificados con la izquierda.

La estrategia no partidaria de influenciar directamente la políti-
ca pública ya en la tercera ola de la democracia revela al menos tres 
facetas.

Una primera faceta es la transnacional. La influencia que han te-
nido vehiculizando los intereses de las transnacionales a través de los 
condicionamientos externos es enorme. La firma de tratados bilate-
rales de inversión que protegen los intereses de las casas matrices de 
las transnacionales fue una moneda corriente en los gobiernos de iz-
quierda, y los conflictos suscitados por la demanda de Philip Morris, 
Farmashop o Aratirí dan cuenta de las cesiones de soberanía que nos 
hemos obligado a hacer a lo largo de estos años. Ni que hablar de los 
grandes debates que se han vivido en el seno del FA sobre la estrategia 
comercial a través de tratados de libre comercio y liberalización de 
servicios, que recortan buena parte de nuestra soberanía, son vistos 
como precio a pagar por estar en el mundo y siempre cuentan con el 
visto bueno de la derecha política.

La segunda estrategia de influenciar la política pública viene por 
los distintos lobbies empresariales (desde los medios de comunicación 
frenando la ley de medios hasta el empresariado rural ganando recur-
sos de inconstitucionalidad contra el ICIR), que trabajan influencian-
do la burocracia pública y los operadores jurídicos del Estado, recor-
tando el alcance de las políticas públicas o demandando recursos (en 
cada «crisis del campo» —y no solo— el Estado uruguayo ha hecho 
generosas contribuciones a distintos sectores productivos a través de 
exoneraciones impositivas y acuerdos preferenciales).

La tercera estrategia ha sido a través de los medios de comunica-
ción y las encuestas sobre problemas del país que han construido y 
deconstruido candidaturas, problemas, instituciones. Las denuncias 
de corrupción que envolvieron al vicepresidente y a connotadas figu-
ras del equipo económico, la obsesión con el tema de la inseguridad, 
las críticas a la educación pública, la construcción del menor infractor 
como el principal motivo de la inseguridad en Uruguay han sido parte 
de esta estrategia, y el descrédito de algunas empresas públicas (como 
ANCAP), a propósito de las estrategias de recapitalización del Estado 
cuando existen problemas, es parte del problema.

La cuarta estrategia es la de generación —a través de las Universi-
dades privadas, pero también de la Universidad pública— de un con-
junto de técnicos y académicos vinculados al pensamiento conserva-
dor, la creación de think tanks no políticos, y una profusa tecnocracia 
vernácula que accede al Estado y a puestos claves, aun bajo gobiernos 
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de izquierda, y a los que la izquierda considera capturas de inteli-
gencia, sin cuestionarse si el Estado no termina siendo capturado, a 
su vez, por estas lógicas. La existencia de cuerpos tecnoburocráticos 
provenientes del corazón de los centros de producción del pensamien-
to conservador fue la tónica principal durante los gobiernos de los 
partidos Nacional y Colorado, especialmente a través de la creación de 
programas financiados externamente (Naciones Unidas, Banco Mun-
dial, BID) que baipaseaban la lógica institucional del Estado y eran 
creadores de las políticas de reforma en las áreas de salud, seguridad 
social, educación, entre otras.

La estrategia de los outsiders no ha prosperado en Uruguay. Pero 
sí hay organizaciones sociales conservadoras a las que una visión un 
poco simplista de la sociedad civil como fuente de toda virtud ha pres-
tado insuficiente atención.

El papel de lo confesional en Uruguay se expresa no solamente a 
través de los máximos exponentes de la Iglesia católica, sino en un rol 
de cercanía desplegado en el territorio, especialmente en barrios muy 
carenciados, donde organizaciones sociales de base confesional están 
llamadas a proveer servicios sociales a la comunidad, como parte de 
la estrategia del gobierno de tercerización de estos.

El papel de los militares no puede ser descuidado en un contexto 
como el nuestro, en el que el tema de los derechos humanos sigue po-
larizando políticamente al país. La negación de las responsabilidades 
de estos por las violaciones a los derechos humanos en la dictadura 
y la prédica de la doctrina de la seguridad nacional y la obediencia 
debida dentro de las FFAA son un ejemplo de ello. La aparición del ex-
comandante en jefe del Ejército, Guido Manini Ríos, como candidato 
presidencial y la creación de un partido militar como Cabildo Abierto 
muestran la importancia de esta derecha social, llamada hoy a ejercer 
su peso político en la peculiar encrucijada política que enfrenta el país 
en las elecciones de 2019.

El papel de los empresarios agropecuarios expresado en la lucha 
del campo contra las políticas del FA debe ser mencionado en este 
contexto. Y es que una de las señales de cierta impaciencia para con la 
política (especialmente la de los partidos tradicionales) y la búsqueda 
de alternativas de una izquierda social se dio con el conflicto del año 
2018 que desembocó en la estrategia de Un Solo Uruguay. Con base en 
el ejemplo de lo que fue la lucha del 2008 del «campo» (nombre dema-
siado genérico para referir a un factor de producción tan atravesado 
por las contradicciones del capitalismo periférico y las desigualdades 
de clase) en Argentina, a propósito de la política de retenciones mó-
viles a las exportaciones de granos, en el verano de 2018 «el campo 
uruguayo» decidió dar su propia lucha distributiva, con objetivos y 
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agenda que distaban de estar bien definidos, pero con movilizaciones 
que los sorprendieron hasta a ellos mismos, y contaron con el apoyo 
de pequeños o medianos productores y de una clase media agraria 
difícil de cuantificar.

Las manifestaciones de Un Solo Uruguay (como alusión a la «bre-
cha» que la izquierda profundizaría por ideología e intereses de clase) 
pusieron en cuestión las políticas cambiaria, fiscal, laboral y social del 
gobierno. El centro del discurso estuvo en el tema de los costos del 
Estado (que deteriorarían la rentabilidad de los empresarios rurales 
y la cadena de valor en torno a ellos). Estas demandas aglutinaron 
a los grandes productores con las clases medias agrarias y sectores 
del comercio de insumos y de los servicios asociados a la actividad 
agropecuaria, a los partidos de la oposición y a los grandes medios de 
comunicación. El gobierno negoció lo negociable con los sectores más 
afectados, disponibilizó instrumentos financieros y aprobó algunas le-
yes que visaban exonerar impuestos, crear fondos para situaciones 
de emergencia o renegociar deudas de sectores específicos. La convo-
catoria de Un Solo Uruguay a un año de su fundación careció de la 
profundidad, el impacto y el apoyo que había obtenido un año atrás, 
pero señaló la importancia de tomar en cuenta estos movimientos en 
la reconfiguración del mapa político del país.

7.2. LAS ESTRATEGIAS POLÍTICOPARTIDARIAS
La derecha en Uruguay siempre ha tenido estructuración político-par-
tidaria. Incrustadas en el bipartidismo fundacional, estas derechas se 
han visto representadas dentro de los propios partidos políticos, como 
fuera señalado en capítulos anteriores. En la actualidad, el FA ha ocu-
pado (casi) todo el espacio del centro a la izquierda, acorralando a los 
partidos más relevantes (PN y PC) a situarse entre la centroderecha y 
la derecha del espectro político.

En la actualidad, se verifica un corrimiento a la derecha en seg-
mentos importantes de los partidos tradicionales y en la creación de 
nuevos partidos (como el PdG o CA). La competencia por la derecha 
amenaza con llevar el espectro de la oferta política más allá de las pre-
ferencias del votante promedio, con impactos aún indefinidos sobre la 
cultura política de los partidos uruguayos. Entre algunos de los ejem-
plos, cabe citar una mayor presencia de lo confesional en política, 
especialmente en el PN (con figuras relevantes como las del diputado 
Gerardo Amarilla y la senadora Verónica Alonso), y la propuesta ple-
biscitaria de militarización de la seguridad pública y la revisión de la 
cadena perpetua por parte de uno de los dos líderes más importantes 
del PN de la última década (el senador Jorge Larrañaga),
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Entre las novedades de esta derecha política, se cuentan tres. La 
creación del PdG a manos de un importante empresario uruguayo 
(Edgardo Novick), que antes revistaba en las filas del PC, con una 
fuerte prédica en los temas de seguridad pública y corrupción. En 
segundo lugar, la aparición de un importante empresario venido del 
exterior (Juan Sartori) en el PN que, sin credenciales en Uruguay, a 
base de dinero y marketing, logró colocar su candidatura presidencial 
en la segunda ubicación de ese partido. En tercer lugar, la aparición 
de un nuevo partido que aspira a representar a «la familia militar» y 
despliega argumentos vinculados al honor de las FFAA, fuertemente 
defensor del statu quo y antagónico de cualquier revisión del pasado 
reciente y del desempeño de las FFAA en el terrorismo de Estado.

Sus estrategias discursivas son disímiles. Pero hay al menos distin-
tas vertientes de programas de derecha; desde las derechas neolibera-
les a lo Sartori hasta las derechas organicistas a lo Manini Ríos.

El discurso de Sartori claramente apela a un sesgo en clave de de-
recha liberal promercado. Si uno refiere a su programa partidario, 
este habla de «un gobierno ordenado y sobrio, que trabajará para los 
ciudadanos, concentrado en los verdaderos problemas de la gente, fa-
voreciendo el rol de la empresa privada, enfocado en fomentar el em-
pleo y derribar las barreras a la inversión». La referencia a las «barre-
ras de inversión» y a la «empresa privada», y la referencia «respetuoso 
de los derechos de propiedad» lo colocan en el típico discurso de las 
reformas neoliberales promercado de los años noventa.

Por otra parte, es terriblemente esclarecedor lo que dice sobre el 
presupuesto nacional al establecer que «cada unidad ejecutora pro-
ponga sus metas quinquenales y justifique sus requerimientos de 
gasto público, sobre la base del presupuesto base cero. Se excluirá el 
gasto pasado como fundamento de futuros requerimientos». Eso su-
pone que todo el gasto público social (que es la mayor parte del gasto 
público del Uruguay) ya invertido en salud, educación y seguridad 
social deberá discutirse desde cero. Por más impracticable que sea 
esta medida, evidencia las intenciones respecto al gasto público, que 
ya fueron de recibo en Argentina y Brasil.

El recorte del gasto público en el programa de Sartori va de la 
mano con la «reducción progresiva de la imposición al patrimonio 
en el sector agropecuario», la eliminación de la carga fiscal sobre di-
videndos de las empresas, la reducción del impuesto a la rent, la pri-
vatización de la petrolera y la liberación para la importación y venta 
de combustibles. Por supuesto en política exterior se promete, entre 
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otras cosas, liberalización arancelaria para importaciones e ingreso 
inmediato al Trade in Services Agreement (TISA).17

Luis Lacalle Pou, el candidato vencedor de la interna nacionalista, 
promueve la realización de cinco shocks. El primero es un shock de 
austeridad tendiente a equilibrar las cuentas del Estado y abatir el dé-
ficit fiscal. El segundo es un shock de competitividad, que tiene como 
centro reducir el «gasto» de las empresas públicas (en el discurso de 
la derecha, la falta de competitividad solo se explica por el costo del 
Estado). Un tercer shock es el de la seguridad, que tiene como centro 
no solo el combate al crimen, sino también la rediscusión del Código 
del Proceso Penal, recién aprobado, que, al igual que para Sartori, 
es demasiado garantista de los derechos de los imputados. El cuarto 
shock es el social, con una fuerte crítica a la gestión realizada por los 
ministerios sociales en este período (en particular, el MIDES). El últi-
mo shock es el del conocimiento y la cultura, que va desde la pregunta 
por los valores hasta cómo lidiar con las nuevas tecnologías.18

Un tercer programa partidario es el de Ernesto Talvi, del PC, quien 
—no por casualidad— denominó a su sector político Ciudadanos, tra-
tando de emular la propuesta de su homólogo español (la búsqueda 
de una nueva centroderecha con aire de progresismo). Sus propuestas 
oscilan entre la creación de liceos públicos «modelo» en los barrios 
más pobres, represión «inteligente» del delito fortaleciendo la Guar-
dia Republicana, reducción del gasto público a través de una ley de 
responsabilidad fiscal, reducción de las tarifas de los servicios públi-
cos, redireccionamiento de los consejos de salarios a las negociacio-
nes por empresa, retomada de las negociaciones con el TISA.19

Un cuarto programa es el de CA, del exgeneral Manini Ríos. Su 
hechura refleja una derecha más tradicional, de defensa de los viejos 
valores a los que él define como artiguistas. Habla de la concepción 
del hombre como un «ser social por naturaleza, que nace en el seno de 
una familia, a la que debe preservarse como su primera línea de defensa 
en la vida». Declara que «debe defenderse la dignidad humana contra 
todo tipo de totalitarismo». Propone «la unidad de los orientales en-
frentando todo tipo de divisionismo en la sociedad que solo tiende a 
debilitarla». Así, la propuesta de Manini Ríos defiende una concepción 
de derecha fuertemente distanciada de la derecha liberal a lo Sartori 
(por ejemplo), negadora del conflicto social, corporativa, con base en 

17  Véase el sitio web de Juan Sartori: https://juansartori.uy/
18  Véase el sitio web de Luis Lacalle Pou: http://lacallepou.uy/
19  Véase el sitio web de Ernesto Talvi: https://talvi.uy/conoce_a_ernesto_talvi
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la familia como principio de identidad, heredera de las concepciones 
organicistas propias de las derechas sociales de los años treinta.20

El PdG, creado por Edgardo Novick, prácticamente concentra la 
totalidad de sus esfuerzos en el tema de la seguridad pública. Son sus 
cincuenta propuestas para combatir la delincuencia lo que destaca en 
su página web, y todas refieren a la «mano dura»: desde la interna-
ción obligatoria de los menores hasta la cancelación de las libertades 
anticipadas.

Los partidos de la derecha y centroderecha uruguaya, desplegados 
en un abanico fragmentado pero con el PN como partido mayor, en-
frentan hoy su mejor hora desde que la izquierda llegó al gobierno.21

En el año 2014, a medida que se acercaba la elección primaba una 
sensación de desasosiego por lo que parecía una caída en la intención 
de voto del Frente Amplio (FA). Hoy se repite lo mismo, la diferencia 
es que en aquel momento la incertidumbre era respecto a la retención 
de la mayoría parlamentaria y hoy lo es sobre la posibilidad de obte-
ner un cuarto gobierno.

Hace cinco años, en octubre de 2014, las bocas de urna presen-
taban un panorama amenazador sobre el sí a la baja, que estaba en 
la cornisa del 50 %, al tiempo que el FA no alcanzaba el 46 %. Sin 
embargo, una hora más tarde, esta fuerza política celebraba que con-
quistaba, nuevamente, la mayoría parlamentaria y que el No a la Baja 
habría triunfado. En el cálculo de quien tenía más, si los partidos de 
la oposición sumados o el oficialismo, los resultados fueron contra-
rios a lo esperado. El FA no había caído de elección en elección: en 
2014 obtuvo un porcentaje casi idéntico al de 2009: 47,81 % y 47,96 %, 
respectivamente.

Uruguay vive hoy un momento muy especial y difícil en su también 
larga década de progresismo criollo.

En primer lugar, la sensación generalizada entre la población es 
la de —nuevamente, como en 2001— una región que se desploma. La 
recesión y la caída de la actividad económica en Argentina y Brasil 
impactan directamente sobre Uruguay, aunque pocos analistas recor-
darán que por primera vez ante la crisis de los vecinos el país logra 
sobrevivir con una tasa de crecimiento mínima, pero de crecimiento 
al fin.

En segundo lugar, la pérdida de aliados en el panorama regional 
genera una sensación de indefensión, especialmente en el Mercosur. 
Uruguay ha tenido que soportar las presiones de Argentina, Brasil y 
Paraguay para aplicar la cláusula democrática de la Organización de 

20  Véase el sitio web de Guido Manini Ríos: http://manini.uy/
21  Véase el sitio web de Edgardo Novick: https://www.novick.com.uy/
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los Estados Americanos (OEA) a Venezuela, ha luchado para que la 
presidencia pro témpore que le tocaba a este país fuera ejercida efec-
tivamente por él, y finalmente, se abstuvo en la votación en la que el 
concierto de Argentina, Paraguay y Brasil consiguió dejar a Venezuela 
prácticamente fuera del bloque. Por último, el descrédito que se ha 
abatido sobre el gobierno de Maduro, la fenomenal embestida de los 
medios de comunicación en el mundo para demonizar al chavismo, 
la caída de Dilma y las acusaciones de corrupción contra el PT, así 
como la defección del kirchnerismo y los procesos judiciales pendien-
tes sobre la expresidenta Cristina Fernández lograron ese abatimiento 
moral del que hablaba Aristóteles, en las izquierdas regionales.

En Uruguay, luego de quince años de gobiernos frenteamplistas, el 
viejo sistema de partidos también da señales de agotamiento. Y, aún 
en forma más amortiguada que sus pares de la región, el país avanza 
hacia un sistema partidista más fragmentado. Los partidos políticos 
uruguayos se resisten a los cambios producidos, en especial a la in-
cursión del empresariado en la política. La búsqueda de cambios le-
gales en la normativa vigente sobre financiamiento de partidos y los 
intentos de limitar el poder de los medios de comunicación y su cons-
trucción de agenda política son la forma en que los viejos partidos 
resisten a las nuevas modalidades políticas que surgen en América La-
tina: presidentes empresarios, candidatos construidos con campañas 
millonarias en pocos meses, predominio de lo comunicacional sobre 
lo organizativo.

En el viejo corazón del sistema de partidos hay elites nuevas que 
quieren aparecer y elites viejas a las que quieren desplazar. Los viejos 
representantes de los partidos políticos están siendo desafiados por 
los jóvenes (u outsiders) representantes de estos mismos partidos. Así 
que el viejo sistema de partidos no alienta ni la fragmentación que 
va contra ellos, ni el fortalecimiento del rol político de los medios de 
comunicación (aunque lo usen en su beneficio). Pero también están 
cansados de esperar, y la continuidad de los gobiernos del FA, con ma-
yoría propia (de la que los partidos tradicionales no dispusieron en el 
último medio siglo en que siempre debieron compartir gobierno), los 
vuelve impacientes. Ya han transcurrido más de 25 años de gobierno 
frenteamplista en la capital del país, y serán quince años de gobierno 
nacional. Hay desgaste en el partido de gobierno. Pero hay un desgas-
te gigantesco en unos partidos tradicionales que, habiendo gobernado 
hasta el pasado reciente, hoy tienen que ocupar el lugar de una oposi-
ción minoritaria, fragmentada y sin ideas nuevas.
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8. EN SÍNTESIS
Las novedades que nos dejó la larga década del progresismo latinoa-
mericano son muy importantes, y es indispensable realizar una sínte-
sis ordenada de ellas.

En primer lugar, es importante resaltar el cambio que se produjo 
en los actores emergentes del proceso de mutación política. La emer-
gencia de los movimientos de mujeres en torno a la lucha contra el 
patriarcalismo, la defensa de sus derechos sexuales y reproductivos, o 
de la paridad política en el reparto de poderes y responsabilidades re-
presentaron una novedad en la agenda de las izquierdas de la segunda 
ola de la democracia. Esto supuso todo un desafío a la subjetividad 
(todo lo privado se vuelve público) e, inesperadamente, también al 
propio capitalismo, al cuestionar las condiciones de la esclavitud mo-
derna (el trabajo no remunerado de las mujeres, incrementado por 
las políticas tendientes a reducir el Estado de bienestar) y la división 
sexual del trabajo que este reproduce y alimenta.

También la emergencia del indigenismo y la renovación de la lucha 
anticolonial en el corazón de la izquierda son novedades de la izquier-
da del siglo XXI que permitieron cuestionar el modelo de acumula-
ción, al reclamar el derecho al «buen vivir», una relación armónica 
con la naturaleza (la Pachamama) y un deseo de vida comunitaria, 
asociativa y despegada del viejo modelo del orden burgués al que los 
marxistas supieron criticar en el siglo XIX. Pero no solo cuestiona-
ron el modelo de acumulación, sino el propio orden normativo que 
lo sustentaba, lo que desató una verdadera batalla jurídica contra el 
derecho positivo.

Los movimientos sindicales fueron en algunos casos fortalecidos 
por la política de reconocimiento practicada por los gobiernos de iz-
quierda, así como por el impulso a las negociaciones tripartitas. El 
aumento del empleo permitió impulsar la lucha por el salario y las 
condiciones de trabajo. Sin embargo, el movimiento sindical tiende a 
estar dividido y fragmentado en América Latina, y en algunos países, 
a tener una fuerza muy relativa. El eje capital-trabajo fue cuestionado 
como organizador de la lucha política y se planteó la necesidad de 
reconceptualizar las clases sociales.

Los intelectuales y las clases medias tuvieron un rol ambiguo en el 
proceso. Aunque es notoria la acumulación teórica que se realizó des-
de la izquierda en el campo de la economía política, tendió a triunfar 
una academia conservadora en el campo de las ciencias sociales y el 
derecho, fuertemente controlada por la academia norteamericana que 
funcionó como una contraparte obligada en la realización de congre-
sos y publicaciones académicas, y que tendió a controlar el ciclo de 
producción de los intelectuales. En el campo del derecho florecieron 
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las escuelas de derecho privadas y, aunque redes de juristas cumplie-
ron un rol indispensable en las denuncias de los atropellos sufridos, 
especialmente ahora en pleno auge del ciclo conservador, la izquierda 
está en franca minoría numérica e intelectual en dicho rubro.

Las clases medias también tuvieron un rol ambiguo en el proceso. 
Los sentimientos de deprivación relativa ante la emergencia —como 
actor político y social— de una plebe con derechos, expectativas y as-
censo social se manifestaron en intolerancia a las políticas igualitarias 
y de inclusión. Las críticas de las clases medias a las políticas sociales 
para la población más pobre (la plata del Estado que se gasta en «los 
que no trabajan») ilustran bien este punto. Las clases medias fueron 
el socio ideal de la regresión conservadora. Y permitieron esa gran 
justificación del ciclo conservador: apelar al cambio en paz contra la 
polarización social y política que produce la emergencia de la «políti-
ca plebeya».

La larga década del progresismo nos deja un debate pendiente so-
bre la debilidad de las bases del modelo de acumulación, producido 
por una inserción internacional de nuestras economías que nos con-
dena al extractivismo. La fuerza de los proyectos de los gobiernos de 
izquierda por transformar a América Latina en una región económica 
y política donde desarrollar políticas financieras y productivas comu-
nes luchó contra la resistencia de los gobiernos conservadores, pero 
dejó pocas lecciones aprendidas. Los países no aprendieron a coope-
rar económicamente en este período, y la suprainstitucionalidad crea-
da pronto fue abandonada cuando los signos de los gobiernos cambia-
ron. Al mismo tiempo, la economía basada en recursos naturales llenó 
a América Latina de problemas ambientales que la izquierda no supo 
o no quiso resolver. También dejó a buena parte de la conciencia am-
bientalista de las nuevas generaciones con la frustración de no haber 
podido avanzar más en este camino.

Nuestros partidos políticos deben estar en el centro de este análi-
sis ya que, si la izquierda padeció problemas de corrupción, esto no 
debe achacarse solamente a la conducta impropia de algunos de sus 
integrantes, sino a la naturaleza intrínsecamente corrupta del capita-
lismo y a la forma en que esta cultura moldeó y penetró la cultura de 
la izquierda. Si a ello se suman las necesidades de hacer alianza con 
los empresarios, la proliferación de burocracias políticas pagas que 
contribuían a financiar esos mismos partidos, la necesidad de «pagar» 
votos con prebendas y la escasa propensión al institucionalismo que 
en general padecen los populismos, desesperados por mostrar resulta-
dos y más proclives a construir voluntad política que instituciones, se 
entenderá cómo nuestros partidos son parte del problema.
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También es parte del problema la redefinición y recuperación de las 
alianzas con el movimiento social. Los partidos políticos fueron, mu-
chas veces, reacios a escuchar o a involucrarse con las demandas de 
la sociedad civil, y tendieron a aplicar principios de autoridad con sus 
viejos aliados. Sin embargo, fueron estos aliados los únicos que apo-
yaron a partidos y líderes cuando la regresión conservadora vino a por 
ellos. La necesidad de fundar estructuras políticas que tengan como 
contraparte al movimiento social es hoy una tarea de la izquierda.

Finalmente, la izquierda de la segunda ola de la democracia no 
contaba con que dos actores políticos serían centrales en esa tercera 
ola: la justicia y los medios de comunicación. Ambos serían aliados en 
la estrategia de la vuelta a la regresión conservadora. La falta de mano 
firme de las izquierdas en las reformas de sus sistemas judiciales, en 
el desmonte del viejo aparato jurídico de defensa de la propiedad pri-
vada y en la preparación de recursos humanos que pudieran desple-
gar una contraofensiva de derecho progresista fue parte del problema. 
También lo fue la falta de una estrategia clara y firme en relación con 
los medios de comunicación privados que redefiniera las condiciones 
cuasi monopólicas en las que estos operan y que estimulara a los me-
dios de comunicación públicos.

Todas estas tareas serán de recibo si un nuevo ciclo ascendente del 
progresismo viene a regir la vida política de nuestros países. Por aho-
ra, en plena regresión conservadora, debe sintetizarse la experiencia 
de estos años y buscarse un entendimiento común de los problemas y 
desafíos que experimenta esta región del mundo que en la última dé-
cada y media había aprendido a erguirse como un actor destacado en 
el concierto mundial, y a reclamar su derecho al bienestar, la justicia 
social y la autonomía política.
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Gráficos del capítulo 4

Gráfico 1. Uruguay: Exportaciones de bienes (IVF variantes en años móviles) 
(2012-2015)
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Fuente: MEF (2019).

Gráfico 2. Uruguay: Precios de exportaciones de bienes (índice de precios 2005 
= 100) (2012-2015)
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Fuente: MEF (2019).
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Gráfico 3. Uruguay: Tasas de empleo y desempleo. Total del país.  
Datos trimestrales (%) (2006-2015)

Fuente: MEF (2019).

Gráfico 4. Brasil: Evolución del PBI (2010-2015)

Fuente: MEF (2019).
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Gráfico 5. Brasil: Resultado fiscal. En % del PBI (doce meses móviles) 
(2013-2015)

Fuente: MEF (2019).

Gráfico 6. Brasil: Inflación (variación anual) (enero de 2013-julio de 2015)

Fuente: MEF (2019).
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Gráfico 7. Argentina: Estimador mensual de actividad económica (2010-2015)

Fuente: MEF (2019).

Gráfico 8. Argentina: Inflación (variación anual) (enero de 2011-marzo de 
2015)

Fuente: MEF (2019).
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